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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez Urrutia. Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario de esa Cartera, señor Marcelo Albornoz Serrano.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:15, en presencia de 13 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Las actas de las sesiones 16ª, ordinaria, en 13 de mayo, 17ª, especial, y 18ª, ordinaria, ambas en 14 de mayo, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Ocho de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los cuatro primeros retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley atinente a comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (boletín N° 7.765-07).



2.- Proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja (boletines Nos 7.873-07 y 7.011-07, refundidos). 



3.- Proyecto de ley que establece el nuevo Código Procesal Civil (boletín N° 8.197-07).



4.- Proyecto de ley que aumenta la bonificación por calidad de satisfacción al usuario para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, establecida en la ley N° 20.342 (boletín N° 9.288-05).



Con el siguiente hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que adecúa la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco (boletín N° 8.886-11).



Con los tres últimos retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (boletín Nº 8.132-26).



2.- Proyecto de ley de reforma tributaria que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario (boletín N° 9.290-05).



3.- Proyecto de ley que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica (boletín N° 9.155-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Siete de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros comunica que aprobó las iniciativas que se enuncian a continuación: 



1.- Proyecto de ley de reforma tributaria que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario (boletín N° 9.290-05) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Hacienda. 


2.- Proyecto de ley que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (boletín N° 8.069-14) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Economía.


3.- Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en materia de polifuncionalidad (boletín N° 8.417-13) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 


Con el cuarto informa que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica (boletín N° 9.113-05).



--Queda para tabla.


Con el siguiente refiere que prestó su aprobación a la observación formulada por el entonces Presidente de la República señor Sebastián Piñera Echenique al proyecto de ley que crea el Día Nacional del Trabajador Forestal (boletín N° 6.462-24) (Véase en los Anexos, documento 4). 



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Con el sexto remite la nómina de los señores Diputados que concurrirán a la Comisión Mixta que, conforme al artículo 71 de la Constitución Política de la República, debe proponer la forma y el modo de resolver las discrepancias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Aeronáutico en materia de transporte de pasajeros y sus derechos (boletines Nos 4.595-15 y 4.764-15, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el último comunica los nombres de los Honorables Diputados que, en representación de la Cámara Baja, integrarán las Comisiones de Reja y Pórtico que recibirán el día 21 de mayo a Su Excelencia la Presidenta de la República con ocasión de la sesión de Congreso Pleno en que se dará cuenta al país del estado político y administrativo de la nación.



--Se toma conocimiento.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control de constitucionalidad acerca del proyecto de ley que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (boletín N° 5.579-03).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Del señor Contralor General de la República:



Remite copia del informe final sobre auditoría efectuada en la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, intendencias, gobernaciones y otros entes integrantes del Sistema Nacional de Protección Civil.



Del señor Ministro de Justicia:


Contesta acuerdo adoptado por la Corporación, a sugerencia de los Senadores señores Navarro, Araya y Guillier, relativo a la suspensión por el plazo de un año de las subastas públicas, los juicios hipotecarios y los lanzamientos tras el acaecimiento de los sismos o catástrofes a que se refiere la ley N° 16.282 (boletín Nº S 1.649-12).



De la señora Ministra de Minería:


Da respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, relativa al catastro de relaves mineros existentes en la zona norte del país y a las fiscalizaciones realizadas en materia de medidas de seguridad, especialmente para el evento de sismos.



Del señor Secretario General de Carabineros:


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor De Urresti, en materia de dotación de personal y construcción de recintos policiales en la Región de Los Ríos.



De la señora Jefa de División de Educación General, Ministerio de Educación:


Remite, ante petición formulada por el Senador señor De Urresti, nómina de los treinta y cinco establecimientos educacionales con los que la Secretaría de Educación Ministerial de la Región de Los Ríos suscribió convenios en el marco del Programa de Educación Intercultural Bilingüe y, por ser todos de similar tenor, copia de uno de ellos.



De los señores Alcaldes de Chiguayante, Chillán, Laja y Talcahuano y del señor Director de Obras Municipales de San Pedro de la Paz:


Remiten sendas respuestas a la consulta, cursada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a la existencia en esas comunas de ordenanzas municipales que determinen zonas preferentes para la instalación de antenas de telefonía móvil.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.
Informes



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo concepto de “empresa” (boletín N° 4.456-13) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta la bonificación por calidad de satisfacción al usuario para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, establecida en la ley N° 20.342 (boletín N° 9.288-05) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Quedan para tabla.
Moción



De los Senadores señores Horvath, Bianchi y De Urresti, con la que inician un proyecto de ley general sobre derechos lingüísticos de los pueblos indígenas de Chile (boletín N° 9.363-04) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema para el efecto de lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Constitucional.
Declaraciones de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Bianchi con la que propone un proyecto de ley que elimina las condiciones exigidas para el aumento del feriado anual respecto de los funcionarios públicos y de los municipales.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, conforme lo disponen los incisos tercero y cuarto, número 4°, del artículo 65 de la Constitución Política.


Moción del Senador señor Navarro con la que propone un proyecto que modifica la ley Nº 20.599, que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones.


--Se declara inadmisible por comprender materias de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política.
Proyectos de acuerdo



Del Senador señor Bianchi, con el que le solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que elimine las condiciones exigidas para el aumento de feriado anual en los artículos 106, inciso segundo, del Estatuto Administrativo y 105, inciso segundo, del Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales (boletín Nº S 1.665-12) (Véase en los Anexos, documento 9).


De los Senadores señores Bianchi, Chahuán, Horvath, Prokurica, Quinteros y Rossi, con el que le solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de un proyecto modificatorio del artículo 55 ter de la Ley de Impuesto a la Renta al objeto de ampliar el beneficio concedido a los contribuyentes personas naturales por sus hijos no mayores de 25 años de edad matriculados en instituciones de educación que realicen estudios complementarios o de perfeccionamiento (boletín N° S 1.666-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
Comunicación



Del Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, Senador señor Letelier, con la que informa que, por iniciarse un nuevo período legislativo, es necesario conformar los Grupos de Amistad que esta Corporación mantiene con otros Parlamentos y señala que los señores Senadores que deseen inscribirse en alguno de ellos podrán hacerlo mediante nota dirigida al Secretario de la referida Comisión, hasta el martes 11 de junio próximo.



--Se toma conocimiento.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar en la presente sesión, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley que aumenta la bonificación por calidad de satisfacción al usuario para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, establecida en la ley N° 20.342, y



2.- Colocar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del martes 3 de junio próximo el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo concepto de “empresa” y tratarlo hasta su total despacho.

JURAMENTO O PROMESA DE FUNCIONARIOS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señoras y señores Senadores, conforme al artículo 18 del Reglamento del Personal del Senado, tomaré juramento o promesa a los funcionarios que aún no han cumplido esa formalidad, quienes para tal efecto fueron ordenados en tres grupos.



Saludo tanto a los familiares y amigos de dichos funcionarios como a los representantes de las asociaciones a las que se encuentran adscritos, todos los cuales se hallan en las tribunas.



¡Muy bienvenidos!



¡Muchas gracias por su presencia!



Les ruego a Sus Señorías y a las demás personas ponerse de pie, pues voy a iniciar la ceremonia.



¿Juráis o prometéis cumplir lealmente con vuestras funciones y guardar sigilo acerca de los asuntos secretos o reservados de que toméis conocimiento en razón de vuestro cargo?



--Prestan juramento o promesa los siguientes funcionarios:



Señora Ximena Cecilia Amigo López, señor Jorge Gonzalo Taborga Molina, señorita María Teresa Romero Celedón y señores Patricio Donoso Velasco y Mario Madrid Pizarro.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Juráis o prometéis cumplir lealmente con vuestras funciones y guardar sigilo acerca de los asuntos secretos o reservados de que toméis conocimiento en razón de vuestro cargo?



--Prestan juramento o promesa los siguientes funcionarios:



Señorita Carmen Gloria Abarca Allendes, señores Luis Díaz González y Jorge Enrique Vera Soto, señora Juana Stuardo Castillo y señor Germán Toro Arancibia.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Juráis o prometéis cumplir lealmente con vuestras funciones y guardar sigilo acerca de los asuntos secretos o reservados de que toméis conocimiento en razón de vuestro cargo?



--Prestan juramento o promesa los siguientes funcionarios:



Señorita Ángela Lorena Martínez Meneses y señores Cristian Chávez Cortés, Cristian Lezaeta Cabrera, Rodrigo Bazaes Herrera y Hugo Opazo González.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Agradezco a las señoras Senadoras y a los señores Senadores que estuvieron presentes en esta ceremonia y saludo una vez más a quienes acompañaron a sus familiares desde las tribunas.

)---------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señora Presidenta, como Presidente de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, solicito en nombre de este órgano fijar un nuevo plazo, hasta las 12 horas del lunes 2 de junio, para presentar indicaciones al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (boletín N° 7.908-12).

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

)---------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, se acaba de declarar inadmisible una moción que presenté para iniciar un proyecto modificatorio de la ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones.



Mi propósito es fijar zonas de exclusión absoluta para las llamadas “antenas de celulares”, dados los múltiples problemas que están provocando en todo el país.



En tal virtud, solicito que se pida el patrocinio de la señora Presidenta de la República.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Les parece a Sus Señorías oficiar en nombre del Honorable señor Navarro, con la adhesión del Senado?



--Así se acuerda.

)---------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Conforme a lo acordado por los Comités, atendiendo una solicitud que nos hizo nuestro excolega y actual Ministro de Justicia, don José Antonio Gómez, quien a menudo viene a visitarnos en esta Sala -¡hasta ahora es muy bien recibido...!-, trataremos en el Orden del Día, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto contenido en el boletín N° 9.288-05.

V. ORDEN DEL DÍA
AUMENTO DE BONIFICACIÓN POR CALIDAD DE SATISFACCIÓN AL USUARIO EN REGISTRO CIVIL
La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que aumenta la bonificación por calidad de satisfacción al usuario para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, establecida en la ley N° 20.342, con informe de la Comisión de Hacienda.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9288-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 16ª, en 13 de mayo de 2014.



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 19ª, en 20 de mayo de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho de este proyecto y la calificó de “suma”.



El objetivo de la iniciativa es aumentar el monto anual del beneficio dispuesto en la ley N° 20.342, que crea una bonificación por calidad de satisfacción al usuario y establece normas que indica para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación.



La Comisión de Hacienda discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.



El texto que se propone aprobar se consigna en la página 6 del informe pertinente.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En la discusión general, tiene la palabra el señor Ministro de Justicia.

El señor GÓMEZ (Ministro de Justicia).- Señora Presidenta, solo haré una breve mención en el sentido de que se trata de un bono por calidad de satisfacción al usuario, beneficio surgido de la ley N° 20.342, que se publicó el 27 de abril de 2009.



Al efecto, se dispone que en septiembre de cada año debe realizarse una encuesta, la cual se encarga a una empresa externa que analiza cómo ha sido el proceso del Servicio de Registro Civil e Identificación.



Mediante el proyecto en debate, simplemente, se cambia el guarismo “$813.600”, fijado al 31 de enero de 2009 -en esa época (el Senador Lagos hizo la conversión) equivalía a 38,8 unidades de fomento-, por “$1.050.000”, o sea, al día de hoy, 45,04 UF.



Le pido al Honorable Senado aprobar esta iniciativa, que emana de un acuerdo a que se llegó luego de una movilización realizada por los funcionarios del Registro Civil.



Gracias, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, tal como dijo el señor Ministro de Justicia, se trata de un proyecto muy sencillo, que busca reajustar en aproximadamente 15 por ciento el bono que se otorga a los funcionarios del Registro Civil en función de la calificación que hacen los propios usuarios respecto a la calidad de los servicios y la atención que reciben.



Por lo tanto, nuestra sugerencia es que la Sala lo apruebe en los términos en que lo despachó la Comisión de Hacienda, por unanimidad.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, me sumo al planteamiento que hizo el Honorable señor García.



Efectivamente, se trata de un tema que se tocó con motivo del conflicto en que estuvieron los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, quienes durante él vinieron al Senado a conversar con nosotros. Y se acordó que uno de los puntos a resolver era la bonificación por calidad de satisfacción al público, la que se mide mediante una encuesta.



Es efectivo lo que dijo el señor Ministro: se sube el monto del beneficio de 38 a 45 unidades de fomento, aproximadamente.



Insisto: solo se trata de cumplir un compromiso contraído.



Por lo tanto, creo que debemos aprobar este proyecto sin más trámite.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Debo recordar que estamos tratando esta iniciativa como si fuera de Fácil Despacho y que, por ende, corresponde que hablen solo dos Senadores.



En consecuencia, les pido a Sus Señorías ser extraordinariamente breves.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, únicamente quiero decir que aquí estamos haciendo un esfuerzo común y que hay que entender la situación.



Cuando uno habla de “bonificación por calidad de satisfacción al usuario” trata precisamente de buscar mecanismos y elementos que les permitan a las instituciones funcionar mejor.



El Registro Civil, que presta un servicio muy importante a la comunidad, requiere una modernización. Y lo ha planteado el Ministro de Justicia.



Este es un paso que se viene dando desde el período anterior. Y lo que estamos haciendo es cumplir un compromiso que se contrajo.



Señora Presidenta, yo quiero sencillamente agregar que, más que el simple aumento de 38 a 45 unidades de fomento -el significado del cambio no es más que ese-, ello tiene que ser parte de un proceso de modernización en el cual los funcionarios se sientan más cómodos, y los usuarios, mejor atendidos. El anterior es el círculo virtuoso que se trata de generar. Más allá de una cifra más, una cifra menos, esto es parte de un proceso que no termina con la presente iniciativa. Y lo ha dicho el señor Ministro de Justicia: la idea es seguir progresando.



En esa lógica, los parlamentarios de la Unión Demócrata Independiente obviamente vamos a pronunciarnos a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe, sobre la misma base de resultar deseable la brevedad, porque el tratamiento del asunto es como si fuera de Fácil Despacho.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, solo deseo ratificar el compromiso del Comité Partido por la Democracia con la aprobación del proyecto de ley, que va a beneficiar a varios cientos de funcionarios del Registro Civil.



Ese Servicio cumple una función fundamental a lo largo del país, lo que se ha observado sobre todo en épocas en que las decisiones de autoridad no siempre han sido las adecuadas y han significado inversiones generadoras de un mayor desgaste en el nivel de funcionamiento y atención de público. Por eso, creo que se trata de un reconocimiento a los trabajadores.



Vamos a concurrir, entonces, con nuestro voto a favor.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Honorable señor Montes.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, en esta Corporación usan de la palabra todos los miembros de la Comisión y no podía quedarme atrás. ¡Estoy aprendiendo una modalidad…!



Únicamente deseo consignar que este fue un acuerdo del Gobierno anterior para resolver el conflicto. Nosotros asumimos el convenio y acogemos la solución, sobre la base de que para la aprobación se requiere una encuesta. Esta última se llevó a cabo cinco días después del paro y reveló que la atención era muy buena.



Junto con pedir el informe de la muestra, para obtener más antecedentes, también le solicitamos al señor Ministro que nos entregara el plan de modernización, porque el incentivo, además de superar la dificultad, apunta a que funcione mejor el Servicio, y queremos tener la certeza de que eso se está cumpliendo.



La bancada socialista va a votar a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Por 23 votos a favor, se aprueba en general el proyecto, y, por no haberse formulado indicaciones, queda aprobado también en particular.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz y Van Rysselberghe, y los señores Allamand, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Los Honorables señora Lily Pérez y señores Prokurica y Girardi dejan constancia de su intención de voto a favor.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor GÓMEZ (Ministro de Justicia).- Deseo agradecerles a usted, señora Presidenta, y a los señores Senadores el despacho de la iniciativa.



Efectivamente, este es un bono importante para el Registro Civil, cuyos trabajadores han realizado un tremendo esfuerzo por mejorar las condiciones del Servicio y superar las dificultades existentes.



El informe que la Comisión me pidió lo haré llegar, como lo acordamos, el 15 de junio próximo.



Gracias.

REGULACIÓN DE ENTREVISTAS EN VIDEO Y OTRAS MEDIDAS DE RESGUARDO A MENORES VÍCTIMAS DE DELITOS SEXUALES

La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje del anterior Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, en primer trámite constitucional, que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9245-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 89ª, en 22 de enero de 2014.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 3ª, en 19 de marzo de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objeto de la iniciativa es mejorar la forma en que un menor de edad que ha sido víctima de un delito sexual se relaciona con el sistema procesal penal, de manera de minimizar la victimización secundaria que puede afectarle y darle un más efectivo resguardo a sus derechos.



La Comisión discutió el proyecto solo en general y, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Espina, Larraín (don Hernán), Walker (don Patricio) y el entonces Senador señor Larraín (don Carlos), aprobó la idea de legislar.


Cabe consignar que el artículo 15, contenido en el Artículo Primero del texto, es de rango orgánico constitucional, por lo que requiere 22 votos para ser acogido.



La normativa que se propone sancionar en general se transcribe en el primer informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, la iniciativa que nos ocupa es bastante relevante: regula, esencialmente, la entrevista videograbada al menor víctima del delito de abuso sexual.



Se recibió una propuesta al respecto de la Fundación Amparo y Justicia, entregada por el señor Ramón Suárez y otro abogado que lo acompañó. Asimismo trabajó en la materia el Ministerio de Justicia del Gobierno anterior.


Al Senador que habla le tocó participar en algunas reuniones.



Básicamente se apunta a reducir la victimización secundaria de los niños abusados sexualmente. En promedio, uno de ellos presta entre seis y diez declaraciones, en total -ante un psicólogo, un policía, un perito, un fiscal, un juez de garantía, un tribunal oral en lo penal-, en un juicio. Y eso provoca, junto al daño principal, otro secundario, adicional, que es el de tener que recordar varias veces, ante distintas personas, la experiencia traumática, lo que resulta tremendo. Ello da lugar a que muchos padres afirmen: “Si hubiera sabido por lo que iba a pasar mi hijo, jamás hubiese hecho la denuncia”, lo que es muy grave, porque se trata, obviamente, de la antesala de la impunidad.



Además, se originan problemas de prueba, porque un niño abusado sexualmente tiene que esperar hoy día entre seis meses a un año, por ejemplo, para que se le haga un examen de credibilidad o un peritaje. ¿Por qué? Porque el Centro de Asistencia a Víctimas de Agresiones Sexuales (CAVAS) o el Instituto Médico Legal no cuentan con los psicólogos o los peritos suficientes para poder tomar la declaración y practicar los test. En consecuencia, el menor muchas veces olvida los detalles del hecho ocurrido y se afecta la calidad de la prueba. A ello se suma que ese lapso de tiempo da espacio a las presiones, que provocan con frecuencia la retractación.



Entonces, ¿cuál es la idea del proyecto de ley? Que el niño no declare en los juicios orales, sino que sea interrogado únicamente en dos oportunidades antes del juicio, grabadas en video y con la intervención de un entrevistador especializado: la primera vez ante el fiscal, ya verificada la denuncia, y la segunda, bajo la forma de prueba anticipada, con la conducción de un juez de garantía.



En concreto, el fiscal deberá instruir la primera entrevista videograbada dentro de un plazo de 72 horas desde que se haya tomado conocimiento del delito, salvo que exista un impedimento grave y manifiesto, caso en el cual empezará a correr desde que este cese. Y, naturalmente, ella va a servir para el juicio.



¿Cuáles son las principales ventajas de una declaración temprana para la prueba?



Primero, se debe tener presente -y lo decía recién- que el tiempo para los menores es distinto que el tiempo para los adultos. Así, un año probablemente constituye, para un niño de 6 años, la tercera parte de su vida, desde que tiene recuerdos, de manera que ese lapso es más largo que para un adulto. Si a un adulto se le dificulta rememorar lo que le ocurrió hace un año, a un menor le cuesta mucho más.



Segundo, una declaración más temprana, por lo mismo, permite que el menor recuerde mejor. Lo anterior, sin perjuicio de que detalles que posteriormente le vengan a la memoria puedan ser incorporados a través de una nueva declaración, como la judicial, o de la prestada por testigos.



Tercero, es posible obtener un relato más espontáneo y se evita que la relación pueda contaminarse por presiones o por el hecho de repetir muchas veces lo mismo. En estos casos, la narración generalmente tiende a transformarse en algo casi automatizado, con empleo de palabras que no parecen pertenecer al vocabulario de la persona y que mellan la credibilidad.



Cuarto, también se previene un fenómeno propio de estos delitos, asociado a contextos intrafamiliares, consistente en que la cónyuge del agresor u otros parientes cercanos de la víctima comienzan a presionar para que esta se retracte de su declaración, sobre la base de que el sujeto se encuentra privado de libertad y la economía familiar se ha visto mermada. Esta situación, muy frecuente en la práctica, sin duda profundiza el daño psicológico.



¿Cuáles son las principales ventajas para el menor?



Naturalmente, disminuye la victimización secundaria, como lo expresaba antes.



En seguida, se le puede sacar rápidamente del proceso penal, para que pueda seguir con su vida e iniciar su proceso reparatorio.



Está comprobado, además, que mientras más rápida sea esa salida, el daño asociado al abuso disminuye, pues permite trabajar antes en la reparación psicológica.



Finalmente, cada vez que el menor cuenta lo sucedido a una persona distinta, ello representa una nueva agresión que lo afecta.



Tomando en consideración las ventajas de una declaración temprana, es necesario analizar la forma en que debe llevarse a cabo. Para estos efectos, el proyecto propone dos instancias: la investigativa y la judicial.



Al respecto, es necesario señalar que al menos la declaración judicial propuesta es muy similar a la institución hoy día existente y recogida en el artículo 191 bis del Código Procesal Penal. Se trata del relato anticipado de menores de edad víctimas de delitos sexuales y en salas especialmente acondicionadas al efecto. Es una alternativa sumamente útil y trae ventajas considerables tanto para el menor como para el proceso mismo.



Lo que pasa es que, muchas veces, no se utiliza el sistema, como lo decía la profesora María Elena Santibáñez, básicamente porque la declaración se toma por un juez de garantía y se utiliza generalmente un circuito cerrado de televisión, con varios intervinientes, etcétera.



El problema del artículo 191 bis radica en que la norma no es obligatoria, de manera que deja abierta la posibilidad de que el menor vuelva a ser llevado a declarar a juicio, lo que revierte todas las ventajas tenidas en vista al crearse la institución.



Por otro lado, muchas veces los fiscales prefieren llevar a los niños a juicio para que los jueces los vean personalmente, dada la emocionalidad que ello conlleva y considerando, además, lo señalado antes.



Asimismo, tomando en cuenta que los equipos audiovisuales deben ser llevados por el Ministerio Público, pues los tribunales no cuentan con ellos, a menudo la calidad de la reproducción de la videograbación no es buena, no se puede escuchar el audio o quedan difusos los detalles. El riesgo también se toma en cuenta a la hora de decidir si se hace uso de la prueba anticipada o si se lleva al menor a un juicio.



Sé que es preciso efectuar correcciones. El proyecto exhibe algunos defectos y algunas normas tienen que ser mejoradas. De hecho, el Gobierno está pidiendo un plazo. Propongo que sea de 40 días, para que pueda presentar una indicación que perfeccione el texto. Pero es muy importante que exista la voluntad de avanzar en la materia.



Un video que con frecuencia me toca llevar a algunas charlas que me invitan a dar sobre el abuso sexual a menores expone cómo se afecta a aquel que tiene que prestar una declaración, por ejemplo, ante una profesora que empieza a hablar por teléfono, que se distrae, que está fumando, que come chocolate. Y el niño víctima del delito tiene que aceptar una situación denigrante.



Por eso, queremos limitar la intervención penal frente a este daño y considerar la entrevista videograbada realizada por especialistas, bajo la dirección de fiscales y de jueces de garantía. Todas las partes podrán intervenir -los defensores del acusado, etcétera- a través de la persona especializada y de una sala Gesell o espejo, sin que el menor vea quiénes están detrás del vidrio. Es un paso muy importante para que nuestros niños no sigan viviendo el trauma o victimización secundarios, muchas veces más brutal que el abuso físico y sexual propiamente tal.



Sin perjuicio de esperar las indicaciones del Gobierno -por mi parte, también quiero presentar algunas, al igual que otros señores Senadores-, invito a mis colegas a pronunciarse por la aprobación en general de la iniciativa, tan importante para los niños de Chile, quienes no marchan, no protestan, no sufragan, pero cuya voz esperamos que se escuche fuerte y clara hoy día en esta Corporación.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señora Presidenta, no hay duda de que vamos a votar a favor luego de las expresiones del Honorable señor Patricio Walker, porque si una persona ha tenido autoridad en la materia ha sido Su Señoría, desde la época en que nos tocó trabajar juntos, en la Cámara de Diputados, respecto de asuntos de esta naturaleza.



Solo quisiera precisar que el proyecto fue iniciado -y lo valoro- por la Administración del Presidente Sebastián Piñera Echenique y que tiene por objeto reforzar, como bien se ha señalado aquí, la protección de menores y adolescentes víctimas de las agresiones más fuertes y dramáticas que pueden llegar a sufrir, como son la violencia y el abuso sexual.



Además, claramente perfecciona las herramientas procesales, para que sea posible contar con mejores antecedentes que puedan obtener los especialistas de la declaración del niño y así alcanzar una mayor certeza en las sentencias condenatorias o absolutorias.



Nuestra legislación actual da pie para que los menores de edad víctimas de tales atrocidades puedan sufrir una revictimización, por cuanto son expuestos a largos interrogatorios en forma reiterada, lo que los obliga a recordar y revivir la dramática experiencia del abuso sexual vivido.



Es nuestro deber adoptar todas las medidas legislativas necesarias para proteger a nuestros niños de las distintas formas de abuso físico o mental, de descuido o trato negligente, de maltrato o explotación, especialmente cuando ello se origina en algún exceso o agresión sexual. De esta manera se dará plena efectividad a la Convención de Derechos del Niño, ratificada por Chile en 1990.



Desde que ratificamos dicho instrumento, asumimos un compromiso con la comunidad internacional y con las niñas y niños de nuestro país, de asegurar que nuestra legislación contemplará los derechos y principios que la mencionada Convención establece, sobre la base de cuatro ejes fundamentales: el interés superior del niño; su supervivencia; su desarrollo y protección, y la no discriminación.



En cuanto al contenido particular de este proyecto, quisiera expresar, señora Presidenta, que, no obstante la correcta orientación de sus normas en orden a la protección de los menores, admite, sin embargo, algunas mejoras que, desde otro punto de vista, garanticen también el adecuado ejercicio del derecho a la defensa de los imputados.



Tan importante como velar por el cuidado de nuestros niños es asegurar la legitimidad y credibilidad del sistema judicial, especialmente en materia de delitos sexuales, donde la experiencia durante la vigencia de la reforma procesal penal ha demostrado que se trata de un ámbito extraordinariamente complejo y delicado, que puede prestarse para un abuso del derecho por parte de algunos que inescrupulosamente acusan a personas inocentes de esta clase de delitos.



Es por lo anterior que llamo a todos los parlamentarios, en forma transversal, a continuar la tramitación de este proyecto de ley con la mayor rapidez y agilidad posible. ¡Con la mayor agilidad posible!



Nuestra responsabilidad de resguardar el interés superior de nuestros niños no termina con la aprobación de esta iniciativa. Todavía tenemos mucho por avanzar para mejorar nuestra legislación y nuestras   instituciones y así otorgar un adecuado tratamiento psíquico a los menores víctimas de agresiones sexuales, así como también para crear políticas públicas más eficaces en la prevención de este tipo de delitos.



Por eso y mucho más, voy a votar que sí.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, durante el año pasado hubo un incremento en el número de delitos sexuales cometidos contra menores de 14 años. Según cifras del Ministerio Público, el 2013 se produjeron 4.945 denuncias por abuso sexual con contacto, lo que significó un aumento respecto del año anterior.



Algunos afirman que en nuestro país se abusa de un menor cada 33 minutos.



UNICEF estableció a través de un estudio que el 8,7 por ciento de niños, niñas y adolescentes ha sido víctima de algún tipo de abuso sexual. Tres de cada cuatro de ellos son de sexo femenino, mientras que la edad promedio de la primera vez que se sufre abuso sexual es de ocho años y medio.



Asimismo, cuando uno ve las cifras internacionales, comprueba que este no es un fenómeno que solo se dé en Chile.



Un estudio del mismo organismo indica que en el contexto occidental una de cada tres niñas y uno de cada siete niños sufren abuso sexual antes de cumplir los 18 años, cifra extremadamente alta.



¿Cuántos de ellos deciden recurrir a la justicia? Un porcentaje minoritario. Es decir, en este tipo de delitos la cifra negra aumenta considerablemente. 



Delito que no se denuncia es delito que no se investiga y es impunidad que se va asentando.



Una de las razones que tienen en vista los tutores, curadores, padres o apoderados de los menores para eludir la acción de la persecución penal contra los agresores es justamente lo que aquí ya se señaló: la denominada “revictimización” o “victimización secundaria”, que es el procedimiento en virtud del cual se expone a un menor de edad al relato constante de su trauma de abuso sexual ante las autoridades investigativas.



Tal como manifestó el Senador Patricio Walker, un menor que ha sido objeto de un abuso sexual puede ser llevado a declarar entre cuatro y diez veces, situación que incrementa considerablemente los niveles de exposición, de trauma psicológico, de estigmatización social y también, por qué no decirlo, de revictimización. Tal como advierten los médicos, el dolor, el trauma psicológico vuelve a estar presente una y otra vez en ese menor de edad.



Si aquello fuera indispensable, uno podría decir: “Bueno, se requiere para contar con un mecanismo eficiente”. Pero ni aun así se justifica, puesto que la experiencia internacional revela que no son necesarias más de dos declaraciones de un menor de edad para que haya plena prueba.



¿Cuál es el objetivo que han tenido en vista tanto el legislador internacional como el que funda este proyecto de ley? Lograr compatibilizar, en primer lugar, la protección de la integridad psicológica de una víctima menor de edad; en segundo lugar, el éxito de la investigación, que obviamente debe fundarse en pruebas sólidas que establezcan la responsabilidad del imputado más allá de toda duda razonable, y, finalmente, el respeto de las garantías fundamentales del imputado.



Por lo tanto, las normas de nuestro ordenamiento jurídico deben ser capaces de complementar esos tres elementos y de compatibilizarlos entre sí. La plena observancia del debido proceso es fundamental.



Este es el trasfondo del debate que esconde esta iniciativa legal, porque debe entenderse que la revictimización del menor no tiene como causa la actividad de la defensa del imputado, que es legítima, sino más bien un problema procesal que no hemos sido capaces de resolver, consistente en la intervención de dos, tres o cuatro autoridades interrogando al menor respecto de los mismos hechos.



Por eso, señora Presidenta, es fundamental observar lo que ha ocurrido en el derecho comparado.



Yo no me voy a referir ahora a los aspectos particulares del proyecto, porque entiendo que estamos en la discusión general. Ya tendremos oportunidad en la Comisión de Constitución, una vez aprobada la idea de legislar por esta Sala -es lo que espero-, de discutir cada uno de los preceptos de la iniciativa, para perfeccionarlos.



Sin embargo, cuando uno observa la experiencia comparada, ve que países como Estados Unidos, el Reino Unido, Australia, Canadá, Alemania, España e Israel han adoptado normas, en diferentes momentos de su historia, destinadas a proteger a los menores.



Por ejemplo, en el Reino Unido existe un mecanismo para proteger a menores víctimas de delitos graves desde 1991. El juez evalúa, con anterioridad al juicio, si el menor está o no en condiciones de declarar, no permitiendo su declaración en caso negativo. Además, la declaración del menor es grabada y luego exhibida.



En España, la Ley de Enjuiciamiento Criminal también contempla, en su artículo 707, un procedimiento en virtud del cual se establece la entrevista grabada como mecanismo para evitar la revictimización.



Por estas razones, señora Presidenta, considero fundamental que la Sala del Senado apruebe en general el proyecto con el objetivo de avanzar en la disminución de la referida revictimización. 



Lo anterior se logra a través de la utilización de sistemas tecnológicos que hoy permiten tomar la declaración, al menor que ha sido víctima, en condiciones adecuadas para que su relato corresponda a lo que efectivamente ocurrió: ante personal competente, profesional y debidamente capacitado para la interrogación de menores de edad, la que es muy distinta de la que se practica a adultos. 



En segundo lugar, se requiere que durante el desarrollo del proceso judicial no se deba solicitar nuevamente la declaración si ello no es estrictamente necesario.



El proyecto  habla de “delitos sexuales” y, por lo tanto, deja circunscrita la aplicación de sus normas a aquellos comprendidos en el Título VII del Libro II del Código Penal.



Luego define, en una medida bastante audaz, lo que se entenderá por “victimización secundaria”.



En seguida establece criterios o principios que el juez deberá tener en consideración al estar en presencia de un menor de edad.



En definitiva, señora Presidenta, creo que la iniciativa  constituye un avance que, en la práctica, permitirá dar protección a aquellos menores que no hemos sido capaces de tutelar, para evitarles mayor sufrimiento frente a un abuso sexual.



No está en manos del Parlamento poder evitar que este se produzca, salvo en cuanto instituir normas disuasivas y sanciones adecuadas, pero sí está corregir un problema serio que en la actualidad se está produciendo en el marco de los procedimientos investigativos. 



Si nosotros adoptamos medidas que efectivamente tiendan a proteger al menor cuyos padres han decidido, de manera valiente, hacer la respectiva denuncia para perseguir a los responsables, vamos a aportar a la disminución de esta tremenda cifra negra que significa hoy el no denunciar por temor a la revictimización secundaria y a la sobreexposición. 



En materia de videograbación, el proyecto contempla dos tipos: la entrevista investigativa, que tiene por objeto tener celeridad en la investigación y en la obtención de la declaración de la víctima, la cual debe realizarse dentro de las 72 horas siguientes a la interposición de la denuncia; y una segunda entrevista, de carácter judicial, solicitada por el fiscal, que se realizará en una audiencia especial de prueba anticipada, a la que podrá comparecer el menor mayor de 14 años si este o sus apoderados lo estiman pertinente. 



La importancia de esta iniciativa es que evita una situación que hoy genera una nueva victimización, de modo que si el juicio, de conformidad con las normas previstas en el artículo 386 del Código Procesal Penal, es declarado nulo, no sea necesaria una nueva declaración del menor. Ello, porque la nulidad dice relación con aspectos procesales. Y obviamente, si ya se cuenta con el relato del menor como un elemento fundamental de la prueba, no debiera rendirse otra vez ni aunque se aceptara la nulidad del juicio. 



Por las razones esgrimidas anteriormente, señora Presidenta, me parece esencial que el Senado apruebe en general el proyecto de ley, a fin de poder introducirle algunas modificaciones en la Comisión de Constitución destinadas a lograr compatibilizar, como ya dije, tres elementos: la integridad psicológica del menor abusado; el éxito de la investigación, y el pleno respeto de las garantías de los imputados en un proceso judicial. 



Además, junto con anunciar mi voto favorable a la idea de legislar, señora Presidenta, aprovecho de pedir la apertura de la votación. 



Muchas gracias. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- A usted, señor Senador. 



Antes de seguir ofreciendo la palabra, quiero pedir autorización para que ingrese a la Sala el señor Subsecretario de Justicia, Marcelo Albornoz. 



--Se accede.
La señora ALLENDE (Presidenta).-  Y, si no hay inconveniente, también se abrirá la votación. 



Hay un artículo de quórum especial, por lo que solo sería necesario realizar una votación.

El señor LARRAÍN.- Sin cambiar los tiempos, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Está bien, pero les pido encarecidamente a los Senadores y Senadoras que acorten sus discursos. Si lo logran, mejor. 



Entonces, si no hay objeción, se abrirá la votación.



Acordado.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez. 

La señor PÉREZ (doña Lily).- Señora Presidenta, hace unos días, cuando estaba revisando los antecedentes de este proyecto y otra información relevante, escuché al Senador Patricio Walker hablar de un término que ahora ha reiterado el colega Harboe, que me parece superacertado para este caso,  y que es el de “revictimización”. 



Este término tiene una connotación muy importante, porque es innegable que pocos atentados o transgresiones en contra de una persona generan tanto daño físico y psicológico como una violación u otros delitos de carácter sexual. Pero cuando, según el caso que estamos viendo, la víctima es menor de edad, el sufrimiento y el daño son, sin duda, aún mayores.



Algo tan importante e íntimo como la dimensión sexual de la persona se ve violentamente trastocada por una experiencia traumática, inhumana y humillante. Para un menor de edad, este tipo de agresión es absolutamente devastador, ya que afecta a sus aspectos afectivos y conductuales interpersonales debido a que a tan temprana edad no se cuenta con las herramientas adecuadas para responder y menos enfrentar dicha realidad. La asociación entre el desarrollo de la sexualidad y lo que implica la connotación sexual queda absolutamente desdibujada producto de esta experiencia. 



Considerando hechos como los descritos, no resulta extraño que el abuso sexual contra niñas y niños haya sido considerado por la opinión pública como el delito más grave que puede afectar a una persona, según lo reflejó la Encuesta Nacional de Opinión Pública efectuada por la Universidad Diego Portales el año 2011. 



Ahora bien, volviendo al término que enuncié anteriormente, quiero decir que la revictimización obedece a hechos constatados. También conocida como “victimización secundaria”, ella consiste en el sufrimiento que experimenta la víctima en su paso por las diferentes instancias que debe recorrer en el sistema procesal penal, es decir, en la toma repetida de declaraciones, en el sometimiento a múltiples peritajes, en la duda sobre la veracidad del relato de niños y niñas y adolescentes, en la falta de información. 



Esto -me gustaría aclararlo- no es una simple suposición. 



Las Naciones Unidas, en 1999, reconocieron la revictimización como uno de los procesos más nocivos que puede experimentar un ser humano. 



Necesario resulta recalcar, además, que la condición de los niños como sujetos de derecho quedó consagrada a partir de la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), la que constituye el marco normativo internacional en el cual debemos movernos para los temas de infancia. 



Este proyecto, señora Presidenta, se encarga muy bien de esos temas, y de buena manera. La implementación de un sistema de entrevistas videograbadas, que limite el número de veces que un menor de edad víctima pueda ser entrevistado en el marco de la investigación penal, protege la integridad psíquica del menor de edad, a la vez que garantiza la imparcialidad de la entrevista y le ofrece al menor las condiciones necesarias para que su declaración pueda realizarse sin la presencia de elementos intimidantes, en un ambiente no hostil, entregando la mayor cantidad de información útil al proceso en un lapso de tiempo acotado. 



Asimismo, de acuerdo a la normativa contemplada en el proyecto de ley, los intervinientes podrán presenciar la entrevista y comunicarse con el menor de edad afectado a través del entrevistador, con lo cual se articulan adecuadamente los fines del proceso con las necesidades de reparación y las posibilidades afectivas y cognitivas del menor de edad afectado por un delito de carácter sexual. 



Es por esto que doy todo mi respaldo a la iniciativa. Este es un proyecto que apunta no solo a hacer más eficientes y efectivas las entrevistas a los menores de edad que han sido víctimas de delitos sexuales, sino que tiene por fin velar por el bien superior del niño o la niña, protegiendo su integridad y aportando, en lo posible, para que el proceso por el cual debe pasar sea lo menos traumático que se pueda. 



Espero que, tomando en cuenta las altas y lamentables cifras de violaciones y abusos infantiles de carácter sexual que se registran en nuestro país, podamos legislar de manera pronta, pero prolija, en esta materia. 



He dicho. 
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis. 

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, Honorable Senado, voy a concurrir a aprobar la idea de legislar, porque creo que este es un proyecto de enorme trascendencia, vinculado con los menores y el ámbito judicial. Me hace mucha fuerza principalmente que haya sido respaldado y promovido por la Fundación Amparo y Justicia.



Esta institución se ha dedicado, a lo largo de toda su existencia, a la defensa de las víctimas, especialmente de menores. Tiene un doble conocimiento, que se ha constituido en un aporte para el proyecto: por un lado, la constatación del daño que provoca la victimización secundaria, en particular en los menores, y por el otro, su experiencia judicial en la defensa de menores durante todo el proceso.



Por lo tanto, señora Presidenta, creo que la contribución de la Fundación a la iniciativa es tremendamente valiosa. 



Deseo agregar que se ha ido avanzando en el mundo en el tema de la victimización secundaria y no solo respecto de los menores. En estos, por supuesto, adquiere una dimensión más dramática, porque lo único que hace la revictimización en niños abusados es profundizar el daño provocado  por los abusos, muchas veces marcándolos de por vida. 



Eso es lo que se trata de evitar a través del proyecto de ley que se somete a consideración del Senado.



Y este camino ha sido recorrido por muchos países, particularmente en lo referido a los menores.



Las normas que se proponen han sido probadas con éxito en otros sistemas judiciales. Aquí no se trata de establecer ciertos elementos vinculados con la menor defensa del imputado o con la impunidad. En lo absoluto. Se trata de metodologías ya probadas, que buscan dilucidar la verdad, pero sin provocar una victimización secundaria.



Indudablemente, esta iniciativa debe ser perfeccionada. No obstante, pienso que va en la línea correcta, en especial tratándose de menores, sobre todo por el tremendo aporte realizado por la Fundación Amparo y Justicia -como lo acabo de señalar-, en una doble dimensión: haber defendido a numerosos menores víctimas y tener una experiencia muy valiosa en el sistema judicial, en el estudio del Derecho Comparado. Esto llevó a sus integrantes a efectuar un aporte importante en este proyecto de ley al proponer en la Comisión la aprobación de ciertas normas tendientes a evitar la victimización secundaria de quizás los más inocentes, los menores, pero sin impedir la investigación de los delitos ni que el imputado ejerza sus derechos, con el fin de esclarecer la verdad respecto de un delito específico y determinar sus culpables.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, Honorable Senado, el proyecto de ley para cuyo debate se nos convoca en esta sesión, que tuvo su origen en un mensaje del ex Presidente Sebastián Piñera, recoge una anhelada aspiración del sistema judicial que debe conocer de los delitos sexuales cometidos contra menores en vigencia actualmente, y también la necesidad de que este guarde concordancia con la Convención sobre los Derechos del Niño y sus protocolos facultativos.



Es relevante hacer notar el tratamiento que el SENAME da a los casos de abuso sexual.



Según algunas cifras, el 95,4 por ciento de los ingresos de menores tuvo como causa la vulneración de los derechos en este ámbito; y el 4,6, el maltrato físico grave.



El abuso sexual es principalmente intrafamiliar: 84,7 por ciento.



En los agresores sexuales al interior de la familia se destaca la figura del padre: 18,1 por ciento de los casos; del conviviente de la madre: 13,2; del tío: 9,1; del hermano: 3,9; del abuelo: 3,4; y de ambos padres: 0,6.



Por tanto, el 48,3 por ciento de los agresores intrafamiliares son figuras altamente cercanas a los niños y las niñas víctimas de delitos sexuales, y el resto lo conforman los parientes antes señalados.



Para elaborar las disposiciones de este proyecto se tuvieron como base las conclusiones a que llegó la mesa de trabajo constituida por decisión del Gobierno del Presidente Piñera, integrada por representantes del Poder Judicial, del Ministerio Público, de académicos y expertos en la materia, como asimismo la Fundación Amparo y Justicia. Esta, tal como señaló el Senador Orpis, se ha dedicado justamente a la defensa de las víctimas de atentados sexuales y tiene vasta experiencia en la representación de menores.



Todo ello hace que esta iniciativa constituya una herramienta muy adecuada para los fines planteados.



Sin lugar a dudas, hay que buscar fórmulas para evitar, por supuesto, la revictimización de los menores que han sido objeto de este tipo de maltrato. Pero también es deber de nuestro Congreso Nacional velar adecuadamente por los derechos del imputado.



En tal sentido, soy partidario de aprobar este proyecto en general. Sin embargo, debemos introducirle correcciones en cuanto al procedimiento que se incorpora en su texto. Porque, tal como se señala en los fundamentos del mensaje legislativo, los menores víctimas de estos ilícitos, además de pasar a tener esa calidad, son objetos de la llamada “victimización secundaria”, que se produce precisamente por deber participar tanto en la etapa indagatoria de los hechos sufridos por ellos como en la etapa judicial propiamente tal.



Con ese propósito, la presente iniciativa establece que el menor que haya sido víctima de estos delitos será interrogado únicamente en dos oportunidades previas al juicio, en entrevistas videograbadas y realizadas por entrevistadores especializados. La primera entrevista se hará ante el fiscal en cuanto se presente la respectiva denuncia, en un plazo máximo de 72 horas, y la segunda se llevará a cabo bajo la forma de la audiencia de prueba anticipada conducida por el juez de garantía.



No cabe duda de que hay que generar garantías para que el menor vulnerado en sus derechos sea periciado por ambas partes. No obstante, también debemos velar por la defensa del imputado, en términos de controlar el desarrollo de la investigación a fin de que se enmarque dentro del margen de la pericia respectiva.



Como señalé anteriormente, es muy importante además que el relato sea periciado por ambas partes. De lo contrario, no habrá oportunidad adicional para efectos de que el imputado pueda ejercer su derecho a la legítima defensa.



Por su parte, el interrogatorio debe ser prestado en un lugar que permita evitar la inducción en el primer relato de la víctima.



Hasta ahora, la segunda entrevista se efectúa como una especie de prueba anticipada, conforme lo dispone el artículo 191 bis del Código de Procedimiento Penal, que busca derogar este proyecto.



El mensaje presidencial que dio origen a esta iniciativa habla de que siempre debe tenerse en consideración el interés superior del menor de edad, de acuerdo con lo dispuesto en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, principio que se consagra explícitamente en el artículo 2° del texto, por lo cual debe estimarse que constituye su idea inspiradora.



Sin embargo, tal como se señaló en la discusión en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, dicho principio debe conciliarse con las normas del debido proceso, de manera de no cometer arbitrariedades con las personas a quienes se impute este delito, considerando que la comprobación de tal conducta conlleva una difícil recolección de medios probatorios.



De todos modos, se requiere una mayor regulación, por ejemplo, en caso de la anulación del primer proceso, como lo contemplan algunos artículos de esta iniciativa.



Asimismo, hay materias que me parece relevante destacar.



Primero, el contenido de la entrevista debe ser efectivamente reservado, para evitar una victimización secundaria, como establece el artículo 13 del proyecto.



Además, un auto acordado de la Corte Suprema deberá fijar el procedimiento para el uso expedito de las instalaciones en las cuales deban efectuarse estas interrogaciones. 



Y, por último, los estándares de las entrevistas deberán determinarse mediante un reglamento dictado en conjunto entre el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Ministerio de Hacienda.



Esos temas son especialmente significativos para evitar la inducción en un primer testimonio. Hemos sabido de casos en que, luego de un tercer, un cuarto o un quinto testimonio de un menor finalmente se llega a establecer la verdad procesal de los hechos, y debemos procurar el debido cuidado de que personas inocentes no sean imputadas arbitrariamente.



Por otra parte, también debe considerarse la posibilidad de que los defensores penales tengan acceso a entrevistas realizadas durante la investigación del Ministerio Público, tal como lo consagra la normativa en proyecto. Y hemos de resguardar que esto se realice en condiciones que permitan efectivamente la existencia de un debido proceso.



En suma, estimamos que la iniciativa en análisis debe ser perfeccionada, mediante la presentación de las respectivas indicaciones, para que cumpla plenamente su finalidad. No obstante, en lo fundamental compartimos plenamente el espíritu que la anima.



Por tanto, voto a favor de la idea de legislar, sin perjuicio de que, como ya señalé, se formulen indicaciones en cuanto a los procedimientos, a fin de conjugar adecuadamente el impedir la victimización secundaria en materia de abuso sexual, en particular tratándose de menores, pero velando siempre por el resguardo del debido proceso y de los derechos del imputado frente a una denuncia de esta naturaleza.



Voto favorablemente la idea de legislar, señora Presidenta. Pero, obviamente, anuncio que presentaremos todas las indicaciones necesarias para que exista un correcto procedimiento en esta materia. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, los juicios penales tienen una finalidad y deben respetar dos principios.



Su finalidad es investigar los delitos con el objeto de descubrir quién es su autor y, por supuesto, aplicarle la sanción determinada por la sociedad, según el reproche que tenga esa conducta.



Y los principios que deben respetar son los siguientes.



Uno, la protección a la víctima del delito, lo cual muchas veces se olvida. Recuerdo que en el Senado aprobamos una reforma constitucional que establece el derecho, por ejemplo, de que la víctima reciba defensa jurídica gratuita cuando carezca de medios personales para proveérsela por sí misma.



Dos, dar a quien se le impute un delito el derecho a su adecuada defensa.



Este proyecto busca, fundamentalmente, garantizar de mejor forma la protección a las víctimas. Ello, por diferentes razones.



Porque son menores de edad y enfrentan con un grado de indefensión mucho mayor un delito. Si, por regla general, cometer un delito es un acto de cobardía, hacerlo contra un menor de edad es bastante más grave, pues sus posibilidades de defensa son más reducidas.



Y, en el caso de los delitos sexuales, las cifras son muy fuertes en Chile. Entre los años 2000 y 2013 hubo más de 177 mil denuncias por estos delitos, según los datos del Ministerio Público. El SENAME indica que el ingreso por estas causas alcanza a más de 30 mil niños y adolescentes. Y, según una publicación del diario La Tercera, de 39 mil 639 agresiones sexuales contra menores, entre el 2011 y el 2013, solo 12 por ciento -4 mil 900- resultaron finalmente en condena.



Entonces, ¿esta iniciativa tiene una buena inspiración? No cabe la menor duda: proteger a los menores.



Pero cabe preguntarse si la forma como lo hace es adecuada. Yo pienso que la iniciativa se halla bien orientada, aunque requiere diversas modificaciones. Es una buena idea. Pero con muchos vacíos, que hay que arreglar, porque una buena idea mal elaborada puede transformarse en un mal proyecto.



Por cierto, cómo podríamos los Senadores de Renovación Nacional y todos los aquí presentes no ser partidarios de que los niños fueran lo menos revictimizados posible. Pensemos que esto ocurre cuando, frente a un hecho que los marca para toda su vida, como un abuso sexual (cuyo autor, en la mayoría de los casos, es un pariente), se les tienen que preguntar detalles. Entonces, el drama que enfrenta un menor es muy violento, muy fuerte. De manera que se debe hacer todo lo posible por intentar minimizar su daño. Pero en forma inteligente y bien hecha, y sin cometer el error de generar expectativas que después no se cumplen.



Y quiero señalar algunas objeciones a algunos puntos, en el ánimo -por supuesto- de corregirlos. Si ustedes leen el informe, se darán cuenta de que todos quienes hablaron en la Comisión de Constitución, sus integrantes e invitados, manifestaron que la idea de legislar les parecía bien, pero que tenían serios reparos respecto de la forma como el proyecto se desarrollaba.



Debo decir que yo también los tengo. Y voy a nombrar algunos.



En primer lugar, en la iniciativa se señala que el menor debe ser interrogado dentro de las 72 horas siguientes a que se cometa el delito. ¿Y qué ocurre si se lo interroga después de las 72 horas? ¿Será nula la declaración, en circunstancias de que la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño dice que los menores siempre deben ser oídos?



¡Cuidado! Si el día de mañana un fiscal no pudo interrogar a un niño dentro de 72 horas, porque llegó después, ¿vamos a decir que su testimonio no vale?



En segundo término, en cuanto al procedimiento de interrogación, aquí hay parlamentarios de regiones y he de decir con toda franqueza que se debe tener cuidado con los procedimientos que se establecen, ya que es posible que funcionen en la teoría, pero si no lo hacen en la práctica, la decepción de la gente puede ser tremenda y generar impunidad.



Fíjense, Sus Señorías, que se dispone que el menor debe ser interrogado en una pieza “especialmente habilitada al efecto” en el tribunal correspondiente, la cual debe estar conectada a otra habitación, donde permanece el fiscal, con un sistema de monitoreo, con cámaras de televisión que graban la declaración del menor.



Y quiero preguntar, ¿en cuántos lugares de Chile contamos con esa infraestructura? ¿Y si no la hay, eso significará que los juicios deban postergarse y esperar meses y meses hasta llegar a algún centro de justicia donde se reúnan esas condiciones? ¿Tendremos el financiamiento suficiente en este proyecto para realmente hacer realidad aquello que prometemos? Lo peor que nos podría ocurrir sería elaborar un muy buen proyecto que finalmente se transformara en una ilusión porque no existen los medios materiales para ponerlo en práctica.



Tampoco podemos permitir que exista la discriminación que significa que niños, por ejemplo, de Purén, de Lumaco, de Los Sauces, de Traiguén, de alguna de mis comunas, en particular las más rurales -que todos los Senadores tienen-, no puedan ser interrogados en esos lugares cuando sean víctimas de estos delitos y deban ser trasladados a un centro de justicia donde existen estas condiciones, que son escasísimos en Chile.



Entonces, debemos avanzar en este tema. Pero en forma inteligente. Porque si no, estaremos sembrando la ilusión y la esperanza de que los niños serán objeto de un procedimiento que, en la práctica, después no les podremos dar.



Quiero recordar a los parlamentarios, sobre todo a los que entraron en el último período, que cuando nosotros aprobamos la creación de los tribunales de familia elaboramos una legislación, que en el papel, ¡créanme que funcionaba perfecto! Pero cuando la pusimos en práctica llegaron cientos de personas a los tribunales creyendo que se les solucionarían rápidamente sus conflictos familiares y se produjo una crisis total, porque generamos una expectativa enorme. Y tuvimos que hacer un cambio radical.

El señor PIZARRO.- ¡Fue el Ministro Gómez…!

El señor ESPINA.- No. Es más: el Ministro Gómez fue de aquellos que nos hicieron ver que la fórmula que estábamos diseñando no se condecía con la realidad. Lo recuerdo perfectamente.



Así que, Senador Pizarro, ¡no trate de romper el frente interno entre Renovación Nacional y el Partido Radical...!


Como decía, ahí hay un punto que se debe estudiar más, y le digo al Ministro de Justicia -esta vez hablando en serio con él- que debiera analizarlo, pues está generando expectativas.



Otro tema dice relación con los llamados “entrevistadores”. Estos son quienes entrevistan al menor que ha sido víctima de un abuso sexual. Pero en el texto no se dice qué condiciones, requisitos ni capacidades deben tener. Solo se dice que serán nombrados por la Policía de Investigaciones, a través de un reglamento.



¡Que alguien me explique cómo no vamos a establecer en la ley las condiciones y características que debe tener un entrevistador!



Y, además, ¿por qué los va a nombrar la Policía de Investigaciones si se trata de atribuciones de quien lleva adelante la investigación: el fiscal?



Estos no son asuntos menores. Porque, si el día de mañana el entrevistador no se encuentra adecuadamente capacitado y preparado, la entrevista será incorrecta y puede que el niño diga algo distinto de lo que realmente piensa. Y, por lo tanto, en vez de un caso de administración de justicia, tendremos un caso de denegación de justicia.



Después, se impide, por ejemplo, que el fiscal pueda entrevistar al menor. A mí me parece que eso, aparte de ser inconstitucional, es absurdo. No es posible impedirle a un fiscal que lleva adelante una investigación que en un momento determinado entreviste al menor. Alguien dirá que para eso existe un entrevistador preparado. Pero el fiscal podrá capacitarse adecuadamente. No se puede evitar a alguien que debe guiar la investigación por mandato constitucional que interrogue a un niño de manera prudente, criteriosa, bien hecha, a fin de descubrir la verdad detrás de su versión.



Entonces, he querido hacer este comentario, no con el propósito de afirmar que esta iniciativa no es buena (obviamente, se halla bien orientada en términos de proteger a los menores de edad), sino de manifestar que le falta mucho por mejorar. ¡Muchísimo! Y así lo dijeron todos quienes intervinieron.



Por último, porque una sola cosa enseñan los años transcurridos en el Parlamento, quiero expresar que no cuesta nada entusiasmarse y elaborar proyectos entre puros teóricos, brillantes académicos, pensadores, los cuales, llevadas a la práctica, al terreno, a la batalla, al día a día, no operan.



Por eso, creo que deberemos invitar a la Comisión de Constitución a un juez de familia, a un fiscal, a un defensor, a quienes realmente viven en el día a día, para que nuestras normas digan relación con cómo protegemos mejor a los niños de verdad. Ello, para que no ocurra que finalmente salga una ley que en el futuro -por bien inspirada que esté- no produzca los efectos que perseguimos: lograr que los niños sean resguardados cuando son víctimas de delitos tan brutales como un abuso sexual.



En consecuencia, por las consideraciones y prevenciones antes señaladas, los Senadores de Renovación Nacional votaremos a favor de la idea de legislar de esta iniciativa.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, sobre la base del lema “No me pregunten más”, se levantó una campaña para proteger a quienes han sufrido la revictimización. 



Con la consigna “No me pregunten más”, que la presente iniciativa legal interpreta, se pone en evidencia el fenómeno de revictimización que miles de niños y niñas han padecido por parte del Estado, a través del proceso que existe para investigar denuncias de abusos sexuales. 



Con la consigna “No me pregunten más”, se busca evitar tragedias como las que afectan a menores que han tenido que declarar en juicios orales, no una ni dos veces, sino en tres ocasiones frente al padre acusado de violación sistemática, y todo para que después los procesos judiciales queden nulos por razones de procedimiento, lo que causa no solo un daño irreparable a quienes fueron víctimas de los abusos, a la estructura psicológica de esas niñas y esos niños, sino también una revictimización horrible para la familia.



En este proyecto de ley está en juego el interés superior de los menores de edad que son víctimas de delitos sexuales. 



El objetivo es evitar la revictimización. Siendo así -y argumentaré sobre la base de lo que hoy existe y hacia dónde queremos ir-, sin duda, votar a favor de la idea de legislar es nuestra obligación no solamente ética y moral, sino también política y social.



Las cifras sobre la cantidad de niños y niñas que son abusados sexualmente en nuestro país las mencionó, si no me equivoco, el Senador Harboe. ¡Y son escandalosas! El 70 por ciento de los delitos sexuales se cometen contra menores, y el 70 por ciento de los responsables en estos casos son personas conocidas (parientes o cercanos de las víctimas).



¡Por eso les resulta tan difícil y tan traumático a las niñas, a los niños y a los adolescentes denunciar el hecho! Porque, en la mayor parte de los casos, se acusa a alguien conocido, con quien muchas veces había una relación de confianza, de cuidado. Por tanto, es una situación doblemente traumática.



Es cierto, como se ha dicho aquí, que el proyecto de ley abre espacios para su mejoramiento. 



No cabe duda de que, más allá de la definición de “revictimización”; más allá de los objetivos, resguardos y testimonios que se consideran; más allá de los mecanismos que rigen la entrevista videograbada de investigación judicial; más allá de ciertas disposiciones comunes que entregan al Ministerio del Interior algunas atribuciones -en mi opinión, habría que revisar si ello es positivo para condicionar la infraestructura del sistema-; más allá de las observaciones para mejorar el texto propuesto; en fin, creo que los argumentos que a veces escuchamos y que solo dan cuenta de las dificultades -no estoy refiriéndome a nadie de la Sala, pero suelen oírse opiniones de tal naturaleza respecto de este tipo de iniciativas- llevan a que no hagamos nada.



La agrupación No Más Abusos Infantiles, que ha levantado la voz a lo largo del país para defender a sus hijas e hijos que han sido víctimas de delitos sexuales, ha iniciado la campaña “No me pregunten más”. Ha sido esa entidad la que ha propuesto con mucha fuerza este tema desde hace años.



A mi juicio, las sociedades son desarrolladas no por el ingreso per cápita que tengan, no por la cantidad de exportaciones que realicen, no por el número de tratados de libre comercio que hayan firmado. Las sociedades son desarrolladas por los valores que existen en su interior y por el tipo de relaciones sociales que se constituyen en su seno, donde se definen las prioridades que el país necesita.



Las sociedades desarrolladas defienden a sus niños; los consideran su primera preocupación; los tratan como sujetos de Derecho, y les aseguran una institucionalidad que los cuida, los acoge y los acompaña cuando son víctimas de algún trauma.



Por ello, señora Presidenta, voy a votar a favor de la idea de legislar.



Creo que este proyecto tiene muchas imperfecciones. Probablemente, en unos cinco años más, despachada ya esta normativa, deberemos revisar su contenido para perfeccionarlo, porque descubriremos que su implementación muestra insuficiencias. 



Con todo, nuestra responsabilidad principal ahora es aprobar la iniciativa en general y apoyar a la Comisión que ha estado trabajando en esta materia.



Además, hago presente que, junto a varios colegas, hemos constituido el Grupo de Parlamentarios por la Infancia, porque creemos que estos temas son de primera importancia para la sociedad. 



Queremos que se busque ser un país desarrollado en función de estas cosas, que son las relevantes. No se puede alcanzar el desarrollo si los niños son maltratados, si los adultos mayores no son considerados, si los discapacitados son discriminados. Sí se logra cuando se respeta la diversidad y cuando se protege a los débiles frente a una sociedad que a veces es bastante dura y cruel. Ello ha de darse, en especial, en la administración de justicia, sobre todo, tratándose de casos de delitos de abuso sexual, en los que las pruebas son muy complejas.



Con este último punto quiero terminar mi reflexión, señora Presidenta.



El segundo Senador que intervino en esta tarde habló del problema de las pruebas y advirtió que a veces se hacen acusaciones infundadas respecto de este tipo de delitos con otros fines.



Cabe recoger la inquietud planteada. En el proyecto de ley debe perfeccionarse lo concerniente a la prueba. 



El texto propuesto dispone que bastará con una videograbación. Eso tendrá que ser la base para todo el peritaje. Creo que los especialistas (psicólogos forenses y psiquiatras forenses) saben que, probablemente, se necesiten otros parámetros y no solo uno.



La revictimización no se produce cuando la víctima debe hablar con más de una persona, sino cuando se la carea con el hechor (el imputado), o cuando se expone al niño o a la niña a un medio agresivo, como es un espacio donde hay adultos, cámaras y sobreexposición.



Ante ello, necesitamos atenernos a la definición de “revictimización”. La idea es tratar de evitar los efectos psicológicos y sociales adversos que experimente el menor como consecuencia de sus participaciones y actuaciones en el proceso penal. Por tanto, la protección que se debe brindar implica acoger. En ese sentido, una entrevista videograbada no necesariamente va a ser suficiente para contar con una prueba firme.



Por lo tanto, me sumo a lo que otros plantearon antes. Debiera ser objeto de la ley la calificación de quiénes serán los que realizan las entrevistas, de qué tipo de especialistas hará los peritajes, en lugar de indicar solamente la definición de “entrevistador”, ya que ello puede prestarse para una decisión que es muy dura. 



Digo lo anterior, porque el Servicio Médico Legal, que es la entidad que a veces proporciona a los peritos, no tiene recursos para efectuar los peritajes -es la realidad de hoy-, y no cuenta con profesionales calificados -es la realidad de hoy-; por ende, el Estado revictimiza no por exceso de entrevistas, sino por carecer de especialistas adecuados en forma oportuna para tomar las declaraciones a los afectados.



Voto que sí.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, de los delitos que más consecuencias generan en las víctimas, quizás uno de los más brutales sea el de abuso sexual, porque no solamente causa un daño físico o inmediato a la persona que es objeto de él, sino que también deja una huella psicológica, psíquica, que se prolonga en el tiempo y que muchas veces va creciendo, por la indefensión, por la impotencia, por la humillación, por el hecho de haber sido violentada en su intimidad de una manera realmente inconcebible.



Por eso, los esfuerzos que se hacen para evitar que tales abusos ocurran o para sancionarlos muy drásticamente son absolutamente necesarios.



Sin embargo, en la persecución de este delito, existe una circunstancia que, curiosamente, agrava la situación de la cual ya fue víctima el menor. Me refiero a que, en el proceso judicial (a través de las investigaciones, a través de las entrevistas, a través de las declaraciones, a través de las referencias y del impacto público que muchas veces estos delitos conllevan), el menor vuelve a ser objeto de victimización. 



En realidad, ni siquiera se trata de una victimización secundaria, sino de una doble victimización: la primera, por haber sido objeto del delito, y la segunda, porque, al investigarlo, se revive la situación. En efecto, el menor vuelve a ser objeto de cuestionamiento y de análisis e, incluso, de todo tipo de manipulaciones, en un sentido y en otro, pues la defensa siempre buscará una manera de reducir la responsabilidad del imputado.



La iniciativa que nos ocupa, como se ha recordado, es fruto del trabajo que la Fundación Amparo y Justicia y el Ministerio del Interior del Gobierno pasado propiciaron al convocar a una comisión de expertos de muy variada índole y de muchas instituciones, con el objetivo de lograr una solución que, inspirada en proteger el interés superior del niño, aplique un esquema de participación de los menores en el proceso judicial que ha sido exitoso en alguna experiencia del Derecho Comparado: las entrevistas videograbadas, que permiten reducir el número de actuaciones de las víctimas en este tipo de casos. 



Ello facilita la protección del menor, sin perjuicio de avanzar en la investigación de la verdad.



La reducción del número de entrevistas, las exigencias para asegurar que el entrevistador posea cualidades idóneas para hacer un buen trabajo -y, por tanto, para un buen esclarecimiento de los hechos- y la existencia de espacios e infraestructura adecuados permitirán cumplir el objetivo de encontrar la verdad.



El proyecto, en la búsqueda del interés superior del niño, intenta proteger la integridad psíquica de la víctima, propósito que se alcanza de alguna manera al garantizar la imparcialidad de la entrevista, al evitar los elementos intimidantes que normalmente rodean estos hechos y, finalmente, al procurar que el menor esté lo menos presente en el proceso (ojalá dejara de participar lo más temprano posible en el avance de la investigación).



El efecto que producirá esta propuesta legislativa nos parece extraordinariamente valioso. Por tanto, los Senadores de nuestro Comité, también en forma unánime, consideramos absolutamente necesario -no solo conveniente, sino también necesario- legislar en esta materia.



Por cierto, en la discusión que hubo en la Comisión, pudimos advertir que el texto de la iniciativa presenta algunas dificultades. Nada tan grave como para rechazar la idea de legislar, ni mucho menos. Más bien, son señales, alertas, que nos permitirán mejor legislar. En su momento se verá cómo corregir el proyecto mediante indicaciones.



Aquí ya se han manifestado algunas de esas inquietudes. 



Se planteó, por ejemplo, la necesidad de evitar la manipulación de que puede ser objeto el menor, para asegurar que la verdad y la credibilidad de sus declaraciones sean reales.



Muchas veces los niños son manipulados por sus padres o por personas interesadas en causarle daño a un tercero, quienes se ven en la indefensión, porque una declaración de un menor puede ser simplemente brutal. Ante ello, muchos alientan a decir que los menores mienten. No creemos eso. Sin embargo, debemos asegurar que en el proceso judicial habrá tranquilidad para que el niño pueda decir realmente lo que piensa y no ser objeto de presiones externas.



Algunos consideran que dos entrevistas, como propone la iniciativa, pueden no ser suficientes. Se dice que, más que el número de entrevistas, lo importante es la forma en que estas se realizan, la garantía que se da para que el menor entregue declaraciones adecuadas. Algunos señalan que dicha cantidad incluso puede ser una limitación injustificada, desde el punto de vista del propio derecho del niño a ser oído en una situación de esta naturaleza.



Habrá que ver si lo que se plantea es o no suficiente.



Enseguida, algunos todavía estiman que las exigencias que establece el proyecto para determinar la experticia del entrevistador son insuficientes; que habría que ser más rigurosos y exigentes.



Sin embargo, también hay un cuestionamiento al rol del entrevistador: él aparece haciéndose cargo de la persecución del delito y no el fiscal, lo que llevó a algunos en la Comisión a señalar que podría presentarse un problema de constitucionalidad. El entrevistador estaría asumiendo funciones que no le corresponden, que son propias del Ministerio Público.



Finalmente, se ha hecho hincapié en que los derechos del imputado podrían verse minimizados. La Defensoría Penal Pública hizo un largo alegato sobre puntos específicos en esta materia -algunos también fueron recogidos por el Ministerio Público-, que deberán precisarse en su momento. El sentido de ello es que no podemos, por proteger el interés superior del niño, debilitar o limitar la defensa del imputado. 



Ciertamente, la prueba que se busca conseguir a través de las declaraciones del menor ha de estimarse una prueba protegida, lo cual podría limitar al imputado en la búsqueda de una mayor certeza en la verdad.



En consecuencia, un gran objetivo, un muy noble propósito, nos hace votar favorablemente la idea de legislar. 



No obstante, hay aspectos que tendremos que revisar durante la discusión en particular del proyecto. A través de indicaciones, buscaremos resolver las inquietudes planteadas y, por sobre todo, avanzar en evitarle al menor que sufrió un brutal daño por haber sido objeto de abuso sexual, un nuevo dolor que agrave su situación, procurando que el proceso judicial mediante el cual se busca responsabilizar al autor del delito no le vaya a significar una nueva pesadilla a la víctima.



Por esas consideraciones, votamos que sí.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señora Presidenta, ya se ha hablado bastante sobre el tema. Por ello, me referiré solo a tres puntos.



El primero es que efectivamente este proyecto nació de una comisión interinstitucional en la que participó la Fundación Amparo y Justicia, con la cual tuve la posibilidad de trabajar en sus inicios, cuando se fundó.



Probablemente, por una cuestión profesional -yo soy médico psiquiatra-, me hace mucho sentido esta propuesta. 



De los crímenes contra los niños, uno de los más brutales, sin duda, es el abuso sexual. Por lo tanto, me parece que es de suma pertinencia tratar de evitar daños adicionales al menor durante el proceso judicial, que busca sancionar al culpable de la agresión.



Como dije, soy médico, no abogado. En esa perspectiva, luego de revisar el proyecto, opino que la Comisión debiera poner especial atención en las características del entrevistador. Dado que estamos hablando de menores, no da lo mismo quién haga la entrevista. No basta un técnico o un médico cualquiera del Servicio Médico Legal. Acá se requiere un profesional que entienda, con competencias, con capacidad de acercarse, con empatía con los niños y, además, con conocimientos legales, cualidades todas que no son fáciles de encontrar en una sola persona. 



Por eso debiera quedar relativamente normado el punto para que no sea cualquier entrevistador. De lo contrario, es muy posible que esa entrevista no sirva de mucho, porque el niño bien puede negarse a responder o contestar una cosa distinta de la verdad, producto del mismo trauma y dolor que sintió a raíz de los hechos que le tocó vivir.



En segundo lugar -no es necesario ser psiquiatra para saberlo-, puede ser que dos entrevistas no sean suficientes, conociendo el comportamiento de los niños y la forma en que se dan estos procesos. Habrá situaciones calificadas en la que se recomendará otra entrevista. Por tanto, creo que no es conveniente dejar restringido por ley el procedimiento a solo dos entrevistas. Tiene un desafío la Comisión de Constitución en cuanto a ver en qué casos -para que no se abuse del sistema- es factible autorizar una nueva entrevista. Porque si se fijan tres, siempre serán tres.


Me parece que debe quedar abierta la posibilidad para que en casos calificados, al objeto de resguardar la legítima defensa del imputado, haya una tercera entrevista.



Por último, deseo señalar -lo dijo el Senador Espina- que Santiago no es Chile.



En regiones muy probablemente no existen las condiciones necesarias para televisar las entrevistas. Por ende, si se establece un sistema de tal naturaleza, tiene que hacerse de la mano de recursos que permitan su implementación de forma progresiva. Y, además, ello debiera quedar estipulado en la ley en proyecto.



Señora Presidenta, voy a votar a favor, porque me parece que acá estamos entre dos bienes muy preciados: la integridad del niño, pero también la legítima defensa de los imputados.



Desde esa perspectiva, la Comisión de Constitución habrá de realizar un trabajo bastante interesante con el fin de buscar el justo equilibrio entre aquellos dos bienes. Y espero que sus miembros tengan la inteligencia, las luces y las asesorías indispensables para resguardar verdaderamente la integridad del niño y al mismo tiempo salvaguardar la legítima defensa de los imputados.


He dicho.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, hemos avanzado mucho en la discusión, y, claramente, hay consenso para aprobar el proyecto.



Quiero saludar a los señores Ministro y Subsecretario de Justicia -se encuentran presentes en la Sala-, quienes sin duda sacarán adelante esta iniciativa.



Creo que, más allá de ratificar la absoluta convicción de apoyar el texto sometido a nuestra resolución, que apunta a proteger a los menores, a evitar la victimización secundaria -al efecto se consigna un sistema adecuado para la grabación en video de su testimonio-, debemos establecer -y por eso agradezco la presencia de las máximas autoridades de la referida Cartera- protocolos básicos y homogéneos a lo largo de todo Chile, para hacer plenamente utilizable la tecnología en comento y el nuevo procedimiento destinado a la protección de los menores.



Como lo señaló muy bien el señor Ministro de Justicia, en la primera entrevista, además del fiscal y del encargado de efectuarla, tiene que estar el defensor.


Es clave en esa instancia, en la que al menor se lo va a someter a interrogatorio por única vez, la presencia del fiscal, quien deberá dirigir la investigación, establecer el pleno conocimiento de los hechos y determinar las responsabilidades. Pero reitero que también ha de concurrir el defensor. De lo contrario, de una u otra manera tendremos que reproducir ese tipo de interrogatorios.


Ahora, sumándome a lo ya dicho durante este debate, quiero puntualizar que hay un aspecto importante de dilucidar con relación al formato de la entrevista investigativa: saber quién es y qué formación tiene el sujeto que va a realizar aquella.



El proyecto original establecía principalmente que ello se iba a determinar en un reglamento dictado por el Ministerio del Interior.



¡De ninguna manera, señora Presidenta! El entrevistador debe depender del Ministerio de Justicia. Y ha de exhibir un alto estándar de preparación, de conocimiento del protocolo de entrevista, de tal modo que absolutamente todos (los ciudadanos, la fiscalía, la defensoría, los padres o los tutores de un menor víctima de abuso sexual) sepamos quién efectuará aquella.



En el proyecto se habla de un “entrevistador”, a quien se aplicarán “las causales de inhabilitación de los fiscales establecidas en los números 1°, 2°, 8°, 11, 12 y 14 del artículo 55 de la ley N° 19.640, y lo establecido en el artículo 56 de la misma ley” (artículo 11).



Esa referencia es demasiado genérica. Correspondería que el profesional asignado tuviera una formación específica, definida en el protocolo de entrevista, y que estuviera aprobado y certificado para utilizar el protocolo.



Eso es fundamental. Y también, que el protocolo se encuentre extendido a lo largo de los juzgados de todas las ciudades de nuestro país, para que tengamos el mismo estándar y el día de mañana no sea susceptible de nulidad.



Debería constituirse una junta calificadora de expertos autorizados para utilizar el protocolo, como sucede en otros países. La junta es la que reconoce la experticia de alguien para realizar ese tipo de entrevista y vela por la neutralidad del experto. Y el examen de neutralidad debe hacerlo el juez o el tribunal.



Entonces, primero tendría que haber un programa de formación y entrenamiento para el uso del protocolo, y luego, una junta calificadora que certifique que el profesional cuenta con la experticia necesaria para utilizarlo.



En todo ese contexto, el registro de la entrevista realizada por el profesional debe hacerse mediante videograbación. No caben transcripciones, declaraciones escritas o grabaciones de audio. Si la entrevista investigativa será única o reducida en número, el nivel de registro tiene que ser el más completo: el videograbado.



Se trata, pues, de algo fundamental.



Hay consenso absoluto en que aprobaremos la ley en proyecto; así lo han manifestado todas las bancadas. Pero es imprescindible establecer un protocolo, determinar el formato de la entrevista. No puede haber dos criterios al respecto; no puede haber vulneración de derechos; no puede dejar de estar el personal capacitado.



Por consiguiente, presentaremos en la Comisión de Constitución las indicaciones que correspondan. Debemos contar con el acuerdo del Ejecutivo en lo concerniente a la formación de los entrevistadores, a la confección del protocolo, al logro del máximo estándar de eficiencia y protección para los menores sometidos a entrevistas.



Reitero que votaré a favor de este proyecto y que espero generar debate en aquel órgano técnico respecto de los puntos que mencioné



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señora Presidenta, voy a votar a favor de la idea de legislar, tras escuchar a algunos especialistas y fiscales que plantean -tal como se ha dicho de distintas formas en la Sala- que este proyecto minimiza la victimización secundaria que experimenta el menor que ha sido víctima de un delito sexual.



La victimización secundaria -indican dichos expertos- es muchas veces un freno a la denuncia de ilícitos que comprometen gravemente la inocencia de los niños.



Todo lo que tienda a disminuir a ese respecto será siempre valorable.



También sostienen los referidos especialistas que esta iniciativa apunta a combatir el fenómeno de la retractación, ya que se prohíbe la citación del menor a un juicio oral.



Sin embargo, plantean que es necesario señalar algunos aspectos negativos que contiene el proyecto en debate y que deben corregirse en la Comisión.



Según la experiencia de los fiscales a los que escuché, esta iniciativa es demasiado rígida en la prohibición absoluta de llevar a los menores al juicio oral y también en el afán totalizante de la entrevista videograbada.



Afirman que hay casos fundados en los que será necesario volver a preguntar cosas que no estén en la entrevista. Por ejemplo, cuando aparecen antecedentes nuevos y posteriores, o también en lo relativo a los peritajes de credibilidad y de daño.



Existen casos -dicen aquellos expertos- en los que lamentablemente se debe “perturbar” a la víctima otra vez con la búsqueda de una prueba para condenar al autor. La condena muchas veces representa la mejor terapia reparatoria a la que se puede acceder, pues constituye lo que en definitiva la víctima (aunque sea menor de edad) busca siempre: la justicia.



Por todo lo expuesto, reitero mi apoyo a este proyecto, pero sobre la base de que deben introducirse las correcciones necesarias para evitar que el remedio termine siendo peor que la enfermedad. Porque, a juicio de algunos penalistas, el noble propósito de proteger a los niños de los rigores del proceso penal puede entorpecer la obtención de los medios de prueba indispensables para condenar al culpable.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, queda claro que el objetivo del proyecto que nos ocupa es loable, necesario: minimizar la victimización secundaria en los menores de edad que sufren abusos sexuales.



Si bien es cierto que ya existe una excepcionalidad en el artículo 191 bis del Código Procesal Penal, que permite la toma de declaración anticipada a los menores de edad víctimas de delitos sexuales -ello puede resultar de mucha utilidad en determinados casos-, no lo es menos que la legislación no ha entrado en el análisis del efecto secundario perverso, el cual constituye una externalidad negativa que violenta al niño. Y puede vulnerar sus derechos muchas veces: no solo al momento del acto, sino en cada oportunidad en que preste declaración.



Si avanzamos en aquella dirección, podemos decir que estamos caminando de manera positiva.



El Presidente de la Fundación Amparo y Justicia manifestó que en la actualidad un niño ultrajado repite su declaración entre cuatro y siete veces en el mismo proceso, ante personas distintas, las cuales no siempre cuentan con preparación adecuada o excepcional para acogerla.



Sobre el particular, señaló que el tomar declaración a un niño abusado sexualmente envuelve una función altamente delicada, que debe ser especializada.


Y ahí aparece la figura del entrevistador, que es nueva.



Señora Presidenta, el Fiscal Nacional, señor Sabas Chahuán, ha hecho observaciones que vale la pena tener en cuenta.



En tal sentido, recojo parte de los reparos que efectuó el Ministerio Público acerca de algunas normas del proyecto. Por ejemplo, la relativa al caso de prefijar la manera como se interroga al menor agredido o las veces que esta diligencia puede realizarse.



También señaló que la iniciativa en discusión no contempla ciertas figuras delictivas, como el maltrato contra menores, la violencia intrafamiliar y la pornografía infantil, que debieran incluirse.



Respecto del funcionario que realiza la diligencia investigativa en el contexto del proceso penal, indicó que la dependencia se fija en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y no en el Ministerio Público, que, por mandato constitucional expreso, es el órgano prosecutor.



Asimismo, recordó que sobre esta materia hay varios proyectos en tramitación en la Cámara de Diputados y planteó que debiera verse la manera de refundirlos.



Por eso, el trabajo de la Comisión de Constitución será esencial.



Señora Presidenta, este proyecto debiera servirnos para, como lo señaló el Senador Larraín en dicho órgano técnico, evitar que se manipulen las declaraciones de los niños.



Quiero señalar, tal como lo han hecho ver muchas agrupaciones que persiguen la tuición de los niños para el padre -Amor de Papá y otras-, que cada vez es más recurrente que uno de los progenitores formule una acusación contra el otro -ello provoca un daño inmenso a la familia- solo con el objetivo de impedir que el demandado obtenga la tuición -valga la redundancia- del menor.



Se desarrolla, entonces, un proceso judicial muy complejo, en el cual hay una manipulación evidente al niño, pues se hacen acusaciones falsas o se induce al menor.



Por consiguiente, debe cautelarse que la ley en proyecto no contribuya a que exista manipulación y a que a veces se realicen acusaciones injustificadas con el solo objetivo de impedirle a uno de los miembros de la pareja ver a sus hijos.



En tal sentido, hay que tomar los debidos resguardos para que la utilización de esa artimaña se sancione fuertemente. De lo contrario, van a proliferar, como lamentablemente ocurre ahora, acusaciones infundadas derivadas de conflictos propios de la pareja.



Señora Presidenta, la formación de quien va a cumplir el papel de entrevistador -lo señaló la Directora de la Unidad Especializada de Delitos Sexuales y Violencia Intrafamiliar de la Fiscalía Nacional, señora Patricia Muñoz- es clara. El entrevistador no puede ser un funcionario que esté por encima de la Constitución en lo que respecta a la dirección de la investigación. Y, por otro lado, hay una infraestructura material y funcionaria que se desarrolló y debiera utilizarse.



El lugar de la entrevista es un aspecto que habrá de aclararse. Porque ese espacio debe cumplir las condiciones que establece el proyecto; pero, a la vez, ello no puede dar pie a una disputa por hegemonía o jurisdicción entre quienes intervienen en el proceso.



De otro lado, este proyecto nos brindará la posibilidad de verificar si lo obrado ahora es lo más adecuado. ¡Creo que nos encontraremos con muchas sorpresas…!



La iniciativa en debate permite fortalecer un mecanismo innovador. Tanto es así que, según el informe de la Comisión de Constitución, la propia Defensoría Penal Pública, órgano que debe proporcionar defensa al imputado, señala claramente que en este caso hay que proteger a los niños contra la revictimización o doble victimización.



Entonces, sin perjuicio de los derechos del imputado, este proyecto ha de garantizar lo primero y más importante: el bien supremo del menor; pero, al mismo tiempo, no debe incluir elementos que puedan contribuir a debilitar la legítima defensa.



No hablo de los casos en que existe de modo manifiesto abuso o violencia sexual contra niños, sino de aquellos a cuyo respecto el historial procesal familiar da cuenta cierta de que hay un problema de pareja y de que uno de sus miembros procura evitar que el padre o la madre (generalmente el padre) visite a sus hijos.



Siento pues que esta iniciativa, que constituye un instrumento adecuado, puede perfeccionarse.



Reitero que la figura de la declaración anticipada y grabada ante el juez de garantía existe. Aquí se generan condiciones más bien especiales para llevarla a cabo.



La duda que se me presenta es en sentido de que a veces se requerirá doble interrogatorio.



La experiencia internacional -de Francia, de España y de otros países, y en particular de Estados Unidos- habla de la necesidad de velar por que tanto el juez como la defensa también puedan interrogar. Eso posibilita la realización de un juicio más transparente y justo.



Quiero mencionar un caso que Sus Señorías deben de conocer, porque es de mucho renombre y ha tenido gran difusión: el de un funcionario del Banco Central. ¡Ya va en la tercera instancia judicial!



Es potente la señal en el sentido de que se trata de situaciones delicadas, que requieren bastante preocupación. Y ha habido fallos diversos de los tribunales en torno a acusaciones de abuso sexual.



Por tanto, la ley en proyecto no puede sino contener normas claras, precisas, lo más cercanas a la búsqueda de la verdad. Y, en este sentido, consultar con los especialistas, examinar la manera como se llevan adelante los juicios en la práctica y cómo cautelar mejor los derechos del niño pueden ser algo muy muy importante.



Queda de manifiesto que los especialistas han concurrido a la Comisión. Sin embargo, de todas las voces emana un conjunto de observaciones.



Yo voy a votar a favor porque creo que este proyecto está bien orientado. Pero estimo que las observaciones hechas tanto por las instituciones (Ministerio Público, Defensoría Penal Pública, en fin) cuanto por los Senadores que han participado en la Comisión especializada deben recogerse junto con otras que señalé para evitar que haya abusos en la forma como debe realizarse la declaración de los niños violentados sexualmente.



Voy a presentar las indicaciones del caso.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señora Presidenta, los atentados de índole sexual son de los ilícitos que más pueden afectar a una persona desde los puntos de vista físico y psicológico, más aún si se trata de menores de edad.



Muchas veces el daño se ve agravado debido a las malas reacciones que se registran en el entorno del niño. Es la denominada “victimización secundaria”, que consiste en el sufrimiento que experimenta la víctima en su paso por las diferentes instancias del sistema procesal penal y ante las reacciones de su entorno social.



La victimización secundaria se manifiesta en la toma repetida de declaraciones; en el sometimiento a múltiples peritajes; en la duda sobre la veracidad del relato de niños, niñas y adolescentes; en la falta de información; en la hostilidad de algunos funcionarios, y en las inadecuadas instalaciones en que muchas veces deben prestarse las declaraciones, entre otros factores.



Por otra parte, hay que señalar que nuestra legislación solo contiene como norma especial en esta materia el artículo 191 bis del Código Procesal Penal, que permite la toma de declaración anticipada a los menores de edad víctimas de esos delitos. Empero, si bien ello puede ser útil en determinadas situaciones, resulta del todo insuficiente para superar los problemas adicionales que se plantean respecto de esos menores.



Es por eso que este proyecto busca reducir el impacto negativo que importa el proceso penal para los menores de edad víctimas de delitos sexuales adecuando las normas que lo rigen a las especiales circunstancias de -valga la redundancia- esos menores.



Sin perjuicio de lo anterior, se debe tener en cuenta que la idea central de la iniciativa -esto es, la limitación del número de entrevistas a los menores- constituye en sí una restricción a las herramientas de persecución penal y a la defensa de los imputados, pues implica una morigeración de los principios de oralidad, inmediación y publicidad, lo que obliga a encontrar un justo equilibrio entre el interés superior del menor y los derechos de los demás intervinientes.



Un aspecto destacable del proyecto lo constituye el artículo 2°, que señala que en toda intervención que deba realizar el menor de edad se tendrá en consideración la etapa evolutiva en que se encuentra, así como sus circunstancias personales y emocionales, cognitivas, físicas, idiomáticas, étnicas, culturales y de género, de manera que toda acción o interacción con él se adecúe a ellas.



Además, como objetivo general, se establece que el menor no debe reiterar su declaración sobre los delitos de que fue víctima.



Se dispone, asimismo, que las declaraciones se podrán prestar en un máximo de dos entrevistas: una en la instancia investigativa y otra en la instancia de juicio. Ambas deben ser realizadas por un entrevistador, en salas acondicionadas al efecto.


Se hace referencia también a la implementación de las salas donde se llevarán a cabo las entrevistas y a los requisitos tecnológicos del registro audiovisual.



Adicionalmente, se establece que el contenido de las entrevistas será reservado, regulándose quiénes pueden acceder a él y sancionándose la vulneración de la reserva.



La iniciativa que nos ocupa encarga a un reglamento, dictado en conjunto por los Ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Hacienda, la definición de la forma y los estándares conforme a los cuales han de llevarse a cabo las entrevistas.



Sobre el particular, debo subrayar que no se ve razón alguna para que en una cuestión netamente técnica se excluya al Ministerio de Justicia, y eventualmente, al de Salud, pero sí se considere al Ministerio de Hacienda.



Uno podría inferir que se está pensando, más que en tener un buen parámetro técnico, en cuánto va a costar el sistema.



Creo que eso constituye un error.


En cuanto a las primeras medidas que tiene que adoptar la autoridad al momento de tomar contacto con un menor de edad que ha sido objeto de un delito sexual, el proyecto dispone que el Ministerio Público debe establecer las medidas y protocolos necesarios para regular la recepción de la denuncia, procurando impedir que quienes la reciban soliciten la declaración de la víctima sobre los hechos constitutivos de ella, entre otras medidas.



Tocante a la primera entrevista videograbada, el fiscal deberá instruir su práctica dentro del plazo de 72 horas desde que toma conocimiento de la existencia del hecho presumiblemente constitutivo de delito, salvo que el menor de edad tenga un impedimento grave y manifiesto, caso en el cual el plazo comenzará a correr cuando este haya cesado.



La entrevista será registrada íntegramente, transcrita y adjuntada a la investigación que se lleve adelante. Además, se establecen normas sobre la suspensión de ella.


Por otra parte, se dispone que el fiscal puede prescindir de la declaración del menor de edad si lo estima conveniente. Asimismo, para evitar la reiteración innecesaria de las declaraciones, será factible solicitar la entrega de los registros audiovisuales y otros antecedentes de que dispongan los tribunales de familia y que digan relación con los mismos hechos.



De más está decir que esta iniciativa introduce modificaciones a la Ley de Tribunales de Familia para evitar que se reiteren las declaraciones realizadas en sede penal, a fin de dejar concordantes ambas normas.



Dicho lo bueno que tiene el proyecto que nos ocupa, debo hacer presente la necesidad de que en la discusión que habrá en la Comisión de Constitución con motivo del segundo informe se resuelvan algunos problemas que no están atendidos suficientemente en el articulado.


El primero se relaciona con el experto entrevistador, quien debiera tener una mayor regulación en cuanto a su experiencia, a su dependencia orgánica y a su forma de operar en estas materias.



En segundo lugar, no se hace aplicable esta iniciativa de ley respecto de otros delitos, como la comercialización y almacenamiento de pornografía infantil, contenido en el artículo 374 bis del Código Penal. Tampoco se incluye el delito de maltrato infantil, ni el de violencia intrafamiliar.



Otro problema dice relación con el artículo 3°, letra a), que se propone, pues, a mi juicio, está en pugna con la necesidad del médico o del equipo médico de un establecimiento asistencial de disponer de un relato del menor sobre lo sucedido al objeto de brindarle el mejor tratamiento y determinar los pasos clínicos a seguir.



Por otra parte, el artículo 6° del texto que nos ocupa considera que todo peritaje sobre la credibilidad del relato del menor debe hacerse a partir únicamente de la información proveniente de la videograbación de la declaración, lo que cierra la puerta a todas las demás fuentes de datos para tales pericias: por ejemplo, a la posibilidad de entrevistar a terceros.


También es conflictivo el artículo 7° de la iniciativa, ya que impide que el menor sea citado en el juicio oral, lo que puede suponer una nueva limitación injustificada a su derecho de ser oído en instancias judiciales. Ello es particularmente grave en caso de que el menor quiera prestar su testimonio voluntariamente ante el tribunal.



Por último, es del caso puntualizar que esta iniciativa limitaría las medidas especiales de resguardo a la declaración que presta un menor víctima de una agresión sexual, sin dar cabida alguna a los niños o menores de edad que han sido testigos del ilícito y que en esa calidad deban prestar declaración tanto en el procedimiento investigativo que lleva adelante el Ministerio Público cuanto en el proceso penal posterior.



Sería conveniente, entonces, considerar la posibilidad de que los menores que han sido testigos también declaren a través de videograbación.



Voy a votar a favor de este proyecto, señora Presidenta.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (37 votos afirmativos), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez (doña Lily), Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Para los efectos de la presentación de indicaciones, el Senador señor Patricio Walker pidió fijar un plazo amplio, que permita trabajar adecuadamente el proyecto.



¿Le parece a la Sala el lunes 30 de junio, a las 12?



--Así se acuerda.
)------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento llegaron a la Mesa, como Cuenta agregada, diversos asuntos.



Primero, un mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República con el que comunica que retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, acerca del proyecto de ley que establece un nuevo concepto de “empresa” (boletín N° 4.456-13).


--Se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Les recuerdo a Sus Señorías que, por acuerdo de Comités -ya se dio cuenta de él-, el proyecto individualizado se tratará en la sesión del martes 3 de junio próximo hasta su total despacho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Por último, hay dos solicitudes de permiso constitucional: una del Senador señor De Urresti, para ausentarse del país a contar del 22 de mayo, y una del Senador señor Navarro, para ausentarse del territorio nacional a contar del 31 del mismo mes.



--Se accede a ambas solicitudes.
)-------------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, quiero formular dos peticiones.



Primero, que el proyecto, iniciado en moción de los miembros de la Comisión de Relaciones Exteriores, que establece el Día Mundial del Refugiado y el Día Mundial de los Inmigrantes, que por acuerdo de la Sala se envió a la Comisión de Derechos Humanos, pase a la de Relaciones Exteriores para su aprobación y despacho.



Y segundo, que el informe de Comisión Mixta recaído en la iniciativa que fija condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar un incentivo al retiro a funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas se discuta sobre tabla en esta sesión. 



Se trata de una materia de fácil despacho; hay unanimidad en torno de ella, y el personal de dicho Servicio espera su aprobación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señores Senadores, me acaban de informar que el Honorable señor Chahuán está de cumpleaños.



¡Muchas felicidades, Su Señoría, en nombre del Senado!

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡La torta, después...!

El señor LARRAÍN.- ¡Esperemos que madure...!

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¡No nos pida que le cantemos, señor Senador, pues eso ya sería un exceso...!



¡Tampoco le vamos a preguntar cuántos años cumple...!



Ahora bien, si entendí correctamente, Su Señoría solicitó, primero, tratar sobre tabla en esta sesión el informe de Comisión Mixta (hoy se dio cuenta de su aprobación por la Cámara de Diputados) recaído en el proyecto mediante el cual se otorga un incentivo para el retiro de trabajadores del Servicio Nacional de Aduanas, que a su juicio es de fácil despacho.

El señor CHAHUÁN.- Así es, señora Presidenta. Y, segundo, que la iniciativa que establece la conmemoración del Día Mundial de los Refugiados y del Día Mundial de los Inmigrantes pase a la Comisión de Relaciones Exteriores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- O sea, que además de ser analizada por la Comisión de Derechos Humanos pase a la de Relaciones Exteriores.



Imagino que en la Sala habría acuerdo para ello.

)-------------(

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

La señora ALLENDE (Presidenta).- La tiene, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, algunos señores Senadores que deseaban formular indicaciones al proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban publicarse en periódicos de circulación nacional, regional o local necesitan la fijación de un nuevo plazo para ese efecto, pues el original venció la semana pasada y no alcanzaron a presentarlas.



Ahora, como solo tenemos una semana regional, creo que bien podría determinarse un nuevo plazo, hasta el lunes siguiente a ella. Eso no retrasaría la tramitación del proyecto y permitiría que aquellos colegas formularan sus indicaciones.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Le parece a la Sala el lunes 2 de junio, a las 12?



--Así se acuerda.
)------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, quiero sumarme a la petición que hizo el Senador Chahuán con relación al informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que otorga un incentivo al retiro a funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas.



Tal como señaló Su Señoría, se trata de una iniciativa muy sencilla. En el fondo, extiende a aquellos trabajadores el mismo beneficio que hemos estado entregando a otros servidores públicos.



Según recuerdo, el informe de la Comisión Mixta se aprobó por unanimidad.



Por lo tanto, ponerlo en tabla en esta sesión sería muy muy beneficioso.



Muchas gracias.

El señor BIANCHI.- Que se trate sobre tabla, señora Presidenta.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Sobre tabla.

El señor PROKURICA.- Me parece bien. Y también podría ser sin discusión.

El señor GARCÍA.- Sobre tabla y sin discusión.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Entiendo que hay acuerdo para tratar sobre tabla en esta sesión el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto individualizado.



En la Cuenta de hoy se comunicó que la Cámara de Diputados ya lo aprobó.



¿Hay acuerdo para proceder de la forma señalada?

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señora Presidenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Sí, señor Senador. 

El señor PIZARRO.- Yo no tengo objeciones para tratar sobre tabla el informe de la Comisión Mixta. Pero necesitamos al menos una información mínima a su respecto. Porque, aparte los integrantes de la Comisión de Hacienda, los demás Senadores no conocemos con exactitud su contenido.



Está en la Sala el Presidente de la Comisión de Hacienda, quien puede informarnos al respecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Primero el señor Secretario General debería hacer la relación del proyecto y luego el señor Presidente de la Comisión de Hacienda podría dar una explicación.



Pero antes debo preguntar si hay acuerdo para tratar sobre tabla el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto a que se refirió el Senador señor Chahuán



--Así se acuerda.
)---------(
El señor LABBÉ (Secretario General).- Perdón, señora Presidenta.



Le consulto al Senador señor Chahuán, para tener claridad sobre la solicitud relativa al proyecto que establece el Día Mundial del Refugiado y el Día Mundial de los Inmigrantes, si la idea es que pase, además de la Comisión de Derechos Humanos, a la de Relaciones Exteriores, o derechamente, que lo vea solo esta última.

La señora ALLENDE (Presidenta).- No: además.
El señor CHAHUÁN.- No, señora Presidenta: que vaya derechamente a la Comisión de Relaciones Exteriores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Yo entendí que la petición era en el sentido de que vieran esa iniciativa la Comisión de Derechos Humanos y la de Relaciones Exteriores.

El señor CHAHUÁN.- La idea es cambiarla de Comisión: de Derechos Humanos a Relaciones Exteriores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Yo entendí que la idea era que el proyecto pasara además a la Comisión de Relaciones Exteriores.



En ese caso, resolvamos el punto con posterioridad, pues la aclaración de Su Señoría cambia los términos de la solicitud.

CONDICIONES ESPECIALES PARA RETIRO DE PERSONAL DE SERVICIO NACIONAL DE ADUANAS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- De acuerdo a lo resuelto por la Sala, corresponde tratar sobre tabla el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley Nº 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica (Véase en los Anexos, documento 11).



--Los antecedentes sobre el proyecto (9113-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 63ª, en 15 de octubre de 2013.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 14ª, en 6 de mayo de 2014.



Informes de Comisión:



Hacienda: sesión 83ª, en 7 de enero de 2014.



Hacienda (segundo): sesión 89ª, en 22 de enero de 2014.



Mixta: sesión 19ª, en 20 de mayo de 2014.



Discusión:



Sesiones 85ª, en 14 de enero de 2014 (se aprueba en general); 89ª, en 22 de enero de 2014 (se aprueba en particular).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por la de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de las enmiendas aprobadas por el Senado en el segundo trámite, consistentes en la sustitución de los artículos 1º a 5º aprobados por la Cámara Baja por otros diez artículos, numerados del 1º al 10.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias, plantea aprobar una proposición formulada por el Ejecutivo, la cual contiene ciertos beneficios para un universo acotado de funcionarios que habían abandonado el Servicio de Aduanas sin acceder a ellos y contempla aspectos relativos a incentivos al retiro para los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas; facultad al Director Nacional para solicitar la renuncia a los funcionarios; bonos especiales para exfuncionarios; bono compensatorio, y plazo máximo para que cesen en sus funciones los trabajadores afectos a la ley Nº 20.734 (incentivo ANEF) a quienes el jefe de servicio respectivo les hubiera solicitado la renuncia a sus cargos.



La Comisión Mixta aprobó esa proposición por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar y Diputados señores Auth, Ortiz, Santana y Schilling.



La Cámara Baja, en sesión de 15 de mayo de 2014, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.



En la cuarta columna del boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figura la proposición de este órgano técnico.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión el informe de la Comisión Mixta, aun cuando tengo la impresión de que el boletín comparado aún no se encuentra en los escritorios de los señores Senadores.



De todas maneras, tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Hacienda, para que nos ilumine sobre los acuerdos a que arribó la Comisión Mixta y aclare las dudas que puedan existir, aunque entiendo que el texto sugerido se encuadra dentro del estándar de otros proyectos que hemos aprobado para otorgar incentivos al retiro.

El señor LAGOS.- No sé si voy a poder iluminarlos del todo, señora Presidenta.



Como Su Señoría acaba de decir, el texto sugerido es muy similar al de proyectos que hemos despachado con antelación.



Sin embargo, este establece el incentivo al retiro para una cantidad muy acotada de funcionarios -creo que no excede de 14- que, por diversas consideraciones, no se acogieron a los beneficios otorgados oportunamente.



Esta materia la vimos en la Comisión Mixta la semana anterior.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señor Senador, le agradezco su clara explicación, en nombre de la Sala.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señora Presidenta, habitualmente, distintos gremios y agrupaciones de funcionarios le han solicitado al Ejecutivo la entrega de un bono especial de incentivo al retiro, el que se ha concedido.



Yo quiero reiterar que cada vez que se trata de conceder este tipo de bonos confirmamos el fracaso del sistema de administradoras de fondos de pensiones. Y el propio Superintendente señaló recientemente que el modelo no resiste más.



Las utilidades de las AFP están por sobre las de los fondos donde se depositan los recursos de los trabajadores: esas administradoras obtienen para ellas una rentabilidad promedio de entre 20 y 30 por ciento (hablemos de 25 por ciento); sin embargo, las acciones que adquieren con los dineros de sus afiliados rentan solo 5, 6, 7 por ciento.



Entonces, el Superintendente pregunta, legítimamente, cómo las AFP no invierten los fondos de los trabajadores en la forma como lo hacen con las platas de ellas.



Al respecto existe una irregularidad desde el punto de vista de que se diseñó un sistema haciendo creer que era de previsión, en circunstancias de que apenas es un mecanismo de cotización forzosa en favor de grupos económicos que logran para ellos una rentabilidad muy superior a la obtenida con los dineros de los afiliados a las administradoras de fondos de pensiones.



Cuando las AFP invierten en empresas como accionistas minoritarias se encuentran con que en estas se toman decisiones que van contra los intereses de los trabajadores que imponen en ellas. Así ha ocurrido en distintas inversiones fracasadas: La Polar, caso “Cascadas” y otras.



En tales circunstancias, vuelvo a citar al Superintendente, quien manifestó que el modelo es para los cotizantes un verdadero “corralito”.



Entonces, en este caso voy a aprobar con entusiasmo el bono propuesto, porque ayuda a que funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas se acojan a retiro. Empero, ello confirma una vez más que el sistema previsional está absolutamente fracasado.



Celebro, pues, la decisión de la Presidenta Bachelet de nombrar una comisión para que proponga las reformas sustantivas requeridas por nuestro sistema previsional.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, Honorable Sala, en primer lugar, agradezco que se haya acordado tratar sobre tabla este informe de Comisión Mixta, pues recae en un proyecto que es largamente esperado por el personal de Aduanas.



Se trata de un proceso que comenzó durante la Administración anterior y que concluye hoy día. La iniciativa efectivamente ayuda a reparar en algo el daño previsional y, sin lugar a duda, representa una oportunidad para que quienes anteriormente no pudieron hacer uso del beneficio accedan al incentivo al retiro.



Cabe reconocer la disposición de la Mesa y de la señora Presidenta para que la Sala se ocupara en el asunto, y estoy seguro de que ello merecerá la gratitud de los funcionarios.



Espero que nos pronunciemos a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Por 24 votos a favor, se aprueba el informe de la Comisión Mixta.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Los Honorables señores Montes, Horvath y Ossandón consignan su intención de voto a favor.

SUPRESIÓN DE FERIADO JUDICIAL

La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9155-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 14ª, en 6 de mayo de 2014.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 18ª, en 14 de mayo de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal que se persigue es suprimir el feriado judicial del mes de febrero, cuidando el texto de asegurar la continuidad del servicio de administración de justicia en todos los tribunales ordinarios y de cautelar el descanso anual a que tienen derecho sus funcionarios. 



La Comisión discutió la iniciativa solo en general y, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Araya, Harboe y Larraín, aprobó la idea de legislar.



Cabe subrayar que el artículo 1° incide en normas orgánicas constitucionales, por lo que su aprobación requiere 22 votos.



El proyecto que se propone aprobar se transcribe en el primer informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, la iniciativa tuvo su origen en un mensaje del anterior Primer Mandatario, presentado en la Cámara de Diputados.



Su objetivo central es eliminar la institución del denominado “feriado judicial” en el mes de febrero, de manera de asegurar la continuidad del servicio de administración de justicia en todos los tribunales ordinarios.



Entre sus fundamentos se destacó el significativo avance experimentado por el proceso de modernización de nuestra justicia en los últimos 20 años, iniciado con la reforma procesal penal y seguido por una completa transformación en los ámbitos de familia, laboral, tributario y del medio ambiente. Ello ha significado un importante mejoramiento en la calidad y oportunidad de la obtención de justicia por los ciudadanos, lo que también se refleja en que los nuevos tribunales creados al amparo de las reformas están excluidos actualmente del receso de verano.



En la realidad, los juzgados civiles y los tribunales superiores son prácticamente los únicos que suspenden su funcionamiento durante febrero. A lo anterior se suma que, revisadas las materias y los procedimientos a cargo de los organismos jurisdiccionales con competencia en lo civil, se advierte que un considerable número de ellos no se ve afectado por el feriado judicial.



En consecuencia, queda de manifiesto que esta última institución corresponde a una realidad social, jurídica y comercial diferente y que a estas alturas constituye más bien un obstáculo en el acceso a la justicia, además de provocar un impacto muy reducido en el universo de materias de que conocen nuestros tribunales.



Cabe destacar que la iniciativa representa un asunto de interés prioritario tanto para el Ministro del ramo, el ex Senador señor José Antonio Gómez, como para la Corte Suprema, representada por su Presidente, el Ministro señor Sergio Muñoz, según ambos lo expresaron ante la Comisión de Constitución.



Sobre la base de las razones antes explicadas, la unanimidad de los miembros presentes del órgano técnico, Senadores señores Araya, Larraín y quien habla, aprobaron en general el proyecto, que, en líneas generales, propone lo siguiente:



Primero, se excluyen los tribunales ordinarios con competencia civil y los superiores de justicia del feriado establecido en el Título X del Código Orgánico de Tribunales. Para estos efectos, se introduce un conjunto de modificaciones destinadas a asegurar la provisión del servicio judicial durante todo el año, sin generarse problemas de continuidad a raíz del descanso anual a que tienen derecho sus empleados. 



En segundo lugar, los funcionarios respectivos se incorporan al estatuto general sobre vacaciones establecido en el artículo 343 del Código y se dispone que les corresponderá un feriado anual de un mes, sin que una de las fracciones pueda ser inferior a 15 días. No podrán hacer uso simultáneo del feriado judicial el juez y el Secretario de un mismo tribunal.



Y tercero, complementariamente se introducen algunas modificaciones adecuatorias a otros cuerpos legales que hacen referencia a la materia y se contempla una norma que deroga toda otra mención que nuestro ordenamiento jurídico efectúe con relación al feriado judicial que se está eliminando.



Durante la discusión en la Comisión llegamos a un acuerdo con el Ejecutivo -y a propuesta también del señor Presidente de la Corte Suprema- en el sentido de introducir algunas indicaciones, lo que haremos en la discusión particular.



Por lo anteriormente expuesto, pido a la Honorable Sala que acoja la idea de legislar.



He dicho.
El señor WALKER (don Patricio).- ¿Se puede abrir la votación, señora Presidenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- No hay objeciones.

El señor BIANCHI.- Pero que se disponga del mismo tiempo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señora Presidenta, ya lo manifestó el Honorable señor Harboe, quien me antecedió en el uso de la palabra, pero a lo mejor no está de más reiterar brevemente el objetivo del proyecto propuesto y que se encuentra en votación. Se trata de suprimir el feriado judicial del mes de febrero, cuidando de asegurar la continuidad del servicio de administración de justicia en todos los tribunales ordinarios y de cautelar el descanso anual a que tiene derecho su personal.



Actualmente -y en general-, los juzgados civiles y los tribunales superiores de justicia aplican el tradicional feriado judicial, no así los tribunales de familia, los del trabajo, los de juicio oral en lo penal, los de garantía, los tributarios y aduaneros y los ambientales.



Por lo tanto, en la materia se ha originado una dualidad que afecta a algunos funcionarios, que son los menos, y hace recomendable coordinar la situación de todos ellos.



Resulta al menos inadecuado que dentro del Poder Judicial se fuerce a parte del personal a ejercer su derecho a descanso anual en un determinado mes del año, en especial cuando se interrumpe y entraba el buen y continuo funcionamiento de los órganos jurisdiccionales, sumado a que dicha limitación no existe para otros tribunales. 



Si consideramos que la judicatura civil es la que enfrenta los mayores recarga de trabajo y atraso acumulado en su despacho, es lógico y necesario asegurar una continuidad en la función jurisdiccional. 



El proyecto recoge, además, una preocupación que ya hace varios años vienen manifestando los integrantes del Poder Judicial. En ese sentido, nuestra misión es atender a la necesidad de modificar y completar la legislación, para facilitar el trabajo y desempeño de los tribunales, así como también de sus auxiliares y personal.



Destaca también el hecho de que la iniciativa haya recogido la preocupación de las organizaciones de trabajadores en torno al fraccionamiento y permita dividir el feriado anual, pero asegurando siempre un mínimo de 15 días continuos.



Finalmente, apruebo el proyecto, pues no solo subsana las diferencias, sino que además flexibiliza el sistema. Ello trae como consecuencia un mejoramiento en la gestión y un fortalecimiento en el acceso a la justicia.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, seré muy breve. 



Solo deseo reafirmar lo que aquí se ha expresado. El que nos ocupa es un antiguo anhelo de la judicatura, que responde al hecho de que las demandas sociales por respuestas jurisdiccionales son permanentes durante todo el año. No se detienen en un mes determinado. Por lo tanto, el servicio que prestan los tribunales debe ser otorgado en forma continua.



Desde luego, muchos procedimientos ya se han ido adaptando a la situación, como el proceso penal, que no enfrenta este tipo de interrupción.



En definitiva, se trata de buscar la forma de regular el feriado judicial, al que tiene derecho anualmente, de todas maneras, cada uno de los integrantes de ese Poder del Estado, hoy día sometidos al régimen de hacerlo efectivo durante el mes de febrero.



A nuestro juicio, se trata de un buen proyecto. Hemos recibido el apoyo del Presidente de la Corte Suprema y del Ejecutivo. Y creemos que la norma abunda en la modernización, en la puesta al día del Poder Judicial, ante la posibilidad de ofrecer un servicio muy requerido por la ciudadanía, de manera ininterrumpida, durante los 365 días del año. Ello, sin perjuicio de establecerse el procedimiento para que el derecho a feriado que tienen todos sus empleados opere anualmente en forma de que no altere el funcionamiento de estos tribunales.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.



¡Feliz cumpleaños, don Francisco!

El señor CHAHUÁN.- Muchas gracias, señor Presidente.



Considero totalmente acertado el proyecto de ley que se somete a nuestra consideración en esta oportunidad, mediante el cual se suprime el feriado judicial, cuestión que por lo demás ha sido impulsada en los últimos años por ese mismo Poder del Estado, a través de los distintos Presidentes de la Corte Suprema.



En la actualidad, la justicia laboral, la penal, la de familia, e incluso los tribunales de Policía Local, no suspenden sus actividades durante el mes de febrero. Entonces, el que ocurra lo contrario en el ámbito de los tribunales de jurisdicción civil configura una discriminación y un anacronismo que no se justifican.



Por otra parte, cabe tener presente que casi 90 por ciento de las causas que estos últimos tramitan están constituidas por juicios ejecutivos de cobranza y que, en muchas oportunidades, los demandantes solicitan habilitación de feriado a los juzgados que han de quedar de turno. En la mayoría de los casos, ello se concede, pero en otros no, por lo cual no existe uniformidad de criterio para que opere esta regla excepcional.



Así las cosas, se hace necesario, en nuestro concepto, que se ponga término a tal situación con la aprobación de este proyecto de ley del anterior Presidente de la República, Sebastián Piñera, considerando, por otra parte, que la justicia civil experimentará una agilización en el futuro mediante la aprobación de un nuevo Código de Procedimiento, proyecto que ya se encuentra ingresado en esta Corporación para su tramitación legal.



Por estas razones, me pronuncio a favor de la iniciativa en debate, la cual soluciona una realidad que se ha arrastrado por mucho tiempo y que ya es hora de resolver. Repito que ella ha sido impulsada desde el propio Poder Judicial. 



Muchas gracias.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la ciudadanía se ha hecho más consciente de sus derechos y de las oportunidades que el sistema de administración de justicia le provee. La demanda por servicios judiciales ha experimentado un significativo incremento en los últimos años -llegó a 3 millones 3 mil 271 ingresos en 2012-, al punto de duplicarse en la última década.



El avance en el proceso de modernización en dicho ámbito, en los últimos veinte años, iniciado por la reforma procesal penal y seguido de los cambios en las justicias de familia, laboral, tributaria y de medio ambiente, a lo que se suma el diseño en discusión acerca del nuevo sistema de justicia civil y comercial, ha significado importantes mejoramientos en los índices de efectividad en la tutela judicial de los derechos. Ello ha provocado que la administración de justicia sea concebida como un servicio público de excelencia y orientado a las personas, a través del cual se ejerce la jurisdicción y se resuelven las controversias de relevancia jurídica con un estándar acorde a un moderno Estado de Derecho democrático.



Los objetivos del proyecto de ley son eliminar el feriado judicial en los tribunales superiores y los juzgados de letras con competencia civil, así como asegurar la continuidad del servicio de administración de justicia en todos los organismos jurisdiccionales ordinarios. Para tal efecto, se lleva a cabo la debida adecuación normativa del artículo 313 del Código Orgánico de Tribunales.



De esta manera, se asegura la provisión del servicio judicial durante todo el año, sin generarse problemas de continuidad a raíz del descanso anual al que todo trabajador tiene derecho, garantía que la iniciativa salvaguarda adecuadamente.



Durante la discusión general en la Cámara de Diputados, el entonces Subsecretario de Justicia, señor Juan Ignacio Piña, explicó que la iniciativa no solo se justifica porque la Corte Suprema manifestó, en 2009 y 2010, la necesidad de suprimir el feriado judicial, sino también porque resulta cada vez más difícil sostener que este último resulta compatible con los avances de los ordenamientos procesales en las últimas dos décadas.



En el país, 133 tribunales con competencia común -eso significa que conocen de asuntos civiles, penales, laborales y de familia- no suspenden su trabajo durante el mes de febrero, en tanto que los tribunales civiles suman 85. Con el proyecto no se estaría obligando a los funcionarios judiciales a tomar vacaciones en un mes determinado, a diferencia de lo que sucede en la actualidad, en que se les impide que ello ocurra durante el resto del año. En la práctica, en Regiones distintas de la Metropolitana, abogados y tribunales no paralizan sus actividades en febrero, precisamente porque la mayoría de estos últimos son -repito- de competencia común.



El Presidente de la Corte Suprema, señor Sergio Muñoz, sostuvo que el feriado judicial en los términos actualmente establecidos debe suprimirse, con el fin de velar por un adecuado uso de los recursos públicos.



La iniciativa en estudio, solicitada por todos, pone fin a un anacrónico sistema de feriado judicial, durante febrero, que afecta a los litigios civiles, mientras las causas penales, laborales y de familia, entre otras, continúan su tramitación, sin interrupciones, durante ese mes.



Por eso, votaré a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Araya.

El señor ARAYA.- Señora Presidenta, voy a respaldar la idea de legislar.



Ya lo han explicado latamente quienes intervinieron con anterioridad: el feriado judicial en las causas civiles no se justifica. Es un anacronismo que viene de tiempos inmemoriales, pero que en la actualidad no tiene ninguna razón de ser. La modernización en general de nuestra judicatura penal, laboral, de familia -y hoy día de la civil, a través del nuevo Código Procesal que ya se está discutiendo en esta Corporación- da cuenta de que la institución mencionada no responde a las necesidades de los justiciables.



Solo deseo destacar un aspecto que hice presente en la Comisión de Constitución. El artículo 343 del Código Orgánico, disposición cuya enmienda propone el proyecto, hará posible en adelante algo no permitido en este momento. Los funcionarios judiciales cuentan ahora, en promedio, con 30 días de vacaciones, salvo la acumulación y algunas otras situaciones muy particulares, y la norma vigente deja que los dividan en dos períodos de 15 días, como mínimo. Pues bien, el proyecto constituye un avance importante, porque establece que el fraccionamiento deberá comprender al menos un período de 15 días, y el saldo -es decir, otros 15 días o más con que se pueda contar- podrá parcializarse sin unidad de tiempo. Eso lleva a que se puedan distribuir días sueltos, a diferencia de lo que sucede en la actualidad.



Creo que el punto es bastante importante, porque se traducirá en una mejor planificación del tribunal en cuanto a quiénes van a estar tomando sus vacaciones y, también, en un mejor acceso a la justicia.



Dicho eso, señora Presidenta, voto a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, sin duda, el objetivo y el contenido del presente proyecto son muy positivos, sobre todo para la modernización de la justicia. 



Yo valoro el hecho de que estén en la Sala el Ministro y el Subsecretario de Justicia preocupados por que la iniciativa sea despachada hoy.



Lo conversaba hace poco con el Presidente de la Corte Suprema -el proyecto fue solicitado también por el Máximo Tribunal-, con quien coincidimos en que resulta fundamental que podamos tramitar el texto legal con la rapidez necesaria, de modo que el año que viene no tengamos más feriado judicial. Eso es lo que estamos planteando.



El objetivo del proyecto es, justamente, suprimir el feriado judicial del mes de febrero, para asegurar la continuidad del servicio de administración de justicia en todos los tribunales ordinarios, cautelando, eso sí, el descanso a que tienen derecho sus funcionarios.



Para estos efectos, se introducen un conjunto de modificaciones al Código Orgánico de Tribunales, que excluyen del receso a los juzgados ordinarios con competencia civil y también a los tribunales superiores de justicia, y que incorporan a su personal al estatuto general de vacaciones establecido en el artículo 343 del mismo Código, correspondiéndoles un feriado anual de un mes.



El proyecto contempla, además, una serie de adecuaciones a otros cuerpos legales que hacen referencia al feriado.



El mensaje señala que la iniciativa significa una respuesta a la demanda por servicios judiciales, que ha experimentado un notable aumento en los últimos años. El 2002 ingresaron 1 millón 676 mil causas, mientras que en 2012 se llegó a los 3 millones. Por lo tanto, los servicios judiciales deben adecuarse a las necesidades actuales del país.



Señora Presidenta, como las causas se han duplicado y se necesita un mayor servicio, lo único que estaba quedando era aplicar esta medida, porque el resto de los tribunales, de distintas competencias, ya no tienen feriado judicial; es decir, implementan turnos. 



Por eso, también había que adecuarse a las necesidades del país en esta materia.



En atención a ello, tal como ya lo manifestó el Senador Larraín, la bancada de la UDI va a aprobar el proyecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- No quedan más inscritos.



Le pido al señor Secretario que consulte a la Sala.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor QUINTEROS.- Pido la palabra, señora Presidenta. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir, señor Senador.

El señor QUINTEROS.- Quiero inhabilitarme para votar este proyecto de ley por tener una hija que trabaja en la Corte de Apelaciones de Puerto Montt.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se dejará la constancia respectiva. 



Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos favorables), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido, y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 2 de junio.


Votaron las señoras Allende, Goic, Pérez (doña Lily), Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Larraín (don Hernán), Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se deja constancia, además, de la intención de voto favorable del Senador señor Horvath.



Ha pedido la palabra el señor Ministro.

El señor GÓMEZ (Ministro de Justicia).- Señora Presidenta, para la historia de la ley, es importante señalar que el proyecto acoge una petición reiterada por la Corte Suprema y los jueces. Desde el año 2009 que vienen dando su opinión en cuanto a cómo enfrentar el feriado judicial.



Digo lo anterior porque muchas veces se critica al Poder Judicial y se señala que muestra una actitud pasiva en ciertas materias. En este caso particular, está terminando con el feriado judicial que favorece a la Corte Suprema, a las Cortes de Apelaciones y a 85 juzgados del ámbito civil, porque todos los demás tribunales funcionan con la norma común.



Por lo tanto, resulta relevante destacar que esta idea fue impulsada por el Poder Judicial, recogida por el Gobierno anterior y continuada por nosotros.



Termino expresando que vamos a presentar las indicaciones en el período establecido a fin de contar lo más pronto posible con la normativa legal en estudio.



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- A usted, señor Ministro.

CREACIÓN DE FONDO CONCURSABLE DE APOYO DIRECTO AL ADULTO MAYOR

La señora ALLENDE (Presidenta).- El siguiente asunto en tabla es el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un fondo concursable de apoyo directo al adulto mayor, con informe de la Comisión de Hacienda.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9156-32) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 87ª, en 21 de enero de 2014.



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 9ª, en 15 de abril de 2014.



Discusión: 



Sesión 18ª, en 14 de mayo 2014 (queda para segunda discusión).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la sesión del 14 de mayo se solicitó segunda discusión para el proyecto.



Cabe recordar que la Comisión de Hacienda discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar con los votos favorables de los Senadores señores Coloma, García, Lagos y Zaldívar y la abstención del Senador señor De Urresti.


El texto que se propone acoger en general se transcribe en las páginas 14 a 21 del primer informe del mencionado órgano técnico y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.
La señora ALLENDE (Presidenta).- En la segunda discusión, ofrezco la palabra.



Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señora Presidenta, en la sesión anterior discutimos largamente sobre el proyecto y algunos argumentos apuntaron al cambio en las autoridades, tanto en el Ministerio de Desarrollo Social como en el Servicio Nacional del Adulto Mayor. Asimismo, se convino en que hay ciertos aspectos que deben ser revisados, sobre todo respecto de los montos que se especifican en el texto. El programa se encuentra financiado, así que no hay problema con una posible demora en la provisión de fondos para instituciones que trabajan con adultos mayores (como el Hogar de Cristo, la Fundación Las Rosas), a las cuales les interesa que el proyecto salga adelante. 



Entonces, habíamos visto la posibilidad de que la iniciativa volviera a Comisión para un nuevo primer informe, a fin de escuchar la postura de las actuales autoridades del SENAMA antes de que la Sala emitiera un pronunciamiento. Ello nos parece razonable, por los cambios que pudiera haber al respecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Habría que someter a la consideración de la Sala la petición planteada por la Senadora señora Goic en el sentido de que el proyecto vuelva a Comisión.

El señor PIZARRO.- Pongámosle un plazo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Claro, podríamos fijarle un plazo razonable.



¿Alguna sugerencia sobre el particular?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Treinta días, señora Presidenta.

La señora GOIC.- Perfecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Habría acuerdo, entonces, en que el proyecto fuera reenviado a la Comisión de Hacienda, para un nuevo primer informe, por un plazo de 30 días?



Acordado.

El señor GARCÍA.- Pido la palabra.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede hacer uso de ella, señor Senador.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, yo no tengo inconveniente en que el proyecto vuelva a la Comisión de Hacienda, pero ahí ya lo vimos. Solo está en juego la idea de legislar. Si nos dan un plazo de 30 días, debe tenerse en consideración que el 2 de junio partimos con el análisis de la reforma tributaria. Y todos comprenderán que ella nos significará un trabajo bastante intensivo. 



Por lo tanto, le pediría a la Senadora Carolina Goic que, de ser posible, la Sala aprobara la idea de legislar ahora. 



Yo comparto con ella que tenemos que revisar los montos. Desde mi punto de vista, resultan bajos, pero son una ayuda tanto para los hogares de larga estadía como para aquellos que reciben a adultos mayores por una sola jornada. Además, en el proyecto se incorpora una nueva atención, que significa apoyar a las familias que tienen a un adulto mayor, probablemente en calidad de postrado. Ahora se las ayudará a través de cuidadores, de personas que colaboren en esa atención, no en un hogar, sino en sus propias casas.



Por eso, pienso que, si se reenvía la iniciativa a la Comisión de Hacienda para volver a discutir la idea de legislar, en definitiva no vamos a estar haciendo buen uso del tiempo de que disponemos.



Cabe señalar que en la discusión de la Comisión de Hacienda participó la Directora Nacional del SENAMA, señora Rayén Inglés, quien estuvo de acuerdo en votar la idea de legislar. Pero -reitero- tenemos clara conciencia de que en el debate en particular habrá que mejorar sustantivamente el proyecto y de que los perfeccionamientos tendrán que venir precisamente del propio Ejecutivo, considerando que los incrementos de montos o aportes para el cumplimiento de los programas son de su iniciativa exclusiva.



En virtud de ello, me permito sugerir a la Senadora Goic que la Sala apruebe la idea de legislar y se fije un plazo para presentar indicaciones, de tal manera de permitir que el Gobierno estudie la materia y, sobre todo, haga nuevas proposiciones.



Muchas gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señor Senador, aunque se acaba de tomar el acuerdo de reenviar el proyecto a la Comisión de Hacienda, voy a consultar a la Sala si  hay disposición para revisar lo resuelto.



Le ofrezco la palabra a la Senadora señora Goic, quien fue la que hizo ese planteamiento, para que diga cuál es su opinión al respecto.

La señora GOIC.- Señora Presidenta, insisto en que la iniciativa vuelva a Comisión para su revisión. Creo que vale la pena porque incluso se han hecho anuncios relacionados con los centros de larga estadía, donde existe una lógica distinta para abordar el tema. De ahí que solicito mantener el acuerdo, con un plazo acotado.



Todos compartimos el objetivo de resolver el problema y avanzar en una política efectiva en materia de cuidado del adulto mayor y por eso me parecen razonables los treinta días.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Además de establecer un plazo de treinta días, Senador García, se podría autorizar a la Comisión para discutir el proyecto en general y en particular. Creo que así se podrían conciliar las posiciones y sería una forma de avanzar.



¿Habría inconveniente para proceder en esa forma?



Así se acuerda.


--Se reenvía el proyecto a la Comisión de Hacienda por un plazo de treinta días para su discusión general y particular.
El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, no ofreció la palabra.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Lo que pasa, Su Señoría, es que primero teníamos que resolver temas de gestión antes de conceder la palabra sobre el contenido de la iniciativa.



Puede hacer uso de ella ahora, señor Senador.

El señor PROKURICA.- Gracias, señora Presidenta.



Este es un proyecto muy interesante si uno toma en cuenta las cifras que ha establecido el INE para la gente de la tercera edad. Según las estimaciones de esa entidad, los chilenos de 60 y más años representan hoy el 16,8 por ciento de la población (2 millones 553 mil 352 personas). Para el año 2020 se calcula en un 20,9 por ciento ese segmento (3 millones 307 mil 729 personas). Además, el número de adultos mayores se ha duplicado en los últimos veinte años. 



Ese es un mensaje claro de lo importante que es dicho sector etario.



 Conjuntamente con lo anterior, la esperanza de vida al nacer en Chile es de 79,02 años, según cifras del Banco Mundial, lo que nos ubica por sobre nuestros vecinos de Argentina, donde es de 75,80, y de Perú, donde es de 73,98.



En la actualidad, una de cada cuatro personas de 60 o más años requiere de la ayuda de otra persona para realizar las actividades de la vida diaria, ya que no pueden hacerlo solas. Este porcentaje podría llegar hasta el 30 por ciento en los siguientes diez años si no se toman medidas oportunas de prevención y de vida saludable, siendo el grupo de población de 80 años y más el que tiene mayor probabilidad de sufrir dependencia. Ello generará un aumento en la demanda por cuidados especiales para aquel grupo etario.


Este es un proyecto de ley orientado a que los adultos mayores más vulnerables de nuestro país -es decir, aquellos que se encuentran en situación de pobreza o menoscabo en su calidad de vida o en riesgo concreto o potencial de ello y que están en una situación de dependencia- puedan asistir a centros diurnos donde les sea posible desarrollarse, recrearse y compartir con otros, o contar con cuidadores habilitados psicológica y físicamente para atenderlos, así como, en aquellos casos en los cuales su dependencia sea mayor, se encuentren en situación de vulnerabilidad o hayan sido víctimas de violencia o maltrato, puedan residir en lugares en los que se les brinden cuidados de largo plazo acorde a sus necesidades y a lo que se han ganado en la vida, porque han entregado todo para poder llegar a esa edad.



El principal objetivo del proyecto es contribuir a la consolidación de la Política Integral de Envejecimiento Positivo para Chile, mediante la creación de un fondo concursable de apoyo directo al adulto mayor que permita financiar iniciativas públicas o privadas a través de una subvención para la mantención de establecimientos de larga estadía, centros diurnos y cuidados domiciliarios, cuyo objetivo común es proteger el derecho a la salud funcional del adulto mayor, mejorar su integración en los distintos ámbitos de la sociedad e incrementar sus niveles de bienestar.



Dicho fondo financiará establecimientos de larga estadía para adultos mayores, que son iniciativas de apoyo directo para quienes se encuentren en situación de vulnerabilidad o dependencia o sean víctimas de violencia o maltrato; centros diurnos, que son iniciativas de apoyo directo para adultos mayores en situación de vulnerabilidad y dependencia leve, que consistirán en servicios integrales de prevención de deterioro funcional, promoción del envejecimiento activo y de la autonomía del adulto mayor, así como prestación de servicios de apoyo a su grupo familiar y cuidadores, y cuidados domiciliarios, que son iniciativas de apoyo directo para adultos mayores en situación de vulnerabilidad y dependencia moderada o severa, cuyo objetivo será contribuir a mejorar su calidad de vida a través de la entrega de servicios sociosanitarios de apoyo al adulto mayor y respiro a su cuidador o cuidadores.



El proyecto, señora Presidenta, cumple con el objetivo final de entregar una mejor calidad de vida a la gente de la tercera edad, y además da cumplimiento a los compromisos internacionales que nuestro país ha asumido en la materia, especialmente en el contexto de Latinoamérica y el Caribe, donde se ha trabajado la temática de envejecimiento y vejez. Es así como el año 2012 Chile participó en la III Conferencia Regional Intergubernamental sobre Envejecimiento en América Latina y el Caribe, ocasión en la que se suscribió la denominada “Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores de América Latina y el Caribe”.



Por todo lo anterior, voy a votar a favor de esta iniciativa legal.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Quiero recordar a Sus Señorías que el acuerdo adoptado por la Sala es que el proyecto vuelva a la Comisión de Hacienda para su análisis en general y en particular. Por lo tanto, las indicaciones se podrán presentar directamente en dicho organismo, sin que sea necesario fijar plazo para ese efecto, atendido el hecho de que habrá treinta días para que se emita el informe respectivo.



Tiene la palabra al Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, a mi juicio, aquí no hay involucrada solo una cuestión de montos, como algunos colegas han planteado. Detrás de esto hay una discusión sobre política para el adulto mayor en el país. Por consiguiente, podemos asumir el problema, o bien seguir con un parche parcial que no lo resuelva.



La política de fondos concursables puede ser útil en muchas cosas, pero hay que partir viendo cuál es la envergadura de la situación.



Según he leído, hoy cerca de 20 mil o 25 mil adultos mayores requieren establecimientos de larga estadía. Otros tantos necesitan centros diurnos o cuidados domiciliarios. Y la verdad es que esto se resuelve por la vía de un Fondo Concursable. Este -hasta donde yo entiendo, porque participé del debate en la Cámara de Diputados- alcanza para 5 mil adultos mayores. Sin embargo, desde el punto de vista del subsidio, el costo mínimo para cubrir las necesidades de un adulto mayor es de 425 mil pesos y el monto más elevado que se otorgaría, mediante una subvención para la mantención de Establecimientos de Larga Estadía, es de 120 mil pesos.



Entonces, ¿qué es esto? ¿Acerca de qué legislamos acá?



Estamos avanzando en una política que da cuenta de un asunto muy postergado en nuestra política de protección social. Si no fuera por el Hogar de Cristo y la Fundación Las Rosas, nos hallaríamos completamente en el aire, pues todo el sistema descansa en esas instituciones, las cuales, a mi juicio, son importantísimas colaboradoras en este gran desafío social. No obstante, creo que el debate debe ser más global.



¿Cómo vamos a asumirlo?



Hay una posibilidad. En muchos países existe una red pública y una privada, y ambas se hacen cargo de la envergadura total de la situación.



La cobertura que otorga el proyecto que nos ocupa es bajísima. Asimismo, los montos que asigna también son reducidos. No obstante, yo objeto principalmente la ausencia de definición de políticas con respecto a qué vamos a hacer.



Felicito al Hogar de Cristo y a la Fundación Las Rosas, pero no basta con su actuación. Y es necesario hacerse cargo de esto de una vez por todas.



Los parlamentarios sabemos que, como ha aumentado la expectativa de vida de numerosas personas en todos los segmentos sociales -así lo hemos podido ver-, en aquellas zonas donde la gente habita en viviendas sociales resulta dramático convivir con personas mayores, sobre todo cuando padecen alzhéimer o demencia senil. En casas de 40 a 45 metros cuadrados es imposible cohabitar con un individuo que sufre una enfermedad de esas características u otra patología de distinta naturaleza.



Entonces, tenemos que abordar ese problema. 



La reivindicación que más se repite hoy día en la gente de muchas poblaciones es: “Creemos un Centro Diurno; creemos un Establecimiento de Larga Estadía”. Hay una demanda cada vez más fuerte por ellos.



En consecuencia, no hay relación entre esta iniciativa y la realidad. Por eso, es bueno que vuelva a la Comisión para repensar un poco más globalmente la situación de protección social que tenemos pendiente.



Pienso que el hecho de darnos un tiempo mayor no afecta el objetivo que se persigue, porque, como todos saben, en la Ley de Presupuestos para este año ya se halla cubierto. De tal modo, se destinan 6.337 millones de pesos para Establecimientos de Larga Estadía; 363 millones de pesos para Cuidados Domiciliarios; 757 millones de pesos para Centros Diurnos del Adulto Mayor. Y, hasta donde entiendo, ya se firmaron convenios con la Fundación Las Rosas o con el Hogar de Cristo, y creo que también con alguna otra institución. ¡Ya se firmaron! O sea, esta iniciativa ya se encuentra financiada y, en el mismo sentido, también existe un compromiso para el año venidero.



De ahí que por lo menos tenemos la certeza de que durante el 2014 esto se halla resuelto. Tomémonos un tiempo para discutir una política más amplia, que dé cuenta de la naturaleza, de la envergadura y de la profundidad del problema. No sigamos postergando la situación colocándole algunos parches; abordémosla en forma más global.



Por eso, comparto la solicitud de la Senadora Goic, y creo que sería muy importante que el Gobierno llegara con una propuesta un poquito más amplia y global.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tengo una larga lista de inscritos. Y recuerdo a las señoras y a los señores Senadores que el Orden del Día de esta sesión termina a las 19:35, y después tenemos que votar los proyectos de acuerdo del Tiempo de Votaciones.



Con relación a esta iniciativa, ya se acordó que el proyecto vuelva a Comisión, donde se verá en general y en particular a la vez y Sus Señorías podrán presentar indicaciones sin necesidad de fijar un plazo.



Aún resta tiempo para ofrecer la palabra.



A continuación, se halla inscrito el Senador señor Rabindranath Quinteros.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, ¿me permite una moción de orden?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, este proyecto reviste gran importancia, por lo que intervenir durante dos o tres minutos resulta insuficiente.



Por ello, quienes estamos inscritos podríamos postergar nuestras intervenciones, a fin de ocuparnos en los proyectos de acuerdo. Después -lo antes posible-, podríamos analizar este proyecto en general y en particular, como lo hará la Comisión.



Como digo, no vamos a poder intervenir todos los Senadores, por lo que reitero mi petición de que dejemos hasta aquí la discusión.



Lo otro sería que continuáramos el debate de esta iniciativa en la próxima sesión e intervinieran quienes nos hallamos inscritos, para que vuelva a Comisión y se le puedan efectuar las enmiendas correspondientes.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Podríamos terminar las intervenciones con la del Senador señor Quinteros. En realidad, hay una lista bastante larga de oradores, y es imposible que todos hablen, porque el Orden del Día culmina a las 19:35.



Lo que no nos es posible es dejar pendiente el proyecto para una siguiente oportunidad, pues ya se acordó que vuelva a Comisión, donde se verá en general y en particular.



Por supuesto, invito a Sus Señorías a que lleven sus indicaciones directamente a la Comisión. No hay más plazo para tal efecto, salvo los 30 días de discusión que se fijaron. 



Luego de que intervenga el Senador señor Quinteros, si no alcanza a hacerlo otro orador, daremos por concluido el Orden del Día.



Tiene la palabra.

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, debo manifestar, en primer término, que estoy absolutamente de acuerdo con toda iniciativa que vaya en apoyo de los adultos mayores. Porque, según el mensaje del Ejecutivo, ellos conforman alrededor del 15 por ciento de la población nacional y, naturalmente -como acá se ha dicho-, esta materia le interesa a toda la comunidad.



Sin embargo, me parece que el proyecto presenta omisiones, y por eso concuerdo con la Senadora Goic en cuanto a que regrese a la Comisión.



En primer lugar, considero que es hora de revisar el mecanismo de los fondos concursables. Estos son instrumentos que aplica el Gobierno central en diferentes programas sociales, como mecanismo de transferencia a instituciones públicas o privadas.



Al respecto, debo señalar que no soy partidario de la competencia entre el sector privado y el público en materia de prestaciones sociales. Las instituciones públicas son permanentes; por lo tanto, sus presupuestos deben ser permanentes, no pueden quedar sujetos en su acción a una postulación anual.



Tampoco es conveniente la competencia entre instituciones públicas. Son conocidas las diferentes capacidades de los municipios, dependiendo de sus niveles de ingresos, para formular o cofinanciar proyectos. De esa manera consolidamos las condiciones de desigualdad, que en materia de atención de adultos mayores son particularmente ostensibles.



¿Qué hace una institución que acoge a un anciano si pierde la postulación a un proyecto? Muchas veces el rechazo se produce por razones formales, no obstante, puede interrumpirse un programa social si la institución no cuenta con otra fuente de financiamiento.



Ello es muy recurrente en los municipios.



En segundo lugar, hay que hacerse cargo de la situación de los adultos mayores que se encuentran en zonas geográficas aisladas, de difícil acceso o rurales.



Sobre esta materia el proyecto de ley contempla en su artículo 11 una tabla de valores que señala rangos de subvención. Con todo, se echa de menos que no se refiera específicamente a la situación de los adultos mayores de sectores rurales apartados, de pequeños poblados, de comunas con menos de 5 mil habitantes.



Con el texto actual de la iniciativa, las actuaciones del SENAMA respecto de esos lugares se verán constreñidas por el hecho de no contar con el número suficiente de adultos mayores para hacer viable un proyecto, desde el punto de vista económico, para los prestadores del servicio. De modo tal que se hace imprescindible que se contemple una normativa especial destinada a los beneficiarios de la presente iniciativa que se encuentren en las situaciones aludidas.



Finalmente, hago presente una falencia que afecta a la mayoría de los proyectos de este tipo: su excesiva centralización. El artículo 9° permite la asignación directa de recursos con resolución fundada y razonada del Director Nacional del SENAMA, con informe previo y favorable del Ministerio de Desarrollo Social.



Esto no da cuenta del proceso de descentralización que requiere el país. No se contemplan atribuciones para las Direcciones Regionales del SENAMA, las que en conjunto con los municipios, a través de sus Direcciones de Desarrollo Comunitario, debieran tener un papel protagónico en la implementación de las acciones que incluye esta iniciativa.



Por consiguiente, soy del parecer de enviar este proyecto nuevamente a la Comisión respectiva.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Finalmente, tiene la palabra el Honorable señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señora Presidenta, ¡nadie se salva de la vejez! Y como nadie se salva de la vejez, creo que ella se hace cada día más importante.



Independiente de este proyecto de ley, que crea un fondo concursable de apoyo directo al adulto mayor, tenemos que contar con políticas, institucionalizar lo que significa la vejez, el adulto mayor, como en otros países, en donde el Estado se preocupa de tener verdaderos beneficios.



Debemos aprender de las experiencias en Europa y en el mundo entero. Incluso, a pesar de sus dificultades en materia económica, en Argentina existe una verdadera institucionalidad, una política de Estado orientada al adulto mayor.



Hace apenas unos días, la Organización Mundial de la Salud dio a conocer sus estadísticas anuales sobre expectativa de vida en los 194 países que monitorea.



De acuerdo con ese informe, la esperanza de vida de los varones chilenos aumentó de 69 años, en 1990, a 77 años en 2012; en tanto que la de las mujeres subió de 76 a 83 años. Es decir, hubo un incremento de 10 y 7 por ciento, respectivamente; y la esperanza de vida en nuestro país creció de 73 años, en 1990, a 80, en 2012.



Desde la creación del Servicio Nacional del Adulto Mayor, en septiembre de 2002, Chile ha adoptado una serie de medidas para reconocer el rol de los adultos mayores en nuestra sociedad y apoyar iniciativas para su bienestar e inserción plena en la vida social.



Además del Fondo Nacional del Adulto Mayor y del convenio celebrado en 2007 entre el Ministerio de Vivienda y el SENAMA para el desarrollo del Programa de Viviendas Protegidas, el Gobierno anterior logró materializar un anhelo largamente acariciado por este grupo etario: eliminar la cotización obligatoria de 7 por ciento en salud para los adultos mayores más vulnerables y reducirla a 5 por ciento para los que perciben ingresos medios.



¡Es un buen testimonio de preocupación del Gobierno del Presidente Sebastián Piñera por la gente de la tercera edad!



A lo anterior se suma el hecho de que se restituyó a más de 600 mil pensionados asegurados en el FONASA y titulares de la Pensión Básica Solidaria la posibilidad de acceder a la modalidad de libre elección, lo cual les permitirá escoger dónde y con quién atenderse.



El “bono bodas de oro” (270 mil pesos) para premiar a las parejas que cumplen 50 o más años de matrimonio juntos es otro reconocimiento al aumento de este grupo etario en nuestra sociedad.



Este proyecto de ley va en la misma dirección, pues crea subvenciones especiales para financiar los Cuidados Domiciliarios, los Centros Diurnos y los Establecimientos de Larga Estadía para Adultos Mayores que no pueden valerse por sí mismos y viven, por ejemplo, en la Fundación Las Rosas o en el Hogar de Cristo, a fin de contar con ingresos adicionales, ampliar su cobertura y brindar un mejor servicio a estas personas, quienes se merecen todo el respeto y cuidado de nuestra parte.



¡Nuestra sociedad debe resguardar los derechos del adulto mayor!



Con todo, nuestra gran deuda sobre el particular consiste en el fortalecimiento de la fiscalización de las condiciones en que se prestan los servicios, especialmente en Establecimientos de Larga Estadía.



En tal sentido, estimamos urgente elevar a rango de ley materias actualmente reguladas por reglamento, como todo lo referido a la dotación de personal y a las condiciones sanitarias de este tipo de recintos.



Por ello, no pudiendo menos que apoyar una iniciativa como esta, concuerdo con lo planteado por el Senador García en orden a la necesidad de introducir mejoras relevantes al proyecto, muchas de las cuales dependen exclusivamente del Ejecutivo.



No es una frase cliché: los adultos mayores no pueden seguir esperando. Porque, como dije, nadie se salva de la vejez. Y hay personas que la viven en forma tormentosa e indigna.



Como Parlamento, debemos llevar a cabo todos los esfuerzos necesarios, con el Gobierno de turno o con quien sea, para buscar más beneficios que permitan a todos estos chilenos vivir sus últimos años con verdadera dignidad.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

PROTESTA DIPLOMÁTICA POR PROGRAMA JAPONÉS DE CAZA DE BALLENAS MINKE Y COMUNICACIÓN A COMISIÓN BALLENERA INTERNACIONAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor TUMA (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Prokurica, señora Goic y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Orpis y Quinteros. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1659-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 16ª, en 13 de mayo de 2014.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que se envíe una nota de protesta diplomática contra el programa japonés de caza científica de ballenas minke en el Pacífico y se comunique dicha medida a la Comisión Ballenera Internacional, con el propósito de conservar y proteger a estos mamíferos marinos.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba por unanimidad.
RECURSOS PARA FINANCIAR PLAN DE DESCONTAMINACIÓN ATMOSFÉRICA, ESTRATEGIA 2014-2018. PROYECTO DE ACUERDO

El señor TUMA (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores De Urresti, Harboe, Horvath, Navarro y Quinteros. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1660-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 16ª, en 13 de mayo de 2014.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El fin de este proyecto de acuerdo es solicitar a la Primera Mandataria que instruya a las autoridades competentes para consultar recursos presupuestarios en el año 2015, a efectos de financiar diversas acciones y medidas inherentes al Plan de Descontaminación Atmosférica, Estrategia 2014-2018.



Su objetivo es facilitar la adopción de las medidas necesarias para favorecer la salud de las personas ante situaciones críticas de contaminación.

El señor TUMA (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para aprobarlo?



--Se aprueba unánimemente el proyecto de acuerdo.
ACLARACIÓN DE PRECEPTO DE LEY N° 19.143, PARA PERMITIR INVERSIÓN DE COMUNAS BENEFICIADAS CON PAGO DE PATENTES MINERAS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor TUMA (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por la Senadora señora Allende. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1661-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 18ª, en 14 de mayo de 2014.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto de acuerdo es pedir a Su Excelencia la Presidenta de la República que tenga a bien disponer el envío de una norma aclaratoria del precepto contenido en la letra b) del artículo único de la ley N° 19.143, que permita a las comunas que se benefician con el pago de patentes mineras invertir en distintos ámbitos.



Su intención es permitir que los ingresos provenientes de las patentes de amparo de concesiones mineras se utilicen, sin reparos administrativos o judiciales, en aspectos del quehacer comunal, como sedes comunitarias, plazas, etcétera.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba por unanimidad.
URGENCIA PARA PROYECTO SOBRE ASIGNACIÓN DE FUNCIÓN PENITENCIARIA EN GENDARMERÍA DE CHILE. PROYECTO DE ACUERDO
El señor TUMA (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Prokurica, Chahuán, Espina, García, Horvath, Navarro y Ossandón. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1664-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 18ª, en 14 de mayo de 2014.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La finalidad del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que otorgue urgencia a la iniciativa, actualmente en la Cámara de Diputados, que establece una asignación de función penitenciaria para el personal de Gendarmería de Chile.



Su objetivo es agilizar la tramitación del referido proyecto, por su importancia para la correcta aplicación de la política penitenciaria en el país.

El señor TUMA (Vicepresidente).- ¿Habría unanimidad para aprobar el proyecto de acuerdo?

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, pido que se vote.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (17 votos a favor).



Votaron las señoras Goic y Muñoz y los señores Araya, Chahuán, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Montes, Moreira, Navarro, Prokurica, Quinteros y Tuma.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a los oficios que han llegado a Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:


De la señora ALLENDE:


A la señora Ministra de Minería, para que informe sobre NECESIDAD DE NOMBRAMIENTO DEFINITIVO DE PROFESIONAL A CARGO DE VICEPRESIDENCIA DE PROYECTOS DE CODELCO.


Del señor PROKURICA:



Al señor Contralor General de la República, consultando sobre APLICACIÓN DE MEDIDAS DISCIPLINARIAS A FUNCIONARIOS DEL SERVICIO DE CAPACITACIÓN Y EMPLEO DE REGIÓN DE ATACAMA; a la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, para que se informe sobre ASPECTOS DE TRASPASO DE DERECHOS DE AGUA DESALADA, DESDE EMPRESA CASERONES A CALDERA, y al señor Vicepresidente Ejecutivo de COCHILCO, a fin de que entregue información acerca de PROYECTOS FORMULADOS Y NO EJECUTADOS DESDE AÑO 2000 A LA FECHA, CON INDICACIÓN DE RECURSOS INVOLUCRADOS EN CADA UNO DE ELLOS.


De la señora VON BAER:



Al señor Director Nacional de Vialidad, solicitándole antecedentes respecto de ESTADO DE CAMINO DE ACCESO A COMUNA DE CORRAL, Y SU PLAN DE CONSERVACIÓN, y al señor Director Nacional de Obras Hidráulicas, requiriéndole información sobre ESTADO DE AVANCE DE PROYECTO DE AGUA POTABLE RURAL PARA CERRO MILAGROS EN COMUNA DE CORRAL (ambos de la Región de Los Ríos).
)-----------(



--Se levantó la sesión a las 19:35.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
D O C U M E N T O S

1

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, DE REFORMA TRIBUTARIA QUE MODIFICA EL SISTEMA DE TRIBUTACIÓN DE LA RENTA, E INTRODUCE DIVERSOS AJUSTES, EN EL SISTEMA TRIBUTARIO
(9.290-05)

Oficio Nº 11.288
VALPARAÍSO, 14 de mayo de 2014.
Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley de reforma tributaria, que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario, correspondiente al boletín N° 9290-05, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:

1) En el artículo 2°: 

a) Derógase el párrafo segundo del número 1.

b) Agrégase el siguiente párrafo segundo en el número 2: “Por “renta atribuida”, aquella que corresponda al contribuyente conforme a lo dispuesto en el artículo 14.”.

2) En el artículo 11:

a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “También se considerarán situados en Chile los bonos y demás títulos de deuda de oferta pública o privada emitidos en el país por contribuyentes domiciliados, residentes o establecidos en el país.”.

b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente: 

“En el caso de los créditos, bonos y demás títulos o instrumentos de deuda, la fuente de los intereses se entenderá situada en el domicilio del deudor, o de la casa matriz u oficina principal cuando hayan sido contraídos o emitidos a través de un  establecimiento permanente en el exterior.”.

3) En el artículo 12, a continuación de la coma que sigue a la expresión “extranjera”, intercálase la siguiente expresión: “sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 41 G,”.

4) Sustitúyese el artículo 14 por el siguiente:

“Artículo 14.- Las rentas que se determinen a un contribuyente sujeto al impuesto de la primera categoría, se gravarán respecto de éste de acuerdo con las normas del Título II, sin perjuicio de las partidas que deban agregarse a la renta líquida imponible de esa categoría de acuerdo a este artículo.

A) Contribuyentes obligados a declarar según contabilidad completa.

Para aplicar los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, sobre las rentas o cantidades obtenidas por dichos contribuyentes o que les hayan sido atribuidas de acuerdo a este artículo, se aplicarán las siguientes reglas:

1.- Los empresarios individuales, contribuyentes del artículo 58 número 1, comuneros, socios y accionistas de empresas que declaren renta efectiva según contabilidad completa, quedarán gravados en el mismo ejercicio sobre las rentas o cantidades de la empresa, comunidad, establecimiento o sociedad que les sean atribuidas conforme a las reglas del presente artículo, y sobre los retiros, remesas o distribuciones que efectúen según lo establecido en los números 5 y 6 siguientes.

Las entidades o personas jurídicas que sean a su vez comuneros, socios o accionistas de otras empresas que declaren su renta efectiva según contabilidad completa, atribuirán a sus propios propietarios, socios o accionistas tanto las rentas propias que determinen conforme a las reglas de la Primera Categoría, como aquellas que les sean atribuidas en su calidad de comunero, socio o accionista, y así sucesivamente, hasta que tales rentas o cantidades sean atribuidas en el mismo ejercicio a un contribuyente de los impuestos global complementario o adicional, según sea el caso, sin perjuicio de lo dispuesto en el número siguiente. 

2.- Para determinar el monto de la renta o cantidad atribuible, afecta a los impuestos global complementario o adicional de los contribuyentes señalados en el número 1 anterior, se considerará la suma de las siguientes cantidades al término del año comercial respectivo:

a) El saldo positivo que resulte en la determinación de la renta líquida imponible, conforme a lo dispuesto en los artículos 29 al 33.

Las rentas exentas u otras cantidades que no forman parte de la renta líquida imponible, pero igualmente se encuentren gravadas con los impuestos global complementario o adicional.

b) Las rentas o cantidades atribuidas a la empresa en su carácter de propietario, socio, comunero o accionista de otras empresas,  comunidades o sociedades, sea que éstas se encuentren obligadas o no a determinar su renta efectiva según contabilidad completa, o se encuentren acogidas a lo dispuesto en el artículo 14 ter, y siempre que no resulten absorbidas conforme a lo dispuesto en el número 3 del artículo 31.

3.- Para atribuir las rentas o cantidades señaladas en el número anterior, a los contribuyentes del número 1 precedente, se aplicarán, al término de cada año comercial, las siguientes reglas:

a) La atribución de tales rentas deberá efectuarse en la forma que los socios, comuneros o accionistas hayan acordado, siempre y cuando se haya dejado expresa constancia del acuerdo respectivo en el contrato social, los estatutos o, en el caso de las comunidades, en una escritura pública; todo ello en forma previa a la fecha en que debe llevarse a cabo la atribución a que se refiere este artículo, y se haya informado de ello al Servicio, en la forma y plazo que éste fije mediante resolución. 

b) La atribución de tales rentas podrá efectuarse en la misma proporción en que el contribuyente haya suscrito y pagado o enterado efectivamente el capital de la sociedad, negocio o empresa. En el caso de los comuneros será en proporción a su cuota o parte en el bien de que se trate.

Con todo, el Servicio podrá impugnar fundadamente la forma de atribución acordada o llevada a cabo por los contribuyentes, atribuyendo la renta de acuerdo a la forma en que ésta se habría distribuido o asignado en condiciones normales de mercado, es decir, en la forma que hayan o habrían acordado u obtenido partes independientes en condiciones y circunstancias comparables, considerando por ejemplo, las funciones o actividades efectivamente asumidas o llevadas a cabo por los socios en el desarrollo del giro de la sociedad u otros elementos de juicio, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 41 E, en lo pertinente.

El Servicio podrá también impugnar fundadamente la atribución que los socios, comuneros o accionistas hayan establecido conforme a las letras a) y b), y liquidar o girar los impuestos de que se trate, o resolver conforme a dicha atribución, cuando se haya incorporado directa o indirectamente en la sociedad respectiva al cónyuge o conviviente de alguno de los socios, comuneros o accionistas, sus ascendientes o descendientes, sus parientes colaterales hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, su pupilo o su guardador, su adoptante o adoptado, y el Servicio establezca que dicha incorporación se ha llevado a cabo con el fin de disminuir la renta atribuida que hubiere correspondido al o los socios, comuneros o accionistas de que se trate, de no mediar tales incorporaciones.

Podrá también el Servicio impugnar la atribución efectuada, y atribuir fundadamente la renta y liquidar o girar los impuestos de que se trate, o resolver conforme a dicha atribución de rentas, cuando determine que el contribuyente enajenó las acciones o derechos dentro de los treinta días previos al término del ejercicio, con el fin de eludir la atribución de rentas que le hubiere correspondido de no mediar dicha enajenación. Se presumirá que la enajenación de las acciones o derechos se efectuó con el fin señalado, cuando dentro del plazo referido hayan sido adquiridas por un contribuyente o entidad que, al término del ejercicio de la enajenación, determine pérdidas conforme lo dispuesto en esta ley, o no deba tributar por tales rentas atribuidas, y el enajenante, dentro de los primeros seis meses del ejercicio siguiente, adquiera una cantidad equivalente o mayor de las mismas acciones o derechos originalmente enajenados, considerando el conjunto de adquisiciones efectuadas durante dicho plazo por el mismo contribuyente, sus controladores, empresas relacionadas y las del mismo grupo empresarial, según lo dispuesto en los artículos 96 al 100 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores.

El contribuyente podrá reclamar de la liquidación, giro o resolución en que el Servicio haya atribuido rentas conforme a las reglas anteriores, y de los impuestos, intereses y multas respectivos, de acuerdo al procedimiento general establecido en el Libro III del Código Tributario.

4.- Los contribuyentes del impuesto de primera categoría obligados a declarar su renta efectiva según contabilidad completa, deberán efectuar y mantener, para el control de la tributación que afecta a los contribuyentes señalados en el número 1 anterior, el registro de las siguientes cantidades:

a) Rentas atribuidas propias: Se deberá registrar al término del año comercial respectivo, el saldo positivo de las cantidades señaladas en la letra a) del número 2 anterior, con indicación de los dueños, socios, comuneros o accionistas a quienes se les haya atribuido dicha renta, y la proporción en que ésta se efectuó.

De este registro, se rebajarán al término del ejercicio, pudiendo incluso producirse un saldo negativo, las cantidades señaladas en el inciso segundo del artículo 21, reajustadas de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes que precede a aquel en que se efectuó el retiro de especies o el desembolso respectivo y el mes anterior al término del ejercicio.

b) Rentas atribuidas de terceros: Se deberá registrar al término del año comercial respectivo, el saldo positivo de las cantidades señaladas en la letra b) del número 2 anterior, con indicación de los dueños, socios, comuneros o accionistas a quienes se les haya atribuido dicha renta y la proporción en que ésta se efectuó, así como la identificación de la sociedad, empresa o comunidad desde la cual, a su vez, le hayan sido atribuidas tales rentas.

c) Rentas exentas e ingresos no constitutivos de renta: Deberán registrarse al término del año comercial, las rentas exentas de los impuestos global complementario o adicional y los ingresos no constitutivos de renta obtenidos por el contribuyente, así como las que perciba de terceros en calidad de retiros o dividendos, cuando tales cantidades resulten imputadas al registro que establece esta letra en la empresa, sociedad o comunidad desde la cual se efectúa el retiro o distribución. También se incorporarán en este registro, en una columna separada, las cantidades percibidas de terceros cuando en la empresa respectiva resulten imputados al registro señalado en la letra a) anterior. 

De este registro se rebajarán los costos, gastos y desembolsos imputables a los ingresos de la misma naturaleza, según lo dispuesto en la letra e) del número 1 del artículo 33.

d) Diferencias temporales entre los resultados determinados conforme a la presente ley y los que el contribuyente haya determinado de acuerdo a las normas contables o financieras que deba aplicar: Conformado por aquellas partidas que provengan de la imputación anticipada de costos y,o gastos, o del reconocimiento diferido de ingresos, o de ajustes que de acuerdo a las normas de la presente ley inciden en la determinación de una menor renta líquida imponible del ejercicio, y en un mayor resultado tributario del ejercicio siguiente o subsiguientes, siempre que correspondan a cantidades susceptibles de ser retiradas, remesadas o distribuidas por corresponder a flujos efectivos disponibles en la empresa. Estas partidas deberán anotarse al término del año comercial respectivo, y se rebajarán en la parte que corresponda, en los ejercicios siguientes, siempre que el efecto temporal sea revertido en dichos ejercicios y no se haya efectuado una imputación de retiros, remesas o distribuciones, conforme a lo establecido en el número 5 siguiente, que haya disminuido o agotado el saldo de este registro, caso en el cual el ajuste se realizará sólo por el saldo no imputado por los retiros, remesas o distribuciones.

Entre las partidas que deben anotarse en este registro, se pueden mencionar: 

i) Diferencias por aplicación entre depreciación normal y depreciación acelerada o instantánea, conforme a lo dispuesto en el número 5 y número 5 bis, ambos del inciso cuarto del artículo 31; 

ii) Ingresos diferidos por diferencias generadas en la fusión de sociedades, conforme a lo dispuesto en los incisos cuarto y quinto del artículo 15 y 

iii) Otras que produzcan el efecto señalado en el párrafo anterior.

El Servicio podrá impugnar fundadamente los valores contables o financieros contabilizados y declarados por el contribuyente, cuando éstos no sean consistentes con las normas y prácticas contables o financieras generalmente aceptadas de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 16 y siguientes del Código Tributario, ajustando el saldo de las diferencias temporales a que se refiere esta letra, de acuerdo al valor que hubiese correspondido. Esta impugnación solo podrá ser reclamada conjuntamente con la liquidación, giro o resolución que se dicten conforme a ella, de acuerdo al Procedimiento General establecido en el Libro III del Código Tributario, de la liquidación, giro o resolución que se haya practicado o dictado y que se funde en dicha impugnación. 

e) Retiros, remesas o distribuciones efectuadas desde la empresa, establecimiento permanente o sociedad: Deberá registrarse el monto de los retiros, remesas o distribuciones que se efectúen durante el ejercicio, reajustados de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes que precede a aquel en que se efectúe el retiro, remesa o distribución y el mes anterior al término del ejercicio. En este mismo registro, pero en una columna separada, deberá dejarse constancia de aquellos retiros, remesas o distribuciones que hayan resultado imputados al registro señalado en la letra d) anterior, y que, por tanto, correspondan a utilidades contables o financieras en exceso de las tributables.

Deberá considerarse como saldo inicial de los registros señalados en las letras a), c) y d) anteriores, el remanente de las cantidades que allí se indican provenientes del ejercicio anterior, el cual se reajustará de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior al término de ese ejercicio y el mes que precede al término del ejercicio siguiente.

El Servicio determinará mediante resolución, la forma en que deberán llevarse los registros de que trata este número.

5.- Al término de cada año comercial, deberán rebajarse de los registros señalados en las letras a), c) y d) del número 4 anterior, los retiros, remesas o distribuciones en el orden cronológico en que se efectúen, imputándose reajustados de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior al retiro, remesa o distribución y el mes que precede al término del año comercial respectivo, comenzando por las cantidades anotadas en el registro que establece la letra a), y  luego las anotadas en el registro señalado en la letra c), en este último caso, comenzando por las rentas exentas, luego los ingresos no constitutivos de renta y finalmente las demás cantidades allí registradas. En caso que resulte un exceso, éste se imputará a las rentas o cantidades anotadas en el registro establecido en la letra d) del número 4 anterior.

Cuando los retiros, remesas o distribuciones efectivos resulten imputados a las cantidades señaladas en los registros establecidos en las letras a) y c) del número 4, dichas cantidades no se afectarán con impuesto alguno, considerándose en todo caso aquellos efectuados con cargo a las rentas exentas del impuesto global complementario, para efectos de la progresividad que establece el artículo 54.

En caso que los retiros, remesas o distribuciones efectuados en el ejercicio resulten imputados a las cantidades anotadas en el registro que establece la letra d) del número 4 anterior, se considerará que corresponden a diferencias temporales entre las utilidades contables o financieras y las rentas tributables, debiendo imputarse en los ejercicios posteriores a los saldos que se mantengan en los registros señalados en las letras a) y c) del número 4 precedente, siguiendo el mismo orden de prelación señalado anteriormente y con el mismo efecto. En caso que el todo o una parte de tal diferencia temporal se mantenga hasta el término de giro de la empresa o sociedad, se gravará en la forma establecida en el número 1 del artículo 38 bis. Para estos efectos, la referida diferencia se reajustará según la variación que experimente el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se efectuaron los retiros, remesas o distribuciones, y el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se imputen o al término de giro, según corresponda.

6.- Sin perjuicio de lo señalado, los contribuyentes del número 1 anterior quedarán también gravados con los impuestos global complementario o adicional, según proceda, por las rentas o cantidades que se les deban atribuir adicionalmente en caso que los retiros, remesas o distribuciones efectuados no resulten imputados por exceder a las cantidades anotadas en los registros establecidos en las letras a), c) y d) del número 4 anterior. 

En tal caso, se considerará que los retiros, remesas o distribuciones, corresponden a rentas tributables y, por tanto, dichas sumas se incluirán en la base imponible del impuesto de primera categoría de la empresa, establecimiento permanente o sociedad desde la cual se han efectuado, reajustándose según la variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior al retiro, remesa o distribución y el mes que precede al término del año comercial respectivo, en conformidad a lo dispuesto en la letra h) del número 1 del artículo 33, para afectarse con el citado tributo y atribuirse en conformidad a lo señalado en los números 2 y 3 anteriores, salvo que correspondan a una devolución del capital y sus reajustes, cuando se hayan imputado a éste con ocasión de una disminución del mismo, que cumpla con los requisitos que establece el número 7 del artículo 17. 

7.- En la división de sociedades, el saldo de las cantidades que deban anotarse en los registros señalados en las letras a), c) y d) del número 4 anterior, así como las cantidades retiradas, remesadas o distribuidas que no hayan sido imputadas a los citados registros, o que resulten imputadas al registro establecido en la letra d) de dicho número, se asignará cada una de ellas en proporción al capital propio tributario respectivo, debiendo mantenerse el registro y control de dichas cantidades.

En el caso de la conversión de un empresario individual o de la fusión de sociedades, entendiéndose dentro de esta última la disolución producida por la reunión del total de los derechos o acciones de una sociedad en manos de una misma persona, la empresa o sociedad continuadora también deberá mantener el registro y control de las cantidades anotadas en los registros señalados en las letras a), c) y d) del número 4 anterior. En estos casos, la empresa o sociedad que se convierte o fusiona deberá atribuir la renta que determine por el período correspondiente al término de su giro, conforme a lo dispuesto en los números 2 y 3 anteriores. Cuando la empresa o sociedad que termina su giro registre retiros, remesas o distribuciones que se hayan imputado al registro de utilidades contables o financieras señalado en la letra d) del número 4 anterior, dichas cantidades no se afectarán con la tributación que contempla el número 1 del artículo 38 bis, sino que se mantendrán registradas y controladas en la empresa o sociedad continuadora, aplicándose en ésta el mismo tratamiento tributario señalado en el número 5 de la letra A) de este artículo.

8.- Los contribuyentes del impuesto de primera categoría obligados a declarar su renta efectiva según contabilidad completa, deberán informar anualmente al Servicio, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución:

a) El método de atribución de rentas o cantidades que haya utilizado en el año comercial respectivo, con indicación de la parte de la renta o cantidad generada por el mismo contribuyente o atribuida desde otras empresas, comunidades o sociedades, que a su vez se atribuya a los dueños, socios, comuneros o accionistas respectivos, de acuerdo a lo establecido en el número 3 anterior.

b) El monto de los retiros, remesas o distribuciones efectivas que se realicen en el año comercial respectivo, con indicación de los beneficiarios de dichas cantidades, la fecha en que se hayan efectuado y el registro al que resultaron imputados. 

c) El remanente proveniente del ejercicio anterior, aumentos o disminuciones del ejercicio, así como el saldo final que se determine para los registros señalados en las letras a), b), c), d) y e) del número 4 anterior.

d) 
El monto de los retiros, remesas o distribuciones efectuados en el mismo ejercicio, y en ejercicios anteriores, que hayan resultado imputados al registro señalado en la letra d) del número 4 anterior, y aquellos que excedan y no resulten imputados a las cantidades anotadas en los registros establecidos en las letras a), c) y d) del mismo número, con indicación de los beneficiarios de dichas cantidades y la fecha en que se han efectuado.

e) El detalle de la determinación del saldo anual del registro que establece la letra d) del número 4 anterior, identificando los valores contables o financieros y tributarios de los activos, pasivos, ingresos, costos o gastos respectivos, y su incidencia en las utilidades contables o financieras que se originan por las diferencias temporales que allí se indican.

Los contribuyentes también estarán obligados a informar y certificar a sus propietarios, comuneros, socios y accionistas, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, el monto de las rentas o cantidades que se les atribuyan, retiren, remesen o distribuyan, conforme a lo dispuesto en este artículo. 

B) Otros contribuyentes.

1.- En el caso de contribuyentes afectos al impuesto de primera categoría que declaren rentas efectivas y que no las determinen sobre la base de un balance general, según contabilidad completa, las rentas establecidas en conformidad con el Título II, más todos los ingresos o beneficios percibidos o devengados por la empresa, incluyendo las rentas que se le atribuyan en conformidad a este artículo por participaciones en sociedades que determinen en igual forma su renta imponible, o la determinen sobre la base de contabilidad completa, o se encuentren acogidos a lo dispuesto en el artículo 14 ter, se gravarán respecto del empresario individual, socio, comunero o accionista, con el impuesto global complementario o adicional, en el mismo ejercicio al que correspondan, atribuyéndose en la forma establecida en los números 2 y 3 de la letra A) anterior.

2.- Las rentas presuntas se afectarán con los impuestos de primera categoría, global complementario o adicional, en el mismo ejercicio al que correspondan, atribuyéndose al cierre de aquél. En el caso de los comuneros, la atribución se efectuará en proporción a sus respectivas cuotas en el bien de que se trate. 

C) Normas especiales de prescripción.

Cuando el Servicio impugne la atribución de rentas o cantidades efectuada por la empresa, comunidad o sociedad respectiva, o bien, determine diferencias que incidan sobre el monto de la renta o cantidad atribuible a los propietarios, comuneros, socios o accionistas de la misma, deberá citar a la empresa, comunidad o sociedad según corresponda, de acuerdo con el artículo 63 del Código Tributario. En estos casos, los plazos de prescripción establecidos en los incisos primero al tercero del artículo 200 del Código Tributario, para perseguir el cumplimiento de las obligaciones tributarias que afecten a los propietarios, comuneros, socios o accionistas, derivadas de las actuaciones de fiscalización que se efectúen a la empresa, comunidad o sociedad respectiva, se entenderán aumentados por el término de nueve meses desde que se cite a estas últimas.”.

5) Derógase el artículo 14 bis.

6) Sustitúyese el artículo 14 ter por el siguiente:

“Artículo 14 ter.- Los contribuyentes que tributen conforme a las reglas de la Primera Categoría podrán acogerse al régimen simplificado que establece este artículo, siempre que den cumplimiento a las siguientes normas:

1.- Requisitos: 

a) Tener un promedio anual de ingresos de su giro, no superior a 25.000 unidades de fomento en los tres últimos años comerciales anteriores al ingreso al régimen. Si la empresa que se acoge tuviere una existencia inferior a 3 ejercicios, el promedio se calculará considerando los ejercicios de existencia efectiva de ésta. 

Para efectuar el cálculo del promedio de ingresos a que se refiere esta letra, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades de fomento según el valor de ésta al último día del mes respectivo, y el contribuyente deberá sumar a sus ingresos los obtenidos por sus entidades relacionadas que en el ejercicio respectivo también se encuentren acogidas a las disposiciones de este artículo. Para estos efectos, se considerarán relacionados, los que formen parte del mismo grupo empresarial, los controladores y las empresas relacionadas, conforme a lo dispuesto en los artículos 96 al 100 de la ley N° 18.045 sobre Mercado de Valores.

b) Tratándose de contribuyentes que opten por ingresar en el ejercicio en que inicien sus actividades, su capital efectivo no podrá ser superior a 30.000 unidades de fomento, según el valor de ésta al primer día del mes de inicio de las actividades.

c) No podrán acogerse a las disposiciones de este artículo los contribuyentes que posean a cualquier título derechos sociales, acciones de sociedades o cuotas de fondos de inversión. Tampoco podrán acogerse cuando obtengan ingresos provenientes de las actividades que se señalan a continuación, y éstas excedan en conjunto el 35% de los ingresos brutos totales del año comercial respectivo:

i. Cualquiera de las descritas en los números 1 y 2 del artículo 20. Con todo, podrán acogerse a las disposiciones de este artículo las rentas que provengan de la posesión o explotación de bienes raíces agrícolas.
ii. Participaciones en contratos de asociación o cuentas en participación.

d) No podrán acogerse las sociedades cuyo capital pagado pertenezca en más del 30% a socios o accionistas que sean sociedades que emitan acciones con cotización bursátil, o que sean empresas filiales de éstas últimas.

2.- Situaciones especiales al ingresar al régimen simplificado. 

Los contribuyentes que opten por ingresar al régimen simplificado establecido en este artículo deberán efectuar el siguiente tratamiento a las partidas que a continuación se indican, según sus saldos al 31 de diciembre del año anterior al ingreso a este régimen, sin perjuicio de la tributación que les afecte en dicho período, y la atribución de rentas que deban efectuar conforme a lo establecido en el artículo 14:

a) Se entenderán atribuidas al término del ejercicio anterior a aquel en que ingresan al nuevo régimen, en conformidad a lo dispuesto en las letras a) o b) del número 2 de la letra A) del artículo 14, según corresponda, para afectarse con los impuestos global complementario o adicional en dicho período, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que se determine entre la suma del valor del capital propio tributario y los retiros, remesas o distribuciones de utilidades financieras que se hayan imputado al registro señalado en la letra d) del número 4 de la letra A) del artículo 14, que se mantengan a la fecha del cambio de régimen, y las cantidades que se indican a continuación:

i) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el mes anterior al cambio de régimen.

ii) Las cantidades anotadas en los registros que establecen las letras a) y c) del número 4 de la letra A) del artículo 14.

b) Las pérdidas determinadas conforme a las disposiciones de esta ley al término del ejercicio anterior, que no hayan sido absorbidas de acuerdo a lo dispuesto en el número 3 del artículo 31, deberán considerarse como un egreso del primer día del ejercicio inicial sujeto a este régimen simplificado.

c) Los activos fijos físicos depreciables conforme a lo dispuesto en el número 5 del artículo 31, a su valor neto determinado según las reglas de esta ley, deberán considerarse como un egreso del primer día del ejercicio inicial sujeto a este régimen simplificado.

d) Las existencias de bienes del activo realizable, a su valor determinado de acuerdo a las reglas de esta ley, deberán considerarse como un egreso del primer día del ejercicio inicial sujeto a este régimen simplificado.

3.- Determinación de la base imponible y su tributación.

Para el control de los ingresos y egresos a que se refiere este número, los contribuyentes que se acojan a las disposiciones de este artículo y no se encuentren obligados a llevar el libro de compras y ventas, deberán llevar un libro de ingresos y egresos que cumpla con los requisitos que establezca el Servicio mediante resolución.

a) Los contribuyentes que se acojan a este régimen simplificado deberán tributar anualmente con el impuesto de primera categoría. Por su parte, los dueños, socios, comuneros o accionistas de la empresa, comunidad o sociedad respectiva, se afectarán con los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, sobre la renta que se les atribuya en conformidad a lo dispuesto en el número 3 de la letra A) del artículo 14. La base imponible del impuesto de primera categoría del régimen simplificado corresponderá a la diferencia entre los ingresos y egresos del contribuyente, mientras que la base imponible de los impuestos global complementario o adicional corresponderá a aquella parte de la base imponible del impuesto de primera categoría que se atribuya a cada dueño, socio, comunero o accionista de acuerdo a las reglas señaladas. Además, deberá aplicarse lo siguiente:

i) Para estos efectos, se considerarán los ingresos percibidos y devengados, siempre que estos últimos sean exigibles durante el ejercicio respectivo, que provengan de las operaciones de ventas, exportaciones y prestaciones de servicios, afectas, exentas o no gravadas con el impuesto al valor agregado, como también todo otro ingreso relacionado con el giro o actividad que se perciba o devengue en la misma forma durante el ejercicio correspondiente, salvo los que provengan de la enajenación de activos fijos físicos que no puedan depreciarse de acuerdo con esta ley, sin perjuicio de aplicarse en su enajenación separadamente de este régimen lo dispuesto en el artículo 17, número 8.

ii) Se entenderá por egresos las cantidades por concepto de compras, importaciones y prestaciones de servicios, afectos, exentos o no gravados con el impuesto al valor agregado; pagos de remuneraciones y honorarios, intereses pagados, impuestos pagados que no sean los de esta ley, las pérdidas de ejercicios anteriores; los que provengan de adquisiciones de bienes del activo fijo físico, salvo los que no puedan ser depreciados de acuerdo a esta ley, y los créditos incobrables castigados durante el ejercicio, todos los cuales deberán cumplir con los requisitos establecidos para cada caso en el artículo 31 de esta ley. 

Asimismo, se aceptará como egreso de la actividad el 0,5% de los ingresos del ejercicio, con un máximo de 15 unidades tributarias mensuales y un mínimo de 1 unidad tributaria mensual, vigentes al término del ejercicio, por concepto de gastos menores no documentados.

b) Para lo dispuesto en este número, se incluirán todos los ingresos y egresos, sin considerar su origen o fuente o si se trata o no de sumas no gravadas o exentas por esta ley.

c) La base imponible calculada en la forma establecida en este número quedará afecta a los impuestos de primera categoría y global complementario o adicional, en la forma señalada, por el mismo ejercicio en que se determine. Del impuesto de primera categoría no podrá deducirse ningún crédito o rebaja por concepto de exenciones o franquicias tributarias, salvo aquel señalado en el artículo 33 ter.

4.- Liberación de registros contables y de otras obligaciones.

Los contribuyentes que se acojan al régimen simplificado establecido en este artículo estarán liberados, para efectos tributarios, de llevar contabilidad completa, practicar inventarios, confeccionar balances, efectuar depreciaciones, como también de llevar los registros establecidos en el número 4 de la letra A) del artículo 14, y de aplicar la corrección monetaria establecida en el artículo 41.

5.- Condiciones para ingresar y abandonar el régimen simplificado. 

Los contribuyentes deberán ingresar al régimen simplificado a contar del día primero de enero del año que opten por hacerlo, debiendo mantenerse en él al menos durante 3 ejercicios comerciales consecutivos. La opción para ingresar al régimen simplificado se manifestará dando el respectivo aviso al Servicio desde el 1 de enero al 30 de abril del año calendario en que se incorporan al referido régimen. Tratándose del primer ejercicio comercial deberá informarse al Servicio dentro del plazo a que se refiere el artículo 68 del Código Tributario.

Sin embargo, el contribuyente deberá abandonar obligatoriamente este régimen, cualquiera sea el período por el cual se haya mantenido en él, cuando deje de cumplir alguno de los requisitos establecidos en el número 1 del presente artículo.

6.- Efectos del retiro o exclusión del régimen simplificado. 

a) Los contribuyentes que opten por retirarse del régimen simplificado y que cumplan los requisitos para tal efecto deberán dar aviso al Servicio durante el mes de octubre del año anterior a aquél en que deseen cambiar de régimen, quedando sujetos a todas las normas comunes de esta ley a contar del día primero de enero del año siguiente al del aviso.

b) Los contribuyentes que, por incumplimiento de alguno de los requisitos establecidos en el número 1 del presente artículo, deban abandonar el régimen simplificado, lo harán a contar del mismo año comercial en que ocurra el incumplimiento, sujetándose a todas las normas comunes de esta ley respecto de dicho período.

c) Al incorporarse el contribuyente al régimen de contabilidad completa por aplicación de las letras a) o b) precedentes, deberá practicar un inventario inicial para efectos tributarios, acreditando debidamente las partidas que éste contenga. En dicho inventario deberán registrar las siguientes partidas que mantengan al 31 de diciembre del último año comercial en que estuvo acogido al régimen simplificado:

i) La existencia del activo realizable, valorada según costo de reposición, y

ii) Los activos fijos físicos, registrados por su valor actualizado al término del ejercicio, aplicándose las normas de los artículos 31, número 5 y 41, número 2.

La diferencia de valor que se determine entre las partidas señaladas en los literales i) y ii) precedentes y el monto de las pérdidas tributarias que se hayan determinado al 31 de diciembre del último año comercial en que estuvo acogido al régimen simplificado, constituirá un ingreso diferido que deberá imputarse en partes iguales dentro de sus ingresos brutos de los 3 ejercicios comerciales consecutivos siguientes, contados desde aquel en que se produce el cambio de régimen, incorporando como mínimo un tercio de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación. Si este contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá agregarse a los ingresos del ejercicio del término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido que se haya producido durante el ejercicio se reajustará de acuerdo con el porcentaje de variación experimentado por el índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al término del ejercicio que antecede al cambio de régimen y el mes anterior al del balance. Por su parte, el saldo del ingreso diferido por imputar en los ejercicios siguientes se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación del índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al del cierre del ejercicio anterior y el mes anterior al del balance. En caso que de la citada diferencia resulte una pérdida, ésta podrá deducirse en conformidad al número 3 del artículo 31. 

Respecto de los demás activos que deban incorporarse al inventario inicial, se reconocerán al valor de costo que corresponda de acuerdo a las reglas de esta ley.

En todo caso, la incorporación al régimen general de esta ley no podrá generar otras utilidades o pérdidas, provenientes de partidas que afectaron o debían afectar el resultado de algún ejercicio bajo la aplicación del régimen simplificado.

Los contribuyentes que se hayan retirado del régimen simplificado por aplicación de lo dispuesto en las letras a) o b) precedentes, no podrán volver a incorporarse a él hasta después de transcurridos tres años comerciales consecutivos acogidos a las reglas generales de esta ley.

7.- Obligaciones de informar y certificar.

Los contribuyentes acogidos a este régimen deberán informar anualmente al Servicio, e informar y certificar a sus propietarios, comuneros, socios y accionistas, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, el monto de las rentas o cantidades atribuidas a sus dueños, socios, comuneros o accionistas respectivos, de acuerdo a lo establecido en este artículo.”.

7) Derógase el artículo 14 quáter.

8) En el artículo 17:

a) En el párrafo segundo del número 3°, suprímese la expresión “, en la medida que éste no se encuentre acogido al artículo 57° bis,”. 

b) Sustitúyese el número 5° por el siguiente:

“5°.- El valor de los aportes recibidos por sociedades, sólo respecto de éstas y el mayor valor a que se refiere el N° 13 del artículo 41. Tampoco constituirán renta las sumas o bienes que tengan el carácter de aportes entregados por el asociado al gestor de una cuenta en participación, sólo respecto de la asociación, y siempre que fueren acreditados fehacientemente.”.

c) Suprímese el número 6°.

d) Sustitúyese el número 7° por el siguiente:

“7°.- Las devoluciones de capitales sociales y los reajustes de éstos, efectuados en conformidad con esta ley o con leyes anteriores, siempre que no correspondan a utilidades capitalizadas que deban pagar los impuestos de esta ley. Las sumas retiradas, remesadas o distribuidas por estos conceptos se imputarán y afectarán con los impuestos de primera categoría, global complementario o adicional, según corresponda, en la forma dispuesta en el artículo 14, imputándose en último término el capital social y sus reajustes.”.

e) Sustitúyese el número 8° por el siguiente:

“8°.- Las enajenaciones a que se refiere el presente número se regirán por las siguientes reglas:

a) Enajenación o cesión de acciones de sociedades anónimas, en comandita por acciones o de derechos sociales en sociedades de personas.

i) No constituirá renta aquella parte que se obtenga hasta la concurrencia del valor de aporte o adquisición del bien respectivo, incrementado o disminuido, según el caso, por los aumentos o disminuciones de capital posteriores efectuados por el enajenante. Para estos efectos, los valores indicados deberán reajustarse de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el índice de precios al consumidor entre el mes anterior a la adquisición, aporte, aumento o disminución de capital y el mes anterior al de la enajenación.

ii) Para determinar el mayor valor, se podrá rebajar una cantidad equivalente a la parte de las rentas a que se refiere la letra a) del número 4 de la letra A) del artículo 14, que no hayan sido retiradas, remesadas o distribuidas al término del ejercicio comercial anterior al de la enajenación, en la proporción que corresponda a los derechos sociales o acciones que se enajenan, descontando previamente de esta suma el valor de los retiros, remesas o distribuciones que el enajenante haya efectuado o percibido desde la sociedad, durante el mismo ejercicio en que se efectúa la enajenación y hasta antes de ésta. 

Para tal efecto, dichas rentas, retiros, remesas o distribuciones  deberán reajustarse de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del último balance de la sociedad, o del retiro, remesa o distribución respetiva, y el mes anterior al de enajenación, según corresponda.

iii) Si entre la fecha de adquisición y enajenación de los bienes señalados ha transcurrido un plazo inferior a un año, el mayor valor que se determine conforme a los literales i) y ii) anteriores, se afectará con los impuestos de primera categoría y global complementario o adicional, según corresponda. 

iv) Si entre la fecha de adquisición y enajenación ha transcurrido a lo menos un año, el citado mayor valor sólo se afectará con los impuestos global complementario o adicional, según corresponda.

Para el cálculo del impuesto que afecta a los contribuyentes del impuesto global complementario, en estos casos, se aplicarán las siguientes reglas:

Dicho mayor valor se entenderá devengado durante el período de años comerciales en que las acciones o derechos sociales que se enajenan han estado en poder del enajenante, hasta un máximo de diez años, en caso de ser superior a éste. Para tal efecto, las fracciones de meses se considerarán como un año completo.

La cantidad correspondiente a cada año se obtendrá de dividir el total del mayor valor obtenido, reajustado en la forma indicada en el párrafo siguiente, por el número de años de tenencia de las acciones o derechos sociales, con un máximo de diez.

Para los efectos de efectuar la declaración anual, respecto del citado mayor valor serán aplicables las normas sobre reajustabilidad del número 4º del artículo 33.

Las cantidades reajustadas correspondientes a cada año se convertirán a unidades tributarias mensuales, según el valor de esta unidad en el mes de diciembre del año en que haya tenido lugar la enajenación, y se ubicarán en los años en que se devengaron, con el objeto de liquidar el impuesto global complementario de acuerdo con las normas vigentes y según el valor de la citada unidad en el mes de diciembre de los años respectivos.

Las diferencias de impuestos resultantes se expresarán en unidades tributarias mensuales del año respectivo y se solucionarán en el equivalente de dichas unidades en el mes de diciembre del año en que haya tenido lugar la enajenación.

El impuesto que resulte de lo establecido precedentemente se deberá declarar y pagar en el año tributario que corresponda al año calendario o comercial en que haya tenido lugar la enajenación.

v) De los mayores valores podrán deducirse las pérdidas provenientes de la enajenación de los  bienes señalados en esta letra, en el ejercicio respectivo. Para estos efectos, dichas pérdidas se reajustarán de acuerdo con el porcentaje de variación del índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al de la enajenación que produjo esas pérdidas y el mes anterior al del cierre del ejercicio.

vi) Cuando el conjunto de los mayores valores a que se refiere esta letra, obtenidos por contribuyentes que no se encuentren obligados a declarar su renta efectiva, no exceda del equivalente a 10 unidades tributarias anuales, según su valor al cierre del ejercicio en que haya tenido lugar la enajenación, se considerarán para los efectos de esta ley como un ingreso no constitutivo de renta. En caso que excedan dicha suma, el total de los mayores valores se afectará con la tributación señalada.

vii) Las reglas precedentes no se aplicarán cuando las acciones de sociedades anónimas, en comandita por acciones o de derechos sociales en sociedades de personas, formen parte del activo de contribuyentes que deban declarar el impuesto de primera categoría sobre la base de sus rentas efectivas, caso en el cual se gravarán conforme a las reglas del Título II.

b) Enajenación de bienes raíces situados en Chile o de derechos o cuotas respecto de tales bienes raíces poseídos en comunidad, efectuada por personas naturales que sean contribuyentes del impuesto global complementario, o del artículo 42, número 1. Se aplicarán, en cuanto sea procedente, las reglas señaladas en la letra a) de este número, con excepción de lo dispuesto en el literal vi). Sin perjuicio de lo anterior, en este caso formará parte del valor de adquisición, el valor de las mejoras que hayan aumentado el valor del bien, ya sea que hayan sido efectuadas por el enajenante o un tercero, pero, que en este último caso, hayan pasado a formar parte de la propiedad del enajenante y hayan sido declaradas en la oportunidad que corresponda, y siempre con anterioridad a la enajenación, para ser incorporadas en la determinación del avalúo fiscal de la respectiva propiedad para los fines del impuesto territorial.

No obstante lo indicado, no constituirá renta el mayor valor que se determine conforme a las reglas señaladas, cuando provenga de la enajenación del único bien raíz de propiedad del enajenante destinado a la habitación a la fecha de enajenación, y siempre que se trate del inmueble en que habita éste o su familia. Procederá el beneficio que establece este párrafo, aun cuando en la venta de departamentos se incluya la de las  respectivas bodegas y,o estacionamientos. En todo caso, no constituirá renta sólo aquella parte del mayor valor que no exceda de 8.000 unidades de fomento, según su valor a la fecha de enajenación, quedando el exceso gravado conforme a las reglas precedentes.

c) Enajenación de pertenencias mineras y derechos de aguas. Para determinar la tributación que corresponda sobre los mayores valores provenientes de la enajenación de dichos bienes, se aplicarán en lo que fuesen pertinentes las reglas establecidas en la letra a) anterior.

d) Enajenación de bonos y demás títulos de deuda. En lo pertinente, se aplicarán las reglas contenidas en la letra a) anterior. En este caso, el valor de adquisición deberá disminuirse con las amortizaciones de capital recibidas por el enajenante, reajustadas de acuerdo al porcentaje de variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a la amortización y el mes anterior a la enajenación.

e) Enajenación del derecho de propiedad intelectual o industrial. No constituye renta el mayor valor obtenido en su enajenación, siempre que el enajenante sea el respectivo inventor o autor, y que tales derechos no formen parte del activo de un contribuyente que deba tributar en la primera categoría por sus rentas efectivas de acuerdo a un balance general según contabilidad completa.

f) No constituye renta la adjudicación de bienes en partición de herencia y a favor de uno o más herederos del causante, de uno o más herederos de éstos, o de los cesionarios de ellos, hasta el equivalente al valor de los respectivos bienes que se haya considerado para los fines del impuesto a las herencias, reajustado de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior al de la apertura de la sucesión y el mes anterior al de la enajenación.

g) No constituye renta la adjudicación de bienes en liquidación de sociedad conyugal a favor de cualquiera de los cónyuges o de uno o más de sus herederos, o de los cesionarios de ambos.

h) No constituye renta el mayor valor proveniente de la enajenación de vehículos destinados al transporte de pasajeros o exclusivamente al transporte de carga ajena, que sean de propiedad de personas naturales que a la fecha de enajenación posean sólo uno de dichos vehículos, y no declaren sus rentas efectivas en la primera categoría según contabilidad completa.

Tratándose de las enajenaciones señaladas en las letras a), b), c), d) y e), no constituirá renta el mayor valor que se produzca hasta la concurrencia de la cantidad que resulte de aplicar, al valor de adquisición del bien respectivo, el porcentaje de variación experimentado por el índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al de la adquisición y el mes anterior al de la enajenación. 

No obstante lo dispuesto en las letras precedentes, constituirá siempre renta el mayor valor obtenido en las enajenaciones de toda clase de bienes que hagan los socios de sociedades de personas o accionistas de sociedades anónimas cerradas, o accionistas de sociedades anónimas abiertas dueños del 10% o más de las acciones, con la empresa o sociedad respectiva o en las que tengan intereses, o aquellas que se lleven a cabo con el cónyuge o conviviente, sus ascendientes o descendientes, sus parientes colaterales hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, su pupilo o su guardador, su adoptante o adoptado. Se aplicarán, en lo que corresponda, las reglas contenidas en la letra a) de este número.

El Servicio podrá aplicar lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario, cuando el valor de la enajenación de un bien raíz o de otros bienes o valores que se transfieran sea notoriamente superior al valor comercial de los inmuebles de características y ubicación similares en la localidad respectiva, o de los corrientes en plaza, considerando las circunstancias en que se realiza la operación. La diferencia entre el valor de la enajenación y el que se determine en virtud de esta disposición estará sujeta a la tributación establecida en el literal ii) del inciso primero del artículo 21. La tasación, liquidación y giro que se efectúen con motivo de la aplicación del citado artículo 64 del Código Tributario, podrán reclamarse en la forma y plazos que esta disposición señala y de acuerdo con los procedimientos que indica. 

No se considerará enajenación, para los efectos de esta ley, la cesión y la restitución de acciones de sociedades anónimas abiertas con presencia bursátil, que se efectúen con ocasión de un préstamo o arriendo de acciones, en una operación bursátil de venta corta, siempre que las acciones que se den en préstamo o en arriendo se hubieren adquirido en una bolsa de valores del país o en un proceso de oferta pública de acciones regido por el título XXV de la ley Nº 18.045, con motivo de la constitución de la sociedad o de un aumento de capital posterior, o de la colocación de acciones de primera emisión. Se entenderá que tienen presencia bursátil aquellas acciones que cumplan con las normas para ser objeto de inversión de los fondos mutuos.

Para determinar los impuestos que graven los ingresos que perciba o devengue el cedente por las operaciones señaladas en el inciso anterior, se aplicarán las normas generales de esta ley. En el caso del cesionario, los ingresos que obtuviese producto de la enajenación de las acciones cedidas se entenderán percibidos o devengados, en el ejercicio en que se deban restituir las acciones al cedente, cuyo costo se reconocerá conforme a lo establecido en el artículo 30.

Lo dispuesto en los dos párrafos anteriores se aplicará también al préstamo de bonos en operaciones bursátiles de venta corta. En todo caso, el prestatario deberá adquirir los bonos que deba restituir en alguno de los mercados formales a que se refiere el artículo 48 del decreto ley Nº 3.500, de 1980.

Constituye mayor remuneración para los directores, consejeros y trabajadores, el beneficio que proviene de la entrega que efectúa la empresa o sociedad, sus relacionadas, controladores u otras empresas que formen parte del mismo grupo empresarial, conforme a lo dispuesto en los artículos 96 al 100 de la ley N° 18.045 sobre Mercado de Valores, de una opción para adquirir acciones, bonos u otros títulos emitidos en Chile o en el exterior; así como del ejercicio o cesión de la misma. Lo anterior, independientemente de la tributación que pueda afectarle por el mayor valor obtenido en la cesión o enajenación de los títulos o instrumentos adquiridos una vez ejercida la opción y del costo tributario que corresponda deducir en dicha operación.

Para los efectos de este número, se entenderá por fecha de adquisición o enajenación, la del respectivo contrato, instrumento u operación.”.

9) Suprímese el artículo 18.

10) En el artículo 20: 

a) Reemplázase en el encabezado el guarismo “20%” por “25%”.

b) Reemplázase el número 1 por el siguiente:

“1°.- La renta de los bienes raíces en conformidad a las normas siguientes:

a)  Tratándose de contribuyentes que posean o exploten a cualquier título bienes raíces se gravará la renta efectiva de dichos bienes.

En el caso de los bienes raíces agrícolas, del monto del impuesto de esta categoría podrá rebajarse el impuesto territorial pagado por el período al cual corresponde la declaración de renta. Sólo tendrá derecho a esta rebaja el propietario o usufructurario. Si el monto de la rebaja contemplada en este párrafo excediere del impuesto aplicable a las rentas de esta categoría, dicho excedente no podrá imputarse a otro impuesto ni solicitarse su devolución. Tampoco dará derecho a devolución conforme a lo dispuesto en los artículos 31, número 3; 56, número 3 y 63, ni a ninguna otra disposición legal, el impuesto de primera categoría en aquella parte que se haya deducido de dicho tributo el crédito por el impuesto territorial. El Servicio, mediante resolución, impartirá las instrucciones para el control de lo dispuesto en este párrafo.

La cantidad cuya deducción se autoriza en el párrafo anterior se reajustará de acuerdo con el porcentaje de variación experimentado por el índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el mes anterior a la fecha de pago de la contribución y el mes anterior al de cierre del ejercicio respectivo.

b)  En el caso de contribuyentes que no declaren su renta efectiva según contabilidad completa, y den en arrendamiento, subarrendamiento, usufructo u otra forma de cesión o uso temporal, bienes raíces, se gravará la renta efectiva de dichos bienes, acreditada mediante el respectivo contrato, sin deducción alguna.

Para estos efectos, se considerará como parte de la renta efectiva el valor de las mejoras útiles, contribuciones, beneficios y demás desembolsos convenidos en el respectivo contrato o posteriormente autorizados, siempre que no se encuentren sujetos a la condición de reintegro y queden a beneficio del arrendador, subarrendador, nudo propietario o cedente a cualquier título de bienes raíces.

Serán aplicables a los contribuyentes de esta letra las normas de los dos últimos párrafos de la letra a) de este número.

c) Las empresas constructoras e inmobiliarias por los inmuebles que construyan o manden construir para su venta posterior, podrán imputar al impuesto de este párrafo el impuesto territorial pagado desde la fecha de la recepción definitiva de las obras de edificación, aplicándose las normas de los dos últimos párrafos de la letra a) de este número.”.

11) Sustitúyese el artículo 21 por el siguiente:

“Artículo 21.- Los contribuyentes de la primera categoría que declaren sus rentas efectivas de acuerdo a un balance general según contabilidad completa, deberán declarar y pagar conforme a los artículo 65, número 1, y 69 de esta ley, un impuesto único de 40%, que no tendrá el carácter de impuesto de categoría, el que se aplicará sobre:

i. Las partidas del número 1 del artículo 33, que no deban imputarse al valor o costo de los bienes del activo. La tributación señalada se aplicará, salvo que estas partidas resulten gravadas conforme a lo dispuesto en el literal i) del inciso tercero de este artículo;

ii. Las cantidades que se determinen por aplicación de lo dispuesto en los artículos 17, número 8, inciso tercero; 35, 36, inciso segundo; 38, 41 E, 70 y 71 de esta ley, y aquellas que se determinen por aplicación de lo dispuesto en los incisos tercero al sexto del artículo 64 del Código Tributario, según corresponda, y

iii. Las cantidades que las sociedades anónimas destinen a la adquisición de acciones de su propia emisión, de conformidad a lo previsto en el artículo 27 A de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, cuando no las hayan enajenado dentro del plazo que establece el artículo 27 C de la misma ley. Tales cantidades se reajustarán de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes que antecede a aquél en que se efectuó la adquisición y el mes anterior al de cierre del ejercicio en que debieron enajenarse dichas acciones.

No se afectarán con este impuesto, ni con aquel señalado en el inciso tercero siguiente: (i) los gastos anticipados que deban ser aceptados en ejercicios posteriores; (ii) el impuesto de Primera Categoría; el impuesto único de este artículo y el impuesto territorial, todos ellos pagados; (iii) los intereses, reajustes y multas pagados o adeudados al Fisco, municipalidades y a organismos o instituciones públicas creadas por ley, y (iv) las partidas a que se refiere el número 12° del artículo 31 y las patentes mineras, en ambos casos en la parte que no puedan ser deducidas como gasto.

Los contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, que sean propietarios, comuneros, socios o accionistas de empresas, comunidades o sociedades que determinen su renta efectiva de acuerdo a un balance general según contabilidad completa, deberán declarar y pagar los impuestos referidos, según corresponda, sobre las cantidades que se señalan a continuación en los literales i) al iv), impuestos cuyo importe se incrementará en un monto equivalente al 10% de las citadas cantidades. Esta tributación se aplicará en reemplazo de la establecida en el inciso primero:

i) Las partidas del número 1 del artículo 33, que corresponden a retiros de especies o a cantidades representativas de desembolsos de dinero que no deban imputarse al valor o costo de los bienes del activo, cuando hayan beneficiado al propietario, socio, comunero o accionista. En estos casos, el Servicio podrá determinar fundadamente el beneficio que tales sujetos han experimentado. Cuando dichas cantidades beneficien a dos o más accionistas, comuneros o socios y no sea posible determinar el monto del beneficio que corresponde a cada uno de ellos, se afectarán con la tributación establecida en este inciso, en la proporción que resulte de aplicar las mismas reglas que establece el artículo 14, letra A), para la atribución de rentas.

ii) Los préstamos que la empresa, establecimiento permanente, la comunidad o sociedad respectiva, con excepción de las sociedades anónimas abiertas, efectúe a sus propietarios, comuneros, socios o accionistas contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, en la medida que el Servicio determine de manera fundada que constituyen un retiro, remesa o distribución no declarado y encubierto de rentas o cantidades acumuladas en la empresa, los cuales, de acuerdo al orden de imputación que establecen los números 5 y 6 de la letra A) del artículo 14, debían afectarse con impuesto. La tributación de este inciso se aplicará sobre el total de la cantidad prestada, reajustada según el porcentaje de variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del otorgamiento del préstamo y el mes que antecede al término del ejercicio, deduciéndose debidamente reajustadas todas aquellas cantidades que el propietario, comunero, socio o accionista beneficiario haya restituido a la empresa, comunidad o sociedad a título de pago del capital del préstamo y sus reajustes durante el ejercicio respectivo. 

Para estos efectos el Servicio considerará, entre otros elementos, el monto del préstamo; la tributación que hubiere afectado al mismo en caso de haberse declarado el retiro, remesa o distribución, el destino y destinatario final de tales recursos; el plazo de pago así como sus prórrogas o renovaciones; tasa de interés u otras cláusulas relevantes de la operación, circunstancias y elementos que deberán ser expresados por el Servicio al determinar que el préstamo es un retiro, remesa o distribución no declarado y encubierto de rentas o cantidades acumuladas en la empresa.

Las sumas que establece este literal se deducirán en la empresa, comunidad o sociedad acreedora, de las cantidades anotadas en los registros que establece el número 4 de la letra A) del artículo 14, en la forma dispuesta en los números 5 y 6 del mismo.

iii) El beneficio que represente el uso o goce, a cualquier título, o sin título alguno, que no sea necesario para producir la renta, de los bienes del activo de la empresa o sociedad respectiva. Para estos efectos, se presumirá de derecho que el valor mínimo del beneficio será del 10% del valor del bien determinado para fines tributarios al término del ejercicio; del 20% del mismo valor en el caso de automóviles, station wagons y vehículos similares; y del 11% del avalúo fiscal tratándose de bienes raíces, o en cualquiera de los casos señalados, el monto equivalente a la depreciación anual mientras sea aplicable, cuando represente una cantidad mayor, cualquiera que sea el período en que se hayan utilizado los bienes en el ejercicio o en la proporción que justifique fehacientemente el contribuyente.

Del valor mínimo del beneficio calculado conforme a las reglas anteriores podrán rebajarse las sumas efectivamente pagadas que correspondan al período por el uso o goce del bien, aplicándose a la diferencia la tributación establecida en este inciso tercero.

En el caso de contribuyentes que realicen actividades en zonas rurales, no se aplicará la tributación establecida en el inciso tercero al beneficio que represente el uso o goce de los activos de la empresa ubicados en tales sitios. Tampoco se aplicará dicha tributación al beneficio que represente el uso o goce de los bienes de la empresa destinados al esparcimiento de su personal, o el uso de otros bienes por éste, si no fuere habitual. En caso que dicho uso fuere habitual, se aplicará el impuesto establecido en el inciso primero de este artículo, que será de cargo de la empresa, comunidad o sociedad propietaria y el beneficio por dicho uso se calculará conforme a las reglas precedentes.

Cuando el uso o goce de un mismo bien se haya concedido simultáneamente a más de un socio, comunero o accionista y no sea posible determinar la proporción del beneficio que corresponde a cada uno de ellos, éste se determinará distribuyéndose conforme a las reglas que establece el artículo 14, letra A), para la atribución de rentas. En caso que el uso o goce se haya conferido por un período inferior al año comercial respectivo, circunstancia que deberá ser acreditada por el beneficiario, ello deberá ser considerado para efectos del cálculo de los impuestos.

Las sumas que establece este literal no se deducirán en la empresa, comunidad o sociedad respectiva, de las cantidades anotadas en los registros que establece el número 4 de la letra A) del artículo 14.

iv) En el caso que cualquier bien de la empresa, comunidad o sociedad sea entregado en garantía de obligaciones, directas o indirectas, del propietario, comunero, socio o accionista, y ésta fuera ejecutada por el pago total o parcial de tales obligaciones, se aplicará la tributación de este párrafo al propietario, comunero, socio o accionista cuyas deudas fueron garantizadas de esta forma. En este caso, la tributación referida se calculará sobre la garantía ejecutada, según su valor corriente en plaza, conforme a lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario.

Las sumas que establece este literal se deducirán en la empresa, comunidad o sociedad respectiva, de las cantidades anotadas en los registros que establece el número 4 de la letra A) del artículo 14.

Para la aplicación de la tributación establecida en el inciso tercero, se entenderá que las partidas señaladas en el literal i) benefician, que el préstamo se ha efectuado, que el beneficio señalado en el literal iii) se ha conferido o que se han garantizado obligaciones al propietario, comunero, socio o accionista, según sea el caso, cuando dichas cantidades tengan como beneficiario de las partidas señaladas en el literal i), deudor del préstamo, beneficiario por el uso o goce señalado en el literal iii), o sujeto cuyas deudas se han garantizado, a sus respectivos cónyuges o conviviente, sus ascendientes o descendientes, sus parientes colaterales hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, su pupilo o su guardador, su adoptante o adoptado, y además se determine que el beneficiario final, en el caso de los préstamos y garantías es el propietario, socio, comunero o accionista respectivo.”.

12) En el número 2° del artículo 22, sustitúyese la expresión “este párrafo” por “el artículo 24”.

13) En el inciso final del artículo 23, suprímense las expresiones “, N° 1 de la presente ley, en cuyo caso, no podrán volver al sistema de impuesto único establecido en este artículo”.

14) En el inciso primero del artículo 29, intercálase, a continuación de la palabra “ingresos”, la tercera vez que aparece, las expresiones “que no constituyan renta”.

15) En el artículo 31:

a) En el inciso primero:
i) Intercálase, antes de la expresión “No obstante”, la siguiente oración:
“Tampoco procederá la deducción de gastos incurridos en supermercados y comercios similares, cuando no correspondan a bienes imprescindibles para el desarrollo del giro habitual del contribuyente, y se hayan deducido en exceso de los límites previamente autorizados por el Servicio.”.
ii) Sustitúyese la oración final por la siguiente:

“No obstante, procederá la deducción de estos gastos respecto de los vehículos señalados, cuando el Director los califique previamente de necesarios, a su juicio exclusivo. Tratándose de los gastos incurridos en supermercados y comercios similares, sin perjuicio del cumplimiento de los demás requisitos que establece este artículo, podrá en principio llevarse a cabo su deducción cuando no excedan de 1 unidad tributaria mensual en cada mes, monto que no podrá acumularse para los meses siguientes en caso de no haberse incurrido en el gasto en el mes respectivo. Cuando excedan del monto señalado, no procederá su deducción como gasto, sin previa autorización del Servicio, que será otorgada o rechazada a su juicio exclusivo, debiendo solicitarse por el contribuyente interesado antes de incurrir en tales gastos, en la forma que fije dicho Servicio mediante resolución. El contribuyente deberá acompañar a su solicitud, todos los antecedentes que el Servicio solicite para los efectos de acreditar la necesidad del gasto tanto en cuanto a su naturaleza como a su monto, y a la relación del mismo con el giro del solicitante.”.
b) Introdúcese el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto: 
“Respecto de las cantidades a que se refiere el artículo 59, cuando se originen en actos o contratos celebrados con partes directa o indirectamente relacionadas de la entidad local respectiva en los términos del artículo 41 E, sólo procederá su deducción como gasto en el año calendario o comercial de su pago, abono en cuenta o puesta a disposición. Para que proceda su deducción, se requiere que se haya declarado y pagado el respectivo impuesto adicional, salvo que tales cantidades se encuentren exentas o no gravadas con el citado tributo, ya sea por ley o por aplicación de un convenio para evitar la doble tributación internacional. Adicionalmente, para que sea procedente su deducción deberán cumplir con los requisitos que establece este artículo, en cuanto sean aplicables. Lo dispuesto en este inciso, no obsta a la aplicación de lo dispuesto en el citado artículo 41 E.”. 

c) En el número 1° del inciso tercero, que pasa a ser cuarto, agrégase el siguiente párrafo segundo:

“Con todo, los intereses y demás gastos financieros que conforme a las disposiciones de este artículo cumplan con los requisitos para ser deducidos como gastos, que provengan de créditos destinados directa o indirectamente a la adquisición de derechos sociales, acciones, bonos y, en general, cualquier tipo de capital mobiliario, no podrán ser deducidos como tales, pasando a formar parte, en la proporción que corresponda, del valor de costo de dichos activos para los efectos de la presente ley.”.

d) En el número 3° del inciso tercero, que pasa a ser cuarto, sustitúyese el párrafo segundo por el siguiente:

“Las pérdidas del ejercicio deberán imputarse a las rentas que se le atribuyan en el ejercicio respectivo conforme a lo dispuesto en los números 2 y 3 de la letra A) del artículo 14, en su carácter de socio, comunero o accionista, comenzando por aquellas provenientes de otras empresas o sociedades obligadas a determinar su renta efectiva según contabilidad completa, luego aquellas provenientes de empresas o sociedades que no tienen tal obligación, y, finalmente, de aquellas que se encuentren acogidas a lo dispuesto en el artículo 14 ter. Si las rentas referidas no fueren suficientes para absorberlas, la diferencia deberá imputarse al ejercicio inmediatamente siguiente conforme a lo señalado en el párrafo anterior y así sucesivamente. En el caso que las pérdidas absorban total o parcialmente las utilidades atribuidas en el ejercicio, el impuesto de primera categoría y las retenciones que dispone el número 8 del artículo 74, pagados sobre dichas utilidades, se considerarán como pago provisional en aquella parte que proporcionalmente corresponda a la utilidad absorbida, y se aplicarán las normas de reajustabilidad, imputación o devolución que señalan los artículos 93 a 97.”.
e) En el número 5° del inciso tercero, que pasa a ser cuarto, suprímese el párrafo tercero.

f) Intercálase el siguiente número 5° bis:

“5º bis.- Para los efectos de lo dispuesto en el número 5° precedente, los contribuyentes que en los 3 ejercicios anteriores a aquel en que comience la utilización del bien, sea que se trate de bienes nuevos o usados, registren un promedio anual de ingresos del giro igual o inferior a 25.000 unidades de fomento, podrán depreciar los bienes del activo inmovilizado considerando una vida útil de un año. Los contribuyentes que no registren operaciones en los años anteriores podrán acogerse a este régimen de depreciación siempre que tengan un capital efectivo no superior a 30.000 unidades de fomento, al valor que éstas tengan en el primer día del mes del inicio de las actividades. Si la empresa tuviere una existencia inferior a 3 ejercicios, el promedio se calculará considerando los ejercicios de existencia efectiva.

Los contribuyentes que, en los 3 ejercicios anteriores a aquel en que comience la utilización del bien nuevo, registren un promedio anual de ingresos del giro superior a 25.000 unidades de fomento y que no supere las 100.000, podrán aplicar el régimen de depreciación a que se refiere el párrafo precedente, para bienes nuevos, considerando como vida útil del respectivo bien el equivalente a un décimo de la vida útil fijada por la Dirección o Dirección Regional, expresada en años, despreciando los valores decimales que resulten. En todo caso, la vida útil resultante no podrá ser inferior a un año. Si la empresa tuviere una existencia inferior a 3 ejercicios, el promedio se calculará considerando los ejercicios de existencia efectiva.

Para efectos de determinar el promedio de ingresos anuales del giro conforme a lo dispuesto en los párrafos precedentes, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades de fomento según el valor de ésta en el último día del mes respectivo.

En lo demás, se aplicarán las reglas que establece el número 5° anterior.”.

g) En el número 6°, sustitúyense las expresiones “empleados y obreros”, “empleado y obrero” y “empleados o a todos los obreros”, por las expresiones “los trabajadores”, “trabajador” y “trabajadores”, respectivamente.

16) En el artículo 33:

a) Agrégase en el número 1° la siguiente letra h), nueva:

“h) Los retiros, remesas o distribuciones que se efectúen en el ejercicio y no resulten imputados a las cantidades anotadas en los registros señalados en las letras a), c) o d) del número 4 de la letra A) y del artículo 14, en la forma señalada en el número 6 de dicho artículo.”.

b) Agrégase en el número 2° la siguiente letra c), nueva:

“c) Las cantidades a que se refieren los literales i. del inciso primero e i) del inciso tercero, del artículo 21.”.
c) En el párrafo segundo del número 4°, sustitúyense las expresiones “contemplado en los artículos 20°, N° 1 y 34°”, por las expresiones “que contempla el artículo 34°”.

17) Intercálase el siguiente artículo 33 ter:

“Artículo 33° ter.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, los contribuyentes que se indican podrán acceder al crédito que establece este artículo en la forma siguiente:

1.- Aquellos contribuyentes que en los 3 ejercicios anteriores a aquel en que comience la utilización del bien registren un promedio de ventas anuales que no superen las 25.000 unidades de fomento, tendrán derecho al crédito establecido en dicho artículo con un porcentaje del 6%. Para este efecto, las ventas anuales se expresarán en unidades de fomento, considerando para ello el valor de los ingresos mensuales según el valor de la unidad de fomento al término de cada mes. Si la empresa tuviere una existencia inferior a 3 ejercicios, el promedio se calculará considerando los ejercicios de existencia efectiva.

En todo lo demás, se aplicarán las reglas establecidas en el artículo anterior.
2.- Aquellos contribuyentes que en los 3 ejercicios anteriores a aquel en que comience la utilización del bien registren un promedio de ventas anuales superior a 25.000 unidades de fomento y que no supere las 100.000 unidades de fomento, tendrán derecho al crédito establecido en dicho artículo con el porcentaje que resulte de multiplicar 6% por el resultado de dividir 100.000 menos los ingresos anuales sobre 75.000. Para este efecto, las ventas anuales se expresarán en unidades de fomento, considerando para ello el valor de los ingresos mensuales según el valor de la unidad de fomento al término de cada mes. Si la empresa tuviere una existencia inferior a 3 ejercicios, el promedio se calculará considerando los ejercicios de existencia efectiva.

Si el porcentaje que resulte es inferior al 4%, será este último porcentaje el que se aplicará para la determinación del referido crédito.

En todo lo demás, se aplicarán las reglas establecidas en el artículo anterior.”.

18) Sustitúyese el artículo 34 por el siguiente: 

“Artículo 34. Rentas presuntas.

1.- Normas generales.

Los contribuyentes que califiquen como microempresas según lo prescrito en el artículo 2° de la ley N° 20.416, cuya actividad sea la explotación de bienes raíces agrícolas, la minería o el transporte terrestre de carga o pasajeros, y cumplan los requisitos que a continuación se establecen, podrán optar por pagar el impuesto de Primera Categoría sobre la base de la renta presunta que para cada caso se establece en este artículo.

La opción a que se refiere el inciso anterior deberá ejercerse dentro de los dos primeros meses de cada año comercial, entendiéndose que las rentas obtenidas a contar de dicho año tributarán en conformidad con el régimen de renta presunta. Sin perjuicio de la regla anterior, tratándose de contribuyentes que inicien actividades, la opción deberá ejercerse dentro del plazo que establece el artículo 68 del Código Tributario, siempre que no registren a esa fecha un capital efectivo superior a 3.000 unidades de fomento, según el valor de ésta en el mes de inicio.

Sólo podrán acogerse a este artículo las personas naturales que actúen como empresarios individuales, las empresas individuales de responsabilidad limitada y las comunidades cuyo origen sea la sucesión por causa de muerte formadas exclusivamente por personas naturales.

El régimen tributario de este artículo no se aplicará a los contribuyentes que obtengan además otras rentas de la Primera Categoría respecto de las cuales deban declarar el citado tributo sobre la base de sus rentas efectivas demostradas de acuerdo a un balance general según contabilidad completa. Tampoco podrán acogerse a las disposiciones del presente artículo los contribuyentes que posean o exploten, a cualquier título, derechos sociales, acciones de sociedades o cuotas de fondos de inversión.

Se presume de derecho que la renta líquida imponible de los contribuyentes indicados, que posean o exploten bienes raíces agrícolas o vehículos de transporte terrestre de carga o pasajeros, es igual al 10% del avalúo fiscal del predio o del valor corriente en plaza del vehículo, incluido su remolque, acoplado o carro similar, respectivamente. Para estos efectos, se entenderá que el valor corriente en plaza del vehículo es el determinado por el Director del Servicio de Impuestos Internos al 1 de enero de cada año en que deba declararse el impuesto, mediante resolución que será publicada en el Diario Oficial o en otro diario de circulación nacional.

Se presume de derecho que la renta líquida imponible de la actividad minera, incluyendo en ella la actividad de explotación de plantas de beneficio de minerales, siempre que el volumen de los minerales tratados provenga en más de un 50% de la pertenencia explotada por el mismo contribuyente, será la que resulte de aplicar sobre las ventas netas anuales de productos mineros, la siguiente escala: 

· 4% si el precio promedio de la libra de cobre en el año o ejercicio respectivo no excede de 276,79 centavos de dólar.
· 6% si el precio promedio de la libra de cobre en el año o ejercicio respectivo excede de 276,79 centavos de dólar y no sobrepasa de 293,60 centavos de dólar.
· 10% si el precio promedio de la libra de cobre en el año o ejercicio respectivo excede de 293,60 centavos de dólar y no sobrepasa de 335,52 centavos de dólar.
· 15% si el precio promedio de la libra de cobre en el año o ejercicio respectivo excede de 335,52 centavos de dólar y no sobrepasa de 377,52 centavos de dólar.
· 20% si el precio promedio de la libra de cobre en el año o ejercicio respectivo excede de 377,52 centavos de dólar.

Por precio de la libra de cobre se entiende el Precio de Productores Chilenos fijado por la Comisión Chilena del Cobre.

Para estos efectos, el valor de las ventas mensuales de productos mineros deberá reajustarse de acuerdo con la variación experimentada por el índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al de las ventas y el mes anterior al del cierre del ejercicio respectivo.

El Servicio de Impuestos Internos, previo informe del Ministerio de Minería, determinará la equivalencia que corresponda respecto del precio promedio del oro y la plata, a fin de hacer aplicable la escala anterior a las ventas de dichos minerales y a las combinaciones de esos minerales con cobre.

Si se trata de otros productos mineros sin contenido de cobre, oro o plata, se presume de derecho que la renta líquida imponible es del 6% del valor neto de la venta de ellos.

Las cantidades expresadas en centavos de dólar de los Estados Unidos de Norteamérica, que conforman las escalas contenidas en el artículo 23 y en el presente artículo, serán reactualizadas antes del 15 de febrero de cada año, mediante decreto supremo, de acuerdo con la variación experimentada por el índice de precios al consumidor en dicho país, en el año calendario precedente, según lo determine el Banco Central de Chile. Esta reactualización regirá, en lo que respecta a la escala del artículo 23, a contar del 1 de marzo del año correspondiente y hasta el último día del mes de febrero del año siguiente y, en cuanto a la escala de este artículo, regirá para el año tributario en que tenga lugar la reactualización.

Serán aplicables a los contribuyentes que posean o exploten un bien raíz agrícola acogidos a este artículo, las normas de los dos últimos párrafos de la letra a) del número 1° del artículo 20.

2.- Normas de relación.

Para establecer si el contribuyente cumple con el límite de ingresos para calificar como microempresa de acuerdo a lo señalado en el número 1 anterior, deberá sumar a sus ingresos por ventas y servicios el total de los ingresos por ventas y servicios obtenidos por las personas, empresas individuales de responsabilidad limitada y comunidades con las que esté relacionado y que realicen la misma actividad por la que se acoge al régimen de renta presunta a que se refiere este artículo. Si al efectuar las operaciones descritas el resultado obtenido excede dicho límite, tanto el contribuyente como las personas, empresas individuales de responsabilidad limitada, y comunidades con las que esté relacionado deberán determinar el impuesto de esta categoría sobre renta efectiva determinada en base a un balance general, según contabilidad completa, o de acuerdo al artículo 14 ter, cuando cumplan los requisitos para acogerse a dicha disposición.

Si una persona natural está relacionada con una o más personas, empresas individuales de responsabilidad limitada o comunidades que a cualquier título exploten predios agrícolas, o que exploten vehículos como transportistas, o desarrollen la actividad minera, según corresponda, para establecer si dichas personas, empresas o comunidades exceden el límite mencionado en el inciso anterior, deberá sumarse el total de los ingresos anuales provenientes de las actividades señaladas, de las personas, empresas y comunidades relacionadas con la persona natural. Si, al efectuar la operación descrita, el resultado obtenido excede el límite de ingresos para ser considerado microempresa, todas las personas, empresas, o comunidades relacionadas con la persona deberán determinar el impuesto de esta categoría en base a renta efectiva, sobre la base de un balance general, según contabilidad completa, o de acuerdo al artículo 14 ter, cuando cumplan los requisitos para acogerse a dicha disposición.

Para la determinación de los ingresos no se considerarán las enajenaciones ocasionales de bienes muebles o inmuebles que formen parte del activo inmovilizado del contribuyente, y los ingresos de cada mes deberán expresarse en unidades de fomento de acuerdo con el valor de ésta en el último día del mes respectivo.

Para los efectos de este artículo, se considerarán relacionados con una persona natural, empresa individual de responsabilidad limitada o comunidad:

i) Su cónyuge o conviviente, sus ascendientes o descendientes, sus parientes colaterales hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, su pupilo o su guardador, su adoptante o adoptado. 

ii) Las empresas individuales de responsabilidad limitada, sociedades por acciones, sociedades de personas, las cooperativas y comunidades en las cuales tenga facultad de administración o si participa en más del 10% de las utilidades, ingresos, capital social o en una cuota o parte del bien respectivo.

iii) La sociedad anónima, si es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título tiene derecho a más del 10% de las acciones, de las utilidades, ingresos o de los votos en la junta de accionistas.

iv) El gestor de un contrato de asociación u otro negocio de carácter fiduciario, en que es partícipe en más del 10% del contrato.

Si una empresa, sociedad, comunidad o cooperativa, de acuerdo con estas reglas, se encuentra relacionada con alguna de las personas indicadas en los literales i), ii) y iii) anteriores, y ésta a su vez lo está con otras, se entenderá que las primeras también se encuentran relacionadas con estas últimas.

3.- Otras normas.

Los contribuyentes a que se refiere este artículo, que tomen en arrendamiento o que a otro título de mera tenencia exploten el todo o parte de predios agrícolas, pertenencias mineras o vehículos motorizados de transporte de carga o pasajeros, de contribuyentes que deban tributar sobre su renta efectiva demostrada mediante un balance general según contabilidad completa, quedarán sujetos a este último régimen a contar del 1 de enero del año siguiente a aquel en que se cumplan los requisitos señalados, y no podrán volver al régimen de renta presunta, salvo que no desarrollen la actividad de que se trate por 5 ejercicios consecutivos o más, caso en el cual deberá estarse a las reglas de los números precedentes para determinar si se aplica o no el régimen de renta presunta. Para los efectos de computar el plazo de 5 ejercicios, se considerará que el contribuyente desarrolla actividades agrícolas, mineras o de transporte, cuando, respectivamente, arrienda o cede en cualquier forma el goce de pertenencias mineras, predios agrícolas o vehículos, cuya propiedad o usufructo conserva.

Los contribuyentes de este artículo podrán optar por pagar el impuesto de esta categoría sobre sus rentas efectivas demostradas mediante un balance general según contabilidad completa. Una vez ejercida dicha opción no podrán reincorporarse al sistema de presunción de renta. El ejercicio de la opción deberá practicarse dentro de los dos primeros meses de cada año comercial, entendiéndose en consecuencia que las rentas obtenidas a contar de dicho año tributarán en conformidad con el régimen de renta efectiva.

El contribuyente que por efecto de las normas de relación quede obligado a declarar sus impuestos sobre renta efectiva deberá informar de ello, mediante carta certificada, a las personas, empresas individuales de responsabilidad limitada, comuneros, cooperativas o sociedades con las que se encuentre relacionado. Las personas, empresas, comunidades, cooperativas o sociedades que reciban dicha comunicación deberán, a su vez, informar conforme al mismo procedimiento a todos los contribuyentes que tengan en ellas una participación superior al 10%.”.

19) Derógase el artículo 34 bis.

20) En el artículo 37, sustitúyese la expresión “el artículo 41 E”, por las expresiones “los artículos 31, inciso tercero y 41 E”. 

21) Reemplázase el artículo 38 bis por el siguiente: 

“Artículo 38 bis.- Al término de giro de los contribuyentes acogidos a las reglas de la primera categoría, sea que se haya declarado por el contribuyente o por el Servicio conforme a lo dispuesto en el artículo 69 del Código Tributario, se aplicarán las siguientes normas:

1.- Aquellos contribuyentes que declaren sobre la base de su renta efectiva según contabilidad completa, que al término de giro registren retiros, remesas o distribuciones con cargo a las diferencias temporales de utilidades financieras y tributarias anotadas en el registro que establece la letra d) del número 4 de la letra A) del artículo 14, que a esa fecha no se hayan imputado a los registros señalados en las letras a) o c) del mismo artículo, deberán atribuir dichas rentas o cantidades en la forma señalada en las letras a) o b) del número 3 de la letra A) del artículo 14, según corresponda, para afectarse con los impuestos global complementario o adicional de los propietarios, comuneros, socios o accionistas que corresponda. Procederá siempre esta atribución, salvo que tales diferencias positivas resulten imputadas al capital aportado a la empresa o sociedad o a sus aumentos posteriores, descontadas las disminuciones que se hayan efectuado de los mismos, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el mes anterior al término de giro.

2.- Los contribuyentes señalados en el número anterior también deberán atribuir, en la forma señalada, las cantidades que se indican en este número, respecto de la empresa, empresario individual, contribuyente del artículo 58, número 1, comunero, socio o accionista. Tales cantidades corresponden a las siguientes diferencias positivas entre el valor del capital propio tributario del contribuyente, determinado a la fecha de término de giro según lo dispuesto en el número 1 del artículo 41: 

i) El saldo positivo de las cantidades a que se refieren las letras a) y c) del número 4 de la letra A) del artículo 14; y

ii) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el mes anterior al término de giro.

3.- Los contribuyentes acogidos a las disposiciones del artículo 14 ter, al término de giro deberán practicar para los efectos de esta ley, un inventario final en el que registrarán los siguientes bienes:

i)
Aquellos que formen parte de su activo realizable, valorados según costo de reposición, y

ii)
Los bienes físicos de su activo inmovilizado, a su valor actualizado al término de giro, ello conforme a los artículos 31, número 5º, y 41, número 2º.

La diferencia de valor que se determine entre la suma de las partidas señaladas en los literales i) y ii) precedentes y el monto de las pérdidas determinadas conforme a esta ley al término de giro, se atribuirá en la forma dispuesta en el párrafo primero del número 1 anterior. 

4.- En los casos señalados en los números 1, 2 y 3 anteriores, la empresa, comunidad o sociedad que termina su giro deberá pagar el impuesto de primera categoría y practicar las retenciones que establece el inciso primero del número 8 del artículo 74 sobre aquellas rentas o cantidades que deban considerarse atribuidas en la forma allí reglada. 

5.- El empresario, comunero, socio o accionista, contribuyente del impuesto global complementario, podrá optar por declarar la proporción de la renta que se le atribuya de acuerdo a los números anteriores, como afecta al tributo señalado del año del término de giro, de acuerdo a las siguientes reglas:

i) Aplicándose una tasa de impuesto global complementario equivalente al promedio de las tasas más altas de dicho impuesto que hayan afectado al contribuyente en los 6 ejercicios anteriores al término de giro. Si la empresa a la que se pone término de giro tuviera una existencia inferior a 6 ejercicios, el promedio se calculará por los ejercicios de existencia efectiva. Si la empresa hubiera existido sólo durante el ejercicio en el que se le pone término de giro, entonces las cantidades indicadas tributarán como rentas del ejercicio según las reglas generales.

ii) Las cantidades indicadas gozarán del crédito del artículo 56, número 3), el cual se aplicará con la tasa del impuesto de primera categoría que las haya gravado, sin perjuicio de la imputación que proceda por las retenciones efectuadas conforme al número 8 del artículo 74.

El valor de costo para fines tributarios de los bienes que se adjudiquen los dueños, comuneros, socios o accionistas de las empresas de que trata este artículo, en la disolución o liquidación de las mismas a la fecha de término de giro, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la presente ley, a tal fecha.”.

22) En el artículo 39:

a) En el número 1°, agrégase a partir del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: 

“Estarán también exentas del impuesto de primera categoría las rentas que ya se hayan gravado con el citado tributo, respecto de aquellos contribuyentes a quienes se hayan atribuido conforme al artículo 14.”.

b) Sustitúyese el número 3° por el siguiente: “3°.- La renta efectiva de los bienes raíces no agrícolas obtenida por personas naturales con domicilio o residencia en el país.”.

23) En el artículo 40:

a) En el número 6°, suprímese la expresión “artículo 14 bis o al”.

b) Elimínase el número 7°.

24) En el artículo 41:

a) En el párrafo primero del número 1°, suprímese la frase “o socio de sociedades de personas”.

b) Sustitúyense los números 8° y 9° por los siguientes:

“8°.- El valor de adquisición de las acciones de sociedades anónimas o de sociedades en comandita por acciones se reajustará de acuerdo con la variación del índice de precios al consumidor, en la misma forma que los bienes físicos del activo inmovilizado. Para estos efectos se aplicarán las normas sobre determinación del valor de adquisición establecidas en el artículo 17, número 8. 

El valor así determinado deberá ajustarse al inicio de cada año comercial, en la proporción que corresponda al capital suscrito y pagado por el accionista en el total de éste, aplicado sobre las rentas a que se refiere la letra a) del número 4 de la letra A) del artículo 14, que no hayan sido distribuidas al término del ejercicio anterior. Las diferencias que se produzcan de este ajuste se contabilizarán, según corresponda, con cargo o abono a la cuenta “Revalorización del Capital Propio”.

9°.- Los derechos en sociedades de personas se reajustarán en la misma forma indicada en el número anterior, considerando en el caso del ajuste que establece el párrafo segundo de dicho número, el capital suscrito y pagado por el socio en el total de éste.

Cuando los contribuyentes a que se refiere el inciso primero de este artículo enajenen los derechos a que se refiere este número o las acciones señaladas en el número anterior, podrán deducir como costo para los fines de esta ley el valor de adquisición reajustado conforme a lo dispuesto en el párrafo primero del referido número 8, al término del ejercicio anterior a la fecha de enajenación, considerando además los aumentos y disminuciones de capital que se efectúen durante el ejercicio respectivo, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 17, número 8, sin considerar reajuste alguno sobre dichas cantidades. El valor de ajuste que establece el párrafo segundo del número 8, y que aplica también para este número, sólo podrá ser deducido del mayor valor que se determine con ocasión de la enajenación y hasta la concurrencia de éste. La parte de este ajuste que no pueda ser deducido en la forma señalada, se contabilizará con cargo a la cuenta “Revalorización del Capital Propio”.”.

c)
En el número 13°, suprímese la frase “, cuando sea retirado o distribuido”.

25) Sustitúyense los artículos 41 A, 41 B, 41 C y 41 D por los siguientes:
“Artículo 41 A.- Los contribuyentes domiciliados o residentes en Chile que obtengan rentas que hayan sido gravadas en el extranjero, en la aplicación de los impuestos de esta ley se regirán, respecto de dichas rentas, además, por las normas de este artículo, en los casos que se indican a continuación:

A.- Dividendos y retiros de utilidades. 

Los contribuyentes que perciban dividendos o efectúen retiros de utilidades de sociedades constituidas en el extranjero deberán considerar las siguientes normas para los efectos de aplicar a dichas rentas los impuestos de esta ley:

1.- Crédito total disponible.

Dará derecho a crédito el impuesto a la renta que hayan debido pagar o que se les haya retenido en el extranjero por los dividendos percibidos o los retiros de utilidades efectuados de las sociedades, en su equivalente  en  pesos y reajustado de la forma indicada en el número 1 de la letra D siguiente, según corresponda.

En caso que en el país fuente de los dividendos o de los retiros de utilidades sociales no exista impuesto de retención a la renta, o éste sea inferior al impuesto de primera categoría de Chile, podrá deducirse como crédito el impuesto pagado por la renta de la sociedad en el exterior. Este impuesto se considerará proporcionalmente en relación a los dividendos o retiros de utilidades percibidas en Chile, para lo cual se reconstituirá la base bruta de la renta que proporcionalmente corresponda a tales dividendos o utilidades a nivel de la empresa desde la que se pagan, agregando el impuesto de retención y el impuesto a la renta de la empresa respectiva.

En la misma situación anterior, también dará derecho a crédito el impuesto a la renta pagado por una o más sociedades en la parte de las utilidades que repartan a la empresa que remesa dichas utilidades a Chile, siempre que todas estén domiciliadas en el mismo país y la referida empresa posea directa o indirectamente el 10% o más del capital de las sociedades subsidiarias señaladas.

2.-
El crédito para cada renta será la cantidad menor entre:

a) El o los impuestos pagados al Estado extranjero sobre la respectiva renta según lo establecido en el número anterior, y

b) El 32% de una cantidad tal que, al restarle dicho 32%, la cantidad resultante sea el monto neto de la renta percibida respecto de la cual se calcula el crédito.

La suma de todos los créditos determinados según estas reglas constituirá el crédito total disponible del contribuyente para el ejercicio respectivo.

El crédito total disponible se deducirá del impuesto de primera categoría y de los impuestos finales, global complementario o adicional o de la retención del artículo 74, número 8, en la forma que se indica en los números que siguen, según proceda.

Cuando tales rentas sean percibidas o deban computarse por contribuyentes no obligados a determinar su renta efectiva según contabilidad completa, deberán registrarlas en el país conforme a lo dispuesto en el presente artículo y en el 41 G. En estos casos, el crédito total disponible se deducirá del impuesto de primera categoría, y el saldo contra el impuesto global complementario, con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiere un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.

3.- Crédito contra el impuesto de primera categoría.

En el caso del impuesto de primera categoría, el crédito respectivo se calculará y aplicará según las siguientes normas:

a) Se agregará a la base del impuesto de primera categoría el crédito total disponible determinado según las normas del número  anterior.

b) El crédito deducible del impuesto de primera categoría será equivalente a la cantidad que resulte de aplicar la tasa de dicho impuesto sobre la suma del crédito total disponible más las rentas extranjeras respectivas. Para los efectos de este cálculo, se deducirán los gastos señalados en la letra D), número 6, de este artículo. 

c) Cuando en el ejercicio respectivo se determine un excedente de este crédito deducible del impuesto de primera categoría, ya sea por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, dicho excedente se imputará en los ejercicios siguientes en que se determinen rentas de fuente extranjera afectas a dicho tributo, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el último día del mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.

4.- Crédito contra impuestos finales o contra la retención del artículo 74, número 8.

La cantidad que resulte después de restar al crédito total disponible el crédito de primera categoría determinado conforme a lo establecido en el número precedente, constituirá el crédito contra impuestos finales y se deducirá del impuesto global complementario o adicional o de la retención del artículo 74, número 8, según las normas siguientes:

a) En el caso de que las rentas de fuente extranjera que dan derecho al crédito que trata este artículo hayan sido obtenidas por contribuyentes obligados a determinar su renta líquida imponible según contabilidad completa, se aplicarán las siguientes reglas:

i) El crédito contra los impuestos finales se asignará a los propietarios, comuneros, socios o accionistas, conjuntamente con las rentas que les sean atribuidas en el mismo período, conforme a lo dispuesto en el artículo 14.

ii) La asignación del crédito, según proceda, se efectuará proporcionalmente en función del porcentaje que represente la renta atribuida en el año a cada propietario, comunero, socio o accionista, respecto del total de rentas determinadas conforme al Título II de esta ley.

iii) Si en el año en que se genera el crédito el contribuyente presenta pérdidas, dicho crédito se extinguirá totalmente. 

iv) Si las rentas atribuidas que originan el crédito contra impuestos finales son, a su vez, atribuidas a otros contribuyentes del impuesto de primera categoría, dichos contribuyentes deberán aplicar las mismas normas de este número.

b) Cuando las rentas que dan derecho a este crédito sean atribuidas a contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, el crédito se deducirá del impuesto global complementario o adicional determinado con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiere un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.

B.- Rentas de establecimientos permanentes y aquellas que resulten de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 41 G.

Los contribuyentes que tengan agencias u otros establecimientos permanentes en el exterior deberán considerar las siguientes normas para los efectos de aplicar el impuesto de primera categoría sobre el resultado de la operación de dichos establecimientos:

1.- Estos contribuyentes agregarán a la renta líquida imponible del impuesto de primera categoría una cantidad equivalente a los impuestos que se adeuden hasta el ejercicio siguiente, o hayan pagado, en el exterior, por las rentas de la agencia o establecimiento permanente que deban incluir en dicha renta líquida imponible, excluyendo los impuestos de retención que se apliquen sobre las utilidades que se distribuyan. Para este efecto se considerarán sólo los impuestos adeudados hasta el ejercicio siguiente, o pagados, por el ejercicio comercial extranjero que termine dentro del ejercicio comercial chileno respectivo o coincida con éste.

Los impuestos referidos se convertirán a moneda nacional conforme a lo establecido en el número 1 de la letra D, siguiente, según el tipo de cambio vigente al término del ejercicio.

La cantidad que se agregue por aplicación de este número no podrá ser superior al crédito que se establece en el número siguiente.

2.- Los contribuyentes a que se refiere esta letra tendrán derecho a un crédito igual al que resulte de aplicar la tasa del impuesto de primera categoría sobre una cantidad tal que, al deducir dicho crédito de esa cantidad, el resultado arroje un monto equivalente a la renta líquida imponible de la agencia o establecimiento permanente. En todo caso, el crédito no podrá ser superior al impuesto adeudado hasta el ejercicio siguiente, o pagado, en el extranjero, considerado en el número anterior.

3.- El crédito determinado de acuerdo con las normas precedentes se deducirá del impuesto de primera categoría que el contribuyente deba pagar por el ejercicio correspondiente.

Este crédito se aplicará a continuación de aquellos créditos o deducciones que no dan derecho a reembolso y antes de aquellos que lo permiten.

4.- El excedente del crédito definido en los números anteriores se imputará en la misma forma al impuesto de primera categoría del ejercicio siguiente y posteriores. Para este efecto, el remanente de crédito deberá reajustarse según la variación del índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al del término del ejercicio en que se produzca dicho remanente, y el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio siguiente o subsiguientes. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni se tendrá derecho a su devolución.

Los contribuyentes que deban considerar como devengadas o percibidas las rentas pasivas a que se refiere el artículo 41 G, deberán aplicar las siguientes normas para determinar un crédito imputable al respectivo impuesto de primera categoría:

i) El crédito corresponderá a los impuestos extranjeros pagados sobre tales utilidades o cantidades.

ii) Los impuestos extranjeros pagados o retenidos se convertirán a moneda nacional al cierre del ejercicio y de acuerdo al número 4 de la letra D) del artículo 41 G. 

iii) El monto consolidado de las rentas pasivas estará conformado por todas las utilidades y cantidades que correspondan de acuerdo al número 2 de la letra D) del artículo 41 G. Se deducirán todos los gastos directos o proporcionales que se consideren necesarios para producir la renta de acuerdo al artículo 31 y en la forma que señala el referido artículo 41 G.

iv) El crédito así determinado se agregará a la renta líquida imponible de la empresa y se deducirá del impuesto de primera categoría respectivo. 

v) En caso de producirse un remanente de dicho crédito, el mismo podrá deducirse de la retención que establece el artículo 74, número 8. En caso de persistir un remanente, no podrá imputarse ni solicitarse su devolución. Procederá ajustar el monto no utilizado en la determinación de la renta líquida imponible de primera categoría.

vi) Al impuesto de primera categoría pagado con el crédito referido anteriormente se le aplicarán las normas del número 7 de la letra D) de éste artículo.

vii) Las rentas pasivas consolidadas sujetas al artículo 41 G no formarán parte del límite establecido en el número 6 de la letra D) de éste artículo.

viii) Sin perjuicio de lo anterior, cuando corresponda deberá aplicarse lo dispuesto en el artículo 41 C.

C.- Rentas por el uso de marcas, patentes, fórmulas, asesorías técnicas y otras prestaciones similares que hayan sido gravadas en el extranjero. 

Los contribuyentes que perciban del exterior rentas por el uso de marcas, patentes, fórmulas, asesorías técnicas y otras prestaciones similares, deberán considerar las siguientes normas para los efectos de aplicar a dichas rentas el impuesto de primera categoría:

1.- Agregarán a la renta líquida imponible del impuesto de primera categoría una cantidad determinada en la forma señalada en el número siguiente, equivalente a los impuestos que hayan debido pagar o que se les hubiere retenido en el extranjero por las rentas percibidas por concepto de uso de marcas, patentes, fórmulas, asesorías técnicas y otras prestaciones similares a que se refiere esta letra, convertidos a su equivalente en pesos y reajustados de la forma prevista en el número 1 de la letra D siguiente. Para estos efectos, se considerará el tipo de cambio correspondiente a la fecha de la percepción de la renta.

La cantidad señalada en el párrafo anterior no podrá ser superior al crédito que se establece en el número siguiente.

2.- Los contribuyentes a que se refiere esta letra tendrán derecho a un crédito igual al que resulte de aplicar la tasa del impuesto de primera categoría sobre una cantidad tal que, al deducir dicho crédito de esa cantidad, el resultado arroje un monto equivalente a la suma líquida de las rentas por concepto de uso de marcas, patentes, fórmulas, asesorías técnicas y otras prestaciones similares percibidas desde el exterior, convertidas a su equivalente en pesos y reajustadas de la forma prevista en el número 1 de la letra D siguiente, según proceda. En todo caso, el crédito no podrá ser superior al impuesto efectivamente pagado o retenido en el extranjero, debidamente reajustado.

3.- El crédito determinado de acuerdo con las normas precedentes se deducirá del impuesto de primera categoría que el contribuyente deba pagar por el ejercicio correspondiente. Este crédito se aplicará a continuación de aquellos créditos o deducciones que no dan derecho a reembolso y antes de aquellos que lo permiten.

4.- El excedente del crédito definido en los números anteriores se imputará en la misma forma al impuesto de primera categoría sobre rentas gravadas en el extranjero del ejercicio siguiente, y posteriores. Para este efecto, el remanente de crédito deberá reajustarse según la variación del índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al del término del ejercicio en que se produzca dicho remanente, y el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio siguiente o subsiguientes. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni se tendrá derecho a su devolución. 

D.- Normas comunes.

1.- Para efectuar el cálculo del crédito por los impuestos extranjeros, tanto los impuestos respectivos como los dividendos, retiros y rentas gravadas en el extranjero, se convertirán a su equivalente en pesos chilenos de acuerdo a la paridad cambiaria entre la moneda nacional y la moneda extranjera correspondiente, y se reajustarán, cuando sea procedente, por la variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior al de su percepción y,o pago, según corresponda, y el mes anterior al del cierre del ejercicio respectivo.

Para determinar la paridad cambiaria entre la moneda nacional y la moneda extranjera, se estará a la información que publique el Banco Central de Chile en conformidad a lo dispuesto en el número 6 del Capítulo I del Compendio de Normas de Cambios Internacionales. Si la moneda extranjera en que se ha efectuado el pago no es una de aquellas informada por el Banco Central, el impuesto extranjero pagado en dicha divisa deberá primeramente ser calculado en su equivalente en dólares de los Estados Unidos de América, de acuerdo a la paridad entre ambas monedas que se acredite en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, para luego convertirse a su equivalente en pesos chilenos de la forma ya indicada. A falta de norma especial, para efectos de establecer el tipo de cambio aplicable, se considerará el valor de las respectivas divisas en el día en que se ha percibido o devengado, según corresponda, la respectiva renta.

No se aplicará el reajuste a que se refiere este número cuando el contribuyente lleve su contabilidad en moneda extranjera, sin perjuicio de convertir los impuestos del exterior y las rentas gravadas en el extranjero a su equivalente en la misma moneda extranjera en que lleva su contabilidad. 

2.- Para hacer uso del crédito establecido en las letras A y B anteriores, los contribuyentes deberán inscribirse previamente en el Registro de Inversiones en el Extranjero que llevará el Servicio de Impuestos Internos. Este organismo determinará las formalidades del registro que los contribuyentes deberán cumplir para inscribirse.

3.- Darán derecho a crédito los impuestos obligatorios a la renta pagados o retenidos, en forma definitiva, en el exterior siempre que sean equivalentes o similares a los impuestos contenidos en la presente ley, ya sea que se apliquen sobre rentas determinadas de resultados reales o rentas presuntas sustitutivas de ellos. Los créditos otorgados por la legislación extranjera al impuesto externo se considerarán como parte de este último. Si el total o parte de un impuesto a la renta fuere acreditable a otro tributo a la renta, respecto de la misma renta, se rebajará el primero del segundo, a fin de no generar una duplicidad para acreditar los impuestos. Si la aplicación o monto del impuesto extranjero en el respectivo país depende de su admisión como crédito contra el impuesto a la renta que grava en el país de residencia al inversionista, dicho impuesto no dará derecho a crédito. 

4.- Los impuestos pagados por las empresas en el extranjero deberán acreditarse mediante el correspondiente recibo o bien, con un certificado oficial expedido por la autoridad competente del país extranjero, debidamente legalizados y traducidos si procediere. Cuando se imputen en el país impuestos pagados por empresas subsidiarias de aquellas a que se refiere el artículo 41 A), letra A, número 1, deberán acompañarse los documentos que el Servicio exija a los efectos de acreditar la respectiva participación. El Director del Servicio podrá exigir los mismos requisitos respecto de los impuestos retenidos, cuando lo considere necesario para el debido resguardo del interés fiscal.

5.- El Director del Servicio de Impuestos Internos podrá designar auditores del sector público o privado u otros ministros de fe, para que verifiquen la efectividad de los pagos o retención de los impuestos externos, devolución de capitales invertidos en el extranjero, y el cumplimiento de las demás condiciones que se establecen en la presente letra y en las letras A, B y C anteriores.

6.- Sin perjuicio de las normas anteriores, el crédito total por los impuestos extranjeros correspondientes a las rentas de fuente extranjera percibidas o devengadas en el ejercicio, según corresponda, de países con los cuales Chile no haya suscrito convenios para evitar la doble tributación, no podrá exceder del equivalente al 32% de la Renta Neta de Fuente Extranjera de Países sin Convenio de dicho ejercicio. Para estos efectos, la Renta Neta de Fuente Extranjera de cada ejercicio se determinará como el resultado consolidado de utilidad o pérdida de fuente extranjera, afecta a impuesto en Chile, obtenida por el contribuyente, deducidos los gastos necesarios para producirlo, en la proporción que corresponda, más la totalidad de los créditos por los impuestos  extranjeros, calculados de la forma establecida en este artículo.

7.- No podrá ser objeto de devolución a contribuyente alguno conforme a lo dispuesto por los artículos 31, número 3; 56, número 3, y 63, ni a ninguna otra disposición legal, el Impuesto de Primera Categoría en aquella parte en que se haya deducido de dicho tributo el crédito que establece este artículo y el artículo 41 C. Este impuesto tampoco podrá ser imputado como crédito contra el impuesto global complementario o adicional que se determine sobre rentas de fuente chilena. Para estos efectos, deberá distinguirse la parte de la renta atribuida que sea de fuente nacional y extranjera.

Artículo 41 B.- Los contribuyentes que tengan inversiones en el extranjero e ingresos de fuente extranjera no podrán aplicar, respecto de estas inversiones e ingresos, lo dispuesto en los números 7 y 8 del artículo 17, con excepción de las letras f) y g) de dicho número, y en el artículo 57. No obstante, estos contribuyentes podrán retornar al país el capital invertido en el exterior sin quedar afectos a los impuestos de esta ley hasta el monto invertido, siempre que la suma respectiva se encuentre previamente registrada en el Servicio de Impuestos Internos en la forma establecida en el número 2 de la letra D del artículo 41 A, y se acredite con instrumentos públicos o certificados de autoridades competentes del país extranjero, debidamente autentificados. En los casos en que no se haya efectuado oportunamente el registro o no se pueda contar con la referida documentación, la disminución o retiro de capital deberá acreditarse mediante la documentación pertinente, debidamente autentificada, cuando corresponda, de la forma y en el plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.

Las empresas constituidas en Chile que declaren su renta efectiva según contabilidad deberán aplicar las disposiciones de esta ley con las siguientes modificaciones:

1.- En el caso que tengan agencias u otros establecimientos permanentes en el exterior, el resultado de ganancias o pérdidas que obtengan se reconocerá en Chile sobre base percibida o devengada. Dicho resultado se calculará aplicando las normas de esta ley sobre determinación de la base imponible de primera categoría, con excepción de la deducción de la pérdida de ejercicios anteriores dispuesta en el inciso segundo del número 3 del artículo 31, y se agregará a la renta líquida imponible de la empresa al término del ejercicio. El resultado de las rentas extranjeras se determinará en la moneda del país en que se encuentre radicada la agencia o establecimiento permanente y se convertirá a moneda nacional de acuerdo con el tipo de cambio establecido en el número 1 de la letra D del artículo 41 A, vigente al término del ejercicio en Chile.

2.- Aplicarán el artículo 21 por las partidas que correspondan a las agencias o establecimientos permanentes que tengan en el exterior.

3.- Las inversiones efectuadas en el exterior en acciones, derechos sociales y en agencias o establecimientos permanentes, se considerarán como activos en moneda extranjera para los efectos de la corrección monetaria, aplicándose al respecto el número 4 del artículo 41. Para determinar la renta proveniente de la enajenación de las acciones y derechos sociales, los contribuyentes sujetos al régimen de corrección monetaria de activos y pasivos deducirán el valor al que se encuentren registrados dichos activos al comienzo del ejercicio, incrementándolo o disminuyéndolo previamente con las nuevas inversiones o retiros de capital.  Los contribuyentes que no estén sujetos a dicho régimen deberán aplicar el inciso segundo del artículo 41 para calcular el mayor valor en la enajenación de los bienes que correspondan a dichas inversiones. El tipo de cambio que se aplicará en este número será el resultante de aplicar el número 1 de la letra D del artículo 41 A.  También formarán parte del costo referido anteriormente, las utilidades o cantidades que se hayan afectado con las normas del artículo 41 G que se encuentren acumuladas en la empresa a la fecha de enajenación y que previamente se hayan gravado con los impuestos de primera categoría y global complementario o adicional. Para estos efectos, las citadas utilidades o cantidades se considerarán por el monto a que se refiere el artículo 41 G.

4.- Los créditos o deducciones del impuesto de primera categoría, en los que la ley no autorice expresamente su rebaja del impuesto que provenga de las rentas de fuente extranjera, sólo se deducirán del tributo que se determine por las rentas chilenas. 

Artículo 41 C.- A los contribuyentes domiciliados o residentes en el país, que obtengan rentas afectas al Impuesto de Primera Categoría provenientes de países con los cuales Chile haya suscrito convenios para evitar la doble tributación, que estén vigentes en el país y en los que se haya comprometido el otorgamiento de un crédito por el o los impuestos a la renta pagados en los respectivos Estados Contrapartes, se les aplicarán las normas contenidas en los artículos 41 A y 41 B, con las excepciones que se establecen a continuación:

1.- Darán derecho a crédito, calculado en los términos descritos en la letra A del artículo 41 A, todos los impuestos extranjeros a la renta pagados de acuerdo a las leyes de un país con un convenio para evitar la doble tributación vigente con Chile, de conformidad con lo estipulado por el convenio respectivo. En este caso, el porcentaje a que se refiere la letra b) del número 2, letra A, del artículo 41 A, será del 35%, salvo que los beneficiarios efectivos de las rentas de fuente extranjera afectas al Impuesto de Primera Categoría tuvieran residencia o domicilio en el exterior, en cuyo caso será necesario, además, que Chile tenga vigente un convenio para evitar la doble tributación con el país de residencia de dichos beneficiarios efectivos. 

El crédito total por los impuestos extranjeros correspondientes a las rentas de fuente extranjera percibidas o devengadas en el ejercicio, según corresponda, de países con los cuales Chile haya suscrito convenios para evitar la doble tributación, no podrá exceder del equivalente al 35% de la Renta Neta de Fuente Extranjera de Países con Convenio de dicho ejercicio. Para estos efectos, la Renta Neta de Fuente Extranjera señalada de cada ejercicio se determinará como el resultado consolidado de utilidad o pérdida de fuente extranjera de países con Convenio, afecta a impuestos en Chile, obtenida por el contribuyente, deducidos los gastos necesarios para producirlo, en la proporción que corresponda, más la totalidad de los créditos por los impuestos extranjeros de dichos países, calculada de la forma establecida en este artículo.

2.- Tratándose de ganancias de capital, dividendos y retiros de utilidades sociales, según proceda, se considerará también el impuesto a la renta pagado por la renta de la sociedad o empresa en el exterior y, en el caso de la explotación de una agencia o establecimiento permanente, el impuesto que grave la remesa.

También dará derecho a crédito el impuesto a la renta pagado por una o más sociedades en la parte de las utilidades que repartan a la empresa que remesa dichas utilidades a Chile, siempre que todas estén domiciliadas en el mismo país y la segunda posea directa o indirectamente el 10% o más del capital de las sociedades subsidiarias señaladas.

Para los efectos del cálculo de que trata este número, respecto del impuesto de la sociedad o empresa extranjera, imputable a las ganancias de capital, dividendos o retiros de utilidades sociales, se presumirá que el impuesto pagado al otro Estado por las respectivas rentas es aquel que según la naturaleza de la renta corresponde aplicar en ese Estado y esté vigente al momento de la remesa, distribución o pago.

3.- Crédito en el caso de servicios personales. 

Los contribuyentes que, sin perder el domicilio o la residencia en Chile, perciban rentas extranjeras clasificadas en los números 1º o 2º del artículo 42, podrán imputar como crédito al impuesto único establecido en el artículo 43 o al impuesto global complementario a que se refiere el artículo 52, los impuestos a la renta pagados o retenidos por las mismas rentas obtenidas por actividades realizadas en el país en el cual obtuvieron los ingresos.

En todo caso el crédito no podrá exceder del 35% de una cantidad tal que, al restarle dicho porcentaje, la cantidad resultante sea el monto neto de la renta percibida respecto de la cual se calcula el crédito. Si el impuesto pagado o retenido en el extranjero es inferior a dicho crédito, corresponderá deducir la cantidad menor. En todo caso, una suma igual al crédito por impuestos externos se agregará a la renta extranjera declarada.

Los contribuyentes que obtengan rentas señaladas en el número 1º del artículo 42 deberán efectuar anualmente una reliquidación del impuesto, actualizando el impuesto que se determine y los pagados o retenidos, según la variación experimentada por el índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el último día del mes anterior al de la determinación, pago o retención y el último día del mes anterior a la fecha de cierre del ejercicio. El exceso por doble tributación que resulte de la comparación de los impuestos pagados o retenidos en Chile y el de la reliquidación, rebajado el crédito, deberá imputarse a otros impuestos anuales o devolverse al contribuyente por el Servicio de Tesorerías de acuerdo con las normas del artículo 97. Igual derecho a imputación y a devolución tendrán los contribuyentes afectos al impuesto global complementario que tengan rentas sujetas a doble tributación.

En la determinación del crédito que se autoriza en este número, será aplicable lo dispuesto en los números 1, 3, 4, 5, 6 y 7 de la letra D del artículo 41 A.

Artículo 41 D.- A las sociedades anónimas abiertas y las sociedades anónimas cerradas que acuerden en sus estatutos someterse a las normas que rigen a éstas, que se constituyan en Chile y de acuerdo a las leyes chilenas con capital extranjero que se mantenga en todo momento de propiedad plena, posesión y tenencia de socios o accionistas que cumplan los requisitos indicados en el número 2, sólo les será aplicable lo dispuesto en este artículo en reemplazo de las demás disposiciones de esta ley, salvo aquellas que obliguen a retener impuestos que afecten a terceros o a proporcionar información a autoridades públicas, respecto del aporte y retiro del capital y de los ingresos o ganancias que obtengan de las actividades que realicen en el extranjero, así como de los gastos y desembolsos que deban efectuar en el desarrollo de ellas. El mismo tratamiento se aplicará a los accionistas de dichas sociedades domiciliados o residentes en el extranjero por las remesas y distribuciones de utilidades o dividendos que obtengan de éstas y por las devoluciones parciales o totales de capital provenientes del exterior, así como por el mayor valor que obtengan en la enajenación de las acciones en las sociedades acogidas a este artículo, con excepción de la parte proporcional que corresponda a las inversiones en Chile, en el total del patrimonio de la sociedad. Para los efectos de esta ley, las citadas sociedades no se considerarán domiciliadas en Chile, por lo que tributarán en el país sólo por las rentas de fuente chilena.

Las referidas sociedades y sus socios o accionistas deberán cumplir con las siguientes obligaciones y requisitos, mientras la sociedad se encuentre acogida a este artículo:

1.-
Tener por objeto exclusivo la realización de inversiones en el país y en el exterior, conforme a las normas del presente artículo.

2.-
Los accionistas de la sociedad y los socios o accionistas de aquellos, que sean personas jurídicas y que tengan el 10% o más de participación en el capital o en las utilidades de los primeros, no deberán estar domiciliados ni ser residentes en Chile, ni en países o en territorios que sean considerados como paraísos fiscales o regímenes fiscales preferenciales nocivos por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico. Mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, que podrá modificarse cuantas veces sea necesario a petición de parte o de oficio, se determinará la lista de países que se encuentran en esta situación. Para estos efectos, sólo se considerarán en esta lista los Estados o territorios respectivos que estén incluidos en la lista de países que establece periódicamente la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico, como paraísos fiscales o regímenes fiscales preferenciales nocivos. En todo caso, no será aplicable lo anterior si al momento de constituirse la sociedad en Chile y ya efectuados los correspondientes aportes, los accionistas de la sociedad y los socios o accionistas de aquellos, si son personas jurídicas, no se encontraban domiciliados o residentes en un país o territorio que, con posterioridad a tales hechos, quede comprendido en la lista a que se refiere este número. Igual criterio se aplicará respecto de las inversiones que se efectúen en el exterior en relación al momento y al monto efectivamente invertido a esa fecha.

Sin perjuicio de la restricción anterior, podrán adquirir acciones de las sociedades acogidas a este artículo las personas domiciliadas o residentes en Chile, siempre que en su conjunto no posean o participen directa o indirectamente del 75% o más del capital o de las utilidades de ellas. A estas personas se aplicarán las mismas normas que esta ley dispone para los accionistas de sociedades anónimas constituidas fuera del país, incluyendo el impuesto a la renta a las ganancias de capital que se determinen en la enajenación de las acciones de la sociedad acogida a este artículo.

3.- El capital aportado por el inversionista extranjero deberá tener su fuente de origen en el exterior y deberá efectuarse en moneda extranjera de libre convertibilidad a través de alguno de los mecanismos que la legislación chilena establece para el ingreso de capitales desde el exterior. Igual tratamiento tendrán las utilidades que se originen del referido capital aportado. Asimismo, la devolución de estos capitales deberá efectuarse en moneda extranjera de libre convertibilidad, sujetándose a las normas cambiarias vigentes a esa fecha.

No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el capital podrá ser enterado en acciones, como también en derechos sociales, pero de sociedades domiciliadas en el extranjero de propiedad de personas sin domicilio ni residencia en Chile, valorados todos ellos a su precio bursátil o de libros, según corresponda, o de adquisición en ausencia del primero.

En todo caso, la sociedad podrá endeudarse, pero los créditos obtenidos en el extranjero no podrán exceder en ningún momento la suma del capital aportado por los inversionistas extranjeros y de tres veces a la aportada por los inversionistas domiciliados o residentes en Chile. En el evento que la participación en el capital del inversionista domiciliado o residente en el extranjero aumente o bien que el capital disminuya por devoluciones del mismo, la sociedad deberá, dentro del plazo de sesenta días contado desde la ocurrencia de estos hechos, ajustarse a la nueva relación deuda-capital señalada.

En todo caso, los créditos a que se refiere este número estarán afectos a las normas generales de la ley de Timbres y Estampillas y sus intereses al impuesto establecido en el artículo 59, número 1, de esta ley.

4.- La sociedad deberá llevar contabilidad completa en moneda extranjera o moneda nacional si opta por ello, e inscribirse en un registro especial a cargo del Servicio de Impuestos Internos, en reemplazo de lo dispuesto en el artículo 68 del Código Tributario, debiendo informar periódicamente, mediante declaración jurada a este organismo, el cumplimiento de las condiciones señaladas en los números 1, 2, 3, 5 y 6 de este artículo, así como cada ingreso de capital al país y las inversiones o cualquier otra operación o remesa al exterior que efectúe, en la forma, plazo y condiciones que dicho Servicio establezca.

La entrega de información incompleta o falsa en la declaración jurada a que se refiere este número será sancionada con una multa de hasta el 10% del monto de las inversiones efectuadas por esta sociedad. En todo caso, dicha multa no podrá ser inferior al equivalente a 40 unidades tributarias anuales, la que se sujetará para su aplicación al procedimiento establecido en el artículo 165 del Código Tributario.

5.- No obstante su objeto único, las sociedades acogidas a este artículo podrán prestar servicios remunerados a las sociedades y empresas indicadas en el número siguiente, relacionados con las actividades de estas últimas, como también invertir en sociedades anónimas constituidas en Chile. Éstas deberán atribuir las rentas establecidas en el número 2 del artículo 58, con derecho al crédito referido en el artículo 63, conforme a lo dispuesto en el artículo 14, y deberán practicar, cuando corresponda, la retención que establece el número 8 del artículo 74. A los accionistas domiciliados o residentes en Chile a que se refiere el número 2, párrafo segundo, de este artículo, que perciban rentas originadas en las utilidades señaladas, se les aplicarán respecto de ellas las mismas normas que la ley dispone para los accionistas de sociedades anónimas constituidas fuera del país, y además, con derecho a un crédito con la tasa de impuesto del artículo 58, número 2, y, cuando sea el caso, de la retención del número 8 del artículo 74, aplicado en la forma dispuesta en los números 2, 3 y 4 de la letra A del artículo 41 A de esta ley.

Las sociedades acogidas a este artículo que invirtieron en sociedades constituidas en Chile deberán atribuir sus utilidades comenzando por las más antiguas, registrando en forma separada las que provengan de sociedades constituidas en Chile de aquellas obtenidas en el exterior. Para los efectos de calcular el crédito recuperable a que se refiere la parte final del párrafo anterior, la sociedad deberá considerar que las utilidades que se atribuyen, afectadas por el impuesto referido, corresponden a todos sus accionistas en proporción a la propiedad existente de los accionistas residentes o domiciliados en Chile y los no residentes ni domiciliados en el país.

Las sociedades acogidas a este artículo deberán informar al contribuyente y al Servicio de Impuestos Internos el monto de la cantidad atribuida con derecho a los créditos que proceda deducir.

6.- Las inversiones que constituyen su objeto social se deberán efectuar mediante aporte social o accionario, o en otros títulos que sean convertibles en acciones, de acuerdo con las normas establecidas en el artículo 87 de la ley Nº 18.046, en empresas constituidas y formalmente establecidas en el extranjero, en un país o territorio que no sea de aquellos señalados en el número 2 de este artículo, para la realización de actividades empresariales. En caso que las actividades empresariales referidas no sean efectuadas en el exterior directamente por las empresas mencionadas, sino por filiales o coligadas de aquellas o a través de una secuencia de filiales o coligadas, las empresas que generen las rentas respectivas deberán cumplir en todo caso con las exigencias de este número.

7.- El mayor valor que se obtenga en la enajenación de las acciones representativas de la inversión en una sociedad acogida a las disposiciones de este artículo no estará afecto a los impuestos de esta ley, con las excepciones señaladas en los párrafos primero y segundo del número 2. Sin embargo, la enajenación total o parcial de dichas acciones a personas naturales o jurídicas domiciliadas o residentes en alguno de los países o territorios indicados en el número 2 de este artículo o a filiales o coligadas directas o indirectas de las mismas, producirá el efecto de que, tanto la sociedad como todos sus accionistas quedarán sujetos al régimen tributario general establecido en esta ley, especialmente en lo referente a los dividendos, distribuciones de utilidades, remesas o devoluciones de capital que ocurran a contar de la fecha de la enajenación.

8.- A las sociedades acogidas a las normas establecidas en el presente artículo no les serán aplicables las disposiciones sobre secreto y reserva bancario establecido en el artículo 154 de la ley General de Bancos. Cualquier información relacionada con esta materia deberá ser proporcionada a través del Servicio de Impuestos Internos, en la forma en la que se determine mediante un reglamento dictado por el Ministerio de Hacienda.

9.- El incumplimiento de cualquiera de los requisitos establecidos en este artículo determinará la aplicación plena de los impuestos de la presente ley a contar de las rentas del año calendario en que ocurra la contravención.”.

26) En el inciso segundo del artículo 41 E, sustitúyense las expresiones “a un país o territorio de aquellos incluidos en la lista a que se refiere el número 2, del artículo 41 D,” por la expresión “al extranjero”.

27) Agréganse, a continuación del artículo 41 E, los siguientes artículos 41 F, 41 G y 41 H:

“Artículo 41 F.- Los intereses, comisiones, remuneraciones por servicios y gastos financieros y cualquier otro recargo convencional, incluyendo los que correspondan a reembolsos, recargos de gastos incurridos por el acreedor o entidad relacionada en beneficio directo o indirecto de otras empresas relacionadas en el exterior que afecten los resultados del contribuyente domiciliado, residente o constituido en el país, en virtud de los préstamos, instrumentos de deuda y otros contratos u operaciones a que se refiere este artículo, y que correspondan al exceso de endeudamiento determinado al cierre del ejercicio, se gravarán con un impuesto único de tasa 35%, de acuerdo a las siguientes reglas:

1. Este impuesto gravará a los contribuyentes domiciliados, residentes, constituidos o establecidos en Chile, por los conceptos señalados precedentemente que correspondan al exceso de endeudamiento y que se hayan pagado, abonado en cuenta o puesto a disposición durante el ejercicio respectivo.

2. Este impuesto se declarará y pagará anualmente en la forma y plazo que establecen los artículos 65, número 1, y 69, respecto de los intereses y demás partidas del inciso primero pagados, abonados en cuenta o puestos a disposición durante el ejercicio respectivo en beneficio de entidades relacionadas constituidas, domiciliadas, residentes o establecidas en el extranjero. 

3. Para que exista el exceso a que se refiere este artículo, el endeudamiento total del contribuyente con entidades constituidas, domiciliadas, residentes o establecidas en el extranjero, relacionadas o no con aquel, debe ser superior a tres veces su patrimonio al término del ejercicio respectivo. 

También se considerará que existe dicho exceso cuando la suma total de las partidas a que se refiere el inciso primero, pagadas, abonadas en cuenta o puestas a disposición durante el ejercicio de que se trate, excedan del 50% de la renta líquida imponible del contribuyente antes de deducir tales partidas que correspondan a operaciones, contratos o transacciones con partes relacionadas. En este último caso, para los efectos de determinar el exceso, se llevarán a cabo los siguientes ajustes a la renta líquida imponible: se agregará el cargo por depreciación acelerada y se deducirá la cuota anual de depreciación que hubiese correspondido de no aplicarse el régimen de depreciación acelerada. Se agregará también la diferencia, de existir, que se produzca entre la deducción de los gastos a que se refiere el número 9 del artículo 31, amortizados en un plazo inferior a seis años y la proporción que hubiese correspondido deducir por la amortización de dichos gastos en partes iguales, en el plazo de seis años. Se agregará la pérdida de arrastre que corresponda de conformidad al artículo 31, número 3.

Se aplicará en primer lugar lo dispuesto en el párrafo primero de este número, de modo que la regla del párrafo segundo sólo tendrá aplicación cuando no se haya determinado un exceso de endeudamiento conforme a la anterior.

4. Para los fines de este artículo, por patrimonio se entenderá el capital propio determinado al 1 de enero del ejercicio respectivo, o a la fecha de la iniciación de actividades, según corresponda, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 41. Se agregará, considerando proporcionalmente su permanencia en el período respectivo, el valor de los aportes efectuados dentro del ejercicio y los haberes que la empresa o establecimiento permanente tenga a favor de sus socios, accionistas o titular del establecimiento, que no generen intereses u otras partidas del inciso primero. Se deducirá, considerando proporcionalmente aquella parte del período en que tales cantidades no hayan permanecido en el patrimonio, el valor de los retiros o distribuciones del ejercicio respectivo.  

5. Se deducirá del patrimonio el valor de aquel aporte que directa o indirectamente haya sido financiado con deudas, créditos o pasivos a que se refiere el número 6 siguiente con partes directa o indirectamente relacionadas, salvo que se encuentren pagados en el ejercicio respectivo, a menos que el pago se haya efectuado o financiado directa o indirectamente con ese mismo tipo de deudas, créditos o pasivos. 

6. Por endeudamiento total anual se considerará el valor de los créditos y pasivos señalados en las letras a), b), c), d) y h) del N° 1 del artículo 59, que la empresa registre durante el ejercicio, a su valor promedio por los meses de permanencia en el mismo, más los intereses y demás partidas del inciso primero devengados en estas mismas deudas que no se hubieren pagado, abonado en cuenta o puestos a disposición y que a su vez devenguen intereses u otra de las partidas señaladas a favor del acreedor. Igualmente, formará parte del endeudamiento total anual el valor de los créditos o pasivos contratados con partes domiciliadas, residentes, constituidas o establecidas en Chile. 

Se incluirán también las deudas o pasivos de un establecimiento permanente en el exterior de la empresa domiciliada, residente o constituida en Chile. El impuesto se aplicará sobre aquellas partidas del inciso primero que correspondan al establecimiento permanente, aplicando en lo que corresponda las reglas de este artículo.

7. En el caso de fusiones, divisiones, disoluciones o cualquier otro acto jurídico u operación que implique el traspaso o la novación de deudas, éstas se considerarán en el cálculo de exceso de endeudamiento de la empresa a la cual se traspasó o asumió la deuda, a contar de la fecha en que ocurra dicha circunstancia. También se considerarán deudas relacionadas aquellos instrumentos financieros colocados y adquiridos por empresas independientes y que posteriormente son adquiridos o traspasados a empresas relacionadas con el deudor.

8. Se entenderá que el beneficiario de las partidas a que se refiere el inciso primero se encuentra relacionado con el pagador o deudor de las sumas respectivas cuando: aquél se encuentre constituido, domiciliado o residente en algunos de los territorios o jurisdicciones que formen parte de la lista a que se refiere el artículo 41 D, salvo cuando a la fecha del otorgamiento del crédito, el acreedor no se encontraba constituido, domiciliado o residente en un país o territorio que, con posterioridad, quede comprendido en dicha lista; el beneficiario se encuentre domiciliado, residente, constituido o establecido en un territorio o jurisdicción que quede comprendido en algunos de los supuestos que establece el artículo 41 H; el acreedor o deudor pertenezcan al mismo grupo empresarial, o directa o indirectamente posean o participen en 10% o más del capital o de las utilidades del otro o cuando se encuentren bajo un socio o accionista común que directa o indirectamente posea o participe en un 10% o más del capital o de las utilidades de uno u otro.

9. Se entenderá por deuda relacionada aquel financiamiento otorgado con garantía directa o indirecta de terceros, salvo que se trate de terceros no relacionados con el deudor que presten el servicio de garantía a cambio de una remuneración normal de mercado considerando para tales efectos lo dispuesto por el artículo 41 E. Sin embargo, se entenderá por deuda relacionada el financiamiento señalado en este número cuando el tercero no relacionado haya celebrado algún acuerdo u obtenido los fondos necesarios para garantizar el financiamiento otorgado al deudor con alguna entidad relacionada con este último. 

10. Respecto de las operaciones a que se refiere este artículo, el deudor deberá presentar una declaración sobre las deudas, sus garantías y si entre los beneficiarios finales de los intereses y demás partidas se encuentran personas relacionadas, todo ello en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución. Si el deudor se negare a formular dicha declaración o si la presentada fuera incompleta o falsa, se entenderá que existe relación entre el perceptor del interés y demás partidas y el deudor.

11. Cuando se haya aplicado lo dispuesto en el párrafo primero del número 3, la base imponible del impuesto que establece este artículo será el monto que resulte de aplicar a la suma de los intereses y demás partidas a que se refiere el inciso primero con entidades relacionadas en el extranjero, la proporción que se obtenga de dividir las deudas o pasivos de la empresa menos 3 veces el patrimonio por el total de dichas deudas y pasivos. En caso que resulte un exceso de endeudamiento por aplicación del párrafo segundo del número 3, la base imponible estará constituida por aquella parte de los intereses y demás partidas a que se refiere el inciso primero con entidades relacionadas en el extranjero o entidades locales cuando corresponda, que exceda del porcentaje señalado sobre la renta líquida imponible ajustada de acuerdo al mismo número 3. 

12. Se dará de crédito al impuesto resultante la retención total o proporcional, según corresponda, de Impuesto Adicional que se hubiese declarado y pagado por los intereses y demás partidas del inciso primero que se afecten con este tributo.

13. El impuesto resultante será de cargo de la empresa deudora, la cual podrá deducirlo como gasto, de acuerdo con las normas del artículo 31.

14. Con todo, no se aplicará el impuesto que establece este artículo cuando el contribuyente demuestre a requerimiento del Servicio, que el financiamiento obtenido y los servicios recibidos corresponden al financiamiento de uno o más proyectos en Chile, otorgados mayoritariamente por entidades no relacionadas con el deudor, en que para los efectos de garantizar el pago de la deuda o los servicios prestados o por razones legales, financieras o económicas, las entidades prestamistas o prestadoras de servicios hayan exigido constituir entidades de propiedad común con el deudor o sus entidades relacionadas, o se garantice la deuda otorgada o el pago de los servicios prestados por terceros no relacionados, con las acciones o derechos de propiedad sobre la entidad deudora o con los frutos que tales títulos o derechos produzcan, todo lo anterior siempre que los intereses y las demás cantidades a que se refiere el inciso primero, así como las garantías señaladas, se hayan pactado a sus valores normales de mercado, para cuyos efectos se aplicará lo dispuesto en el artículo 41 E.

15. La entrega maliciosa de información incompleta o falsa en la declaración jurada a que se refiere éste artículo, que implique la no aplicación de lo dispuesto en los párrafos precedentes, se sancionará en la forma prevista en el inciso primero del artículo 97, N° 4, del Código Tributario.

16. La norma de control que establece este artículo no se aplicará cuando el deudor sea un banco, compañía de seguros, cooperativa de ahorro y crédito, emisores de tarjetas de crédito, agentes administradores de mutuos hipotecarios endosables, cajas de compensación de asignación familiar y las demás entidades de crédito autorizadas por ley o una caja, sujetas, según corresponda, a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros y,o a la Superintendencia de Seguridad Social.

Artículo 41 G.- No obstante lo dispuesto en el artículo 12 y en los artículos precedentes de este Párrafo, los contribuyentes o patrimonio de afectación con domicilio, residencia o constituidos en Chile, que directa o indirectamente controlen entidades sin domicilio ni residencia en el país, deberán considerar como devengadas o percibidas las rentas pasivas percibidas o devengadas por dichas entidades controladas, conforme a las reglas del presente artículo.

A.- Entidades controladas sin domicilio ni residencia en Chile.

Para los efectos de este artículo, se entenderá por entidades controladas sin domicilio o residencia en Chile, aquellas que, cualquiera sea su naturaleza, posean personalidad jurídica propia o no, tales como sociedades, fondos, comunidades, patrimonios o trusts, constituidas, domiciliadas, establecidas, formalizadas o residentes en el extranjero, que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:

1) Para efectos de los impuestos de la presente ley, las rentas de la entidad controlada, no deban computarse en Chile de conformidad al artículo 41 B, N°1.

2) Sean controladas por contribuyentes constituidos, domiciliados o residentes en Chile. Se entenderá que la entidad es controlada por tales contribuyentes cuando al cierre del ejercicio respectivo o en cualquier momento durante los doce meses precedentes, éstos, por sí solos o en conjunto con personas relacionadas en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, posean directa o indirectamente, respecto de la entidad de que se trate, el 50% o más de:

i) El capital, o

ii)
Del derecho a las utilidades, o 

iii)
De los derechos a voto.

También se considerarán entidades controladas, cuando los contribuyentes constituidos, domiciliados o residentes en Chile, directa o indirectamente, por sí o a través de las referidas personas relacionadas, puedan elegir o hacer elegir a la mayoría de los directores o administradores de las entidades en el exterior o posean facultades para modificar los estatutos, cambiar o remover directores o administradores.

Salvo prueba en contrario, se presumirá que se trata de una entidad controlada para los fines de este artículo, cualquiera sea el porcentaje de participación en el capital, las utilidades o el derecho a voto que tenga directa o indirectamente el contribuyente constituido, domiciliado o residente en Chile, cuando aquélla se encuentre constituida, domiciliada o residente en un país o territorio de baja o nula tributación.

Del mismo modo, se presume que se trata de una entidad controlada cuando el contribuyente constituido, domiciliado o residente en Chile tenga, directa o indirectamente, una opción de compra o adquisición de una participación o derecho en dicha entidad, en los términos de los literales i), ii) o iii) anteriores.

B.- País  o territorio de baja o nula tributación.

Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se entenderá como un país o territorio de baja o nula tributación aquéllos a que se refiere el artículo 41 H. 

C.- Rentas pasivas.

Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se considerarán rentas pasivas las siguientes:

1. Dividendos, retiros, repartos y cualquier otra forma de distribución, o devengo de utilidades. No obstante, no se considerará renta pasiva la distribución, reparto o devengo de utilidades que una entidad controlada sin domicilio ni residencia en Chile haya obtenido desde otra entidad no domiciliada ni residente en el país que, a su vez, sea controlada por la primera, cuando esta última no tenga como giro o actividad principal la obtención de rentas pasivas.

2. Intereses y demás rentas a que se refiere el artículo 20, número 2, de esta ley, salvo que la entidad controlada no domiciliada que las genera sea una entidad bancaria o financiera regulada como tal por las autoridades del país respectivo y no se encuentre constituida, establecida, domiciliada o residente en una jurisdicción o territorio de aquellos a que se refieren los artículos 41 D, número 2, y 41 H. 

3. Rentas derivadas de la cesión del uso, goce o explotación de marcas, patentes, fórmulas, programas computacionales y otras prestaciones similares, sea que consistan en regalías o cualquier otra forma de remuneración.

4. Ganancias de capital o mayores valores provenientes de la enajenación de bienes o derechos que generen rentas de las indicadas en los números precedentes.

5. Las rentas provenientes del arrendamiento o cesión temporal de bienes inmuebles, salvo que la entidad controlada tenga por giro o actividad principal la explotación de inmuebles situados en el país donde se encuentre constituida, domiciliada o residente.

6. Las ganancias de capital provenientes de la enajenación de inmuebles, salvo que éstos hubieran sido utilizados en el desarrollo de una actividad empresarial generadora de rentas distintas de aquellas calificadas como pasivas de acuerdo a este artículo.

7. Las rentas provenientes de la cesión de derechos sobre las facultades de usar o disfrutar cualquiera de los bienes o derechos generadores de las rentas consideradas pasivas de acuerdo con los números precedentes.

8. Las rentas que las entidades controladas no domiciliadas ni residentes en Chile obtengan como consecuencia de operaciones realizadas con contribuyentes constituidos, domiciliados o residentes en Chile, siempre que: a) sean partes relacionadas en los términos del artículo 41 E; b) tales rentas constituyan gasto deducible para los contribuyentes constituidos, domiciliados o residentes en el país para la determinación de sus impuestos a la renta en Chile, o deban formar parte de valores sujetos a depreciación o amortización en Chile, según proceda, y c) dichas rentas no sean de fuente chilena, o siendo de fuente chilena, estén sujetas a una tasa de impuesto en Chile menor al 35%.

Si las rentas pasivas a que se refiere este artículo representan el 80% o más del total de los ingresos de la entidad controlada constituida, domiciliada o residente en el extranjero, el total de los ingresos de ésta serán considerados como rentas pasivas para los efectos de este artículo.

Se presumirá, salvo prueba en contrario, que: (i) Todas las rentas obtenidas por una entidad controlada constituida, domiciliada, establecida o residente en un territorio o jurisdicción a que se refiere el artículo 41 H, son rentas pasivas. (ii) Una entidad controlada domiciliada, constituida, establecida o residente en un país o territorio de baja o nula imposición, genera en el ejercicio a lo menos una renta neta pasiva igual al resultado de multiplicar la tasa de interés promedio que cobren las empresas del sistema financiero del referido país o territorio por el valor de adquisición de la participación o el valor de participación patrimonial, el que resulte mayor, que corresponda a la participación, directa o indirecta, de los propietarios constituidos, domiciliados, establecidos o residentes en Chile. En caso que el país o territorio publique oficialmente la tasa de interés promedio de las empresas de su sistema financiero, se utilizará dicha tasa. En caso que no pueda determinarse la tasa indicada, se utilizará la tasa promedio que establezca anualmente el Ministerio de Hacienda mediante decreto supremo.

D.- Forma de reconocer en Chile las rentas percibidas o devengadas de conformidad a este artículo. 

Las rentas pasivas percibidas o devengadas por las entidades controladas, se considerarán a su vez percibidas o devengadas por sus propietarios constituidos, domiciliados o residentes en Chile, al cierre del ejercicio respectivo, conforme a las siguientes reglas:

1. Las rentas pasivas se considerarán percibidas o devengadas por los propietarios domiciliados o residentes en Chile, en proporción a la participación, directa o indirecta, que ellos tengan en la entidad controlada, considerando para tales efectos las reglas establecidas en el artículo 14. Para los efectos de determinar dicha proporción, el Servicio podrá ejercer las facultades que le confiere el referido artículo.
2. Para determinar el monto de las rentas pasivas que debe computarse en Chile, se aplicarán las normas de esta ley sobre determinación de la base imponible de primera categoría, y se agregará a la renta líquida imponible de la empresa al término del ejercicio, salvo que el resultado arroje una pérdida, caso en el cual no se reconocerá en el país.
3. Cuando los gastos deducibles incidan en la generación de las rentas pasivas y de otras rentas, la deducción se efectuará en la misma proporción que tales rentas pasivas representen en los ingresos totales de la entidad controlada.
4. El resultado de las rentas pasivas extranjeras se determinará en la moneda del país en que se encuentre radicada la entidad respectiva y se convertirá, cuando corresponda, a moneda nacional de acuerdo con el tipo de cambio establecido en el número 1 de la letra D del artículo 41 A, vigente al término del ejercicio en Chile.
5. Los contribuyentes deberán aplicar el artículo 21 a las entidades controladas que tengan en el exterior.
6. Los contribuyentes constituidos, domiciliados o residentes en Chile a que se refiere este artículo no deberán considerar como devengadas las rentas pasivas percibidas o devengadas en el ejercicio por entidades controladas en el exterior, cuando no excedan de 2.400 unidades de fomento en total al término del ejercicio respectivo.

E.- Crédito por impuestos pagados o adeudados en el exterior por rentas pasivas.

Los contribuyentes constituidos, domiciliados o residentes en Chile que deban computar en el país rentas de conformidad a este artículo, tendrán derecho al crédito por los impuestos a la renta pagados o adeudados en el extranjero que correspondan a las rentas pasivas señaladas, de conformidad a las disposiciones de los artículos 41 A, letra B, inciso segundo, y 41 C, según corresponda.

F.- Dividendos que corresponden a rentas pasivas.

Los dividendos retiros, repartos y cualquier otra forma de distribución de utilidades, beneficios o ganancias que las entidades controladas distribuyan a los contribuyentes con domicilio o residencia en Chile, no estarán gravados en el país con el impuesto a la renta cuando correspondan a las rentas netas pasivas que hubiesen tributado previamente de conformidad al presente artículo. En estos casos, deberá estarse a lo dispuesto en los artículos 41 A, letra B, inciso segundo, y 41 C, según corresponda.

Para estos efectos, se considerará que los dividendos y otras formas de distribución de utilidades, beneficios o ganancias distribuidas corresponden a las rentas netas pasivas en la misma proporción que dichas rentas representan en el total de las rentas netas de la entidad controlada. La misma regla se aplicará para la determinación de la distribución de utilidades que la entidad que distribuye hubiese recibido a su vez de otras entidades controladas, y así sucesivamente.

G.- Obligaciones de registro e información.

Los contribuyentes constituidos, domiciliados o residentes en el país deberán mantener un registro detallado y actualizado de las rentas pasivas que se hayan computado en el país de acuerdo a este artículo, de los dividendos u otra forma de participación en las utilidades, beneficios o ganancias provenientes de entidades controladas, así como del o los impuestos pagados o adeudados respecto de estas rentas en el exterior, entre otros antecedentes.

El Servicio, mediante resolución, fijará la información que debe anotarse en el citado registro, pudiendo requerir al contribuyente, en la forma y plazo que éste establezca mediante resolución una o más declaraciones con la información que determine para los efectos de aplicar y fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo. La no presentación de esta declaración, o su presentación errónea, incompleta o extemporánea, se sancionará con una multa de 10 a 50 unidades tributarias anuales. Con todo, dicha multa no podrá exceder del límite mayor entre el equivalente al 15% del capital propio del contribuyente determinado conforme al artículo 41 o el 5% de su capital efectivo. La aplicación de dicha multa se someterá al procedimiento establecido en el número 1° del artículo 165 del Código Tributario. Si la declaración presentada conforme a este número fuere maliciosamente falsa, se sancionará conforme a lo dispuesto en el párrafo primero del número 4° del artículo 97 del Código Tributario. El contribuyente podrá solicitar al Director Regional respectivo, o al Director de Grandes Contribuyentes, según corresponda, por una vez, prórroga de hasta tres meses del plazo para la presentación de la citada declaración. La prórroga concedida ampliará, en los mismos términos, el plazo de fiscalización a que se refiere la letra a) del artículo 59 del Código Tributario.

Artículo 41 H. Para los efectos de esta ley, se considerará que un territorio o jurisdicción tiene un régimen fiscal preferencial cuando se cumpla alguno de los siguientes requisitos:

a) Su tasa de tributación efectiva sobre los ingresos de fuente extranjera sea inferior al 50% de la tasa del inciso primero del artículo 58. Para la determinación de la tasa efectiva se considerarán las exenciones o rebajas otorgadas sobre el ingreso respectivo, los costos o gastos efectivos o presuntos que rebajen tales ingresos y los créditos o rebajas al impuesto extranjero determinado, todos ellos otorgados o concedidos por el respectivo territorio o jurisdicción. La tributación efectiva será la que resulte de dividir el impuesto extranjero neto determinado por la utilidad neta ajustada de acuerdo a lo dispuesto anteriormente. 

b) No hayan celebrado con Chile un convenio que permita el intercambio de información para fines tributarios o el celebrado no se encuentre vigente.

c) Los territorios o jurisdicciones cuya legislación carezca de reglas que faculten a la administración tributaria respectiva para fiscalizar los precios de transferencia, que de manera sustancial se ajusten a las recomendaciones de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, o de la Organización de Naciones Unidas.

d) Aquellos cuyas legislaciones contienen limitaciones que prohíben a sus respectivas administraciones tributarias la solicitud de información a sus administrados y,o la disposición y entrega de esa información a terceros países.

e) Aquellos cuyas legislaciones sean consideradas como regímenes preferenciales para fines tributarios por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, o por la Organización de Naciones Unidas.

f) Aquellos que gravan exclusivamente las rentas generadas, producidas o cuya fuente se encuentre en sus propios territorios.”.

28) En el inciso segundo del numero 1° del artículo 42, elimínase la expresión: “que no hayan estado acogidos a las normas que se establecen en la letra A.- del artículo 57 bis,”.

29) Elimínase el número 5 del artículo 42 bis.

30) En el número 1 del artículo 43, reemplázanse las expresiones “Sobre la parte que exceda de 120 y no sobrepase las 150 unidades tributarias mensuales, 35,5%; y,” y “Sobre la parte que exceda de 150 unidades tributarias mensuales, 40%.” por la siguiente expresión: “Sobre la parte que exceda de 120 unidades tributarias mensuales, 35%.”.
31) En el inciso cuarto del artículo 47, a continuación de las palabras “penúltimo del”, agrégase la expresión “número 3 del”.
32) En el artículo 52 reemplázanse las expresiones “Sobre la parte que exceda de 120 y no sobrepase las 150 unidades tributarias anuales, 35,5%; y,” y “Sobre la parte que exceda de 150 unidades tributarias anuales, 40%.” por la siguiente expresión: “Sobre la parte que exceda de 120 unidades tributarias anuales, 35%.”.

33) Agrégase el siguiente artículo 52 bis:

“Artículo 52° bis.- El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los senadores y los diputados, que obtengan mensualmente rentas del artículo 42, número 1 de la presente ley, provenientes de dicha función, y que superen el equivalente a 150 unidades tributarias mensuales, se gravarán con el Impuesto Único de Segunda Categoría aplicando al efecto las escalas de tasas que se indica en la letra a) siguiente, en reemplazo de la contenida en el artículo 43, número 1. Para estos efectos se considerará el valor de la unidad tributaria del mes respectivo.

Las autoridades a que se refiere el inciso anterior que obtengan rentas provenientes de las funciones señaladas y deban gravarse respecto de ellas con el Impuesto Global Complementario, cuando superen el equivalente a 150 unidades tributarias anuales, se gravarán con dicho tributo, aplicando al efecto la escala de tasas que se indica en la letra b) siguiente, en reemplazo de la contenida en el artículo 52 de la presente ley. Para estos efectos se considerará el valor de la unidad tributaria anual del último mes del año comercial respectivo.

Para la aplicación del Impuesto Global Complementario de los contribuyentes a que se refiere el inciso primero, cuando deban incluir otras rentas distintas de las señaladas anteriormente en su declaración anual de impuesto, se aplicará el referido tributo sobre el conjunto de ellas de acuerdo a las reglas generales sobre la materia, y considerando la escala de tasas señalada en el inciso anterior. No obstante ello, cuando la suma de las otras rentas, no señaladas en este artículo, exceda de la suma de 150 unidades tributarias anuales, se dará de crédito contra el impuesto que resulte de aplicar la escala mencionada al conjunto de rentas, la cantidad que resulte de multiplicar el referido exceso por una tasa de 5%.

a) Las rentas del artículo 42, número 1, que obtengan mensualmente quedarán gravadas de la siguiente manera: 

1.- Rentas mensuales a que se refiere el N° 1 del artículo 42, a las cuales se aplicará la siguiente escala de tasas: 

Sobre la parte que exceda de 13,5 y no sobrepase las 30 unidades tributarias mensuales, 4%.
Sobre la parte que exceda de 30 y no sobrepase las 50 unidades tributarias mensuales, 8%.
Sobre la parte que exceda de 50 y no sobrepase las 70 unidades tributarias mensuales, 13,5%.
Sobre la parte que exceda de 70 y no sobrepase las 90 unidades tributarias mensuales, 23%.
Sobre la parte que exceda de 90 y no sobrepase las 120 unidades tributarias mensuales, 30,4%.
Sobre la parte que exceda de 120 y no sobrepase las 150 unidades tributarias mensuales, 35%.
Sobre la parte que exceda de 150 unidades tributarias mensuales, 40%.

b) Las rentas gravadas con el impuesto global complementario quedarán gravadas de la siguiente manera: 

Las rentas que no excedan de 13,5 unidades tributarias anuales, estarán exentas de este impuesto. 

Sobre la parte que exceda de 13,5 y no sobrepase las 30 unidades tributarias anuales, 4%.
Sobre la parte que exceda de 30 y no sobrepase las 50 unidades tributarias anuales, 8%.
Sobre la parte que exceda de 50 y no sobrepase las 70 unidades tributarias anuales, 13,5%.
Sobre la parte que exceda de 70 y no sobrepase las 90 unidades tributarias anuales, 23%.
Sobre la parte que exceda de 90 y no sobrepase las 120 unidades tributarias anuales, 30,4%.
Sobre la parte que exceda de 120 y no sobrepase las 150 unidades tributarias anuales, 35%.
Sobre la parte que exceda las 150 unidades tributarias anuales, 40%.”. 

34) Sustitúyese el número 1° del artículo 54 por el siguiente:

“1°.- Las cantidades percibidas o retiradas por el contribuyente que correspondan a las rentas imponibles determinadas de acuerdo con las normas de las categorías anteriores. 

Las rentas o cantidades atribuidas por la empresa, comunidad, o sociedad respectiva, y las rentas o cantidades retiradas, o distribuidas por las mismas, según corresponda, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 14, 14 ter; 17, número 7, y 38 bis de esta ley.

Las cantidades a que se refieren los literales i) al iv) del inciso tercero del artículo 21, en la forma y oportunidad que dicha norma establece, gravándose con el impuesto de este título el que se aplicará incrementado en un monto equivalente al 10% sobre la citadas partidas.

Se incluirán también las rentas o cantidades percibidas de empresas o sociedades constituidas en el extranjero y aquellas que resulten de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 41 G, las rentas presuntas determinadas según las normas de esta ley y las rentas establecidas con arreglo a lo dispuesto en los artículos 70 y 71. En el caso de comunidades, el total de sus rentas presuntas se atribuirán en la forma dispuesta en el número 2 de la letra B) del artículo 14.

Las rentas del artículo 20, número 2, y las rentas referidas en el número 8 del artículo 17, obtenidas por personas que no estén obligadas a declarar según contabilidad, podrán compensarse rebajando las pérdidas de los beneficios que se hayan derivado de este mismo tipo de inversiones en el año calendario.

Tratándose de las rentas referidas en el número 8 del artículo 17, éstas se incluirán cuando se hayan percibido o devengado.

Se incluirán también todas las demás rentas que se encuentren afectas al impuesto de este título, y que no estén señaladas de manera expresa en el presente número o los siguientes.”.

35) Incorpórase el siguiente artículo 54 bis:

“Artículo 54 bis. Los intereses provenientes de depósitos a plazo y cuentas de ahorro, así como los demás instrumentos que se determine mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, emitido por las entidades sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de la Superintendencia de Valores y Seguros, de la Superintendencia de Seguridad Social y de la Superintendencia de Pensiones, que se encuentren facultadas para ofrecer al público tales productos financieros, extendidos a nombre del contribuyente, en forma unipersonal y nominativa, no se considerarán percibidos para los efectos de gravarlos con el impuesto global complementario, en tanto no sean retirados por el contribuyente y permanezcan ahorrados en instrumentos del mismo tipo emitidos por la misma institución. 

Para gozar del beneficio referido, los contribuyentes deberán expresar a la entidad respectiva su voluntad en tal sentido al momento de efectuar tales inversiones.

El monto total destinado anualmente al ahorro en el conjunto de los instrumentos acogidos a lo dispuesto en este artículo, no podrá exceder del equivalente a 100 unidades tributarias anuales. 

Si el contribuyente hubiere efectuado en el mismo ejercicio inversiones acogidas a lo dispuesto en el artículo 57 bis, éstas deberán considerarse para el cómputo del límite señalado en el inciso anterior, sumándose antes del ahorro acogido al presente artículo. 

Para estos efectos, cada monto destinado al ahorro se considerará a su valor en unidades tributarias anuales, según el valor de ésta en el mes en que se efectúe. El monto total de las inversiones efectuadas en el ejercicio acogidas a lo dispuesto en el artículo 57 bis, reajustadas en la forma establecida en dicha disposición, se considerará en unidades tributarias anuales según el valor de ésta al término del ejercicio. 

Los instrumentos a que se refiere este artículo no podrán someterse a ninguna otra disposición de esta ley que establezca un beneficio tributario. 

Las instituciones señaladas deberán llevar una cuenta detallada por cada persona acogida al presente artículo y por cada instrumento de ahorro que dicha persona tenga en la respectiva institución. En la cuenta se anotará al menos el monto y fecha de toda cantidad que la persona deposite o invierta, y la fecha y monto de cada giro o retiro efectuado o percibido por la persona, sean éstos de capital, utilidades, intereses u otras, debiendo informar tales antecedentes al Servicio en la forma y plazos que éste determine mediante resolución, así como los demás antecedentes que dicho organismo requiera para los efectos de controlar el cumplimiento de los requisitos de este artículo.

Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, no se considerará percibido el interés con ocasión de la reinversión de tales fondos en las cuentas o depósitos señalados en otras instituciones habilitadas. Para ello, el contribuyente deberá instruir a la respectiva institución en que mantiene su cuenta o depósito, mediante un poder que deberá cumplir las formalidades y contener las menciones mínimas que el Servicio establecerá mediante resolución, para que liquide y transfiera, todo o parte del producto de su inversión, a otro depósito o cuenta de ahorro en la misma institución o en otra.
Las entidades habilitadas a que se refiere este artículo deberán informar al Servicio en la forma y plazos que éste determine, sobre los depósitos recibidos y las cuentas abiertas, que se acojan a este beneficio, los retiros reinvertidos en otros depósitos o cuentas y sobre los retiros efectuados. Además, deberán certificar, a petición del interesado, los intereses percibidos cuando hayan sido efectivamente retirados, ello en la forma y plazo que establezca el Servicio, mediante resolución.

La falta de emisión por parte de la institución habilitada en la oportunidad y forma señalada en el inciso anterior, su emisión incompleta o errónea, la omisión o retardo de la entrega de la información exigida por el Servicio, así como su entrega incompleta o errónea, se sancionará con una multa de una unidad tributaria mensual hasta una unidad tributaria anual por cada incumplimiento, la cual se aplicará de conformidad al procedimiento establecido en el Nº 1 del artículo 165 del Código Tributario.

Para efectos de calcular el impuesto sobre las rentas percibidas conforme a este artículo, se aplicará la tasa del impuesto global complementario que corresponda al ejercicio en que se perciban. Con todo, podrá optar por aplicar una tasa de impuesto global complementario equivalente al promedio de las tasas más altas de dicho impuesto que hayan afectado al contribuyente durante el período en que mantuvo el ahorro, considerando un máximo de seis años comerciales.”.

36) En el inciso quinto del artículo 55 bis, a continuación de las expresiones “penúltimo del”, intercálase la expresión “número 3 del”.

37) En el número 3 del artículo 56:

a) Sustitúyese el párrafo primero por el siguiente: 

“3) La cantidad que resulte de aplicar a las rentas o cantidades que se encuentren incluidas en la renta bruta global, la misma tasa del impuesto de primera categoría con la que se gravaron. También tendrán derecho a este crédito las personas naturales que sean comuneros, socios o accionistas de comunidades o sociedades, por las cantidades atribuidas a éstas en su calidad de comuneros, socias o accionistas de otras comunidades o sociedades, por la parte de dichas cantidades que integren la renta bruta global de las personas aludidas.”.

b) En el párrafo tercero, a continuación de las palabras “primera categoría”, agrégase la expresión “con excepción de la parte en que dicho tributo haya sido cubierto con el crédito por el impuesto territorial pagado,”.

38) Derógase el artículo 57 bis.

39) En el artículo 58:

a) En el número 1, sustitúyese las expresiones “remesen al exterior o sean retiradas”, por “deban atribuir, remesen al exterior o sean retiradas conforme a lo dispuesto en los artículos 14, 14 ter; 17, número 7, y 38 bis”.

b) Sustitúyese el número 2) por el siguiente: 

“2) Las personas que carezcan de domicilio o residencia en el país pagarán este impuesto por la totalidad de las utilidades y demás cantidades que las sociedades anónimas o en comandita por acciones respecto de sus accionistas, constituidas en Chile, les atribuyan o acuerden distribuir a cualquier título, en su calidad de accionistas, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 14, 14 ter; 17, número 7, y 38 bis. Estarán exceptuadas del gravamen establecido en este número las devoluciones de capitales internados al país que se encuentren acogidos a las franquicias del decreto ley N° 600, de 1974, de la ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile y demás disposiciones legales vigentes, pero únicamente hasta el monto del capital efectivamente internado en Chile.”.

c) En el párrafo quinto del número 3), a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, agrégase la siguiente oración: “Con todo, responderá solidariamente sobre las cantidades señaladas, junto con el adquirente de las acciones, la entidad, empresa o sociedad emisora de los activos subyacentes a que se refiere el literal (i) del inciso tercero del artículo 10, o la agencia u otro establecimiento permanente en Chile a que se refiere el literal (ii) de la citada disposición.”.

40) En el artículo 59:

a) En el inciso primero, reemplázase la expresión “a que se refiere el artículo 41 D,”, por la frase “a que se refieren los artículos 41 D y 41 H,”.

b) Elimínase en el número 1 del inciso cuarto, desde el párrafo segundo que comienza con las palabras “La tasa señalada”, hasta el párrafo final que termina con el vocablo “multilaterales”.

c) Elimínase el inciso final.

41) En el artículo 60:

a) En el inciso primero, sustitúyese la expresión “o devenguen”, por las expresiones “, devenguen o se les atribuyan conforme a lo dispuesto en los artículos 14, 14 ter; 17, número 7, y 38 bis,”.

b) En el inciso segundo, suprímese la palabra “extranjeras”.

42) En el artículo 62:

a) En el inciso primero, a continuación de las palabras “penúltimo del”, intercálanse los vocablos “número 3 del”, y agréganse, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “También se sumarán las rentas o cantidades atribuidas por la empresa, comunidad o sociedad respectiva, y las rentas o cantidades retiradas, o distribuidas por las mismas, según corresponda, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 14, 14 ter; 17, número 7, y 38 bis.”.

b) Deróganse los incisos segundo y tercero.

c) Elimínanse, en el inciso séptimo, las expresiones “retiradas de acuerdo al artículo 14 bis y las cantidades”, y agréganse a continuación de la coma que se encuentra después del guarismo “14 ter”, las expresiones “y que se atribuyan de acuerdo a lo establecido en dicha disposición,”.

d) Elimínanse los incisos octavo y noveno.

43) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 63 por el siguiente: 

“De igual crédito gozarán los contribuyentes afectos al impuesto de este Título sobre aquella parte de sus rentas de fuente chilena que se les atribuya en su calidad de comunero, socio o accionista de comunidades o sociedades, por las cantidades que a su vez se hayan atribuido a éstas en su calidad de comuneras, socias o accionistas de otras comunidades o sociedades.”.

44) En el artículo 65:

a)
En el número 1°, suprímese la expresión “con el impuesto único establecido en el inciso tercero del número 8° del artículo 17º”; y agrégase, a continuación de la palabra “devengadas”, el vocablo “atribuidas”, precedida de una coma.

b)
En el número 3°, a continuación de la palabra “obtenidas”, agrégase la expresión “o que les hayan sido atribuidas”.

c)
Sustitúyese el número 4° por el siguiente: 

“4º.- Los contribuyentes a que se refiere el artículo 60, inciso primero, por las rentas percibidas, devengadas, atribuidas o retiradas, según corresponda, en el año anterior.”.

45) En el artículo 69:

a)
En el encabezado, a continuación de la expresión “obtenidas”, agréganse las palabras “o atribuidas”.
b)
En el número 3 elimínase la expresión “en el Nº 8 del artículo 17, y”, y agrégase, a continuación del guarismo “73°”, la expresión “o 74°”.

46) Incorpórase el siguiente inciso final en el artículo 70:

“Cuando el contribuyente probare el origen de los fondos, pero no acreditare haber cumplido con los impuestos que hubiese correspondido aplicar sobre tales cantidades, los plazos de prescripción establecidos en el artículo 200 del Código Tributario se entenderán aumentados o renovados, según corresponda, por el término de seis meses contados desde la notificación de la citación efectuada en conformidad con el artículo 63 del Código Tributario, para perseguir el cumplimiento de las obligaciones tributarias y de los intereses penales y multas que se derivan de tal incumplimiento.”.

47) En el inciso primero del artículo 71, a continuación de la expresión “derecho,”, intercálase la frase “o de utilidades financieras en exceso de las atribuidas conforme al artículo 14,”; y agréganse, a continuación de las palabras “dichas rentas”, los vocablos “o utilidades”.

48) En el artículo 74:

a) Sustitúyese el número 4° por el siguiente:

“4º.- Los contribuyentes que remesen al exterior, abonen en cuenta, pongan a disposición o paguen rentas o cantidades afectas al impuesto adicional de acuerdo con los artículos 58, 59 y 60, casos en los cuales la retención deberá efectuarse con la tasa de Impuesto Adicional que corresponda. Las rentas que deban atribuirse conforme a los artículos 14, 14 ter; 17, número 7, y 38 bis, a contribuyentes de los artículos 58 y 60 se sujetarán a lo dispuesto en el número 8 siguiente.

El monto de lo retenido provisionalmente se dará de abono al conjunto de los impuestos que declare el contribuyente respecto de las mismas rentas o cantidades afectadas por la retención. 

Igual obligación de retener tendrán los contribuyentes que remesen al exterior, pongan a disposición, abonen en cuenta o paguen a contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, rentas o cantidades provenientes de las operaciones señaladas en las letras a), b), c) y d) del número 8 del artículo 17. La retención se efectuará con una tasa provisional igual a la diferencia entre las tasas de los impuestos adicional y de primera categoría vigentes a la fecha de enajenación, cuando deban gravarse además con este último tributo, sobre el total de las cantidades que se remesen al exterior, paguen, abonen en cuenta o pongan a disposición del contribuyente sin domicilio o residencia en Chile, salvo que pueda determinarse el mayor valor afecto a impuesto, caso en el cual la retención se efectuará con la tasa del 35% sobre dicho mayor valor, montos que en ambos casos se darán de abono al conjunto de los impuestos que declare el contribuyente respecto de las mismas rentas o cantidades afectadas por la retención, sin perjuicio de su derecho de imputar en su declaración anual el remanente que resultare a otros impuestos anuales de esta ley o a solicitar su devolución en la forma prevista en el artículo 97. Si con la retención declarada y pagada se han solucionado íntegramente los impuestos que afectan al contribuyente, este último quedará liberado de presentar la referida declaración anual.

Sin perjuicio de la declaración anual a la que pueda encontrarse obligado, el contribuyente enajenante podrá presentar una solicitud al Servicio con anterioridad al vencimiento del plazo legal para la declaración y pago de la retención, en la forma que éste establezca mediante resolución, con la finalidad de que se determine previamente el mayor valor sobre el cual deberá calcularse el monto de la retención. Dicha solicitud deberá incluir, además de la estimación del mayor valor de la operación, todos los antecedentes que lo justifiquen. El Servicio, a su juicio exclusivo, se pronunciará sobre dicha solicitud en un plazo de treinta días hábiles, contado desde la fecha en que el contribuyente haya puesto a disposición de aquél todos los antecedentes que haya requerido para resolver la solicitud, de lo que se dejará constancia en una certificación emitida por la oficina correspondiente del Servicio. Vencido este plazo sin que se haya pronunciado sobre la solicitud, se entenderá que el Servicio la ha denegado, caso en el cual deberá determinarse el monto de la retención conforme a las reglas de esta ley y del Código Tributario. Cuando el Servicio se haya pronunciado aceptando la solicitud del contribuyente y se hubiere materializado la operación que da origen al impuesto y la obligación de retención, éste deberá declarar y pagar la retención dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde la notificación de la resolución favorable, caso en el cual se entenderá declarada y pagada oportunamente la retención. Vencido este plazo sin que se haya declarado y pagado la retención, se entenderá incumplido el deber de retener que establece este artículo, aplicándose lo dispuesto en esta ley y el Código Tributario. El mayor valor que se haya determinado de acuerdo a lo anterior no podrá ser objeto de fiscalización alguna, salvo que los antecedentes acompañados sean maliciosamente falsos, incompletos o erróneos, caso en el cual podrán, previa citación conforme al artículo 63 del Código Tributario, liquidarse y girarse las diferencias de impuestos que se detecten conforme a las reglas generales, más los reajustes, intereses y multas pertinentes. 

En todo caso, podrá no efectuarse la retención si se acredita, en la forma que establezca el Servicio mediante resolución, que los impuestos de retención o definitivos aplicables a la operación han sido declarados y pagados directamente por el contribuyente de impuesto adicional, o que se trata de cantidades que correspondan a ingresos no constitutivos de renta o rentas exentas de los impuestos respectivos o que de la operación respectiva resultó un menor valor o pérdida para el contribuyente, según corresponda. En estos casos, cuando no se acredite fehacientemente el cumplimiento de alguna de las causales señaladas, y el contribuyente obligado a retener, sea o no sociedad, se encuentre relacionado con el beneficiario o perceptor de tales rentas o cantidades en los términos que establece el artículo 100 de la ley N° 18.045, será responsable del entero de la retención a que se refiere este número, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra del contribuyente sin domicilio o residencia en Chile.

No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, los contribuyentes que remesen, distribuyan, abonen en cuenta, pongan a disposición o paguen rentas o cantidades a contribuyentes sin domicilio o residencia en Chile que sean residentes de países con los que exista un convenio vigente para evitar la doble tributación internacional, tratándose de rentas o cantidades que conforme al mismo sólo deban gravarse en el país del domicilio o residencia, o se les aplique una tasa inferior a la que corresponda de acuerdo a esta ley, podrán no efectuar las retenciones establecidas en este número o efectuarlas con la tasa prevista en el convenio, según sea el caso, cuando el beneficiario de la renta o cantidad les acredite mediante la entrega de un certificado emitido por la autoridad competente del otro Estado Contratante, su residencia en ese país y le declare en la forma que establezca el Servicio mediante resolución, que al momento de esa declaración no tiene en Chile un establecimiento permanente o base fija a la que se deban atribuir tales rentas o cantidades, y sea, cuando el convenio así lo exija, el beneficiario efectivo de dichas rentas o cantidades, o tenga la calidad de residente calificado. Cuando el Servicio establezca en el caso particular que no concurrían los requisitos para aplicar las disposiciones del respectivo convenio en virtud de las cuales no se efectuó retención alguna o la efectuada lo fue por un monto inferior a la que hubiese correspondido de acuerdo a este artículo, y el contribuyente obligado a retener, sea o no sociedad, se encuentre relacionado con el beneficiario o perceptor de tales rentas o cantidades en los términos que establece el artículo 100 de la ley N° 18.045, dicho contribuyente será responsable del entero de la retención que total o parcialmente no se hubiese efectuado, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra de la persona no residente ni domiciliada en Chile.

En el caso de las cantidades señaladas en los literales i) al iv) del inciso tercero del artículo 21, la empresa o sociedad respectiva deberá efectuar una retención anual del 45% sobre dichas sumas, la que se declarará en conformidad a los artículos 65, número 1, y 69.

Tratándose de las enajenaciones a que se refieren los artículos 10, inciso tercero, y 58, número 3, los adquirentes de las acciones, cuotas, derechos y demás títulos efectuarán una retención del 20% o 35%, según corresponda, sobre la renta gravada determinada conforme a la letra b) del número 3) del artículo 58, retención que se declarará en conformidad a los artículos 65, número 1, y 69, o conforme al artículo 79, a elección del contribuyente.”.

b) Agrégase el siguiente número 8°: 
“8°.- Los contribuyentes que determinen rentas o cantidades que deban ser atribuidas conforme a los artículos 14, 14 ter; 17, número 7, y 38 bis, según corresponda, deberán practicar al término de cada año comercial una retención del 10% sobre el total de las rentas que deba atribuir conforme a las normas señaladas en el ejercicio respectivo.

No obstante lo anterior, los contribuyentes que no sean sociedades anónimas abiertas, que al momento en que deban atribuir las rentas o cantidades señaladas sólo tengan propietarios, comuneros, socios o accionistas que sean personas naturales domiciliados o residentes en el país, no deberán efectuar esta retención.

Con todo, la tasa de retención señalada en este artículo se efectuará con una tasa equivalente a la diferencia entre la tasa de 35%, y la tasa de crédito por impuesto de primera categoría a que tengan derecho las rentas o cantidades que deban ser atribuidas a contribuyentes no domiciliados ni residentes en el país.

Lo anterior, sin perjuicio del derecho del retenedor a recuperar o provisionar los montos retenidos o que deba retener con cargo a los dividendos, retiros, remesas o distribuciones efectivas efectuadas a los accionistas.”.

49) En el artículo 79, agrégase a continuación de la expresión “No obstante,”, la siguiente expresión: “la retención a que se refiere el número 8 del artículo 74,”.

50) En el artículo 82, a continuación de la expresión “remesen”, intercálanse, precedidas de una coma, las palabras “se atribuyan”.

51) En el inciso primero del artículo 84:

a) En el párrafo primero de la letra a), suprímense las expresiones “letra a), inciso décimo de la letra b) e inciso final de la letra d),” y las expresiones “por los contribuyentes del artículo 34, número 2º, y 34 bis, número 1º,”.

b) En la letra e), sustitúyese la expresión “Nº 2 del artículo 34 bis”, por “artículo 34”.

c) Elimínanse las letras f) y g).

d) En la letra i), reemplázanse las expresiones “a los artículos 14 ter y 14 quáter” por la expresión “al artículo 14 ter”.

e) En la letra i), agréganse los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:

“Los contribuyentes cuyos propietarios, comuneros, socios o accionistas sean exclusivamente personas naturales con domicilio o residencia en Chile, que se encuentren acogidos a lo dispuesto en el artículo 14 ter, podrán optar por aplicar como tasa de pago provisional la que resulte de sumar la tasa efectiva del impuesto global complementario que haya afectado a cada uno de los propietarios, comuneros, socios o accionistas multiplicada por la proporción de la renta líquida imponible que se haya atribuido a cada uno de éstos, todo ello dividido por los ingresos brutos obtenidos por la empresa. Para estos efectos, se considerará la tasa efectiva, renta líquida imponible e ingresos brutos correspondientes al año comercial inmediatamente anterior.

La tasa que se determine conforme a este párrafo, se aplicará a los ingresos brutos del mes en que deba presentarse la declaración de renta correspondiente al ejercicio comercial anterior y hasta los ingresos brutos del mes anterior a aquel en que deba presentarse la próxima declaración de renta.”.

52) En el artículo 91:

a) En el inciso primero, elimínanse las expresiones “o de aquel en que se efectúen los retiros y distribuciones, tratándose de los contribuyentes del artículo 14 bis, sujetos a la obligación de dicho pago provisional”;

b) En el inciso segundo, sustitúyense las expresiones “las letras e) y f)”, por la expresión “la letra e)”.

53) En el artículo 93, intercálase el siguiente número 3°, nuevo:

“3°.- La retención que establece el número 8 del artículo 74.”.

54) En el artículo 94, agrégase el siguiente número 3°, pasando los actuales números 3° y 4°, a ser números 4° y 5°:

“3°.- La retención que establece el número 8 del artículo 74.”.

55) En el artículo 97:

a) En el inciso quinto, sustitúyense las oraciones “No obstante, quienes opten por el envío del cheque por correo a su domicilio deberán solicitarlo al Servicio de Tesorerías. En caso que el contribuyente no tenga alguna de las cuentas indicadas, dicha devolución se hará mediante cheque nominativo enviado por correo a su domicilio.”, por la oración “Cuando el contribuyente no tenga alguna de las cuentas referidas o el Servicio de Tesorerías carezca de información sobre aquellas, la devolución podrá efectuarse mediante la puesta a disposición del contribuyente de las sumas respectivas mediante vale vista bancario o llevarse a cabo a través de un pago directo por caja en un banco o institución financiera habilitados al efecto.”.

b) Agrégase el siguiente inciso final:

“El Servicio dispondrá de un plazo de doce meses, contados desde la fecha de la solicitud, para resolver la devolución del saldo a favor del contribuyente cuyo fundamento sea la absorción de utilidades conforme a lo dispuesto en el artículo 31, número 3. Con todo, el Servicio podrá revisar las respectivas devoluciones de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 59 y 200 del Código Tributario.”.  

56) Sustitúyese el artículo 107 por el siguiente: 

“Artículo 107.- No obstante lo dispuesto en el artículo 17, número 8, no constituirá renta el mayor valor obtenido en la enajenación de acciones emitidas por sociedades anónimas abiertas constituidas en Chile con presencia bursátil, bajo las siguientes condiciones:

a) La enajenación deberá ser efectuada en: i) una bolsa de valores del país autorizada por la Superintendencia de Valores y Seguros, o ii) en un proceso de oferta pública de adquisición de acciones regida por el Título XXV de la ley Nº 18.045 o iii) en el aporte de valores acogido a lo dispuesto en el artículo 109.
b) Las acciones deberán haber sido adquiridas en: i) una bolsa de valores del país autorizada por la Superintendencia de Valores y Seguros, o ii) en un proceso de oferta pública de adquisición de acciones regida por el Título XXV de la ley Nº 18.045, o iii) en una colocación de acciones de primera emisión, con motivo de la constitución de la sociedad o de un aumento de capital posterior, o iv) con ocasión del canje de valores de oferta pública convertibles en acciones, o v) en un rescate de valores acogido a lo dispuesto en el artículo 109.
c) En el caso previsto en el literal iii) de la letra b) anterior, si las acciones se hubieren adquirido antes de su colocación en bolsa, el mayor valor no constitutivo de renta será el que se produzca por sobre el valor superior entre el de dicha colocación o el valor de libros que la acción tuviera el día antes de su colocación en bolsa, quedando en consecuencia afecto a los impuestos de esta ley, en la forma dispuesta en el artículo 17, número 8, el mayor valor que resulte de comparar el valor de adquisición inicial, debidamente reajustado en la forma dispuesta en dicho artículo, con el valor señalado precedentemente. Para determinar el valor de libros, se considerará el valor del capital propio tributario de la sociedad determinado conforme al número 1 del artículo 41, a la fecha de su colocación en bolsa, en la proporción que representa el capital suscrito y pagado por las referidas acciones, sobre el total del capital suscrito y pagado en la empresa.

En el caso previsto en el literal iv) de la letra b) anterior, se considerará como precio de adquisición de las acciones el precio asignado en el canje.

d) También se aplicará lo dispuesto en este artículo cuando la enajenación se efectúe dentro de los noventa días siguientes a aquél en que el título o valor hubiere perdido presencia bursátil. En este caso el mayor valor obtenido no constituirá renta sólo hasta el equivalente al precio promedio que el título o valor hubiere tenido en los últimos noventa días en que tuvo presencia bursátil. El exceso sobre dicho valor se gravará con los impuestos de primera categoría, global complementario o adicional, según corresponda. Para que proceda lo anterior, el contribuyente deberá acreditar, cuando el Servicio de Impuestos Internos así lo requiera, con un certificado de una bolsa de valores, tanto la fecha de la pérdida de presencia bursátil de la acción, como el valor promedio señalado.

e) Las pérdidas obtenidas en la enajenación, en bolsa o fuera de ella, de los valores a que se refiere este artículo, solamente serán deducibles de los ingresos no constitutivos de renta del contribuyente.”.

57) Derógase el artículo 108.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios:

1. En el artículo 2°:

a) En el número 1°, elimínase la expresión “de propiedad de una empresa constructora construidos totalmente por ella o que en parte hayan sido construidos por un tercero para ella,”.

b) En el número 3° agrégase, a continuación de la palabra “muebles”, la expresión “e inmuebles”, y suprímese el texto que sigue al primer punto seguido hasta el punto siguiente, inclusive. 

2. En el inciso tercero del artículo 3°, intercálase, luego de la palabra “exclusivo”, la oración siguiente frase “, para lo cual podrá considerar, entre otras circunstancias, el volumen de ventas y servicios o ingresos registrados, por los vendedores y prestadores de servicios y,o los adquirentes y beneficiarios o personas que deban soportar el recargo o inclusión”.

3. En el artículo 8°:

a) En la letra b) agréganse, a continuación de la palabra “muebles”, los vocablos “e inmuebles”.

b) En la letra c):

i. En el párrafo primero agréganse, a continuación de la palabra “muebles”, los vocablos “e inmuebles”; y reemplázase el punto aparte por un punto y coma.

ii. Suprímese el párrafo segundo.

c) En la letra d) agréganse, a continuación de la palabra “muebles”, las tres veces que aparece, los vocablos “e inmuebles”. 

d) En la letra f) agréganse, a continuación de la palabra “muebles”, los vocablos “e inmuebles”.

e) Suprímese la letra k).

f) En la letra l), reemplácese el texto que antecede al punto seguido, por el siguiente: “Las promesas de venta y los contratos de arriendo con opción de compra que recaigan sobre bienes corporales inmuebles realizadas por un vendedor”.

g) Reemplázase la letra m) por la siguiente: 

“m) La venta de bienes corporales muebles e inmuebles que formen parte del activo inmovilizado de la empresa, siempre que, por estar sujeto a las normas de este título, el contribuyente haya tenido derecho a crédito fiscal por su adquisición, importación, fabricación o construcción.

No obstante lo dispuesto en el párrafo precedente, no se considerará, para los efectos del presente artículo, la venta de bienes corporales muebles que formen parte del activo inmovilizado de la empresa, efectuada después de transcurrido un plazo de treinta y seis meses contado desde su adquisición, importación, fabricación o término de construcción, según proceda, siempre que dicha venta haya sido efectuada por o a un contribuyente acogido a lo dispuesto en el artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, a la fecha de dicha venta. Si la venta se lleva a cabo antes del vencimiento del plazo señalado, y no se soportó el impuesto al valor agregado en la adquisición, la base imponible de dicho tributo será la diferencia entre el precio de compra y el de venta. Para estos efectos deberá reajustarse el valor de adquisición del bien mueble de acuerdo con el porcentaje de variación que experimente el índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al de la adquisición y el mes anterior a la fecha de la venta.”.

4. En la letra c) del artículo 9° incorpóranse, a continuación de la palabra “mercaderías”, los vocablos “e inmuebles”.

5. En el artículo 16:

a) En la letra d) del inciso primero agréganse, a continuación de la palabra “muebles”, las tres veces que aparece, los vocablos “e inmuebles”.

b) Reemplázase la letra g) del inciso primero por la siguiente:

“g) En el caso de venta de bienes inmuebles usados, en cuya adquisición no se haya soportado impuesto al valor agregado, realizada por un vendedor habitual, la base imponible será la diferencia entre los precios de venta y compra. Para estos efectos deberá reajustarse el valor de adquisición del inmueble de acuerdo con el porcentaje de variación que experimente el índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al de la adquisición y el mes anterior a la fecha de la venta.”.

6. En el artículo 18: 

a) En el inciso primero, a continuación de la palabra “muebles”, agréganse los vocablos “o inmuebles”, y a continuación del término “mueble”, agrégase la dicción “o inmueble”. 

b) Agrégase como inciso final el siguiente: 

“En estos casos, y en los del artículo 19º, se aplicará lo establecido en los incisos segundo y siguientes del artículo 17°”.

7. En el artículo 19°, a continuación de la expresión “muebles”, las dos veces que aparece, agréganse los vocablos “o inmuebles”.

8. En el número 4 del artículo 23 agrégase, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Tampoco darán derecho a crédito los gastos incurridos en supermercados y comercios similares que no cumplan con los requisitos que establece el inciso primero del artículo 31 de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.

9. En el artículo 42, reemplázase su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 42.- Sin perjuicio del impuesto establecido en el Título II de esta ley, las ventas o importaciones, sean estas últimas habituales o no, de las especies que se señalan en este artículo, pagarán un impuesto adicional con la tasa que en cada caso se indica, que se aplicará sobre la misma base imponible que la del impuesto al valor agregado:

a) Bebidas analcohólicas naturales o artificiales,  energizantes o hipertónicas, jarabes y en general cualquier otro producto que las sustituya o que sirva para preparar bebidas similares, y aguas minerales o termales a las cuales se les haya adicionado colorante, sabor o edulcorantes, tasa del 13%. 

En el caso que las especies señaladas en esta letra presenten la composición nutricional de elevado contenido de azúcares a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.606, la que para estos efectos se considerará existente cuando tengan más de 15 gramos (g) por cada 240 mililitros (ml) o porción equivalente, la tasa será del 18%.  

b) Licores, piscos, whisky, aguardientes y destilados, incluyendo los vinos licorosos o aromatizados similares al vermouth; vinos destinados al consumo, comprendidos los vinos gasificados, los espumosos o champaña, los generosos o asoleados, chichas y sidras destinadas al consumo, cualquiera que sea su envase, cervezas y otras bebidas alcohólicas, cualquiera que sea su tipo, calidad o denominación, tasa del 18%, más un 0,5% extra por cada grado alcohólico (Gay Lussac a 20° C).”.

10. Incorpórase el siguiente artículo 46, nuevo:

“Artículo 46.- Sin perjuicio del impuesto establecido en el Título II de esta ley, los vehículos diseñados o adaptados para poder emplear petróleo diesel, pagarán un impuesto adicional expresado en unidades tributarias mensuales, conforme a la siguiente fórmula: 

Impuesto (en UTM) = 540/rendimiento urbano (en Km/lt)

El rendimiento urbano a que se refiere la fórmula precedente se determinará por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a partir de la información constatada en el proceso de homologación vehicular,  o de otro procedimiento según determine el Ministerio referido cuando no le es aplicable dicho procedimiento según la normativa vigente, y será lo que resulte del cálculo de las emisiones de hidrocarburos (HC), monóxido de carbono (CO) y dióxido de carbono (CO2), medidos y reportados según el ciclo de ensayo que se establezca en un reglamento dictado al efecto por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 

El impuesto establecido en este artículo no se aplicará tratándose de vehículos motorizados destinados al transporte de pasajeros, con capacidad de más de 10 asientos, incluido el del conductor, ni respecto de camiones, camionetas y furgones de más de 2.000 kilos de capacidad de carga útil, ni a furgones cerrados de menor capacidad. 

Tampoco se aplicará este impuesto a los tractores, carretillas automóviles, vehículos casa rodante autopropulsados, vehículos para transporte fuera de carretera, coches celulares, coches ambulancias, coches mortuorios, coches blindados para el transporte y en general vehículos especiales clasificados en la partida 87.03 del Arancel Aduanero. Asimismo, no se aplicará en los casos señalados en el inciso séptimo del artículo 43 bis. 
El impuesto a que se refiere el presente artículo será pagado en el Servicio de Tesorería, según el valor de la unidad tributaria mensual vigente a la fecha del pago. No se procederá a la inscripción del vehículo respectivo en el Registro de Vehículos Motorizados del Servicio de Registro Civil e Identificación sin que previamente se acredite el pago del impuesto antes dicho.

Los contribuyentes afectos al impuesto al valor agregado tendrán derecho a deducir de su débito fiscal determinado de conformidad a las normas del artículo 20 y siguientes, en calidad de crédito fiscal, una suma equivalente al impuesto pagado de conformidad a este artículo, en la adquisición de camionetas nuevas de menos de 2.000 kilos de capacidad de carga útil que empleen petróleo diésel y siempre que pasen a formar parte del activo inmovilizado del contribuyente. Para impetrar este beneficio, el contribuyente deberá contar con el comprobante de pago de este impuesto, el que deberá hacer referencia al número de inscripción de la camioneta de que se trate, así como a los demás antecedentes para su correcta singularización. El Servicio de Impuestos Internos establecerá la forma y condiciones en que podrá hacerse efectivo este crédito y verificará su correcta aplicación. En el caso que el contribuyente enajene la o las camionetas a que se refiere este inciso, dentro del plazo de treinta y seis meses contados desde su adquisición, deberá devolver la cantidad correspondiente a la deducción efectuada conforme a esta disposición.

Si de la aplicación de la norma contemplada en el inciso precedente resultare un remanente de crédito en favor del contribuyente, éste podrá imputarse a cualquier otro impuesto fiscal, incluso de retención o de recargo que deba pagar por el mismo período tributario, a darle el carácter de pago provisional mensual de la ley de la renta, o a que le sea devuelto por el Servicio de Tesorería, en la forma que lo dispone el artículo 3º del presente decreto ley.

Para los efectos de su imputación, devolución y sanciones, el precitado crédito se considerará como un impuesto sujeto a retención o recargo, siéndole aplicables las normas que correspondan tanto de este decreto ley como del Código Tributario.”.

Artículo 3°.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 4° del decreto ley N° 828, de 1974, que establece normas para el cultivo, elaboración, comercialización e impuestos que afectan al tabaco, el guarismo “0,000128803” por “0,000143959”.

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 21 del decreto ley N° 910, de 1975: 

1. En el inciso primero, reemplázase el guarismo “4.500” por “2.000” y el guarismo “225” y la expresión “doscientas venticinco” por “100”.

2. En el inciso sexto, reemplázase el guarismo “4.500” por “2.000”. 

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.475, de 1980, que establece la ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas:

1. En el número 3 del artículo 1°, reemplázanse los siguientes guarismos:

a. “0,033” por “0,066”.

b. “0,4” por “0,8”.

c. “0,166” por “0,332”.

2. En el artículo 2°, reemplázanse los siguientes guarismos:

a. “0,166” por “0,332”

b. “0,033” por “0,066”.

c. “0,4” por “0,8”.

3. En el inciso segundo del artículo 3°, reemplázanse los siguientes guarismos:

a. “0,033” por “0,066”.

b. “0,4” por “0,8”.

Artículo 6°.- Establécese un impuesto anual a beneficio fiscal que gravará las emisiones al aire de material particulado (MP), óxidos de nitrógeno (NOx), dióxido de azufre (SO2) y dióxido de carbono (CO2), producidas por fuentes conformadas por calderas o turbinas, con una potencia térmica mayor o igual a 50 MWt (megavatios térmicos), considerando el límite superior del valor energético del combustible.

 

El impuesto de este artículo afectará a las personas naturales y jurídicas que, a cualquier título, haciendo uso de las fuentes de emisión señaladas precedentemente, generen emisiones de los elementos indicados en el inciso anterior.  Las emisiones se verificarán en el efluente de cada fuente emisora, la que podrá considerar una o más unidades de producción.

 

En el caso de las emisiones al aire de material particulado (MP), óxidos de nitrógeno (NOx) y dióxido de azufre (SO2), el impuesto será equivalente a 0,1 dólares de Estados Unidos de Norteamérica por cada tonelada emitida, o la proporción que corresponda, de dichos contaminantes, aumentado por la cantidad que resulte de la aplicación de la siguiente fórmula:
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Los factores de emisión – concentración (FEC) para cada contaminante y los costos sociales de contaminación (CSC) asociados, serán determinados por el Ministerio del Medio Ambiente, conforme a la metodología que establezca el reglamento que para tal efecto dictará el mismo ministerio y que será suscrito además por los ministros de Salud y de Hacienda. Para tal efecto, los costos sociales de contaminación considerarán los costos en la salud de la población. 

En el caso de las emisiones de dióxido de carbono, el impuesto será equivalente a 5 dólares de Estados Unidos de Norteamérica por cada tonelada emitida.

El pago de los impuestos deberá efectuarse en la Tesorería General de la República en el mes de abril del año calendario siguiente a la generación de las emisiones, en moneda nacional, de acuerdo al tipo de cambio vigente a la fecha del pago, previo giro efectuado por el Servicio de Impuestos Internos.

El Ministerio del Medio Ambiente determinará las calderas o turbinas que se encuentran en la situación del inciso primero de este artículo.

Para la determinación de los impuestos, la Superintendencia del Medio Ambiente certificará en el mes de marzo de cada año las emisiones efectuadas por cada contribuyente en el año calendario anterior.

Para estos efectos, los contribuyentes que, a cualquier título, hagan uso de las fuentes emisoras a que se refiere este artículo, deberán instalar y certificar un sistema de monitoreo continuo de emisiones de los elementos señalados en el inciso primero. Un reglamento dictado por el Ministerio del Medio Ambiente determinará las características del sistema de monitoreo de las emisiones y los requisitos para su certificación.  La certificación se efectuará mediante resolución fundada de la Superintendencia del Medio Ambiente, organismo que tendrá a su cargo la fiscalización del cumplimiento de las obligaciones que se establecen en el presente artículo. 

Los contribuyentes a que se refiere este artículo deberán presentar trimestralmente  a la Superintendencia del Medioambiente, un reporte del monitoreo continuo de emisiones, conforme a las instrucciones generales que determine el señalado organismo, el que podrá definir los requerimientos mínimos de operación, control de calidad y aseguramiento de los datos del sistema de monitoreo continuo de emisiones, la información adicional, los formatos y medios correspondientes para la entrega de información.

Los contribuyentes que incumplan las obligaciones que se establecen en los dos incisos precedentes serán sancionados con una multa a beneficio fiscal de entre 20 UTM hasta 50 UTM y la clausura del establecimiento o la sección que corresponda hasta por viente días.

El retardo en enterar en Tesorería los impuestos a que se refiere este artículo se sancionará en conformidad a lo dispuesto en el número 11 del artículo 97 del Código Tributario.

La Superintendencia deberá enviar al Servicio de Impuestos Internos un informe con los datos y antecedentes necesarios para que proceda al cálculo del impuesto por cada fuente emisora.

Para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 149 del decreto con fuerza de ley N° 4, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, ley General de Servicios Eléctricos, el impuesto que establece el presente artículo no deberá ser considerado en la determinación del costo marginal instantáneo de energía, cuando éste afecte a la unidad de generación marginal del sistema. No obstante, el costo asociado a dicho impuesto para la unidad de generación marginal, deberá ser pagado por todas las empresas eléctricas que efectúen retiros de energía del sistema, a prorrata de sus retiros, debiendo el Centro de Despacho Económico de Carga (CDEC) respectivo, adoptar todas las medidas pertinentes para realizar la reliquidación correspondiente. El Servicio de Impuestos Internos enviará en el mes de abril de cada año al CDEC respectivo y a la Comisión Nacional de Energía, un informe con el cálculo del impuesto por cada fuente emisora. La Comisión Nacional de Energía, mediante resolución exenta, establecerá las disposiciones de carácter técnico que sean necesarias para la adecuada implementación del mecanismo señalado en este inciso.

Artículo 7°.- A partir del 1 de enero de 2016, derógase el decreto ley N° 600, de 1974, Estatuto de la Inversión Extranjera.

A contar de dicha fecha, el Comité de Inversiones Extranjeras no podrá celebrar nuevos contratos de inversión extranjera sujeto a las reglas del estatuto contenido en el decreto ley N° 600, de 1974.

Los titulares de contratos de inversión ya suscritos con el Comité continuarán rigiéndose por las normas legales vigentes aplicables a sus contratos, incluido lo dispuesto en su Título III sobre el Comité de Inversiones Extranjeras.

Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N°830, de 1974:

1. Incorpórase el siguiente artículo 4° bis, nuevo: 

“Artículo 4° bis.- Las obligaciones tributarias nacerán y se exigirán con arreglo a la naturaleza jurídica de los hechos, actos o negocios realizados, cualquiera que sea la forma o denominación que los interesados le hubieran dado, y prescindiendo de los vicios o defectos que pudieran afectarles.”. 

2. Incorpórase el siguiente artículo 4° ter, nuevo: 

“Artículo 4° ter.- Las leyes tributarias no podrán ser eludidas mediante el abuso de las posibilidades de configuración jurídica. En caso de abuso nacerá la obligación tributaria correspondiente a la configuración jurídica adecuada a los hechos económicos.

Para estos efectos, se entenderá que existe abuso cuando se evite total o parcialmente la realización del hecho gravado, o se disminuya la base imponible o la obligación tributaria, o se postergue o difiera el nacimiento de dicha obligación, mediante actos o negocios, incluyendo fusiones, divisiones, transformaciones y otras formas de reorganización empresarial o de negocios, en los que concurran las siguientes circunstancias copulativas:

a) Que, individualmente considerados o en su conjunto, sean artificiosos o impropios para la consecución del resultado obtenido, y

b) Que de su utilización no resulten efectos jurídicos o económicos relevantes, distintos de los meramente tributarios a que se refiere este inciso, y de los efectos que se hubieran obtenido con los actos o negocios usuales o propios.

El Servicio podrá declarar la existencia del abuso de las formas jurídicas a que se refiere este artículo, conforme a lo dispuesto en el artículo 4° quinquies.

El ejercicio de la facultad a que se refiere el inciso anterior sólo será procedente si el monto de las diferencias de impuestos que conforme a ella puedan determinarse al contribuyente, excede la cantidad equivalente a 250 unidades tributarias mensuales a la fecha de la emisión del informe de fiscalización en que se proponga la aplicación de lo dispuesto en el presente artículo.”.

3. Incorpórase el siguiente artículo 4° quáter, nuevo: 

“Artículo 4° quáter.- En los actos o negocios en los que exista simulación, el hecho gravado con los impuestos será el efectivamente realizado por las partes, con independencia de los actos o negocios simulados.

El Servicio desestimará y no le serán oponibles los actos y negocios jurídicos practicados con la finalidad de disimular la configuración del hecho gravado del impuesto o la naturaleza de los elementos constitutivos de la obligación tributaria, o su verdadero monto o data de nacimiento, con arreglo al artículo siguiente.”. 

4. Incorpórase el siguiente artículo 4° quinquies, nuevo:

“Artículo 4° quinquies.- La existencia del abuso o de la simulación a que se refieren los artículos 4° ter y 4° quáter será declarada administrativamente por el Director del Servicio en la correspondiente liquidación, giro o resolución, previo informe favorable de los subdirectores Jurídico, Normativo y de Fiscalización, conforme a lo dispuesto en los incisos siguientes, sin que dicha calificación produzca otros efectos que los exclusivamente relativos a las materias de tributación fiscal interna que sean, según la ley, de la competencia del Servicio de Impuestos Internos. 

El informe a que se refiere este artículo será emitido por los funcionarios indicados en el inciso precedente, quienes deberán actuar de consuno para estos efectos, a requerimiento de la unidad del Servicio que esté conociendo los antecedentes o efectuando la fiscalización respectiva. La solicitud deberá fundarse en la concurrencia de las circunstancias previstas en los artículos 4° ter y,o 4° quáter, y efectuarse antes de emitirse la liquidación, giro o resolución, según corresponda. 

El plazo para emitir el informe será́ de dos meses contado desde la recepción de la solicitud y el expediente completo por los subdirectores indicados, circunstancia esta última de la cual se deberá dejar constancia en dicho expediente. Este plazo podrá́ ser ampliado fundadamente por dichas autoridades, hasta por un mes.

Transcurrido el plazo a que se refiere el inciso anterior, y la prórroga en su caso, sin que se haya comunicado una decisión, se entenderá denegada la solicitud, reanudándose el cómputo del plazo para efectuar las actuaciones de fiscalización o dictar las resoluciones que correspondan, según las reglas generales. 

Durante el tiempo transcurrido desde que se solicite el informe hasta su emisión, o hasta el vencimiento del término para emitirlo sin que se haya efectuado, se suspenderá el cómputo del plazo para liquidar, girar o resolver. 

El contribuyente siempre tendrá derecho a reclamar conforme a las normas del Libro III de este Código de la liquidación, giro o resolución que se haya practicado o dictado en virtud de la declaración administrativa que constate la existencia de abuso o simulación a que se refiere el inciso primero.

En todos los casos en que, conforme a este artículo, se declare la existencia de abuso o simulación, sus fundamentos de hecho y de derecho deberán constar expresamente en la resolución del Director, acompañada del informe favorable a que se refiere el inciso primero, quedando de ello constancia en la respectiva liquidación, giro o resolución.

Con el informe favorable a que se refiere este artículo, el Servicio determinará los impuestos que correspondan conforme a los antecedentes de que disponga, aplicando además los intereses penales y multas respectivos.”.

5. En el número 6° del artículo 8°, intercálase, a continuación del vocablo “síndicos”, la palabra “liquidadores”, precedida de una coma.

6. Agrégase en el inciso primero del artículo 11, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:

“La solicitud del contribuyente para ser notificado por correo electrónico regirá para todas las notificaciones que en lo sucesivo deba practicarle el Servicio, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final de éste artículo. Asimismo, el Servicio siempre podrá notificar por correo electrónico a los contribuyentes obligados a emitir documentos tributarios en formato distinto del papel, utilizando para estos efectos las mismas direcciones de correo electrónico que el contribuyente use para la emisión de tales documentos o las que hubiere señalado en sus declaraciones de impuesto. Una copia de la notificación y de la actuación se entregará digitalmente al contribuyente o su representante a la dirección de correo electrónico antes indicada. La falta de dirección de correo  electrónico del representante o la no recepción de la notificación por parte de éste último no invalidarán la notificación enviada a la dirección de correo electrónico utilizada o señalada en las declaraciones de impuesto. El Servicio deberá tener y conservar un registro donde conste la no recepción de las notificaciones electrónicas cuando la dirección de correo electrónico utilizada por el contribuyente para emitir documentos o aquella señalada en sus declaraciones de impuestos presente fallas o problemas de recepción. El Servicio, además, mantendrá en su página web y a disposición del contribuyente en su sitio personal, una imagen digital de la notificación y actuación realizadas.”.

7. Agrégase en el artículo 13 el siguiente inciso final, nuevo:

“El Servicio podrá notificar a través de su página web al contribuyente que no concurra o no fuere habido en el domicilio o domicilios declarados, cuando, en un mismo proceso de fiscalización, se hayan efectuado al menos dos intentos de notificación sin resultado, hecho que certificará el ministro de fe correspondiente. Para estos efectos, entre un intento de notificación y otro deben transcurrir al menos quince días corridos. En estos casos, la notificación se hará a través del sitio personal del contribuyente disponible en la página web del Servicio y comprenderá una imagen digital de la notificación y actuación respectivas. El Jefe de oficina dispondrá además, mediante resolución, la publicación de un resumen de la actuación por contribuyente o grupos de ellos. Un extracto de la resolución se publicará en un diario de circulación nacional y en formato de papel, indicando el rol único tributario del contribuyente respectivo, su nombre o razón social, el tipo y folio de actuación realizada, y el folio y fecha de la notificación electrónica. En ningún caso se indicarán valores o partidas revisadas. También se publicará en la página web del Servicio la referida resolución o un extracto de ella cuando comprenda a grupos de contribuyentes.”.
8. En el artículo 17:

a) Reemplazase el inciso cuarto por el siguiente: 

“El Director Regional podrá autorizar la sustitución de los libros de contabilidad y,o registros auxiliares por hojas sueltas, escritas a mano o en otra forma, consultando las garantías necesarias para el resguardo de los intereses fiscales. Cuando el contribuyente opte por llevar sus libros contables principales y,o auxiliares en hojas sueltas en base a aplicaciones informáticas o medios electrónicos que permiten la generación impresa de esos documentos, su examen y fiscalización se podrá realizar conforme a lo dispuesto en el artículo 60 bis.”.

b) En el inciso final intercálase, entre las palabras “autorizar” y “que”, la frase “o disponer la obligatoriedad de”.

9. Incorpóranse en el artículo 21 los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos:

“El Servicio podrá llevar, respecto de cada contribuyente, uno o más expedientes electrónicos de las actuaciones que realice y los antecedentes aportados por el contribuyente en los procedimientos de fiscalización. El contribuyente podrá acceder a dicho expediente a través de su sitio personal, disponible en la página web del Servicio, y será utilizado en todos los procedimientos administrativos relacionados con la fiscalización y las actuaciones del Servicio, siendo innecesario exigir nuevamente al contribuyente la presentación de los antecedentes que el expediente electrónico ya contenga. A juicio exclusivo del Servicio, se podrán excluir del expediente electrónico aquellos antecedentes que sean calificados como voluminosos, debiendo siempre contener un resumen o índice que permita identificar las actuaciones realizadas y antecedentes o documentos aportados. El expediente electrónico podrá incluir antecedentes que correspondan a terceros, siempre que sean de carácter público o que no se vulneren los deberes de reserva o secreto establecidos por ley, salvo que dichos terceros o sus representantes expresamente lo hubieren autorizado.

Los funcionarios del Servicio que accedan o utilicen la información contenida en los expedientes electrónicos deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 35 de este Código, la ley sobre Protección de la Vida Privada, así como con las demás leyes que establezcan la reserva o secreto de las actuaciones o antecedentes que obren en los expedientes electrónicos.

Los antecedentes que obren en los expedientes electrónicos podrán acompañarse en juicio en forma digital y otorgárseles valor probatorio conforme a las reglas generales.”.

10.
 En el artículo 35, agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, el Servicio publicará anualmente en su sitio web, información y estadística relativas al universo total de contribuyentes y al cumplimiento de las obligaciones tributarias, de acuerdo a la información existente en sus bases de datos hasta el año anterior. La publicación incluirá información sobre el total de utilidades declaradas, ingresos brutos declarados, ingresos afectos a impuesto a la renta, retiros efectivos, remesas o distribución de utilidades, gastos aceptados y rechazados, así como monto de las devoluciones de impuestos efectuadas. La publicación a que se refiere este inciso no podrá contener información que permita identificar a uno o más contribuyentes en particular. El Servicio determinará mediante resolución la forma en que se dará cumplimiento a lo dispuesto en este inciso.”.

11. En el artículo 59: 

a) En el inciso primero, elimínase la palabra “fatal”.

b) En el inciso tercero, agrégase a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: 

“Tampoco se aplicarán estos plazos en los casos a que se refieren los artículos 4° bis, 4° ter, 4° quáter y 4° quinquies, y los artículos 41 G y 41 H de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.

c) Sustitúyese el inciso final por el siguiente: 

“Los Jefes de oficina podrán ordenar la fiscalización de contribuyentes o entidades domiciliadas, residentes o establecidas en Chile, aun si son de otro territorio jurisdiccional, cuando éstas últimas hayan realizado operaciones o transacciones con partes relacionadas que estén siendo actualmente fiscalizadas. El Jefe de oficina que actualmente lleva la fiscalización comunicará la referida orden mediante resolución enviada al Jefe de oficina del territorio jurisdiccional del otro contribuyente o entidad. Dicha comunicación radicará la fiscalización del otro contribuyente o entidad ante el Jefe de oficina que emitió la orden, para todo efecto legal, incluyendo la solicitud de condonaciones. Tanto el reclamo que interponga el contribuyente inicialmente fiscalizado como el que interponga el contribuyente o entidad del otro territorio jurisdiccional, deberá siempre presentarse y tramitarse ante el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al territorio jurisdiccional del Jefe de oficina que emitió la orden de fiscalización referida en este inciso. Para efectos de establecer si existe relación entre el contribuyente o entidad inicialmente sujeto a fiscalización y aquellos contribuyentes o entidades del otro territorio jurisdiccional, se estará a las normas del artículo 41 E de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.

12. En el artículo 59 bis agrégase, a continuación de la coma que sigue al guarismo “18.320”, la frase “un requerimiento de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 59”.

13. En el artículo 60: 

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 60.- Con el objeto de verificar la exactitud de las declaraciones o de obtener información, el Servicio podrá examinar los inventarios, balances, libros de contabilidad, o sistemas tecnológicos que los sustituyan en conformidad al inciso final del artículo 17, y documentos del contribuyente, en todo lo que se relacione con los elementos que deban servir de base para la determinación del impuesto o con otros puntos que figuren o debieran figurar en la declaración. Con iguales fines podrá el Servicio examinar los libros y documentos, o sistemas tecnológicos que los sustituyan, de las personas obligadas a retener un impuesto. Sin perjuicio de lo anterior, para establecer si procede iniciar una fiscalización en los términos que establece el artículo 59, el Servicio podrá requerir a los contribuyentes toda la información y documentación referida al correcto cumplimiento tributario. El requerimiento podrá realizarse telefónicamente o por la vía más expedita posible, sin perjuicio de notificar, conforme a las reglas generales, la petición de antecedentes al contribuyente o su representante, indicando las materias consultadas y el plazo otorgado para aportar la información requerida, el que no podrá exceder de un mes contado desde el envío de la notificación electrónica. En caso de deficiencias, el contribuyente podrá subsanarlas dentro de este procedimiento, sin que sea aplicable el inciso segundo del número 11 del artículo 97 de este Código. Conforme lo establecido en el inciso tercero del artículo 21 de este Código, el Servicio dispondrá la creación de un expediente electrónico que contendrá el ámbito de la información requerida, aquella aportada por el contribuyente y una indicación del resultado obtenido. La falta de respuesta solamente se considerará como un antecedente adicional en el proceso de selección de contribuyentes para fiscalización. El Director, mediante resolución, fijará el procedimiento para el ejercicio de esta facultad.”.

b) Incorpórase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente: 

“El Servicio también podrá requerir a los contribuyentes la información que estime necesaria para la realización de estudios sobre recaudación de los impuestos, el comportamiento tributario de determinados sectores económicos, como asimismo, realizar encuestas con el fin de diseñar, implementar o mejorar las medidas que disponga para facilitar el cumplimiento tributario y sus procedimientos de fiscalización y aplicación de los impuestos. El Servicio deberá velar porque los requerimientos de información impongan a los contribuyentes los menores costos de cumplimiento posibles, privilegiando el uso de las tecnologías de la información por sobre otros medios.”.

c) Intercálase en el inciso quinto, que pasa a ser sexto, luego del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En los casos a que se refiere el inciso final del artículo 17, el Servicio podrá efectuar por medios tecnológicos, el examen de la contabilidad, libros y documentos que el contribuyente lleve por dichos medios.”.

14. Incorpórase el siguiente artículo 60 bis, nuevo:

“Artículo 60 bis.- En el caso de contribuyentes autorizados a sustituir sus libros de contabilidad por hojas sueltas llevadas en forma computacional y en los casos del inciso final del artículo 17, el Servicio podrá realizar los exámenes a que se refiere el artículo anterior accediendo o conectándose directamente a las referidas aplicaciones informáticas, medios electrónicos, o cualquier otro sistema tecnológico, incluyendo los que permiten la generación de libros o registros auxiliares impresos en hojas sueltas. Asimismo, el Servicio podrá ejercer esta facultad con el objeto de verificar, para fines exclusivamente tributarios, el correcto funcionamiento de dichos sistemas tecnológicos, a fin de evitar la manipulación o destrucción de datos necesarios para comprobar la correcta determinación de bases imponibles, rebajas, créditos e impuestos.

Para el ejercicio de la facultad referida en el inciso anterior, el Servicio podrá requerir al contribuyente, su representante o al administrador de dichos sistemas tecnológicos, los perfiles de acceso o privilegios necesarios para acceder o conectarse a ellos. Una vez que acceda o se conecte, el funcionario a cargo de la fiscalización podrá examinar la información, realizar validaciones y ejecutar cualquier otra operación lógica o aritmética necesaria para los fines de la fiscalización.

En caso que el contribuyente, su representante o el administrador de las aplicaciones informáticas o medios electrónicos impida, entrabe o de cualquier modo interfiera en la fiscalización, el Servicio podrá, mediante resolución fundada y con el mérito de los antecedentes que obren en su poder, declarar que la información requerida es sustancial y pertinente para la fiscalización, de suerte que dicha información no será admisible en un posterior procedimiento de reclamo que incida en la misma acción de fiscalización que dio origen al requerimiento, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 132 de este Código. La determinación efectuada por el Servicio podrá impugnarse junto con la reclamación de la citación, liquidación, giro o resolución respectiva. 

Los resultados del procesamiento y fiscalización informáticos constarán en un informe foliado suscrito por los funcionarios que participaron en la acción de fiscalización, el que formará parte del expediente que se abra al efecto. Se entregará al contribuyente un acta detallada donde conste la información accedida o copiada o sistemas fiscalizados computacionalmente. La información copiada será desechada al término de la revisión, sin perjuicio que en el expediente se incluirá un resumen de la información procesada. Se comunicará al contribuyente la circunstancia de haberse desechado la información electrónica en el plazo que se establezca en la resolución referida en el inciso siguiente. El resultado de estas actividades de fiscalización informática se notificará sólo en forma de citación, liquidación, giro o resolución, según proceda. 

El Director, mediante resolución, fijará el procedimiento, la forma y los plazos para el ejercicio de esta facultad. Serán aplicables las normas del artículo 35 a los funcionarios que participen en las actuaciones que se realicen en el ejercicio de la facultad otorgada en este artículo, incluidos los funcionarios que accedan, reciban, procesen y administren la información recopilada o copiada. Para estos efectos, el jefe de oficina ordenará identificar a los funcionarios en los respectivos expedientes, quienes deberán suscribirlos mediante firma e individualizar las actividades informáticas realizadas.”. 

15. Incorpórase el siguiente artículo 60 ter, nuevo:

“Artículo 60 ter.- El Servicio podrá autorizar o exigir la utilización de sistemas tecnológicos de información que permitan el debido control tributario de ciertos sectores de contribuyentes o actividades tales como juegos y apuestas electrónicas, comercio digital de todo tipo, aplicaciones y servicios digitales, las que podrán llevar, a juicio del Servicio, una identificación digital en papel o en medios electrónicos, según proceda. Para estos efectos, el Ministerio de Hacienda, mediante norma general contenida en un decreto supremo, establecerá el tipo de actividades o sectores de contribuyentes sujetos a la exigencia de implementar y utilizar los referidos sistemas, lo que en ningún caso podrá afectar el normal desarrollo de las operaciones del contribuyente. El Servicio, a su juicio exclusivo y de manera individualizada, establecerá mediante resolución fundada los contribuyentes sujetos a estas exigencias y las especificaciones tecnológicas respectivas. Para tales efectos, el Servicio deberá notificar al contribuyente sobre el inicio de un procedimiento destinado a exigir la utilización de sistemas de control informático con al menos dos meses de anticipación a la notificación de la citada resolución. Los contribuyentes dispondrán del plazo de seis meses contados desde la notificación de la resolución para implementar y utilizar el sistema respectivo. El Servicio podrá, a petición del contribuyente, prorrogar el plazo hasta por seis meses más en casos calificados. En ningún caso se ejercerá esta facultad respecto de los  contribuyentes a que se refieren los artículos 18 ter y 22 de la ley sobre Impuesto a la Renta. El incumplimiento de la obligación de utilizar estos sistemas o impedir o entrabar la revisión de su correcto uso será sancionado de conformidad al artículo 97, número 6, de este Código.”.

16. Incorpórese el siguiente artículo 60 quáter, nuevo:

“Artículo 60 quáter.- El Director Regional podrá ordenar el diseño y ejecución de cualquier tipo de actividad o técnica de auditoría de entre aquellas generalmente aceptadas, sin afectar el normal desarrollo de las operaciones del contribuyente. En el ejercicio de esta facultad el Servicio podrá, en especial, realizar actividades de muestreo y puntos fijos. 

El Servicio podrá utilizar los resultados obtenidos para efectuar las actuaciones de fiscalización que correspondan,  siempre que las actividades de auditoría, de muestreo o punto fijo, según el caso, cumplan los siguientes requisitos: 

a) Haberse repetido, en forma continua o discontinua, dentro de un periodo máximo de seis años calendario contado desde que se realice la primera actividad de auditoría, muestreo o punto fijo, según corresponda.

b) Recoger las estacionalidades e hipótesis de fuerza mayor o caso fortuito que puedan afectar los resultados. 

c) Guardar relación con el ciclo económico o con el sector económico respectivo.
d) Los resultados obtenidos deben ser consistentes con los resultados obtenidos en otras actividades o técnicas de auditoría, aplicados durante la misma revisión, incluyendo chequeos de consumos eléctricos, insumos, servicios, contribuyentes o entidades comparables o de la plaza, o certificaciones emitidas por entidades técnicas reconocidas por el Estado.

En caso de detectarse diferencias relevantes respecto de lo registrado, informado o declarado por el contribuyente, el Servicio, sobre la base de los resultados que arrojen las actividades o técnicas de auditoria, podrá tasar la base imponible de los impuestos que corresponda, tasar el monto de los ingresos y, en general, ejercer todas las facultades de fiscalización dispuestas por la ley. 

Cumpliendo los requisitos señalados en el inciso segundo de este artículo, la muestra o resultado obtenido servirá de antecedente para liquidar y girar los impuestos que correspondan, conforme a las reglas generales. 

La metodología empleada, así como los resultados de las actividades o técnicas de auditoría a que se refiere este artículo, no serán reclamables ni susceptibles de recurso alguno, sin perjuicio del derecho del contribuyente a impugnar, conforme a las reglas generales, la liquidación, resolución o giro que el Servicio  practique en base a ellas.”.
17. En el artículo 69: 

a) En el inciso cuarto agrégase, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: 

“También se deberá dar este aviso en el caso de las disminuciones de capital o cuotas de fondos de inversión o en general patrimonios de afectación.”.

b) Incorpóranse los siguientes incisos quinto, sexto, séptimo y octavo, nuevos:

“Si el Servicio cuenta con antecedentes que permiten establecer que una persona, entidad o agrupación sin personalidad jurídica, ha terminado su giro o cesado en sus actividades sin que haya dado el aviso respectivo, previa citación efectuada conforme a lo dispuesto en el artículo 63 del Código Tributario, podrá liquidar y girar los impuestos correspondientes, en la misma forma que hubiera procedido si  dicha persona, entidad o agrupación hubiere terminado  su giro comercial o industrial, o sus actividades, según lo dispuesto en el inciso primero.

En tales casos, los plazos de prescripción del artículo 200 se entenderán aumentados en un año contado desde que se notifique legalmente la citación referida, respecto de la empresa, comunidad, patrimonio de afectación o sociedad respectiva, así como de sus propietarios, comuneros, aportantes, socios o accionistas.

El ejercicio de la facultad a que se refiere el inciso quinto procederá especialmente en los casos en que las personas y entidades o agrupaciones referidas, que estando obligadas a presentar declaraciones mensuales o anuales de impuesto u otra declaración obligatoria ante el Servicio, no cumpla con dicha obligación o, cumpliendo con ella, no declare rentas, operaciones afectas, exentas o no gravadas con impuestos durante un período de dieciocho meses seguidos, o dos años tributarios consecutivos, respectivamente. Asimismo, esta norma se aplicará en caso que, en el referido período o años tributarios consecutivos, no existan otros elementos o antecedentes que permitan concluir que continúa con el desarrollo del giro de sus actividades.

Los propietarios, comuneros, aportantes, socios o accionistas que participen en más del 50% de las utilidades o ingresos de la sociedad o a cualquier título posean más del 50% de las acciones, del capital social, de los derechos sociales o cuotas de participación, según corresponda, tendrán el carácter de fiadores de las obligaciones tributarias de la empresa, comunidad, patrimonio de afectación o sociedad respectiva, en la proporción que corresponda de acuerdo al número 4 del artículo 38 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta. La citación, liquidación y giro correspondientes a las diferencias de impuestos que se determinen deberán notificarse a la empresa o sociedad y a los propietarios, comuneros, aportantes, socios o accionistas. Tratándose de la comunidad, operarán las mismas reglas anteriores, pero los comuneros responderán solidariamente.”.

18. Incorpórase el siguiente artículo artículo 84 bis:

“Artículo 84 bis.- La Superintendencia de Valores y Seguros y la de Bancos e Instituciones Financieras remitirán por medios electrónicos u otros sistemas tecnológicos, al Servicio, en mayo de cada año, la información que indique de los estados financieros que les haya sido entregada por las entidades sujetas a fiscalización o sujetas al deber de entregar información. Procederá también el envío de aquellos estados financieros que hayan sido modificados con posterioridad o los producidos con motivo del cese de actividades de la empresa o entidad respectiva. A la misma obligación quedarán sujetas las demás entidades fiscalizadoras que conozcan de dichos estados financieros.

La Comisión Chilena del Cobre, el Servicio Nacional de Geología y Minería y los Conservadores de Minas remitirán, en la forma y plazo que señale el Servicio, la información sobre la constitución, traspaso y cierre de pertenencias, sobre obras de desarrollo y construcción, ingresos y costos mineros, entre otros antecedentes. Igualmente, estarán obligados a remitir la información que el Servicio les solicite, los conservadores o entidades registrales que reciban o registren antecedentes sobre derechos de agua, derechos o permisos de pesca, de explotación de bosques y pozos petroleros. En estos casos, el Servicio pondrá a disposición de quienes deban informar, un procedimiento electrónico que deberán utilizar para el envío de la información.

El Director del Servicio, mediante resolución, impartirá las instrucciones para el ejercicio de esta facultad.”. 

19. En el inciso segundo del artículo 85: 

a) Agrégase, a continuación de la expresión “ley N° 18.010,” la frase “y los administradores de sistemas tecnológicos o titulares de la información, según corresponda,”.

b) Agrégase, a continuación de la palabra “otorgamiento” la frase “así como también de las transacciones pagadas o cobradas mediante medios tecnológicos, tales como tarjetas de crédito y de débito,”.

c) Reemplázase la oración final por la siguiente: 

“En caso alguno se podrá solicitar información nominada sobre las adquisiciones efectuadas por una persona natural mediante el uso de las tarjetas de crédito o débito u otros medios tecnológicos.”.

20. En el artículo 88, incorpórase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto, y así sucesivamente: 

“Asimismo, la Dirección podrá exigir la emisión de facturas especiales o boletas especiales en medios distintos del papel, en la forma que establezca mediante resolución.”.

21. En el artículo 97:

a) En el número 6º, incorpóranse los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:

“El que incumpla o entrabe la obligación de implementar y utilizar sistemas tecnológicos de información conforme al artículo 60 ter, con una multa de 10 unidades tributarias anuales a 100 unidades tributarias anuales, con un límite equivalente al 10% del capital propio tributario o al 15% del capital efectivo.

Los contribuyentes autorizados a sustituir sus libros de contabilidad por hojas sueltas llevadas en forma computacional y aquellos autorizados a llevar sus inventarios, balances, libros o registros contables o auxiliares y todo otro documento de carácter tributario mediante aplicaciones informáticas, medios electrónicos u otros sistemas tecnológicos, que entraben, impidan o interfieran de cualquier forma la fiscalización ejercida conforme a la ley, con una multa equivalente de 1 unidad tributaria anual a 100 unidades tributarias anuales, con un límite equivalente al 5% del capital propio tributario o al 10% del capital efectivo.”.

b) En el número 20 agrégase, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: 

“La misma multa se aplicará cuando el contribuyente haya deducido los gastos o hecho uso del crédito fiscal respecto de los vehículos y aquellos incurridos en supermercados y comercios similares, a que se refiere el artículo 31 de la ley sobre Impuesto a la Renta, sin cumplir con los requisitos que dicha disposición establece.”.

22. Incorpórase el siguiente artículo 100 bis:

“Artículo 100 bis.- La persona natural o jurídica respecto de quien se acredite haber diseñado o planificado los actos, contratos o negocios constitutivos de abuso o simulación, según lo dispuesto en los artículos 4° ter y 4° quáter de este Código, será sancionado con multa de hasta el 100% de todos los impuestos que deberían haberse enterado en arcas fiscales, de no mediar dichas conductas indebidas, y que se determinen al contribuyente. Con todo, dicha multa no podrá superar las 100 unidades tributarias anuales.

Para estos efectos, en caso que la infracción haya sido cometida por una persona jurídica, la sanción señalada será aplicada a sus directores o representantes legales si hubieren infringido sus deberes de dirección y supervisión.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, el Servicio sólo podrá aplicar la multa a que se refieren los incisos precedentes cuando, en el caso de haberse deducido reclamación en contra de la respectiva liquidación, giro o resolución, ella se encuentre resuelta por sentencia firme y ejecutoriada, o cuando no se haya deducido reclamo y los plazos para hacerlo se encuentren vencidos. La prescripción de la acción para perseguir esta sanción pecuniaria será de seis años contados desde el vencimiento del plazo para declarar y pagar los impuestos eludidos.”.

23. En el artículo 169, reemplázase el inciso final por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el Tesorero General de la República, por resolución interna, podrá ordenar la exclusión del procedimiento ejecutivo a que se refiere este Título de los contribuyentes que, se encuentren o no demandados, tengan deudas morosas fiscales cuyo valor por cada formulario, giro u orden, no exceda de 2 UTM vigente a la fecha de la mencionada resolución.”.

24. En el artículo 171:

a) En el inciso primero agrégase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: 

“Tratándose del impuesto territorial, la Tesorería podrá determinar además la empresa de correos más apropiada para el despacho de la citada carta. Será también hábil para su envío el domicilio indicado en el inciso cuarto de este artículo. Para efectos de notificar válidamente cualquier otra resolución recaída en este procedimiento que no tenga asignada expresamente otra forma de notificación, se podrá utilizar como medio idóneo para dicho fin, el envío de una carta certificada o un correo electrónico a la cuenta que haya registrado el contribuyente ante el Servicio de Impuestos Internos, debiendo quedar constancia de aquellas actuaciones en el expediente, por medio de certificación del recaudador fiscal.”.

b) En el inciso cuarto incorpórase, antes del punto aparte, lo siguiente:

“, en el último domicilio que el contribuyente haya registrado ante el Servicio de Impuestos Internos”.

25. En el inciso segundo del artículo 185, reemplázase la oración inicial por la siguiente: 

“Los avisos a que se refiere el artículo 489 del Código de Procedimiento Civil se reducirán en estos juicios a dos publicaciones en un diario que tenga circulación con alcance de carácter nacional, independientemente que su soporte sea electrónico o digital, o en un periódico de los de mayor circulación de la provincia, o de la capital de la región si en aquella no lo hay.”.

26. En el artículo 192, sustitúyense los inciso primero y segundo por los siguientes:

“El Servicio de Tesorerías podrá otorgar facilidades hasta de dos años, en cuotas periódicas, para el pago de los impuestos adeudados, facultad que ejercerá mediante normas o criterios de general aplicación que el Tesorero General determinará mediante resolución.

Facúltase al Tesorero General para condonar total o parcialmente los intereses y sanciones por la mora en el pago de los impuestos sujetos a la cobranza administrativa y judicial, mediante normas o criterios objetivos y de general aplicación, que se determinarán por dicho Servicio.”.

27. Reemplázase el artículo 195 por el siguiente:

“Artículo 195.- Las instituciones públicas y privadas, bancos, instituciones financieras, administradoras de fondos de pensiones u otras personas y entidades, que mantengan información que pueda contribuir al esclarecimiento y control de la cobranza o de los derechos que el Fisco haga valer en juicio, deberán proporcionar oportunamente la documentación e información que se les solicite, sin perjuicio de lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, y lo señalado en el artículo 154 de la ley General de Bancos, sobre secreto bancario.”.
Artículo 9°.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N° 30, de 2005, del ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 213, de 1953, del mismo ministerio, sobre Ordenanza de Aduanas, las siguientes modificaciones: 

1. En el artículo 7°, incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero:

“El Director Nacional de Aduanas podrá exigir la presentación de antecedentes, documentos y, en general, el cumplimiento de cualquier trámite ante el Servicio y la conservación de éstos, a través de medios electrónicos, a quienes realicen operaciones aduaneras a nombre de terceros y a los que se encuentren sujetos a la jurisdicción disciplinaria conforme al artículo 202.
Se tendrán por auténticas las copias de los documentos electrónicos obtenidas a partir de los registros del Servicio Nacional de Aduanas de los documentos o antecedentes presentados de acuerdo con lo establecido en el inciso anterior.”.

2. En el artículo 69, incorpóranse los siguientes incisos cuarto y quinto:

“Cuando se trate de importaciones en que intervengan personas vinculadas, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 1° y 15 del Acuerdo Relativo a la Aplicación del Artículo VII del Acuerdo General sobre Aranceles y Comercio de 1994, y esta vinculación haya influido en el valor de transacción, el Servicio Nacional de Aduanas deberá sujetarse a lo establecido en la letra a), número 2 del artículo 1° del referido Acuerdo, ajustándose a lo establecido en el inciso primero de ese artículo. En caso que la información complementaria acompañada por el importador resultare insuficiente o no la acompañare, el Servicio Nacional de Aduanas procederá a formular el respectivo cargo.

Si en el curso de una importación entre empresas vinculadas resultare necesario recabar mayores antecedentes para la determinación definitiva del valor de la mercancía, el importador podrá, en cualquier caso, retirarlas, siempre y cuando constituya una garantía suficiente que cubra el pago de los derechos y demás impuestos a que estaría sujeta en definitiva la importación de esa mercancía, a satisfacción del Servicio Nacional de Aduanas.”.

3. Incorpórase, a continuación del artículo 70, el siguiente artículo 70 bis:

“Artículo 70 bis.- En el caso de exportaciones bajo una modalidad de venta distinta a firme, el valor definitivo de la exportación deberá informarse al Servicio Nacional de Aduanas en la forma, plazos y condiciones que dicho Servicio determine.”.

4. En el artículo 84, incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:

“El Servicio podrá formular los cargos por los derechos, impuestos y demás gravámenes que afecten operaciones aduaneras, dentro del plazo de tres años contado desde la fecha en que debió efectuarse el pago, los que tendrán mérito ejecutivo y su cobro se sujetará a las normas procesales establecidas por el Código Tributario.”.

5. En el artículo 92, suprímese el inciso cuarto, pasando el actual inciso quinto a ser cuarto.

6. Incorpórase en el inciso tercero del artículo 94, a continuación del vocablo “artículos”, el guarismo “84”, seguido de una coma.

7. En el artículo 168, incorpórase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto: 

“Incurre también en el delito de contrabando el que extraiga mercancías del país por lugares no habilitados o sin presentarlas a la Aduana.”.

8. En el artículo 169, sustitúyese en el inciso primero la palabra “del” por los vocablos “de la clasificación, valor,”.

9. En el artículo 177, sustitúyese la frase “podrá eximir del pago de la multa, considerando las circunstancias que concurran en cada caso,” por la expresión “no formulará denuncia en los casos establecidos en el artículo 175”.

10. En el inciso tercero del artículo 178, sustitúyese la frase “al reincidente de estos delitos en el caso del N°1 de este artículo.” por las expresiones “cuando se trate de mercancía afecta a tributación especial o adicional, aplicándose la pena establecida en el número 1 aumentada en un grado. La misma norma se aplicará a quien tenga la calidad de operador de comercio exterior a que se refiere el inciso tercero del artículo 24 o a sus representantes, socios o empleados y al reincidente de estos delitos.”.
11. En la letra f) del artículo 181, sustitúyese la expresión “al régimen suspensivo” por “a regímenes suspensivos”, e incorpórase a continuación de la frase “de derechos de admisión temporal” la expresión “o depósito, salvo cuando desarrollen las actividades autorizadas,”. 

Artículo 10.- Incorpórase en el decreto ley N° 3.538, de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros, el siguiente artículo 3° bis:

“Artículo 3° bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, la Superintendencia colaborará con el Servicio de Impuestos Internos en su rol fiscalizador del cumplimiento de la normativa tributaria, para lo cual estará a las siguientes normas:

a) Todas las empresas sujetas a fiscalización de la Superintendencia que implementen una reorganización de activos o funciones, incluyendo la fusión, división, transformación, liquidación, creación o aporte total de activos y pasivos de una o más empresas, deberán ponerla en conocimiento de la Superintendencia. 

b) En las actas de directorio de dichas empresas, que cuenten con esa instancia, se dejará constancia detallada de si en el periodo correspondiente se han decidido materias a que se refiere la letra anterior o si se ha tomado conocimiento de situaciones o controversias con el Servicio de Impuestos Internos. También se podrá dejar constancia en el acta de la opinión o aclaración que en su caso hubiese sido proporcionada por escrito por el Servicio de Impuestos Internos.

c) En las notas a los estados financieros de las empresas a que se refiere el presente artículo, se dejará constancia detallada de las controversias de índole tributaria que pudiesen afectar razonable y materialmente algunos de los rubros informados.”.

Artículo 11.- Modifícase el artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija las plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos y los respectivos requisitos de ingreso y promoción, de la siguiente forma: 

a) En la planta “Directivos”, créanse dos cargos de Jefe de Departamento Subdirecciones, grado 2.

b) A continuación del cargo de “Director Regional Metropolitano Santiago Norte”, créase un cargo de Director Regional Metropolitano de Zona, grado 4.

Artículo 12.- Introdúcense, a partir del 1 de enero de 2017, las siguientes modificaciones:

1) En la ley N° 20.712:

i) Sustitúyense los artículos 81, 82 y 86 por los siguientes: 

“Artículo 81.- Tratamiento tributario para Fondos de Inversión y Fondos Mutuos. 

Los fondos de inversión, fondos mutuos y sus administradoras, estarán sujetos al mismo régimen tributario establecido para las sociedades anónimas en la ley sobre Impuesto a la Renta, salvo las excepciones establecidas a continuación: 

1) Los fondos de inversión y fondos mutuos no serán considerados contribuyentes del impuesto de primera categoría de la ley sobre Impuesto a la Renta, sin perjuicio que sus administradoras deberán dar cumplimiento a lo siguiente:

a) Las utilidades atribuidas al Fondo por otras entidades en las que éste mantiene inversiones, deberá a su vez atribuirlas a sus propios aportantes, de acuerdo a lo establecido en los artículos 14, 54, 58, 60 y 62 de la ley sobre Impuesto a la Renta. Dichas cantidades se anotarán en el registro que establece la letra b) del número 4 de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, que deberá llevar respecto del fondo la respectiva sociedad administradora, al igual que los registros que se señalan a continuación.

Las cantidades que el Fondo efectivamente perciba desde las entidades en las que ha invertido, se anotarán en el registro que establece la letra c) del número 4 de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, y por tanto, cuando tales cantidades sean a su vez distribuidas a los aportantes, no se afectarán con impuesto alguno, por haberse producido su tributación al momento de su atribución.

b) El Fondo deberá considerar atribuidas en conformidad a lo dispuesto en el artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, el resultado positivo que determine en el ejercicio, considerando para tal efecto el conjunto de sus ingresos, rentas, beneficios y utilidades que no se encuentren incluidos en la letra a) anterior, así como los costos, gastos y pérdidas relacionados con los mismos, de acuerdo a las normas generales establecidas en la referida ley, y siempre que se trate de operaciones que no estén expresamente liberadas de tributación. Para la determinación de tal resultado, deberá considerar el obtenido en la enajenación de sus inversiones, los intereses percibidos o devengados derivados de instrumentos de renta fija, entre otros. 

En el caso que los Fondos obtengan un resultado positivo de acuerdo a lo señalado, la sociedad administradora deberá anotarlo en el registro que establece la letra a) del número 4 de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, y será responsable de practicar y pagar una retención, con el carácter de único a la renta, equivalente al 10%, sobre el valor total del referido resultado, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra del Fondo por el valor de dicha retención, la cual es de cargo de los partícipes. 

Las cantidades señaladas en esta letra, que el Fondo distribuya efectivamente con posterioridad, no se afectarán con impuesto alguno, por haberse producido su tributación al momento de atribución de las referidas rentas.

2) La administradora será responsable de obtener un número de Rol Único Tributario para cada uno de los Fondos que administre, acompañando el reglamento interno de cada uno de éstos. Todo ello se llevará a cabo en la forma y plazo que determine el Servicio mediante resolución. 

3) Será aplicable a los fondos de inversión el tratamiento tributario previsto en el artículo 21 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según corresponda, pero únicamente sobre los siguientes desembolsos, operaciones o cantidades representativas de éstos:

(i) Aquellos que no sean necesarios para el desarrollo de las actividades e inversiones que la ley permite efectuar al fondo de inversión.

(ii) Los préstamos que los fondos de inversión efectúen a sus aportantes contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional.

(iii) El uso o goce, a cualquier título, o sin título alguno, que beneficie a uno o más aportantes, contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, de los bienes del activo del fondo de inversión.

(iv) La entrega de bienes del fondo de inversión en garantía de obligaciones, directas o indirectas, de los aportantes contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional.

(v) Las diferencias de valor que se determinen por aplicación de la facultad de tasación ejercida conforme a lo dispuesto en el número 4) siguiente.

Tratándose de los desembolsos, cantidades u operaciones referidos en los literales (i) y (v) anteriores, se pagará el impuesto del inciso primero del referido artículo 21, el que será de responsabilidad de la administradora, sin perjuicio de su derecho a repetir contra el fondo de inversión respectivo.

Cuando los desembolsos u operaciones señaladas en los literales (ii), (iii) y (iv) anteriores hayan beneficiado a uno o más aportantes contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, se aplicará sólo lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 21 de la ley sobre Impuesto a la Renta, siendo tales aportantes los responsables del pago del impuesto que dicha norma dispone, y no la administradora. Se entenderá que tales cantidades han beneficiado a un aportante cuando hayan beneficiado a su cónyuge o conviviente, sus ascendientes o descendientes, sus parientes colaterales hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, su pupilo o su guardador, su adoptante o adoptado o a cualquier otra persona o entidad relacionada con aquél. Cuando dichas cantidades beneficien a dos o más aportantes en forma simultánea y no sea posible determinar el monto del beneficio que corresponde a cada uno de ellos, se afectarán con la tributación indicada, en proporción al valor de las cuotas que posean cada uno de ellos. 

4) El Servicio de Impuestos Internos podrá fundadamente ejercer la facultad de tasación establecida en los artículos 17, número 8, inciso cuarto, de la ley sobre Impuesto a la Renta y 64 del Código Tributario, respecto de los valores asignados en las siguientes operaciones, cuando resulten notoriamente superiores o inferiores, según corresponda, al valor corriente en plaza o de los que se cobren normalmente en convenciones de similar naturaleza, considerando las circunstancias en que se realiza la operación: (i) enajenación de activos del fondo de inversión efectuada a sus aportantes o a terceros y distribución de cantidades a sus aportantes efectuada en especie, con ocasión del rescate de las cuotas de un fondo de inversión, la disminución de su capital, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota del fondo, o en pago de dividendos, y (ii) aportes en especie efectuados a fondos de inversión o enajenación de bienes o activos a dichos fondos, en cuyo caso las diferencias de valor determinadas al aportante o enajenante se afectarán con los impuestos de la ley sobre Impuesto a la Renta que resulten aplicables a la operación respectiva. 

No procederá la facultad de tasar en los casos de división o fusión de fondos de inversión, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 4° bis, 4° ter, 4° quáter y 4° quinquies del Código Tributario, y se mantendrá para efectos tributarios el valor de los activos y pasivos existentes en forma previa a dichas operaciones en los fondos de inversión fusionados o divididos. En los casos de fusión, transformación o división de fondos de inversión se aplicarán las normas dispuestas en la ley sobre Impuesto a la Renta y en el Código Tributario para las sociedades anónimas.

5) Para los efectos de controlar las rentas o cantidades señaladas en el número 1 anterior y las retenciones y atribuciones que deban efectuarse según lo señalado en el artículo siguiente, la sociedad administradora deberá llevar los registros indicados en las letras a), b) y c) del número 4 de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, por cada uno de los Fondos que administre. Las distribuciones de cantidades que efectivamente se realicen por parte del Fondo, mediante el reparto de toda suma proveniente de las inversiones del Fondo, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota no imputada al capital, se sujetarán al orden de imputación establecido en el número 5 de la norma legal referida, sólo considerando los registros señalados en las letras a) y c) referidos.

En los casos de fusión o transformación de fondos, el fondo absorbente que nace con motivo de la fusión o el resultante deberá mantener también el control de las cantidades anotadas en los registros señalados en el inciso anterior. Tratándose de la división de fondos, dichas cantidades se asignarán conforme se distribuya el patrimonio del fondo de inversión dividido, debiéndose mantener el registro en cada fondo. El posterior reparto de dichas cantidades se sujetará al mismo tratamiento tributario señalado.

6) La sociedad administradora será responsable de practicar y pagar las retenciones de impuestos que correspondan por las operaciones del Fondo, en conformidad a los artículos 74 y 79 de la ley sobre Impuesto a la Renta.

La retención que establece la letra b) del número 1 anterior deberá efectuarse al término del año comercial respectivo, y deberá declararse y pagarse por la sociedad administradora, en la forma dispuesta en los artículos 65, número 1, y 69 de la ley sobre Impuesto a la Renta.

7) Las sociedades administradoras deberán informar anualmente al Servicio de Impuestos Internos, por cada Fondo que administre, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución:

a) El método de atribución de rentas o cantidades que hubieren utilizado en el año comercial respectivo, con indicación de la parte de la renta o cantidad generada por la propia empresa o atribuida desde otras empresas, comunidades o sociedades, que se atribuye a los aportantes, de acuerdo a lo establecido en el número 1 anterior. Igualmente deberá informar las retenciones de impuestos que practique.

b) El monto de las distribuciones que efectúe, incluida la que se lleve a cabo mediante la disminución del valor de cuota del fondo no imputada al capital, y devoluciones de capital, con indicación de los beneficiarios de dichas cantidades, la fecha en que se han efectuado y del registro al que resultaron imputados.  

c) El remanente proveniente del ejercicio anterior, aumentos o disminuciones del ejercicio, así como el saldo final que se determine para los registros señalados en el número 5) anterior.

d) El detalle de la determinación del resultado anual que deba considerarse atribuido conforme a lo dispuesto en la letra b) del número 1 anterior.

La administradora también se encontrará obligada a informar y certificar a sus aportantes, en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, el monto de las rentas o cantidades que se le atribuyan o distribuyan, conforme a lo dispuesto en este artículo.

e) Individualización de los aportantes, con indicación de su nombre o razón social y Rol Único Tributario, el monto de sus aportes, el número de cuotas y porcentaje de participación que les corresponden en el patrimonio del Fondo, los rescates y enajenaciones de cuotas que efectúen en el ejercicio respectivo. 

El retardo o la omisión en la entrega de la información señalada será sancionado de acuerdo a lo prescrito en el artículo 97, número 1, del Código Tributario.

En lo no previsto en este artículo se aplicarán todas las disposiciones de la ley sobre Impuesto a la Renta y del Código Tributario que se relacionan con la determinación, declaración y pago del impuesto, así como con las sanciones por la no declaración o pago oportuno de los impuestos que corresponden o por la no presentación de las declaraciones juradas o informes que deban presentar, aplicándose al efecto el procedimiento de reclamación contemplado en el artículo 165 del Código Tributario.

Artículo 82.- Tratamiento tributario para los aportantes.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 57, 104 y 109 de la ley sobre Impuesto a la Renta, los aportantes de Fondos regidos por esta ley serán considerados como accionistas de sociedades anónimas de acuerdo a las normas contenidas en la ley sobre Impuesto a la Renta para estos contribuyentes, sin perjuicio de lo señalado a continuación:

A) Contribuyentes con domicilio o residencia en Chile.

a) Las rentas que se atribuyan en conformidad a lo dispuesto en la letra a) del número 1 del artículo anterior, a un aportante persona natural, se afectarán con el impuesto global complementario, con derecho a deducir el crédito que proceda conforme a lo dispuesto en el artículo 56, número 3, de la ley sobre Impuesto a la Renta. 

Si los aportantes son contribuyentes del impuesto de primera categoría u otros Fondos, éstos deberán a su vez atribuir dichas cantidades a sus propietarios, comuneros, socios, accionistas o aportantes, según corresponda, y así sucesivamente, para afectarse en el mismo ejercicio con los impuestos global complementario o adicional, dependiendo de si se atribuyen a contribuyentes de esta letra o de la letra B) siguiente.

Cuando tales cantidades sean distribuidas efectivamente a cualquier título a sus aportantes, no se afectarán con impuesto alguno, ya que dicha tributación se produce al momento de atribución de las rentas.

b) Las rentas que deban considerarse atribuidas en conformidad a lo dispuesto en la letra b) del número 1 del artículo anterior no gravará nuevamente a los aportantes; en este caso, el impuesto de retención único y sustitutivo que establece el artículo anterior da cumplimiento a las obligaciones tributarias sobre dichas cantidades. 

Cuando tales cantidades sean distribuidas efectivamente a cualquier título a los aportantes, no se afectarán con impuesto alguno; en este caso, dicha tributación se produce por la vía de la retención del impuesto único y sustitutivo. 

c) No constituirá renta el mayor valor obtenido en la enajenación de cuotas de participación de los fondos o su rescate, cuando éste no ocurra con ocasión de la liquidación del fondo de inversión, incluyendo el rescate en que parte de las cuotas son adquiridas por el mismo Fondo con ocasión de una disminución de capital. Dicho mayor valor se determinará como la diferencia entre el valor de adquisición y el de rescate o enajenación. Para los efectos de determinar esta diferencia, el valor de adquisición de las cuotas se expresará en su equivalente en unidades de fomento según el valor de dicha unidad a la fecha en que se efectuó el aporte o adquisición, y el valor de rescate se expresará en su equivalente en unidades de fomento según el valor de esta unidad a la fecha en que se efectúe la enajenación o rescate. En todo caso, la determinación del mayor o menor valor en el aporte y rescate de valores en fondos mutuos considerará lo dispuesto en el artículo 109 de la ley sobre Impuesto a la Renta.

B) Contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile.

Las mismas reglas indicadas en la letra anterior se aplicarán para el caso de los contribuyentes de esta letra, pero afectándose con el impuesto adicional, con derecho al crédito establecido en el artículo 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según proceda, sin perjuicio de lo señalado a continuación:

1) No constituirá renta la atribución de utilidades que se efectúe a estos contribuyentes conforme a lo dispuesto en la letra b) del número 1 del artículo anterior, por lo que no procederá retención de ninguna especie sobre dichas cantidades, siempre que durante ese año comercial se cumplan las siguientes condiciones copulativas:

a) Que al menos durante 330 días continuos o discontinuos, el 80% o más del valor del activo total del Fondo, definido de acuerdo a lo que establezca el reglamento, esté conformado por inversiones en:

1. Instrumentos, títulos o valores emitidos en el extranjero por personas o entidades sin domicilio ni residencia en Chile, o en certificados que sean representativos de tales instrumentos, títulos o valores;

2. Bienes situados en el extranjero o instrumentos, títulos, valores o certificados que sean representativos de tales bienes, y,o

3. Contratos de derivados y otros de similar naturaleza que cumplan los requisitos que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.

Los instrumentos, títulos, valores, certificados o contratos a que se refieren los números 1 y 3 anteriores no podrán tener como activos subyacentes o referirse a bienes situados o actividades desarrolladas en Chile, ni ser representativos de títulos o valores emitidos en el país.

b) Que la política de inversión fijada en su reglamento interno sea coherente con la letra a) de este número.

c) Que las utilidades que se atribuyen provengan de los instrumentos, valores o bienes señalados en la letra a) anterior.

2) Sin perjuicio del beneficio contemplado en el número anterior, la sociedad administradora deberá efectuar las retenciones y atribuciones de acuerdo a lo indicado en el artículo 81 respecto de los instrumentos que sean de fuente chilena con las tasas indicadas a continuación:

(i) Las cantidades que correspondan a intereses percibidos o devengados por el Fondo, provenientes de las inversiones a que se refiere el artículo 104 de la ley sobre Impuesto a la Renta o de otro tipo de inversiones que quedarían gravados con el impuesto adicional de dicha ley con una tasa del 4%, se deberán atribuir en conformidad a lo dispuesto en el artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, practicando la retención del impuesto único y sustitutivo que establece el artículo 81, aplicando una retención con tasa del 4%.

(ii) Tratándose de la ganancia de capital originada en la enajenación de las inversiones que tenga el Fondo u otras rentas diversas que no correspondan a las utilidades o dividendos percibidos de otras sociedades constituidas en el país, se deberá efectuar la retención de impuesto sustitutivo señalada en el artículo 81, con una tasa del 10% sobre el total de la ganancia de capital u otras rentas, siempre que se trate de operaciones que no estén expresamente liberadas de tributación.

Tratándose de contribuyentes sin residencia ni domicilio en el país que no fueren personas naturales o inversionistas institucionales que cumplan con los requisitos que defina el Reglamento, no podrán gozar del tratamiento tributario establecido en este artículo, en caso que tengan, en forma directa o indirecta, como socio, accionista, titular o beneficiario de su capital o de sus utilidades, a algún residente o domiciliado en Chile con el 5% o más de participación o beneficio en el capital o en las utilidades del mismo. Tratándose de sociedades cuyas acciones se transen en bolsas de valores de aquellos mercados que establezca el Reglamento, por contar con estándares al menos similares a los del mercado local, en relación a la revelación de información, transparencia de las operaciones y sistemas institucionales de regulación, supervisión, vigilancia y sanción sobre los emisores y sus títulos, no será aplicable lo dispuesto en el párrafo precedente respecto de las acciones de dicha sociedad que efectivamente estén inscritas y se transen en las bolsas señaladas. Los contribuyentes referidos se gravarán de acuerdo a las normas establecidas para los accionistas de sociedades anónimas.

Artículo 86.- Tratamiento tributario para los fondos de inversión privados y sus aportantes.

A) Para fondos de inversión privados.

Se les aplicarán las disposiciones contenidas en el artículo 81 de esta ley para fondos de inversión y fondos mutuos, pero la tasa de retención del impuesto único y sustitutivo que establece dicho artículo que deberá practicar y pagar la sociedad administradora respecto del Fondo será del 35%.

B) Para los aportantes. 

Se les aplicará a estos contribuyentes las normas contempladas en la letra A) del artículo 82 de esta ley, sea que se trate de contribuyentes domiciliados o residentes en Chile, así como aquellos que no lo estén, gravándose en este último caso con el impuesto adicional de la ley sobre Impuesto a la Renta, en conformidad a las reglas allí señaladas.

Los intereses percibidos o devengados por el Fondo, originados en préstamos efectuados con todo o parte de sus recursos a personas relacionadas con alguno de sus aportantes, en la parte que excedan de lo pactado en convenciones de similar naturaleza considerando las circunstancias en que se realiza la operación, se gravarán, sin deducción alguna, con la tasa del impuesto de primera categoría establecida en el artículo 20 de la ley sobre Impuesto a la Renta, impuesto que será de cargo de la administradora del Fondo, sin perjuicio de su derecho a repetir contra éste. Dichas sumas gravadas se considerarán atribuidas conforme a lo dispuesto en la letra a) del número 1 del artículo 81.”.

ii) En el artículo 85, a continuación del vocablo “artículos”, incorpórase el guarismo “1°”, seguido de una coma.

2)
En el inciso primero del artículo 2° del decreto ley N° 2.398, de 1978, reemplázase la expresión “participaciones y otros ingresos que obtengan” por “rentas o cantidades que se le atribuyan a”.

3)
En el inciso primero del artículo 48 del Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, incorpórase, a continuación de la frase “determinación del impuesto a la renta,”, la expresión “aplicando el régimen de depreciación normal que establece el número 5 del artículo 31 de la ley sobre Impuesto a la Renta,” y agrégase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, las expresiones siguientes: “Para estos efectos, no se considerarán como parte del capital propio los ajustes que ordenan efectuar los números 8° y 9° del artículo 41 de la referida ley, por disposición del inciso segundo del referido número 8°.”.

4)
En el inciso tercero del artículo 2° de la ley N° 19.149, que establece régimen preferencial aduanero y tributario para las comunas de Porvenir y Primavera de la provincia de Tierra del Fuego, de la XII región de Magallanes y de la Antártica Chilena, modifica el decreto supremo N° 341, de 1977, del ministerio de Hacienda, y otros cuerpos legales, agrégase, a continuación de la expresión “impuesto global complementario o del adicional” las expresiones “por las rentas que se les atribuyan en conformidad a los artículos 14; 17, número 7; 38 bis, 54, 58, 60 y 62 de la ley sobre Impuesto a la Renta” y reemplázase la expresión “Ley sobre Impuesto a la Renta”, por las palabras “misma ley”.
5)
En el inciso tercero del artículo 2° de la ley N° 18.392, que establece un régimen preferencial aduanero y tributario para el territorio de la XII Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, agrégase, a continuación de las expresiones “impuesto global complementario o del adicional” las siguientes: “por las rentas que se les atribuyan en conformidad a los artículos 14; 17, número 7; 38 bis, 54, 58, 60 y 62 de la ley sobre Impuesto a la Renta,” y reemplázase la expresión “ley sobre Impuesto a la Renta”, por las palabras “misma ley”.

6)
En el inciso segundo del artículo 23 del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda, sobre Zonas Francas, cuyo texto, refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2001, del Ministerio de Hacienda, agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “No obstante la referida exención, los contribuyentes propietarios tendrán derecho a usar en la determinación de su impuesto global complementario o adicional por las rentas que se les atribuya en conformidad al artículo 17, número 7; 38 bis, 54, 58, 60 y 62 de la ley sobre Impuesto a la Renta, el 50% del crédito establecido en el N° 3 del artículo 56 o del 63 de la misma ley, considerándose para ese sólo efecto que las referidas rentas han estado afectadas por el impuesto de primera categoría.”.

7)
En el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 19.709, agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “No obstante la referida exención, los contribuyentes propietarios tendrán derecho a usar en la determinación de su impuesto global complementario o adicional por las rentas que se les atribuya en conformidad al artículo 17, número 7; 38 bis, 54, 58, 60 y 62 de la ley sobre Impuesto a la Renta, el 50% del crédito establecido en el N° 3 del artículo 56° o del 63° de la misma ley, considerándose para ese sólo efecto que las referidas rentas han estado afectadas por el impuesto de primera categoría.”.

8)
En el inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las Provincias de Arica y Parinacota, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Hacienda, elimínanse las expresiones “excepcionados de lo dispuesto en la primera parte de la letra d), del número 3°, de la letra A) del artículo 14 y en el artículo 84, ambos de la Ley sobre Impuesto a la Renta, de modo que podrán retirar, remesar o distribuir en cualquier ejercicio las rentas o utilidades que se determinen por dichos años comerciales, a la vez que estarán”.

9)
En el párrafo cuarto del número 1 del artículo primero transitorio de la ley N° 20.190, derógase el literal (iii).

10)
En el inciso primero del artículo 3° transitorio de la ley N° 19.892, sustitúyese la expresión “la letra b), del número 1, del artículo 20”, por la expresión “el artículo 34”.

11)
Deróganse los artículos 4°, 5°, 6° y 7° transitorios de la ley N° 18.985.

12)
En el artículo 52 de la ley General de Cooperativas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, agrégase, antes del punto aparte, la expresión “, o atribuido conforme a lo dispuesto en el artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta”.

13)
En el número 4° del artículo 17 del decreto ley N° 824, de 1974, sustitúyense las expresiones “reconocido a favor de ellos o repartido por concepto de excedentes, distribuciones y/o devoluciones que no sean de capital. Estas cantidades pasarán a formar parte de los ingresos brutos del socio correspondiente, para todos los efectos legales”, por la frase “atribuido conforme a lo dispuesto en el artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Las modificaciones a la ley sobre Impuesto a la Renta contenidas en el artículo 1° de la presente ley, entrarán en vigencia a contar del 1 de enero del año 2017, con las siguientes excepciones:

a) Las modificaciones contenidas en los número 2), 12), 14), 15) letras c), f) y g), 20), 26), 31), 35), 36), 39) letra c); 41) letra b); 46) y 55) regirán a partir del primer día del mes siguiente al de su publicación.

b) Las modificaciones contenidas en los número 1) letra a), 3), 5), 7), 10) letra b), 13), 15) letra a), 16) letra c), 17), 18), 19), 22) letra b), 23), 24) letra a), 27), 40), 51) letras a), b), c), d) y 52), regirán a partir del 1 de enero del año 2015.”.

Artículo segundo.- Introdúcense, a partir del año comercial 2015, las siguientes modificaciones en la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974, respecto de los impuestos que deban declararse y pagarse por las rentas percibidas o devengadas a partir de ese año comercial, y que regirán hasta el 31 de diciembre de 2016:

1) Sustitúyese el artículo 14 por el siguiente:

“Artículo 14.- Las rentas que se determinen a un contribuyente sujeto al impuesto de la primera categoría se gravarán respecto de éste de acuerdo con las normas del Título II.

Para aplicar los impuestos global complementario o adicional sobre las rentas o cantidades obtenidas por dichos contribuyentes se procederá en la siguiente forma:

A)  Contribuyentes obligados a declarar según contabilidad completa.

1°.- Los empresarios individuales, contribuyentes del artículo 58, número 1, socios de sociedades de personas, comuneros y socios gestores en el caso de sociedades en comandita por acciones, quedarán gravados con los impuestos global complementario o adicional, según proceda, sobre las cantidades que a cualquier título retiren desde la empresa o sociedad respectiva, en conformidad a las reglas del presente artículo y lo dispuesto en los artículos 54, número 1; 58, número 1; 60 y 62 de la presente ley. Los accionistas de las sociedades anónimas y en comandita por acciones pagarán los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, sobre las cantidades que a cualquier título les distribuya la sociedad respectiva, en conformidad con lo dispuesto en el presente artículo y en los artículos 54, número 1, y 58, número 2, de la presente ley.

Respecto de las comunidades, sociedades de personas y de las en comandita por acciones, por lo que corresponde a los socios gestores, se gravarán los retiros de cada comunero o socio por sus montos efectivos. 

Para los efectos de aplicar los impuestos del Título IV se considerarán siempre retiradas las rentas que se remesen al extranjero.

2°.- Las rentas o cantidades que retiren para invertirlas en otras empresas obligadas a determinar su renta efectiva por medio de contabilidad completa con arreglo a las disposiciones del Título II, no se gravarán con los impuestos global complementario o adicional mientras no sean retiradas de la empresa que la recibe y en el caso de la inversión en acciones de pago o aportes a sociedades de personas no se configuren las circunstancias señaladas en el inciso cuarto siguiente. Igual norma se aplicará en el caso de conversión de una empresa individual en sociedad de cualquier clase o en la división o fusión de sociedades, entendiéndose dentro de esta última la disolución producida por la reunión del total de los derechos o acciones de una sociedad en manos de una misma persona. En caso de conversión, fusión y división de sociedades, se mantendrá el registro y control de las cantidades invertidas y de las demás rentas o cantidades acumuladas en la empresa. En las divisiones se considerará que las rentas acumuladas, así como las reinversiones a que se refiere este número, se asignan en proporción al capital propio tributario determinado a la fecha de la división. 

Las reinversiones a que se refiere este número sólo podrán hacerse mediante aumentos efectivos de capital en empresas individuales, aportes a una sociedad de personas o adquisiciones de acciones de pago, dentro de los veinte días siguientes a aquél en que se efectuó el retiro. Los contribuyentes que inviertan en acciones de pago de conformidad a esta letra no podrán acogerse, por esas acciones, a lo dispuesto en el número 1° del artículo 57 bis de esta ley.

Lo dispuesto en este número también procederá respecto de los retiros de utilidades que se efectúen o de los dividendos que se perciban, desde las empresas constituidas en el exterior. No obstante, no será aplicable respecto de las inversiones que se realicen en dichas empresas.

Cuando los contribuyentes que inviertan en acciones de pago de sociedades anónimas o en derechos sociales en sociedades de personas, las enajenen por acto entre vivos, se considerará que el enajenante ha efectuado un retiro tributable equivalente a la cantidad invertida en la adquisición de las acciones o derechos, quedando sujeto en el exceso a las normas generales de esta ley. El contribuyente podrá dar de crédito el impuesto de primera categoría pagado en la sociedad desde la cual se hizo la inversión, en contra del impuesto global complementario o adicional que resulte aplicable sobre el retiro aludido, de conformidad a las normas de los artículos 56, número 3), y 63 de esta ley. Por lo tanto, en este tipo de operaciones, la inversión y el crédito no pasarán a formar parte del fondo de utilidades tributables de la sociedad que recibe la inversión, sin perjuicio de su registro conforme a lo dispuesto en el párrafo segundo de la letra b) del número 3 siguiente. El mismo tratamiento previsto en este inciso tendrán las devoluciones totales o parciales de capital respecto de las acciones o derechos en que se haya efectuado la inversión, imputándose al efecto las cantidades señaladas en el párrafo segundo de la letra b) del número 3 siguiente. Para los efectos de la determinación de dicho retiro y del crédito que corresponda, las sumas respectivas se reajustarán de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al del pago de las acciones y el último día del mes anterior a la enajenación. En la enajenación de acciones o derechos sociales, cuando una parte de éstos se hubiere financiado con reinversiones efectuadas conforme a este número, y otra, mediante inversiones financiadas con cantidades que hayan pagado totalmente los impuestos de esta ley, los primeros se entenderán enajenados en la proporción que representen sobre el total de las acciones o derechos que posea el enajenante. 

Con todo, los contribuyentes que hayan enajenado las acciones o derechos señalados, podrán volver a invertir el monto percibido hasta la cantidad que corresponda al valor de adquisición de las acciones o derechos, debidamente reajustado hasta el último día del mes anterior al de la nueva inversión, en empresas obligadas a determinar su renta efectiva por medio de contabilidad completa, no aplicándose en este caso los impuestos señalados en el inciso anterior, salvo respecto del exceso que allí se indicada el que se sujetará a las normas generales de esta ley. Los contribuyentes podrán acogerse en todo a las normas establecidas en esta letra, respecto de las nuevas inversiones. Para tal efecto, el plazo de veinte días señalado en el inciso segundo de este número se contará desde la fecha de la enajenación respectiva.

Los contribuyentes que efectúen las inversiones a que se refiere este número deberán informar a la sociedad receptora al momento en que ésta perciba la inversión, el monto del aporte o adquisición que corresponda a las utilidades tributables que no hayan pagado los impuestos global complementario o adicional y el crédito por impuesto de primera categoría, requisito sin el cual el inversionista no podrá gozar del tratamiento dispuesto en este número. La sociedad deberá acusar recibo de la inversión y del crédito asociado a ésta e informar de esta circunstancia al Servicio de Impuestos Internos, incorporándolo en el registro que establece el párrafo segundo de la letra b) del número 3 siguiente. La sociedad receptora, sea esta una sociedad anónima o una sociedad de personas, deberá informar también a dicho Servicio el hecho de la enajenación de las acciones o derechos respectivos.

3°.- El fondo de utilidades tributables, al que se refieren los números anteriores, deberá ser registrado por todo contribuyente sujeto al impuesto de primera categoría sobre la base de un balance general, según contabilidad completa:

a) En el registro del fondo de utilidades tributables se anotará la renta líquida imponible de primera categoría o pérdida tributaria del ejercicio. Se agregarán las rentas exentas del impuesto de primera categoría percibidas o devengadas; las participaciones sociales y los dividendos ambos percibidos; así como todos los demás ingresos, beneficios o utilidades percibidos o devengados, que sin formar parte de la renta líquida del contribuyente estén afectos a los impuestos global complementario o adicional, cuando se retiren o distribuyan.

Se deducirán las partidas a que se refiere el inciso segundo del artículo 21.

Se adicionarán o deducirán, según el caso, los remanentes de utilidades tributables o el saldo negativo de ejercicios anteriores, reajustados en la forma prevista en el número 1°, inciso primero, del artículo 41.

Al término del ejercicio se deducirán, también, los retiros o distribuciones efectuados en el mismo período, reajustados en la forma indicada en el número 1°, inciso final, del artículo 41.

b) En el mismo registro, pero en forma separada del fondo de utilidades tributables, la empresa deberá anotar las cantidades no constitutivas de renta y las rentas exentas de los impuestos global complementario o adicional, percibidas, y su remanente de ejercicios anteriores reajustado en la variación del índice de precios al consumidor, entre el último día del mes anterior al término del ejercicio previo y el último día del mes que precede al término del ejercicio.

También se anotarán en forma separada en el mismo registro, las inversiones efectuadas en acciones de pago o aportes a sociedades de personas señaladas en el número 2 de la letra A) de este artículo, identificando al inversionista y los créditos que correspondan sobre las utilidades así reinvertidas. De este registro se deducirán las devoluciones de capital en favor del inversionista respectivo con cargo a dichas cantidades o las sumas que deban considerarse retiradas por haberse enajenado las acciones o derechos, lo que ocurra primero.

c) El fondo de utilidades tributables sólo será aplicable para determinar los créditos que correspondan según lo dispuesto en los artículos 56, número 3), y 63.

d) Los retiros, remesas o distribuciones se imputarán, en primer término, a las rentas, utilidades o cantidades afectas al impuesto global complementario o adicional, comenzando por las más antiguas y con derecho al crédito que corresponda, de acuerdo a la tasa del impuesto de primera categoría que les haya afectado. En el caso que resultare un exceso, éste será imputado a las rentas exentas o cantidades no gravadas con dichos tributos, exceptuada la revalorización del capital propio no correspondiente a utilidades, que sólo podrá ser retirada o distribuida, conjuntamente con el capital, al efectuarse una disminución de éste o al término del giro.

e) Las deducciones a que se refiere el párrafo segundo de la letra b) precedente se imputarán a las cantidades allí señaladas y de acuerdo al orden que ahí se fija, con preferencia al orden establecido en la letra d). 

B) Otros contribuyentes.
1°.- En el caso de contribuyentes afectos al impuesto de primera categoría que declaren rentas efectivas y que no las determinen sobre la base de un balance general, según contabilidad completa, las rentas establecidas en conformidad con el Título II, más todos los ingresos o beneficios percibidos o devengados por la empresa, incluyendo las participaciones percibidas o devengadas que provengan de sociedades que determinen en igual forma su renta imponible, se gravarán respecto del empresario individual, socio, accionista o contribuyente del artículo 58, número 1°, con el impuesto global complementario o adicional, en el mismo ejercicio en que se perciban, devenguen o distribuyan.

2°.- Las rentas presuntas se afectarán con los impuestos global complementario o adicional, en el ejercicio a que correspondan. En el caso de sociedades de personas, estas rentas se entenderán retiradas por los socios en proporción a su participación en las utilidades.”.

2) Sustitúyese el artículo 14 ter por el siguiente:

“Artículo 14 ter.- Los contribuyentes obligados a declarar renta efectiva según contabilidad completa por rentas del artículo 20 de esta ley, podrán acogerse al régimen simplificado que se establece en este artículo, siempre que den cumplimiento a las siguientes normas:

1.- Requisitos: 

a) Tener un promedio anual de ingresos de su giro, no superior a 25.000 unidades de fomento en los tres últimos años comerciales anteriores al ingreso al régimen. Si la empresa que se acoge tuviere una existencia inferior a 3 ejercicios, el promedio se calculará considerando los ejercicios de existencia efectiva de ésta. 

Para efectuar el cálculo del promedio de ingresos a que se refiere esta letra, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades de fomento según el valor de ésta al último día del mes respectivo, y el contribuyente deberá sumar, a sus ingresos, los obtenidos por sus relacionados que en el ejercicio respectivo también se encuentren acogidos a las disposiciones de este artículo. Para estos efectos, se considerarán relacionados los que formen parte del mismo grupo empresarial, los controladores y las empresas relacionadas, conforme a lo dispuesto en los artículos 96 al 100 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores.

b) Tratándose de contribuyentes que opten por ingresar en el ejercicio en que inicien actividades, su capital efectivo no podrá ser superior a 30.000 unidades de fomento, según el valor de ésta al primer día del mes del inicio de las actividades.

c) No podrán acogerse a las disposiciones del presente artículo los contribuyentes que posean a cualquier título derechos sociales, acciones de sociedades o cuotas de fondos de inversión. Tampoco podrán acogerse cuando obtengan ingresos provenientes de las actividades que se señalan a continuación, cuando éstos excedan en su conjunto el 35% de los ingresos brutos totales del año comercial respectivo:

i.- Cualquiera de las descritas en los números 1 y 2 del artículo 20. Con todo, podrán acogerse a las disposiciones de este artículo las rentas que provengan de la posesión o explotación de bienes raíces agrícolas.

ii.- Participaciones en contratos de asociación o cuentas en participación.

d) No podrán acogerse las sociedades cuyo capital pagado pertenezca en más del 30% a socios o accionistas que sean sociedades que emitan acciones con cotización bursátil, o que sean empresas filiales de éstas últimas.

2.- Situaciones especiales al ingresar al régimen simplificado. 

Los contribuyentes que, estando obligados a llevar contabilidad completa para los efectos de esta ley, opten por ingresar al régimen simplificado establecido en este artículo, deberán efectuar el siguiente tratamiento a las partidas que a continuación se indican, según sus saldos al 31 de diciembre del año anterior al ingreso a este régimen:

a) Se entenderán retiradas, remesadas o distribuidas al término del ejercicio anterior a aquel en que ingresan al nuevo régimen, en conformidad a lo dispuesto en la letra A) del artículo 14, según corresponda, para afectarse con los impuestos global complementario o adicional en dicho período, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que resulte entre el valor del capital propio tributario,  aumentado cuando corresponda, por los retiros en exceso que se mantengan a la fecha del cambio de régimen y las cantidades que se indican a continuación:

i.- El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos, reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a la fecha del aporte, aumento o disminución de capital, y el mes anterior al cambio de régimen.

ii.- El saldo positivo de las cantidades anotadas en el registro que establece el inciso primero de la letra b) del número 3° de la letra A) del artículo 14.

b) Si la empresa registra un saldo de rentas acumuladas en el fondo de utilidades tributables, la cantidad afecta a impuesto global complementario o adicional será el monto mayor entre la diferencia determinada conforme a la letra a) anterior, y las rentas acumuladas en el referido fondo, en ambos casos, con derecho al crédito de los artículos 56, número 3) o 63, pero que proceda sólo respecto de éstas últimas.

c) Las pérdidas tributarias determinadas al término del ejercicio anterior, que no hayan sido absorbidas conforme a lo dispuesto en el número 3 del artículo 31, deberán considerarse como un egreso del primer día del ejercicio inicial sujeto a este régimen simplificado.

d) Los activos fijos físicos depreciables conforme a lo dispuesto en el número 5 del artículo 31, a su valor neto tributario, deberán considerarse como un egreso del primer día del ejercicio inicial sujeto a este régimen simplificado.

e) Las existencias de bienes del activo realizable, a su valor tributario, deberán considerarse como un egreso del primer día del ejercicio inicial sujeto a este régimen simplificado.

3.- Determinación de la base imponible y su tributación.

Para el control de los ingresos y egresos a que se refiere este número, los contribuyentes que se acojan a las disposiciones de este artículo y no se encuentren obligados a llevar el libro de compras y ventas, deberán llevar un libro de ingresos y egresos que cumpla con las formalidades que establezca el Servicio mediante resolución.

a) Los contribuyentes que se acojan a este régimen simplificado deberán tributar anualmente con el impuesto de primera categoría. Por su parte, los dueños, socios, comuneros o accionistas de la empresa, comunidad o sociedad respectiva, se afectarán con los impuestos global complementario o adicional, según corresponda. La base imponible del impuesto de primera categoría del régimen simplificado corresponderá a la diferencia entre los ingresos y egresos del contribuyente, mientras que la base imponible de los impuestos global complementario o adicional será aquella parte de la base imponible del impuesto de primera categoría que corresponda a cada dueño, socio, comunero o accionista, en la proporción en que el contribuyente haya suscrito y pagado o enterado el capital de la sociedad, negocio o empresa.

i) Para estos efectos, se considerarán ingresos percibidos o devengados, siempre que en este último caso sean exigibles durante el ejercicio respectivo, los provenientes de las operaciones de ventas, exportaciones y prestaciones de servicios, afectas, exentas o no gravadas con el impuesto al valor agregado, como también todo otro ingreso relacionado con el giro o actividad que se perciba o devengue en la misma forma durante el ejercicio correspondiente, salvo los que provengan de la enajenación de activos fijos físicos que no puedan depreciarse de acuerdo con esta ley, sin perjuicio de aplicarse en su enajenación separadamente de este régimen lo dispuesto en los artículos 17 y 18.

ii) Se entenderá por egresos las cantidades por concepto de compras, importaciones y prestaciones de servicios, afectos, exentos o no gravados con el impuesto al valor agregado; pagos de remuneraciones y honorarios; intereses pagados; impuestos pagados que no sean los de esta ley, las pérdidas de ejercicios anteriores, y los que provengan de adquisiciones de bienes del activo fijo físico, salvo los que no puedan ser depreciados de acuerdo a esta ley. Sin perjuicio de lo anterior, las deducciones referidas deberán cumplir con los requisitos generales establecidos para cada caso en el artículo 31 de esta ley. 

Asimismo, se aceptará como egreso de la actividad el 0,5% de los ingresos del ejercicio, con un máximo de 15 unidades tributarias mensuales y un mínimo de 1 unidad tributaria mensual, vigentes al término del ejercicio, por concepto de gastos menores no documentados.

b) Para lo dispuesto en este número, se incluirán todos los ingresos y egresos, sin considerar su origen o fuente o si se trata o no de sumas no gravadas o exentas por esta ley.

c) La base imponible calculada en la forma establecida en este número quedará afecta a los impuestos de primera categoría y global complementario o adicional, en la forma señalada, por el mismo ejercicio en que se determine. Del impuesto de primera categoría no podrá deducirse ningún crédito o rebaja por concepto de exenciones o franquicias tributarias, salvo aquel señalado en el artículo 33 ter.

4.- Liberación de registros contables y de otras obligaciones.

Los contribuyentes que se acojan al régimen simplificado establecido en este artículo estarán liberados, para efectos tributarios, de llevar contabilidad completa, practicar inventarios, confeccionar balances, efectuar depreciaciones, como también de llevar el detalle de las utilidades tributables y otros ingresos que se contabilizan en el Registro de la Renta Líquida Imponible de Primera Categoría y Utilidades Acumuladas a que se refiere la letra A) del artículo 14, y de aplicar la corrección monetaria establecida en el artículo 41.

5.- Condiciones para ingresar y abandonar el régimen simplificado. 

Los contribuyentes deberán ingresar al régimen simplificado a contar del día primero de enero del año que opten por hacerlo, debiendo mantenerse en él a lo menos durante 3 ejercicios comerciales consecutivos. La opción para ingresar al régimen simplificado se manifestará dando el respectivo aviso al Servicio desde el 1 de enero al 30 de abril del año calendario en que se incorporan al referido régimen. Tratándose del primer ejercicio comercial, deberá informarse al Servicio en la declaración de inicio de actividades.

Sin embargo, el contribuyente deberá abandonar obligatoriamente este régimen, cualquiera sea el período por el cual se haya mantenido en él, cuando deje de cumplir alguno de los requisitos establecidos en el número 1 del presente artículo.

6.- Efectos del retiro o exclusión del régimen simplificado. 

a) Los contribuyentes que opten por retirarse del régimen simplificado y que cumplan los requisitos para tal efecto deberán dar aviso al Servicio durante el mes de octubre del año anterior a aquél en que deseen cambiar de régimen, quedando a contar del día primero de enero del año siguiente al del aviso, sujetos a todas las normas comunes de esta ley.

b) Los contribuyentes que, por incumplimiento de alguno de los requisitos establecidos en el número 1 del presente artículo, deban abandonar el régimen simplificado, lo harán a contar del mismo año comercial en que ocurra el incumplimiento, sujetándose a todas las normas comunes de esta ley respecto de dicho período.

c) Al incorporarse el contribuyente al régimen de contabilidad completa por aplicación de las letras a) o b) precedentes, deberá practicar un inventario inicial para efectos tributarios, acreditando debidamente las partidas que éste contenga.

En dicho inventario deberán registrar las siguientes partidas que mantenga al 31 de diciembre del último año comercial en que estuvo acogido al régimen simplificado:

i) La existencia del activo realizable, valorada según costo de reposición, y

ii) Los activos fijos físicos, registrados por su valor actualizado al término del ejercicio, aplicándose las normas de los artículos 31, número 5º, y 41, número 2º.

Asimismo, para los efectos de determinar el saldo inicial positivo o negativo del registro a que se refiere el número 3 de la letra A) del artículo 14, deberán considerarse las pérdidas del ejercicio o acumuladas al 31 de diciembre del último ejercicio acogido al régimen simplificado, y, como utilidades, las partidas señaladas en los literales i) y ii) precedentes. La utilidad que resulte de los cargos y abonos de estas partidas constituirá el saldo inicial afecto a los impuestos global complementario o adicional, cuando sea retirado, remesado o distribuido, sin derecho a crédito por concepto del impuesto de primera categoría. En el caso que se determine una pérdida, ésta deberá también anotarse en dicho registro y podrá deducirse en la forma dispuesta en el inciso segundo del número 3º del artículo 31.

Los demás activos que deban incorporarse al inventario inicial se reconocerán al valor de costo que para efectos tributarios establece la presente ley, según corresponda.

En todo caso, la incorporación al régimen general de la ley sobre Impuesto a la Renta no podrá generar otras utilidades o pérdidas, provenientes de partidas que afectaron el resultado de algún ejercicio bajo la aplicación del régimen simplificado.

Los contribuyentes que se hayan retirado del régimen simplificado por aplicación de lo dispuesto en las letras a) o b) de este número no podrán volver a incorporarse a él hasta después de tres años comerciales en el régimen común de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.

3) Sustitúyese el número 7° del artículo 17 por el siguiente:

“7°.- Las devoluciones de capitales sociales y los reajustes de éstos, siempre que no correspondan a utilidades o cantidades que deban pagar los impuestos de esta ley. 

Las sumas retiradas o distribuidas por estos conceptos se imputarán en primer término en la forma establecida en las letras d) y e) del número 3 de la letra A) del artículo 14. Posteriormente, se imputarán a las utilidades de balance retenidas en exceso de las anteriores, sea que se encuentren capitalizadas o no, y finalmente, a las demás cantidades que deban gravarse con los impuestos de esta ley.

Una vez agotadas las utilidades o cantidades indicadas anteriormente, las devoluciones se entenderán imputadas al capital social y sus reajustes, sólo hasta concurrencia del monto aportado por el propietario, socio o accionista perceptor de esta devolución, incrementado o disminuido por los aportes, aumentos o disminuciones de capital que aquellos hayan efectuado, cantidades que se reajustarán según el porcentaje de variación del índice de precios al consumidor entre el mes que antecede a aquél en que ocurrieron y el mes anterior al de la devolución.

Cualquier retiro, remesa, distribución o devolución de cantidades que excedan de los conceptos señalados precedentemente se gravarán con los impuestos de esta ley, conforme a las reglas generales.”.

4) En el párrafo segundo del número 8 del artículo 17, elimínase lo siguiente:

“Tratándose de la enajenación de derechos en sociedad de personas o de acciones emitidas con ocasión de la transformación de una sociedad de personas en sociedad anónima, que hagan los socios de sociedades de personas o accionistas de sociedades anónimas cerradas, o accionistas de sociedades anónimas abiertas dueños del 10% o más de las acciones, a la empresa o sociedad respectiva o en las que tengan intereses, para los efectos de determinar el mayor valor proveniente de dicha operación, deberán deducir del valor de aporte o adquisición de los citados derecho o acciones, según corresponda, aquellos valores de aporte, adquisición o aumentos de capital que tengan su origen en rentas que no hayan pagado total o parcialmente los impuestos de esta ley.  Para estos efectos, los valores indicados deberán reajustarse de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior a la adquisición o aporte, aumento o disminución de capital, y el último día del mes anterior a la enajenación.”.

5) En el inciso tercero del artículo 31, reemplázase el párrafo segundo del número 3° por el siguiente: 

“Podrán, asimismo, deducirse las pérdidas de ejercicios anteriores, siempre que concurran los requisitos del inciso precedente. Para estos efectos, las pérdidas del ejercicio deberán imputarse a las utilidades o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional a que se refiere la letra d) del número 3 de la letra A) del artículo 14, se hayan afectado o no con el impuesto de primera categoría, y a las obtenidas en el ejercicio siguiente a aquél en que se produzcan dichas pérdidas, y si las utilidades referidas no fueren suficientes para absorberlas, la diferencia deberá imputarse al ejercicio inmediatamente siguiente y así sucesivamente. En el caso que las pérdidas absorban total o parcialmente las utilidades no retiradas o distribuidas, el impuesto de primera categoría pagado sobre dichas utilidades se considerará como pago provisional en aquella parte que proporcionalmente corresponda a la utilidad absorbida, y se le aplicarán las normas de reajustabilidad, imputación o devolución que señalan los artículos 93 a 97 de la presente ley.”.

6) Sustitúyese el artículo 38 bis por el siguiente:

“Artículo 38 bis.- Los contribuyentes obligados a declarar su renta efectiva según contabilidad completa, que pongan término a su giro, deberán considerar retiradas o distribuidas las rentas o cantidades acumuladas en la empresa indicadas en el inciso siguiente, afectas a los impuestos global complementario o adicional determinadas a esa fecha. 

Las rentas o cantidades que deberán considerarse retiradas o distribuidas corresponderán a la cantidad mayor, entre las utilidades tributables, registradas conforme a lo dispuesto en la letra a) del número 3 de la letra A) del artículo 14, o la diferencia que resulte de comparar el valor del capital propio tributario, determinado a la fecha de término de giro según lo dispuesto en el número 1 del artículo 41, más los retiros en exceso que se mantengan a esa fecha; y la suma de: 

i) El saldo positivo de las cantidades anotadas en el registro que establece el inciso primero, de la letra b) del número 3 de la letra A) del artículo 14; y

ii) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el mes anterior al término de giro. No se considerarán aquellas cantidades que hayan sido financiadas con rentas que no hayan pagado, total o parcialmente, los impuestos de esta ley.

Dichos contribuyentes tributarán por esas rentas o cantidades con un impuesto del 35%, el cual tendrá el carácter de único de esta ley respecto de la empresa, empresario, comunero, socio o accionista, sin que sea aplicable a ellas lo dispuesto en el número 3º del artículo 54. 

No se aplicará este impuesto a la parte de las rentas o cantidades que correspondan a los socios o accionistas obligados a declarar su renta efectiva según contabilidad completa, la cual deberá considerarse retirada o distribuida a dichos socios a la fecha del término de giro.

No obstante, el empresario, socio o accionista podrá optar por declarar las rentas o cantidades referidas como afectas al impuesto global complementario del año del término de giro de acuerdo con las siguientes reglas:

1.- A estas rentas o cantidades se les aplicará una tasa de impuesto global complementario equivalente al promedio de las tasas más altas de dicho impuesto que hayan afectado al contribuyente en los 6 ejercicios anteriores al término de giro. Si la empresa hubiera existido sólo durante el ejercicio en el que se le pone término de giro, entonces las rentas o cantidades indicadas tributarán como rentas del ejercicio según las reglas generales.

2.- Las rentas o cantidades indicadas en el número anterior gozarán del crédito del artículo 56, número 3), el cual se aplicará con una tasa del 35%. Para estos efectos, el crédito deberá agregarse en la base del impuesto en la forma prescrita en el inciso final del número 1 del artículo 54.

El valor de costo para fines tributarios de los bienes que se adjudiquen los dueños, comuneros, socios o accionistas de las empresas de que trata este artículo, en la disolución o liquidación de las mismas, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la presente ley, a la fecha de término de giro.”.

7) En el artículo 41 A:

a) Sustitúyese el encabezamiento por el siguiente:

“Artículo 41 A.- Los contribuyentes domiciliados o residentes en Chile que obtengan rentas que hayan sido gravadas en el extranjero, en la aplicación de los impuestos de esta ley se regirán, respecto de dichas rentas, además, por las normas de este artículo, en los casos que se indican a continuación:”.
b) En la letra A:

i. Agrégase en el párrafo primero del número 1, a continuación de la palabra “siguiente”, la expresión “, según corresponda”.
ii. Agrégase en la letra b) del número 3, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Para los efectos de este cálculo, se deducirán los gastos señalados en la letra D), número 6, de este artículo.”

iii. Agrégase en la letra c) del número 3, a continuación de los vocablos “se determinen rentas”, la expresión “de fuente extranjera”.

iv. Agrégase en el número 4 la siguiente letra c):

“c) Cuando tales rentas sean percibidas directamente por contribuyentes del impuesto global complementario, el crédito se agregará a la base imponible respectiva y se deducirá del citado tributo, con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiere un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.”.

c) Sustitúyese el encabezado de la letra C) por el siguiente:

“C.- Rentas por el uso de marcas, patentes, fórmulas, asesorías técnicas y otras prestaciones similares que hayan sido gravadas en el extranjero.”

d)En la letra D:

i.  En el número 1 agrégase, a continuación de la expresión “la respectiva renta”, la expresión “, según proceda”.
ii. En el número 1, agrégase el siguiente inciso final: 

“No se aplicará el reajuste a que se refiere este número cuando el contribuyente lleve su contabilidad en moneda extranjera, ello sin perjuicio de convertir los impuestos del exterior y las rentas gravadas en el extranjero a su equivalente en la misma moneda extranjera en que lleva su contabilidad.”.

iii. En el número 4 agrégase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Cuando se imputen en el país impuestos pagados por empresas subsidiarias de aquellas a que se refiere el artículo 41 A), número 1, deberán acompañarse los documentos que el Servicio exija a los efectos de acreditar la respectiva participación.”.

iv. En el número 7 agrégase, a continuación de los vocablos “objeto de”, las palabras “imputación ni”.

8)
Sustitúyese el párrafo tercero del número 3 del artículo 41 C por el siguiente:

“Los contribuyentes que obtengan rentas señaladas en el número 1º del artículo 42, deberán efectuar anualmente una reliquidación del impuesto, actualizando el impuesto que se determine y los pagados o retenidos, según la variación experimentada por el índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el último día del mes anterior al de la determinación, pago o retención y el último día del mes anterior a la fecha de cierre del ejercicio. El exceso por doble tributación que resulte de la comparación de los impuestos pagados o retenidos en Chile y el de la reliquidación, rebajado el crédito, deberá imputarse a otros impuestos anuales o devolverse al contribuyente por el Servicio de Tesorerías de acuerdo con las normas del artículo 97. Igual derecho a imputación y a devolución tendrán los contribuyentes afectos al impuesto global complementario que no tengan rentas del artículo 42, número 1º, sujetas a doble tributación.”.

9)
En el artículo 54:

a) Sustitúyese el párrafo primero del número 1 por el siguiente:

“1°.- La totalidad de las cantidades percibidas o retiradas por el contribuyente a cualquier título desde la empresa, comunidad o sociedad respectiva, en conformidad a lo dispuesto en la letra A) del artículo 14 y en el número 7 del artículo 17 de esta ley. En el caso de rentas efectivas de primera categoría determinadas en base a contabilidad simplificada, se comprenderá en la base imponible de este impuesto también la renta devengada que le corresponde al contribuyente.”.
b) Elimínase el párrafo quinto del número 1.

c) Reemplázase el párrafo sexto del número 1 por el siguiente:

“Se incluirán también las rentas o cantidades percibidas de empresas o sociedades constituidas en el extranjero y aquellas que resulten de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 41 G, las rentas presuntas determinadas según las normas de esta ley y las rentas establecidas con arreglo a lo dispuesto en los artículos 70 y 71. En el caso de comunidades, el total de sus rentas presuntas se entenderán retiradas en proporción a sus respectivas cuotas en el bien de que se trate.”.

10) En el artículo 62:

a) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“Se incluirá la totalidad de las cantidades percibidas o retiradas por el contribuyente a cualquier título desde la empresa, comunidad o sociedad respectiva, en conformidad a lo dispuesto en la letra A) del artículo 14 y en el número 7 del artículo 17 de esta ley. El impuesto que grava estas rentas se devengará en el año en que se retiren de las empresas o se remesen al exterior, siempre que no estén excepcionadas por ser cantidades no constitutivas de renta, a menos que deban formar parte de los ingresos brutos de la sociedad de conformidad al artículo 29.”.
b) Elimínase el inciso tercero.

11) En el número 4 del artículo 74:

a) En el párrafo tercero, reemplázase la expresión “la letra c) del número 1”, por la expresión “el número 2”.

b) En el párrafo penúltimo, reemplázase el guarismo “35%” por  “45%”.

12) En el inciso primero del artículo 84, agréganse los siguientes párrafos segundo y tercero en la letra i): 

“Los contribuyentes cuyos propietarios, comuneros, socios o accionistas sean exclusivamente personas naturales con domicilio o residencia en Chile, que se encuentren acogidos a lo dispuesto en el artículo 14 ter, podrán optar por aplicar como tasa de pago provisional, la que resulte de sumar la tasa efectiva del impuesto global complementario que haya afectado a cada uno de los propietarios, comuneros, socios o accionistas multiplicada por la proporción que represente su participación en las acciones o derechos en la empresa, sobre la renta líquida imponible a cada uno de éstos, todo ello dividido por los ingresos brutos obtenidos por la empresa. Para estos efectos, se considerará la tasa efectiva, renta líquida imponible e ingresos brutos correspondientes al año comercial inmediatamente anterior.

La tasa que se determine conforme a este párrafo se aplicará a los ingresos brutos del mes en que deba presentarse la declaración de renta correspondiente al ejercicio comercial anterior y hasta los ingresos brutos del mes anterior a aquel en que deba presentarse la próxima declaración de renta.”.

Artículo tercero.- No obstante lo establecido en los artículos primero y segundo transitorios, se aplicarán las siguientes disposiciones:

I.- A los contribuyentes sujetos al impuesto de primera categoría sobre la base de un balance general, según contabilidad completa, sus propietarios, comuneros, socios y accionistas.

1) Los contribuyentes sujetos al impuesto de primera categoría sobre la base de un balance general, según contabilidad completa, que al 31 de diciembre de 2016 mantengan un saldo de utilidades no retiradas, ni remesadas o distribuidas pendientes de tributación con los impuestos global complementario o adicional, determinadas conforme a lo dispuesto en la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, aplicarán las siguientes reglas sobre los retiros, remesas o distribuciones que se efectúen a partir del año comercial 2017, los que deberán imputarse en la forma señalada en el número 5 de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar de esa fecha. Si los retiros, remesas o distribuciones exceden las cantidades señaladas en la letra c) del número 4 de la letra A) del referido artículo 14, se imputarán al saldo de utilidades acumuladas pendientes de tributación con los impuestos global complementario o adicional o al registro de utilidades no tributables, acumulados al 31 de diciembre de 2016, gravándose, cuando corresponda, con dichos impuestos, hasta agotar el saldo acumulado. Para estos efectos, se considerarán las normas sobre determinación de la base imponible, créditos y retenciones establecidos en los artículos 54, 58, 60 y 62; 56, número 3, y 63; y 74, número 4, y todas las demás normas contenidas en la ley sobre Impuesto a la Renta y demás normas legales que resulten aplicables, según su texto vigente hasta el 31 de diciembre de 2016.

Cuando los referidos retiros, remesas o distribuciones sean efectuados por contribuyentes del impuesto de primera categoría obligados a declarar su renta efectiva según contabilidad completa, deberán anotarse en el fondo de utilidades tributables o no tributables, según corresponda, considerando al efecto, las mismas reglas señaladas en el párrafo anterior. 

2) El saldo de la diferencia entre la depreciación acelerada y la normal, que se haya originado producto de la aplicación de lo dispuesto en el número 5 y número 5 bis, ambos del inciso cuarto del artículo 31 de la ley sobre Impuesto a la Renta, que se mantengan acumuladas en la empresa al 31 de diciembre de 2016, deberá incorporarse al registro que se establece en la letra d) del número 4 de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, vigente a contar del año comercial 2017.

3) Para el control de las reinversiones de utilidades efectuadas a través de aportes de capital a una sociedad de personas, realizadas a partir de la vigencia de las normas establecidas en el número 2 del artículo primero transitorio, y las efectuadas mediante la adquisición de acciones de pago, independientemente de la fecha de su adquisición, cuando no se hubieren cedido o enajenado los derechos o acciones respectivas, o no se hubiere efectuado una devolución de capital con cargo a dichas cantidades al 31 de diciembre de 2016, la sociedad receptora de la reinversión deberá mantener, conjuntamente con los registros establecidos en el número 4 de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, vigente a partir del año comercial 2017, un registro para el control de dichas reinversiones, las que solamente se gravarán conforme a lo dispuesto en el artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016. Para estos efectos, se considerarán las normas sobre determinación de la base imponible, créditos y retenciones, contenidas en los artículos 54, 58, 60 y 62; 56, número 3 y 63; y 74, número 4, y todas las demás normas contenidas en la ley sobre Impuesto a la Renta y demás normas legales que resulten aplicables según su texto vigente a la fecha señalada. Con todo, los contribuyentes que cedan o enajenen los derechos sociales o las acciones respectivas no podrán volver a reinvertir conforme a lo dispuesto en esta última disposición legal.

4) Tratándose de la conversión de una empresa individual en sociedad de cualquier clase o en la división o fusión de sociedades, entendiéndose dentro de esta última la disolución de una sociedad por la reunión del total de los derechos o acciones de una sociedad en manos de una misma persona, efectuada a partir del año comercial 2017, las rentas o cantidades a que se refieren las letras a), b) y c) anteriores, que mantenga a la fecha de conversión, división o fusión, según corresponda, se entenderán reinvertidas en la sociedad que se crea o subsiste, según el caso, siendo aplicable respecto de estas últimas lo dispuesto en las letras anteriores. En las divisiones se considerará que tales cantidades se asignan en proporción al capital propio tributario de la sociedad que se divide, determinado a la fecha de división.

5) Los contribuyentes indicados en el número 1 anterior, que registren retiros en exceso de utilidades tributables determinadas conforme a las normas del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2014, deberán aplicar respecto de dichos retiros lo dispuesto en el artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2017, debiendo anotar estas partidas en el registro a que se refiere la letra d) del número 4 de la letra A) del citado artículo, sujetándose en todo al tratamiento tributario que afecta a dichas cantidades a contar de la fecha señalada. 

En la conversión de un empresario individual o en la división o fusión de sociedades, entendiéndose dentro de esta última la disolución de una sociedad por la reunión del total de los derechos o acciones de una sociedad en manos de una misma persona, efectuada a partir del 1 de enero de 2015, si la empresa que se convierte o la sociedad que se divide o fusiona, mantiene retiros en exceso, éstos se mantendrán pendientes de tributación en la empresa que se crea o subsiste. En las divisiones, los retiros en exceso se asignarán en proporción al capital propio tributario de la sociedad que se divide, determinado a la fecha de división.

Los contribuyentes que pongan término al giro de sus actividades a contar del 1 de enero de 2015 se afectarán con un impuesto en la forma establecida en el artículo 38 bis.

6) Las pérdidas que por aplicación de lo dispuesto en los artículos 29 al 33 de la ley sobre Impuesto a la Renta se determinen al término del año comercial 2016, y que no resulten absorbidas a esa fecha, deberán imputarse en los ejercicios siguientes, en la forma señalada en el número 3 del artículo 31 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2017. 

7) Los contribuyentes que declaren su renta efectiva según contabilidad completa deberán presentar al Servicio, en la forma y plazo que establezca mediante resolución, una declaración jurada informando los saldos de utilidades acumuladas en el fondo de utilidades tributables y no tributables a que se refiere el número 3 de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta vigente al 31 de diciembre de 2016, así como el valor del capital propio tributario, el capital efectivamente aportado, más los aumentos y disminuciones del mismo, y sus reajustes,  determinados a la misma fecha, así como el monto de los retiros en exceso que registren, entre otros antecedentes.

8) Tratándose de la enajenación de derechos en sociedad de personas o de acciones emitidas con ocasión de la transformación de una sociedad de personas en sociedad anónima, para los efectos de determinar el mayor valor proveniente de dicha operación, deberán deducirse del valor de aporte o adquisición de los citados derechos o acciones ocurridas con anterioridad al 1 de enero de 2015, según corresponda, aquellos valores de aporte, adquisición o aumentos de capital que tengan su origen en rentas que no hayan pagado total o parcialmente los impuestos de esta ley, incluidas en éstas las reinversiones. 

9) Tratándose de la enajenación de derechos en una sociedad de personas adquiridos con ocasión de la transformación de una sociedad anónima en sociedad de personas ocurrida con anterioridad al 1 de enero de 2015, para los efectos de determinar el mayor valor proveniente de dicha operación, deberán deducirse del valor de aporte o adquisición de los citados derechos, aquellos valores de aporte, adquisición o aumentos de capital que tengan su origen en rentas que no hayan pagado total o parcialmente los impuestos de esta ley.  

II.- A los contribuyentes acogidos a las disposiciones del artículo 14 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2014, sus propietarios, comuneros, socios y accionistas.

1) Los contribuyentes acogidos al régimen del artículo 14 bis, derogado por el número 5) del artículo 1° de esta ley, se entenderán incorporados al régimen de tributación del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta a partir del 1 de enero de 2015, debiendo aplicar al término del ejercicio inmediatamente anterior lo dispuesto en los incisos segundo, tercero, noveno y final del mismo artículo, según su texto vigente a esa fecha.

2) Las rentas que en conformidad a lo señalado anteriormente se determinen al 31 de diciembre de 2014, se considerarán formando parte del fondo de utilidades tributables en la misma fecha y se afectarán con los impuestos global complementario o adicional, sin derecho a los créditos de los artículos 56, numero 3), y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, cuando sean retiradas, remesadas o distribuidas, conforme a lo dispuesto en la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta.

No obstante lo anterior, si al 31 de diciembre de 2014 el contribuyente registra un remanente del crédito a que se refiere el artículo 1° de las disposiciones transitorias de la ley N° 18.775, éste se considerará como crédito por impuesto de primera categoría respecto de las rentas que deban incorporarse al registro señalado en el párrafo anterior. Para tal efecto, se aplicará el siguiente procedimiento:

i.- El remanente de crédito determinado al 31 de diciembre de 2014 deberá asignarse al todo o a una parte de las utilidades que deban incorporarse al registro señalado, dividiéndolo para este efecto por 0,20. El resultado que se determine, corresponderá al saldo de utilidades con derecho al crédito por impuesto de primera categoría, con tasa de 20%, sin perjuicio de lo indicado en el literal siguiente.

ii.- Si el saldo de utilidades con derecho al crédito que se determine por aplicación de lo dispuesto en el literal i.- excede del monto de rentas o cantidades  determinadas por el contribuyente al salir del régimen del artículo 14 bis de acuerdo a lo establecido en el número 1) anterior, sólo se registrarán utilidades con derecho al crédito hasta concurrencia de estas últimas, extinguiéndose la parte del crédito por impuesto de primera categoría que no forme parte de las utilidades que deban así registrarse.

iii.- Si el saldo de utilidades con derecho al crédito que se determine por esta vía es inferior a las rentas determinadas por el contribuyente al salir del régimen del artículo 14 bis, sólo se considerarán utilidades con derecho a crédito por impuesto de primera categoría, el monto de las utilidades determinadas conforme al literal i.- anterior. La diferencia corresponderá a la utilidad sin derecho a crédito, de acuerdo a lo indicado en el párrafo primero de este número 2).

iv. Al momento en que dichas rentas sean retiradas, remesadas o distribuidas, conforme a lo dispuesto en el número 1, del número I anterior, el contribuyente podrá optar por imputar las utilidades con o sin derecho al crédito señalado, según estime conveniente.

3) Tales contribuyentes podrán optar por acogerse al nuevo régimen establecido en el artículo 14 ter, sustituido por el número 6) del artículo 1° de esta ley, siempre que cumplan con los requisitos y formalidades que esa norma establece, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2015. En este último caso, las rentas que se determinen por aplicación de lo dispuesto en los incisos segundo, tercero, noveno y final del artículo 14 bis, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2014, se gravarán conforme a lo dispuesto en el artículo 38 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta.

4) Estos contribuyentes deberán informar al Servicio, en la forma y plazo que establezca mediante resolución, las diferencias entre el capital propio tributario determinado al 31 de diciembre de 2014 y el capital propio inicial.

III.- A los contribuyentes acogidos a las disposiciones del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2014, sus propietarios, comuneros, socios y accionistas.

1) Los contribuyentes acogidos al anterior régimen establecido en el artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2014, que es sustituido por el número 6) del artículo 1° de esta ley, se entenderán acogidos de pleno derecho al nuevo régimen del citado artículo, a partir del 1 de enero de 2015, sin perjuicio que posteriormente deban dar cumplimiento a los requisitos establecidos en la nueva disposición, para mantenerse en dicho régimen.

Sin perjuicio de lo anterior, el contribuyente podrá incorporarse al régimen general establecido en el artículo 14, a contar de la fecha señalada, para lo cual deberá aplicar lo dispuesto en los números 5 y 6 del artículo 14 ter, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2015.

2) Los contribuyentes que al 31 de diciembre de 2014 se encuentren obligados a declarar sus rentas efectivas según contabilidad completa, y mantengan un saldo de utilidades no retiradas, ni remesadas o distribuidas pendientes de tributación con los impuestos global complementario o adicional, determinadas conforme a lo dispuesto en la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a esa fecha, y opten por acogerse a las disposiciones del artículo 14 ter, a partir del 1 de enero de 2015, deberán considerar íntegramente retiradas, remesadas o distribuidas dichas cantidades al término del ejercicio anterior al ingreso al régimen simplificado, para afectarse con los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, aplicándose al efecto las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta según su texto vigente a esa fecha.

IV.- A los contribuyentes acogidos a un régimen de renta presunta de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2014, sus propietarios, comuneros, socios y accionistas.

Los contribuyentes que al 31 de diciembre de 2014 se encuentren acogidos al régimen de tributación sobre renta presunta que establecen los artículos 20, número 1, letra b); 34 y 34 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a esa fecha, y en la misma oportunidad no cumplan con los nuevos requisitos contenidos en el artículo 34 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2015; o bien, encontrándose acogidos a las disposiciones de este último artículo, opten por abandonar el régimen de presunción de rentas o dejen de cumplir los requisitos para mantenerse en el mismo, debiendo en tales casos declarar su renta efectiva sobre la base de contabilidad completa, deberán registrar sus activos y pasivos en el balance inicial que al efecto deberán confeccionar a contar del 1 de enero del año 2015, o del 1 de enero del año siguiente a aquel en el cual han optado por abandonar o dejen de cumplir los requisitos para mantenerse en el mismo, según corresponda, de acuerdo a las siguientes normas:
1) Contribuyentes que exploten bienes raíces agrícolas.

a) Los terrenos agrícolas se registrarán por su avalúo fiscal a la fecha de balance inicial o por su valor de adquisición reajustado de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior a la adquisición y el último día del mes anterior al balance inicial, a elección del contribuyente.

b) Los demás bienes físicos del activo inmovilizado se registrarán por su valor de adquisición o construcción, debidamente documentado y actualizado de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al de la adquisición o desembolso y el último día del mes anterior al del balance, deduciendo la depreciación normal que corresponda por el mismo período en virtud de lo dispuesto en el número 5° del artículo 31 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2015.

c) El valor de costo de los bienes del activo realizable se determinará en conformidad con las normas del artículo 30 de la ley sobre Impuesto a la Renta, de acuerdo con la documentación correspondiente, y se actualizará a su costo de reposición según las normas contenidas en el artículo 41, número 3°, de la misma ley.

d) Las plantaciones, siembras, bienes cosechados en el predio y animales nacidos en él, se valorizarán a su costo de reposición a la fecha del balance inicial, considerando su calidad, el estado en que se encuentren, su duración real a contar de esa fecha, y su relación con el valor de bienes similares existentes en la misma zona.

e) Los demás bienes del activo se registrarán por su costo o valor de adquisición, debidamente documentado y actualizado en conformidad con las normas del artículo 41 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2015.

f) Los pasivos se registrarán según su monto exigible, debidamente documentado y actualizado de acuerdo con las normas del artículo 41 de la ley sobre Impuesto a la Renta.

g) Los pasivos que obedezcan a operaciones de crédito de dinero sólo podrán registrarse si se ha pagado oportunamente el impuesto de timbres y estampillas, a menos que se encuentren expresamente exentos de éste.

h) La diferencia positiva que se determine entre los activos y pasivos registrados en la forma antes indicada, se considerará capital para todos los efectos legales. Si la diferencia es negativa, en ningún caso podrá deducirse en conformidad con el artículo 31, número 3°, de la ley sobre Impuesto a la Renta.

2) Contribuyentes que desarrollan actividades mineras.

Estos contribuyentes deberán aplicar las normas establecidas en las letras a) a la h), del número 1) anterior, a excepción de lo establecido en la letra d).

Lo señalado en la letra a) se aplicará respecto de los terrenos de propiedad del contribuyente que hayan sido destinados a su actividad de explotación minera.

3) Contribuyentes que desarrollan la actividad de transporte.

Estos contribuyentes deberán aplicar las normas establecidas en las letras a) a la h), del número 1 anterior, a excepción de lo establecido en la letra d), con las siguientes modificaciones:

Lo señalado en la letra a) se aplicará respecto de los terrenos no agrícolas, de propiedad del contribuyente, que hayan sido destinados a su actividad de transporte.

Respecto de lo indicado en la letra b), opcionalmente podrán registrar los vehículos motorizados de transporte terrestre de carga o de pasajeros de acuerdo con su valor corriente en plaza, fijado por el Servicio en el ejercicio anterior a aquel en que deban determinar su renta según contabilidad completa. Ese valor deberá actualizarse por la variación del índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior a la publicación de la lista que contenga dicho valor corriente en plaza en el Diario Oficial y el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio en que esa lista haya sido publicada. 

4) Normas comunes.

a) Para todos los efectos tributarios, se presumirá, que los activos incluidos en el balance inicial han sido adquiridos con ingresos que tributaron con anterioridad a la vigencia de esta ley. El Servicio podrá rebajar los valores registrados en el balance inicial, haciendo uso del procedimiento establecido en el artículo 64 del Código Tributario, en todos aquellos casos en que la valorización del contribuyente no cumpla los requisitos señalados en este número IV) o no se acredite fehacientemente. Las diferencias que se determinen por aplicación de dicha facultad no se afectarán con lo dispuesto en el artículo 21 de la ley sobre Impuesto a la Renta.

b) Los contribuyentes a que se refiere este número, respecto de los bienes físicos del activo inmovilizado existentes a la fecha del balance inicial, podrán aplicar el régimen de depreciación acelerada establecido en los números 5 y 5 bis, ambos del artículo 31 de la ley sobre Impuesto a la Renta, en tanto cumplan los requisitos para tal efecto, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2015.

c) El primer año comercial en que deban declarar su renta efectiva mediante balance general, según contabilidad completa, los contribuyentes deberán dar aviso de esta circunstancia al Servicio, en la forma y plazo que éste establezca mediante resolución, debiendo acompañar el balance inicial mencionado en el párrafo primero de este número. La falta de este aviso hará aplicable el plazo de prescripción a que se refiere el inciso segundo del artículo 200 del Código Tributario.

d) Los ingresos que se perciban a contar del momento en que el contribuyente deba determinar su renta efectiva según contabilidad completa, y que correspondan a contratos u operaciones celebrados con anterioridad a esa fecha, deberán ser considerados en el ejercicio de su percepción a menos que hubieran sido facturados y entregados los bienes o prestados los servicios, cuando el contribuyente estaba aún bajo el régimen de renta presunta, en cuyo caso se estará a las reglas generales sobre devengo.

e) Las enajenaciones del todo o parte de predios agrícolas, o del todo o parte de pertenencias mineras efectuadas por los contribuyentes a que se refiere este número IV), en el ejercicio inmediatamente anterior a aquél en que deban operar bajo el régimen de renta efectiva según contabilidad completa o en el primer ejercicio sometido a dicho régimen, obligarán a los adquirentes de tales predios o pertenencias mineras, según el caso, a tributar también según ese sistema. La misma norma se aplicará respecto de las enajenaciones hechas por estos últimos en los ejercicios citados. Lo dispuesto en esta letra se aplicará también cuando, durante los ejercicios señalados, los contribuyentes entreguen en arrendamiento o a cualquier otro título de mera tenencia el todo o parte de predios agrícolas, el todo o parte de pertenencias o vehículos de transporte de carga terrestre o de pasajeros. En tal circunstancia, el arrendatario o mero tenedor quedará también sujeto al régimen de renta efectiva según contabilidad completa. Se aplicará respecto de lo dispuesto en este inciso lo prescrito en el artículo 75 bis del Código Tributario; sin embargo, en estos casos, el enajenante, arrendador o persona que a título de mera tenencia entregue el predio, la pertenencia o el vehículo de carga, podrá cumplir con la obligación de informar su régimen tributario hasta el último día hábil del mes de enero del año en que deba comenzar a determinar su renta efectiva según contabilidad completa. En este caso, la información al adquirente, arrendatario o mero tenedor deberá efectuarse mediante carta certificada dirigida a través de un notario al domicilio que aquél haya señalado en el contrato y, en la misma forma, al Director Regional del Servicio correspondiente al mismo domicilio.

El Servicio podrá investigar si las obligaciones impuestas a las partes por cualquier contrato en que se enajenen predios agrícolas, pertenencias mineras o acciones en sociedades legales mineras, son efectivas, si realmente dichas obligaciones se han cumplido o si lo que una parte da en virtud de un contrato oneroso guarda proporción con el valor corriente en plaza, a la fecha del contrato. Si el Servicio estimare que dichas obligaciones no son efectivas o no se han cumplido realmente, o que lo que una de las partes da es desproporcionado al valor corriente en plaza, liquidará el impuesto correspondiente. Si a juicio de Director Nacional del Servicio, la operación en cuestión representara una forma de evadir el cambio del régimen de renta presunta por el de renta efectiva, o una forma de desviar futuras operaciones desde este último régimen al primero, o el abultamiento injustificado de ingresos no constitutivos de renta u otra acción que pudiera enmarcarse dentro del tipo prescrito en el artículo 97, número 4°, del Código Tributario, procederá a iniciar las acciones penales o civiles correspondientes.

5) Sistemas de contabilidad que podrán llevar para acreditar la renta efectiva.

a)  Sistema de contabilidad completa.

Para estos efectos, serán aplicables las disposiciones del Código de Comercio, del Código Tributario y de la ley sobre Impuesto a la Renta, en lo que resulten pertinentes.

Los contribuyentes que realicen actividades agrícolas deberán aplicar, además, lo dispuesto en el decreto supremo N° 1.139, de 1990, del Ministerio de Hacienda, que establece el Reglamento sobre Contabilidad Agrícola, aplicable a los contribuyentes que están obligados a declarar sus rentas efectivas según contabilidad completa.

Los contribuyentes que exploten pertenencias mineras deberán aplicar lo dispuesto en el decreto supremo N° 209, de 1990, del Ministerio de Hacienda, que establece normas sobre la forma de determinar la parte del valor de adquisición de dichas pertenencias que debe incorporarse en el costo directo del mineral extraído.
b)  Sistema de contabilidad simplificada.

Los contribuyentes mencionados en este número IV), a contar del año en que deban declarar sus rentas efectivas, conforme a lo dispuesto en el artículo 34 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2015, podrán acogerse al régimen simplificado establecido en el artículo 14 ter de la misma ley, siempre que al momento de su incorporación den cumplimiento a los requisitos que esta última norma establece. 

V) Remanentes de créditos por impuestos pagados en el extranjero.

Los contribuyentes que al 1 de enero de 2017 mantengan remanentes de créditos contra el impuesto de primera categoría por impuestos pagados en el extranjero, conforme a lo dispuesto en los artículos 41 A y 41 C de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, podrán deducirlo del impuesto de primera categoría que se determine por las utilidades obtenidas a partir del año comercial 2017 y siguientes, reajustados en la forma que establecen las normas señaladas. 

Los créditos contra impuestos finales establecidos en las normas legales referidas, que se mantengan acumulados en la empresa junto con las utilidades tributables a las que acceden, podrán imputarse contra los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, que grave a los retiros, remesas o distribuciones de las referidas utilidades tributables.

VI) Inversiones efectuadas al amparo del artículo 57 bis.

1) Los contribuyentes que con anterioridad al año comercial 2015 hayan efectuado inversiones al amparo del artículo 57 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, a partir del 1 de enero de 2017, fecha de derogación de la citada norma, sólo tendrán derecho al crédito establecido en dicho artículo por la parte que corresponda a remanentes de ahorro neto positivo no utilizado, que se determine al 31 de diciembre de 2016, cuyo monto anual no podrá exceder de la cantidad menor entre el 30% de la renta imponible de la persona o 65 unidades tributarias anuales, de acuerdo a su valor al 31 de diciembre del año respectivo. El saldo de ahorro neto que exceda la cantidad señalada constituirá remanente para ejercicios siguientes, que podrá ser utilizado hasta su total extinción, debiendo reajustarse según la variación del índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al cierre del ejercicio precedente y el último día del mes anterior al cierre del ejercicio de que se trate.

Los retiros que se efectúen a partir del 1 de enero de 2017 se sujetarán en todo a lo dispuesto en el derogado artículo 57 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016. 

Las inversiones o depósitos que se hagan a partir del 1 de enero de 2017 deberán ser registrados en forma separada por las instituciones receptoras y en ningún caso serán considerados para la determinación del ahorro neto.

2) Contribuyentes acogidos al artículo 57 bis, a partir del año comercial 2015.

Los contribuyentes que a contar del año comercial 2015, se acojan a lo dispuesto en el artículo 57 bis, por inversiones efectuadas a partir de ese año, deberán aplicar lo dispuesto en el citado artículo, con las siguientes excepciones:

a) En la determinación del ahorro neto del año, los giros o retiros efectuados sólo se considerarán por el monto del capital girado o retirado, excluyendo las ganancias de capital o rentabilidad asociada a cada retiro. 

b) La ganancia de capital o rentabilidad que se haya obtenido en el año respectivo, correspondiente a los giros o retiros efectuados por el contribuyente, se gravará con el impuesto global complementario, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 52 y siguientes de la ley sobre Impuesto a la Renta.

c) Cumplido el período a que se refiere el número 5 del artículo 57 bis, los retiros efectuados a contar de dicho período se sujetarán a lo dispuesto en el citado número, considerando tanto el capital, como la rentabilidad obtenida en el monto girado o retirado.

Las instituciones receptoras deberán informar al Servicio, en la forma y plazo que establezca mediante resolución, los remanentes de ahorro neto no utilizado por el contribuyente, el ahorro neto del ejercicio, las inversiones, depósitos, giros, retiros y ganancias o rentabilidades obtenidas.

VII) Crédito establecido en el artículo 33 bis.

Los contribuyentes que, según lo dispuesto en el artículo cuarto de las disposiciones transitorias de la ley N° 19.578, mantengan al 31 de diciembre de 2016 remanentes de crédito por adquisiciones o construcciones de bienes físicos del activo inmovilizado, podrán imputar dicho remanente al impuesto de primera categoría que se determine a partir del año comercial siguiente a esa fecha.

Respecto de las adquisiciones, construcciones o contratos que se realicen o suscriban a partir del 1 de enero de 2017, se aplicará lo dispuesto en el artículo 33 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a esa fecha.

VIII) Crédito establecido en el artículo 33 ter.

No obstante lo dispuesto en los artículos 33 bis y 33 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, por el plazo de un año a contar del primer día del mes siguiente a la fecha de publicación de la ley:

1) Aquellos contribuyentes que en los 3 ejercicios anteriores a aquel en que comience la utilización del bien registren un promedio de ventas anuales que no superen las 25.000 unidades de fomento, tendrán derecho al crédito establecido en dicho artículo con un porcentaje del 8%. Para este efecto, las ventas anuales se expresarán en unidades de fomento, considerando para ello el valor de los ingresos mensuales, según el valor de la unidad de fomento al término de cada mes. Si la empresa tuviere una existencia inferior a 3 ejercicios, el promedio se calculará considerando los ejercicios de existencia efectiva.

En todo lo demás, se aplicarán las reglas establecidas en el artículo 33 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta.
2) Aquellos contribuyentes que en los 3 ejercicios anteriores a aquel en que comience la utilización del bien registren un promedio de ventas anuales superior a 25.000 unidades de fomento y que no supere las 100.000 unidades de fomento, tendrán derecho al crédito establecido en dicho artículo con el porcentaje que resulte de multiplicar 8% por el resultado de dividir 100.000 menos los ingresos anuales sobre 75.000. Para este efecto, las ventas anuales se expresarán en unidades fomento, considerando para ello, el valor de los ingresos mensuales, según el valor de la unidad de fomento al término de cada mes. Si la empresa tuviere una existencia inferior a 3 ejercicios, el promedio se calculará considerando los ejercicios de existencia efectiva.

Si el porcentaje que resulte es inferior al 4%, será este último porcentaje el que se aplicará para la determinación del referido crédito.

En todo lo demás, se aplicarán las reglas establecidas en el artículo 33 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta.

IX) Tasa variable para la determinación de los pagos provisionales mensuales.

1) Para los efectos de lo señalado en el inciso segundo de la letra a) del artículo 84 de la ley sobre Impuesto a la Renta, los contribuyentes deberán recalcular el impuesto de primera categoría con la tasa de impuesto que rija en cada año calendario, para determinar el porcentaje que deben aplicar a los ingresos brutos por los meses de abril 2015 a marzo 2016, abril 2016 a marzo 2017 y abril 2017 a marzo 2018. 

2) Los contribuyentes que en los años comerciales 2014, 2015 y 2016 hayan obtenido ingresos del giro superiores al valor equivalente a 100.000 unidades de fomento, según el valor de ésta al término del ejercicio, para los efectos de determinar los pagos provisionales por los ingresos brutos correspondientes a los meses de enero, febrero y marzo de los años calendario 2015, 2016 y 2017, según corresponda, el porcentaje aplicado durante el mes de diciembre inmediatamente anterior se ajustará multiplicándolo por los factores 1,071, 1,067 y 1,042, respectivamente.

3) Rebájase transitoriamente la tasa de los pagos provisionales mensuales del impuesto de primera categoría de los contribuyentes acogidos a lo dispuesto en los artículos 14 ter y 14 quáter, en tanto se mantenga vigente el régimen de la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974, que deban declararse y pagarse por los ingresos brutos percibidos o devengados a partir del mes siguiente al de publicación de esta ley y hasta los doce meses siguientes, incluido éste último, de 0,25% a 0,2%.

4) Rebájanse transitoriamente los pagos provisionales que los contribuyentes del impuesto de primera categoría cuyas tasas variables se ajusten anualmente, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 84 de la ley sobre Impuesto a la Renta, que deban declararse y pagarse por los ingresos brutos percibidos o devengados a partir del mes siguiente al de publicación de esta ley, y hasta los doce meses siguientes, incluido éste último, de la siguiente forma:

- En el 15%, respecto de la cantidad que corresponda pagar a los contribuyentes que durante el año calendario 2013 hubiesen obtenido ingresos brutos totales iguales o inferiores al equivalente a 100.000 unidades de fomento, y

- Para efectos de lo establecido en este artículo, los ingresos brutos de cada mes se expresarán en unidades de fomento según el valor que haya tenido dicha unidad el último día del mes a que correspondan.

La rebaja transitoria del monto de los pagos provisionales mensuales dispuesta en este artículo, no se considerará para los efectos de fijar las tasas de pagos provisionales mensuales que deban aplicarse a partir del término del periodo de doce meses señalado, las que se determinarán conforme a las reglas generales del artículo 84 de la ley sobre Impuesto a la Renta.

La rebaja transitoria de pagos provisionales dispuesta en este artículo será incompatible con la aplicación de cualquier otra disposición legal o reglamentaria que permita rebajar las tasas determinadas conforme al referido artículo 84, ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 90, ambos de la ley sobre Impuesto a la Renta.

X) Deducción como gastos de cantidades afectas al impuesto del artículo 59 de la ley sobre Impuesto a la Renta.

Lo dispuesto en el número 15), letra b, del artículo 1° de la presente ley, regirá a contar del primer día del mes siguiente a su publicación, respecto de las cantidades pagadas, adeudadas, abonadas en cuenta, contabilizadas como gasto, remesadas o que se pongan a disposición del interesado a partir de esa fecha. Sólo podrán rebajarse como gasto las cantidades allí señaladas, que no hayan sido deducidos como tales con anterioridad a la referida entrada en vigencia.

XI) Reconocimiento de ingresos, costos o gastos.

Se aplicará la sanción establecida en el número 20 del artículo 97 del Código Tributario cuando el contribuyente efectúe la imputación o deducción de ingresos, costos y,o gastos en un período distinto a aquel en que legalmente corresponda, con el objeto de postergar la tributación o disminuir las rentas que deban gravarse conforme al nuevo régimen de tributación establecido en el artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2017.

Se entenderá que existe postergación o se disminuyen las referidas rentas, cuando la suma de ingresos, costos y,o gastos imputados o deducidos en un período distinto de aquel en que legalmente corresponda, asciende al 5% de los ingresos, gastos y,o costos, de dicho período. 

XII) Depreciación de bienes físicos del activo inmovilizado.

Lo dispuesto en el nuevo número 5 bis del artículo 31 de la ley sobre Impuesto a la Renta, se aplicará a contar del día primero del mes siguiente a la publicación de la ley, respecto de bienes adquiridos o terminados de construir a partir de esa fecha.

Los bienes adquiridos o construidos con anterioridad a la fecha señalada, respecto de los cuales se está aplicando depreciación acelerada, podrán continuar depreciándose conforme a las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta. 

No obstante lo dispuesto en los números 5° y 5º bis del artículo 31 de la ley sobre Impuesto a la Renta, por el plazo de un año, a contar del día primero del mes siguiente a la publicación de la ley, los bienes físicos del activo inmovilizado adquiridos nuevos o terminados de construir a partir de esa fecha, podrán ser depreciados considerando una vida útil de 1 año.
XIII) Tratamiento tributario para los Fondos de Inversión y Fondos Mutuos.

Los Fondos constituidos con anterioridad al 1 de enero de 2017, observarán las siguientes reglas especiales:

1) Deberán presentar una declaración ante el Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, en la cual informen:

i) el saldo de beneficios a que se refiere el literal i) de la letra a) y el literal i) de la letra d), ambos del artículo 7° transitorio de la ley N° 20.712.

ii) el saldo de beneficios registrados en el fondo de utilidades tributables que establece la letra b) del número 1 y el registro que establece la letra b) del número 2, ambos del artículo 81 de la ley N° 20.712, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016.

iii) la determinación del saldo positivo que al 31 de diciembre de 2016 se mantenga acumulado en el Fondo, considerando para tal efecto el conjunto de sus ingresos, rentas, beneficios y utilidades que no se encuentren incluidos en los literales i) y ii) anteriores, así como los costos, gastos y pérdidas relacionados con los mismos, de acuerdo a las normas generales establecidas en la referida ley, y siempre que se trate de operaciones que no estén expresamente liberadas de tributación. Para la determinación de tal resultado, deberá considerar el obtenido en la enajenación de sus inversiones, los intereses percibidos o devengados derivados de instrumentos de renta fija, entre otros. 

iv) el valor del patrimonio del Fondo, y el número de cuotas en poder de cada partícipe, con individualización de cada uno de ellos al 31 de diciembre de 2016.

2) Los fondos que al 31 de diciembre de 2016 mantengan un saldo de utilidades acumuladas en los registros señalados en los literales i), ii) y iii) del número 1 anterior, deberán sujetar las distribuciones que efectúen a partir del 1 de enero de 2017, al orden de imputación establecido en el número 5 del artículo 81 de la ley N° 20.712, según su texto vigente a contar de esa fecha, pero una vez que las distribuciones hayan agotado el saldo de los registros establecidos en las letras a) y c) del número 4 de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, se imputarán a los saldos de utilidades acumuladas al 31 de diciembre de 2016, de acuerdo al orden de imputación que establece el literal i) de la letra a) del artículo 7° transitorio de la ley N° 20.712. 

3) En los casos de fusión o transformación de fondos, el fondo absorbente que nace con motivo de la fusión o el resultante deberá mantener también el control de las cantidades anotadas en los registros señalados en el número 1 anterior. Tratándose de la división de fondos, dichas cantidades se asignarán conforme se distribuya el patrimonio del fondo de inversión dividido, debiéndose mantener el registro en cada fondo. 

4) El mayor valor obtenido en la enajenación o el rescate de cuotas de los fondos, se sujetará al siguiente tratamiento tributario: 

a) Adquiridas con anterioridad al 1 de mayo de 2014 y que su enajenación o rescate se efectúe con posterioridad al 1 de enero de 2017:

i) El valor proporcional que representan las cuotas enajenadas sobre el total del patrimonio del fondo al 1 de mayo de 2014, que exceda el valor de adquisición reajustado, quedará sujeto al régimen tributario contenido en la ley Nº 18.815, decreto ley 1.328, de 1979, y artículos 11, 17 N° 8, 107 y 108 de la ley sobre Impuesto a la Renta, de acuerdo a su texto vigente hasta el 30 de abril de 2014, según corresponda.

ii) El valor proporcional que representan las cuotas enajenadas sobre el total del patrimonio del fondo al 31 de diciembre de 2016, que exceda el valor de adquisición reajustado, descontado el valor determinado conforme al número anterior, quedará sujeto al régimen tributario contenido en la ley Nº 20.712, y artículos 11, 17 N° 8, 107 y 108 de la ley sobre Impuesto a la Renta, de acuerdo a su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, según corresponda.

iii) La parte del mayor valor que exceda la suma de los valores señalados en los literales anteriores se considerará un ingreso no constitutivo de renta. 

b) Adquiridas a contar del 1 de mayo de 2014 y hasta el 31 de diciembre de 2016, cuya enajenación o rescate se efectúe con posterioridad al 1 de enero de 2017, se sujetará al siguiente tratamiento tributario:

i) El valor proporcional que representan las cuotas enajenadas sobre el total del patrimonio del fondo al 31 de diciembre de 2016, que exceda el valor de adquisición ajustado, quedará sujeto al régimen tributario contenido en la ley Nº 20.712, y artículos 11; 17, número 8; 107 y 108 de la ley sobre Impuesto a la Renta, de acuerdo a su texto vigente a esa fecha, según corresponda.

ii) La parte del mayor valor que exceda la suma de los valores señalados en el literal anterior se considerará un ingreso no constitutivo de renta. 

Para estos efectos, el valor de adquisición de las cuotas se expresará en su equivalente en unidades de fomento según el valor de dicha unidad a la fecha en que se efectuó el aporte o adquisición, y el valor de rescate se expresará en su equivalente en unidades de fomento según el valor de esta unidad a la fecha en que se efectúe la enajenación o rescate.

XIV) La derogación de lo dispuesto en el literal (iii) del párrafo cuarto del número 1.- del artículo primero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.190, rige a contar del 1 de enero de 2017. No obstante lo anterior, dicho requisito se mantiene para sociedades en que hayan invertido los fondos de inversión con anterioridad a la vigencia de dicha modificación, considerando al efecto el saldo de utilidades tributables retenidas que registren hasta el 31 de diciembre de 2016.

XV) Sin perjuicio de la modificación efectuada en la ley N° 19.420, por el número 8 del artículo 12, los contribuyentes que hubieren efectuado inversiones de que trata dicha ley, afectándose con el impuesto de primera categoría, por los retiros, remesas o distribuciones que efectúen a contar del año comercial 2017, en tanto deban imputarse al registro del fondo de utilidades tributables que establecía el artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, se mantendrán  excepcionados de lo dispuesto en la primera parte de la letra d) del número 3° de la letra A) de dicha disposición, de modo que podrán retirar, remesar o distribuir en cualquier ejercicio las rentas o utilidades que se determinen por dichos años comerciales.

Artículo cuarto.- La modificación de la tasa del impuesto de primera categoría, establecida en el número 10), letra a), del artículo 1°, entrará en vigencia a partir del año comercial 2017, conforme a la siguiente gradualidad, para las rentas que se perciban o devenguen durante los años comerciales que se señalan a continuación:

a) Año 2014: 21%

b) Año 2015: 22,5%

c) Año 2016: 24%

Artículo quinto.- Las disposiciones del artículo 2° entrarán en vigencia conforme a las siguientes reglas:

1. Lo dispuesto en los números 1, 3, 4, 5, 6 y 7 entrará en vigencia a contar del 1 de enero de 2016.

2. Lo dispuesto en los números 2 y 8 entrará en vigencia a contar del 1 de enero de 2015.

3. El impuesto establecido en el artículo 46 de la ley de Impuesto al Valor Agregado entrará en vigencia treinta días después de la publicación del reglamento que dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que contenga las disposiciones necesarias para la aplicación de dicha norma. Asimismo, el referido Ministerio podrá, durante los primeros doce meses de vigencia del impuesto referido, asignar valores de rendimiento urbano específico cuando no se disponga de la información para modelos o grupos de modelos específicos. Con todo, dichos valores se podrán determinar de acuerdo a las siguientes fuentes de información: a) certificaciones de otros países donde se aplica la norma europea para determinar el rendimiento, b) información técnica de organismos independientes o gubernamentales de otros países, o c) cálculos técnicos propios de la Subsecretaría de Transportes en base al tamaño, peso, cilindrada u otras especificaciones técnicas del modelo en cuestión.

Artículo sexto.- Las modificaciones introducidas por el artículo 2° en el decreto ley N° 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, no se aplicarán a las ventas y otras transferencias de dominio de inmuebles, que se efectúen en virtud de un acto o contrato cuya celebración se hubiere válidamente prometido con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley a que se refiere el número 1 del artículo precedente, en un contrato celebrado por escritura pública o por instrumento privado protocolizado. Del mismo modo, no se aplicarán dichas disposiciones a las transferencias de inmuebles que se efectúen en virtud de un contrato de arrendamiento con opción de compra celebrado con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia señalada, siempre que dicho contrato se haya celebrado por escritura pública o instrumento privado protocolizado.
Artículo séptimo.- Lo dispuesto en el artículo 4° entrará en vigencia de manera gradual, de acuerdo a las siguientes fechas: A partir del 1 de enero del año 2015, el crédito establecido en el artículo 21 del decreto ley N° 910, de 1975, se aplicará en la venta de bienes corporales inmuebles para habitación efectuada y contratos generales de construcción que se suscriban, a partir de esa fecha y cuyo valor no exceda de 4.000 unidades de fomento, con un tope de hasta 200 de dichas unidades por vivienda. A partir del 1 de enero del año 2016, dicho crédito se aplicará cuando el valor no exceda de 3.000 unidades de fomento, con un tope de hasta 150 de dichas unidades por vivienda. Finalmente, a partir del 1 de enero del año 2017 el precitado crédito se aplicará cuando el valor antes dicho no exceda de 2.000 unidades de fomento, con un tope de hasta 100 de dichas unidades por vivienda.

Artículo octavo.- Lo dispuesto en el artículo 5° entrará en vigencia a partir del 1 de enero de 2016.

Para la aplicación de la exención del artículo 24, número 17, del decreto ley N° 3.475, de 1980, respecto de las operaciones de crédito de dinero efectuadas a contar de la vigencia del artículo 5° de la presente ley, destinadas a pagar préstamos anteriores a esa fecha, se considerará como tasa máxima el 0,4%. 
Para la aplicación de lo dispuesto en el artículo 2° bis del mismo decreto ley, la tasa máxima de impuesto a que se refiere el número 2) de dicho artículo, será la vigente a la fecha de inicio de la colocación de la primera emisión acogida a la línea.

Artículo noveno.- El impuesto establecido en el artículo 6° se aplicará a contar del año 2017, considerando las emisiones generadas durante dicho año y deberá ser pagado por primera vez el año 2018.

Artículo décimo.- Las modificaciones al Código Tributario regirán transcurrido un año desde la publicación de la ley, con excepción de lo dispuesto en el número 20, letra b. del artículo 8°, que regirá a partir del 1 de enero de 2015.

Artículo undécimo.- Las modificaciones a la Ordenanza de Aduanas contenidas en el artículo 9° regirán a partir del 1 de enero del año 2015.
Artículo duodécimo.- La modificación a la ley orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros a que se refiere el artículo 10 regirá a partir del año 2015.
Artículo decimotercero.- No obstante lo dispuesto en el inciso primero del artículo 12, la  modificación introducida por su número 3) al artículo 48 del Código del Trabajo entrará en vigencia a contar del primer día del mes siguiente al de su publicación.
Artículo decimocuarto.- En el año 2014, increméntense las dotaciones máximas de personal del Servicio de Impuestos Internos en 123 cupos y del Servicio Nacional de Aduanas en 15 cupos. 

Artículo decimoquinto.- Facúltese al Presidente de la República para que mediante uno o más decretos con fuerza de ley, dicte los textos refundidos, coordinados y sistematizados de la ley sobre Impuesto a la Renta, de la ley sobre Impuesto al Valor Agregado y del Código Tributario.

Artículo decimosexto.- Las disposiciones contenidas en la presente ley que no tengan una regla especial de vigencia, conforme a los artículos precedentes, entrarán en vigencia a contar del primer día del mes siguiente al de su publicación.
Artículo decimoséptimo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 2014 se financiará con cargo al presupuesto del Servicio de Impuestos Internos y del Servicio Nacional de Aduanas, según corresponda. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dichos presupuestos en la parte del gasto que no pudieren financiar con los referidos recursos.”.

*****
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE REGULA EL ALZAMIENTO DE HIPOTECAS QUE CAUCIONEN CRÉDITOS HIPOTECARIOS

(8.069-14)


Oficio Nº 11.293


VALPARAÍSO, 15 de mayo de 2014

Con motivo de la moción, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios, originado en una moción de los exdiputados señores Felipe Harboe Bascuñán y Jorge Burgos Varela, y de los diputados señores Aldo Cornejo González, Joaquín Godoy Ibáñez, Enrique Jaramillo Becker, Cristián Monckeberg Bruner, José Miguel Ortiz Novoa, Alberto Robles Pantoja, Jorge Tarud Daccarett y Matías Walker Prieto, correspondiente al boletín N°8069-14, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 17 D de la ley N°19.496:

1) Suprímese, en su inciso quinto, la oración que sigue al punto seguido.

2) Agréganse los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo, pasando el actual sexto a ser noveno:
“Dentro de los cinco días de extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con hipoteca, el proveedor del crédito procederá a notificar a su costo tal circunstancia al consumidor. El proveedor del crédito deberá otorgar la escritura de cancelación de la hipoteca y demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido, y efectuar a su costo el alzamiento correspondiente ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días, salvo que el consumidor manifieste por escrito al proveedor su voluntad de mantener vigente la hipoteca, en el plazo de quince días de haber sido notificado.
El ejercicio de la facultad del consumidor de mantener la vigencia de los gravámenes y prohibiciones establecidos en el inciso anterior no podrá ser condición para el otorgamiento de un producto o servicio financiero.

Lo dispuesto en los dos incisos precedentes se aplicará a los cesionarios de los créditos hipotecarios, cuando proceda.”.

Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia ciento veinte días después de su publicación en el Diario Oficial.

Lo dispuesto en el artículo único regirá respecto de los créditos que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley ya se encuentren pagados o terminen de serlo con posterioridad a dicha fecha.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO, EN MATERIA DE POLIFUNCIONALIDAD

(8.417-13)


Oficio Nº 11.292


VALPARAÍSO, 15 de mayo de 2014

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en materia de polifuncionalidad, originado en moción de los diputados señores Osvaldo Andrade Lara, Sergio Aguiló Melo, Marcos Espinosa Monardes, Carlos Abel Jarpa Wevar, Tucapel Jiménez Fuentes, Manuel Monsalve Benavides y René Saffirio Espinoza, de las exdiputadas señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D’Albora, y del exdiputado señor Pedro Araya Guerrero, correspondiente al boletín N°8417-13, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Modifícase el Código del Trabajo de la siguiente forma:

1.- Agrégase en el numeral 3 del artículo 10, a continuación de la palabra “complementarias”, la siguiente oración, precedida de una coma:

“en tanto correspondan a la misma naturaleza de los servicios contratados”.
2) Agrégase en el inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, el siguiente texto:

“En caso que el contrato de trabajo señalare dos o más funciones alternativas o complementarias, el juez deberá considerar, entre otros elementos, si el trabajador pudo ser reasignado en alguna de las funciones pactadas, a efectos de declarar el despido como improcedente conforme a lo dispuesto en el artículo 168, si ello corresponde.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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OBSERVACIÓN DEL EJECUTIVO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, AL PROYECTO DE LEY QUE CREA EL DÍA NACIONAL DEL TRABAJADOR FORESTAL

(6.462-24)

Oficio Nº 11.290

VALPARAÍSO, 15 de mayo de 2014.
La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, aprobó la observación formulada por el ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique, al proyecto de ley que crea el Día Nacional del Trabajador Forestal, correspondiente al boletín N° 6462-24.
Acompaño los antecedentes respectivos.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE 

MODIFICA EL CÓDIGO AERONÁUTICO, EN MATERIA DE TRANSPORTE

DE PASAJEROS Y SUS DERECHOS

(4.595-15 y 4.764-15, refundidos)
6

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE UN NUEVO CONCEPTO DE EMPRESA
(4.456-13)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de las ex Diputadas y actuales Senadoras, señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D´Albora, del ex Diputado y actual Senador señor Carlos Montes Cisternas, del Diputado señor Sergio Aguiló Melo y del ex Diputado señor Marco Enríquez-Ominami Gumucio, que cuenta con urgencia calificada de “suma”, que vence el día 22 de mayo de 2014.


Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión 64, ordinaria, de 19 de octubre de 2011.

ETAPAS DEL INFORME


Corresponde poner en conocimiento de la Sala que este segundo informe se encuentra estructurado en dos etapas. La primera abarca las sesiones celebradas desde el 14 de marzo de 2012 hasta el 9 de enero de 2013, período en que se efectuaron audiencias y se analizaron una serie de indicaciones formuladas al texto aprobado en general. Participaron en esta primera etapa, como integrantes de la Comisión, la ex Senadora señora Rincón, el Senador señor Bianchi y los ex Senadores señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.


La segunda etapa se inicia con la sesión celebrada el 7 de mayo de 2014 y finaliza con la sesión celebrada el 19 de mayo de 2014, en todas las cuales se efectuaron audiencias, además de ocuparse de las indicaciones formuladas. De conformidad a los acuerdos adoptados por la Sala, se establecieron dos plazos para presentar nuevas indicaciones, las que fueron discutidas y votadas por la Comisión. Las modificaciones propuestas al texto aprobado en general por el Senado se transcriben en las páginas 132 a 135 de este segundo informe y el texto del proyecto que resultaría luego de aprobarse dichas modificaciones se consulta en las páginas 135 a 137.

ASISTENTES

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Ministra del Trabajo y Previsión Social señora Javiera Blanco Suárez y los asesores de este Ministerio señores Roberto Godoy y Francisco Del Río; la ex Ministra del Trabajo y Previsión Social señora Evelyn Matthei Fornet; el ex Subsecretario del Trabajo, señor Bruno Baranda y los asesores legislativos de dicho Ministerio señores Francisco Del Río y Fernando Villalobos; el Presidente de la Confederación de la Producción y el Comercio, señor Lorenzo Constans; el Gerente General de la Confederación de la Producción y el Comercio, señor Fernando Alvear y el asesor legal de la misma entidad señor Pablo Bobic; el Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores, señor Arturo Martínez y el Secretario de Comunicaciones, Desarrollo y Estudios Laborales de dicha entidad, señor Guillermo Salinas, quienes ocupaban dichos cargos al 14 de marzo de 2012; la Presidenta y el Vicepresidente de la Central Unitaria de Trabajadores, señora Bárbara Figueroa y señor Nolberto Díaz y el asesor económico de la CUT, señor Fernando Carmona; el Secretario General de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile señor Jaime Alé y el asesor legal señor José Miguel Sarroca; el Presidente de la Federación Nacional del Trabajador Walmart, señor José Manuel Díaz; el Presidente, el Vicepresidente, el Secretario General, el Secretario Organizacional y el asesor jurídico de la Confederación Coordinadora de Sindicatos del Comercio, señores Manuel Ríos, Carlos González, Sergio Cisternas, Humberto Meza y Aníbal Cano, respectivamente; el Director Ejecutivo del Centro de Estudios del Trabajo, señor Carlos Cano; el Presidente y el Secretario General de la Central Autónoma de Trabajadores de Chile (CAT), señores Oscar Olivos y Alfonso Pastene, respectivamente; el Presidente del Sindicato Internacional SIL-Walmart, señor Juan Moreno; el Presidente de la Federación Nacional de Sindicatos de Conductores de Camiones de Chile, señor José Sandoval y la asesora de esta entidad, señora Rosa Olivares; el Secretario General de la Confederación Nacional de Sindicatos y Federaciones de Trabajadores del Comercio y Servicios (CONSFECOVE), señor Leandro Cortez; el Presidente, el Vicepresidente y el abogado de la Asociación Gremial de Empresas de Servicios Transitorios, señores Héctor Guerra, Juan Carlos Martino y Reinardo Gajewsky, respectivamente; la abogada y la economista de la Biblioteca del Congreso Nacional señoras Paola Álvarez e Irina Aguayo, respectivamente; el abogado asesor y la asesora legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Rodrigo Cabello y señora Vanesa Salgado, respectivamente; el asesor económico del Ministerio de Hacienda señor Miguel Lorca; el asesor de la Senadora Muñoz, señor Luis Díaz y la periodista de la Senadora, señora Andrea Valdés; el asesor legislativo del Senador Allamand, señor Marcelo Soto; los asesores legislativos de la Senadora Goic, señor Juan Pablo Severín y señor Gerardo Bascuñán; el asesor del Senador señor Letelier, señor Tomás Monsalve; la economista y el abogado del Instituto Libertad y Desarrollo, señora Cecilia Cifuentes y señor Sergio Morales; el asesor del Comité Unión Demócrata Independiente, señor Giovanni Calderón; el asesor del Centro Democracia y Comunidad, señor Pedro Mayorga; la Directora del Programa de Asesoría Legislativa del Instituto Igualdad, señora Viviana Betancourt; el asesor del programa legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Jorge Barrera; los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señoritas Danielle Courtin, Yussra Almeyda, Francesca Cotroneo, y los señores Omar Pinto, Pedro Pablo Rossi y Benjamín Rúa; los abogados del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señora María Teresa Muñoz y señor Daniel Montalva; el Coordinador Legislativo del Instituto Igualdad, señor Gabriel de la Fuente; la investigadora de la Fundación SOL, señorita Valentina Doniez; la jefa de prensa y los asesores legales de la Senadora señora Rincón, señorita Tatiana Klima, señora Labibe Yumha y señor Josué Vega, respectivamente; el asesor del Comité Demócrata Cristiano, señor Mauricio Araneda; los asesores de prensa del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Rodolfo Carrasco y señora Claudia Sánchez y la fotógrafa de dicho Ministerio señora María de los Ángeles Santos; el periodista del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Cristián Torres; el periodista del Diario Financiero, señor Juan Pablo Palacios y la periodista de la CUT, señora Danae Prado.

-------

Asimismo, concurrieron especialmente invitados a la sesión de 2 de mayo de 2012, los profesores de Derecho del Trabajo señores Eduardo Caamaño, de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, Francisco Tapia de la Pontificia Universidad Católica de Chile y José Luis Ugarte, de la Universidad Diego Portales, y el abogado laboralista señor Marcelo Albornoz.

En la sesión celebrada el 12 de mayo de 2014, participaron –también especialmente invitados- los profesores de Derecho del Trabajo, señor Sergio Gamonal, de la Universidad Adolfo Ibáñez y César Toledo, de la Universidad Diego Portales y de la Universidad Central de Chile.

-------


El Diputado señor Osvaldo Andrade asistió a la sesión celebrada el día 28 de noviembre de 2012 y a las sesiones celebradas los días 7, 14 y 19 de mayo de 2014.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS

El texto del proyecto de ley aprobado en general fue objeto de un total de 31 indicaciones. Otras 14 indicaciones fueron formuladas a indicaciones del Ejecutivo, respecto de las cuales la Comisión, en resolución unánime, no se pronunció al no referirse al texto aprobado en general por la Sala del Senado.

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: ninguno.

2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: primera etapa: números 2, letra a) y 6. Segunda etapa: 3 j).

3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: primera etapa: números 2, 2 a, 3, 5 incisos primero a quinto y octavo. Segunda etapa: 3 g) y 5 a).

4.-
Indicaciones rechazadas: primera etapa: números 1; 2 b; 3 inciso final; 4; 5 incisos sexto, séptimo y noveno a once; 7; 8; 9; 10; 11; 12; 13; 14; 15; 16 y 17. Segunda etapa: 3 e); 3 f); 3 h); 3 i); 4 b); 5 b); 5 c).

5.-
Indicaciones retiradas: segunda parte: 2 c) y 4 a).

6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: ------

-------

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

El texto aprobado en general por el Senado, que es el mismo que despachó la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase el artículo 3° del Código del Trabajo en la siguiente forma:

a) Intercálase, a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso cuarto nuevo:

“Se entienden comprendidos dentro del concepto de empresa a los grupos de empresas relacionadas que integran una misma unidad económica, ordenada bajo una dirección común.”.

b) Intercálase, antes del inciso final, el siguiente inciso nuevo:

“La Dirección del Trabajo, a petición de parte, podrá establecer, mediante resolución fundada, que un grupo de empresas relacionadas integra una misma unidad económica ordenada bajo una dirección común. De esta resolución podrá reclamarse al Juzgado de Letras del Trabajo que corresponda, dentro de los quince días siguientes a la notificación.”.

Artículo 2°.- Modifícase el artículo 478 del Código del Trabajo en la siguiente forma:

a) Elimínanse, en su inciso primero, las expresiones “, cuyo reclamo se regirá por lo dispuesto en el artículo 474”.

b) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “5 a 100” por “20 a 200”.

c) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “10 a 150” por “20 a 200”.

d) Elimínanse, en su inciso segundo, las expresiones “, cuyo conocimiento corresponderá a los Juzgados de Letras del Trabajo, con sujeción a las normas establecidas en el Título I de este libro”.

e) Introdúcese el siguiente inciso tercero, nuevo:

“El infractor tendrá un plazo de treinta días, contados desde que quedare ejecutoriada la resolución administrativa que aplicó la multa, para subsanar las irregularidades que la motivaron. Si, vencido dicho plazo, persistiere la misma situación, la multa podrá ser aplicada nuevamente, con un recargo de cincuenta por ciento.”.

f) Intercálase el siguiente inciso quinto nuevo:

“Las sanciones por las infracciones descritas en los incisos precedentes se aplicarán administrativamente, de oficio o a petición de parte, por la Dirección del Trabajo, mediante resolución fundada, previa constatación de los hechos constitutivos de las mismas. Su reclamo se regirá por lo dispuesto en el artículo 474.”.

g) Sustitúyense, en el actual inciso cuarto, que pasa a ser sexto, las expresiones “, en juicio ordinario del trabajo, junto con la acción judicial que interpongan para hacer efectiva la responsabilidad a que se refiere el inciso segundo” por la frase “ante el Juzgado de Letras del Trabajo que corresponda”.”.

-------

PRIMERA ETAPA DEL INFORME

AUDIENCIA EFECTUADA EN SESIÓN DE 14 DE MARZO DE 2012

La Comisión resolvió escuchar, en forma previa al tratamiento de las indicaciones, al Presidente y Gerente General de la Confederación de la Producción y el Comercio, señores Lorenzo Constans y Fernando Alvear, respectivamente; al Presidente de la época y Secretario de Comunicaciones, Desarrollo y Estudios Laborales de la época de la Central Unitaria de Trabajadores, señores Arturo Martínez y Guillermo Salinas, respectivamente; al Secretario General de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile señor Jaime Alé y al asesor legal de esa entidad señor José Miguel Sarroca; quienes acompañaron a sus exposiciones una serie de documentos en que se consigna el contenido de sus presentaciones.

Dichos documentos fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe.

INTERVENCIÓN DEL PRESIDENTE DE LA CUT, SEÑOR ARTURO MARTÍNEZ

El Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores, señor Arturo Martínez, en el marco del Documento “Declaración de Voluntades CUT-CPC”, recordó que el proyecto de ley sobre el concepto de empresa lleva muchos años de tramitación en el Congreso Nacional, participando en su discusión los trabajadores y los empresarios.

Agregó que desde el punto de vista de la CUT, coincidiendo en esto con los representantes de los empleadores, lo relevante es abordar el aspecto laboral, porque es sabido que la cantidad de Rut que mantienen algunas empresas dice relación con la aplicación del Código de Comercio para venderse cosas entre ellos o la aplicación del Código Tributario. En consecuencia, las empresas que poseen varios Rut pueden ser declaradas una sola para los efectos laborales, que tengan un mismo controlador, que presten los mismos servicios o fabriquen productos similares y que tengan una dirección laboral común. Estos requisitos deberán ser calificados por un tercero, los tribunales de justicia, que contarán con un informe técnico para mejor resolver.

Añadió que dentro del marco indicado, cuando dos o más empresas sean calificadas como una, el propósito es que los trabajadores puedan constituir, si así lo desean, un único sindicato con todos los RUT o los distintos sindicatos de cada uno de los RUT pueden integrar un solo proceso de negociación colectiva y también los sindicatos inter-empresa que agrupen sólo a trabajadores de esos RUT, que podrán negociar conforme a las reglas de la negociación de empresa.

Aseveró que no es prioridad para la CUT el concepto de empresa o el concepto de empleador, que podrá ser analizado más adelante.

Expresó que las negociaciones con la CPC no fueron fáciles para los trabajadores, pero los resultados son una señal clara tanto para el Gobierno como para el Parlamento.

COMENTARIOS

A continuación, hizo uso de la palabra el Senador señor Kuschel, quien agradeció la calidad y variedad de los temas contenidos en la Declaración de Voluntades constituyendo una excelente señal para el momento que vive el país.

En lo que respecta al proyecto multirut, indicó que de preferencia se habla de las grandes empresas del retail, pero en las regiones se están presentando casos como el de una panadería que obtiene otro Rut atendido que su personal se está acercando al mínimo exigido para contar con sala cuna. Situaciones como ésta, expresó, se producen por decisiones de legislar sobre otras materias que a la larga afectan un bien que no se quería involucrar.

Consultó qué otras razones, distintas al Código de Comercio, al Código Tributario y las salas cunas, llevan a las empresas a tener distintos Rut.

En seguida, el Senador señor Uriarte calificó de histórico el documento presentado por la CPC y la CUT, ya que demuestra la factibilidad de sentarse a una mesa, conversar y llegar a acuerdos.

Solicitó en el ámbito del multirut, a propósito de la declaración de que dos o más empresas deban ser consideradas como una, que se le clarifique el trasfondo de la expresión “como una” y también el requisito que se exige a las empresas de prestar los mismos servicios o que fabriquen productos similares, en lo tocante a si son excluyentes o no. Además, pidió que se ahonde la explicación acerca de la forma de negociación colectiva en estos casos.

Por su parte, la Senadora señora Rincón valoró la suscripción de la Declaración de Voluntades, recordando que se produjo otro momento histórico similar a éste durante el Gobierno de Patricio Aylwin al firmarse el denominado “Acuerdo Marco”, que integró a trabajadores, empresarios y autoridades de gobierno.

Manifestó preocupación por las consecuencias del multirut, específicamente y tal como lo señaló el Senador Kuschel respecto de las salas cuna, situación que la llevó a presentar en conjunto con otros Senadores un proyecto de ley- declarado inadmisible por la Sala del Senado- que buscaba cambiar la forma en que se consagra este derecho. Las estadísticas detallan que el 80 por ciento de las empresas contratan menos de 20 mujeres para no tener que incurrir en el gasto de sala cuna. El 12 % de las empresas simplemente no contrata personal femenino, por lo que el universo de mujeres trabajadoras o el número de hijos de trabajadoras protegidos es bastante bajo y esto es así, porque las empresas entre contratar una mujer en edad fértil, que puede quedar embarazada y no contratarla deciden en atención a los 150 mil pesos de diferencia que se producen entre las dos situaciones. 

Explicó que la propuesta de la iniciativa legal mencionada consiste en establecer una cotización de cargo de los empleadores respecto de todos sus trabajadores y, además, que exista un aporte estatal. Puso como ejemplo una empresa con 50 trabajadores, que con la legislación actual si es que tiene más de 20 mujeres trabajadoras y dos de ellas hacen uso del beneficio de sala cuna debe pagar 300 mil pesos cada mes. En el proyecto declarado inadmisible, si el empleador cotiza por los 50 trabajadores -un poco más de tres mil pesos-, la sala cuna le costaría no más de 197 mil pesos y tendrían dicho beneficio hombres y mujeres respecto de sus hijos. Una realidad legal en ese sentido fomentaría la empleabilidad femenina.

La Senadora señora Rincón se refirió también al tema de las gratificaciones, que van asociadas con las utilidades de la empresa, aplicado al caso de existir división de rut, que puede significar para la empresa que sólo tiene gastos que sus trabajadores nunca perciban gratificaciones, en circunstancias que su labor contribuye a la generación de utilidades del conjunto de las empresas.

Seguidamente, manifestó su preocupación por la precarización de las relaciones laborales, que se ha hecho evidente por medio de la discusión del proyecto de ley sobre protección de las remuneraciones de los vendedores comisionistas y solicitó la opinión de los dirigentes en esta materia.

INTERVENCIÓN DEL GERENTE GENERAL DE LA CONFEDERACIÓN DE LA PRODUCCIÓN Y DEL COMERCIO, SEÑOR FERNANDO ALVEAR
El Gerente General de la Confederación de la Producción y del Comercio, señor Fernando Alvear, en relación con el alcance de la Declaración sobre el multirut destacó la frase “para efectos de todos los aspectos de las relaciones laborales”, en el sentido que involucra a los derechos colectivos y a los derechos individuales. No sólo se quiere enfrentar la situación de menoscabo para muchos trabajadores que pueden estar en algún rut que no les permite negociar colectivamente en conjunto con los trabajadores de otros rut, sino que además ocuparse de la suerte de las gratificaciones, feriados y otros.

COMENTARIOS

La Senadora señora Rincón advirtió que la contratación de mujeres y el derecho a sala cuna debe tenerse en consideración al momento de definir una sola empresa, porque si actualmente el 80 % de las empresas contrata a menos de 12 mujeres, al momento de considerar a varios RUT como una sola empresa disminuirá aún más la contratación de mano de obra femenina.

El Presidente de la CUT, señor Arturo Martínez, respecto de lo expresado por la Presidenta de la Comisión, opinó que se debe modificar el artículo 203 del Código del Trabajo, disponiendo por ejemplo que existan 20 o más trabajadores en una empresa, sin distinguir.

Relacionado con el tema del multirut, incluyó dentro de los derechos individuales los contratos a plazo fijo, porque las empresas para eludir la obligación de contratar indefinidamente luego del tercer contrato a plazo fijo, van traspasando a los empleados a distintos RUT, situación que no va a ocurrir al considerarlas como una sola empresa.

En cuanto al concepto de una sola empresa, precisó que debe tratarse de empresas dedicadas a un mismo rubro, por ejemplo una metalúrgica con 4 RUT, un supermercado o tiendas del retail. No se refiere a las acciones de las empresas.

INTERVENCIÓN DEL PRESIDENTE DE LA CONFEDERACIÓN DE LA PRODUCCIÓN Y EL COMERCIO, SEÑOR LORENZO CONSTANS
El Presidente de la Confederación de la Producción y del Comercio, señor Lorenzo Constans, manifestó que la “Declaración de Voluntades CUT-CPC” en el tema del multirut tiene como finalidad buscar una solución a los problemas por todos conocidos, señalando que debe reconocerse que en el ámbito del retail han existido avances.

Recalcó que la propuesta de la CPC y CUT, al hablar de una sola empresa, considera que tengan el mismo producto o servicio, un mismo controlador y una dirección laboral común encargando a un tercero la calificación de dichos requisitos.

Sobre el derecho a sala cuna y la incorporación de las mujeres al mundo del trabajo opinó que la solución debe buscarse fuera del tema del multirut.

Agregó que la propuesta de la CPC y la CUT está por propiciar una labor sindical responsable y que sea representativa, esto es, no basta con que se trate de un pequeño porcentaje de los trabajadores sino que comprenda un gran número. Se opina, indicó, que las empresas impiden la sindicalización, pero también puede advertirse que los dirigentes no cumplen adecuadamente con su rol.

INTERVENCIÓN DEL SECRETARIO GENERAL DE LA CÁMARA NACIONAL DE COMERCIO, SERVICIOS Y TURISMO DE CHILE, SEÑOR JAIME ALÉ
Al iniciar su exposición, el Secretario General de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, señor Jaime Alé, señaló que la iniciativa de ley en estudio propone una modificación al concepto de empresa que actualmente consagra el artículo 3° del Código del Trabajo, con miras a garantizar un trato justo entre los trabajadores que desempeñan actividades similares para empresas del mismo dueño.

En ese sentido, opinó que el concepto de empresa actualmente vigente ha operado exitosamente, siendo, además, plenamente funcional en relación al ámbito propio del derecho del trabajo. Agregó que, con todo, la Moción que dio origen al proyecto de ley en análisis, y las indicaciones que han sido formuladas, proponen modificar dicho concepto, fundándose en el uso abusivo que de éste se habría hecho por parte de algunas empresas, lo que, para la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, resulta ser inexacto. 

En ese contexto, expuso que lo habitual en la práctica empresarial es que las diversas actividades que se realizan en las distintas zonas del país, aun cuando compartan ciertos elementos generales básicos, presentan una serie de diferencias, lo que genera una autonomía direccional en razón del desempeño empresarial en mercados relevantes pero diferentes entre sí. De ese modo, añadió, las empresas operan con reglas distintas, por ejemplo, en zonas geográficas donde el clima, los ciclos de actividad, la demografía y la economía determinan que las características de una filial deben ser diferentes de las de otras. 

Sostuvo que ello implica que, a su vez, varias empresas se diferencien mediante cuestiones tales como el número de trabajadores que prestan servicios o el poder comprador del mercado específico de que se trate, lo que genera la necesidad de establecer estructuras jurídicas distintas y separadas para cada empresa en particular. Es así que los procesos de segmentación territorial, o de separación por grupos distintos de consumidores, u otros mecanismos de organización societaria, obedecen a procesos internos de optimización estratégica y operativa de las empresas, esto es, a motivos legítimos y esencialmente ajenos a consideraciones de índole laboral.  Agregó que, en consecuencia, no resulta pertinente asimilar la situación de todos los trabajadores de tales empresas, toda vez que éstos prestan servicios en unidades económicas con realidades completamente distintas. 

En ese sentido, señaló que, a modo de ejemplo, la eventual unificación de los procedimientos de negociación colectiva para todos los trabajadores de un grupo de empresas relacionadas implicaría desconocer las particularidades de cada una de ellas, lo que podría generar que cualquier discrepancia que se origine durante dicho proceso podría mantenerse indefinidamente, incluso por un asunto de escasa significancia, a objeto de dilatar la resolución de un conflicto, generando el cierre de las unidades productivas que no podrían soslayar dicha contingencia.
Explicó que, en definitiva, la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile aboga por la mantención de la redacción actual del artículo 3° del Código del Trabajo, toda vez que, de lo contrario, podría desconocerse la individualidad legal de cada empresa, permitiendo que personas jurídicas diferentes puedan resultar asociadas, o que distintos modelos de negocios puedan ser erróneamente considerados como uno solo. Por ello, se debe realizar un análisis empírico para determinar si tales empresas presentan un desempeño laboral propio, si los mercados que atienden son similares, si utilizan los mismos sistemas tecnológicos, y si presentan igual nivel de productividad. 

Finalmente, manifestó que, con todo, los fraudes que pudieren cometerse por parte de algunas empresas configuran una práctica ilegítima y contraria a la ética. En ese sentido, sostuvo que el artículo 507 del Código del Trabajo provee las herramientas para que el juez del trabajo determine si, a través de subterfugios u otras simulaciones, se están vulnerando los derechos de los trabajadores, por lo que se deberían elevar los niveles de fiscalización por parte de la autoridad a objeto de evitar tales abusos. Por ello, reiteró que no existe la necesidad de establecer una nueva regulación legal que, en definitiva, podría impedir que las empresas puedan organizarse para adaptarse a la realidad propia de cada mercado.

COMENTARIOS

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, sostuvo, en primer lugar, que el artículo 507 del Código del Trabajo no resuelve la problemática relativa al fraccionamiento malicioso de una empresa, toda vez que dicha norma sólo contempla la imposición de una multa al empleador, pero no reconoce, por ejemplo, el derecho de los trabajadores a negociar colectivamente ni el derecho a sala cuna. 

Por otra parte, indicó que las diferencias en las remuneraciones según la zona geográfica de que se trate dependen de las características propias de cada mercado, lo que constituye una circunstancia que ha sido recogida en las distintas iniciativas legales que proponen el establecimiento de un salario mínimo regionalizado. Asimismo, añadió que en ocasiones las empresas se fraccionan por razones del todo legítimas, como ocurre, por ejemplo, cuando pretenden favorecer su acceso al crédito, pero cuestión distinta es que dicha división se verifique intencionalmente con el objeto de eludir obligaciones laborales con los trabajadores, en cuyo caso resulta ser evidente la insuficiencia del mecanismo de aplicación de multas que establece el artículo 507 del Código del Trabajo. Por ello, señaló que la propia Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile debería ocuparse de poner en conocimiento de sus asociados tal problemática, lo que permitiría evitar las prácticas abusivas que se verifican en dicho ámbito. 

Finalmente, la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social reseñó que la iniciativa legal en estudio permite distinguir entre hipótesis en que se produce la separación de una empresa por motivos legítimos que se verifican en el contexto de la actividad societaria, y aquellos en que claramente se produce la subdivisión de una empresa con la intención de incumplir la legislación laboral, para lo cual el elemento de la intencionalidad de tales operaciones resulta ser muy relevante. 

A continuación, la Senadora señora Rincón expresó que el concepto de empresa que consagra actualmente el artículo 3° del Código del Trabajo debe ser modificado, toda vez que no ha operado como un mecanismo de protección en favor de los trabajadores, tal como ha sido explicado ante la Comisión en numerosas oportunidades. En efecto, la redacción actualmente vigente ha generado una serie de prácticas abusivas en perjuicio de los trabajadores que es preciso resolver mediante una modificación a dicha normativa.
AUDIENCIA EFECTUADA EN SESIÓN DE 2 DE MAYO DE 2012

Para analizar el contenido de indicaciones referidas al conocimiento de las controversias por los jueces del trabajo y la creación de una Comisión de expertos





La Comisión acordó recibir en audiencia a profesores de Derecho del Trabajo y a entidades relacionadas directamente con esta materia.

Intervención del profesor Eduardo Caamaño

El profesor de Derecho del Trabajo de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Eduardo Caamaño, manifestó que desde su perspectiva como académico la iniciativa en análisis no soluciona absolutamente nada y aún más incluye una serie de requisitos que van a entrabar la solución del problema principal –los derechos colectivos y particularmente la negociación colectiva-, puesto que complejizan la noción de empresa.

Añadió que el punto de partida de esta materia son los cambios que han sufrido la noción de empresa y la organización de la misma, relacionados con las transformaciones económicas que se han producido desde finales del siglo 20. Es así que el concepto de empresa unitaria y de gran tamaño que de alguna manera subyace en nuestra legislación laboral ya no existe. Por ello, las empresas tuvieron que enfrentarse a este nuevo contexto y se vieron obligadas a reorganizarse de manera fragmentada, esto es, conformando empresas más pequeñas que les dio la flexibilidad para ajustarse a la nueva realidad económica.

Indicó que desde el punto de vista civil y mercantil, el que las empresas asuman una estructura fragmentada no genera mayores dificultades. Sin embargo, el problema se presenta en el ámbito laboral, porque en definitiva los cambios ponen contra la pared una serie de instituciones de derechos que nacieron pensados al alero de la estructura clásica de la empresa, tales como el reglamento interno y la protección a la maternidad. Por otra parte, también se produce un impacto en la organización sindical y en la negociación colectiva, con especial énfasis en nuestro país en que históricamente dichos procesos se produjeron a nivel de empresa y fueron evolucionando, para luego sufrir un retroceso con el Plan Laboral que cuestionó todos los antecedentes históricos previos. En consecuencia, expresó, surge la pregunta acerca de las bondades de la fragmentación empresarial más allá de la perspectiva económica y la respuesta es clara, puesto que desde el punto de vista laboral sirve para tornar ineficaces los derechos colectivos, realidad que se suma a la gravedad que ya representa el que nuestro sistema de negociación colectiva fuera desmantelado por el denominado Plan Laboral, respecto de lo cual -desde el retorno de la democracia- no se ha efectuado ninguna revalorización sustancial de la libertad sindical.

Agregó que Chile está obligado por las Convenciones Internacionales a revalorizar las libertades sindicales, materia de carácter valórico, que comprende un bien jurídico. Asimismo, la dimensión técnica de esta materia hace necesario estudiar la forma de avanzar para que la libertad sindical no sea un derecho a medias, sino que un derecho con posibilidades reales de ejercerse. En el contexto de los Libros Tercero y Cuarto del Código del Trabajo ello es absolutamente imposible, demostrándolo así las estadísticas de los últimos años en que se observa que la sindicalización ha decrecido enormemente y la negociación colectiva prácticamente no tiene incidencia práctica, situación que repercute en las condiciones laborales y en las condiciones de inequidad actuales.

Expresó su preocupación respecto a la existencia o no de una real voluntad política para avanzar en el tema fundamental, cual es la negociación colectiva, porque el proyecto se limita a establecer una serie de elementos adicionales y complejos que vienen a distorsionar el concepto de empresa, a lo que se debe sumar el poco poder de negociación de los trabajadores donde la huelga es un verdadero espejismo. 

Podría llegar a plantearse, aseveró, que toda esta necesidad de reformas legales se habría obviado si hubiese existido un movimiento sindical con capacidad de movilización, con unidad y con fuerza negociadora, que pudiera haber logrado que la parte empresarial negociara y de común acuerdo avanzar en los temas de real importancia. Esa es la ventaja de la libertad sindical, porque ésta no supone una intervención o que la balanza se incline sólo a favor de los trabajadores, sino que como derecho fundamental hace posible que trabajadores y empresarios puedan, en un plano de igualdad, plantear sus condiciones y resolver sus intereses. La libertad sindical implica presupuestos equitativos en cuanto a la posibilidad de organización sindical desde el punto de vista de los trabajadores, de formar asociaciones desde el punto de vista de los empresarios, posibilidades reales de negociación y derecho a huelga. Por su parte, los empresarios cuentan con mecanismos de presión como el cierre temporal. Esas son las reglas del juego para que pueda darse un partido justo. Todas estas condiciones no se dan en Chile y por tanto desde el punto de vista fáctico ni siquiera se pudo generar la posibilidad de un cambio real de la normativa.

Manifestó que el concepto de empresa que establece la legislación laboral chilena presenta un problema, cual es que tradicionalmente ha sido interpretado de manera formalista, particularmente con la dimensión colectiva, pero llama la atención que desde hace bastante tiempo la jurisprudencia judicial y la Corte Suprema lo han ido superando a partir de la noción de unidad económica, reconociendo una responsabilidad solidaria de los grupos de empresas desde el punto de vista de los derechos individuales, puesto que en definitiva son derechos que no molestan, que no tienen una connotación social o económica para otro tipo de intereses, por lo que pagar indemnizaciones por años de servicios no representa mayor problema. Al respecto, el proyecto de ley desconoce esa jurisprudencia y pretende construir un concepto que impide las posibilidades reales de que se produzca una negociación colectiva.

Seguidamente, el profesor Eduardo Caamaño formuló las siguientes propuestas:

- Eliminar del concepto de empresa del artículo 3° del Código del Trabajo la frase “dotada de una individualidad legal determinada”, porque es la que ha permitido en innumerables ocasiones una interpretación formalista que desconoce la realidad del grupo empresarial como tal.

- En caso de modificarse el concepto de empresa debe dejarse de manifiesto que lo que le da unidad a la empresa no es su forma jurídica, sino que el empleador que está detrás.

- En lo que respecta a las indicaciones presentadas para establecer los requisitos de las empresas para ser consideradas como un solo empleador, consideró excesivo plantear dichos requisitos como copulativos porque en definitiva van a dificultar la configuración del concepto de empresa, bastando -en su opinión- que se agregara al concepto que lo que le da forma a los grupos de empresas es la ejecución del giro o negocio sujeta a una sola administración o dirección, ya que ahí se configura la persona del empleador que se proyecta a una pluralidad de organizaciones y no es necesario incluir otro elemento adicional. Esto permite, desde el punto de vista individual, fortalecer el respeto a los derechos laborales individuales, dado que se establecería una responsabilidad solidaria de este conjunto de empresas por los derechos individuales. Asimismo, habría que explicitar que esa realidad de grupo hace posible la negociación colectiva a nivel de empresas con todos los derechos que deberían tener los trabajadores. Sin embargo, recalcó, ello no obsta a la necesidad de revisar profundamente nuestro sistema de relaciones laborales colectivas, porque ahí esta la piedra de tope que puede generar un conflicto social relevante.

Agregó que aquellos que idearon el Plan Laboral, sólo pensaron en la realidad empresarial de los años 70 y 80 del siglo pasado, empresa que ya no existe como consecuencia de las transformaciones económicas, por lo que si a ese esquema ya limitado se le incorporan los grupos de empresa la negociación colectiva se torna absolutamente ilusoria.

 - Es adecuado, ante cualquier situación de conflicto en lo que tenga relación con la configuración del concepto de empresa, que los tribunales del trabajo sean los únicos que se pronuncien, resultando innecesario, puesto que no soluciona ningún problema, la creación de una comisión de expertos, que aún más viene a manifestar una grave desconfianza hacia el Poder Judicial e introduce elementos, requisitos de conformación y costos que son absolutamente inútiles, y que a la larga parecieran mostrar que no existe una verdadera voluntad de enfrentar el tema de la negociación colectiva. Recurrir a una comisión de expertos, tal como aparece en la indicación del Ejecutivo es extremadamente complicado y las posibilidades de obtener un informe favorable por la composición de sus integrantes y el perfil que se les asigna hacen que no exista la posibilidad de negociación colectiva.

 



Finalizó su intervención reiterando su parecer contrario al proyecto de ley en discusión, por estar mal orientado y por no hacerse cargo del problema de fondo, el cual requiere de una solución mucho más sencilla y clara, no engorrosa como se plantea. Si no se resuelve el problema de la negociación colectiva, los grupos de empresas en Chile van a seguir constituyendo un instrumento que entorpece el ejercicio de la libertad sindical, lo que –opinó- es inaceptable, dado que la libertad sindical es un derecho fundamental.

Intervención del profesor Francisco Tapia

El profesor de Derecho del Trabajo, señor Francisco Tapia, recordó que lleva más de 26 años participando en negociaciones colectivas de grupos de empresas, sea como abogado de empresa o como abogado de trabajadores, experiencia que la graficaría como una imagen kafkiana de un edificio gigantesco en donde conviven, en distintas salas, los grupos negociadores de las empresas, el Vicepresidente Corporativo de Recursos Humanos que se dedica a recorrer dichas salas, retirándose -al final del día- cada uno de los grupos a reflexionar para saber qué es lo que va a pasar. En consecuencia, la negociación colectiva en Chile ha estado presidida por el tema de la mera formalidad en desmedro de la realidad. Los grupos de empresas desde el año 1985, cuando empiezan a constituirse las filiales masivamente como resultado de las privatizaciones, conforman una realidad claramente establecida y se observa en los edificios que se construyen en la ciudad de Santiago donde las únicas divisiones reales son las que determinan los pisos, pero al final en el piso superior se reúnen todas ellas por medio de la empresa matriz.

Añadió que la realidad está muy divorciada del derecho y el derecho del trabajo en nuestro país ha estado ajeno a los grandes cambios que se han producido, particularmente porque día a día varían radicalmente los sujetos del derecho, de manera que el proyecto en análisis debiera recoger lo que son los grupos de empresas. La doctrina ha señalado dos tipos de grupos de empresas, aquellos vinculados por coordinación y otros por subordinación o control, por lo que al menos la legislación tendría que considerar los grupos de empresas por control, es decir, cuando existe una vinculación entre las empresas que forman el grupo básicamente de propiedad. Sin perjuicio de lo anterior, la regulación de los grupos de empresas en sede colectiva no debe ni puede afectar lo que ha sido el concepto de unidad económica que ha sido establecido jurisprudencialmente por la Corte Suprema, particularmente porque no sólo existen los grupos de empresas desde el punto de vista jurídico o institucional, sino que también existen los grupos de empresas de hecho que se confunden con otra figura, que es la del coempleador, de modo que frecuentemente aparecerán en la experiencia jurisdiccional situaciones en que los trabajadores están bajo el ejercicio del poder de dirección de dos empleadores. Es así que suele ocurrir que un empleador A contrata a un trabajador y éste le va a prestar servicios a B, y quien ejerce el poder de dirección es tanto A como B, dándose la situación del coempleador, bastante consolidada en la jurisprudencia nacional, de modo que no debiera entenderse que por solucionar el problema de la negociación colectiva de los grupos de empresas se afecte lo que se ha avanzado en los tribunales incluso por medio de la doctrina de la Cuarta Sala de la Corte Suprema.

Señaló que es preocupante que en las indicaciones presentadas se confunda entre empleador y grupos de empresas, ya que se trata de situaciones distintas. El empleador de acuerdo al artículo 3° del Código del Trabajo es el que tiene el ejercicio del poder de dirección y la empresa es una universalidad jurídica que agrupa tanto al empresario, al capital, al trabajador, a los recursos, etcétera, por lo que no tiene nada que ver el empleador con la empresa; no se puede confundir con la propiedad, ya que la empresa es una entidad mayor que no ejerce el poder de dirección. La matriz del grupo de empresas no tiene ninguna vinculación con el contrato de trabajo. En un ejemplo, el Presidente de la Telefónica no tiene idea cuántos son ni conoce los nombres de los más de 8 mil trabajadores y menos va a ejercer el poder de dirección sobre los empleados de las distintas empresas del grupo Telefónica, de modo que cuando se establece en las indicaciones presentadas esta vinculación al artículo 3° con el empleador, la consecuencia es que puede el juez entender que el ejercicio del poder de dirección tiene una preponderancia fundamental en relación a la configuración del grupo de empresas y deja en letra muerta lo que se ha avanzado legislativamente, puesto que los trabajadores que van a tratar de establecer ante el tribunal, por medio de una declaración de mera certeza, de que se configura un grupo de empresas, el juez puede establecer como hecho a probar la existencia del ejercicio del poder de dirección y ello no se va a poder probar, porque cada una de las empresas tendrá su propio gerente de recursos humanos y su propia política de personal. 

Reiteró que no es el concepto de empleador el que debe estar vinculado al concepto de grupo de empresas, sino que como la ha dicho la Corte Suprema el ejercicio del derecho de propiedad deviene en la forma en que se organiza la empresa y, por lo tanto, siguiendo el ejemplo de Telefónica, ante los cambios que se anuncian y es de conveniencia segmentar el mercado, también se van a segmentar las empresas para adecuarse a lo que está exigiendo la competencia y el mercado. 

Aseveró que no tiene un origen traumático la situación de los grupos de empresas y no se puede confundir los tipos de infracción o las ilicitudes que se producen al configurar un grupo de empresas con el grupo de empresas mismo, ya que éste es abierto, transparente, existen escrituras de constitución, los edificios y los nombres, y constituye el ejercicio legítimo del derecho de propiedad. Otra cosa es que por medio de la fragmentación de las empresas se busque eludir el cumplimiento de la ley.

Seguidamente, manifestó que las indicaciones son muy exigentes en materia procesal y las virtudes o no virtudes que puede tener una norma procesal están relacionadas con lo sustantivo, porque esto último es lo que manda la discusión en el juicio, de manera que el juez podría decir que si no está acreditada la complementariedad no existe grupo de empresas y dicho concepto, tal como se define en las indicaciones, lleva a un imposible, porque exige que las empresas se basten por sí mismas o que sean autosuficientes y la verdad es que la mayoría de las empresas que conforman un grupo son suficientes y autosuficientes, tienen su propia personalidad jurídica, tienen sus propios gerentes y tienen su propio cuerpo directivo, por lo que un juez podría resolver que no se ha acreditado que estas empresas puedan desprenderse del grupo de empresas, lo que lleva a que prácticamente en ningún caso se va a poder acreditar de que se está frente a un grupo de empresas.

Precisó que la indicación número 14, del Ejecutivo, presenta muchas dificultades procesales, porque básicamente obliga al juez a requerir el informe a la comisión de expertos, que se rige por las normas del peritaje, de manera que se debe entender que dicha comisión hace las veces de una comisión pericial. Por otro lado, obliga a las partes a colaborar con la comisión para verificar uno o más hechos y obliga al juez a ponderar el informe, cuestión última que está reiterando una disposición establecida claramente en los requisitos de la sentencia de juicios del trabajo. También se dispone que la Comisión emita informes técnicos sobre la concurrencia de los requisitos del artículo 3° y sobre el caso del subterfugio. 

 Al entenderse, indicó, que la labor de la comisión está dentro de las reglas del peritaje, la pericia se va a emitir con conocimiento técnico, pero también se debe tener presente que el perito utiliza su conocimiento personal de los hechos litigiosos, por lo que se está introduciendo un elemento que no es menor, ya que existen una serie de variables que pueden formar parte de la opinión personal del perito que lo separa de la objetividad que debe emanar de los restantes medios de prueba. Por lo tanto, el dictamen pericial conlleva en sí una carga subjetiva muy fuerte, lo que se agrava si de la simple lectura de la indicación se vislumbra una tendencia a una prueba legalmente tasada, porque se le insiste al juez en que pondere el informe técnico de la Comisión, distorsionando la igualdad de los medios de prueba que, además, no pueden afectar la independencia del juez por medio de la libre valoración de la prueba.

Acotó que existe un elemento adicional que se debe tener en consideración respecto del informe técnico pericial, porque si se trata de establecer como hecho a probar la concurrencia de los requisitos que hacen procedente el grupo de empresas o si se ha utilizado el subterfugio, éstos emanan de la naturaleza de los hechos y no se entiende cómo una comisión pericial podría conocer, por ejemplo, del subterfugio que normalmente es un hecho y que tiene su antecedente probatorio básicamente en los testigos o en los documentos. Lo que se trata de probar es el hecho discutido y generalmente no se trata de un hecho aislado que se coloca en una probeta. Recurriendo al ejemplo de la Telefónica, en que la empresa A se ocupa de la larga distancia, la empresa B de los equipos y la empresa C del internet no es necesario recurrir a una comisión pericial que diga eso mismo, porque están los restantes medios de prueba. El establecimiento de dicha comisión va a producir una distorsión, ya que esta entidad no sólo aprecia los antecedentes que se le proporcionan, sino que además se pronuncia subjetivamente de acuerdo a lo que sus integrantes estimen, restándole independencia al juez sobre todo si se insiste en que el juez está obligado a ponderar como medio de prueba esencial el informe técnico de la Comisión. 

Agregó, en relación a la comisión de expertos que se propone crear, que desde el año 1979 cuando se aprobó el denominado Plan Laboral por el decreto ley N° 2.758 y se estableció la Comisión de Árbitros encargada de solucionar las diferencias o conflictos colectivos que se produjeran en las negociaciones colectivas de aquellas empresas en las que los trabajadores no pueden ejercer el derecho a huelga, no se han producido arbitrajes fundamentalmente por la desconfianza en los árbitros, constituyendo un tema cultural que está instalado en las relaciones laborales. Lo mismo podría acaecer ahora, teniendo en cuenta la composición de la comisión pericial que probablemente compartiría el mismo destino de la Comisión de Árbitros.

El profesor de Derecho del Trabajo, señor Francisco Tapia, finalizó señalando que se debe volver a los indicios, porque constituyen también un antecedente probatorio y respecto de esta materia existe un trabajo muy interesante que el Gobierno realizó con la Central Unitaria de Trabajadores, dándose aproximaciones entre las partes sobre el establecimiento de indicios que es la única fórmula que permite adaptar todas los hechos que se van produciendo alrededor del grupo de empresas y que van a posibilitar la confirmación de aquellos otros antecedentes que en un juicio se proporcionan por los medios probatorios, que darán por establecido si existe o no un grupo de empresas. Esta es la experiencia en el derecho español respecto de los indicios, que a su vez han fundamentado la doctrina de la Corte Suprema en el tema de la unidad económica.

Intervención del profesor José Luis Ugarte

El profesor de Derecho del Trabajo, señor José Luis Ugarte, inició su intervención aludiendo a un fallo del Segundo Juzgado del Trabajo de Santiago que sin la modificación legal en análisis declara que varias sociedades son una misma empresa o un mismo empleador para efectos de la negociación colectiva. 

Agregó que de aprobarse el proyecto de ley en los términos contenidos en las indicaciones ese fallo no habría sido posible, porque la iniciativa no produce un avance en materias laborales, sino que produce un retroceso. Con la actual legislación, con la aplicación de los principios del derecho laboral, con el principio de primacía de la realidad y con el concepto de subordinación los problemas del multirut son solucionables, ya que el proyecto de ley tiene el grave inconveniente de complicar el procedimiento de negociación colectiva y presentar una inconsistencia absoluta respecto de la premisa que debería guiarlo, cual es la protección de los trabajadores y la facilitación de su derecho a negociar colectivamente.

Manifestó que se podría pedir al Gobierno que acompañara la información sobre las soluciones que ofrece el derecho comparado en esta materia, cuestión imposible porque no existe este conflicto en el derecho comparado, ya que en ningún otro país se ha presentado el problema, puesto que basta con aplicar las nociones básicas de primacía de la realidad y el principio de subordinación como hizo el juez en el caso antes mencionado. Sólo en Chile se ha convertido en un problema que el legislador debe solucionar, proponiéndose la creación de una comisión que alcanza niveles de burocracia impresionantes, con los problemas señalados anteriormente.

Reiteró que un juez puede decir, en el caso de estar dividida formalmente la empresa, y los indicios de subordinación apuntan en la dirección que existe un solo empleador, que la primacía de la realidad indica que hay una sola empresa para efectos de la negociación colectiva y de los derechos laborales. Otra cosa, que la indicación del Ejecutivo lo trasunta, es la desconfianza total hacia los jueces.

A continuación expresó que la indicación del Ejecutivo, lejos de aplicar las nociones tradicionales del derecho del trabajo, inventa una serie de requisitos que van a hacer prácticamente imposible que los trabajadores logren su objetivo, es cosa de leer solamente la condición número 1 que habla de negocios directamente complementarios y los define. En el fallo del 2° Juzgado del Trabajo de Santiago, los abogados de las empresas ya realizan su defensa diciendo que en el Congreso está en tramitación un proyecto de ley que va a regular el concepto de empresa estableciendo determinados requisitos, de manera que el juez no puede resolver la causa. Si se llegara a publicar la ley en los términos planteados, los abogados de las empresas que van a defender estos fraudes -porque se trata de un fraude laboral- van a argüir en torno a las nociones de negocios específicos o negocios directamente complementarios, diciendo que, pese a ser un solo empleador “sus negocios no son el mismo” o “o no son complementarios” -la sección corbatas no es complementaria de las sección lavadoras-, por lo que ambas pueden funcionar por separadas.

Precisó que lo que se pretende es amarrar al juez para que no pueda considerar una empresa con la simple noción de la primacía de la realidad, principio éste último que se aplica sin problemas en el derecho laboral chileno en materia de derechos individuales. Los jueces chilenos lo hacen todos los días y aplican la noción de unidad económica, diciendo que cuando tres o cuatro sociedades constituyen una unidad económica deben participar en el pago de las indemnizaciones. La pregunta que surge es por qué en el caso de la negociación colectiva se le deben dar garantías adicionales a los empleadores.

Añadió que el control laboral, que es la subordinación, debe constituir el elemento central y único para definir la situación. Así, el temor a que un dueño termine condenado por ser un dueño está salvado por la subordinación. En caso de que un dueño tenga varias empresas y cada una de ellas corresponda a un dueño propiamente tal, tampoco va a tener problemas con el derecho del trabajo. Distinto es cuando un dueño solamente encubre su condición de empleador en varias razones sociales, porque en esa realidad no le puede pedir al derecho del trabajo que fortifique esa situación que es un fraude, ya que el objetivo de dicho empleador es dividir al sindicato y ponerle cortapisas a la negociación colectiva. Entonces corresponde preguntarse si es razonable darle garantías legislativas a un empleador que tiene esa postura.

Indicó que el proyecto complejiza y hace absolutamente inviable la posibilidad de que los trabajadores accedan a la negociación colectiva, por lo que habría resultado de interés que el Gobierno más que estar preocupado de dar garantías a las empresas se hubiera interesado en posibilitar a los trabajadores la participación en los procesos de negociación colectiva, ya que Chile es el país con más trabas, en términos de huelga y en términos de negociación colectiva.

Seguidamente señaló que la desconfianza hacia los jueces se expresa en la creación de una comisión de expertos, que es única en la legislación laboral y procesal chilena, y que tiene varias inconsistencias, la primera relacionada con el sistema de prueba legal de sana crítica de la judicatura del trabajo, ya que no se puede incorporar un medio de prueba legal tasada. La segunda inconsistencia es la falta de imparcialidad total que exuda el perfil empresarial de los integrantes de la comisión. 

 Agregó que respecto de esta entidad se ha dicho que en Estados Unidos actúa una similar, pero no es tal, ya que en dicho país la comisión tiene poder de decisión y en la indicación del Ejecutivo se propone un híbrido donde el juez decide, pero se le obliga a ponderar el informe emitido por la comisión de expertos.

Intervención del abogado laboralista Marcelo Albornoz

El abogado laboralista señor Marcelo Albornoz, inició su exposición señalando que la discusión acerca del concepto de empresa es una de las materias más conflictivas en la actual legislación laboral, toda vez que dicho concepto se ha superpuesto a la definición legal de empleador, lo que restringe el ámbito propio de las relaciones laborales colectivas. Sostuvo que ello ha generado que la multiplicidad de empresas de un mismo dueño se haya vinculado a una serie de situaciones abusivas y al incumplimiento de los derechos laborales de los trabajadores.

A continuación, indicó que, existiendo consenso en relación a dichas materias, el proyecto de ley en análisis contempla la modificación del actual artículo 3° del Código del Trabajo. En ese sentido, sostuvo que, en lugar de promover el debate relativo al concepto de empresa, se debe analizar la situación de los grupos de empresas, debiendo regularse aquella hipótesis en que un solo controlador o dueño es, a su vez, propietario de varias unidades económicas que operan con una misma dirección económica y con trabajadores que se orientan a la consecución de un objetivo común. 

Habida cuenta de ello, explicó que las indicaciones presentadas al proyecto de ley en análisis contienen una serie de elementos comunes, y generan un cambio en la forma en que se ha abordado esta materia con anterioridad, toda vez que, sin desconocer la figura de empresa como agente jurídico económico laboral, centra el debate en la figura del empleador. Añadió que de esta manera es posible generar soluciones pragmáticas que generan una serie de efectos en materia laboral y de seguridad social, para lo cual se establece un sistema de responsabilidad solidaria que evita el incumplimiento de los derechos de los trabajadores. Con todo, indicó que los efectos más relevantes de dicha normativa se producirán en el ámbito del derecho colectivo del trabajo. 

En cuanto a los requisitos que permiten determinar si se está ante un empleador, expuso que se deben considerar tres elementos: la propiedad; el tipo de negocio, giro o actividad; y el ejercicio de la dirección laboral. 

Tratándose del elemento consistente en la propiedad de los negocios, sostuvo que éste debe ser ponderado tomando en consideración una serie de parámetros propios del derecho civil y del derecho comercial, tales como la ley de mercado de valores, la ley de sociedades anónimas y los contratos que regulen las relaciones mercantiles en cada caso en particular.

En lo relativo al tipo de negocio, actividad o giro, señaló que se debe analizar la identidad, similitud o complementariedad de tales actividades, con miras a detectar la existencia de un vínculo productivo o comercial entre un conjunto determinado de empresas. Agregó que tal nexo debe verificarse entre empresas de propiedad común, debiendo examinarse el modelo administrativo de cada negocio en particular.

Acerca del elemento relativo al ejercicio de dirección laboral, sostuvo que éste constituye un factor fundamental en esta materia. En ese sentido, explicó que la iniciativa legal en estudio utiliza las expresiones dirección, control y administración, los que, a su vez, se vinculan con el concepto de subordinación y dependencia. En tal contexto, indicó que, frecuentemente, en los grupos de empresas se establecen modelos de administración formal, por lo que se debe analizar, preferentemente, aquéllos aspectos referidos a la funcionalidad administrativa, tales como el ejercicio práctico de la dirección y de la representación empresarial.

En cuanto a las funciones que debe desarrollar la Comisión de Expertos, agregó que ésta debe evaluar una serie de elementos que presentan un componente técnico multidisciplinario, tal como ocurre en la legislación comparada o, tratándose del ordenamiento jurídico nacional, a propósito de la normativa en materia eléctrica. 

En lo tocante al procedimiento de calificación destinado a determinar la existencia de una empresa, sostuvo que las indicaciones coinciden en que dicha función debe recaer exclusivamente en la jurisdicción laboral, lo que resulta coherente con las tareas que la judicatura debe desarrollar en un Estado de Derecho. Asimismo, destacó que desde los Juzgados de Letras del Trabajo han concordado en una serie de criterios de gran relevancia en esta materia, por lo que es preciso que, mediante una sentencia judicial, se determine la concurrencia de los requisitos que el proyecto de ley contempla.
Respecto a las reglas procedimentales y al rol de la Comisión de Expertos, manifestó que, tratándose de la legitimación activa para iniciar tal procedimiento, se debe reconocer la facultad de los trabajadores, de las organizaciones sindicales de las empresas relacionadas que estimen vulnerados sus derechos y de la Dirección del Trabajo, a objeto que tal organismo pueda intervenir si estima que existen antecedentes fundados para requerir un pronunciamiento judicial en esta materia. 

En cuanto a las funciones de la Comisión de Expertos, explicó que la determinación de sus funciones debe ser analizada conforme al mérito de los elementos que debe ponderar el juez con competencia en lo laboral. Con miras a ello, se debe considerar el impacto que su funcionamiento generará en el sistema de relaciones laborales y en la organización empresarial, el procedimiento de calificación y los elementos que la conforman. En tal contexto, sostuvo que el referido organismo constituye una instancia que puede resultar de gran utilidad en esta materia, toda vez que permite elucidar la responsabilidad legal de las respectivas empresas bajo parámetros técnicos y multidisciplinarios de naturaleza jurídica y económica.

Añadió que el funcionamiento de la referida Comisión de Expertos no debe ser considerada como una limitación al ejercicio de la jurisdicción por parte de los jueces con competencia en lo laboral, toda vez que el informe que emita dicho organismo sólo constituye un elemento probatorio acerca de la forma en que las empresas y los trabajadores se organizan y se relacionan jurídicamente. En este sentido, sostuvo que debe ponderar una serie de elementos de contenido técnico jurídico y económico que requieren un análisis especializado. Así, por ejemplo, tratándose del elemento relativo a la propiedad de las empresas relacionadas, se deben revisar una serie de documentos de diverso contenido, sin perjuicio que el valor probatorio que debe asignársele se debe regir por las normas generales sobre el informe de peritos que establece el Código del Trabajo y el Código de Procedimiento Civil. Asimismo, el juez deberá ponderar todos los medios de prueba, debiendo fallar conforme a las reglas de la sana crítica, lo que lo obliga a considerar y evaluar todas las pruebas rendidas válidamente en el juicio. Por ello, no parece necesario que tal informe se rija por reglas especiales de valoración de prueba.

En resumen, explicó que la complejidad técnica de la materia, y sus efectos en las relaciones individuales y colectivas del trabajo, generan la necesidad de consultar una opinión experta, imparcial y multidisciplinaria que permita ilustrar y coadyuvar al tribunal a dilucidar un conjunto de elementos técnicos. En ese contexto, sostuvo que la uniformidad de los criterios jurídicos que se generen en el desarrollo de dicho proceso es un factor que puede favorecer la certeza jurídica en materia laboral.

Intervención del Gerente General de la CPC, señor Fernando Alvear
A continuación, el Gerente General de la Confederación de la Producción y del Comercio, señor Fernando Alvear, indicó que, en el acuerdo suscrito por dicha entidad con la Central Unitaria de Trabajadores, del que se dio cuenta a la Comisión durante el mes de marzo de 2012, se contiene una referencia al contenido del proyecto de ley en análisis. En ese sentido, puso de manifiesto la relevancia del diálogo social que debe promoverse entre trabajadores y empleadores, sobre todo en aquellas materias que tradicionalmente han sido consideradas como conflictivas.

 Con ese objetivo, expuso que dicha problemática no se resuelve mediante la modificación del concepto de empresa actualmente vigente, por lo que propone la creación de una fórmula que, bajo criterios objetivos, permita determinar que se está ante una misma empresa, comprendida como sede de imputación de derechos laborales individuales y colectivos.
En cuanto a las indicaciones presentadas al proyecto de ley en estudio, explicó que comparte la exigencia consistente en la concurrencia de condiciones copulativas, relativas al desarrollo de un mismo negocio específico o directamente complementario, y a la sujeción a una misma dirección o control laboral en una relación de dependencia o subordinación, lo que, en definitiva, permite establecer que dos o más empresas relacionadas por un vínculo de propiedad pueden ser consideradas como un solo empleador.

Asimismo, agregó que los Juzgados de Letras del Trabajo deben resolver las acciones judiciales que requieran su pronunciamiento para determinar si dos o más empresas deben ser consideradas como un mismo empleador. En ese sentido, destacó la obligatoriedad del requerimiento del informe técnico emitido por la Comisión de Expertos y su ponderación como medio de prueba esencial en dicho procedimiento. Añadió que, sin dudar de la “expertise” de los Juzgados de Letras del Trabajo, resulta necesario considerar el análisis que dicha comisión puede formular acerca de elementos económicos propios de actividades productivas complejas. 

Por otra parte, sostuvo que se deben considerar una serie de materias que no han sido tratadas por las indicaciones, las que constituyen parte esencial del acuerdo institucional suscrito entre la Confederación de la Producción y del Comercio y la Central Unitaria de Trabajadores, particularmente en lo relativo a los efectos que la declaración de que varias empresas constituyen en rigor sólo una pudiere generar en las organizaciones sindicales. En ese sentido, explicó que se debe establecer que los sindicatos inter empresa, que agrupan a los trabajadores de las empresas relacionadas, puedan negociar colectivamente según las reglas de la negociación de empresa. Agregó que ello no debe generar que aquellos sindicatos que agrupan al menos a un trabajador de una empresa con un giro distinto pueda participar de un mismo procedimiento de negociación.

En definitiva, manifestó que el tenor del acuerdo suscrito entre ambas instituciones persigue evitar que, con motivo de la organización empresarial, puedan eludirse derechos individuales y colectivos de los trabajadores. Al mismo tiempo, la regulación legal sobre el particular debe evitar que agentes externos, que no han tenido participación en los resultados de un negocio ni en los aumentos de productividad de las empresas, resulten beneficiados con el producto del procedimiento de negociación colectiva. 

CONSULTAS

Seguidamente, el Senador señor Muñoz Aburto manifestó que, en consideración a las exposiciones reseñadas precedentemente, podría concluirse que el proyecto de ley en estudio no resuelve la problemática relativa al concepto de empresa que actualmente consagra el Código del Trabajo. Habida cuenta de ello, consultó en relación a la pertinencia de proseguir con la tramitación de las indicaciones presentadas al proyecto de ley en estudio o, por el contrario, favorecer el análisis de la indicación relativa a la eliminación de la definición actualmente vigente.

El Profesor de Derecho del Trabajo de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Francisco Tapia, señaló que, en su opinión, el concepto que actualmente consagra el artículo 3° de Código del Trabajo se encuentra absolutamente desfasado, por lo que en la actualidad carece de aplicación práctica. Habida cuenta de ello, la jurisprudencia laboral ha debido considerar la realidad existente en esta materia y aplicarla en función de principios que permitan superar el velo de la personería jurídica empresarial. 

Con todo, sostuvo que es preciso distinguir entre lo dispuesto en el artículo 3° del Código del Trabajo y la existencia de un grupo de empresas. En tal contexto, indicó que el artículo 96 de la ley N° 18.045, sobre mercado de valores, define lo que es un grupo empresarial, para lo que considera una serie de circunstancias de hecho. Por ello, instó por la consagración de una norma que, mediante el establecimiento de requisitos similares, consagre dicha figura en el ámbito propio del derecho laboral.

El Profesor de Derecho del Trabajo de la Universidad Diego Portales, señor José Luis Ugarte, añadió que, en el ámbito del derecho laboral comparado, sólo existe la noción de empleador, sin que se haya establecido un concepto de empresa. En ese sentido, destacó que resulta irrelevante la modificación de dicho concepto, toda vez que la propia definición de empleador actualmente vigente permitiría resolver la problemática relativa al fraccionamiento malicioso de una empresa. 

Agregó que del contenido del proyecto de ley en estudio, resulta pertinente analizar la referencia que éste contiene al concepto de grupo de empresas. Agregó que dicha noción es frecuentemente utilizada en el derecho comparado. Con todo, explicó que se debe considerar que, para regular dicha materia, no resulta conveniente la inclusión de requisitos copulativos, sobre todo en aquellos casos en que se entrega el conocimiento de ello a una comisión que carece de facultades jurisdiccionales. 

El Senador señor Kuschel sostuvo que el desempeño de la actividad empresarial puede ser analizado desde diversos puntos de vista, como el comercial, tributario o laboral. Habida cuenta de ello, consultó acerca de la pertinencia de aplicar los criterios propios del área comercial con el objeto de resolver esta problemática. 

El asesor legislativo de la Confederación de la Producción y el Comercio, señor Pablo Bovic, explicó que, en el marco del acuerdo suscrito entre dicha institución y la Central Unitaria de Trabajadores, se analizaron una serie de casos específicos para detectar la ocurrencia de situaciones abusivas para los derechos individuales y colectivos de los trabajadores. En ese contexto sostuvo que se tuvieron en consideración, además, aquellos factores que inciden en la estructura organizacional interna de una empresa. En cuanto a las funciones que debe desempeñar la Comisión de Expertos, expuso que dicho organismo debe ser establecido a objeto de analizar una serie de elementos extra jurídicos que deben ser ponderados por el juez al momento de resolver tales controversias, sin perjuicio de la relevancia de la labor que desarrolla la judicatura laboral. 

El Gerente General de la Confederación de la Producción y del Comercio, señor Fernando Alvear, explicó que el establecimiento o modificación del concepto de empresa generaría una serie de consecuencias de índole laboral, comercial o tributaria. Con todo, y en el marco de las conversaciones sostenidas con la Central Unitaria de Trabajadores, sostuvo que sólo se han analizado las consideraciones que ello podría generar en el ámbito de los derechos individuales y colectivos de los trabajadores. 

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que, si se procediera a la eliminación del concepto de empresa actualmente vigente, quedando vigente sólo la definición de empleador, éste podría resultar insuficiente para resolver las contingencias derivadas del fraccionamiento de una empresa, toda vez que debe considerarse que el elemento fundamental, tratándose del concepto de empleador, dice relación con el vínculo de subordinación y dependencia, el que reconoce, entre sus principales características, el ejercicio de la función de control inmediato ejercido por un superior jerárquico. Manifestó que la constatación de la existencia de dicho requisito podría resultar muy compleja en el contexto de una organización empresarial de gran tamaño.

El Profesor de Derecho del Trabajo de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Francisco Tapia, explicó que en esta materia resulta de gran relevancia la exposición de los hechos que deben formular las partes. Ello debe, a su vez, vincularse con los requisitos legales que permitan determinar si efectivamente se verifica la existencia de un grupo de empresas o se está frente a la existencia de un subterfugio. Por ello, si el concepto de empresa se relaciona con la definición de empleador, se deberán considerar los requisitos que establece el artículo 3° del Código del Trabajo.

Agregó que para determinar la existencia de un grupo de empresas, se deben analizar una serie de requisitos distintos. En cualquier caso, sostuvo que se debe evitar que el ejercicio de los derechos laborales, sobre todo de aquéllos reconocidos constitucionalmente, como el derecho a la negociación colectiva de los trabajadores, no pueda ser ejercido por cuestiones de tipo meramente formal. En ese sentido, reiteró que el concepto relativo al grupo de empresas permite regular de mejor manera el ejercicio de la organización empresarial.

Por otra parte, reiteró que el artículo 96 de la ley N° 18.045, sobre mercado de valores, consagra una serie de requisitos a objeto de determinar la existencia de un grupo de empresas y establece que un grupo empresarial es aquel “conjunto de entidades que presentan vínculos de tal naturaleza en su propiedad, administración o responsabilidad crediticia, que hacen presumir que la actuación económica y financiera de sus integrantes está guiada por los intereses comunes del grupo o subordinada a éstos, o que existen riesgos financieros comunes en los créditos que se les otorgan o en la adquisición de valores que emiten.”. Sostuvo que dichos requisitos resultan ser mucho menos estrictos, para el ámbito financiero comercial, que aquellos elementos copulativos que se contienen, para efectos laborales, en las indicaciones presentadas a la iniciativa legal en estudio. 

A continuación, el abogado laboralista señor Marcelo Albornoz explicó que la problemática del concepto de empresa, particularmente en lo relativo al derecho colectivo del trabajo, ha surgido a raíz de su utilización como un factor de fragmentación de la negociación colectiva. En consecuencia, mediante la aplicación de la figura del empleador, es posible resolver la referida problemática, debiendo considerarse, para su aplicación práctica, los elementos relativos al vínculo de propiedad y de dirección laboral, que han sido desarrollados por la jurisprudencia judicial. Añadió que ello permitiría resolver esta problemática con miras a proteger el ejercicio de los derechos de los trabajadores, particularmente de aquellos derivados del derecho colectivo del trabajo.

El Profesor de Derecho del Trabajo de la Universidad Diego Portales, señor José Luis Ugarte, manifestó que el proyecto de ley en estudio se vincula exclusivamente con materias de índole laboral, por lo que no afecta materias de naturaleza comercial o tributaria. En ese sentido, sostuvo que la iniciativa pretende resolver únicamente la problemática relativa al fraccionamiento malicioso de una empresa con el objeto de eludir el cumplimiento de los derechos individuales y colectivos de los trabajadores. 

Por otra parte, añadió que, si el factor de mayor relevancia para determinar si se está ante un empleador radica en el vínculo de subordinación y dependencia, la judicatura laboral debería seguir aplicando dicho elemento. No obstante, explicó que en las indicaciones presentadas al texto legal en estudio se establecen una serie de requisitos adicionales, relativos al ejercicio de dirección común y al desarrollo de negocios similares, los que se añadirían a la relación de subordinación y dependencia.

AUDIENCIA EFECTUADA EN SESIÓN DE 9 DE ENERO DE 2013




La Comisión recibió en audiencia a la Presidenta y al Vicepresidente de la Central Unitaria de Trabajadores, señora Bárbara Figueroa y Nolberto Díaz, respectivamente, quienes dieron su opinión respecto del texto del proyecto aprobado al 9 de enero de 2013.

INTERVENCIÓN DE LA PRESIDENTA DE LA CENTRAL UNITARIA DE TRABAJADORES, SEÑORA BÁRBARA FIGUEROA
 



La Presidenta de la Central Unitaria de Trabajadores, señora Bárbara Figueroa, inició su exposición indicando que el Código del Trabajo, al otorgar en el inciso tercero del artículo 3° excesiva relevancia a la individualidad legal determinada, como uno de los factores que determinan la existencia de una empresa, ha generado una serie de prácticas abusivas que constituyen una vulneración de los derechos de los trabajadores. Al efecto, detalló que ello se ha verificado en el aspecto de las remuneraciones, específicamente en cuanto al cobro de gratificaciones, en el reconocimiento de la continuidad de la relación laboral, en el ejercicio del derecho a sala cuna, en el ámbito de la organización sindical y en el desarrollo de procedimientos de negociación colectiva.

 



En ese sentido, reseñó una serie de casos en que, con el objeto de eludir el cumplimiento de los derechos laborales, una empresa constituye múltiples individualidades legales para cada uno de sus rubros. En consecuencia, abogó por la necesidad de introducir las reformas legales que impidan la ocurrencia de dichas prácticas, sin perjuicio de que, enfatizó, durante los últimos años es posible constatar la existencia de algunas sentencias judiciales que declaran como integrante de la misma empresa a la matriz y a las filiales que integran un negocio, lo que permite que sus trabajadores puedan ejercer los derechos que de ello derivan.

 



En esa misma línea, añadió que la aprobación de la modificación legal en análisis podría resolver algunas de las problemáticas reseñadas precedentemente, para lo cual debe establecer una serie de elementos precisos que permitan determinar aquellos casos en que varias empresas constituyen un solo empleador. En ese contexto, reiteró la necesidad de favorecer la negociación colectiva que debe verificarse entre trabajadores y empleadores, de manera de ajustar nuestra legislación a los estándares internacionales que reconocen en ello uno de los pilares de la protección de los derechos laborales y de la equidad social.

 



Por otra parte, aseveró que la eventual aprobación de una normativa que establezca una Comisión de Expertos -la que operaría conjuntamente con la judicatura laboral-, generaría un perjuicio en la defensa de los derechos de los trabajadores, toda vez que, junto con constituir una excepción en la forma de funcionamiento de la jurisdicción laboral, implica una modificación del estándar probatorio que aplican los tribunales de justicia y una transgresión a la garantía de imparcialidad para las partes que intervienen en un proceso judicial.

 



En consecuencia, afirmó que, reconociendo la trascendencia de la iniciativa legal en análisis, ésta contiene una serie de elementos que pueden dificultar la interpretación judicial que debe verificarse en esta materia. Habida cuenta de ello, sostuvo que se debe favorecer el establecimiento de disposiciones que sancionen las conductas abusivas que se verifican en contra del ejercicio de los derechos laborales de los trabajadores, para lo cual resulta pertinente promover aquella normativa que, al momento de definir un concepto de empresa, considere la existencia de múltiples razones sociales que pertenecen a un mismo dueño.

CONSULTAS

 



El Senador señor Muñoz Aburto solicitó la opinión de la Central Unitaria de Trabajadores en lo relativo a la eliminación del concepto de empresa que actualmente consagra el artículo 3° del Código del Trabajo. En ese sentido, enfatizó que tal definición configura una excepción en el ámbito del derecho laboral, toda vez que, en otras legislaciones, dicho concepto resulta ser propio del ámbito comercial o tributario. En efecto, detalló que los antecedentes legislativos que sirven de antecedente a la consagración de un concepto de empresa en nuestro ordenamiento no contienen referencia respecto a la necesidad de su adopción para el ámbito laboral. 

 



El Vicepresidente de la Central Unitaria de Trabajadores, señor Nolberto Díaz, sostuvo que la aplicación del principio de primacía de la realidad -que informa todo el ámbito del derecho laboral-, junto a la circunstancia que ninguna legislación haya ubicado dicho concepto en el Código del Trabajo, permiten sostener que tal definición constituye una anomalía que debe ser corregida.

 



En efecto, subrayó que, en el evento de establecerse una disposición legal que consagre un concepto de empresa, ésta no debe ser incluida en la legislación laboral. En consecuencia abogó por su eliminación, habida cuenta de los efectos negativos que habría producido para la defensa de los derechos de los trabajadores. 

 



La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, indicó que, con todo, se deben distinguir aquellos casos en que resulta evidente la vulneración de los derechos laborales a raíz de la división artificial de una empresa -lo que, añadió, constituye una práctica que debe ser sancionada y corregida-, y el ejercicio de la facultad del empleador de ejercer la dirección societaria o diversificar sus áreas de producción, en cuyo caso no se estaría en dicha hipótesis.

 



El Vicepresidente de la Central Unitaria de Trabajadores, señor Nolberto Díaz, manifestó, en primer término, que en aquellos casos se debe ponderar el elemento relativo a la propiedad de las distintas empresas de que se trate, de tal manera de concebir como una sola empresa a aquellas que se encuentra unidas por dicho vínculo.

 



Sin perjuicio de ello, añadió que la legislación que se adopte en esta materia puede ponderar, asimismo, una serie de elementos de diversa índole, tales como el tipo de actividades que realizan o la dirección y administración laboral que opera al interior de ellas. 

 



La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, agregó que el establecimiento de los requisitos o elementos que deben ser utilizados para determinar la existencia de una empresa constituye el elemento central de la iniciativa de ley en análisis. Sostuvo que, en consecuencia, mediante el estudio de dichos factores se puede evitar la ocurrencia de prácticas abusivas en contra de los trabajadores. Afirmó que, con miras a ello, el Ejecutivo propone sancionar al empleador que incurra en tales prácticas con la finalidad de favorecer el ejercicio de los derechos laborales individuales y colectivos.

 



Seguidamente, agregó que la eventual incorporación de una Comisión de Expertos puede resultar necesaria en la labor de colaborar con la judicatura laboral en la determinación de la concurrencia de tales requisitos.

 



El Vicepresidente de la Central Unitaria de Trabajadores, señor Nolberto Díaz, afirmó que, en ese sentido, la iniciativa debe enfocarse en favorecer el ejercicio del derecho a negociación colectiva de los trabajadores, toda vez que, enfatizó, en nuestro país sólo 1 de cada 10 trabajadores interviene en dichos procesos, como consecuencia de una serie de prácticas abusivas de los empleadores, entre las que se encuentra la división artificial de una empresa en diversos Rut. Detalló que, para ello, se debe ponderar el principio de primacía de la realidad, cuya aplicación permite ilustrar adecuadamente aquellos casos en que se está ante una sola empresa.

 



En consecuencia, abogó por la aprobación de una iniciativa que garantice la negociación colectiva y permita aumentar los índices de sindicalización, con la finalidad de mejorar el diálogo que debe verificarse entre trabajadores y empleadores.

 



El Diputado señor Andrade sostuvo que las problemáticas reseñadas precedentemente pueden ser resueltas mediante la labor de interpretación judicial de las normas laborales vigentes, las que deben ser consideradas aplicando el principio de primacía de la realidad que informa el ordenamiento jurídico laboral. En ese sentido, aseveró que existe abundante jurisprudencia que ha construido un concepto de empresa, por lo que carece de sentido introducir una reforma legal en este ámbito.

 



En efecto, aseveró que la definición del concepto de empresa en el Código del Trabajo constituye una anomalía en la legislación laboral vigente, toda vez que su propósito radica en restringir o impedir la aplicación del principio de primacía de la realidad. Indicó que, en consecuencia, la instauración de requisitos que deben concurrir copulativamente para constatar la existencia de una sola empresa constituye un impedimento a los avances que la jurisprudencia judicial ha logrado introducir a este respecto.

 



En ese sentido, detalló que el concepto de empresa es una noción propia de la legislación tributaria o comercial, tal como ocurre en nuestro ordenamiento en los términos que consagra el artículo 96 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, que contiene una definición de grupo empresarial cuyos elementos, afirmó, son más flexibles que aquellos que consagra la legislación laboral vigente.

 



En definitiva, enfatizó la relevancia de considerar el principio de primacía de la realidad, toda vez que permite determinar aquellos casos en que se está ante una sola empresa, lo que implica evitar el establecimiento de requisitos específicos que entraben la aplicación de dicho principio.

 



El Senador señor Uriarte sostuvo que resulta necesario evaluar diversas alternativas para solucionar las problemáticas reseñadas precedentemente, tales como la eventual eliminación del concepto de empresa o el establecimiento de requisitos que deben concurrir para determinar aquellos casos en que se está ante una sola empresa. 

 



La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, agregó que, en cualquier caso, la aprobación del proyecto de ley en estudio no resuelve por sí solo todas las problemáticas relativas a las limitaciones que afectan a la negociación colectiva. En esa misma línea, abogó por el avance de una serie de iniciativas relativas a la sindicalización laboral y los procedimientos de negociación colectiva.

 



La Presidenta de la Central Unitaria de Trabajadores, señora Bárbara Figueroa, sostuvo que dicha entidad se ha propuesto intervenir activamente en los procesos de discusión y análisis de los mecanismos que permiten solucionar las problemáticas que atingen a los trabajadores. En ese contexto, detalló que resulta pertinente promover el estudio de diversas reformas legales en diversos ámbitos, tales como la legislación tributaria, previsional y laboral.

 



En efecto, afirmó que se debe establecer un nuevo Código del Trabajo que garantice el ejercicio del derecho a negociación colectiva de los trabajadores, toda vez que configura un instrumento que permite generar diálogo social y mejorar los índices de distribución de la riqueza. Asimismo, abogó por la aprobación de disposiciones que garanticen el derecho a huelga de los trabajadores. 
 



En ese sentido, aseveró que existe la necesidad de promover el estudio de un nuevo Código del Trabajo que regule adecuadamente las relaciones entre trabajadores y empleadores. Seguidamente, reiteró que la Central Unitaria de Trabajadores propone eliminar el concepto de empresa actualmente vigente, sin perjuicio que, en el evento de establecerse requisitos copulativos que permitan determinar aquellos casos en que se trata de una sola empresa, se debe ponderar la existencia de sucesivas razones sociales unidas bajo un vínculo de propiedad y el rol que ocupan los trabajadores en los distintos procesos productivos de una misma empresa.
-------

TRATAMIENTO DE LAS INDICACIONES

El año 2012, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que, a partir del análisis de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Senado, es posible concluir que éstas pueden ser reunidas en tres grupos, sin perjuicio de proceder al estudio, separada y posteriormente, de aquélla indicación que propone la sustitución del concepto de empresa que actualmente consagra el artículo 3° del Código del Trabajo.  
Agregó que en tales grupos de indicaciones es posible advertir a su vez una serie de elementos comunes, tales como la referencia que éstas hacen al artículo 3° del Código del Trabajo, la relevancia del análisis económico que debe efectuarse para determinar si se está ante una unidad económica, y el análisis jurídico laboral que se debe realizar a objeto de detectar la existencia de una dirección laboral centralizada. Con todo, sostuvo que tales elementos comunes reciben, a su turno, un tratamiento semántico diverso en cada una de las indicaciones presentadas. A modo de ejemplo, explicó que existe consenso en relación a las circunstancias que deben concurrir en la práctica a objeto de determinar si varios grupos de empresas constituyen en rigor sólo una, sin perjuicio que los términos utilizados por éstas resultan ser disímiles entre sí. Asimismo, añadió que idéntica situación ocurre tratándose a propósito de los efectos laborales y previsionales que derivan del concepto de empresa. 
A continuación, señaló que las indicaciones difieren en relación al rol institucional que le corresponderá desarrollar al panel de expertos, con miras a determinar su participación en el contexto del procedimiento judicial relativo a establecer si se trata de un grupo de empresas o ante una sola de ellas. Asimismo, explicó que lo propio ocurre tratándose de las funciones que en tal proceso le corresponderá a la Dirección del Trabajo. Añadió que un tercer punto sobre el cual no existe acuerdo entre las indicaciones presentadas dice relación con los efectos que una modificación al concepto de empleador podría tener sobre el concepto de empresa actualmente vigente. 
En consecuencia, explicó que, con miras a proceder al estudio de las indicaciones presentadas, éstas podrían ser agrupadas atendidas dichas circunstancias. 
El Senador señor Muñoz Aburto manifestó su conformidad con la propuesta relativa al orden conforme al cual iniciar el análisis a las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Senado, toda vez que sólo la indicación relativa a la eliminación del concepto de empresa actualmente vigente podría recibir un tratamiento diferenciado. Sostuvo que ello también ocurre a propósito de las indicaciones presentadas por el Ejecutivo relativas al comité de expertos y las sanciones ante los subterfugios y otros fraudes laborales.

El Senador señor Bianchi coincidió en la necesidad de estudiar las indicaciones en la forma propuesta. 

En consecuencia, la Comisión acordó analizar las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Senado considerando, en primer lugar, aquéllas que se refieren al concepto de empleador, esto es, aquéllas indicaciones signadas con los números 2, 2 a) y 3, al concurrir en todas ellas una referencia a consideraciones de índole económica y jurídico laboral. Seguidamente, se analizarán aquellas indicaciones relativas a la institucionalidad con competencia en la materia, y finalmente, el concepto de empresa que en éstas se consigna. 

-------

INDICACIONES PRESENTADAS AL ARTÍCULO PRIMERO APROBADO EN GENERAL
INDICACIÓN NÚMERO 1

La indicación número 1, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, propone sustituir el artículo primero contenido en el proyecto de ley en estudio eliminando el concepto de empresa:

“Artículo 1º.- Suprímese el inciso tercero del artículo 3º del Código del Trabajo.”.

 



Al iniciarse el estudio de la indicación número 1, que propone suprimir el inciso tercero del artículo 3° del Código del Trabajo, el Senador señor Muñoz Aburto, en su calidad de autor de la referida indicación explicó que en las Actas de las Comisiones Legislativas que se ocuparon de la redacción del Código del Trabajo no existen antecedentes relativos a la consagración del concepto de empresa en dicho cuerpo normativo. En efecto, reseñó que tal noción fue creada mediante la interpretación de los tribunales y de los operadores jurídicos careciendo de bases jurídicas, económicas o sociales que le sirvan de fundamento. En consecuencia, sostuvo que se debe evaluar la necesidad de eliminar el concepto de empresa que consagra actualmente el Código del Trabajo. 

 



A continuación, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que, durante el análisis de la iniciativa de ley en estudio, se ha considerado que para determinar la existencia de una empresa adquiere un rol muy relevante la individualidad legal determinada que ésta ejerza, en los términos que actualmente consagra el Código del Trabajo. Añadió que ello posibilitó la ocurrencia de una serie de abusos en contra de los trabajadores, los que pretenden ser evitados y sancionados mediante la aprobación del proyecto de ley en examen. 

 



En ese contexto, sostuvo que la Comisión ha acordado una serie de requisitos que deben concurrir para determinar que dos o más empresas constituyen un solo empleador, lo que, en cualquier caso, supone la existencia del inciso tercero del artículo 3° del Código del Trabajo. En consecuencia, enfatizó que la eventual eliminación de dicho inciso constituye una solución alternativa al establecimiento de las condiciones que determinan que dos o más empresas conforman un solo empleador, en los términos en que ello ha sido abordado por la Comisión, toda vez que tales elementos operan en conformidad al inciso tercero del referido artículo.

 



-Puesta en votación la indicación número 1, votaron a favor la Senadora señora Rincón y el Senador señor Muñoz Aburto. En contra votaron los Senadores señores Kuschel y Uriarte. Repetida de inmediato la votación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se produjo el mismo resultado, quedando pendiente la definición de este empate para la sesión siguiente, en la que nuevamente la votación quedó empatada y, por consiguiente, desechada la indicación.
INDICACIONES NÚMEROS 2, 2 a) y 3

- En sesión celebrada el día 18 de abril de 2012, la Comisión inició el tratamiento de las indicaciones números 2, 2 a) y 3. A su respecto, dejó pendientes para el momento en que se analice el concepto de empresa la letra a) de las indicaciones mencionadas.

TEXTO DE LAS INDICACIONES NÚMEROS 2, 2 a) y 3

La indicación número 2, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para reemplazar el artículo primero del texto aprobado en general por el siguiente:

“Artículo 1°.- Modifícase el artículo 3° del Código del Trabajo, en la siguiente forma:

a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “bajo una dirección”, por “bajo la dirección de un empleador”.

b) Intercálanse, a continuación del inciso tercero, los siguientes incisos nuevos, pasando su actual inciso cuarto a ser noveno:

“Con todo, para efectos laborales, constituyen un mismo empleador dos o más empresas relacionadas entre sí por un vínculo de propiedad, cuando concurran las siguientes condiciones:

a) que desarrollen las mismas o similares actividades, o que el giro social que cada una de ellas presta, sea de carácter complementario o accesorio entre unas y otras, y

b) que cuando de los antecedentes relativos a la gestión de las empresas, aparezca que ellas forman parte de una misma organización o unidad económica, o bien, estén sujetas a una misma dirección laboral.

La mera circunstancia de participación en la propiedad no configura por sí sola alguna de las condiciones establecidas en el inciso anterior.

Las empresas a cuyo respecto se cumplan las condiciones señaladas en el inciso cuarto, serán solidariamente responsables del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales emanadas de la ley o la convención.

Los sindicatos de las empresas que sean declaradas como un empleador podrán constituir un nuevo sindicato o bien, cada uno podrá continuar como sindicato de empresa y presentar en forma conjunta un proyecto de contrato colectivo y participar de una misma negociación. Los sindicatos interempresa que agrupen a trabajadores cuyas empresas corresponden a un mismo empleador, también podrán presentar proyectos de contrato colectivo y participar del mismo proceso de negociación. En todos estos casos, la presentación y tramitación de los proyectos de contrato colectivo se regirán por las normas establecidas en el Capítulo I del Título II del Libro IV del Código del Trabajo.

Las cuestiones suscitadas respecto de la aplicación de los incisos anteriores serán materias de competencia del Juez del Trabajo, quien resolverá el asunto, previo informe de la Dirección del Trabajo, conforme al Párrafo 3°, Capítulo II del Título I del Libro V del presente Código.”.

La indicación número 2 a), de la Honorable Senadora señora Rincón, propone sustituir el artículo primero del proyecto de ley en estudio por el siguiente:

“Artículo 1°.- Modifícase el artículo 3° del Código del Trabajo de la siguiente manera:

a) Reemplázase en el inciso tercero la frase “bajo una dirección” por “bajo la dirección de un empleador”.

b) Intercálanse, a continuación del inciso tercero, los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo, nuevos:

“Con todo, para efectos laborales, constituyen un mismo empleador dos o más empresas relacionadas entre sí por un vínculo de propiedad, cuando concurran las siguientes condiciones: 

a) Que desarrollen el mismo negocio o giro u otros similares o complementarios, pero dependientes entre sí. En el caso de giros similares o complementarios, serán dependientes entre sí cuando las empresas no puedan subsistir por sí mismas y, además, no se administren autónomamente; y,

b) Que en la ejecución del negocio o giro de las empresas relacionadas, aparezca que están sujetas a una sola administración y dirección laboral. 

La mera circunstancia de participación en la propiedad no configura por sí sola alguna de las condiciones establecidas en el inciso anterior.

Las empresas a cuyo respecto se cumplan las condiciones señaladas en el inciso cuarto de este artículo, serán solidariamente responsables del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales emanadas de la ley o la convención. 

Sin perjuicio de lo anterior, los trabajadores de las empresas relacionadas y declaradas como un mismo empleador podrán organizarse sindicalmente y negociar colectivamente conforme dicha declaración de empleador, o bien mantener el o los sindicatos existentes y negociar colectivamente por cada empresa de la que sean dependientes. Los sindicatos de las empresas declaradas como un mismo empleador podrán también presentar conjuntamente un proyecto de contrato colectivo. Los sindicatos interempresa que agrupen a trabajadores dependientes de empresas que hayan sido declaradas previamente como un mismo empleador, también podrán presentar proyectos de contrato colectivo. Con todo, a partir de la declaración de un mismo empleador, la presentación y tramitación de los proyectos de contrato colectivo que sean procedentes se regirán por las normas establecidas en el Capítulo I del Título II del Libro IV del Código del Trabajo.

El conocimiento y resolución de las controversias suscitadas respecto del cumplimiento de los requisitos establecidos en el inciso cuarto anterior a dos o más empresas relacionadas, corresponderá a los Juzgados de Letras del Trabajo, y a su respecto se aplicarán las reglas del Párrafo 3°, Capítulo II del Título I del Libro V del presente Código.”.

La indicación número 3, de S.E. el Presidente de la República, para remplazar la letra a) del artículo 1° del proyecto, por la siguiente:

“a) Intercálanse los siguientes incisos tercero a sexto, nuevos, pasando su actual inciso tercero a ser séptimo:

“Sin perjuicio de lo establecido en la letra a) del inciso primero, constituyen un mismo empleador dos o más empresas relacionadas entre sí por un vínculo de propiedad, cuando concurran a su respecto las siguientes condiciones:

1.- Desarrollen un mismo negocio específico, o negocios directamente complementarios. Es negocio directamente complementario aquel administrado sin autonomía respecto de otro y que no puede subsistir por sí mismo, y

2.- Estén sujetas a una misma dirección y control laboral en una relación de dependencia y subordinación.

La mera circunstancia de participación en la propiedad de una empresa, no configura por sí sola alguna de las condiciones establecidas en el inciso anterior.

Las empresas a cuyo respecto concurran las condiciones señaladas en el inciso tercero, serán solidariamente responsables del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales emanadas de la ley o la convención.

El conocimiento a que dé lugar la aplicación del inciso tercero corresponderá a los Juzgados de Letras del Trabajo, con sujeción a las normas establecidas en los Párrafos 3° y 8°, Capítulo II, Título I del Libro V de este Código. Será obligación del tribunal que conozca de este asunto requerir y ponderar, como medio de prueba esencial, el informe técnico de la comisión de expertos a que se refiere el citado Párrafo 8°, respecto de la concurrencia de las condiciones señaladas en el inciso tercero.".".

-------

DISCUSIÓN DE LAS INDICACIONES NÚMEROS 2, 2 A) Y 3

-En primer lugar, se discutió el encabezado del primer inciso que se propone agregar al artículo 3° del Código del Trabajo.

La Senadora señora Rincón explicó que se debía analizar el encabezado del texto que proponen las indicaciones en estudio, para establecer, a continuación, los requisitos que deben concurrir en la determinación de si varias empresas constituyen en rigor un mismo empleador. 

Sostuvo que la indicación número 2 a), de su autoría, pretende favorecer la especificación de tales elementos, a objeto de evitar la existencia de interpretaciones jurisprudenciales equívocas en este ámbito.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, indicó que la frase “Sin perjuicio de lo establecido en la letra a)”, contenida en la indicación número 3, tiene por objeto evitar una afectación del concepto de empleador que, en términos generales, establece actualmente el artículo 3° del Código del Trabajo, en tanto que los requisitos contemplados a continuación de esa expresión dicen relación con aquéllos elementos que deben concurrir para determinar que dos o más empresas relacionadas entre sí constituyen un mismo empleador. 

En ese sentido, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, añadió que la utilización de la expresión “Sin perjuicio” efectivamente persigue evitar que el concepto de empleador constituido por dos o más empresas pueda resultar yuxtapuesto con aquélla definición de empleador que actualmente consagra la letra a) del artículo 3° del Código del Trabajo. Agregó que este último concepto resulta ser muy relevante para determinar la existencia y efectos de un contrato individual de trabajo, aun cuando éste no se haya escriturado. 

La Senadora Señora Rincón coincidió en la necesidad de agregar la frase contenida en la indicación número 3.
Por su parte, el Senador señor Uriarte manifestó su conformidad con dicha propuesta.

La Comisión atendida la coincidencia expresada precedentemente, acordó que el encabezado del inciso nuevo, que las indicaciones números 2, 2 a) y 3 proponen agregar al artículo 3° del Código del Trabajo, contenga el texto de la indicación número 2, con una modificación que consiste en intercalar, a continuación de la expresión “Con todo,” la frase “y sin perjuicio de lo establecido en la letra a) del inciso primero”. En consecuencia, el encabezado queda redactado en los siguientes términos: “Con todo, y sin perjuicio de lo establecido en la letra a) del inciso primero, para efectos laborales constituyen un mismo empleador dos o más empresas relacionadas entre sí por un vínculo de propiedad, cuando concurran las siguientes condiciones:”.

-Puesta en votación la indicación número 2, en lo que corresponde al encabezamiento del inciso que se propone agregar al artículo 3° del Código del Trabajo, con la modificación reseñada precedentemente, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.
-A continuación, se analizó la letra a) y el número 1 del inciso nuevo que se propone agregar al artículo 3° del Código del Trabajo por las indicaciones números 2 y 2 a) y 3, respectivamente.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, reiteró que se debe tener presente que, para que varias empresas constituyan un solo empleador, se debe verificar la ocurrencia de una serie de requisitos. En ese sentido y tratándose del primer requisito que las indicaciones proponen establecer, explicó que éstas consideran al vínculo de propiedad como un elemento de gran relevancia. Con todo, agregó que la indicación número 3 contiene, además, una referencia al desarrollo de “un mismo negocio específico”, con miras a evitar que, por ejemplo, varias empresas que se dedican a la venta de bienes distintos puedan ser considerados como una sola empresa en el evento que se dediquen a desarrollar una actividad similar.

En cuanto a la expresión “directamente complementarios”, agregó que constituyen negocios directamente complementarios aquéllos que se encuentran tan integrados entre sí de forma que tal que no pueden subsistir individual o separadamente. Añadió que ello ha sido recogido en similares términos por la indicación número 2 a).

El Senador señor Muñoz Aburto sostuvo que tal redacción restringe excesivamente el concepto de empleador, sin perjuicio de que, además, se dificultaría la labor interpretativa que debe desplegar el juez para determinar si efectivamente se está o no ante un empleador constituido por varias empresas. 

La Senadora señora Rincón explicó que la indicación número 2 a) contiene una referencia no sólo a la circunstancia relativa a la complementariedad de uno o varios negocios, sino también a la dependencia empresarial que debe existir entre éstos. A modo de ejemplo, reseñó que varias empresas relacionadas entre sí pueden desarrollar, a su vez, actividades separadas y ser administradas de forma autónoma.

El Senador señor Muñoz Aburto agregó que ciertos elementos que contempla la indicación número 3, tales como la frase “negocios directamente complementarios”, no se encuentran definidos legalmente, lo que podría generar consecuencias tratándose de la interpretación judicial que debe verificarse en este ámbito, como también en cuanto a la prueba que debe rendirse ante los juzgados con competencia en materia laboral, puesto que tal norma podría desencadenar que la carga probatoria sobre este punto recaiga en el trabajador. En ese sentido, ejemplificó con lo que ocurriría tratándose de una empresa dedicada al transporte de alimentos que, de modo ficticio, podría crear una unidad dedicada al transporte ocasional de otro tipo de bienes con el objeto de eludir el cumplimiento de las obligaciones laborales con sus trabajadores.

La Senadora Señora Rincón sostuvo que, en cualquier caso, se debe incluir una referencia a la dependencia que debe existir entre las empresas, a objeto de determinar si efectivamente se trata de un solo empleador.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social explicó que, en el caso de una empresa de transportes, existen elementos que permitirían determinar si se configura o no una unidad económica, por ejemplo, mediante la constatación de que entre éstas existe una misma administración, actividad o vínculo de dependencia mutua. Por ello, manifestó que el elemento consistente en la posibilidad o imposibilidad de que una empresa pueda subsistir sin otra, constituye un factor fundamental a objeto de determinar si varias empresas conforman, en rigor, un solo empleador.

El Senador señor Uriarte indicó que resulta de suyo complejo detallar y resolver mediante una norma legal todos los casos que se pudieren verificar en esta materia. No obstante, sostuvo que se debe considerar el elemento relativo a la complementariedad y dependencia que debe existir entre las distintas unidades económicas.

El Senador señor Muñoz Aburto reseñó las complejidades que derivan del establecimiento de un concepto de empresa y de empleador. Indicó que ello queda de manifiesto al examinarse los antecedentes de la iniciativa de ley que introdujo tal definición en el Código del Trabajo. Por otra parte, agregó que éstos han sido objeto de una serie de interpretaciones jurisprudenciales, tales como aquélla que señala que el concepto de empresa resulta ser más amplio que el concepto de sociedad, el que opera tratándose de materias comerciales. Por ello, insistió en la necesidad de establecer únicamente el requisito relativo a la complementariedad entre las diversas actividades de que se trate.

El Senador señor Kuschel sostuvo que la regulación legal que se dicte sobre el particular puede producir una serie de efectos negativos en los aspectos financieros, administrativos u operacionales de pequeñas y medianas empresas, cuyos propietarios desempeñan varias funciones por una cuestión relativa a su organización interna, y no con el objetivo de eludir el cumplimiento de los derechos laborales de los trabajadores.

La Senadora señora Rincón expuso que la iniciativa de ley pretende resolver una serie de problemáticas que se verifican, preferentemente, en las grandes empresas. Añadió que, atendida la redacción de las indicaciones números 2, 2 a) y 3, resulta pertinente resolver las siguientes materias: las tres indicaciones contienen una referencia al desempeño del mismo negocio, esto es, a las mismas actividades que deben desarrollar las empresas para determinar que se trata, en rigor, de una sola. Asimismo, las referidas indicaciones mencionan el elemento de la complementariedad que debe existir entre tales negocios o actividades. Tal complementariedad dice relación con la ausencia de autonomía administrativa y la imposibilidad de subsistencia propia.

En ese sentido, sostuvo que, a propósito de las discrepancias surgidas a raíz de la inclusión del elemento consistente en la dependencia que debe existir entre las referidas unidades económicas, ello puede ser resuelto mediante la expresión “bajo una dirección común”, a continuación de la referencia a la complementariedad entre los distintos negocios.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, manifestó su conformidad con las observaciones señaladas precedentemente. Con todo, agregó que, sin perjuicio de la importancia de determinar la especificidad del negocio o actividad de que se trate, en los términos que establece la indicación número 3, se deben detallar los requisitos relativos a la autonomía organizacional de las diversas unidades económicas, de tal manera que, si éstas carecen de dicha independencia, resulta irrelevante la especificidad del negocio de que se trate. Por ello, destacó que el elemento principal reside en determinar si se trata de un mismo negocio, o de un negocio complementario, el que debe ser administrado en forma conjunta.

En consecuencia, atendidas las consideraciones reseñadas precedentemente, la Comisión acordó revisar en una próxima sesión una propuesta de texto para la letra a), la que debe tener en consideración, en primer lugar, que la expresión “giro”, que se contiene en las indicaciones números 2 y 2 a) debe ser eliminada, toda vez que se trata de un término que podría derivarse de lo que indique al efecto el SII o a partir de la actividad que desarrolla cotidianamente un empresario. Por ello, la Comisión acordó eliminar tal expresión, debiendo conservarse la frase “el mismo negocio u otro similar o complementario”, sin perjuicio de que las expresiones similar y complementario son categorías distintas. La idea es que se refiera a un mismo negocio similar o complementario con administración común y que no puede subsistir separadamente. Se señaló también que no involucra un asunto relacionado con la participación societaria, sino con la administración empresarial, su subsistencia individual y el hecho de que se trate en realidad de un mismo negocio.

-En sesión de 11 de julio de 2012, la Comisión revisó una propuesta de redacción del siguiente tenor para la primera condición que permita entender como un mismo empleador a dos o más empresas:

“a) Que desarrollen el mismo negocio o actividad, u otros, dependientes entre sí, bajo una misma administración y que no puedan subsistir por sí solos.”.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, sostuvo que tal redacción resulta ser adecuada, toda vez que el elemento relativo a la complementariedad, en los términos en que ha sido establecido en las indicaciones número 2 y número 2 a, puede complejizar innecesariamente la determinación de los casos en que se está ante un solo empleador. En ese sentido, explicó que la referencia a la dependencia entre varios negocios, en los términos en que se consigna en propuesta de indicación en estudio, resuelve adecuadamente dicha problemática.

Por su parte, la Senadora señora Rincón sugirió colocar en plural las expresiones “negocio o actividad”, porque podría interpretarse como un único negocio o actividad dejando sin resolver el punto central de este proyecto de ley, cual es el problema de la multiplicidad de rut de las empresas.

- En sesión celebrada el día 8 de agosto de 2012, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadora señora Rincón y Senadores señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte, aprobó la siguiente redacción para la primera condición de constituir un mismo empleador:
a) Que desarrollen el mismo negocio o actividad u otros dependientes entre sí, bajo una misma administración y que no puedan subsistir por sí solas.

-Seguidamente, se discutió la letra b) y el número 2 del inciso nuevo que se propone agregar al artículo 3° del Código del Trabajo por las indicaciones números 2 y 2 a) y 3, respectivamente.

La Senadora señora Rincón explicó que las tres indicaciones establecen que los requisitos enumerados deben operar de forma copulativa. Tratándose, en particular, del segundo requisito, éste tiene por objeto determinar quién asume la representación y dirección de la empresa en el ámbito de las relaciones laborales entre ésta y los trabajadores. 

El Senador señor Muñoz Aburto expresó que, al momento de determinar quién es la persona que realiza labores de dirección y representación laboral, se ha de considerar lo que la doctrina ha denominado “principio de la primacía de la realidad”. Agregó que la indicación número 2 pretende establecer que el funcionario que asume tales labores siempre representa a la empresa. Sostuvo que dicha materia ha sido resuelta por la jurisprudencia, sin perjuicio de que, en algunos ámbitos, como las empresas de retail, se producen una serie de prácticas que dificultan la individualización del funcionario que ejerce tales labores.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, señaló que, no obstante compartir el propósito de la indicación número 2, el sentido de la expresión “o bien”, que en ésta se consigna, podría generar que un grupo de empresas que no están sujetas a una misma dirección laboral, pero que pertenezcan a una misma organización económica, puedan ser considerados como un solo empleador.

La Senadora señora Rincón coincidió en que no basta con que dos empresas formen parte de una misma organización, sino que, además, debe operar a su respecto una sola dirección laboral. Dicho elemento sería el factor más relevante en la práctica.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que, considerando que el segundo requisito que establecen las indicaciones número 2, 2 a) y 3 no contiene una referencia a un análisis de índole económico, se debe considerar la adopción de un criterio amplio o restringido de dirección laboral. El concepto en sentido restringido define qué es lo que ocurre cuando se verifica una relación laboral directamente con el funcionario que imparte instrucciones, controla la asistencia o evalúa el trabajo de forma inmediata. Por su parte, en sentido amplio, se considera quién ejerce la dirección, control o administración laboral, lo que dice relación con la dictación de políticas salariales o de negociación, sobre todo en empresas de mayor tamaño. Agregó que se debe conciliar un punto intermedio entre ambos conceptos.
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, añadió que si un grupo económico controla varias empresas dentro de un mismo sector productivo, las que son totalmente independientes y compiten entre sí, no pueden ser consideradas como una única empresa por el solo hecho de que el referido grupo económico establezca pautas laborales mínimas para todos sus trabajadores. Por ello, tales directrices no constituyen un indicio de dirección laboral, toda vez que ésta se conforma del ejercicio de funciones de dirección y ordenamiento continuo.

La Senadora señora Rincón sostuvo que para tales efectos se debe tener en consideración el requisito relativo a la complementariedad o dependencia entre las diversas unidades económicas. No obstante, podría ocurrir que, aun cuando concurra dicha exigencia, la dirección laboral no sea la misma para todos los negocios o actividades. Destacó que tal elemento, relativo a la dirección laboral, es el más relevante a objeto de determinar la existencia de una o varias empresas.
El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, expuso que, tratándose de la dirección laboral, se debe considerar que, si se trata de una sola persona que imparte instrucciones, evalúa el desempeño de los trabajadores o suscribe los contratos de trabajo se está evidentemente ante una misma dirección. Con todo, ésta puede ser ejercida con mayor o menor intensidad, lo que puede constatarse mediante la existencia de elementos tales como las políticas de prevención, capacitación y promoción en el empleo o la interlocución en el contexto del procedimiento de negociación colectiva, entre otros factores. 

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, añadió que se debe revisar la expresión “administración y dirección laboral”, toda vez que el término “administración” podría ser entendido como una referencia al primer requisito que contienen las indicaciones en análisis. Por ello, explicó que la expresión que podría acogerse es “dirección y control laboral”, y que debe revisarse la expresión “aparezca que”.

El Senador señor Muñoz Aburto propuso recoger la parte final de la indicación número 2 a), debiendo modificarse la expresión “aparezca que”. 

La Senadora señora Rincón sostuvo que debe incorporarse la expresión “control”, toda vez que ésta dice relación con la toma de decisiones al interior de la empresa. 
La Comisión acuerda aprobar la indicación número 2 a), con modificaciones, de modo que la letra b) diga: “Que estén sujetas a una sola dirección y control laboral en la ejecución del negocio o giro de las empresas relacionadas”. 
Puesta en votación la indicación número 2 a), en lo que corresponde a la letra b) del inciso que se propone agregar al artículo 3° del Código del Trabajo, con la modificación reseñada precedentemente, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.
-En seguida, la Presidenta de la Comisión, Senadora señora Rincón, respecto del segundo inciso que las indicaciones números 2, 2 a) y 3 proponen agregar al artículo 3° del Código del Trabajo, resalta su igual redacción, en el sentido de que la mera circunstancia de participación en la propiedad de las empresas no configura por sí sola alguna de las condiciones establecidas para entender que dos o más empresas constituyen un mismo empleador.

Puestas en votación las indicaciones números 2, 2 a) y 3, en lo que respecta al inciso mencionado, se aprueban por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.
-A continuación, la Presidenta de la Comisión, Senadora señora Rincón, advirtió que el tercer inciso que las indicaciones números 2, 2 a) y 3 proponen agregar al artículo 3° del Código del Trabajo comparte un mismo texto y propone sustituir la expresión “previsionales” por “de seguridad social”. 

Puestas en votación las indicaciones números 2, 2 a) y 3, en lo que respecta al inciso mencionado, se aprueban por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte, con el acuerdo de que se revise en el momento oportuno la referencia al inciso que contiene las condiciones para entender cuándo existe un mismo empleador.

-Inmediatamente, la Presidenta de la Comisión, Senadora señora Rincón, respecto del cuarto inciso que las indicaciones números 2 y 2 a) proponen agregar al artículo 3° del Código del Trabajo, manifestó que ambas indicaciones persiguen resolver la problemática relativa a aquéllos grupos sindicales que, ante la división de una sola empresa en varias unidades económicas, debieron dividirse para poder operar en la situación de fraccionamiento en que se encuentra la empresa principal. En ese contexto, la indicación persigue evitar que, como consecuencia de la sentencia que establezca que varias empresas constituyen en rigor un solo empleador, los distintos sindicatos deban unificarse en una sola organización sindical.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, indicó su conformidad con el propósito y la redacción de las indicaciones propuestas. Con todo, consultó acerca de la pertinencia de ubicar dicha norma dentro de aquél párrafo que el Código del Trabajo dedica a las organizaciones sindicales, a objeto de preservar la coherencia de la estructura de dicho cuerpo normativo.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, añadió que, en rigor, dicha norma podría ser ubicada dentro de los efectos de la sentencia que determine que una sola empresa constituye en rigor un solo empleador, sin perjuicio de que también puede ser ubicada dentro de aquéllas relativas a la negociación colectiva.

La Senadora señora Rincón expuso la pertinencia de ubicar la norma dentro de aquéllas relativas a la negociación colectiva, con una redacción que considere de igual manera las indicaciones número 2 y 2 a), con la inclusión de una referencia a la sentencia que determine que varias empresas constituyen en rigor un solo empleador. 
-En sesión del día 8 de agosto de 2012, la Comisión consideró pertinente aprobar, en esta materia, las indicaciones número 2 y 2 a), con modificaciones.

-En seguida, al discutirse el quinto inciso y el cuarto inciso que las indicaciones números 2, 2 a) y 3, respectivamente, proponen agregar al artículo 3° del Código del Trabajo, el Senador señor Muñoz Aburto explicó que las indicaciones números 2, 2 a) y 3 coinciden en hacer referencia al rol del juez al momento de conocer y resolver las cuestiones suscitadas para establecer si se está ante una sola empresa.

La Senadora señora Rincón sostuvo que, reconociendo la similitud entre las indicaciones número 2 y 2 a), resulta adecuada la redacción de la indicación número 2 en lo relativo a la individualización de los incisos que debe analizar la sentencia del juez. Con todo, la Ministra del Trabajo y Previsión Social solicitó que se determine con precisión sobre cuáles incisos debe recaer el conocimiento y resolución de dichas controversias.

La Senadora señora Rincón agregó que, en todo caso, entre las tres indicaciones existe acuerdo respecto a que debe ser el juez laboral quien resuelva finalmente si varias empresas constituyen un solo empleador. 

Puestas en votación las indicaciones números 2, 2 a) y 3, en lo que respecta a entregar al juez la resolución de las controversias, se aprueban por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte, con el acuerdo de que se revise en el momento oportuno la referencia al o los incisos del artículo 3° del Código del Trabajo.

En relación a las funciones que debe desarrollar la entidad denominada Comisión de Expertos-que se menciona en la indicación número 3-, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, explicó que, en la práctica, se verifican una serie de hipótesis complejas en que es difícil determinar si una empresa puede subsistir autónomamente o no. Indicó que ello ocurre, por ejemplo, a propósito de la existencia de directrices generales de carácter organizacional al interior de una unidad económica, lo que no constituiría el ejercicio de un poder de dirección laboral. Asimismo, en el procedimiento destinado a determinar si varias unidades económicas en rigor constituyen una sola empresa, se verifican una serie de consideraciones de índole económica o financiera, las que escapan al ámbito propio del conocimiento de los jueces con competencia en materia laboral. En ese sentido, agregó que, en ocasiones, los jueces laborales cumplen sus funciones únicamente con miras a proteger los derechos de los trabajadores, pero no ponderan una serie de consideraciones tales como el interés social y la organización eficiente de los medios de producción empresarial. 

Por otro lado, explicó que la jurisprudencia en materia laboral sólo tiene validez para el caso específico de que se trate, por lo que no existen lineamientos uniformes que permitan conocer con claridad a qué deben atenerse tanto los trabajadores como los empleadores. En tal contexto, y con miras a favorecer la unificación de criterios jurisprudenciales, precisó que se debe tomar en consideración el informe que emita la Comisión de Expertos sobre esta materia, toda vez que se trata de un organismo especializado que puede colaborar en dicha tarea. Agregó que se evaluó, por parte del Ejecutivo, la introducción de una indicación con miras a que, con el sólo mérito del informe técnico de dicha comisión, pudiera establecerse si varias unidades económicas constituyen en rigor una sola empresa. Con todo, añadió que, finalmente, el Ejecutivo propone establecer que dicha materia debe ser resuelta por el Juez del Trabajo, quien debe requerir, como obligación esencial de dicho tribunal, el informe que debe emitir la Comisión de Expertos. Dicho documento debe ser ponderado en la sentencia definitiva que se pronuncie sobre el particular.

La Senadora señora Rincón sostuvo que, considerando que la indicación del Ejecutivo contempla la incorporación de una normativa nueva sobre la referida comisión de expertos, resulta relevante escuchar la opinión de especialistas en materia laboral, además de la CPC y la CUT. Al respecto, cabe señalar que dichas opiniones se consignan en las páginas 11 a 26 de este informe.

TRATAMIENTO DE LA INDICACIÓN NÚMERO 2 b), PRESENTADA POR EL SENADOR SEÑOR MUÑOZ ABURTO

-En sesión celebrada el día 6 de junio de 2012, la Comisión acordó solicitar a los Comités que se fijara un nuevo plazo para presentar indicaciones a este proyecto, acordándose el día 18 de junio de 2012. La Secretaría de la Comisión recibió una sola indicación, la que fue signada como 2 b), cuyo texto es el siguiente:

2 b).- Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para reemplazarlo (al artículo 1° del proyecto) por el siguiente:

Artículo 1º.-  Modifícase el artículo 3° del Código del Trabajo de la siguiente forma:

a) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “bajo una dirección” por “bajo la dirección de un empleador”.

b) Intercálanse, a continuación del inciso tercero, los siguientes incisos nuevos:

“Con todo, para efectos laborales, constituyen un mismo empleador dos o más empresas relacionadas entre sí por un vínculo de propiedad, cuando en la ejecución de los negocios o giros de las empresas relacionadas, aparezca que sus trabajadores están sujetos a una sola administración y dirección laboral. 

La mera circunstancia de participación en la propiedad no configura por sí sola alguna de las condiciones establecidas en el inciso anterior. 

Las empresas a cuyo respecto se cumplan las condiciones señaladas en el inciso cuarto de este artículo, serán solidariamente responsables del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales emanadas de la ley, de los contratos individuales o de instrumentos colectivos. 

Los trabajadores de las empresas relacionadas y declaradas como un mismo empleador podrán organizarse sindicalmente y negociar colectivamente conforme dicha declaración de empleador, o bien, mantener el o los sindicatos existentes y negociar colectivamente con cada una de las empresas relacionadas entre sí. 

Los sindicatos interempresas que agrupen a trabajadores cuyas empresas corresponden a un mismo empleador, también podrán presentar proyectos de contrato colectivo. Si el empleador acepta la negociación colectiva, se procederá en dicha forma. En caso contrario deberá instarse a la declaración a que hace referencia el inciso precedente.   

Con todo, a partir de la declaración de un mismo empleador, la presentación y tramitación de los proyectos de contrato colectivo que sean procedentes se regirán por las normas establecidas en el Capítulo I del Título II del Libro IV del Código del Trabajo.

El conocimiento y resolución de las controversias suscitadas respecto del cumplimiento de los requisitos establecidos en el inciso cuarto anterior a dos o más empresas relacionadas, corresponderá a los Juzgados de Letras del Trabajo, quienes resolverán el asunto, previo informe de la Dirección del Trabajo, conforme a las reglas del Párrafo 3°, Capítulo II del Título I del Libro V del presente Código.”.

Discusión de la indicación numero 2 b).

-En sesión de 11 de julio de 2012, la Comisión analizó esta indicación, respecto de la cual la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, consultó por qué se dejaba de lado el discernir si efectivamente se podría tratar de negocios diferentes o no y ejemplificó con el caso de una familia que posee negocios, donde la señora tiene una peluquería y el marido una ferretería, pero la administración está a cargo de uno de ellos, situación que, opinó, desde el punto de vista laboral, ¿puede llevar a considerar que una peluquería y una ferretería son una misma empresa?.

La Senadora señora Rincón manifestó su desacuerdo con el ejemplo dado, ya que la indicación número 2 b) al decir “empresas relacionadas” se está refiriendo a que dichas empresas se complementan.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río opinó que al decir  la indicación número 2 b) “cuando en la ejecución de los negocios o giros de las empresas relacionadas, aparezca…” se está refiriendo a que los negocios o giros deben ser del mismo tipo o similares o pueden ser diferentes.

Asimismo, sostuvo que la expresión negocio comprende aquellas actividades que requieren de un proceso previo de inversión, de una gestión administrativa y del resultado que ello genera. Añadió que dentro de dicho concepto es posible a su vez comprender varias actividades, entre las que se encuentra la actividad comercial.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, en ese contexto, solicitó que se precise en detalle el sentido de la expresión negocio.

Al respecto, el Senador señor Muñoz Aburto indicó que no es necesario definir específicamente la expresión negocio, toda vez que ello generaría una restricción en la aplicación del concepto de empleador, por lo que resultaría procedente sólo hacer referencia a las actividades similares que éste desarrolla.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, añadió que la indicación número 3, de S.E. el Presidente de la República, contiene una expresión de motivos que le sirve de fundamento, en la que se consigna una definición de negocio. Agregó que, una vez analizados los elementos más utilizados en las normas que regulan la actividad económica, se ha concluido que dicha expresión resulta ser más apropiada que giro o actividad. Reseñó que el concepto de negocio se constituye por el objeto o materia de ciertas ocupaciones, las que no necesariamente tienen una finalidad lucrativa. Enfatizó, por otra parte, que los elementos relativos a la organización económica y laboral permiten discernir si dos o más empresas constituyen una misma organización industrial, cuyos trabajadores se desempeñan en una sección que forma parte de una administración común.

Reiteró, a continuación, que dichos elementos deben ser ponderados al momento de establecer un concepto de empleador, sin que deba entenderse que la expresión negocio comprende únicamente a un establecimiento comercial, toda vez que éste consiste en un modelo de organización para desarrollar una actividad económica.

El Senador señor Kuschel consultó acerca de ciertas actividades complementarias que desarrollan pequeños empresarios, y a cuyo respecto podría concluirse erróneamente que se trata de una sola empresa.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, explicó que se deben considerar las particularidades de cada caso concreto a objeto de determinar si se está ante una empresa. En ese sentido, añadió que sólo constituye un empleador una entidad que puede subsistir por sí misma o que realiza varias actividades que se encuentran vinculadas de tal forma que el funcionamiento de una depende de la otra,.

El Senador señor Muñoz Aburto reiteró que las prácticas abusivas por parte del empleador podrían producirse con mayor frecuencia en el evento que se consagre una norma que exija la existencia de negocios complementarios además de un vínculo de propiedad y una dirección o administración común.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que, en el contexto del análisis de este requisito, se debe considerar que la iniciativa pretende superar la definición excesivamente formalista de empresa que actualmente consagra el artículo 3° del Código del Trabajo. Sostuvo que para ello es preciso aplicar la máxima o principio de primacía de la realidad en materia laboral, mediante la constatación práctica de las condiciones que permiten concluir que se está ante una sola empresa. En ese sentido, manifestó que, aplicando dicho principio, es posible constatar que bajo varios RUT existe, en realidad, una entidad que ejecuta un mismo negocio o actividad bajo una misma dirección laboral o que, existiendo negocios diferentes, éstos responden a una misma unidad laboral atendiendo sólo al vínculo de propiedad que los une. En ese caso, añadió, se debe analizar si dicho elemento basta para determinar que, en rigor, se trata de un solo empleador que debe ser obligado al cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que de ello derivan.

Añadió que, en ese contexto, la indicación número 3, de S.E. El Presidente de la República, contempla, por una parte, una referencia al vínculo de propiedad que debe unir a los distintos empleadores y, además, al análisis económico que debe verificarse a este respecto para determinar que se trata de un mismo negocio, -o en caso de ser distintos que puedan subsistir por sí mismos-, debiendo concurrir siempre una misma dirección laboral.

Explicó que, por su parte, la indicación número 2 b, del Senador señor Muñoz Aburto, se refiere a la ejecución de varios negocios o giros, es decir, abre la posibilidad de que pueda tratarse de varias actividades distintas entre sí, toda vez que reconoce únicamente la dirección laboral que se ejerce sobre ellas.

El Senador señor Muñoz Aburto explicó que la indicación número 2 b persigue evitar la modificación de la jurisprudencia relativa a los derechos individuales de los trabajadores, toda vez que ella ha establecido correctamente los elementos que permiten determinar la existencia de una sola empresa. Enfatizó que tales consideraciones han sido manifestadas por los profesores de derecho laboral que han hecho llegar sus observaciones a la Comisión acerca del proyecto de ley en estudio. Por ello, reiteró la necesidad de aprobar la indicación número 2 b, con el objeto de que dicha interpretación jurisprudencial permita proteger los derechos individuales de los trabajadores.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, sostuvo que, por el contrario, la aprobación de la indicación número 2 b, del Senador señor Muñoz Aburto, provocaría una modificación de la jurisprudencia que se ha verificado a este respecto, toda vez que ésta exige únicamente un vínculo de propiedad y el ejercicio de una misma administración y dirección laboral, sin importar el tipo de los negocios o giros que se desarrollen.

En relación a la indicación número 3, de S.E. el Presidente de la República, el Senador señor Muñoz Aburto sostuvo que contiene una serie de complejos requisitos que deben concurrir para determinar que se trata de un empleador, toda vez que requiere el desarrollo de un mismo negocio específico, o negocios directamente complementarios, bajo una sola administración y dirección laboral, sin perjuicio que, además, establece que la mera circunstancia de participación en la propiedad no configura por sí sola la concurrencia de dichas condiciones.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social reiteró que se debe exigir cierta complementariedad entre los distintos negocios, con el objeto de evitar casos en que empresas que realizan labores totalmente distintas sean consideradas como un solo empleador.

El Senador señor Muñoz Aburto insistió en la relevancia del elemento relativo a la única administración y dirección laboral, toda vez que ello se vincula al vínculo de dependencia y subordinación, que configura un factor relevante en el ámbito de los derechos individuales de los trabajadores.

La Senadora señora Rincón explicó que, a partir de una comparación entre la indicación número 2 b y las indicaciones número 2, 2 a) y 3, es posible concluir que éstas contienen una referencia a los mismos elementos, relativos al vínculo de propiedad y la administración y dirección laboral común, exceptuándose únicamente la mención de las actividades complementarias o accesorias, que no se consignan en la indicación número 2 b.

El Senador señor Muñoz Aburto explicó que los elementos relativos a la accesoriedad y complementariedad entre diversas actividades restringen excesivamente el margen de acción de los jueces en esta materia, por lo que abogó por la aprobación de la indicación número 2 b) en los términos en que ella fue formulada. 

El Senador señor Uriarte indicó que, en cualquier caso, se debe evitar que, a propósito del análisis de la iniciativa, se consagren disposiciones a partir de hipótesis específicas que carecen de ciertos grados de generalidad y abstracción.  

Puesta en votación la indicación número 2 b), votaron a favor la Senadora señora Rincón y el Senador señor Muñoz Aburto. Votaron en contra de la indicación los Senadores señores Kuschel y Uriarte.

De conformidad a lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, al producirse un empate en una votación, ésta se repetirá de inmediato.

Repetida la votación, se obtuvo igual resultado, quedando para ser definida en la sesión siguiente.
En sesión del día 1° de agosto de 2012, se definió el empate producido de la siguiente manera: votaron a favor de la indicación número 2 b) la Senadora señora Rincón y el Senador señor Muñoz Aburto. Votaron en contra los Senadores señores Kuschel y Uriarte. Se abstuvo el Senador señor Bianchi. En consecuencia, fue rechazada la indicación número 2 b).

Indicación número 2, letra a), del Senador Muñoz Aburto, que reemplaza en el inciso tercero del artículo 3° del Código del Trabajo, la frase “bajo una dirección” por “bajo la dirección de un empleador”.

Respecto de la indicación número 2, letra a), del Senador señor Muñoz Aburto, que propone remplazar en el inciso tercero del artículo 3° del Código del Trabajo la expresión “bajo una dirección”, por “bajo la dirección de un empleador”, la Senadora señora Rincón consultó en relación a la compatibilidad entre el texto que propone dicha indicación y los requisitos que la Comisión ha acordado para determinar que dos o más empresas constituyen un solo empleador.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que el texto de la referida indicación resulta ser redundante, habida cuenta del tenor de tales condiciones o requisitos. Asimismo, agregó que se debe analizar el tipo de dirección laboral que ésta consigna, toda vez que es posible distinguir entre dirección financiera, institucional o de gobierno corporativo.

La Senadora señora Rincón indicó que el Código del Trabajo establece que un empleador puede ser una persona natural o una persona jurídica. Añadió que ello resulta ser relevante, toda vez que los requisitos que la Comisión ha acordado para que una persona jurídica sea considerada un solo empleador no resultan incompatibles con el contenido de la indicación en estudio.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, agregó que los referidos requisitos han sido concebidos desde el punto de vista del empleador, habiéndose aplicado a su respecto el denominado principio de primacía de la realidad. Con todo, sostuvo que la expresión “bajo la dirección”, que contiene el inciso tercero del artículo 3° del Código del Trabajo,  ha sido concebida desde otro punto de vista, por lo que, en su opinión, ambas normas no deben ser analizadas conjuntamente.

El Senador señor Muñoz Aburto indicó que las consideraciones reseñadas precedentemente han sido recogidas en aquellas legislaciones que establecen un concepto de empresa en el Código de Comercio o en la legislación tributaria, pero que no contemplan dicha figura para el ámbito de la legislación laboral. En ese sentido, sostuvo que se deben enfatizar los efectos que el concepto de empresa genera para el ámbito del derecho del trabajo, habida cuenta que se trata de una materia muy relevante para garantizar el cumplimiento de los derechos de los trabajadores.

A continuación, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que el análisis del concepto de empresa no tiene como propósito limitar la capacidad organizativa de dichas entidades, sino que pretende solucionar la problemática de aquellos trabajadores que han sido objeto de una serie de abusos como consecuencia de la creación de sucesivas individualidades legales dentro de una misma empresa. Con todo, indicó que algunas de las contingencias que derivaban de ello fueron resueltas mediante la ley N° 20.123 -que regula el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios-, que prohíbe una serie de prácticas abusivas que se verificaban sin la existencia real de un empleador, esto es, ante un empleador aparente, que carece de autonomía en su gestión y no asume los riesgos de su actividad, por lo que no podía cumplir con las obligaciones laborales con los trabajadores. Reseñó que la entrada en vigencia de dicho cuerpo legal generó una mejora en las prácticas empresariales y en sus mecanismos internos de control del cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales.

 Con todo, sostuvo que se han seguido verificando una serie de prácticas abusivas en contra de los trabajadores, particularmente en lo relativo al ejercicio del derecho a sala cuna y el derecho a la negociación colectiva. En ese contexto, agregó que, considerando que la Comisión ha acordado los elementos que deben concurrir para determinar que dos o más empresas constituyen un solo empleador, a juicio del Ejecutivo no resulta necesario modificar sustancialmente ni eliminar el concepto de empresa actualmente vigente.

-En sesión de 28 de noviembre de 2012, la Presidenta de la Comisión puso en votación la indicación N° 2, letra a), la que fue aprobada por 3 votos a favor, de la Senadora señora Rincón y de los Senadores señores Bianchi y Muñoz Aburto, y 2 votos en contra, de los Senadores señores Kuschel y Uriarte.
Letra b) del artículo 1°

Indicación número 4)

La indicación número 4, de S.E. el Presidente de la República, para remplazarla por la siguiente:

“b) Elimínase su inciso final.”.

-Esta indicación resultó rechazada por haberse aprobado la indicación 3 g) en la segunda etapa de este informe.

INDICACIONES FORMULADAS A LA INDICACIÓN N° 3 DEL EJECUTIVO

La indicación número 3 a), del Honorable Senador señor Larraín Fernández, y la indicación número 3 b), del Honorable Senador señor García Huidobro, proponen intercalar, en el encabezado del inciso tercero, a continuación del vocablo “condiciones”, la palabra “copulativas”.

-De conformidad con lo acordado por la Comisión, tal como consta en la página 3 de este segundo informe, no se pronunció sobre estas indicaciones al no estar formuladas al texto aprobado en general por la Sala del Senado.

La indicación número 3 c), del Honorable Senador Larraín Fernández, y la indicación número 3 d), del Honorable Senador señor García Huidobro, para sustituir en el inciso cuarto la expresión “alguna de”.

-De conformidad con lo acordado por la Comisión, tal como consta en la página 3 de este segundo informe, no se pronunció sobre estas indicaciones al no estar formuladas al texto aprobado en general por la Sala del Senado.

INDICACIONES PRESENTADAS AL ARTÍCULO 2° APROBADO EN GENERAL

Corresponde precisar que el artículo 2° aprobado en general modifica el artículo 507 del Código del Trabajo, que regula y sanciona la simulación de contratación de trabajadores y el subterfugio para eludir el cumplimiento de obligaciones laborales.

La indicación número 5, del Senador señor Muñoz Aburto, propone reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 2°.- Sustitúyese el artículo 507 del Código del Trabajo, por el siguiente:

“Artículo 507.- Se sancionará con una multa a beneficio fiscal de 5 a 200 unidades tributarias mensuales, al empleador que simule la contratación de trabajadores a través de terceros.

Asimismo, el que utilice cualquier subterfugio, ocultando, disfrazando o alterando su individualización o patrimonio y que tenga como resultado eludir el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que establece la ley o la convención, será sancionado con una multa a beneficio fiscal de 10 a 300 unidades tributarias mensuales, aumentándose en una unidad tributaria mensual por cada trabajador afectado por la infracción.

Quedan comprendidos dentro del concepto de subterfugio, a que se refiere el inciso anterior, cualquier alternación realizada a través del establecimiento de razones sociales distintas, de la creación de identidades legales, de la división de la empresa, u otros mecanismos que signifiquen para los trabajadores disminución o pérdida de derechos laborales individuales o colectivos, en especial las gratificaciones y las indemnizaciones por años de servicios.

El conocimiento y resolución de las infracciones descritas en los incisos precedentes se sustanciará conforme a las normas establecidas en el Párrafo 3°, del Capítulo II, del Título I, del Libro V del presente Código.

Las acciones judiciales podrán ser ejercidas por las organizaciones sindicales o trabajadores de las respectivas empresas que consideren que sus derechos laborales o previsionales han sido afectados.

Estas acciones podrán interponerse previamente  al proceso de negociación colectiva o en el plazo de objeción de legalidad establecido en el artículo 331 de este Código, en éste caso los plazos de la negociación deberán suspenderse  mientras se resuelve, entendiéndose para todos los efectos legales prorrogada la vigencia del instrumento colectivo vigente.

Con todo, si actuando dentro del ámbito de sus atribuciones, la Inspección del Trabajo toma conocimiento de una práctica que podría constituir simulación o subterfugio, deberá denunciar los hechos al tribunal competente, y acompañar a dicha denuncia el informe de fiscalización correspondiente. Esta denuncia servirá de suficiente requerimiento para dar inicio a la tramitación de un proceso conforme a las normas del inciso anterior.

Podrán hacerse parte en este juicio los trabajadores afectados, y la o las organizaciones sindicales a que estén afiliados, así como la Inspección del Trabajo.

La sentencia que se dicte deberá contener, en su parte resolutiva:

1.- El pronunciamiento e individualización de las empresas que constituyen un empleador. En esta misma sentencia se declarará la existencia del vínculo laboral desde el inicio efectivo de la prestación de servicios.

2.- La indicación concreta de las medidas a que se encuentra obligado el infractor dirigidas a materializar su calidad de empleador y al cumplimiento de todas las obligaciones laborales y previsionales y al pago de todas las prestaciones que correspondieren respecto de los trabajadores individualizados, bajo apercibimiento de multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales, la que podrá repetirse hasta obtener el debido cumplimiento de lo ordenado.

3.- La aplicación de las multas a que hubiere lugar, de conformidad a las normas de este Código.

La sentencia definitiva tendrá efectos y se aplicará también a los trabajadores de las respectivas empresas que no hayan suscrito la demanda.

La sentencia definitiva ejecutoriada no obsta al derecho de los trabajadores a optar libremente por mantener las organizaciones sindicales vigentes o constituir nuevas o a negociar y celebrar instrumentos separadamente, si procede, de conformidad a las reglas generales.

El plazo de prescripción que extinga las acciones y derechos a que se refieren los incisos precedentes, será de cinco años contados desde que las obligaciones se hicieron exigibles.”.”.

Inciso primero de la indicación número 5

- Al iniciarse el estudio de la indicación número 5, el Senador señor Muñoz Aburto, en su calidad de autor de la misma, detalló que su objetivo radica, fundamentalmente, en establecer un aumento de la entidad de las multas y sanciones que pueden aplicarse a un empleador que hubiere eludido los derechos laborales mediante la contratación de trabajadores a través de terceros, o mediante la utilización de un subterfugio, a objeto de alterar o disfrazar su individualización o patrimonio. Añadió que, con miras a ello, el inciso primero de la referida indicación propone que, ante la ocurrencia de tales hipótesis, se sancionará al empleador con una multa a beneficio fiscal de 5 a 200 unidades tributarias mensuales.

Indicación número 6

La Comisión consideró en forma conjunta la indicación número 6, presentada por el Ejecutivo, dirigida al encabezamiento del artículo 2° aprobado en general por el Senado, que sustituye el guarismo “478” por “507”, materia que en todo caso está comprendida en la indicación número 5.

-Puesto en votación el inciso primero del artículo 507 que propone la indicación número 5 en conjunto con la indicación número 6, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.

Inciso segundo de la indicación número 5

Respecto del inciso segundo del artículo 507 que propone la indicación en análisis, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, sostuvo que, en el contexto de la aplicación de sanciones al empleador, se debe considerar que, en ocasiones, varias empresas que fueron constituidas separadamente pueden reunirse en una sola mediante la dirección común que se ejerce a su respecto, sin que exista la intención de vulnerar, mediante dicha figura, los derechos laborales de los trabajadores. 

En esa misma línea, coincidió en la necesidad de elevar la entidad de las multas en aquellos casos en que se hubieren vulnerado los derechos de los trabajadores -en los términos que, añadió, propone la indicación número 8, de S.E. el Presidente de la República, que establece una multa a beneficio fiscal de 20 a 300 unidades tributarias mensuales-, siempre que se hubiere demostrado fehacientemente la mala fe del empleador.

En ese sentido, enfatizó que dicho elemento sólo se manifiesta cuando éste disfraza u oculta su individualización o patrimonio. Enseguida, expuso que la indicación número 5, junto con contener una referencia a dichas hipótesis,  considera además una sanción ante cualquier alteración en la estructura societaria que éste adopta, lo que, insistió, no implica necesariamente la existencia de dolo o mala fe cuyo objetivo sea eludir los derechos de los trabajadores.

A continuación, reiteró la necesidad de incrementar la entidad de las sanciones sólo en aquellos casos en que se hubiere demostrado una actuación dolosa del empleador, lo que ocurriría sólo ante el ocultamiento de su individualidad o patrimonio cuando ello hubiere implicado una elusión de los derechos laborales y previsionales de los trabajadores.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, agregó que, en ese contexto, resulta necesario compatibilizar el contenido del artículo 3° del Código del Trabajo con las sanciones administrativas que pueden imponerse ante conductas lesivas de los derechos de los trabajadores, en los términos que consagra el artículo 507 de dicho cuerpo legal. Al efecto, sostuvo que el referido artículo 3° contiene una serie de elementos que determinan cuando dos o más empresas configuran un solo empleador con total prescindencia de la intención o propósito que se tuvo en consideración al momento de determinar su organización societaria. En ese contexto, insistió que, tratándose de las sanciones que pueden aplicarse en la hipótesis en estudio, el elemento relativo a la intención del empleador resulta ser de suyo relevante, toda vez que permite distinguir aquellos casos en que la separación de la individualidad legal de una empresa se produce como consecuencia del desarrollo natural de un modelo de negocios, y aquellos en que ello se verifica con el objetivo de eludir los derechos laborales de los trabajadores. 

En consecuencia, subrayó que se debe evitar que la sola alteración en la individualización o patrimonio del empleador pueda ser sancionado, debiendo requerirse, por su parte, una intención positiva consistente en la voluntad de incumplir, por esa vía, los derechos individuales y colectivos que emanan de la relación laboral.

La Senadora señora Rincón enfatizó que la indicación número 5 propone sustituir el artículo 507 del Código del Trabajo, incorporando, entre otras materias, un concepto de subterfugio que considera que no toda alteración en la individualización o patrimonio del empleador debe ser sancionado. Al efecto, subrayó que sólo pueden ser comprendidos bajo dicho concepto aquellas alteraciones que generen una disminución o pérdida de derechos laborales individuales o colectivos, con especial énfasis en las gratificaciones e indemnizaciones por años de servicio.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, reiteró que la indicación número 5 no contiene una referencia expresa a la intención maliciosa del empleador, sino que únicamente exige la producción de un resultado consistente en la disminución o pérdida de derechos laborales para los trabajadores. En ese sentido, reiteró la necesidad de incorporar como elemento fundamental la existencia de la intención del empleador de alterar su estructura organizacional con el objetivo de eludir los derechos laborales y previsionales de los trabajadores.

El Diputado señor Andrade enfatizó que la doctrina y jurisprudencia en materia laboral ha sostenido, invariablemente, que la carga probatoria en dicho ámbito recae en el empleador. Habida cuenta de ello, explicó que la aprobación de una disposición que requiera la existencia de una intención maliciosa por parte del empleador supondría que el trabajador debe probar la concurrencia de dicho requisito, lo que generaría una contravención a las normas sobre carga probatoria que se aplican en nuestro ordenamiento. 

El Senador señor Uriarte reseñó que se debe distinguir entre la intención o propósito que persigue la conducta del empleador y el resultado que ésta produce. En consecuencia, destacó que se debe sancionar dicho resultado en aquellos casos en que éste consiste en un perjuicio a los derechos de los trabajadores.

Enseguida, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, explicó que, de establecerse que la alteración en la estructura societaria genera sanciones en contra del empleador, se producirían una serie de consecuencias negativas de diverso orden. Al efecto, sostuvo que, siguiendo dicho razonamiento, se podría permitir que una empresa que se fracciona con el objetivo de cumplir un objetivo legítimo pueda ser multada en el evento que ello genere una afectación de los derechos de los trabajadores.

El Diputado señor Andrade enfatizó que, en dicha hipótesis, resulta evidente que, ante la afectación de los derechos de los trabajadores, se debe sancionar la conducta del empleador.

En esa misma línea, la Senadora señora Rincón agregó que la indicación en estudio no pretende sancionar la modificación de la estructura societaria de las empresas ni dificultar su constitución, sino sólo resuelve la situación en que, sin perjuicio de las modificaciones a la organización que legítimamente pueden adoptar las empresas, se produce una vulneración de los derechos laborales de los trabajadores mediante un ocultamiento, alteración o disfraz de su individualización o patrimonio.

La Comisión resolvió, en forma unánime, contemplar en este inciso como una salvedad la situación en que los empleadores acrediten que ello deriva de la gestión de su modelo de negocios o por razones de índole comercial o de organización societaria.
-Puesto en votación el inciso segundo del artículo 507 que propone la indicación número 5, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.

Inciso tercero de la indicación número 5

Tratándose del inciso tercero del artículo 507 que propone la indicación número 5, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, explicó que ésta contiene una serie de hipótesis que pueden ser comprendidas dentro de la definición de subterfugio. En ese sentido, enfatizó que resulta pertinente ubicar, en primer lugar, dicha definición y, seguidamente, establecer las sanciones que se establecen ante su ocurrencia.

-Puesto en votación el inciso tercero del artículo 507 que propone la indicación en estudio, fue aprobado, con modificaciones y ubicándolo como inciso segundo del artículo 507, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señora Rincón y señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.

Inciso cuarto de la indicación número 5

El inciso cuarto que se propone se refiere al conocimiento y resolución de las infracciones de conformidad a las normas del procedimiento general contemplado en el Código del Trabajo.

-Puesto en votación el inciso cuarto del artículo 507 que propone la indicación número 5, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señora Rincón y señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.
Inciso quinto de la indicación número 5

Respecto del inciso quinto del artículo 507 que propone la indicación en análisis, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que dicha disposición no especifica el tipo de organización sindical que puede ejercer las acciones judiciales que derivan de las hipótesis descritas precedentemente. En efecto, apuntó que en un sindicato interempresa un grupo de trabajadores en cuya empresa no se ha producido la vulneración de sus derechos, podría comparecer en nombre de la organización sindical por las prácticas que se hubieren verificado en otra empresa.

En ese sentido, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, explicó que se debe restringir el tipo de sindicatos que pueden ejercer tales acciones judiciales, toda vez que, agregó, respecto de los sindicatos interempresas se han verificado una serie de prácticas abusivas con el objeto de afectar el normal funcionamiento de las empresas. 

El Diputado señor Andrade advirtió que no se puede llegar a un estado de situación en que los trabajadores legítimamente sindicalizados se vean impedidos de ejercer sus derechos.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, precisó que la idea es ajustar la redacción con la finalidad de impedir que sindicatos interempresa que no cuenten como afiliados a trabajadores de las empresas involucradas en la materia regulada en este artículo también ejerzan acciones judiciales.

Sindicatos interempresa que cuenten como afiliados de las empresas sujetas a .

Puesto en votación el inciso quinto del artículo 507 que propone la indicación en estudio, fue aprobado, con modificaciones consistentes en agregar la categoría de los sindicatos interempresas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señora Rincón y señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte
Inciso sexto de la indicación número 5

Al iniciarse el análisis del inciso sexto del artículo 507 que propone la indicación en estudio, la Senadora señora Rincón explicó que ésta persigue establecer el plazo dentro del cual se pueden ejercer las acciones judiciales –previo al proceso de negociación colectiva o en el plazo de objeción de legalidad que establece el artículo 331 del Código del Trabajo- y los efectos que su interposición produce en la tramitación de tales procedimientos.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, explicó que la suspensión del proceso de negociación colectiva generaría una extensión excesiva del fuero que aplica respecto de los trabajadores que se encuentran negociando colectivamente.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, afirmó que, por otra parte, la suspensión del procedimiento de negociación colectiva generaría una serie de problemáticas. Al efecto, detalló que durante dicho período se puede producir un cambio en la propiedad de la administración de la empresa, se generaría una extensión excesiva del fuero laboral de los trabajadores que participan de dicho proceso, y se produciría una multiplicidad de organizaciones sindicales negociando en un mismo procedimiento.

Habida cuenta de ello, sostuvo que resulta necesario establecer un plazo, con anterioridad al inicio del procedimiento de negociación colectiva, que a partir del cual no pueden ser ejercidas las acciones que emanan de la indicación en estudio. 

-Su resolución quedó pendiente en la primera etapa y luego se aprobó la indicación número 5 a) presentada en la segunda etapa, de manera que quedó rechazada.
Inciso séptimo de la indicación número 5

Este inciso establece la obligación de la Inspección del Trabajo de denunciar al tribunal competente toda práctica  que podría constituir simulación o subterfugio.

-Su resolución quedó pendiente en la primera etapa y luego se aprobó la indicación número 5 a) presentada en la segunda etapa, de manera que quedó rechazada.
Inciso octavo de la indicación número 5

El inciso octavo del artículo 507 propuesto en la indicación número 5, consigna que podrán hacerse parte en los juicios correspondientes, los trabajadores afectados, la o las organizaciones sindicales a que estén afiliados y la Inspección del Trabajo.

La Comisión acordó suprimir la frase que incluía a la Inspección del Trabajo.
-Puesto en votación el inciso octavo del artículo 507 que propone la indicación en estudio, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señora Rincón y señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte. 

Inciso noveno de la indicación número 5

Este inciso enumera el contenido de la parte resolutiva de la sentencia.
-Su resolución quedó pendiente en la primera etapa y luego se aprobó la indicación número 5 a) presentada en la segunda etapa, de manera que quedó rechazada.
Inciso décimo de la indicación número 5

El inciso décimo del artículo 507 propuesto en la indicación, preceptúa que la sentencia definitiva ejecutoriada no obsta al derecho de los trabajadores a elegir libremente por mantener las organizaciones sindicales o constituir nuevas, o a negociar y celebrar instrumentos separadamente.

Puesto en votación el inciso décimo del artículo 507 que propone la indicación en estudio, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señora Rincón y señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.
Inciso undécimo de la indicación número 5

Este inciso dispone que el plazo de prescripción que extinga las acciones y derechos de este artículo 507 será de cinco años contados desde que las obligaciones se hicieron exigibles, manteniendo el mismo plazo que contempla el actual artículo 507.
Puesto en votación el inciso undécimo del artículo 507 que propone la indicación en estudio, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señora Rincón y señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.
Letra a) del artículo 2° aprobado en general

La indicación número 7, de S.E. el Presidente de la República, propone sustituirla por la siguiente: “a) Reemplázase en su inciso primero la frase “, cuyo reclamo se regirá por lo dispuesto en el artículo 474" por “cuyo conocimiento corresponderá a los Juzgados de Letras del Trabajo, con sujeción a las normas establecidas en el Párrafo 3°, Capítulo II, Título I de este Libro".”.

-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, como consecuencia de la aprobación del inciso cuarto de la indicación número 5.

Letra c) del artículo 2°

La indicación número 8, de S.E. el Presidente de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“c) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:

“El que utilice cualquier subterfugio, ocultando o disfrazando su individualización o patrimonio y que tenga como resultado eludir el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que establece la ley o la convención, quedará sujeto al cumplimiento de todas las obligaciones laborales y previsionales respecto de los trabajadores objeto del subterfugio, sin perjuicio de la responsabilidad solidaria de dichas identidades legales o razones sociales. Además, será sancionado con una multa a beneficio fiscal de 20 a 300 unidades tributarias mensuales, aumentándose en una unidad tributaria mensual por cada trabajador afectado por la infracción. Corresponderá a los Juzgados de Letras del Trabajo, con sujeción a las normas establecidas en los Párrafos 3° y 8°, Capítulo II, Título I de este Libro, el conocimiento y resolución de las causas a que dé lugar la aplicación de este inciso. Será obligación del tribunal que conozca del asunto requerir y ponderar, como medio de prueba esencial, el informe técnico de la comisión de expertos a que se refiere el citado Párrafo 8°, respecto de la existencia de un subterfugio.”.”.

-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, como consecuencia de la aprobación de los incisos segundo, tercero y cuarto de la indicación número 5.

INDICACIONES FORMULADAS A LA INDICACIÓN N° 8 DEL EJECUTIVO

La indicación número 8 a), del Honorable Senador señor Larraín Fernández, y la indicación número 8b), del Honorable Senador señor García-Huidobro, proponen intercalar en el inciso segundo, a continuación de la frase “que establece la ley o la convención”, la siguiente: “que cause perjuicio a sus trabajadores”.

-De conformidad con lo acordado por la Comisión, tal como consta en la página 3 de este segundo informe, no se pronunció sobre estas indicaciones al no estar formuladas al texto aprobado en general por la Sala del Senado.

Letra d) del artículo 2°

La indicación número 9, de S.E. el Presidente de la República, para eliminarla, modificándose los literales siguientes.

-Esta indicación resultó rechazada por haberse aprobado la indicación 3 g) en la segunda etapa de este informe.

Letra e) del artículo 2°

La indicación número 10, de S.E. el Presidente de la República, para sustituirla por la siguiente:

“d) Reemplázase, en su inciso tercero, la expresión “alteración realizada" por “ocultamiento, disfraz o engaño realizado”.”.

-Esta indicación resultó rechazada por haberse aprobado la indicación 5 a) en la segunda etapa de este informe.

Letra f) del artículo 2°

La indicación número 11, de S.E. el Presidente de la República, para eliminarla.

-Esta indicación resultó rechazada por haberse aprobado la indicación 5 a) en la segunda etapa de este informe.

Letra g) del artículo 2°

La indicación número 12, de S.E. el Presidente de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“e) Reemplázase su inciso cuarto por el siguiente:

“Si la Inspección del Trabajo, actuando dentro del ámbito de sus atribuciones, toma conocimiento de la existencia de indicios de infracción mediante simulación o subterfugio establecidas en los incisos primero y segundo de este artículo, deberá emitir un informe de fiscalización sobre los hechos constatados, poniéndolo a disposición de los trabajadores que lo requieran.”.”.

-Esta indicación resultó rechazada por haberse aprobado la indicación 5 a) en la segunda etapa de este informe.

Letra f), nueva (en el artículo 2°)

La indicación número 13, de S.E. el Presidente de la República, para incorporar la siguiente letra f), nueva:

“f) Elimínase su inciso final.”.

-Esta indicación resultó rechazada por haberse aprobado la indicación 5 a) en la segunda etapa de este informe.

ARTÍCULO 3°, nuevo

La indicación número 14, de S.E. el Presidente de la República, para incorporar el siguiente artículo 3°, nuevo:

“Artículo 3°.- Agrégase el siguiente Párrafo 8°, nuevo, al Capítulo II del Libro V del Código del Trabajo:

"Párrafo 8°

De las Reglas de Aplicación Especial y la Comisión de Expertos

Artículo 502 bis.- Las controversias a que dé lugar la aplicación del inciso tercero del artículo 3° y el subterfugio a que se refiere el artículo 507, se regirán por las normas establecidas en este Párrafo y en el Párrafo 3° de este Capítulo II, conforme las siguientes normas especiales:

1.- Las acciones judiciales podrán ser ejercidas por las organizaciones sindicales o trabajadores de las respectivas empresas cuyos derechos laborales o previsionales hayan sido afectados.

Si las citadas acciones judiciales se notificaren válidamente previo al inicio de un proceso de negociación colectiva, los plazos de la negociación deberán suspenderse hasta la resolución de la controversia, entendiéndose para todos los efectos legales prorrogada la vigencia del instrumento colectivo vigente al momento de la presentación de la respectiva demanda, salvo que las partes acordaren algo distinto.

2.- El juez de la causa, al conferir el traslado de la demanda, deberá ponerla en conocimiento de los trabajadores u organizaciones sindicales de las empresas demandadas. Dicha comunicación se efectuará de conformidad al mecanismo establecido en el artículo 439. Los trabajadores u organizaciones sindicales podrán intervenir en la causa de conformidad al artículo 22 del Código de Procedimiento Civil.

3.- Será obligación esencial del tribunal requerir el informe a la comisión de expertos a que se refiere el presente Párrafo, debiendo acompañar copia de la demanda y de la contestación, si correspondiere.

Este informe se sujetará a las reglas previstas para el informe de peritos en los artículos 453 N° 8 y 454 N° 7.

4.- Las partes estarán obligadas a colaborar con la comisión de expertos, debiendo aportar los antecedentes que esta entidad les requiera para evacuar su informe al tribunal. Cuando una parte no aportare total o parcialmente los antecedentes requeridos por la comisión que permitan verificar uno o más hechos, el juez, en la sentencia definitiva, podrá estimar dichos hechos como tácitamente admitidos.

El informe emitido por la comisión de expertos será gratuito para las partes, siendo de cargo fiscal los costos y honorarios que dicho informe irrogue.

5.- En la sentencia definitiva que dicte el tribunal, será obligación esencial contener una ponderación del informe técnico emitido por la comisión de expertos.

Además, la sentencia definitiva deberá contener la individualización de empresas que constituyen un mismo empleador.

6.- La declaración por sentencia judicial que dos o más empresas constituyen un mismo empleador, afectará y se aplicará también a los trabajadores de las respectivas empresas que no hayan suscrito la demanda.

En este caso, los trabajadores podrán presentar proyectos de contrato colectivo de conformidad a las normas establecidas en el Capítulo I del Título II del Libro IV.

7.- Si alguna empresa individualizada en la sentencia definitiva dejare de encontrarse con una o más de las condiciones descritas en el inciso tercero del artículo 3°, con posterioridad a la fecha de la sentencia definitiva, ello deberá declararse por el tribunal de conformidad con las mismas reglas indicadas en este artículo.

8.- El tribunal enviará a la Dirección del Trabajo copia de la sentencia definitiva ejecutoriada.

Artículo 502 bis A.- Existirá una comisión de expertos compuesta por cinco miembros titulares y cinco miembros suplentes quienes estarán obligados a emitir informes técnicos sobre la concurrencia de las condiciones descritas en el inciso tercero del artículo 3°, o respecto de la existencia de un subterfugio de conformidad con el artículo 507, según corresponda.

Los integrantes de la comisión de expertos no tendrán carácter de personal de la Administración del Estado. No obstante, les serán aplicables las normas sobre responsabilidad administrativa y probidad contenidas en la ley N° 18.575 y las previstas en el Título V del Código Penal sobre delitos de los empleados públicos, considerándoseles, por consiguiente, comprendidos en el artículo 260 del referido Código para estos efectos. Corresponderá a la Subsecretaría del Trabajo o, en su caso, al Ministerio Público, ejercer la acción que corresponda según la naturaleza de la infracción.

Artículo 502 bis B.- La comisión de expertos estará integrada por los siguientes miembros titulares:

a) Tres profesionales con conocimiento en materias de organización industrial, gestión y administración de empresas, y que acrediten una destacada experiencia en el ejercicio de la actividad profesional de a lo menos seis años, quienes deberán estar en posesión de un título de una carrera profesional de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado, o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente en dichas áreas otorgado por una universidad extranjera.

b) Dos abogados con conocimiento en materias de organización industrial, gestión y administración de empresas, y que acrediten una destacada experiencia en el ejercicio de la actividad profesional de a lo menos seis años.

Por cada integrante titular, deberá designarse un miembro con el carácter de suplente, quien deberá cumplir con las mismas condiciones.

Artículo 502 bis C.- Los integrantes de la comisión permanecerán seis años en sus cargos, y no podrán ser designados por periodos sucesivos. Su renovación se efectuará parcialmente cada dos años de conformidad a lo que prescriba el reglamento a que se refiere el artículo 502 bis E.

Los integrantes de la comisión serán nombrados por el Presidente de la República, mediante decreto supremo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, correspondiendo al Consejo de Alta Dirección Pública proponerle una terna para cada integrante titular y cada integrante suplente.

Artículo 502 bis D.- La convocatoria al proceso de selección y proposición de las nóminas de los integrantes de la comisión, será realizada a través del Consejo de Alta Dirección Pública, por intermedio de la Dirección Nacional del Servicio Civil. Dicho proceso, para los solos efectos de la convocatoria y selección de los postulantes, se regirá por las mismas reglas señaladas en el Párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882, en lo que corresponda.

No podrán postular a la respectiva convocatoria:

a) Jueces y funcionarios de tribunales creados por ley;

b) Funcionarios de la administración del Estado o de las empresas o instituciones del Estado en que este tenga aportes, participación o representación, con excepción de quienes se encuentren en tal situación por el hecho de ser docente académico en una institución de educación superior;

c) Funcionarios de la administración Municipal, incluyendo concejales, y

d) Dirigentes sindicales o de asociaciones gremiales.

Artículo 502 bis E.- No podrán participar en la emisión de un informe, los miembros de la comisión que se encuentren o se hubiesen encontrado en los doce meses anteriores al respectivo requerimiento del tribunal, en algunas de las siguientes situaciones:

a) Desarrollar actividades que impliquen algún vínculo patrimonial con una o más empresas a las que se refiere el requerimiento, sea como director trabajador dependiente, asesor o prestador de servicios independiente, accionista, o titular de derechos en ellas o en sus matrices, filiales, o coligadas.

b) Mantener alguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley N° 18.045 con una o más identidades legales o razones sociales a cuyo respecto se refiera la demanda.

c) Desarrollar actividades que impliquen algún vínculo patrimonial con una o más de las organizaciones sindicales a que se refiere el requerimiento, sea como director, trabajador dependiente, asesor independiente o titular de derechos.

Artículo 502 bis F.- Será obligación de los miembros de la comisión informar de inmediato al presidente el o los hechos que signifiquen alguna de las inhabilidades o incompatibilidades descritas en los artículos 502 bis C y 502 bis E, absteniéndose en el acto de conocer del asunto. Además, los miembros de la comisión deberán dejar constancia, en el respectivo informe técnico que emitan, de la circunstancia de no encontrarse afectos a las inhabilidades o incompatibilidades establecidas en los artículos 502 bis E y 502 bis G. Sin perjuicio de ello, las partes interesadas en la respectiva controversia en que se requiera el informe técnico, podrán solicitar la declaración de inhabilitación o incompatibilidad directamente a la comisión. Al efecto, la comisión se pronunciará sin más trámite, de conformidad a las reglas que establezca el Reglamento a que se refiere el artículo 502 bis E.

La infracción a lo establecido en el inciso precedente, será sancionada con una multa, a beneficio fiscal, de 300 unidades tributarias mensuales. Además, el integrante de la comisión será removido de la misma y no podrá postular a un panel de similar naturaleza por un período de cinco años.

Asimismo, cualquiera de los miembros de la comisión de expertos que tome conocimiento de la infracción de lo dispuesto en este artículo, deberá ponerlo en conocimiento de la Subsecretaría del Trabajo.

De las infracciones a lo establecido en esta norma conocerán los juzgados de letras del domicilio del infractor con sujeción a las normas establecidas en el Párrafo 3° de este Capítulo.

Artículo 502 bis G.- Los tipos y periodicidad de las sesiones de la comisión, así como las modalidades de funcionamiento interno, régimen de suplencias los quórum de sesión y de acuerdo, las causales de cesación en el cargo, las normas relativas a la emisión y contenido de sus informes, así como el resto de los aspectos que se requieran para su organización, se regirá por un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Estas reglas deberán ser uniformes generales, no discriminatorias e impersonales, garantizando siempre la imparcialidad del contenido del informe técnico que deba ser remitido al tribunal.

Artículo 502 bis H.- La comisión de expertos tendrá su sede en la capital de la República.

Una vez constituida, la comisión de expertos elegirá de entre sus integrantes al miembro que la presidirá por los siguientes dos años, resultando electo quien obtenga la más alta mayoría absoluta.

El Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a través de la Subsecretaría del Trabajo, deberá proveer la asistencia administrativa para funcionamiento de la comisión de expertos.

Los integrantes de la comisión percibirán una dieta de cargo fiscal en pesos, equivalente a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 136 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario.

Artículo 502 bis I.- Serán causales de cesación en el cargo las que se pasan a señalar:

a) Expiración del plazo por el que fue designado.

b) Renuncia aceptada por el presidente de la comisión de expertos.

c) Incapacidad legal sobreviniente.

d) Muerte.

e) Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad.

f) Haber incurrido en alguna de las siguientes faltas a sus obligaciones como miembro de la comisión de expertos:

i. Negativa injustificada a participar en la emisión de los informes en la que fuere designado.

ii. No guardar la debida reserva respecto de la información recibida en el ejercicio de su cargo, que no haya sido divulgada oficialmente.

En caso que cesare alguno de los miembros de la comisión por cualquier causa, procederá la designación de un nuevo integrante mediante una proposición de una terna del Presidente de la República, sujeta al mismo procedimiento dispuesto en el artículo, por el período que restare al miembro que hubiere cesado.”.

Discusión de la indicación número 14, presentada por el Ejecutivo, cuya finalidad principal es la creación de una comisión de expertos
La Comisión, en sesión celebrada el 12 de septiembre de 2012, acordó por la unanimidad de sus integrantes, discutir y votar sin dilación la indicación número 14 en la sesión del día 3 de octubre de 2012.

En sesión celebrada el día 3 de octubre de 2012, al iniciarse el estudio de la indicación número 14, de S.E. el Presidente de la República, el Subsecretario del Trabajo, señor Bruno Baranda, sostuvo que el propósito de incorporar un comisión o panel de expertos no se funda en una eventual desconfianza hacia la labor que desarrollan los tribunales con competencia en el ámbito laboral, sino que radica en la necesidad de incorporar conocimientos técnicos diversos que evalúen la concurrencia de una serie de elementos extrajurídicos, particularmente de aquellos relativos a estructuras económicas y organizacionales. En ese sentido, argumentó que, al establecerse los requisitos que deben operar para determinar que dos o más empresas constituyen un mismo empleador, se consideraron una serie de factores que requieren un análisis complementario de aquél que desarrollan los jueces en el ámbito propio de su competencia. En consecuencia, enfatizó que la aprobación del referido panel de expertos colaboraría con la administración de justicia, en los mismos términos en que opera tratándose del Consejo Nacional de Televisión o en materia de regulación eléctrica, en que, añadió, tales organismos han funcionado correctamente en la resolución de los conflictos que se someten a su conocimiento. Asimismo, detalló que la indicación propone establecer que dicha comisión opere durante la primera instancia de reclamación, cuya resolución puede ser recurrida ante la judicatura laboral correspondiente.

A continuación, enfatizó que la aprobación de la indicación en estudio puede constituir una herramienta en favor de los trabajadores al momento de analizar los requisitos que determinan que dos o más empresas constituyen un solo empleador. Reseñó que, a su vez, tales consideraciones han sido formuladas por una serie de organismos -como la Comisión Meller sobre Trabajo y Equidad y la Escuela de Gobierno de la Universidad Adolfo Ibáñez-que proponen la creación de un panel de expertos compuesto por profesionales de diversas áreas.

- Puesta en votación la indicación número 14, de S.E. el Presidente de la República, se produjo un doble empate. En las dos oportunidades votaron a favor los Senadores señores Kuschel y Uriarte y en contra la Senadora  señora Rincón y el Senador señor Muñoz Aburto y de conformidad con el acuerdo adoptado en sesión anterior de votar la indicación sin dilación se dio la proposición por desechada. Consecuentemente, con esta decisión se rechaza el inciso final contenido en la indicación número 3 presentada también por el Ejecutivo.
INDICACIONES FORMULADAS A LA INDICACIÓN N° 14 DEL EJECUTIVO

La indicación número 14 a), del Honorable Senador Larraín Fernández, y la indicación número 14 b). del Honorable Senador señor García Huidobro, proponen sustituir el artículo 502 bis por el siguiente:

“Artículo 502 bis.- Las controversias a que dé lugar la aplicación del inciso tercero del artículo 3° y del inciso segundo del artículo 507, se regirán por las normas establecidas en este Párrafo y en el Párrafo 3° de este Capítulo II, conforme las siguientes normas especiales:

1.- Las acciones judiciales podrán ser ejercidas por las organizaciones sindicales o trabajadores de las respectivas empresas cuyos derechos laborales o previsionales hayan sido afectados.

Si las citadas acciones judiciales se notificaren válidamente previo al inicio de un proceso de negociación colectiva, los plazos de la negociación deberán suspenderse hasta la resolución de la controversia, entendiéndose para todos los efectos legales prorrogada la vigencia del instrumento colectivo vigente al momento de la presentación de la respectiva demanda, salvo que las partes acordaren algo distinto.

2.- Para efectos de ejercer la acción señalada en el numeral anterior, deberá adjuntarse junto con la presentación de la demanda, el informe señalado en el artículo 502 bis A, en que se declare la concurrencia de las condiciones descritas en el inciso tercero del artículo 3°, o la existencia de un subterfugio de conformidad al artículo 507 respecto de los demandados, informe sin el cual, deberá ser declarada inadmisible la demanda por el tribunal.

3.- El juez de la causa, al conferir el traslado de la demanda, deberá ponerla en conocimiento de los trabajadores u organizaciones sindicales de las empresas demandadas. Dicha comunicación se efectuará de conformidad al mecanismo establecido en el artículo 439. Los trabajadores u organizaciones sindicales podrán intervenir en la causa de conformidad al artículo 22 del Código de Procedimiento Civil.

4.- La sentencia definitiva que dicte el tribunal deberá contener la individualización de empresas que constituyen un mismo empleador.

5.- La declaración por sentencia judicial que dos o más empresas constituyen un mismo empleador, afectará y se aplicará también a los trabajadores de las respectivas empresas que no hayan suscrito la demanda.

En este caso, los trabajadores podrán presentar proyectos de contrato colectivo de conformidad a las normas establecidas en el Capítulo I del Título II del Libro IV.

6.- Si alguna empresa individualizada en la sentencia definitiva dejare de encontrarse con una o más de las condiciones descritas en el inciso tercero del artículo 3°, con posterioridad a la fecha de la sentencia definitiva, ello deberá declararse por el tribunal de conformidad con las mismas reglas indicadas en este artículo.

7.- El tribunal enviará a la Dirección del Trabajo copia de la sentencia definitiva ejecutoriada.”.

-De conformidad con lo acordado por la Comisión, tal como consta en la página 3 de este segundo informe, no se pronunció sobre estas indicaciones al no estar formuladas al texto aprobado en general por la Sala del Senado.

La indicación número 14 c), del Honorable Senador señor Larraín Fernández, y la indicación número 14 d), del Honorable Senador señor García Huidobro, en subsidio de las indicaciones anteriores, proponen reemplazar, en el encabezado del artículo 502 bis, la frase “el subterfugio a que se refiere el” por “del inciso segundo del”.

-De conformidad con lo acordado por la Comisión, tal como consta en la página 3 de este segundo informe, no se pronunció sobre estas indicaciones al no estar formuladas al texto aprobado en general por la Sala del Senado.

La indicación número 14 e), del Honorable Senador señor Larraín Fernández, y la indicación número 14 f), del Honorable Senador señor García Huidobro, propone incorporar el siguiente artículo 502 bis B, nuevo:

“Artículo 502 bis B.- Las organizaciones sindicales o trabajadores cuyos derechos laborales o previsionales hayan sido afectados, podrán concurrir a la comisión de expertos con objeto que se emita un informe técnico de acuerdo a lo señalado en el artículo anterior respecto de las empresas correspondientes.

La comisión conocerá del requerimiento a que se refiere el inciso anterior, en única instancia, sin forma de juicio debiendo evacuar su informe dentro del plazo de 30 días hábiles contados desde el requerimiento, el que se notificará por cédula, acompañando copia íntegra del mismo.

Tanto los requirentes como las empresas respecto de las cuales se interpone el requerimiento estarán obligados a colaborar con la comisión de expertos, debiendo aportar los antecedentes que esta entidad les requiera para evacuar su informe. Cuando una de ellas no aportare total o parcialmente los antecedentes requeridos por la comisión que permitan verificar uno o más hechos, la comisión en su informe, podrá estimar dichos hechos como tácitamente admitidos.”.

-De conformidad con lo acordado por la Comisión, tal como consta en la página 3 de este segundo informe, no se pronunció sobre estas indicaciones al no estar formuladas al texto aprobado en general por la Sala del Senado.

La indicación número 14 g), del Honorable Senador señor Larraín Fernández, y la indicación número 14 h), del Honorable Senador señor García Huidobro, propone agregar al artículo 502 bis C el siguiente inciso tercero, nuevo:

"Los integrantes de la comisión se entenderán incluidos en el artículo 260 del Código Penal, y les será aplicable en su caso el artículo 246 del mismo cuerpo legal.".

-De conformidad con lo acordado por la Comisión, tal como consta en la página 3 de este segundo informe, no se pronunció sobre estas indicaciones al no estar formuladas al texto aprobado en general por la Sala del Senado.

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO, nuevo

La indicación número 15, de S.E. el Presidente de la República, para incorporar el siguiente artículo primero transitorio, nuevo:

“Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia el primer día del tercer mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, a partir de la publicación de este cuerpo legal, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social podrá dictar el reglamento a que alude el artículo 502 bis E, incorporado por esta ley, al Código del Trabajo. Asimismo, a partir de la publicación de esta ley podrá precederse a la convocatoria y proposición de las ternas de los integrantes de la comisión conforme a lo prescrito en esta normativa.".

-Esta indicación resultó rechazada en conjunto con la indicación número 14.

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO, nuevo

La indicación número 16, de S.E. el Presidente de la República, propone incorporar el siguiente artículo segundo transitorio, nuevo:

“Artículo segundo transitorio.- En el primer proceso de selección de miembros de la comisión de expertos, para proveer los cargos de la letra a) del artículo 502 bis B, incorporado por esta ley al Código del Trabajo, se elaborará una nómina de diez postulantes a miembro titular. Asimismo, se confeccionará una segunda nómina de diez postulantes para proveer los cargos de la letra b) del artículo 502 bis B, antes citado.

Quienes sean nombrados en el primer proceso de selección y a efectos de establecer la renovación por parcialidades, serán designados por los plazos que a continuación se indican:

a) Uno de los profesionales señalados en la letra a) y un abogado de los mencionados en la letra b) del artículo 502 bis B, incorporado por esta ley al Código del Trabajo, serán nombrados por el Presidente de la República en base a la nómina propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública, por seis años;

b) Uno de los profesionales señalados en la letra a) y un abogado de los mencionados en la letra b) del artículo 502 bis B, incorporado por esta ley al Código del Trabajo, serán nombrados por el Presidente de la República en base a la nómina propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública, por cuatro años;

c) Uno de los profesionales señalados en la letra a) del artículo 502 bis B, incorporado por esta ley al Código del Trabajo, será nombrado por el Presidente de la República en base a la nómina propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública, por dos años.

En dicho proceso también deberán ser designados los suplentes de los miembros de la comisión, por los mismos plazos que correspondan a cada titular de conformidad al inciso anterior. Al efecto, se elaborará una nómina de diez candidatos suplentes.

En todos los casos, la duración de los respectivos nombramientos se contará desde que asuman sus cargos los miembros de la primera comisión de expertos, en conformidad a la presente ley.”.

-Esta indicación resultó rechazada en conjunto con la indicación número 14.

ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO, nuevo

La indicación número 17, de S.E. el Presidente de la República, propone incorporar el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:

“Artículo tercero transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de la presente ley durante el primer año de su aplicación, se financiará con cargo al presupuesto vigente de la Dirección Nacional del Servicio Civil y del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y, en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.".

-Esta indicación resultó rechazada en conjunto con la indicación número 14.

**********************

SEGUNDA PARTE DEL INFORME

SESIÓN CELEBRADA EL DÍA 7 DE MAYO DE 2014

INTERVENCIÓN DE LA MINISTRA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, SEÑORA JAVIERA BLANCO

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, explicó a la Comisión el contenido y el propósito que persiguen las indicaciones que, en el plazo correspondiente al 5 de mayo de 2014, el Ejecutivo presentó al proyecto de ley en estudio.

En primer lugar, sostuvo que la iniciativa apunta a resolver una serie de problemáticas que, durante los últimos años, se han producido a raíz de la vulneración de derechos laborales como consecuencia de la división o fragmentación de un empleador en varias empresas o razones sociales. A raíz de ello, indicó que se han promovido una serie de instancias de diálogo entre organizaciones de trabajadores y empleadores, cuyas conclusiones han sido consideradas en el texto de las indicaciones que presentó ante la Comisión.

En ese sentido, explicó que, actualmente, es posible constatar que la organización productiva se encuentra atomizada a raíz de consideraciones de índole comercial o de eficiencia de los procesos al interior de las empresas. Con todo, dicha circunstancia, enfatizó, no debe producir una afectación o restricción al ejercicio de los derechos laborales de los trabajadores.

En consecuencia, manifestó que las indicaciones que ha presentado el Ejecutivo no pretenden afectar la libertad de las empresas para organizar sus sistemas productivos desde el punto de vista comercial o jurídico, sino apuntan a evitar que, como consecuencia del ejercicio de dicha prerrogativa, puedan vulnerarse los derechos individuales y colectivos de los trabajadores.

Enseguida, detalló que, en los términos en que actualmente prescribe el artículo 3° del Código del Trabajo, las empresas pueden adoptar diversas formas de organización mediante distintas razones sociales, bajo una individualidad legal determinada, con el propósito de mejorar su funcionamiento y organización. Sin embargo, reseñó, dicho mecanismo es utilizado, en ocasiones, para eludir el cumplimiento de las obligaciones laborales, particularmente en lo relativo al pago de gratificaciones, el derecho a sala cuna, la sucesiva suscripción de contratos de trabajo a plazo fijo y la evasión del cumplimiento de sentencias judiciales condenatorias, al existir dispersión de los patrimonios sociales.

En ese contexto, reiteró que las indicaciones presentadas por el Ejecutivo pretenden asegurar la negociación colectiva de los trabajadores con su empleador, con total independencia de la organización o forma jurídica que éste adopte para desarrollar sus actividades. Con dicho propósito, agregó, se han considerado, en primer lugar, los objetivos que persigue el proyecto de ley en estudio, el documento denominado “Declaración de Voluntades” -suscrito por la Central Unitaria de Trabajadores y la Confederación para la Producción y el Comercio en enero de 2012, cuyo texto se acompaña en un anexo al original de este informe-, y la jurisprudencia de los tribunales superiores de justicia que, recientemente, se han pronunciado sobre la materia.

En efecto, explicó que la indicación 3g) propone introducir cinco incisos al artículo 3° del Código del Trabajo, con la finalidad de establecer los requisitos que deben concurrir para que dos o más empresas sean consideradas como un solo empleador; especificar los efectos que dicha declaración genera en materia del cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales; fijar la competencia judicial para el conocimiento y fallo de las acciones presentadas por los trabajadores, y regular las consecuencias que, en materia de sindicalización y negociación colectiva, derivan de la sentencia pronunciada por los tribunales de justicia. 

Dicha regulación, reiteró, pretende proteger el ejercicio de los derechos individuales y colectivos de los trabajadores sin modificar sustancialmente el concepto de empresa, con el objetivo de evitar los efectos que una artificiosa organización empresarial puede producir para el ejercicio los derechos laborales.

En efecto, sostuvo que el inciso cuarto que la indicación 3g) pretende incorporar al artículo 3° del Código del Trabajo contiene los requisitos que deben concurrir para determinar que dos o más empresas constituyen un solo empleador para efectos laborales y previsionales. 

En ese sentido, explicó que el principal requisito que debe acreditarse dice relación con la dirección laboral común que debe existir al interior de las empresas, esto es, debe atenderse a quién ejerce la facultad de organización laboral de cada unidad con preeminencia a la razón social conforme a la cual cada empresa obtiene su individualidad jurídica.

En la misma línea, detalló que el concepto de dirección laboral común, que se constituye por el poder de decisión y organización laboral, debe interpretarse armónicamente con el vínculo de subordinación y dependencia, toda vez que dicho elemento resulta ser de gran relevancia para determinar, en la práctica, la relación laboral existente entre un trabajador y un empleador.

Enseguida, afirmó que, junto con el elemento relativo a la dirección laboral común, debe concurrir, al mismo tiempo, algunos de los requisitos que, con un carácter indiciario y no taxativo, especifica la indicación 3g), entre los que se encuentra la necesaria complementariedad de los productos o servicios que se elaboren o presten o la existencia de un controlador común. 

Asimismo, manifestó que el sólo vínculo de propiedad de las empresas no configura por sí solo alguno de los requisitos o condiciones reseñadas precedentemente, en los términos que se contiene en el inciso quinto que se propone agregar al artículo 3° del Código del Trabajo. De ello deriva, agregó, la relevancia que adquiere el elemento relativo a la dirección laboral común al interior de la empresa.

Respecto del ejercicio de la acción declaratoria destinada a establecer que dos o más empresas formas un solo empleador, y el procedimiento aplicable en su caso, explicó que las modificaciones que se proponen a los artículos 3°y 507 del Código del Trabajo –en los términos que se consigna en las indicaciones 3g) y 5a)- establecen la competencia del Juez del Trabajo, el que deberá conocer y fallar el asunto sometido a su conocimiento en conformidad al procedimiento laboral de aplicación general, previo informe de la Dirección del Trabajo.

Por otra parte, detalló que la acción podrá ser ejercida en cualquier momento, salvo durante el período de negociación colectiva reglada, toda vez que el inicio de dicho procedimiento determina a las partes que pueden intervenir en aquél, sin perjuicio del derecho de aquellos trabajadores que no hubieren participado de la negociación colectiva para iniciar un nuevo procedimiento respecto del empleador común.

Asimismo, indicó que la acción declaratoria tampoco podrá ser ejercida cuando el procedimiento judicial que genera excede la fecha de presentación del proyecto de contrato colectivo de trabajo, en cuyo caso los plazos y efectos del proceso negociador quedarán suspendidos, en tanto se resuelva la acción respectiva. En dicha hipótesis, agregó, el instrumento colectivo vigente se entenderá prorrogado para todos los efectos legales, hasta 30 días después de ejecutoriada la sentencia, día en que se reanudará la negociación en la forma que determine el tribunal.

En relación a los efectos de la sentencia pronunciada en conformidad al procedimiento reseñado precedentemente, señaló que la indicación 3g) establece la responsabilidad solidaria de las empresas por el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales emanadas de la ley, de los contratos individuales o de instrumentos colectivos. Dicha disposición, añadió, permitirá facilitar el cumplimiento de las sentencias por parte de los trabajadores que hubieren obtenido una sentencia favorable.

En lo tocante a la constitución y funcionamiento de organizaciones sindicales en aquellas empresas que hubieren sido declaradas como un solo empleador, manifestó que dicha indicación permite que los trabajadores puedan constituir uno o más sindicatos o mantener sus organizaciones existentes, pudiendo, asimismo, negociar colectivamente con todas las empresas que han sido consideradas como un empleador o con cada una de ellas.

Respecto de los sindicatos interempresas, afirmó que aquellos que agrupen exclusivamente a trabajadores dependientes de empresas que hubieren sido declaradas como un solo empleador, podrán presentar proyectos de contrato colectivo, siendo obligatorio para el empleador negociar con dichos sindicatos, en cuyo caso la presentación y tramitación de los proyectos de contrato colectivo se regirán por las normas aplicables a la negociación colectiva reglada.

Acerca del contenido de la parte resolutiva de la sentencia dictada por el Juez del Trabajo, explicó que la indicación 5a) establece que deberá señalarse la individualización de todas las empresas que constituyen un empleador, la indicación de las medidas que deberá adoptar para materializar tal calidad y cumplir las obligaciones laborales y previsionales, junto al pago de todas las prestaciones que correspondieren respecto de sus trabajadores. Dicha obligación deberá ser cumplida bajo apercibimiento de multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales, la que podrá repetirse hasta obtener el debido cumplimiento de lo ordenado.

Asimismo, la sentencia deberá indicar si la alteración de la individualidad del empleador se debe o no a la simulación de contratación de trabajadores a través de terceros, o bien a la utilización de cualquier subterfugio mediante el ocultamiento, disfraz o alteración de su individualización o patrimonio, y si ello ha tenido como resultado eludir el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que establece la ley o la convención, en cuyo caso deberá señalarse las conductas que constituyen dicha simulación o subterfugio y los derechos laborales y previsionales que por esta vía se hubieren vulnerado, debiendo aplicar al infractor una multa de 20 a 300 unidades tributarias mensuales.

Finalmente, reiteró que las propuestas que el Ejecutivo presentó ante la Comisión apuntan a corregir las problemáticas que han derivado de la aplicación del artículo 3° del Código del Trabajo, particularmente de aquellas disposiciones que establecen el concepto de empresa. En efecto, sostuvo que, mediante dichas propuestas, se tutela el ejercicio de los derechos individuales y colectivos de los trabajadores, con especial énfasis en la negociación colectiva interempresa, y se permite, al mismo tiempo, la organización empresarial bajo distintas razones sociales.

INTERVENCIÓN DE LA PRESIDENTA DE LA CENTRAL UNITARIA DE TRABAJADORES, SEÑORA BÁRBARA FIGUEROA

La Presidenta de la Central Unitaria de Trabajadores, señora Bárbara Figueroa, expuso ante la Comisión las observaciones de dicha entidad respecto de las indicaciones presentadas a la iniciativa en estudio.

En primer lugar, sostuvo que, actualmente, existe consenso entre las organizaciones sindicales y sectores empresariales respecto de la necesidad de resolver las problemáticas derivadas del uso malicioso de múltiples razones sociales. 

En ese contexto, puntualizó que, aun cuando dicha problemática ha sido objeto de debate al interior de las organizaciones sindicales, durante los últimos años ha sido abordado por los tribunales superiores de justicia, lo que da cuenta de la necesidad de introducir las modificaciones legales que permitan resolver, de modo permanente, la situación derivada del uso de múltiples razones sociales.

Enseguida, precisó que el estudio del concepto de empresa debe enmarcarse en un proceso de análisis general a la normativa contenida en el Código del Trabajo con miras a evaluar la pertinencia de  eliminar dicho concepto, habida cuenta de los efectos que ha generado a raíz de la vulneración de los derechos individuales y colectivos de los trabajadores. 

En efecto, agregó, el uso de múltiples razones sociales ha afectado el ejercicio de la negociación colectiva, el derecho a sala cuna y el acceso a planes de capacitación y seguridad laboral, al evitar la formación del Comité Bipartito de Capacitación –el que sólo puede constituirse en aquellas empresas con más de quince trabajadores-, y el Comité Paritario de Higiene y Seguridad –que exigen más de veinticinco trabajadores-.

En consecuencia, reiteró que el debate sobre la problemática del multirut no radica únicamente en los efectos que su utilización produce en la negociación colectiva, sino que permite analizar el sistema laboral vigente en nuestro país. 

De tal modo, la Presidenta de la CUT, señora Bárbara Figueroa señaló que el 60% de los empleadores en Chile, según datos oficiales de la Encuesta Laboral ENCLA, reconoce tener participación en más de una empresa. En la gran empresa la cifra alcanza al 78%, en la mediana empresa el 76%, en la pequeña empresa el 60% y en la micro empresa el 52%, todo lo cual implica una diversidad de RUT asociados.

Aseveró que esta información es relevante no sólo respecto del debate del multirut, sino que también para el análisis del proyecto de reforma tributaria.

Continuó explicando que de los porcentajes antes mencionados, el 3,6% de los empleadores reconocen utilizar la figura del multirut, pero de ese total un 7,9% está radicado en la gran empresa, en la pequeña empresa un 4,5%, en la mediana empresa un 2,9% y en la micro empresa un 2,1%, de manera que la gran empresa continúa siendo la que concentra el sistema del multirut. En números significa que del total de empresas del país, 2.706 ocupan la figura del multirut y de éstas 311 son grandes empresas.

En consecuencia, precisó, si se efectuara un cruce de datos del universo de trabajadores comprendidos en estas cifras, lo más probable es que se concluya que un número muy significativo de ellos se ve afectado por la figura del multirut.

Indicó que las mayores áreas donde se concentra el uso del multirut son la de servicios sociales y de salud, la manufactura y el transporte, es decir, se trata de sectores no menores para los efectos del desarrollo de políticas públicas, de la empresa nacional y de las condiciones de comunicación por medio del transporte. Esta información, expresó, tiene un valor significativo, porque ya no se está hablando sólo del “retail” y respecto del ámbito del transporte, específicamente del Transantiago, lo que subyace implica múltiples sindicatos lo que hace muy engorroso los procesos de negociación colectiva en el sector y, además, la presencia de múltiples operadores con diversos RUT.

Añadió que una de las más grandes empresas del “retail” que continúa operando con el multirut, porque las demás han ido perdiendo los juicios, es Falabella. 

En otras áreas, señaló, como la agrícola, la construcción y la pesca es muy menor el nivel de constitución del multirut, debido a que la organización sindical es muy precaria o que lisa y llanamente el Código del Trabajo no les reconoce para conformarse. En resumen, son sectores muy golpeados. A contrario sensu, en otras áreas como la minería no se recurre al multirut por la fuerza de sus organizaciones sindicales.

Todos estos elementos, manifestó, son relevantes al momento de realizar el debate, ya que no basta con declaraciones de buenos principios y su importancia radica en que clarifica el universo de trabajadores afectados por el multirut como también -en el evento de resolver dicho subterfugio por la vía de la institucionalidad política- se estaría dando un espaldarazo a lo que ya se ha obtenido en tribunales, resultado que en todo caso no tiene una larga data de juicios. Por lo tanto, puntualizó, le da más valor a lo que las Senadoras y Senadores puedan terminar resolviendo, esto es, un Poder Legislativo que se adelanta a lo que en la actualidad se está expresando en los tribunales. Aseveró que es una gran responsabilidad, es un gran desafío país poder avanzar en esta materia, porque así se puede poner término a una práctica que sancionada desde la institucionalidad política no derive necesariamente en juicios laborales.

La Presidenta de la CUT, señora Bárbara Figueroa, agregó que si la entidad que representa quisiera avanzar en el marco del desafío que se ha propuesto, que es la nueva institucionalidad laboral, evidentemente que la demanda debiera ser terminar con el concepto de empresa, pero la CUT parte de la base que para que el debate sobre una nueva institucionalidad laboral se dé con todos los requerimientos, se necesita avanzar en estas pequeñas medidas y, por eso, la CUT valora la indicación del Ejecutivo, aunque también pueden perfeccionarse algunos elementos.

Aseveró que, en todo caso, no avanzar con lo propuesto en la indicación va a hacer mucho más dificultoso poder avanzar en las grandes reformas estructurales; sería muy simple para la CUT decir que se elimine el concepto de empresa –continuó- y poder dormir tranquilos, pero si se realiza ese debate hoy día no se va a resolver nada y tendremos multirut para rato y se va a tener que esperar décadas hasta tener igualdad de condiciones y equiparada la cancha entre trabajadores y empleadores para poder tener efectivamente un nuevo Código del Trabajo y ahí eliminar el concepto de empresa. Enfatizó que eso es engorroso y no es lo que quiere la CUT, porque no se quiere seguir sometiendo a los trabajadores que representa dicha entidad y también a aquellos que no pertenecen a su organización a una práctica abusiva por el solo hecho de cuidar una posición de principios y en ese marco la CUT saluda la indicación presentada por el Ejecutivo y la respalda. 

Agregó que sin duda se presentan elementos perfectibles, tal es el caso de los ejemplos que se consideran en el primer inciso propuesto –similitud o necesaria complementariedad de los productos o servicios que elaboren o presten, o la existencia entre ellas de un controlador común-. Al respecto, opinó que podría considerarse una redacción que no especifique ejemplos, porque podrían entrabar el debate en los juicios laborales y que apunte a decir “cuando concurran los elementos necesarios para configurar al empleador laboral común”.

Si lo expresado anteriormente no fuera posible, reiteró el valor de la indicación, ya que va al fondo del problema, esto es, dilucidar dónde está el empleador real, no el dueño de la empresa, sino quién es el empleador real del trabajador y por esa vía fortalecer los canales de comunicación y sacarse el peso de negociaciones colectivas muy engorrosas. A su vez, la indicación impone un desafío al movimiento sindical, ya que al establecer la obligatoriedad de los empleadores de tener que entenderse con la diversidad de sindicatos, obliga a constituir un nivel de comprensión sindical del avance de esta propuesta del Ejecutivo que posibilite que la organización sindical se ponga a disposición de fortalecer procesos de negociación colectiva más efectivos y no hacerlos más complejos por la vía de las negociaciones a nivel de los sindicatos de empresas. 

En ese marco, expresó que la CUT reconocía que mediante la indicación del Gobierno se estaba poniendo término a la práctica abusiva del multirut, por lo que si bien se estimaba que podría efectuarse una corrección a la redacción, tampoco tiene un carácter fundamental, de modo que la CUT opina que están dadas todas las condiciones que resguardan los derechos laborales. El resto del debate sobre la nueva institucionalidad, aseguró, se dará en su momento, porque hoy se discute una materia acotada en que clara y nítidamente se consagran las responsabilidades y por ello la CUT apoya la indicación formulada por el Ejecutivo.

INTERVENCIÓN DEL GERENTE GENERAL DE LA CONFEDERACIÓN DE LA PRODUCCIÓN Y EL COMERCIO, SEÑOR FERNANDO ALVEAR
El Gerente General de la CPC, señor Fernando Alvear manifestó que el proyecto sobre el mutirut ha sido objeto de un lato estudio y análisis legislativo, académico y político, lo que ha constituido un valioso aporte para el diálogo que a lo largo de los últimos años han venido desarrollando los actores sociales del mundo del trabajo. En particular, durante los años 2011 y 2012 parte importante del tiempo que la CUT y la CPC dedicaron al análisis de los principales problemas que afectan o pueden llegar a afectar a los trabajadores en sus derechos colectivos e individuales, producto de algunas formas de organización de las empresas, tuvo que ver con los multirut.

Aseveró que lo realmente importante es que la CUT y la CPC fueron capaces de construir una propuesta que recoge los criterios de los tribunales y de la Dirección del Trabajo, protegiendo los derechos de los trabajadores sin afectar la facultad de dirección del empleador.

Prosiguió diciendo que una vez concluida la etapa del trabajo bipartito de trabajadores y empleadores que se plasmó en un documento titulado “Declaración de Voluntades CPC-CUT”, de enero del año 2012, se ha continuado dialogando de manera continua en la búsqueda de nuevos puntos de encuentro, reforzando las confianzas generadas.

Agregó que la indicación del Ejecutivo contempla en lo esencial el espíritu de las soluciones conversadas con los trabajadores, en cuanto procura equilibrar los legítimos derechos de los trabajadores con la también legítima potestad de dirección del empleador.

Sin embargo, indicó, existen algunas precisiones que es muy importante que sean incorporadas para clarificar más el ámbito de la propuesta legislativa. Ellas son las siguientes:

-Número 1), letra a) del artículo 1°. Al establecer que dos o más empresas serán consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales cuando tengan una dirección laboral común y concurran a su respecto condiciones tales como… se está estableciendo una suerte de enunciación indicativa para el juez, pero también un espacio que puede dar lugar a un sinnúmero de interpretaciones, lo que no ofrece ningún tipo de certeza jurídica en una materia tan delicada, en especial si de considera que estamos frente a una situación que bajo las reglas del procedimiento laboral vigente será zanjada en una única instancia sin acceso a un recurso de apelación.

La CPC propone establecer que las condiciones que deben concurrir con la dirección laboral común para que el juez pueda calificar que está frente a un mismo empleador deben hacerlo de manera copulativa.

Luego, el Gerente General de la CPC, señor Fernando Alvear, se refirió a la condición que debe concurrir con la dirección laboral común para que el juez pueda calificar que está frente a un mismo empleador –“la necesaria complementariedad de los productos o servicios que elaboren o presten” y opinó que por tratarse de una definición que no es jurídica puede dar lugar a múltiples interpretaciones y no contribuir con la certeza jurídica deseada.

La CPC propone precisar de la siguiente manera: “se trata de aquellos productos o servicios que no tienen autonomía respecto de otro y que no pueden subsistir por sí mismos”.

Seguidamente, el representante de la CPC manifestó que en consideración a la especial importancia que la presente calificación del juez de letras del trabajo reviste para las relaciones laborales y, en consideración a que la última reforma del procedimiento laboral prácticamente suprimió el recurso de apelación, sería muy importante contar con una instancia judicial excepcional que pudiera hacer las veces de apelación cuando la o las empresas que han sido calificadas como una para efectos laborales no estén de acuerdo con dicha calificación y cuenten con argumentos sólidos que justifiquen su posición basadas, por ejemplo, en sus distintos modelos de negocio.

La CPC propone prever un recurso especial, semejante al de la apelación, frente a la sentencia del juez de letras del trabajo que califique que dos o más empresas son un mismo empleador para efectos laborales. Este recurso contribuiría a otorgar más seguridad jurídica y no dilataría en exceso el procedimiento laboral que hoy es reconocido por todos como muy expedito. Eventualmente y para mayor garantía de los trabajadores podría considerarse el establecimiento de una sanción de multa en caso de que la interposición del recurso sea manifiestamente dilatoria y carente de fundamentos técnicos.

-Número 3) del artículo 2°. Dicho número señala, en el inciso final, que “las acciones a que se refieren los incisos precedentes podrán ejercerse mientras perdure la situación descrita en el inciso cuarto del artículo 3° de este Código, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del presente artículo”. El Secretario General de la CPC observó que se estaría previendo una suerte de sanción imprescriptible, lo que no es coherente con la regla general que en materia de sanciones establecen las leyes vigentes, incluido el Código del Trabajo.

La CPC propone establecer un plazo de prescripción razonable, para lo cual podría estimarse la indicación que presentó el ex Senador Pedro Muñoz Aburto el año 2012 que señala: “El plazo de prescripción que extinga las acciones y derechos a que se refieren los incisos precedentes, será de cinco años contados desde que las obligaciones se hicieron exigibles.”.

Finalmente, el representante de la CPC expresó el anhelo que la votación definitiva considere los puntos de vista abordados y expuestos por los actores sociales del mundo del trabajo en la Declaración de Voluntades CPC-CUT de enero de 2012, porque sería un gran impulso para el trabajo conjunto que se continúa desarrollando y aumentaría la confianza mutua en la capacidad que las dos partes tienen de construir juntos soluciones a las situaciones laborales que se generan en el día a día de las empresas.

Consultas

El Senador señor Larraín quiso saber si la indicación formulada por el Ejecutivo es un reflejo del acuerdo CUT-CPC del año 2012.

La Senadora señora Goic manifestó que valoraba el esfuerzo realizado tanto por el Ejecutivo como por la CUT y la CPC, que iba en la línea de fortalecer los derechos colectivos. Consultó a la Ministra del Trabajo y Previsión Social acerca de la capacidad técnica y humana de la Dirección del Trabajo para poder abordar la nueva obligación que se establece en la indicación.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, explicó que la indicación del Ejecutivo da cuenta de las voluntades conjuntas de la CUT y de la CPC, reflejadas en el acuerdo del año 2012, esto es, incorporar un inciso que busca eliminar las consecuencias abusivas y muchas veces dolosas referidas a la figura del multirut. 

Agregó que la libertad que tiene hoy día el empleador de poder estructurar su unidad económica en diferentes razones sociales va a seguir existiendo y lo que cambia es poner atajo a las afectaciones negativas de los derechos de los trabajadores, espíritu que ilustró al acuerdo de voluntades de la CUT-CPC y que se plasma en la indicación.

Además, expresó, la indicación se hace cargo – conforme al acuerdo CUT-CTC- de la inclusión del término dirección laboral común, elemento gravitante en la identificación del empleador real común, que deviene de la práctica jurídica de los tribunales del trabajo. 

Continuó diciendo que el Ejecutivo optó por establecer el ejercicio directo de la acción ante los tribunales laborales, con la finalidad de darle robustez a la declaración que se hace respecto de reconocimiento de trabajadores y de las empresas que constituyen la figura del multirut, porque de ello devienen consecuencias laborales y previsionales que es del todo pertinente dejarlas establecidas en una sentencia. En cuanto a la Dirección del Trabajo, indicó que tendrá un rol de informar, de manera obligada, al juez que se lo solicite. Para ello se ha previsto la creación de una unidad especial dentro de esta entidad que se abocará a la elaboración de informes que serán solicitados por los jueces.

El Senador señor Larraín manifestó que parte de la discusión de fondo sobre la indicación del Ejecutivo es la búsqueda de un concepto que permita evitar los abusos que se han cometido y que lamentablemente han sido muchos, los que no se han podido controlar en forma efectiva. Advirtió sobre la diferencia que se observa entre la redacción que propone la indicación y el acuerdo que plantea la voluntad de la CUT-CPC, en relación a que los requisitos definidos por la CUT-CPC son de carácter copulativo, porque la Ministra del Trabajo y Previsión Social señaló que son elementos de guía y además podrían ser uno u otro. Aseveró que dilucidar esta discordancia es de importancia, ya que cuando no existe la precisión legislativa se abre la puerta de la decisión jurisprudencial y los tribunales pueden generar fallos muy distintos entre sí y, en consecuencia, no tener claridad respecto de cuándo se está frente a una empresa que está utilizando el multirut en forma inadecuada y cuándo lo está haciendo correctamente.

A continuación, solicitó que se precisara el término “dirección laboral común”, porque al parecer la doctrina de la Dirección del Trabajo la entiende así cuando existe en las empresas un departamento de recursos humanos o un departamento laboral, materia que debe analizarse con cuidado, puesto que a una empresa que utiliza el multirut le cuesta bien poco crear dichos departamentos. Recalcó que la expresión “dirección laboral común” es el elemento gravitante de la indicación.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, aclaró que los requisitos no son copulativos y lo esencial y definitivo que siempre debe estar es la identificación de la dirección laboral común, cuyo concepto dice relación con el vínculo de subordinación, con quien manda o dirige una unidad económica y toma decisiones de contratación y despido.

Subrayó que la inclusión de los elementos meramente indicativos –similitud o necesaria complementariedad de los productos o servicios o la existencia entre ellas de un controlador común- tiene su razón de ser en que el juez podría tener a la vista éstos u otros para generar la convicción.

El Senador señor Allamand sostuvo que la indicación del Ejecutivo, el acuerdo de la CUT-CPC y las demás indicaciones presentadas por parlamentarios están creando un espacio favorable para una gran señal, un acuerdo legislativo inédito, luego del tiempo transcurrido respecto de un tema tan polémico, de modo de terminar con una práctica abusiva.

Hizo mención de la diferencia que se observa entre el acuerdo de voluntades CUT-CPC y el programa de gobierno de la Presidenta Bachelet y la indicación formulada por el Ejecutivo, porque en los dos primeros se habla de requisitos copulativos expresos y en la indicación existe un requisito ineludible –la dirección laboral común- al que el magistrado le debe agregar otros elementos. Requirió una explicación sobre la materia.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, explicó que al existir un camino recorrido mediante la práctica judicial, el Ejecutivo no quiso innovar con conceptos o figuras nuevas que pudieran generar un espacio de duda o de confusión, por lo que luego de un sondeo y la realización de conversaciones con jueces laborales la decisión adoptada fue dejar la posibilidad abierta a que el requisito taxativo de la dirección laboral común pueda ser complementado o más claramente se le agreguen elementos que contribuyan a fortalecer la convicción de esta dirección laboral común. Esa amplitud de criterios y libertad que tiene en la actualidad el juez no se la quería limitar.

El asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río, añadió que una modificación del Código del Trabajo debe guardar simetría tanto con las normas como con los principios que lo inspiran, siendo dominante el denominado principio de primacía de la realidad. Es así que los jueces manejan un catálogo con 25 o más materias que verifican en cada caso y puede hacerles sentido, por ejemplo, que todos los trabajadores de los diferentes RUT se encuentren en un mismo establecimiento o que todos ocupen el mismo uniforme.

AUDIENCIA EFECTUADA EN SESIÓN DE 12 DE MAYO DE 2014
La Comisión recibió en audiencia a profesores de Derecho del Trabajo, a representantes del Instituto Libertad y Desarrollo y a distintos representantes de organizaciones sindicales, quienes expusieron acerca de las nuevas indicaciones presentadas al proyecto en análisis, con especial énfasis respecto de la indicación formulada por el Ejecutivo.

INTERVENCIÓN DEL PROFESOR DE DERECHO DEL TRABAJO, SEÑOR SERGIO GAMONAL CONTRERAS

El profesor de Derecho del Trabajo de la Universidad Adolfo Ibáñez, señor Sergio Gamonal Contreras, expuso ante la Comisión sus observaciones respecto de las indicaciones presentadas por el Ejecutivo en el plazo correspondiente al 5 de mayo de 2014. 

Con dicha finalidad, abordó la problemática que deriva del fraccionamiento de un empleador en varias empresas o razones sociales, reseñó los objetivos del proyecto de ley en estudio y analizó las implicancias que derivarían de la aprobación de las indicaciones que se han sometido a la consideración de la Comisión.

En primer lugar, en lo relativo a la regulación vigente sobre la organización empresarial y sus consecuencias para los derechos de los trabajadores, explicó que el Código del Trabajo contiene, en su artículo 3°, la definición de empleador y de empresa. 

La primera de ellas -esto es, la definición de empleador- resulta ser una noción estándar dentro del derecho del trabajo, toda vez que se encuentra comprendida en la totalidad de los ordenamientos jurídicos laborales. De ese modo, agregó, siempre que un trabajador presta servicios personales bajo un vínculo de subordinación y dependencia encuentra, como contraparte de la relación laboral, a un empleador.

Con todo, aseveró que la definición de empresa -que, como se ha señalado, consta en el artículo 3° del Código del Trabajo- no existe en la generalidad de la legislación laboral a nivel comparado y, dentro del ordenamiento jurídico nacional, sólo opera en el ámbito del derecho del trabajo, toda vez que no consta una disposición similar en el derecho tributario o comercial.

En ese orden de ideas, explicó que la aplicación del  concepto de empresa ha generado una serie de problemáticas derivadas del tenor de la parte final del artículo 3° del Código del Trabajo, toda vez que la define como una organización dotada de una individualidad legal determinada.

 Dicha regulación, añadió, ha permitido el establecimiento de una multiplicidad de razones sociales cuyo propósito es encubrir la existencia de una empresa, dificultándose, de ese modo, el ejercicio de los derechos individuales y colectivos de los trabajadores, aun cuando resulta aplicable el artículo 507 del Código del Trabajo, que sanciona al empleador que hubiere utilizado cualquier subterfugio con la finalidad de ocultar, disfrazar o alterar su individualización o patrimonio.

En efecto, afirmó que la aplicación de dicha sanción no ha impedido la existencia de diversas razones sociales destinadas a fraccionar artificialmente a una empresa. En ese contexto, aseveró que la jurisprudencia judicial ha aplicado el principio de la primacía de la realidad, esto es, ha atendido a la forma en que ésta se organiza en la práctica con preeminencia al modo en que se constituye desde el punto de vista legal o formal.

En este contexto, agregó que la iniciativa legal en estudio pretende resolver las problemáticas que el concepto de empresa ha generado para el ejercicio de los derechos individuales y colectivos de los trabajadores. Con  dicha finalidad, añadió, la indicación 3g) propone el establecimiento de una serie de requisitos o elementos indiciarios que permitan determinar aquellos casos en que varias empresas constituyen un solo empleador para efectos laborales y previsionales.

Con todo, sostuvo que dicha propuesta no resuelve las consecuencias que derivan de la aplicación del concepto de empresa, toda vez que introduce nuevos requisitos para establecer que dos o más de ellas constituyen un solo empleador para efectos laborales y previsionales. 

En efecto, agregó, la indicación 3g) propone que debe existir una dirección laboral común, junto a diversas condiciones tales como la similitud o necesaria complementariedad de los productos o servicios que se elaboren o presten o la existencia de un controlador común. Tal regulación, enfatizó, puede afectar la debida flexibilidad que el juez del trabajo utiliza al ponderar el principio de la primacía de la realidad.

En consecuencia, afirmó que, con miras a resolver adecuadamente dicha problemática, resulta adecuado derogar el concepto de empresa vigente. De ese modo, aseveró, para resguardar el ejercicio de los derechos laborales individuales y colectivos, debe atenderse al concepto de empleador, esto es, a la noción más propia y característica del derecho del trabajo. 
Sin embargo, sostuvo que, en el evento que se optare por reformar el concepto de empresa, debe eliminarse la referencia que el artículo 3° del Código del Trabajo contiene respecto de la individualidad legal determinada, toda vez que dicha disposición ha permitido su fragmentación artificial, afectándose, en consecuencia, el ejercicio de los derechos laborales.

En ese sentido, señaló que, tras la discusión de los elementos que configuran el concepto de empresa, subyace el ejercicio del derecho a la negociación colectiva, toda vez que la división artificial de aquella en varias razones sociales apunta a desarticular el diálogo entre empleadores y trabajadores.
En consecuencia, sostuvo que, habida cuenta del escaso número de organizaciones de trabajadores que negocian colectivamente,  y sin perjuicio del análisis de la derogación o modificación del concepto de empresa vigente, resulta pertinente revisar la generalidad de las disposiciones sobre derecho colectivo del trabajo, particularmente en lo relativo a la negociación colectiva por área y ejercicio del derecho a huelga. De ese modo, agregó, la modificación de dicha normativa podría generar un mejoramiento de los índices de diálogo social, en los términos que propone la Organización Internacional del Trabajo y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE).
Agregó que Chile es uno de los países con los estándares más bajos de Occidente en materia de huelga, sólo comparable con países dictatoriales o algunos países de África o China, toda vez que los límites al derecho de huelga afectan directamente la libertad de los trabajadores dentro de la empresa. Por ejemplo, señaló que la huelga por falta de condiciones de seguridad no está contemplada en el Código del Trabajo chileno, siendo que es ampliamente reconocida en derecho comparado. 
Finalmente, manifestó que la reforma de fondo que se requiere es adoptar los estándares de negociación y huelga que rigen en los países capitalistas a los cuales nuestro país intenta parecerse, como Alemania, Gran Bretaña o Estados Unidos. De ese modo, aseveró, acciones fraudulentas como la del multirut no podrán repetirse nuevamente.
PROFESOR DE DERECHO DEL TRABAJO, SEÑOR CÉSAR TOLEDO

El profesor de Derecho del Trabajo de la Universidad Central y de la Universidad Diego Portales, señor César Toledo, expuso ante la Comisión respecto del tenor de las indicaciones presentadas a la iniciativa legal en estudio.

En primer lugar, explicó que el concepto de empresa que consagra el artículo 3° del Código del Trabajo fue incorporado a dicho cuerpo normativo mediante la ley N° 18.018, de 1981, con el propósito de limitar la negociación colectiva más allá de la empresa en que el trabajador presta servicios. En consecuencia, sostuvo que si la finalidad de la iniciativa radica en ampliar el margen de los derechos colectivos de trabajo, la fórmula contenida en la iniciativa no permitiría cumplir con dicho propósito. 

En efecto, enfatizó que, con miras a garantizar la negociación colectiva y los derechos individuales de los trabajadores, deben ser modificadas las normas sobre organizaciones sindicales, negociación colectiva, derecho a huelga y sistema de gratificaciones, toda vez que la sola modificación del artículo 3° del Código del Trabajo no produciría ningún efecto en esa materia. 

Por otra parte, aseveró que el establecimiento de requisitos para establecer que dos o más empresas constituyen un solo empleador para efectos laborales -sobre todo en aquellos casos en que se trata de elementos indiciarios con ciertos grados de vaguedad o imprecisión- incentivarán la utilización de prácticas artificiosas destinadas a eludir la aplicación de dichos requisitos.

En consecuencia, afirmó que debe atenderse, preferentemente, a las disposiciones que establecen sanciones en caso de fraude o ante el subterfugio utilizado por el empleador para eludir sus obligaciones laborales. En ese contexto, indicó que la normativa vigente sobre la materia, contenida en el artículo 507 del Código del Trabajo, requiere la producción de un resultado, consistente en la elusión del cumplimiento de los derechos laborales y previsionales de los trabajadores, y no la intencionalidad –esto es, del dolo o la culpa- del sujeto que lo produce. 

Enseguida, sostuvo que la judicialización de los litigios derivados del concepto de empresa permite que un empleador pueda ajustar su organización interna, pero las organizaciones sindicales carecen de la autonomía para reunir a los trabajadores que prestan servicios en una sola empresa, toda vez que requerirán, previamente, una sentencia de un tribunal que los faculte a organizarse y a negociar colectivamente.

Asimismo, aseveró que, en nuestro país, las organizaciones sindicales carecen de tutela judicial de sus derechos, toda vez que, tratándose de derechos colectivos de índole no patrimonial, no existe un organismo encargado de representar sus derechos en sede judicial, en tanto que los abogados particulares desisten de asumir su defensa, considerando el carácter no patrimonial de la acción declarativa destinada a establecer la existencia de una empresa.

Finalmente, señaló que deben cautelarse las facultades de la Dirección del Trabajo que, en materia de negociación colectiva, le permiten intervenir en el evento que el empleador hubiere utilizado razones sociales múltiples. Con todo, la propuesta del Ejecutivo propone que la Dirección del Trabajo debe emitir un informe durante el proceso judicial que deberá tramitarse ante el Juez del Trabajo, lo que implica un detrimento de las facultades fiscalizadoras que actualmente puede ejercer.

INTERVENCIÓN DE LOS REPRESENTANTES DEL INSTITUTO LIBERTAD Y DESARROLLO, SEÑORA CECILIA CIFUENTES Y SEÑOR SERGIO MORALES
La economista y el abogado del Instituto Libertad y Desarrollo, señora Cecilia Cifuentes y señor Sergio Morales, respectivamente, manifestaron las observaciones de dicha entidad respecto de la iniciativa legal en estudio.

En primer lugar, la economista, señora Cecilia Cifuentes, explicó que, actualmente, existe consenso en relación a la necesidad de evitar prácticas abusivas a raíz de la utilización artificiosa de múltiples razones sociales para eludir derechos de los trabajadores. Con todo, aseveró que la iniciativa debe resolver dicha problemática evitando la afectación de la organización empresarial.

En ese sentido, sostuvo que, en la mayoría de los casos, la organización empresarial en distintas individualidades legales apunta a mejorar la eficiencia operativa de las empresas, incluyendo aquellos casos en que una misma persona ejercer propiedad sobre distintas entidades con distinto giro, en cuyo caso no resultaría correcto equiparar los derechos laborales de todos sus trabajadores.

Enseguida, afirmó que, en conformidad a la Encuesta Encla, desarrollada por la Dirección del Trabajo en 2011, en nuestro país un 60,4% de los empleadores mantienen vínculos de propiedad en varias empresas, por lo que se trata de una situación generalizada que no dice relación, necesariamente, con la vulneración de derechos laborales. Asimismo, sostuvo que se ha detectado que en ciertas empresas, aun cuando tuvieren un giro diverso, se aplican políticas laborales del mismo tenor, esto es, opera a su respecto una misma dirección laboral.

En la misma línea, agregó que la problemática que deriva de la multiplicidad de razones sociales radica en una serie de disposiciones contenidas en el Código del Trabajo, relativas a la formación de sindicatos, derecho a sala cuna y pago de indemnizaciones, las que incentivan a las empresas de mayor tamaño a operar según las reglas que rigen para aquellas menor tamaño. 

En consecuencia, abogó por modificar la regulación legal del derecho a sala cuna, en lo relativo a la determinación del número de trabajadores que se requieren para ejercer dicha prerrogativa, junto al establecimiento de un sistema de indemnizaciones por término del contrato de trabajo que opere a todo evento.

Seguidamente, afirmó que, según los datos de la Encuesta Encla, entre los empleadores existe una percepción negativa respecto a la existencia de organizaciones sindicales al interior de las empresas, toda vez que, añadió, el clima laboral tendería a ser mejor en empresas sin sindicatos.

En ese contexto, sostuvo que, con miras a distinguir entre la fragmentación fraudulenta de la razón social de aquellas hipótesis en que tal división se produce con el objetivo de mejorar la organización productiva, la iniciativa debe individualizar con precisión los requisitos que debe concurrir para que dos o más empresas configuren un solo empleador.  

En ese sentido, abogó por el establecimiento de requisitos copulativos que, con precisión y especificidad, permitan establecer que dos o más empresas constituyen un solo empleador. Al efecto, afirmó que debe considerarse la existencia de una dirección laboral común, la similitud o necesaria complementariedad de los productos o servicios que elaboren o presten, la existencia de un controlador común y de un perjuicio consistente en la pérdida o disminución de derechos laborales o previsionales.

Seguidamente, el abogado del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales, coincidió en la pertenencia de establecer requisitos copulativos que permitan establecer que dos o más empresas constituyen un solo empleador, toda vez que de ese modo disminuye la tensión existente entre los derechos de los trabajadores y el derecho de asociación y organización empresarial. Agregó que, asimismo, se evita la vinculación de dos empresas sin que entre ellas exista la voluntad de operar como una sola y se restringe el margen de interpretación jurisprudencial.

Respecto del elemento relativo a la dirección laboral común, afirmó que se trata del poder de organización de la empresa, en los términos que la Dirección del Trabajo, en su dictamen Ord. N°6077/405, de 1998, describió como el conjunto de poderes, facultades y potestades que el ordenamiento jurídico laboral reconoce al empleador con el objeto de organizar, dirigir y fiscalizar la actividad laboral de la empresa, mantener su disciplina y orden y adecuar la naturaleza de los servicios a los requerimientos de la empresa. El ejercicio de dicha facultad, aseveró, se manifiesta mediante un departamento de personal o recursos humanos, gerente o cargo similar.

Asimismo, añadió que debe acreditarse la existencia de un perjuicio en los derechos laborales o colectivos de los trabajadores, toda vez que la cantidad de recursos que derivan de la utilización de la judicatura laboral sólo pueden ser utilizados ante la vulneración de los derechos laborales. De ese modo, sostuvo, se evita la intervención judicial innecesaria y la existencia de tensiones entre empleadores y trabajadores, lo que puede afectar el clima laboral al interior de la empresa.
Por otra parte, y sin perjuicio de coincidir en radicar el conocimiento y fallo de estos litigios ante la jurisdicción laboral, abogó por establecer una Comisión de Expertos, formada por técnicos con conocimiento en organización industrial, gestión y administración de empresas, encargado de emitir un informe técnico respecto de la concurrencia de los requisitos reseñados. En ese sentido, sostuvo que, al tratarse de un órgano independiente, puede fundamentar de mejor manera aquellos casos en que se trata de una legítima organización laboral o de una fragmentación artificial de una empresa, en tanto que no existe certeza respecto de la idoneidad, independencia y calificación del personal de la Dirección del Trabajo que pueda ponderar y valorar dichos antecedentes.

En relación al régimen de recursos contra la sentencia dictada por el Juez del Trabajo, abogó por establecer su carácter inapelable, sin perjuicio de procedencia del recurso de nulidad, con particular énfasis en la causal establecida letra C del artículo 478 del Código del Trabajo, esto es, cuando sea necesaria la alteración de la calificación jurídica de los hechos, sin modificar las conclusiones fácticas del tribunal inferior.

Respecto de la solidaridad en el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales emanadas de la ley, a raíz de que dos o más empresas constituyen un solo empleador, afirmó que deben evaluarse las consecuencias que derivan de dicha declaración, con la finalidad de detallar la forma en que cada una de las empresas contribuirán a la extinción de la obligación común.

Acerca del procedimiento de negociación colectiva, sostuvo que las disposiciones que contiene la iniciativa, y las indicaciones presentadas a su respecto, no consideran las dificultades que, en el ámbito financiero y tributario, se generarían para la empresa a raíz de que varias organizaciones sindicales pudieran negociar con una sola empresa. 

Por otra parte, reseñó que, respecto de los efectos de la sentencia pronunciada por el Juez del Trabajo, las indicaciones proponen extender el efecto relativo que, en general, se asigna a la jurisprudencia judicial. En ese contexto, abogó por especificar los trabajadores que pueden verse afectados por dicha sentencia.

Finalmente, abogó por establecer un procedimiento específico aplicable en el evento que una empresa, que hubiere sido declarada como un solo empleador, hubiere perdido alguno de los requisitos necesarios para dicha declaración, mediante el establecimiento de una acción específica para revocar la sentencia judicial que se hubiere pronunciado.

INTERVENCIÓN DEL SECRETARIO GENERAL DE LA CENTRAL AUTÓNOMA DE TRABAJADORES DE CHILE

El Secretario General de la Central Autónoma de Trabajadores, señor Alfonso Pastene, expuso las observaciones de dicha entidad en relación al proyecto de ley en estudio.

En primer lugar, indicó que dicha organización representa a cerca de trescientos mil trabajadores, de los cuales un 95% pertenece al sector privado, quienes, en la práctica, se verán afectados por la regulación que se adopte respecto del concepto de empresa.
En ese contexto, aseveró que la regulación vigente, contenida en el artículo 3° del Código del Trabajo, ha generado, de modo sistemático, una vulneración de los derechos individuales y colectivos de los trabajadores, en tanto que las reformas laborales que se han promovido durante los últimos años carecerían de la profundidad para garantizar el ejercicio de dichas prerrogativas.

En consecuencia, sostuvo que la Central Autónoma de Trabajadoras aboga por una nueva legislación laboral, sustentada en los Convenios de la Organización Internacional del Trabajo, porque el actual Código del Trabajo tiene una génesis, filosofía y principios que impiden que las partes tengan una relación de igualdad. Por lo demás, agregó, su objetivo es proteger al capital económico y no al trabajador y sus organizaciones.
Prosiguió diciendo que la Central Autónoma de Trabajadores de Chile aboga por una nueva legislación laboral, que debe estar sustentada en los Convenios OIT, resultando indispensable la ratificación por Chile del Convenio N° 81 sobre las inspecciones del trabajo. De no ser así, manifestó, se seguirá asistiendo a la política de la letra chica o a la del Gatopardo, cambiar para que nada cambie.

Añadió que lo más seguro es que no se estaría discutiendo esta materia, si hubiese existido la voluntad política para convertir en ley lo aprobado por el Congreso Nacional el año 2006, a propósito del proyecto sobre subcontratación, en que se estableció un nuevo concepto de empresa. Sin embargo, señaló que esta buena nueva no pudo llegar a ser realidad como resultado de 3 factores: a) la presentación efectuada por parlamentarios –en aquel entonces de la Alianza Democrática- al Tribunal Constitucional el 13 de julio de 2006. b) el pronunciamiento efectuado por este tribunal de fecha 21 de agosto de 2006 que resolvió frente a lo aprobado por el Congreso Nacional “por consiguiente estamos ante disposiciones que modifican normas sobre seguridad social o que inciden en ella, tanto en el sector público como en el sector privado, las cuales conforme a lo dispuesto en el artículo 65 inciso cuarto de la Constitución Política son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República” y c) La falta de voluntad política del Ejecutivo de aquella época para que desde esa instancia se reprodujera lo aprobado por el Congreso Nacional.

Respecto al proyecto de ley sobre el multirut, expresó que la Central Autónoma de Trabajadores de Chile entiende que la indicación del Gobierno no soluciona los problemas de fondo, cuales son proteger los derechos de los trabajadores respecto a sus organizaciones, derechos laborales y de seguridad social, pago de las gratificaciones y una negociación colectiva real. Todas estas materias no se ven reflejadas en la indicación y nuevamente se está llegando al maquillaje del problema por los siguientes fundamentos:

-la indicación es un símil a la indicación presentada por el Gobierno de Sebastián Piñera, cambiando algunas expresiones, por ejemplo, “negocios directamente complementarios” por “necesaria complementariedad”, “mismo negocio” por “similitud de productos o de negocios”, “una misma dirección y control laboral” por “dirección laboral común”.

-lo que sí se cambia es el organismo que debía determinar la alteración de la individualidad del empleador, ya que la indicación actual señala que serán los tribunales del trabajo, previo informe de la Dirección del Trabajo, mientras que el Gobierno anterior lo dejaba entregado a una Comisión de Expertos. Con todo, se judicializa el tema y se correrá el peligro que se destruya, a través del despido, a las organizaciones sindicales, porque no se debe olvidar que los trabajadores sólo tienen fuero durante el proceso de negociación colectiva. 

Agregó que la probable judicialización está fuera del proceso de negociación colectiva y el despido ha sido una de las constantes amenazas utilizadas para desvirtuar la acción de los trabajadores en Chile.

Puntualizó que todos conocen la fragilidad de la Dirección del Trabajo, haciéndose indispensable por ello la ratificación del Convenio N° 81 de la OIT.

El Secretario General de la Central Autónoma de Trabajadores de Chile, señor Alfonso Pastene, manifestó que la indicación del Ejecutivo protege a los que están realizando el dolo de dividir a la empresa en determinados RUT y le deja la responsabilidad a los trabajadores y a sus organizaciones de recurrir a los tribunales para demostrar y comprobar esta acción maliciosa. Nadie es tan ignorante de que esta práctica del multirut no se lleva a efecto en la pequeña o mediana empresa, sino que en el retail, supermercados, grandes cadenas de farmacias e incluso en los grandes medios de comunicación, es decir, donde existe una mayor concentración de la riqueza. Contra ello, los estudios jurídicos de los que utilizan el multirut nos están invitando al enfrentamiento en los tribunales, porque nuevamente le ganarán a los trabajadores e incluso legalizarán su dolo y su práctica antisindical. 

Añadió que el subir las multas frente al delito no es la solución, porque todos saben que para las grandes empresas es preferible pagar y hacer respetar su ley del oeste.

En síntesis, expresó, la indicación del Ejecutivo no da una solución de fondo a lo que se dice se debe atacar y no entrega un escenario claro y transparente para los actores que interactúan la relación laboral. Los encapuchados en esta relación están en el multirut, al igual que aquellos que actúan en las movilizaciones sociales.

Al finalizar su exposición señaló que la Central Autónoma de Trabajadores de Chile demanda un nuevo Código Laboral cuya base debe sustentarse en los Convenios OIT; la confirmación de lo aprobado por el Congreso Nacional el año 2006, en cuanto a un nuevo concepto de empresa y ratificar el Convenio N° 81 de la OIT sobre las inspecciones del trabajo.

Puso término a sus palabras expresando que los trabajadores y sus organizaciones no quieren que les sigan dando aspirinas para el cáncer que les afecta que es el Código del Trabajo.

INTERVENCIONES DE LOS REPRESENTANTES DE LA FEDERACIÓN NACIONAL DEL TRABAJADOR WALMART Y DE LA CONFEDERACIÓN COORDINADORA DE SINDICATOS DEL COMERCIO

El Presidente de la Federación Nacional del Trabajador Walmart, señor Manuel Díaz, explicó a la Comisión que estas entidades representan a 39 mil trabajadores aproximadamente, siendo la organización más importante del área del retail.

Luego, hizo uso de la palabra el Secretario Organizacional de la Confederación, señor Humberto Meza, quien informó pertenecer a la empresa Falabella que se caracteriza por ser poseedora de una cifra mayor a los 40 RUT, dando como resultado que cada una de las tiendas a lo largo del país tiene una razón social distinta. 

En cuanto a la introducción del término “dirección laboral común” en la indicación presentada por el Ejecutivo, señaló que cada una de las razones sociales de Falabella negocia en forma separada, de manera que dicha proposición del Ejecutivo va a reafirmar este actuar de la empresa Falabella, porque en vez de contar con un solo gerente de recursos humanos, va a crear dicho cargo en cada una de las tiendas, lo que hará pervivir el multirut.

Seguidamente, intervino el Vicepresidente de la Confederación, señor Carlos González, quien indicó que labora en la empresa Montserrat, entidad que ocupa muchos resquicios legales en el tema de la subcontratación y cada vez que los sindicatos quieren negociar colectivamente la empresa Montserrat despide a una gran cantidad de trabajadores y los contrata bajo el sistema de subcontratación, restándole fuerza al movimiento sindical.

A continuación, el Secretario General de la Confederación, señor Sergio Cisternas, trabajador de la empresa Ripley, informó que hasta hace poco cada una de las tiendas poseía una razón social distinta, dándose lugar a las negociaciones con los trabajadores bajo ese régimen. Desde septiembre del año 2011, Ripley decidió unificar las razones sociales de las distintas tiendas, pero los efectos del multirut continúan sin cambios, ya que cada una de las tiendas negocia por sí sola y, solamente en algunos casos, se ha llegado a tener más de una organización sindical en alguna de las tiendas.

Añadió que ante este escenario, la única solución viable para eliminar los efectos que persisten del multirut es una moratoria.

Por su parte, el asesor legal de la Confederación y Director Ejecutivo del Centro de Estudios del Trabajo, señor Carlos Cano, informó a la Comisión que prestan asesoría a 130 sindicatos de las grandes tiendas y de los supermercados, lo que significa un conocimiento práctico de los problemas que enfrentan los trabajadores.

Puntualizó que respecto del proyecto de ley en estudio y de la indicación formulada por el Gobierno y, coincidiendo con la opinión de los profesores de Derecho del Trabajo, señores Gamonal y Toledo, sería preferible que no se legislara, porque lo que se agrega mediante la indicación son solo dificultades y lo que verdaderamente corresponde es alterar el concepto de empresa, ya sea eliminándolo o dándole una buena definición.

Precisó su opinión en orden a que lo más eficaz es la supresión de dicho concepto.

Sin embargo, dijo que también había que colocarse en un mal escenario, es decir, recordar que la CPC y la CUT, esta última bajo el mando de Arturo Martínez, llegaron a un acuerdo que era parte de un todo y esa parte contiene concesiones que hacen que en realidad el beneplácito de la CUT al acuerdo más global con la CPC implica, en la práctica, una desventaja muy importante respecto de lo que hoy día ocurre. 

Prosiguió expresando que cuando mencionó el número de sindicatos a los que asesora en conjunto con otros expertos, se está refiriendo sólo a las grandes empresas del retail (Cencosud, Falabella, Ripley, Montserrat, La Polar, Hites y otras unidades más pequeñas) y ellas se han aproximado de distinta manera a la obviedad que iba a ocurrir en cuanto a la reforma del multirut y es así que Walmart ya simplificó sus RUT a 4, surgiendo la pregunta de ¿cómo la indicación del Ejecutivo ataca la existencia de las 4 razones sociales existentes en Walmart?. Al respecto, explicó que existen en la empresa mencionada los Hipermercados, los Express, Ekono y A Cuenta, por lo que la indicación no va a resolver el problema de que puedan negociar juntos, porque cualquier juez a partir del análisis de los elementos indiciarios puede llegar a la conclusión de que sean copulativos, ya que queda abierta esa posibilidad en la redacción presentada.

El asesor legal de la Confederación y Director Ejecutivo del Centro de Estudios del Trabajo, señor Carlos Cano, advirtió que al ser entendidos como copulativos se configura una dificultad absoluta para que los jueces determinen, por ejemplo, que Hipermercados y Express –que venden exactamente lo mismo, pero ocupan distintos metros cuadrados de instalaciones- puedan negociar juntos. A contrario sensu, hoy día -en la práctica- la sola amenaza de que el juez determine que se trata de una sola empresa hace posible negociar antes de llegar a tribunales. Sin embargo, advirtió, si se aprueba la indicación del Ejecutivo las empresas van a intentar operar ganando o dilatando en el tiempo la decisión de un juez. 

Especificando su última aseveración, indicó que en el caso de Walmart, con 14 mil trabajadores, las empresas tienen como fecha de negociación diciembre de cada año, que es un momento de alta presión; con la indicación del Gobierno, aunque sea evidente que las empresas van a perder un juicio van a dilatar el procedimiento para cambiar la fecha de negociación. 

Continuó su análisis preguntando ¿qué va a pasar durante el período en que el juez está en proceso de determinación, que puede alcanzar hasta un año? y aseveró que los trabajadores van a quedar sin fuero y los sindicatos pueden ser desarmados. En el caso de Falabella, que es la única empresa que todavía mantiene un RUT por cada lugar de venta, todos sus dirigentes desde el año 2009 en adelante han sido desarticulados. En la actualidad se está tratando de recomponer la unidad sindical, pero si la indicación del Gobierno es aprobada en los mismos términos esa negociación se hace imposible, porque cualquiera de los denominados “elementos indiciarios” por parte del Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz, conforme a la redacción entregada por el Ejecutivo, hará que el juez no los considere indicios, sino que pueda sentirse llevado a incluirlos todos tal como lo sugirió el Instituto Libertad y Desarrollo.

El asesor legal de la Confederación y Director Ejecutivo del Centro de Estudios del Trabajo, señor Carlos Cano, agregó que la indicación presentada por el Gobierno de la Presidenta Bachelet consiste en un acuerdo del Ejecutivo con la CUT y la CPC para decir que han solucionado un problema que en realidad no lo están solucionando. A veces se legisla mal, como por ejemplo la denominada ley de semana corrida, que ha provocado que Falabella le rebaje a los trabajadores las 45 horas de trabajo a 40 horas de trabajo y los tenga durante tres años ganando menos plata que el ingreso mínimo legal. Otro ejemplo de mala legislación es la ley que iguala el sueldo base con el ingreso mínimo legal, ya que permitió que todas las grandes empresas del comercio –gracias al Dictamen de la Dirección del Trabajo- establecieran que la parte variable del sueldo complementaba lo que faltaba al sueldo base, de modo tal que significó que las empresas le quitaran a todos los trabajadores las comisiones e inventaran los denominados “premios por metas”, que son de mucho menos valor y que obviamente resolvieron el problema de subsanar la falta de dinero para completar el pago del sueldo base igual al ingreso mínimo.

Finalizó su intervención manifestando que en los términos en que está redactada la indicación del Gobierno va a significar un daño grave para los trabajadores y las personas que la redactaron o no saben lo que es la negociación colectiva en la práctica o en realidad persiguen objetivos que no es del caso enunciar en este momento.

Enseguida, intervino el asesor jurídico del Centro de Estudios del Trabajo, señor Aníbal Cano, quien ante la posibilidad de que se apruebe la indicación formulada por el Gobierno, sugirió enmendar la redacción con la finalidad de no permitir que se agreguen requisitos a la declaración de un solo empleador, recordando que ya existe la petición de declaración de unidad económica cuando se realiza la reclamación por subterfugio. En estos últimos casos, en la práctica los jueces determinan ciertos criterios para establecer que se trata de un solo empleador, pero conforme a la indicación del Ejecutivo se contempla la conjunción “y” que deja abierta la puerta para entender que se necesita la concurrencia de los otros requisitos y no sólo la dirección laboral común. Para corregir dicha deficiencia, propuso sustituir la conjunción “y” por la conjunción “o”, resultando que se exija uno de esos requisitos y no todos ellos.

Respecto al tema de la moratoria, mencionada por el Secretario General de la Confederación, señor Sergio Cisternas, explicó que dicha instancia comprende el establecimiento de un plazo, a cuyo término todos los contratos o instrumentos colectivos dejan de tener vigencia, con el objetivo de que una vez que la ley entre en vigencia los trabajadores puedan efectivamente negociar en forma conjunta.

El asesor legal de la Confederación y Director Ejecutivo del Centro de Estudios del Trabajo, señor Carlos Cano, informó que la moratoria se aplicó en Chile los años 1979 y 2001. En el primer año, que corresponde al inicio del Plan Laboral, se estableció un período de 2 años en el que las negociaciones se ordenaron por orden alfabético y en el año 2001 se determinó la moratoria para los instrumentos colectivos, los que en algunos casos alcanzaron los 8 años.

La sugerencia, expresó, es que las empresas afectadas por el tema del multirut terminen sus instrumentos colectivos en fecha determinada, de modo tal que los trabajadores se puedan reorganizar.

INTERVENCIÓN DEL REPRESENTANTE DE LA COORDINADORA DE SINDICATOS INTEREMPRESA Y DEL SINDICATO INTERNACIONAL SIL-WALMART, SEÑOR JUAN MORENO
El Presidente de las entidades referidas, señor Juan Moreno, informó que la Coordinadora de Sindicatos Interempresa agrupa entidades de los camioneros, Agrosuper, Codelco, Sidarte y Enap entre otros, que tienen la categoría de sindicatos interempresa, unida, además, al Sindicato SIL-Walmart.

Declaró que la indicación presentada por el Gobierno significa un avance en la agenda laboral, ya que permitirá que los sindicatos interempresa negocien regladamente con los holding. 

Especificó que en el caso de sindicatos como el de Agrosuper, que han sido agredidos durante años por la empresa, verán que se pone término a los grupos negociadores implementados por las empresas.

Indicó que a las entidades que representa no les complica que las empresas creen muchos RUT, sino que les interesa poder negociar y eso se estaría logrando con la indicación; sin embargo, solicitó que se eliminara el artículo 334 bis A del Código del Trabajo.

INTERVENCIÓN DEL REPRESENTANTE DE LA FEDERACIÓN NACIONAL DE SINDICATOS DE CONDUCTORES DE CAMIONES DE CHILE, SEÑOR JOSÉ SANDOVAL
El Presidente de la Federación Nacional de Sindicatos de Conductores de Camiones de Chile, señor José Sandoval, reclamó que transcurridos más de 20 años en democracia todavía exista una tutela que impide a los trabajadores ejercer el derecho a negociar colectivamente, a la que podría ponerse término eliminando el artículo 334 bis A del Código del Trabajo.

Agregó que si bien se dice que la negociación colectiva se da al interior de la empresa, los que forman los sindicatos son los trabajadores y éstos eligen a qué sindicato se afilian, por lo que el sujeto negociador será al que los trabajadores se encuentren afiliados. Además, cada uno de los trabajadores ha firmado un contrato individual y prestan servicios a ciertos empleadores. De esta manera, se les debe dar mayor acceso a la negociación colectiva, provocando incluso que no fuera necesario discutir el ingreso mínimo.

--------

PRECISIONES DEL PROFESOR DE DERECHO DEL TRABAJO, SEÑOR SERGIO GAMONAL CONTRERAS

El profesor de Derecho del Trabajo, señor Sergio Gamonal Contreras, hizo uso de la palabra para realizar las siguientes precisiones, principalmente respecto de lo expuesto por los representantes del Instituto Libertad y Desarrollo:

-Si un empresario tiene varias empresas, con la noción de empleador contenida en el Código del Trabajo no tiene nada que temer, ya que si esas empresas son distintas no se lo va a calificar como un mismo empleador. Por ello, no es necesaria la noción de empresa para efectos de asignar los derechos laborales. 

-Si un empresario tiene varias empresas de distintos rubros, pero es el mismo empleador de todos los trabajadores, tendrá que cumplir con la ley.

-Tradicionalmente la legislación laboral no se centra en los perjuicios, porque la prueba de perjuicios es complicada y en materia sindical el perjuicio por antonomasia es el despido de los trabajadores. Tener que probar perjuicios del fraude que implica el multirut va a significar el entorpecimiento del juicio.

-El tema de la indemnización por años de servicios no tiene relación alguna con el multirut y es importante decir que dicha indemnización es un gran beneficio para los trabajadores, porque sólo deben probar antigüedad y, asimismo, un gran beneficio para el empleador, porque lo exime de las normas generales de responsabilidad, es decir, cada vez que termina un contrato no se va a un juicio abierto como es el caso de los accidentes del trabajo, sino que está obligado a pagar un número determinado de meses.

-Respecto a la obligación de negociar colectivamente y su extensión a los sindicatos interempresa, si éstos pudieran obligar a negociar no se tendrían tantas dificultades con el multirut. Desde una perspectiva docente, en el derecho comparado por regla general no existe la obligación a negociar, pero sí existe el derecho a huelga. Es así que en países capitalistas, como Inglaterra, el sindicato se presenta ante el empleador y le solicita negociar, si se le niega la negociación el sindicato se va a huelga y no existe la figura del reemplazo. La autonomía de los actores sociales implica que el empleador tiene la capacidad de mando, pero los trabajadores pueden ir a huelga. Como Chile prohíbe la huelga, existe la obligación de negociar.

-Reiteró que estos sistemas menos libertarios, como el de nuestro país, sólo existen en algunos países africanos y en Mongolia, cosa que no ocurre en aquellos con los que Chile se quiere comparar, donde existe diálogo social y para que los trabajadores tengan peso tienen derecho a huelga, situación que no ha implicado la quiebra ni de Inglaterra, Francia o Alemania, esta última nación que es el motor de Europa negocia todo por área de actividad.

PRECISIONES DEL PROFESOR DE DERECHO DEL TRABAJO, SEÑOR CÉSAR TOLEDO CORSI
El profesor de Derecho del Trabajo, señor César Toledo Corsi, manifestó su preocupación por la indicación del Gobierno que afecta distintos ámbitos que no están cubiertos, como lo es la autonomía sindical, ya que requiere un trámite previo de cara a los casos de multirut para poder constituirse y también para ejercer el derecho a negociación colectiva. A su vez, eso se cruza con las facultades de la Dirección del Trabajo, puesto que se le va a exigir, en un caso de multirut, que se pronuncie sobre si se constituye un solo empleador y la empresa va a decir que esa materia no es competencia de la Dirección del Trabajo, sino que de los tribunales y, además, es previa y, conforme a la indicación del Ejecutivo se debería haber suspendido la acción ante los tribunales durante el proceso de negociación colectiva. En resumen, la negociación va a terminar en un nivel aún más ínfimo.

Añadió que la indicación del Gobierno, tal como lo señalaron los abogados del Centro de Estudios del Trabajo, también va a afectar el fuero de la negociación colectiva.

Expresó que la indicación yerra profundamente cuando en reiteradas oportunidades menciona la expresión empresa y en realidad debiera decir razón social o multirut. 

En cuanto a la existencia de normas que fomentan el multirut, precisó que si se remueven los obstáculos para un ejercicio de la libertad sindical en forma plena y como disponen las directrices de la OIT que “las partes pueden negociar libremente” y con la existencia del derecho a huelga, tal situación no se presentaría.

Finalmente, aseveró que más que el gatopardismo anunciado por el Secretario General de la Central Autónoma de Trabajadores, con la indicación del Ejecutivo se está más cerca de la Ley de Murphy, o sea, algo que está mal puede estar aún peor.

PRECISIONES DE REPRESENTANTES SINDICALES
El Presidente de la Federación Nacional del Trabajador Walmart, señor Manuel Díaz, quiso dejar constancia que varias vulneraciones que efectúan los empresarios se relacionan con la creación de distintas razones sociales y también con la creación de sus propios sindicatos que le ponen techo a las negociaciones colectivas, hechos estos últimos por los cuales han resultado sancionados. 

Respecto a lo dicho por el Presidente de la Federación Nacional de Sindicatos de Conductores de Camiones, en cuanto que los sindicatos son creados por los trabajadores declaró coincidir con esa aseveración, agregando –en todo caso- que sus dirigentes también deben ser elegidos por los trabajadores y no creados por los empresarios ni sus dirigentes elegidos por los empresarios.

-------

El Secretario General de la Central Autónoma de Trabajadores de Chile, señor Alfonso Pastene, hizo uso de la palabra para dejar constancia de las siguientes precisiones:

-El acuerdo de la CUT con la CPC sólo vincula a las partes y los trabajadores que no pertenecen a dichas partes están libres de tener su propia postura ante el tema del multirut.

-Entregarle mayores responsabilidades a la actual Dirección del Trabajo, que no tiene funcionarios e incluso infringe la ley al tener mayor dotación a contrata que funcionarios de planta, es un error. La CAT efectuó una presentación ante dicha entidad el 26 de octubre de 2013 y hasta el día de hoy la fiscalización no se efectúa. Por ello es importante avanzar en la ratificación del Convenio N° 81 de la OIT.

-Chile no puede continuar negándole el derecho a huelga a sus trabajadores, porque nuevamente se va a producir una división social que va a producir el rompimiento de la paz en que todos queremos vivir.

-------

Se deja constancia que la Cámara de Comercio de Santiago hizo llegar un documento con las observaciones que le merecía la indicación presentada por el Ejecutivo, cuyo texto se puede consultar en la Secretaría de la Comisión.

SESIÓN CELEBRADA EL DÍA 14 DE MAYO DE 2014.

En sesión del día 14 de mayo de 2014, la Comisión recibió en audiencia al representante de la CONSFECOVE y, a continuación, dio inicio a la discusión y votación de las indicaciones presentadas los días 14 de abril y 5 de mayo de 2014.

INTERVENCIÓN DEL REPRESENTANTE DE LA Confederación Nacional de Sindicatos y Federaciones de Trabajadores del Comercio y Servicios, SEÑOR LEANDRO CORTEZ

El Presidente de la Confederación Nacional de Sindicatos y Federaciones de Trabajadores del Comercio y Servicios, señor Leandro Cortez, expuso las observaciones de dicha entidad respecto del proyecto de ley en informe.

En primer lugar, valoró la discusión de una iniciativa cuya finalidad apunta a proteger el ejercicio de derechos laborales colectivos, con especial énfasis en las consecuencias que han afectado por más de veinte años a los trabajadores del comercio y servicios a raíz de la división de una empresa en múltiples razones sociales.

En ese sentido, aseveró que el propósito de los trabajadores del sector apunta a generalizar la jurisprudencia judicial que ha establecido que todos los trabajadores pueden formar parte de un solo sindicato y llevar a cabo una única negociación colectiva, independientemente de los giros específicos de las razones sociales por las que se encontraren contratados.

En consecuencia, abogó por establecer que diversas razones sociales pueden ser agrupadas en el procedimiento de negociación colectiva con un solo sindicato, incluyendo a la empresa matriz o controladora.

En la misma línea, aseveró que, actualmente, las empresas impiden la negociación colectiva mediante la fragmentación artificial de sus razones sociales, aun cuando, para efectos de publicidad, marketing o cumplimiento de obligaciones administrativas ante organismos públicos tales como la Superintendencia de Valores y Seguros, aparecen como una sola entidad.

Por otra parte, explicó que uno de los elementos que permiten determinar la existencia de una sola empresa consiste en la dirección laboral común, la que no sólo comprende el ejercicio de facultades respecto del personal de la empresa, sino, además, cuestiones relativas a la gestión operacional o de seguridad. Asimismo, indicó que el elemento de subordinación o dependencia debe ser interpretado considerando la organización general de la empresa, y no debe referirse, exclusivamente, a la facultad de mando que en ella se ejerce.

En ese contexto, aseveró que existen ciertos elementos indiciarios que permiten que el juez pueda acreditar el elemento relativo a la dirección laboral común, tales como el control de asistencia y jornada de trabajo; la existencia de infraestructura o instalaciones comunes; la vigencia de políticas comerciales e imagen corporativa de la misma especie; el control de sistemas operativos y registro de las remuneraciones; el Reglamento Interno de Higiene y Seguridad y la existencia de un mismo equipo negociador durante el proceso de negociación colectiva. 

En lo relativo al mecanismo destinado a determinar la existencia de una sola empresa, manifestó su conformidad con la radicación de dicho procedimiento ante el Juez del Trabajo. Con todo, abogó por la aplicación del procedimiento monitorio, considerando que ello implicaría una reducción en el tiempo de resolución de dicho trámite, en tanto que la presentación de la acción judicial respectiva no debe suspender el desarrollo de la negociación colectiva.

Asimismo, abogó por conservar la facultad de la Dirección del Trabajo para revisar las objeciones de legalidad dentro del procedimiento de negociación colectiva, toda vez que de ese modo interviene, de modo relevante, en el proceso de establecer que dos o más empresas constituyen un solo empleador.

En lo relativo a la titularidad sindical, abogó por establecer el derecho de los sindicatos interempresa para negociar colectivamente. Con todo, sostuvo que el mismo derecho debe ser reconocido a las Federaciones de Sindicatos que se hubieren formado por sindicatos de empresas de razones sociales relacionadas. En efecto, agregó, que la experiencia muestra que las empresas del retail estructuran sus relaciones sindicales no a nivel de sindicatos base, sino a nivel de Federaciones.

Finalmente, manifestó que debe regularse en detalle la aplicabilidad a largo plazo de las normas que contiene la iniciativa, toda vez que, en el caso de los instrumentos colectivos vigentes, en cada razón social se verifica una distinta fecha de vencimiento de sus instrumentos colectivos.

INETRVENCIÓN DE LA MINISTRA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, SEÑORA JAVIERA BLANCO

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, expuso ante la Comisión respecto de las consultas y observaciones que diversas organizaciones sindicales y profesores de Derecho del Trabajo han formulado al proyecto de ley y a las indicaciones en estudio.

En primer lugar, aseveró que la problemática que deriva de la fragmentación de una empresa en múltiples razones sociales puede ser resuelta con la eliminación de dicho concepto o mediante la substitución de los elementos que lo componen. 

En ese contexto, explicó que, utilizando un criterio de conveniencia, procedencia y viabilidad, se ha optado por considerar los acuerdos adoptados por la Comisión de Trabajo y Previsión Social con anterioridad a la apertura de dos nuevos plazos de indicaciones –hasta el 14 de abril y 5 de mayo de 2014-, los que, en lo esencial, vinculan el concepto de empresa con el de empleador. Dicha vinculación, sostuvo, resulta coherente con la expresión de motivos de la Moción y con el acuerdo de voluntades suscrito entre la Central Unitaria de Trabajadores y la Confederación para la Producción y Comercio en enero de 2012.

Asimismo, aseveró que las indicaciones 3g), 3j) y 5a), presentadas por el Ejecutivo en el plazo correspondiente al 5 de mayo de 2014, consideran los criterios jurisprudenciales para identificar aquellos casos en que, tras varias razones sociales, existe un empleador real común.

En ese contexto, afirmó que dichas indicaciones apuntan a garantizar la estabilidad de lo resuelto y de los criterios jurisprudenciales de los Tribunales de Justicia, en tanto que la eventual eliminación del concepto de empresa podría abrir un margen de interpretación judicial cuyos efectos no es posible predecir.

En relación al carácter copulativo o disyuntivo de los requisitos que contiene la indicación 3g) para determinar que dos o más empresas constituyen un solo empleador, enfatizó que ésta consagra un elemento imprescindible, consistente en la dirección laboral común, junto a otros de carácter indiciario, entre los que se encuentra la similitud o necesaria complementariedad de los productos o servicios que elaboren o presten o la existencia entre ellas de un controlador común. 

De ese modo, aseveró que no se trata de requisitos copulativos, de tal forma que la dirección laboral común debe verse reforzada mediante la concurrencia de alguno de los elementos indiciarios reseñados precedentemente.

Enseguida, sostuvo que la modificación al concepto de empresa resulta relevante, toda vez que la jurisprudencia existente recae sobre el ejercicio de derechos individuales, pero carece de efectos para los derechos laborales colectivos. De ese modo, aseveró, la iniciativa propone extender las consecuencias que derivan de la declaración de empleador real común hacia el ámbito del derecho colectivo del trabajo.

En cuanto a la radicación del conocimiento de dichas controversias ante la jurisdicción laboral, sostuvo que se trata de una materia que, atendida la relevancia de sus efectos para empleadores y trabajadores, debe ser analizada y resuelta por el Juez del Trabajo, y permite facilitar el acceso a la tutela judicial para las organizaciones sindicales.

 Agregó que ello no generará una excesiva judicialización de las controversias en esta materia, toda vez que, al establecerse la responsabilidad solidaria entre las empresas que hubieren sido declaradas como un solo empleador, se producirá la extensión de los efectos de la sentencia para todos los trabajadores de las organizaciones sindicales comprendidas dentro del multirut. En la misma línea, sostuvo que la solución de dichas contiendas por parte de la Dirección del Trabajo, u otro órgano administrativo, provocaría dudas respecto de la imparcialidad del procedimiento que se hubiere sustanciado.

-------

SESIÓN CELEBRADA EL DÍA 19 DE MAYO DE 2014.

En sesión celebrada el día 19 de mayo de 2014, la Comisión recibió en audiencia a los representantes de la Asociación Gremial de Empresas de Servicios Transitorios y, seguidamente, continuó la discusión y votación de las indicaciones presentadas los días 14 de abril y 5 de mayo de 2014.

INTERVENCIÓN REPRESENTANTES ASOCIACIÓN GREMIAL DE EMPRESAS DE SERVICIOS TRANSITORIOS (AGEST)

 



El Presidente y el Vicepresidente de la Asociación Gremial de Empresas de Servicios Transitorios (AGEST), señores Héctor Guerra y Juan Carlos Martino, respectivamente, expusieron ante la Comisión respecto de las observaciones de dicha entidad al proyecto de ley en estudio.
 



En primer lugar, el Vicepresidente de la Asociación Gremial de Empresas de Servicios Transitorios, señor Juan Carlos Martino, indicó que la entidad, fundada en el año 1996, agrupa a las principales empresas nacionales y extranjeras del rubro, siendo representativa del 40% de la industria, en las que prestan servicios cerca de 200.000 personas anualmente. Dichas entidades, añadió, se encuentran regidas por la ley N° 20.123, que regula el trabajo en régimen de Subcontratación, el funcionamiento de las Empresas de Servicios Transitorios, de 2007.
 



En ese contexto, sostuvo que el referido cuerpo legal reconoció la actividad que desarrollan tales empresas y las obligó a adoptar  una determinada forma de organizarse, la que requiere la existencia de distintas individualidades legales determinadas para que éstas puedan operar. Con todo, aseveró que dicha forma de organización podrá ser considerada una empresa u organización que incurre justamente en las prácticas que este proyecto busca combatir, no obstante estar dando cumplimiento a la normativa específica que lo rige.
 



De ese modo, agregó que la eventual aprobación de la iniciativa podría resultar incompatible con la regulación específica que opera para las empresas del sector, sin perjuicio que, sostuvo, la existencia de múltiples individualidades legales determinadas no da cuenta, por sí misma, de prácticas lesivas de los derechos laborales.
 



En consecuencia, abogó por establecer la aplicación de las disposiciones específicas que el Código del Trabajo contiene en materia de subcontratación respecto de las empresas del rubro.
Consultas

 



El Senador señor Letelier aseveró que la iniciativa no pretende evitar la multiplicidad de individualidades legales de una empresa, sino la ocurrencia de prácticas lesivas de los derechos laborales, con especial énfasis en los derechos colectivos. De ello se deriva, añadió, la compatibilidad entre las normas sobre subcontratación y las disposiciones contenidas en la iniciativa en estudio.
 



El Vicepresidente de la Asociación Gremial de Empresas de Servicios Transitorios, señor Juan Carlos Martino, reiteró que la normativa especial aplicable en su caso, contenida en la ley N°20.123, sanciona de modo específico las conductas que pudieren ser comprendidas como un uso abusivo de diversas razones sociales, por lo que debe analizarse la compatibilidad de dichas disposiciones y aquellas que resulten de la negociación en estudio.
 



El Presidente y el Vicepresidente de la Asociación Gremial de Empresas de Servicios Transitorios (AGEST), señor Héctor Guerra, agregó que en las entidades del sector existe una alta tasa de sindicalización y se verifican altos índices de negociación colectiva, sin que existan una artificiosa organización empresarial, toda vez que la forma en que se organizan las empresas del sector  deriva de lo dispuesto por la ley N°20.123, que regula el trabajo en régimen de Subcontratación, el funcionamiento de las Empresas de Servicios Transitorios.
 



El Senador señor Larraín sostuvo que la eventual incompatibilidad entre las normas contenidas en dicho cuerpo legal y aquellas que derivan de la iniciativa en estudio no resulta ser tal, toda vez que, aplicando un principio de especialidad en la interpretación de las leyes, debe aplicarse la normativa específica que opera en su caso.
 



El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, añadió que dicho cuerpo normativo exige la creación de distintos individualidades legales determinadas, por lo que no se trata de una figura artificiosa, sin perjuicio que resulta evidente que se trata de empresas creadas con una finalidad distinta entre sí. 
 



La Senadora señora Goic coincidió con dicha observación, señalando que, al tratarse de empresas que cumplen con los requisitos legales para poder operar en el ámbito de la subcontratación, no se verifica, en su caso, una hipótesis de multirut.

Intervención de la Ministra del Trabajo y Previsión Social respecto del concepto de dirección laboral común

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, reiteró que la noción de dirección laboral común debe ser concebida atendiendo al ejercicio material de la potestad de mando en la relación laboral y comprende, en un sentido amplio, las facultades disciplinarias, de dirección, organización y administración de los trabajadores.

En lo relativo a la naturaleza de los requisitos que permiten determinar que dos o más empresas conforman un solo empleador, reiteró que la existencia de una dirección laboral común  constituye un elemento obligatorio e imprescindible, en tanto que los demás elementos constituyen indicios a los cuales el juez debe recurrir para efectos de determinar que dos o más empresas deben ser consideradas como un solo empleador.

-------
ARGUMENTACIONES PREVIAS A LA DISCUSIÓN DE LAS INDICACIONES

Respecto de los requisitos que deben concurrir para que dos o más empresas sean consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales, el Senador señor Allamand sostuvo que la indicación 3e), de su autoría, da cuenta, de modo literal, del acuerdo de voluntades suscrito por la Central Unitaria de Trabajadores y la Confederación para la Producción y el Comercio, en enero de 2012, y del programa de Gobierno del Ejecutivo en materia laboral.

En efecto, precisó que en dichos documentos se consagra el carácter copulativo de los requisitos que deben acreditarse para que dos o más empresas constituyan un solo empleador. 

En la misma línea, señaló que la indicación 3g), presentada por el Ejecutivo, también consagra la exigencia de requisitos copulativos, toda vez que, a la existencia de una dirección laboral común, deben agregarse otros elementos indiciarios que, a título ejemplar, describe dicha indicación.

El Senador señor Letelier sostuvo que la consagración de requisitos copulativos dificulta el proceso de identificación del empleador común, en tanto que la existencia de elementos alternativos facilita la interpretación que debe realizar el Juez del Trabajo.

En esa línea, afirmó que el razonamiento judicial en materia laboral considera, preferentemente, el principio de primacía de la realidad. Con todo, aseguró que la aplicación de dicho principio puede verse constreñida ante el establecimiento de determinadas disposiciones legales, tal como ocurriría en el evento que se establecieran requisitos o criterios de carácter copulativo.

En efecto, señaló que el propósito de la indicación 3g) apunta a establecer aquellos casos en que distintas razones sociales pueden ser concebidas como una sola empresa, en tanto que la indicación 3e) introduce requisitos copulativos, algunos de los cuales no se encuentran regulados en el Código del Trabajo, tal como ocurre con necesidad de la existencia de un controlador común.

Por otra parte, explicó que la indicación 3e) contiene elementos indiciarios cuya concurrencia resulta compleja de acreditar tratándose de las empresas de retail, lo que dificultaría la aplicación de dicha normativa.

En consecuencia, aseveró que la indicación 3e), en la práctica, impediría la identificación del empleador común. 

El Senador señor Allamand manifestó que, en su opinión, no es posible concluir que el establecimiento de requisitos copulativos generaría la imposibilidad de determinar que dos o más empresas constituyen un solo empleador.

En la misma línea, reiteró que la indicación de su autoría propone establecer el carácter copulativo de los requisitos que consagra, en los mismos términos que se contiene en el acuerdo de voluntades suscrito entre la Central Unitaria de Trabajadores y la Confederación para la Producción y el Comercio y en el programa de Gobierno del Ejecutivo en materia laboral.

En ese sentido, añadió que la indicación 3g) también se encuentra redactada en términos copulativos, toda vez que exige que, en todo caso, debe concurrir una dirección laboral común, junto a otros elementos que aquella señala de modo meramente ejemplar, tal como ocurre con la similitud o necesaria complementariedad de los productos o servicios que elaboren o presten o la existencia entre ellas de un controlador común.

Enseguida, la Senadora señora Goic detalló las diferencias entre el texto despachado por la Cámara de Diputados –y aprobado en general por el Senado- y el tenor de las indicaciones sometidas a discusión de la Comisión. Al respecto, afirmó que dicho texto establece que se entienden comprendidos dentro del concepto de empresa los grupos de empresas relacionadas que integran una misma unidad económica, ordenada bajo una dirección común.

Por su parte, agregó, las indicaciones en análisis, y el acuerdo suscrito entre la Central Unitaria de Trabajadores y la Confederación para la Producción y el Comercio, proponen la introducción de una serie de requisitos que, de modo indiciario, permiten determinar aquellos casos en que dos o más empresas constituyen un solo empleador, en cuyo contexto el elemento relativo a la dirección laboral común resulta ser imprescindible.

La Senadora señora Muñoz coincidió en advertir las diferencias existentes entre el texto aprobado en primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados y el tenor de las indicaciones sometidas a la consideración de la Comisión.

Respecto del elemento relativo a la dirección laboral común, sostuvo que, en los términos contenidos en las indicaciones en estudio, se trata del elemento esencial para determinar que dos o más empresas conforman un solo empleador, lo que supone un cambio respecto de los elementos en cuyo análisis se había centrado la Comisión de Trabajo y Previsión Social con anterioridad a la apertura de nuevos plazos de indicaciones, correspondientes al 14 de abril y 5 de mayo de 2014, las que consistían en el desarrollo de negocios o actividades dependientes entre sí, bajo una misma administración y que no puedan subsistir por sí solos, y que estuvieran sujetas a una sola dirección y control laboral en la ejecución del negocio o actividades de las empresas relacionadas.

En ese contexto, explicó que la adopción de la dirección laboral común como elemento definitorio para determinar que dos o más empresas constituyen un solo empleador puede resultar contraproducente, toda vez que podría generar la división artificial de dicho requisito para fragmentar, artificialmente, la organización de la empresa.

TRATAMIENTO DE LAS INDICACIONES PRESENTADAS EL 14 DE ABRIL Y EL 5 DE MAYO DE 2014

De conformidad con los acuerdos adoptados por la Sala del Senado, de abrir nuevos plazos para formular indicaciones, con fecha 14 de abril y 5 de mayo de 2014, se presentaron las siguientes:

A LA LETRA a) DEL ARTÍCULO 1°, REFERIDA AL ARTÍCULO 3° DEL CÓDIGO DEL TRABAJO

Indicación número 2 c)

La indicación número 2 c), del Senador señor Larraín, tiene por objetivo eliminar la letra a) del artículo 1° del texto despachado por la Cámara de Diputados. 

Dicha letra a) intercala en el artículo 3° del Código del Trabajo un inciso nuevo que entiende comprendido dentro del concepto de empresa a los grupos de empresas relacionadas que integran una misma unidad económica, ordenada bajo una dirección común.

-Esta indicación fue retirada por su autor, el Senador señor Larraín.
Indicación número 3 e)

La indicación número 3 e), del Senador señor Allamand, propone sustituir la mencionada letra a) del artículo 1° del texto despachado por la Cámara de Diputados, de modo que define el concepto de una misma empresa.

Su contenido es el siguiente:

“a) Intercálase, a continuación del inciso tercero, los siguientes incisos nuevos:

 “Con todo se entenderán como una misma empresa aquellas que tengan un mismo controlador, presten los mismos servicios o elaboren productos similares y se ordenen bajo una dirección laboral común. Las cuestiones suscitadas respecto de la aplicación de este inciso serán de competencia del Juez del Trabajo, quien resolverá previo informe de la Dirección del Trabajo, conforme al párrafo 3°, Capítulo II del Título I del Libro V del presente Código. Respecto de dicha sentencia se aplicarán los recursos contemplados en los artículos 477 y 483. 
 La sentencia deberá contener en su parte resolutiva la individualización de las empresas que deberán entenderse como una sola para efectos laborales y previsionales. Una vez ejecutoriada la sentencia, uno o más sindicatos  podrán presentar proyectos de contrato colectivo a las empresas respectivas, las que deberán negociar en forma conjunta, conforme a las reglas contenidas en los artículos 334 bis B y siguientes.”.

-Puesta en votación la indicación número 3 e), fue rechazada por tres votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.
Indicación número 3 f)

La indicación número 3 f), del Senador señor Horvath, tiene como finalidad sustituir la letra a) del artículo 1° del texto despachado por la Cámara de Diputados, para comprender dentro del concepto de empresa lo siguiente:

“a) Intercálase, a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso cuarto nuevo: 

“Para el solo efecto que los trabajadores puedan ejercer todos aquellos derechos establecidos en su favor en el presente Código y normas complementarias, se entenderá comprendido dentro del concepto de empresa a todas aquellas sociedades, empresas individuales de responsabilidad limitada y/o personas naturales, las que no obstante estar organizados como sujetos jurídicamente independientes, ejercen actividades económicas iguales, similares o complementarias, y se encuentran sometidas al control de una misma persona o grupo de personas.”.

El Senador señor Horvath acompañó como fundamentos de su indicación, los siguientes:

“La definición contenida en la indicación que se propone se hace cargo de todas aquellas materias que han sido objeto de debate en la Comisión de Trabajo de este Honorable Senado, amparando de manera efectiva a los trabajadores en el ejercicio de sus derechos, frente a la práctica abusiva concretada por parte de muchos grupos económicos, en cuanto a atomizar el desarrollo de sus giros mercantiles a fin de impedir o dificultar que los trabajadores de dicha organización puedan acceder a un amparo efectivo de los derechos que les concede nuestro ordenamiento jurídico laboral. 

Así las cosas, en primer lugar se plantea con claridad que la ampliación de la definición de empresa que se establece a partir del proyecto tiene por finalidad determinada que los trabajadores puedan ejercer todos aquellos derechos que le consagra el Código del Trabajo y sus normas complementarias, lo que resuelve de manera suficiente las aprehensiones relativas a los efectos perjudiciales que en términos del derecho mercantil, civil y tributario podría tener para los empleadores una modificación legal como la propuesta a través de la presente moción. Asimismo, la redacción de la norma propuesta deja en claro que la ampliación de la noción de empresa que se contempla, es para los efectos de que tanto los trabajadores como sus organizaciones puedan ejercer sus derechos, de manera tal que no se argumente en forma alguna que lo referido sólo se limita a procesos de negociación colectiva u otros equivalentes, ya que también beneficia a los trabajadores en el ejercicio de sus derechos laborales individuales 

En segundo término, se señala con claridad que cualquiera que sea la forma como se organiza el ejercicio de una actividad económica, estos serán sujetos de la norma de que se trata en el evento de encontrarse en alguno de los supuestos materiales que ella contempla. Se considera necesario, para efectos de claridad, hacer referencia precisa a las diversas formas en que una persona o grupo de personas se puede organizar para los efectos de desarrollar una actividad económica, lo que en nuestro ordenamiento jurídico importa la constitución de una sociedad, en cualquiera de sus formas, o una empresa individual de responsabilidad limitada. Sin perjuicio de lo anterior, es necesario hacer también mención expresa a quienes desarrollan un determinado giro o actividad  sin dotarse de alguna forma de organizaron jurídica especial, sino que lo hacen sencillamente como personas naturales.

En tercer lugar, se establece como supuesto material para aplicar la extensión de la noción legal de empresa para fines laborales, que las diversas sociedades, empresas o personas involucradas tengan una actividad económica igual, similar o complementaria, de manera tal de darle en la práctica alguna coherencia a la forma concreta en que se harán efectivo los derechos de los trabajadores, ya que no tiene lógica material que una empresa  minera  sea considerada para estos efectos como una misma empresa con aquella que desarrolle un giro de supermercado, por el sólo hecho de  formar parte de un grupo económico.
Finalmente, se establece la necesidad de que se encuentren bajo el control de una misma persona o grupo de personas, siendo lo determinante en este caso que las empresas sociedades o personas estén sometidas a una dirección material única, lo que se concreta en que las decisiones de todas ellas finalmente recaen en una misma voluntad (dueño o grupo de propietarios), más allá que cada una de ellas tengan gerentes o administradores diversos.”.




-Esta indicación 3 f) fue rechazada como consecuencia de la aprobación de la indicación 3 g) formulada por el Ejecutivo.

Indicación número 3 g)

La indicación número 3 g), de S. E. la Presidenta de la República, tiene como finalidad reemplazar la letra a) del artículo 1° y para ello este literal sustituye el inciso final del artículo 3° del Código del Trabajo por cinco incisos nuevos, que regulan la circunstancia en que dos o más empresas serán consideradas como un solo empleador.

Su texto es el siguiente:

“a) Reemplázase el inciso final del artículo 3° del Código del Trabajo, por los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo, nuevos:
“Dos o más empresas serán consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales, cuando tengan una dirección laboral común, y concurran a su respecto condiciones tales como la similitud o necesaria complementariedad de los productos o servicios que elaboren o presten, o la existencia entre ellas de un controlador común.
La mera circunstancia de participación en la propiedad de las empresas no configura por sí sola alguno de los elementos o condiciones señaladas en el inciso anterior.
Las empresas que cumplan lo dispuesto en el inciso cuarto de este artículo, serán solidariamente responsables del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales emanadas de la ley, de los contratos individuales o de instrumentos colectivos.
Las cuestiones suscitadas por la aplicación de los incisos anteriores serán de competencia del Juez del Trabajo, conforme al Párrafo 3°, Capítulo II del Título I del Libro V de este Código, quien resolverá el asunto, previo informe de la Dirección del Trabajo, pudiendo requerir además informes de otros órganos de la Administración del Estado. El ejercicio de las acciones judiciales derivadas de la aplicación del inciso cuarto del presente artículo, así como la sentencia definitiva respectiva, deberán, además, considerar lo dispuesto en el artículo 507 de este Código. 
Los trabajadores de todas las empresas consideradas como un solo empleador podrán constituir uno o más sindicatos que los agrupen, o mantener sus organizaciones existentes; podrán, asimismo, negociar colectivamente, con todas las empresas que han sido consideradas como un empleador, o bien con cada una de ellas. Los sindicatos interempresa que agrupen exclusivamente a trabajadores dependientes de empresas que hayan sido declaradas como un solo empleador podrán presentar proyectos de contrato colectivo, siendo obligatorio para el empleador negociar con dichos sindicatos. En estos casos, la presentación y tramitación de los proyectos de contrato colectivo se regirán por las normas establecidas en el Capítulo I del Título II del Libro IV de este Código.”.”.
DISCUSIÓN DEL PRIMER INCISO PROPUESTO EN LA INDICACIÓN 3 G) DEL EJECUTIVO

El Senador señor Letelier dejó constancia que en el Partido Socialista se ha estimado que lo óptimo sería eliminar el concepto de empresa que se consagra en el inciso tercero del artículo 3°del Código del Trabajo, resultando suficiente el concepto de empleador, de manera que la jurisprudencia vaya fijando –en base al principio de la realidad- la correspondiente interpretación sobre la materia.

Dijo entender que hubo un compromiso de la CUT con la CPC y que ese sería el marco de la indicación del Ejecutivo.

Manifestó preocupación por el concepto de “dirección laboral común”, ya que sus repercusiones pueden ser inciertas y para efectos de la historia de la ley indicó que debe considerarse en un sentido amplio y no restrictivo.

Respecto a los parámetros denominados indiciarios, señaló que no se entendía el alcance del concepto “necesaria complementariedad”, porque si existe complementariedad pero sin ser necesaria ¿sería un mal indicador? Estas dudas, explicó, dicen relación con la claridad necesaria del texto para que los jueces puedan crear jurisprudencia y dejó constancia que entendía que si es indiciario no puede ser limitante.

Con todo, atendido que existía el acuerdo mencionado, declaró que daba su respaldo a la indicación del Ejecutivo.

-Puesto en votación el primer inciso propuesto en la indicación 3 g), fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

-Puesto en votación el segundo inciso propuesto en la indicación 3 g), fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

DISCUSIÓN DEL TERCER INCISO PROPUESTO EN LA INDICACIÓN 3 G) DEL EJECUTIVO

El Senador señor Letelier manifestó que sería más adecuado ocupar la expresión “los empleadores” en vez de “las empresas”, porque se trata de determinar quién es el sujeto responsable, atendido que en el primer inciso de la indicación dos o más empresas serán consideradas “como un solo empleador”.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, explicó que la expresión “las empresas” guarda conexión con el texto del primer inciso propuesto que habla de dos o más empresas consideradas como un solo empleador.

-Puesto en votación el tercer inciso propuesto en la indicación 3 g), fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

DISCUSIÓN DEL CUARTO INCISO PROPUESTO EN LA INDICACIÓN 3 G) DEL EJECUTIVO

Los integrantes de la Comisión concordaron en sustituir la frase “serán de competencia del” por “se sustanciarán por el”, puesto que el juez del trabajo ya tiene la competencia sobre las cuestiones que se susciten por aplicación de los incisos anteriores, conforme al artículo 420 del Código del Trabajo.

-Puesto en votación el cuarto inciso propuesto en la indicación 3 g), fue aprobado con la enmienda señalada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

DISCUSIÓN DEL QUINTO INCISO PROPUESTO EN LA INDICACIÓN 3 G) DEL EJECUTIVO

El Senador señor Letelier consultó la opinión del Ejecutivo respecto a considerar un artículo transitorio que contenga un procedimiento que permita ordenar las negociaciones colectivas, porque si no es así se puede presentar el subterfugio de crear un nuevo sindicato interempresa para forzar una negociación colectiva con trabajadores que han salido de otros sindicatos que ya negociaron.

Además, requirió la opinión del Ejecutivo acerca del rol de las federaciones.

El asesor jurídico del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, manifestó que el trasfondo de la indicación del Ejecutivo es fortalecer la acción de los sindicatos y, en la medida de lo posible, que se vaya generando una disciplina en cuanto el poder de negociación de los sindicatos, de modo que pueda ejercerse en forma coordinada. 

Sobre el establecimiento de una moratoria de la fecha de los contratos colectivos, indicó que existe la posibilidad de que refuerce la coordinación de los distintos sindicatos, pero tiene la dificultad de introducir una norma que alteraría la vigencia de los contratos colectivos respecto de todos los trabajadores y de todos los sindicatos, incluso de aquellos que no son parte de la acción. En consecuencia, puntualizó que desde el punto de vista del Ejecutivo una moratoria podría interferir con el ejercicio del derecho de propiedad y esa es la razón porque la que no se innovó en la indicación en ese orden de ideas.

El Senador señor Letelier expresó una inquietud sobre lo que eventualmente va a suceder, poniendo como ejemplo el caso de un integrante de un sindicato, con un contrato vigente, que renuncia a ese sindicato y forma otro sindicato de empresa y presenta un pliego de negociación, cosa que podrían hacer los trabajadores que estén en un sindicato de empresa o interempresa y constituir otro actor para negociar nuevamente. 

En relación a ese tema, manifestó que le preocupaban los multirut sindical, en el sentido de que sean pocos los sindicatos que puedan negociar. Por ello consultó acerca de la posibilidad de comprender a las federaciones, además de los sindicatos interempresa.

El asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río precisó que la incorporación de los sindicatos interempresa en la indicación obedece a recoger una realidad que se ha ido formando al detectarse la existencia del uso del multirut, esto es, se han creado sindicatos por cada uno de los RUT y como son empresas diferentes negocian interempresa.

Prosiguió diciendo que la extensión de la titularidad de la negociación colectiva a sindicatos interempresa, federaciones y eventualmente confederaciones forma parte del ideario del Programa de Gobierno para los proyectos de ley sobre negociación colectiva que se presentarán en el futuro.

Especificó que en la indicación se busca corregir una distorsión por la cual hoy día los trabajadores no pueden negociar con su verdadero empleador.

La Senadora señora Goic opinó que coincidía con la duda del Senador señor Letelier, porque no comprendía la inclusión de los sindicatos interempresa y no así de las federaciones. Solicitó que se aclarara si se quería forzar la creación de nuevos sindicatos para que todos ellos realicen una negociación conjunta.

El asesor jurídico del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, afirmó que la propuesta del Ejecutivo contempla 3 hipótesis, la primera que los trabajadores decidan mantener sus organizaciones sindicales, la segunda que los trabajadores se organicen en nuevos sindicatos de empresa o interempresa y la tercera hipótesis es que habiendo sindicatos interempresa se le otorga titularidad sindical para que puedan negociar de manera reglada. En esta última posibilidad, en la actualidad los sindicatos interempresa tienen la facultad de poder negociar colectivamente, pero es facultativo para el empleador aceptar o no esa negociación. Con la indicación se hace obligatorio para el empleador.

En cuanto a la participación de las federaciones o confederaciones, en la actualidad no tienen el ejercicio del poder de negociación colectiva, por lo que dicha inclusión debiera efectuarse en el Capítulo correspondiente del Código del Trabajo y la titularidad sindical se analizará en las iniciativas que se presenten en el futuro.

La Senadora señora Muñoz manifestó la misma duda que expresaron la Senadora señora Goic y el Senador señor Letelier y recordó que los años 1979 y 2001 se establecieron moratorias para la fecha de los contratos colectivos, materia que debiera ser discutida.

A continuación, el Senador señor Allamand sugirió sustituir en la oración final del inciso propuesto, la frase “En estos casos” por “En todos estos casos”, para dejar claramente establecido que se regirán por las normas del Título II del Capítulo I del Libro IV del Código del Trabajo, sobre presentación y tramitación del proyecto de contrato colectivo.

El asesor jurídico del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, informó que la redacción de la oración final del quinto inciso propuesto en la indicación está pensada exclusivamente para el caso de los sindicatos interempresa, porque a las otras situaciones se les aplican las normas generales.

El asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río, precisó que al incorporar la voz “todos” se estaría incluyendo tanto a las negociaciones que comprenden un empleador con su sindicato o un sindicato con dos o más empresas que fueron consideradas como un solo empleador o a los sindicatos interempresa, pero en el caso de la negociación de un sindicato con un RUT pasaría a ser solamente reglada y en la actualidad es semi-reglada.

El Senador señor Letelier repuso que luego de esta explicación, le parecía atinada la propuesta del Senador señor Allamand.

El Senador señor Allamand dijo entender que los trabajadores del primer grupo negocian de conformidad a las normas en que se negocia a nivel de empresa y los sindicatos interempresa negocian de manera distinta porque requieren de la voluntad del empleador, y la indicación agrega que la presentación y tramitación de los proyectos de contrato colectivo de los sindicatos interempresa se hará conforme a las normas del Código del Trabajo que se indican, o sea, de la misma forma que los primeros.

-Puesto en votación el quinto inciso propuesto en la indicación 3 g), fue aprobado con la enmienda anteriormente explicada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

- NOTA: en sesión de 19 de mayo de 2014, el Senador señor Allamand puntualizó que la incorporación de la expresión “todos” en el inciso que se propone agregar no pretende modificar la normativa aplicable a la negociación colectiva no reglada y semi-reglada. Respecto de esta aclaración, los representantes del Ejecutivo manifestaron su coincidencia.

Indicación número 3 h)

La indicación número 3 g), de la Senadora señora Lily Pérez propone sustituir la letra a) del artículo 1°, para lo cual reemplaza el inciso final del artículo 3° del Código del Trabajo por cinco incisos nuevos, que regulan la circunstancia en que dos o más empresas serán consideradas como un solo empleador.





Esta indicación dice:

 



“a) Reemplázase el inciso final del artículo 3° del Código del Trabajo, por los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo y final, nuevos:

 



“Dos o más empresas serán consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales, cuando tenga una dirección común, y concurran además las condiciones de similitud y necesaria complementariedad de los productos o servicios que elaboren o presten y que exista entre ellas un controlador común.

 



La mera circunstancia de participación en la propiedad de las empresas no configura por sí sola alguno de los elementos o condiciones señaladas en el inciso anterior.

 



Las empresas a cuyo respecto se cumplan lo dispuesto en el inciso cuarto de este artículo, serán solidariamente responsables del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales emanadas de la ley, de los contratos individuales o de instrumentos colectivos.

 



Las cuestiones suscitadas respecto de la aplicación de los incisos anteriores serán de competencia del Juez del Trabajo, conforme al Párrafo 3°, Capítulo II del Título I del Libro V de este Código, quien resolverá el asunto, previo informe técnico de la Dirección del Trabajo, pudiendo requerir además informes de otros órganos de la Administración del Estado. El ejercicio de las acciones judiciales derivadas de la aplicación del inciso cuarto del presente artículo, así como la sentencia definitiva respectiva, deberán, además, considerar lo dispuesto en el artículo 507 de este Código.

 



Los trabajadores de todas las empresas consideradas como un solo empleador podrán constituir uno o más sindicatos que los agrupen, o mantener sus organizaciones existentes; podrán, asimismo, negociar colectivamente, con todas las empresas que han sido consideradas como un empleador, o bien con cada una de ellas. Los sindicatos interempresa que agrupen exclusivamente a trabajadores dependientes de empresas que hayan sido declaradas como un solo empleador podrán presentar proyectos de contrato colectivo, pudiendo en estos casos, el empleador negociar colectivamente con ellos y en tal caso someter la presentación y tramitación de los proyectos de contrato colectivo a las normas establecidas en el Capítulo I del Título II del Libro IV de este Código.".”.




-Esta indicación 3 h) fue rechazada como consecuencia de la aprobación de la indicación 3 g) formulada por el Ejecutivo.

Indicación número 3 i)

La indicación número 3 i), del Senador señor Allamand, propone agregar, dentro de la letra a) del artículo 1° y, a continuación del inciso cuarto nuevo que se agrega al artículo 3° del Código del Trabajo, otro inciso que define la dirección laboral común. Su texto es el siguiente:

“Por dirección laboral común se entenderá el ejercicio de las facultades de supervisión o control funcional y directo sobre la forma y oportunidad en que los trabajadores, de dos o más empresas que sean consideradas un solo empleador, desarrollen sus labores bajo relación de subordinación y dependencia.”.
DISCUSIÓN DE LA INDICACIÓN 3 i) DEL SENADOR SEÑOR ALLAMAND
El Senador señor Allamand manifestó que el análisis de esta indicación debía realizarse en dos niveles, el primero referido a la conveniencia o no de establecer en la ley el concepto de dirección laboral común. Al respecto, señaló que dicho concepto –hasta ahora- es creación de la jurisprudencia, suscitando diversas opiniones de la doctrina. 

Opinó que el Código del Trabajo debiera definir la dirección laboral común, aún más cuando el primer inciso propuesto en la indicación del Ejecutivo contiene este elemento troncal, representando una ventaja en términos de certeza jurídica el desarrollar dicho concepto.

Recordó que la Ministra del Trabajo y Previsión Social en sesión de 7 de mayo de 2014 definió dirección laboral común como el ejercicio de la facultad de mando y de organización laboral de la que se desprende el vínculo de subordinación y dependencia entre empleador y trabajador.

Añadió que el segundo nivel de la discusión de esta indicación 3 i) gira en torno a la misma.

Continuó señalando que no se comprendería la no inclusión de una definición de dirección laboral común en el Código del Trabajo, dada la circunstancia de que sí se contiene en la historia de la ley conforme a las expresiones de la Ministra del Trabajo y Previsión Social.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, aclaró que en la intervención del 7 de mayo de 2014 estableció cuáles son hoy día las ideas que se tienen a la vista por parte de la jurisprudencia al referirse a la dirección laboral común. En cuanto a dejar establecida una definición en el Código del Trabajo, materia que tiene un manejo habitual y recurrente por la jurisprudencia, significaría restringir un sentido conceptual amplio e incluso podría ir en contra de los intereses y derechos de los trabajadores, ya que el juez podría tener en consideración ésta u otras ideas respecto de lo que se entiende, por ejemplo, de cuándo se produce la subordinación y dependencia o quién es el que toma las decisiones.

Reafirmó que la “dirección laboral común”, al día de hoy, tiene la bondad de que es un concepto asible y habitual para la jurisprudencia y para la Dirección del Trabajo, de modo que establecerlo expresamente en la ley sería un riesgo.

-Puesta en votación la indicación número 3 i), fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor, de los Senadores señores Larraín y Letelier.

A LA LETRA b) DEL ARTÍCULO 1°, REFERIDA AL ARTÍCULO 3° DEL CÓDIGO DEL TRABAJO

Indicación número 3 j)

La indicación número 3 j), formulada por la Presidenta de la República, tiene como objetivo eliminar la letra b) del artículo 1°.

-Puesta en votación la indicación 3 j) fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.
Indicación número 4 a)

La indicación número 4 a), del Senador señor Larraín, propone reemplazar la letra b) del artículo 1° por la siguiente:

“b) Intercálase, antes del inciso final, el siguiente inciso nuevo:

“El Juzgado de Letras del Trabajo que corresponda, podrá establecer, a petición de parte y por resolución fundada, que un grupo de empresas relacionadas integra una misma unidad económica ordenada bajo una dirección común. Esta resolución será apelable dentro de los quince días siguientes a la notificación.”.
Al respecto, el asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que la indicación 4a) resulta ser incompatible con los incisos nuevos que la Comisión ha acordado agregar al artículo 3° del Código del Trabajo, toda vez que en aquella se contiene una mención a la existencia de un grupo de empresas relacionadas.

-Esta indicación fue retirada por su autor, el Senador señor Larraín.
Indicación número 4 b)

La indicación número 4 b), del Senador señor Horvath, sugiere reemplazar la letra b) del artículo 1° por la siguiente:

“b) Intercálase, antes del inciso final, los siguientes incisos nuevos: 
  


“La Dirección del Trabajo podrá establecer, a petición de cualquier trabajador o grupo de trabajadores, que su empleador junto a una o más sociedades, empresas de responsabilidad limitada o personas naturales determinadas deberán ser consideradas como una sola empresa en conformidad a lo establecido en el presente artículo. Dicha resolución deberá expresar de manera precisa los antecedentes y fundamentos jurídicos y económicos en los que sustenta su decisión en el caso concreto. Esta decisión podrá ser recurrida ante el Juzgado de Letras del Trabajo competente, dentro de los veinte días siguientes a su notificación, y la resolución que adopte en esta materia será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva.
La resolución ejecutoriada que determine el carácter único de empresa para efectos laborales de un determinado grupo de sujetos jurídicos, beneficiará no sólo a quienes solicitaron tal declaración, sino que a cualquier trabajador o grupo de trabajadores de aquellos empleadores incluidos en ella. 
La referida declaración podrá ser dejada sin efecto de la misma forma indicada para su establecimiento en los incisos anteriores, en la medida que se pruebe la modificación de alguno de los fundamentos de hecho que se tuvieron a la vista para su establecimiento.”.
El Senador señor Horvath fundamentó esta indicación en los siguientes conceptos:

“Una materia de esta relevancia requiere no sólo un pronunciamiento por parte del órgano técnico de la administración en materia laboral, sino que además debe estar sometida a un control de naturaleza jurisdiccional. De esta forma proponemos que la Dirección del Trabajo se pronuncie sobre la solicitud consistente en que un determinado grupo de sujetos jurídicos sean considerados como una sola empresa para fines laborales, a partir de una resolución la cual debe exponer de manera asertiva todos los antecedentes y fundamentos que en el caso concreto determinan que considere que concurren en el caso concreto los requisitos legales para emitir tal pronunciamiento. De esta forma se garantiza que no se obrará de manera abusiva, de oficio y sin antecedentes jurídicos ni económicos que hagan plausible la referida decisión en un evento especifico. Asimismo, se permite que dentro de un plazo acotado pero acorde a la noción del debido proceso, la parte agraviada pueda reclamar ante el juzgado del Trabajo respetivo de dicha resolución. 

Finalmente, de la sentencia que dicte el Juzgado del Trabajo la parte agraviada podrá recurrir para ante la Corte de Apelaciones respectiva.

Todo lo anterior es proporcional a los efectos de la resolución que se adopte en esta materia, ya que proponemos que se explicite en el texto legal que tal decisión no sólo beneficia a quienes la pidieron, sino que a todos los trabajadores de los diversos sujetos jurídicos incluidos por la resolución respectiva, incluyendo a los trabajadores que de forma individual soliciten el amparo de sus derechos laborales. 

Por otra parte, parece lógico que se establezca la posibilidad en cuanto a que tal resolución se deje sin efecto a partir de un pronunciamiento equivalente de aquel que estableció la unidad de empresa en un caso determinado, en la medida que los fundamentos de hecho en que se fundó la declaración inicial hayan variado materialmente; petición la cual se deberá someter al mismo procedimiento contemplado para el establecimiento de la resolución que se pretende dejar sin efecto.”.





-Esta indicación 4 b) fue rechazada como consecuencia de la aprobación de la indicación 3 j) formulada por el Ejecutivo.

AL ARTÍCULO 2°, REFERIDO AL ARTÍCULO 507 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO

Indicación número 5 a)





La indicación número 5 a) fue presentada por la Presidenta de la República, para reemplazar el artículo 2° conteniendo un nuevo texto del artículo 507 del Código del Trabajo, vinculado a las acciones que se deriven de la aplicación de la normativa sobre un solo empleador.





Su texto es el que se transcribe a continuación:





“Artículo 2°.- Reemplázase el artículo 507 por el siguiente:





“Artículo 507.- Las acciones judiciales derivadas de la aplicación del inciso cuarto del artículo 3° de este Código, podrán ser ejercidas por las organizaciones sindicales o trabajadores de las respectivas empresas que consideren que sus derechos laborales o previsionales han sido afectados.





Estas acciones podrán interponerse en cualquier momento, salvo durante el período de negociación colectiva a que se refiere el Capítulo I del Título II del Libro IV de este Código; si el procedimiento judicial iniciado sobrepasa la fecha de presentación del proyecto de contrato colectivo, los plazos y efectos del proceso de negociación deberán suspenderse mientras se resuelve, entendiéndose para todos los efectos legales prorrogada la vigencia del instrumento colectivo vigente hasta 30 días después de ejecutoriada la sentencia, día en que se reanudará la negociación en la forma que determine el tribunal.




La sentencia definitiva que dé lugar total o parcialmente a las acciones entabladas deberá contener en su parte resolutiva:





1.
El pronunciamiento e individualización de las empresas que son consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales, conforme lo señalado en el inciso cuarto del artículo 3° de este Código.





2.
La indicación concreta de las medidas a que se encuentra obligado el empleador dirigidas a materializar su calidad de tal, así como aquellas destinadas al cumplimiento de todas las obligaciones laborales y previsionales y al pago de todas las prestaciones que correspondieren; bajo apercibimiento de multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales, la que podrá repetirse hasta obtener el debido cumplimiento de lo ordenado.





3.
La determinación acerca de si la alteración de la individualidad del empleador se debe o no a la simulación de contratación de trabajadores a través de terceros, o bien a la utilización de cualquier subterfugio, ocultando, disfrazando o alterando su individualización o patrimonio, y si ello ha tenido como resultado eludir el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que establece la ley o la convención.  Si así lo determina,  deberá señalar de manera precisa las conductas que constituyen dicha simulación o subterfugio y los derechos laborales y previsionales que por esta vía se hubieren vulnerado, debiendo aplicar al infractor una multa de 20 a 300  unidades tributarias mensuales.  En estos casos,  será aplicable a las multas señaladas lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código.




La sentencia definitiva se aplicará respecto de todos los trabajadores de las empresas que son consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales.





Las acciones a que se refieren los incisos precedentes, podrán ejercerse mientras perdure la situación descrita en el inciso cuarto del artículo 3° de este Código, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del presente artículo.”.”.
DISCUSIÓN DEL PRIMER INCISO PROPUESTO EN LA INDICACIÓN 5 a) DEL EJECUTIVO (ARTÍCULO 507 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO)




NOTA: durante el análisis del primer inciso propuesto en la indicación 5 a) se expresaron opiniones integrales respecto de la totalidad de esta indicación.

El Senador señor Allamand manifestó que debe evaluarse la compatibilidad entre la interposición de acciones derivadas de la aplicación del artículo 3° y la vigencia de los instrumentos colectivos de trabajo que estuvieren rigiendo, con especial énfasis en la eventual suspensión del procedimiento de negociación colectiva que se estuviere desarrollando.

Asimismo, sostuvo que debe analizarse la conveniencia de establecer que un trabajador que no forma parte de ningún instrumento colectivo pueda interponer la referida acción judicial, sobre todo al considerar los efectos que pudiere producir para la negociación colectiva que se estuvieren desarrollando.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, explicó, respecto de los efectos que genera la presentación de las acciones judiciales, que la prórroga del contrato colectivo, en los términos propuestos en la indicación 5 a), operaría respecto de aquellos trabajadores que se encontraren contenidos en dicho instrumento y que hubieren interpuesto la acción judicial respectiva. Asimismo, indicó que la reanudación del procedimiento de negociación colectiva por parte del juez, con posterioridad a la prórroga de dicho contrato, debe ajustarse a la regulación legal aplicable en su caso, esto es, a sus etapas y plazos legales.

El Senador señor Allamand, habida cuenta de dichas consideraciones, propuso agregar, en el inciso segundo que la indicación 5a) pretende agregar al artículo 507 del Código del Trabajo, la expresión “de acuerdo a la ley”, con la finalidad de especificar la aplicabilidad de las disposiciones legales que regulan el procedimiento de negociación colectiva.

Por otra parte, en lo relativo a la compatibilidad entre la interposición de las acciones judiciales, la tramitación de los procedimientos de negociación colectiva y la vigencia de los instrumentos colectivos vigentes, sostuvo que la indicación 5a) propone que dicha interposición suspende los plazos y efectos del referido procedimiento. 

Dicha regulación, enfatizó, generaría una serie de problemáticas, toda vez que, habida cuenta de la extensión de dicho procedimiento, afectaría a los trabajadores que se encontraren negociando colectivamente, incentivando al empleador para extender artificiosamente la duración del juicio. En consecuencia, abogó por no consagrar la suspensión del procedimiento de negociación colectiva como consecuencia de la interposición de la acción declarativa.

Asimismo, aseveró que la extensión de la vigencia del instrumento colectivo vigente hasta 30 días después de ejecutoriada la sentencia adolecería de un vicio de inconstitucionalidad, toda vez que los derechos que emanan de un contrato colectivo de trabajo forman parte del patrimonio de quienes lo suscribieron. 

De ello se deriva, añadió, que la legislación no puede extender la vigencia de dicho instrumento sin contar con la voluntad de las partes, sobre todo en aquellos casos en que se trata de una extensión indeterminada al depender de la fecha de término del proceso judicial destinado a establecer que dos o más empresas constituyen un solo empleador.

En consecuencia, sostuvo que, aun cuando el propósito de la indicación del Ejecutivo radica en no obligar a una organización sindical a negociar con quien no es su verdadero empleador mientras dicha materia se encuentra sometida a decisión judicial, los efectos de la suspensión del procedimiento de negociación colectiva pueden perjudicar a ambas partes e implica extender, por vía legislativa, la vigencia de un contrato colectivo de trabajo.

El Senador señor Letelier explicó que, en nuestro ordenamiento laboral, es posible extender la vigencia de un contrato por vía legislativa, tal como ocurre con la regulación legal del ingreso mínimo mensual o la extensión de la jornada de trabajo. Por otra parte, sostuvo que, una vez establecido el empleador común, debe permitirse que los trabajadores puedan iniciar una nueva negociación colectiva, debiendo abrirse un plazo para uniformar la fecha en que ésta se desarrolla.
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, aseveró que la legislación vigente contiene disposiciones que permiten la prórroga del instrumento colectivo en vigor, tal como el artículo 369 del Código del Trabajo, lo que descartaría la eventual inconstitucionalidad de la extensión de su vigencia.

Por otra parte, sostuvo que la indicación del Ejecutivo apunta a cautelar los derechos de los trabajadores, toda vez que, en el evento de no suspender la tramitación colectiva ante la interposición de las acciones judiciales respectivas, podría producirse la extinción del plazo para negociar colectivamente impidiéndose, de ese modo, la posibilidad de convenir un instrumento colectivo con el empleador real común.

El Senador señor Allamand opinó que la figura contenida en el artículo 369 del Código del Trabajo no resulta aplicable, toda vez que requiere un acuerdo entre las partes que hubieren suscrito el instrumento colectivo.

El Senador señor Letelier expresó que, al mismo tiempo, debe resolverse la situación de aquellas organizaciones sindicales que hubieren negociado con distintas empresas consideradas, por sentencia judicial, como un solo empleador, con la finalidad de uniformar la tramitación de dicho procedimiento.

La Senadora señora Goic coincidió en la necesidad de estandarizar la fecha de tramitación y el contenido de los distintos procedimientos de negociación colectiva de empresas consideradas como un solo empleador.

El Senador señor Allamand aseveró que, en su opinión, la declaración de que dos o más empresas constituyen un solo empleador no obliga a los trabajadores a negociar de modo determinado, esto es, las organizaciones sindicales podrían demandar a dicho empleador o a aquella empresa con la que hubieren celebrado un instrumento colectivo. En todo caso, agregó, deberán esperar el vencimiento de los contratos colectivos que hubieren suscrito, en cuyo caso los trabajadores deberán determinar la empresa con la que iniciarán el procedimiento de negociación colectiva.
De ello deriva, enfatizó, que la sentencia que se hubiere dictado tiene efectos relativos sólo para la empresa demandada y las organizaciones sindicales que la hubieren interpuesto, la que, reiteró, podrá elegir la entidad con la que inicia el procedimiento de negociación colectiva de que se trate. La misma prerrogativa, sostuvo, sería aplicable para aquellos trabajadores que no hubieren ejercido la acción judicial declarativa.

El Senador señor Larraín aseveró que la regulación contenida en la indicación del Ejecutivo podría generar que diversas organizaciones sindicales negocien con empresas distintas que hubieren sido consideradas como un solo empleador, tal como ocurriría si dichos procedimientos se iniciaren, separadamente, con la matriz o una filial de la misma empresa.

El Senador señor Letelier abogó por establecer un mecanismo que permita que, una vez presentada la acción judicial para establecer que dos o más empresas forman un solo empleador, ésta pueda ser conocida por la totalidad de las organizaciones sindicales de las empresas relacionadas, con la finalidad de acumular los procedimientos que se hubieren incoado.

El Senador señor Allamand manifestó su disconformidad con dicha propuesta, toda vez que generaría un efecto extensivo que obligaría a modificar todos los instrumentos colectivos que se encontraren vigentes.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, aseveró que, en cualquier caso, debe considerarse que el juez del trabajo cuenta con la facultad de proceder de oficio para evitar prolongaciones indebidas del proceso laboral, en los términos que consagra el artículo 430 del Código del Trabajo.
El asesor jurídico de la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, sostuvo que los efectos que derivan de la presentación de la acción declarativa pueden ser resueltos mediante la prórroga del contrato colectivo o la extensión del derecho a negociar colectivamente con el nuevo empleador que hubiere sido declarado como tal por sentencia judicial. En ese contexto, sostuvo que la indicación del Ejecutivo aboga por suspender el procedimiento de negociación colectiva junto a la prórroga de la vigencia del contrato colectivo en tanto se tramita y resuelve la acción por parte del tribunal.
Asimismo, señaló que, en cualquier caso, no se origina una hipótesis de inconstitucionalidad, toda vez que se otorga el derecho de la organización sindical para negociar con el empleador real sin afectar el derecho de propiedad que recae sobre los derechos que emanan de los contratos que hubieren suscrito.

La Senadora señora Muñoz afirmó que las problemáticas que derivan de la suspensión del procedimiento de negociación colectiva derivan de lo afirmado ante la Comisión por organizaciones sindicales. En consecuencia, sostuvo que debe evaluarse la necesidad de favorecer la coordinación entre las organizaciones sindicales mediante un sistema informático que les permita tomar conocimiento de la sustanciación de un proceso judicial destinado a establecer que dos o más empresas forman un solo empleador. 

El Senador señor Larraín manifestó que la intervención de múltiples organizaciones sindicales podría complejizar innecesariamente el proceso judicial aplicable en su caso, sin perjuicio de la posibilidad de aplicar la figura de la litis consorcio activo, esto es, favorecer la comparecencia de varios demandantes frente a un solo demandado.

El asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que, en conformidad a las normas sobre procedimiento laboral, opera el principio de impulso procesal del tribunal para determinar el desarrollo de las contiendas sometidas a su conocimiento. En consecuencia, afirmó que el juez del trabajo cuenta con la facultad de poner en conocimiento la presentación de la acción declarativa para las organizaciones sindicales que pudieren resultar afectadas por la sentencia definitiva que se dictare.
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, agregó que, en cualquier caso, debe considerarse que la propuesta del Ejecutivo contempla que la sentencia definitiva que dictare el juez del trabajo se aplicará respecto de todos los trabajadores de las empresas que son consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales, sin perjuicio de la facultad de poner en conocimiento la presentación de la acción declarativa a organizaciones sindicales distintas a las que la hubieren deducido.

El Senador señor Letelier añadió que, durante el proceso de identificación de un solo empleador, no debe atenderse únicamente al lugar físico en que las empresas presten sus servicios, sino al cumplimiento de los requisitos que contempla la iniciativa.
El Senador señor Allamand reiteró que la sentencia tiene únicamente un efecto relativo, lo que evita que pueda alcanzar a organizaciones sindicales y empresas que no fueron parte de ese juicio.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, aseveró que el proyecto pretende identificar al empleador real común, por lo que, en consecuencia, la sentencia definitiva deberá individualizar las empresas contenidas en dicha declaración. De ello se sigue, agregó, que tal individualización genera efectos para determinar los trabajadores y las organizaciones sindicales que puedan negociar colectivamente con dicha empresa, el que se manifiesta mediante el nacimiento de un derecho para iniciar un procedimiento de negociación colectiva con la empresa común o con cualquiera de ellas, en los términos que se consigna en el artículo octavo, nuevo, que se incorpora al artículo 3° del Código del Trabajo, que permite que puedan negociar colectivamente con todas las empresas que han sido consideradas como un empleador, o bien con cada una de ellas.




-Luego de las observaciones y opiniones generales expuestas precedentemente, se puso en votación el primer inciso propuesto en la indicación 5 a), el que fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

DISCUSIÓN DEL SEGUNDO INCISO PROPUESTO EN LA INDICACIÓN 5 a) DEL EJECUTIVO (ARTÍCULO 507 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO)




-De conformidad a la solicitud de división de la proposición en votación, efectuada por el Senador señor Allamand, conforme al artículo 164 del Reglamento del Senado, la primera oración “Estas acciones podrán interponerse en cualquier momento, salvo durante el período de negociación colectiva a que se refiere el Capítulo I del Título II del Libro IV de este Código;” y la frase final “día en que se reanudará la negociación en la forma que determine el tribunal”, esta última con la siguiente expresión agregada “, de acuerdo con lo dispuesto en la ley”, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.





-El resto del segundo inciso “si el procedimiento judicial iniciado sobrepasa la fecha de presentación del proyecto de contrato colectivo, los plazos y efectos del proceso de negociación deberán suspenderse mientras se resuelve, entendiéndose para todos los efectos legales prorrogada la vigencia del instrumento colectivo vigente hasta 30 días después de ejecutoriada la sentencia,” fue aprobado por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos en contra de los Senadores señores Allamand y Letelier.

DISCUSIÓN DEL TERCER INCISO PROPUESTO EN LA INDICACIÓN 5 a) DEL EJECUTIVO, ENCABEZAMIENTO Y NÚMERO 1 (ARTÍCULO 507 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO)




-Puestos en votación el encabezamiento y el número 1 del inciso tercero de la indicación 5 a), fueron aprobados por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.
DISCUSIÓN DEL TERCER INCISO PROPUESTO EN LA INDICACIÓN 5 a) DEL EJECUTIVO, NÚMERO 2 (ARTÍCULO 507 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO)
Al iniciarse el estudio de este inciso, en lo tocante a la indicación concreta de las medidas a que se encuentra obligado el empleador dirigido a materializar su calidad de tal, y al cumplimiento de todas las obligaciones laborales y previsionales y al pago de todas las prestaciones que derivan de dicha declaración, el Senador señor Allamand sostuvo que el apercibimiento contenido en la indicación 5 a) resulta ser improcedente, toda vez que, en toda sentencia, consta el deber de cumplimiento que debe desarrollar el demandado.

Asimismo, explicó que dicha propuesta contiene la obligación de establecer la indicación concreta de las medidas a que se encuentra obligado el empleador dirigidas a materializar su calidad de tal. Dicha regulación, arguyó, resulta ser improcedente, toda vez que únicamente debe acoger o rechazar la demanda interpuesta. De otro modo, aseveró, incurriría en una causal de ultra o extra petita, al extender el objeto de la contienda a un asunto no controvertido por las partes.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Rio, sostuvo que los numerales que contiene la indicación del Ejecutivo apuntan, únicamente, a guiar, de modo general, el razonamiento judicial, considerando que, en el caso del multirut, se trata de una figura nueva que permite establecer que dos o más empresas forman un solo empleador.

Asimismo, aseveró que dicha regulación resulta coherente con lo dispuesto en relación a la aplicación de la sentencia definitiva para todos los trabajadores de las empresas que son consideradas como un solo empleador, y se vincula, al mismo tiempo, con la solidaridad de las empresas en el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales emanadas de la ley, de los contratos individuales o de instrumentos colectivos.
De ese modo, enfatizó, se resguarda la ejecución de la sentencia respecto de todos los trabajadores que prestan servicios en la empresa, con total prescindencia de su comparecencia como parte en el proceso judicial declarativo. En efecto, subrayó que, en materia laboral, la sentencia definitiva opera de modo distinto a aquella que se dicta en sede civil, toda vez que su extensión alcanza a todos los trabajadores que se encontraren afectados por la vulneración de derechos laborales, y no sólo a aquellos que hubieren deducido la acción judicial respectiva.

El Senador señor Letelier coincidió con dichas observaciones. En la misma línea, indicó que el propósito de la iniciativa radica en establecer la existencia de un empleador, de modo tal que dicha identificación requiere adoptar las medidas destinadas a que éste materialice tal calidad.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, manifestó su conformidad con dicho razonamiento, toda vez que el proyecto de ley pretende garantizar el ejercicio de derechos laborales que, mediante la figura del multirut, se encontrarían vulnerados, lo que requiere identificar las medidas que debe adoptar el empleador para reconocer la declaración obtenida por sentencia judicial.

El Senador señor Allamand reiteró sus observaciones respecto de la improcedencia de establecer un apercibimiento especial, ya que se trata de una norma general aplicable al procedimiento judicial, y manifestó su reparo a la eventual extensión de los efectos de la sentencia, en su parte resolutiva, a asuntos no controvertidos por las partes.





-Puesto en votación el número 2 del inciso tercero propuesto en la indicación 5 a), fue aprobado por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 en contra del Senador señor Allamand.

DISCUSIÓN DEL TERCER INCISO PROPUESTO EN LA INDICACIÓN 5 a) DEL EJECUTIVO, NÚMERO 3 (ARTÍCULO 507 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO)
Al iniciarse el estudio del número 3 del tercer inciso propuesto en la indicación 5 a), en lo tocante a la determinación acerca de si la alteración de la individualidad del empleador se debe o no a la simulación de contratación de trabajadores a través de terceros, la Senadora señora Goic sostuvo que la indicación sustituye el texto legal vigente, contenido en el artículo 507 del Código del Trabajo, que define el concepto de subterfugio.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, explicó que dicha eliminación radica en que la indicación en análisis contempla la licitud de la división de una empresa, siempre que ello no vulnere derechos laborales y no exista un empleador real común. En consecuencia, arguyó que la sola existencia de diversas razones sociales no constituye, por si misma, una hipótesis que debe ser sancionada en conformidad a las disposiciones que contiene el Código del Trabajo.

El Senador señor Letelier sostuvo que resulta necesario especificar las conductas que pueden ser incluidas dentro de la figura del subterfugio, toda vez que se trata de una práctica que puede verificarse en diversos ámbitos de la relación laboral. 

La Senadora señora Goic coincidió en la necesidad de mantener la definición específica de las prácticas que pueden constituir un subterfugio laboral, en los términos que prescribe el artículo 507 del Código del Trabajo.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Rio, sostuvo que la regulación de la división artificiosa de varias razones sociales o identidades legales radica, en los términos propuestos por el Ejecutivo, en los incisos nuevos que se agregan al artículo 3° del Código del Trabajo. En consecuencia, la iniciativa propone establecer la licitud de la división de la empresa, salvo que, como consecuencia de ello, se vulneran derechos individuales o colectivos de los trabajadores. Asimismo, si dicha vulneración se produce mediante la mala fe del empleador, se aplicarán las multas que establece la indicación en estudio.




El Senador señor Letelier sugirió agregar un párrafo al número 3 que transcriba, con las adecuaciones formales que sean necesarias, el inciso tercero del artículo 507 vigente, que define el subterfugio.





El asesor jurídico del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, señaló que más allá de las fórmulas con que se quiera definir lo que es el subterfugio, en el caso del multirut siempre va a existir subterfugio cuando se produce un ocultamiento por parte del empleador, sea por la división artificial de empresas o al ocultamiento del patrimonio, esto es, el empleador esconde su condición de tal y por ello en la redacción del número 3 del inciso tercero se trató de cautelar dicha realidad.





Insistió en precisar que cuando el empleador se esconde bajo distintas figuras que la permiten eludir el cumplimiento de sus obligaciones, se estará en presencia del subterfugio, por lo tanto siempre va a detonar una figura de fraude laboral que se sancionará con multa.





La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, manifestó no tener objeción a la agregación de la definición que se contiene actualmente en el artículo 507 vigente, sin embargo advirtió que dicho concepto haría pensar que siempre el multirut estaría vinculado al subterfugio.





El Senador señor Letelier expresó que para algunos parlamentarios sería más acertado eliminar el concepto de empresa del Código del Trabajo, pero ya estando avanzado el tratamiento de la indicación del Ejecutivo y atendida la finalidad del número 3 del inciso tercero propuesto, no se puede deducir que no debe existir una definición de subterfugio en el Código del Trabajo.





La Senadora señora Goic indicó que hasta el día de hoy ha pervivido la definición y también los distintos RUT, sin entenderse que el multirut sería sinónimo de subterfugio.





La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, ante la consulta del Senador señor Allamand respecto a la propuesta de integrar el concepto de subterfugio, manifestó que en la medida que la interpretación sea que la sola existencia de distintas razones sociales no constituye subterfugio “per se”, salvo que se hayan alterado o vulnerado los derechos colectivos de los trabajadores. Estimó que sería adecuado agregar que cualquiera alteración efectuada por medio del multirut sea de “mala fe”.





Los integrantes presentes de la Comisión respaldaron la última propuesta de la Ministra del Trabajo y Previsión Social.





-Puesto en votación el número 3 del inciso tercero propuesto en la indicación 5 a) fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.





-De conformidad a lo reseñado anteriormente, la Comisión –con la misma unanimidad- acordó agregar – en los términos ya indicados- un segundo párrafo al número 3 del inciso tercero del artículo 507, cuyo texto corresponde al inciso tercero del artículo 507 vigente y que contiene el concepto de subterfugio, definición que dice directa relación con el número 3 propuesto por la indicación 5 a), resultando necesaria su integración. Lo anterior, por aplicación del inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.
DISCUSIÓN DEL CUARTO INCISO PROPUESTO EN LA INDICACIÓN 5 a) DEL EJECUTIVO (ARTÍCULO 507 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO)




El Senador señor Allamand trajo a colación que la indicación 5 b) de su autoría, comprende el derecho de los trabajadores a reclamar, dentro del plazo de 30 días, la no aplicación de la sentencia para sus efectos particulares.





Explicó que si existe un trabajador que se pueda ver afectado por la sentencia, obviamente que debe tener derecho a reclamar, de la misma manera que si se trata de un sindicato tendrá la posibilidad de seguir negociando con el empleador formal anterior o con el nuevo.





El Senador señor Letelier recordó que los trabajadores no están obligados a negociar colectivamente. Además, manifestó una duda contraria a la preocupación del Senador señor Allamand y que dice relación con lo que sucede cuando una empresa no aparece en la resolución del juez, se le respondió que pueden demandar conforme a las normas generales.





El Senador señor Allamand insistió en su hipótesis, esto es, un trabajador producto de la sentencia que declara un solo empleador y, además, las medidas a que se encuentra obligado dicho empleador, se sienta perjudicado, por ejemplo, en materia de gratificaciones, puesto que con su anterior empleador había obtenido mejores beneficios.





 El asesor jurídico del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, explicó que el trasfondo del inciso propuesto está en la naturaleza del derecho laboral y la propuesta del Senador señor Allamand se vincula a la normativa y procedimientos civiles donde las partes contratantes están en igualdad de posiciones. En cambio la normativa laboral establece un conjunto de mínimos de protección de los trabajadores, que no son negociables ni son renunciables.





La indicación del Ejecutivo, subrayó, esencialmente busca identificar al empleador real, para que los trabajadores puedan determinar con quién tienen el vínculo de subordinación y dependencia, y respecto de quién van a poder ejercer sus derechos y obligaciones.





El Senador señor Allamand aclaró que su preocupación es teórica, porque un trabajador se puede ver afectado por la sentencia que declara cuáles empresas son consideradas como un solo empleador y para ello debiera establecerse la posibilidad de que pueda reclamar.





El Diputado señor Andrade opinó que la inquietud del Senador señor Allamand nos pone en el caso de un trabajador que asuma una parte de la sentencia y se excepcione de la otra, situación que puede tener un resultado práctico perverso, porque aquella empresa que por razones del uso abusivo del mutirut ha concentrado en la empresa A situaciones de gratificación con pocos trabajadores versus la empresa B que tiene una gran masa laboral precisamente para evitar un pago equilibrado de gratificaciones, la invitación que se haría a todos los trabajadores de la empresa A es a sacar provecho de aquello. 





El Senador señor Allamand aclaró que evidentemente ese no es su objetivo, pero – indicó- la cosa concreta es que el trabajador no es el responsable y sin embargo va a sufrir un perjuicio.





Reiteró su argumentación en cuanto a que el inciso vulneraría el efecto relativo propio de las sentencias. En este caso, indicó, hacer extensivo el efecto de la sentencia a empleadores o trabajadores no puede afectar a sujetos que no son parte del proceso, lo que – dejó expresa constancia- generaría un vicio de constitucionalidad.





-Puesto en votación el cuarto inciso propuesto en la indicación 5 a), fue aprobado por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 abstención del Senador señor Allamand.

DISCUSIÓN DEL QUINTO INCISO PROPUESTO EN LA INDICACIÓN 5 a) DEL EJECUTIVO, (ARTÍCULO 507 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO)





El asesor jurídico del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, explicó que este inciso final establece que mientras se mantenga la misma situación de multirut, tanto los trabajadores como las organizaciones sindicales pueden deducir las acciones correspondientes.





El Senador señor Allamand aseveró que para poder ejercer las acciones deben existir perjuicios y lo que no prescribe es la situación de multirut, pero sí prescriben los derechos que se sienten afectados.





Agregó que nadie puede interponer una acción de multirut únicamente para generar una situación declarativa, sino que debe existir el uso del multirut y derechos afectados. Si no existen derechos afectados, no hay acción.





Precisó que la lógica del inciso en cuestión es que mientras se mantenga la situación de multirut, obviamente puede ser objeto de una acción, pero los derechos que son consecuencia de esa acción sí mantienen su prescripción y si no fuera así alguien podría reclamar con efecto retroactivo todas las prestaciones de los, por ejemplo, últimos 10 años.





La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, manifestó que la sentencia será declarativa sobre los derechos afectados y los plazos de prescripción son los establecidos en las normas generales del Código del Trabajo.





-Puesto en votación el quinto inciso propuesto en la indicación 5 a), fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

Indicación número 5 b)

La indicación número 5 b), del Senador señor Allamand, también propone reemplazar el artículo 2° con un nuevo texto para el artículo 507 del Código del Trabajo y dice así:

“Artículo 2°.- Reemplázase el artículo 507 por el siguiente:

“Artículo 507.- Las acciones judiciales derivadas de la aplicación del inciso cuarto del artículo 3° de este Código, podrán ser ejercidas por las organizaciones sindicales o trabajadores de las respectivas empresas que consideren que sus derechos laborales o previsionales han sido afectados.

Estas acciones podrán interponerse en cualquier momento, salvo durante el período de negociación colectiva a que se refiere el Capítulo I del Título II del Libro IV de este Código; si el procedimiento judicial iniciado sobrepasa la fecha de presentación del proyecto de contrato colectivo, los plazos y efectos del proceso de negociación continuarán rigiendo de acuerdo a la ley.

La sentencia definitiva que dé lugar total o parcialmente a las acciones entabladas deberá contener en su parte resolutiva:

1.-El pronunciamiento e individualización de las empresas que son consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales, conforme lo señalado en el inciso cuarto del artículo 3° de este Código.

2.-La indicación concreta de todas las obligaciones laborales y previsionales de cargo del empleador junto con el pago de todas las prestaciones que correspondieren, todo ello en conformidad a la acción interpuesta.

3.- La determinación acerca de si la alteración de la individualidad del empleador se debe o no a la simulación de contratación de trabajadores a través de terceros o a la utilización de cualquier subterfugio, ocultando, disfrazando o alterando su individualización o patrimonio, y si ello ha tenido como resultado eludir el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que establece la ley o la convención.

Si la resolución es afirmativa, ésta deberá señalar de manera precisa las conductas que constituyen dicha simulación o subterfugio y los derechos laborales y previsionales que por esta vía se hubieren vulnerado, debiendo aplicar al infractor una multa de 20 a 300  unidades tributarias mensuales. En estos casos, será aplicable a las multas señaladas lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código.

La sentencia definitiva se aplicará respecto de todos los trabajadores de las empresas que son consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales, sin perjuicio del derecho de éstos  a reclamar, dentro del plazo 30 días, la no aplicación de la sentencia para sus efectos particulares.”.”.
-Puesta en votación la indicación 5 b) fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

Indicación número 5 c)

La indicación número 5 c), presentada por la Senadora señora Lily Pérez, coincide con las anteriores en sustituir el artículo 2° del proyecto con un nuevo texto para el artículo 507 del Código del Trabajo.

Su texto es el siguiente:

“Artículo 2°.- Sustitúyese el articulo 507 por el siguiente:

“Artículo 507.- Las acciones judiciales derivadas de la aplicación del inciso cuarto del artículo 3° de este Código, podrán ser ejercidas por las organizaciones sindicales, grupo de trabajadores o por trabajadores de manera individual, que pertenezcan a las respectivas empresas y que además den cuenta de qué manera sus derechos laborales o previsionales han sido afectados o vulnerados.

Estas acciones podrán interponerse en cualquier momento, salvo durante el período de negociación colectiva a que se refiere el Capítulo I del Título II del Libro IV de este Código; si el procedimiento judicial iniciado sobrepasa la fecha de presentación del proyecto de contrato colectivo, los plazos y efectos del proceso de negociación deberán suspenderse mientras se resuelve, entendiéndose para todos los efectos legales prorrogada la vigencia del instrumento colectivo vigente hasta 30 días después de ejecutoriada la sentencia, día en que se reanudará la negociación en la forma que determine el tribunal.

La sentencia definitiva que dé lugar total o parcialmente a las acciones entabladas deberá contener en su parte resolutiva:

1. El pronunciamiento e individualización de las empresas que son consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales, conforme lo señalado en el inciso cuarto del artículo 3° de este Código.

2. La indicación concreta de las medidas a que se encuentra obligado el empleador dirigidas a materializar su calidad de tal, y al cumplimiento de todas las obligaciones laborales y previsionales y al pago de todas las prestaciones que correspondieren, bajo apercibimiento de multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales, la que podrá repetirse hasta obtener el debido cumplimiento de lo ordenado.
3. La determinación acerca de si la alteración de la individualidad del empleador se debe o no a la simulación de contratación de trabajadores a través de terceros, o bien a la utilización de cualquier subterfugio, ocultando, disfrazando o alterando su individualización o patrimonio, y si ello ha tenido como resultado eludir el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que establece la ley o la convención. Si así lo determina, deberá señalar de manera precisa las conductas que constituyen dicha simulación o subterfugio y los derechos laborales y previsionales que por esta vía se hubieren vulnerado, debiendo aplicar al infractor una multa de 20 a 300 unidades tributarias mensuales.

En estos casos, será aplicable a las multas señaladas lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código. 

La sentencia definitiva se aplicará respecto de todos los trabajadores de las empresas que son consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales.

Las acciones a que se refieren los incisos precedentes, podrán ejercerse mientras perdure la situación descrita en el inciso cuarto del artículo 3° de este Código, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del presente artículo.

Si alguna empresa individualizada en la sentencia definitiva dejare de encontrarse con una o más de las condiciones descritas en el inciso tercero del artículo 3°, con posterioridad a la fecha de dicha resolución, tendrá derecho a solicitar la declaración del Tribunal bajo el mismo procedimiento precedentemente expuesto.".”.
-Esta indicación 5 c) fue rechazada como consecuencia de la aprobación de la indicación 5 a) formulada por el Ejecutivo.

-------

-------

-Se deja constancia que la estructura del proyecto despachado por la Comisión es la de un artículo único, con dos numerales, de modo que las enmiendas al texto aprobado en general por el Senado y, por ende, al enviado por la Cámara de Diputados, implican –aparte de las modificaciones sustantivas- ajustes formales a la configuración de un artículo único.

-------

MODIFICACIONES

En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Senado: 
ARTÍCULO 1°

Encabezamiento

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo único.- Modifícase el Código del Trabajo en la siguiente forma:”.

letra a)

Sustituirla por el siguiente numeral:

“1) En el artículo 3°:

a) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “bajo una dirección” por “bajo la dirección de un empleador”.

(Mayoría 3X2. Tres votos a favor del Senador señor Bianchi y de los ex Senadores señora Rincón y Muñoz Aburto y dos votos en contra de los ex Senadores señores Kuschel y Uriarte. Indicación número 2, en su letra a)).
 

b) Sustitúyese el inciso final por los siguientes incisos cuarto a octavo, nuevos:
“Dos o más empresas serán consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales, cuando tengan una dirección laboral común, y concurran a su respecto condiciones tales como la similitud o necesaria complementariedad de los productos o servicios que elaboren o presten, o la existencia entre ellas de un controlador común.
La mera circunstancia de participación en la propiedad de las empresas no configura por sí sola alguno de los elementos o condiciones señalados en el inciso anterior.
Las empresas que cumplan lo dispuesto en el inciso cuarto, serán solidariamente responsables del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales emanadas de la ley, de los contratos individuales o de instrumentos colectivos.
Las cuestiones suscitadas por la aplicación de los incisos anteriores se sustanciarán por el juez del trabajo, conforme al Párrafo 3°, Capítulo II del Título I del Libro V de este Código, quien resolverá el asunto, previo informe de la Dirección del Trabajo, pudiendo requerir además informes de otros órganos de la Administración del Estado. El ejercicio de las acciones judiciales derivadas de la aplicación del inciso cuarto, así como la sentencia definitiva respectiva, deberán, además, considerar lo dispuesto en el artículo 507 de este Código. 
 
    Los trabajadores de todas las empresas consideradas como un solo empleador podrán constituir uno o más sindicatos que los agrupen, o mantener sus organizaciones existentes; podrán, asimismo, negociar colectivamente con todas las empresas que han sido consideradas como un empleador, o bien con cada una de ellas. Los sindicatos interempresa que agrupen exclusivamente a trabajadores dependientes de empresas que hayan sido declaradas como un solo empleador podrán presentar proyectos de contrato colectivo, siendo obligatorio para el empleador negociar con dichos sindicatos. En todos estos casos, la presentación y tramitación de los proyectos de contrato colectivo se regirán por las normas establecidas en el Capítulo I del Título II del Libro IV de este Código.”.”.
(Unanimidad 5X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier. Indicación numero 3 g)).

letra b)

Suprimirla.

(Unanimidad 5X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier. Indicación número 3 j)).
Artículo 2°

Reemplazarlo por el siguiente numeral:


“2) Sustitúyese el artículo 507 por el siguiente:

 
“Artículo 507.- Las acciones judiciales derivadas de la aplicación del inciso cuarto del artículo 3° de este Código, podrán ser ejercidas por las organizaciones sindicales o trabajadores de las respectivas empresas que consideren que sus derechos laborales o previsionales han sido afectados.
(Unanimidad 5X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier. Indicación número 5 a)).


Estas acciones podrán interponerse en cualquier momento, salvo durante el período de negociación colectiva a que se refiere el Capítulo I del Título II del Libro IV de este Código; si el procedimiento judicial iniciado sobrepasa la fecha de presentación del proyecto de contrato colectivo, los plazos y efectos del proceso de negociación deberán suspenderse mientras se resuelve, entendiéndose para todos los efectos legales prorrogada la vigencia del instrumento colectivo vigente hasta 30 días después de ejecutoriada la sentencia, día en que se reanudará la negociación en la forma que determine el tribunal, de acuerdo con lo dispuesto en la ley.
(Unanimidad 5X0 Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier, respecto de la primera oración y última frase subrayadas). (Mayoría 3 a favor de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier y 2 en contra de los Senadores Allamand y Larraín, respecto del resto del inciso). Indicación 5 a)).


La sentencia definitiva que dé lugar total o parcialmente a las acciones entabladas deberá contener en su parte resolutiva:


1.
El pronunciamiento e individualización de las empresas que son consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales, conforme lo señalado en el inciso cuarto del artículo 3° de este Código.

(Unanimidad 5X0 Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier. Indicación 5 a)).

2.
La indicación concreta de las medidas a que se encuentra obligado el empleador dirigidas a materializar su calidad de tal, así como aquellas destinadas al cumplimiento de todas las obligaciones laborales y previsionales y al pago de todas las prestaciones que correspondieren; bajo apercibimiento de multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales, la que podrá repetirse hasta obtener el debido cumplimiento de lo ordenado.

(Mayoría 3 votos a favor de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier y 1 en contra del Senador Allamand. Indicación 5 a)).


3.
La determinación acerca de si la alteración de la individualidad del empleador se debe o no a la simulación de contratación de trabajadores a través de terceros, o bien a la utilización de cualquier subterfugio, ocultando, disfrazando o alterando su individualización o patrimonio, y si ello ha tenido como resultado eludir el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que establece la ley o la convención.  Si así lo determina,  deberá señalar de manera precisa las conductas que constituyen dicha simulación o subterfugio y los derechos laborales y previsionales que por esta vía se hubieren vulnerado, debiendo aplicar al infractor una multa de 20 a 300  unidades tributarias mensuales.  En estos casos,  será aplicable a las multas señaladas lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código.
Quedan comprendidos dentro del concepto de subterfugio referido en el párrafo anterior, cualquier alteración de mala fe realizada a través del establecimiento de razones sociales distintas, la creación de identidades legales, la división de la empresa, u otras que signifiquen para los trabajadores disminución o pérdida de derechos laborales individuales o colectivos, en especial entre los primeros las gratificaciones o las indemnizaciones por años de servicios y entre los segundos el derecho a sindicalización o a negociar colectivamente.

(Unanimidad 4 X0, respecto del primer párrafo del número 3. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier. Indicación 5 a)).

(Unanimidad 4 X0, respecto del segundo párrafo del número 3. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

La sentencia definitiva se aplicará respecto de todos los trabajadores de las empresas que son consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales.

(Mayoría 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 abstención del Senador señor Allamand. Indicación 5 a)).


Las acciones a que se refieren los incisos precedentes, podrán ejercerse mientras perdure la situación descrita en el inciso cuarto del artículo 3° de este Código, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del presente artículo.”.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier. Indicación 5 a)).

-------

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de las modificaciones consignadas anteriormente, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

Artículo único.- Modifícase el Código del Trabajo en la siguiente forma:

1) En el artículo 3°:

a) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “bajo una dirección” por “bajo la dirección de un empleador”.

 
    b) Sustitúyese el inciso final por los siguientes incisos cuarto a octavo, nuevos:

“Dos o más empresas serán consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales, cuando tengan una dirección laboral común, y concurran a su respecto condiciones tales como la similitud o necesaria complementariedad de los productos o servicios que elaboren o presten, o la existencia entre ellas de un controlador común.

La mera circunstancia de participación en la propiedad de las empresas no configura por sí sola alguno de los elementos o condiciones señalados en el inciso anterior.

Las empresas que cumplan lo dispuesto en el inciso cuarto, serán solidariamente responsables del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales emanadas de la ley, de los contratos individuales o de instrumentos colectivos.

Las cuestiones suscitadas por la aplicación de los incisos anteriores se sustanciarán por el juez del trabajo, conforme al Párrafo 3°, Capítulo II del Título I del Libro V de este Código, quien resolverá el asunto, previo informe de la Dirección del Trabajo, pudiendo requerir además informes de otros órganos de la Administración del Estado. El ejercicio de las acciones judiciales derivadas de la aplicación del inciso cuarto, así como la sentencia definitiva respectiva, deberán, además, considerar lo dispuesto en el artículo 507 de este Código. 

Los trabajadores de todas las empresas consideradas como un solo empleador podrán constituir uno o más sindicatos que los agrupen, o mantener sus organizaciones existentes; podrán, asimismo, negociar colectivamente con todas las empresas que han sido consideradas como un empleador, o bien con cada una de ellas. Los sindicatos interempresa que agrupen exclusivamente a trabajadores dependientes de empresas que hayan sido declaradas como un solo empleador podrán presentar proyectos de contrato colectivo, siendo obligatorio para el empleador negociar con dichos sindicatos. En todos estos casos, la presentación y tramitación de los proyectos de contrato colectivo se regirán por las normas establecidas en el Capítulo I del Título II del Libro IV de este Código.”.

 
2) Sustitúyese el artículo 507 por el siguiente:

 
“Artículo 507.- Las acciones judiciales derivadas de la aplicación del inciso cuarto del artículo 3° de este Código, podrán ser ejercidas por las organizaciones sindicales o trabajadores de las respectivas empresas que consideren que sus derechos laborales o previsionales han sido afectados.


Estas acciones podrán interponerse en cualquier momento, salvo durante el período de negociación colectiva a que se refiere el Capítulo I del Título II del Libro IV de este Código; si el procedimiento judicial iniciado sobrepasa la fecha de presentación del proyecto de contrato colectivo, los plazos y efectos del proceso de negociación deberán suspenderse mientras se resuelve, entendiéndose para todos los efectos legales prorrogada la vigencia del instrumento colectivo vigente hasta 30 días después de ejecutoriada la sentencia, día en que se reanudará la negociación en la forma que determine el tribunal, de acuerdo con lo dispuesto en la ley.

La sentencia definitiva que dé lugar total o parcialmente a las acciones entabladas deberá contener en su parte resolutiva:


1.
El pronunciamiento e individualización de las empresas que son consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales, conforme lo señalado en el inciso cuarto del artículo 3° de este Código.


2.
La indicación concreta de las medidas a que se encuentra obligado el empleador dirigidas a materializar su calidad de tal, así como aquellas destinadas al cumplimiento de todas las obligaciones laborales y previsionales y al pago de todas las prestaciones que correspondieren; bajo apercibimiento de multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales, la que podrá repetirse hasta obtener el debido cumplimiento de lo ordenado.


3.
La determinación acerca de si la alteración de la individualidad del empleador se debe o no a la simulación de contratación de trabajadores a través de terceros, o bien a la utilización de cualquier subterfugio, ocultando, disfrazando o alterando su individualización o patrimonio, y si ello ha tenido como resultado eludir el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que establece la ley o la convención.  Si así lo determina,  deberá señalar de manera precisa las conductas que constituyen dicha simulación o subterfugio y los derechos laborales y previsionales que por esta vía se hubieren vulnerado, debiendo aplicar al infractor una multa de 20 a 300  unidades tributarias mensuales. En estos casos, será aplicable a las multas señaladas lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código.


Quedan comprendidos dentro del concepto de subterfugio referido en el párrafo anterior, cualquier alteración de mala fe realizada a través del establecimiento de razones sociales distintas, la creación de identidades legales, la división de la empresa, u otras que signifiquen para los trabajadores disminución o pérdida de derechos laborales individuales o colectivos, en especial entre los primeros las gratificaciones o las indemnizaciones por años de servicios y entre los segundos el derecho a sindicalización o a negociar colectivamente.


La sentencia definitiva se aplicará respecto de todos los trabajadores de las empresas que son consideradas como un solo empleador para efectos laborales y previsionales.


Las acciones a que se refieren los incisos precedentes, podrán ejercerse mientras perdure la situación descrita en el inciso cuarto del artículo 3° de este Código, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del presente artículo.”.”.

Acordado en las sesiones celebradas los días 14 de marzo de 2012, con asistencia de la Senadora señora Rincón (Presidenta) y de los Senadores señores Kuschel y Uriarte; 4 de abril de 2012, con asistencia de la Senadora señora Rincón (Presidenta) y de los Senadores señores Muñoz Aburto, Prokurica (Kuschel) y Uriarte; 11 de abril de 2012, con asistencia de la Senadora señora Rincón (Presidenta) y de los Senadores señores Bianchi, Kuschel y Muñoz Aburto; 18 de abril de 2012, con asistencia de la Senadora señora Rincón (Presidenta) y de los Senadores señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte; 2 de mayo de 2012, con asistencia de la Senadora señora Rincón (Presidenta) y de los Senadores señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte; 11 de julio de 2012, con asistencia de la Senadora señora Rincón (Presidenta) y de los Senadores señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte; 1 y 8 de agosto de 2012, con asistencia de la Senadora señora Rincón (Presidenta) y de los Senadores señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte; 12 de septiembre de 2012, con asistencia de la Senadora señora Rincón (Presidenta) y de los Senadores señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte; 3 de octubre de 2012, con asistencia de la Senadora señora Rincón (Presidenta) y de los Senadores señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte; 28 de noviembre de 2012, con asistencia de la Senadora señora Rincón (Presidenta) y de los Senadores señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte; 9 de enero de 2013, con asistencia de la Senadora señora Rincón (Presidenta) y de los Senadores señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte; 7 de mayo de 2014, con asistencia de la Senadora señora Muñoz (Presidenta), de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Allamand y Larraín; 12 de mayo de 2014, con asistencia de la Senadora señora Muñoz (Presidenta) y de los Senadores señores Larraín (Presidente accidental) y Quinteros; 14 de mayo de 2014, con asistencia de la Senadora señora Muñoz (Presidenta), de la Senadoras señora Goic y de los Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier y 19 de mayo de 2014, con asistencia de la Senadora señora Muñoz (Presidenta), de la Senadoras señora Goic y de los Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

Sala de la Comisión, a 20 de mayo de 2014.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO 
DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUMENTA LA BONIFICACIÓN POR CALIDAD DE SATISFACCIÓN AL USUARIO, PARA LOS FUNCIONARIOS DEL SERVICIO DE REGISTRO CIVIL E IDENTIFICACIÓN, ESTABLECIDA EN LA LEY N° 20.342

(9.288-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.
A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez, y el asesor del Honorable Senador García, señor Tomás Zamora.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Aumentar el monto anual de la bonificación establecida en el inciso primero del artículo 2° de la ley N° 20.342 que crea una bonificación por calidad de satisfacción al usuario y establece normas que indica para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación.
- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley N° 20.342, que crea una bonificación por calidad de satisfacción al usuario y establece normas que indica para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje señala que la modernización del Estado supone que las distintas entidades públicas respondan con prontitud a los requerimientos de la ciudadanía, disminuyendo los tiempos de espera y desarrollando plataformas tecnológicas que satisfagan de manera más expedita y eficaz las necesidades de los ciudadanos, toda vez que el desarrollo de las actuaciones de las reparticiones estatales debe estar centrado en otorgar prestaciones de calidad a sus usuarios.

Añade que el Servicio de Registro Civil e Identificación, atendidas las funciones que el ordenamiento jurídico le encomienda, otorga diaria y masivamente una variada gama de servicios a los habitantes de nuestro país. Es por ello que se creó un estímulo económico que se otorga anualmente a los funcionarios del Servicio, según los índices de satisfacción que presentan los usuarios en relación a la calidad de la atención entregada por esa entidad estatal.    

Explica que, en el año 2009, se aprobó y publicó la ley N° 20.342, que crea una bonificación por calidad de satisfacción al usuario y establece normas que indica para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación. Esa ley fue dictada con el objeto de mejorar la calidad de la atención a los usuarios e instaurar una nueva política salarial en la Administración del Estado, en donde los incentivos a sus funcionarios están directamente ligados a la calidad de la atención que se presta.

El Mensaje plantea que el monto de la bonificación establecida en la ley del año 2009 debe ser ajustado, en atención al cambio de escenario que han debido enfrentar los funcionarios del Servicio durante los últimos cinco años, lo cual ha significado que éstos deban efectuar un esfuerzo adicional para poder cumplir y mantener un buen nivel en lo que respecta a la calidad de las prestaciones que otorgan a los usuarios. Señala que distintas leyes han aumentado y diversificado las funciones que corresponde desempeñar al Servicio de Registro Civil e Identificación. 
Destaca que la iniciativa legislativa es producto de un acuerdo con la Asociación de Funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación (ANERCICH), obtenido a través del diálogo social, en la búsqueda conjunta de soluciones a los conflictos y diferencias, entendiendo que la mejora en la gestión institucional es una actividad que se realiza en colaboración con los distintos actores que forman parte del quehacer del Servicio. 

Precisa que se constituyó una mesa de trabajo que abordó, entre otras materias, la bonificación establecida en el inciso primero del artículo 2° de la ley N° 20.342, en dirección a su modernización. Fruto de los acuerdos de esta mesa es la presente iniciativa legal, la que, en definitiva, propone un aumento del monto de dicha bonificación.

 En cuanto a la estructura y contenido del proyecto, expone que consta de un artículo único y dos artículos transitorios. El artículo único eleva el monto de la bonificación de $813.600 a $1.050.000. Por su parte, el artículo primero transitorio indica la fuente de financiamiento durante el año 2014. Finalmente, el artículo segundo transitorio, señala que el monto a que se refiere el artículo único, regirá a partir del 1 de enero de 2014.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 
El Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez, manifestó que el proyecto de ley responde a parte del acuerdo alcanzado por el Gobierno anterior con los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación al momento de deponer la paralización de funciones del año recién pasado.

Agregó que la iniciativa legal modifica la ley N° 20.342, del año 2009, aumentando la bonificación por calidad de satisfacción a los usuarios desde $813.600, y su equivalente en unidades de fomento al 31 de enero de 2009, a $1.050.000, y su equivalente en unidades de fomento al 1 de enero de 2014.

Indicó que el resultado de la encuesta sobre satisfacción de los usuarios del año 2013 fue bueno en cuanto a la evaluación del servicio brindado por los funcionarios.

Expresó que se ha realizado un importante esfuerzo por parte de los funcionarios para normalizar la atención después de los problemas vividos el año anterior, por el cambio de proveedor de la tecnología para la emisión de documentos, en especial, pasaporte y cédula de identidad.

El Honorable Senador señor Lagos consultó cómo se efectúa la encuesta, específicamente en qué período, y si se paga la bonificación a todos los funcionarios o sólo a una parte de ellos.
El señor Ministro explicó que la encuesta se realiza año a año y la bonificación se paga a todos los funcionarios que hayan prestado servicios por al menos seis meses en el año objeto de la evaluación y se encuentren en funciones al momento del pago de la respectiva cuota.

El Honorable Senador señor García observó que la redacción del artículo 2° de la ley N° 20.342 es confusa y debiera modificarse indicando directamente el monto de la bonificación en unidades de fomento.

El Honorable Senador señor Lagos preguntó cuál es la razón de que no se exprese en unidades de fomento el monto de la bonificación.

El señor Ministro expresó que están estudiando modificar la ley N° 20.342 para aclarar su redacción.

El Honorable Senador señor Montes solicitó al Ejecutivo que se haga llegar a la Comisión información sobre el estado actual de la atención al usuario que entrega el Servicio, en relación a los problemas surgidos en la segunda mitad del año 2013.

El señor Ministro expresó que hará llegar a la Comisión los antecedentes respecto del funcionamiento del Servicio. Acotó que los problemas de retrasos que se produjeron el año pasado se debieron al adelantamiento en 6 meses de la entrada en funciones de la empresa adjudicataria Morpho, lo que impidió efectuar una correcta capacitación y comenzar con un período de puesta en marcha adecuado.

Agregó que la situación general se ha normalizado, pero advirtió que en algunos lugares existen problemas de infraestructura para concretar los cambios que se requieren. Además, el problema más importante para mejorar y regularizar definitivamente la atención del Servicio, es la licitación del proveedor del soporte informático, que actualmente brinda la empresa Adexus, y que no ha logrado concretarse en tres ocasiones.

El Honorable Senador señor García consultó cuánto es el incremento de la bonificación medido en unidades de fomento.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que los $813.600 de bonificación correspondían, aproximadamente, a 38 unidades de fomento al 31 de enero de 2009, y los $1.050.000 de bonificación corresponden, aproximadamente, a 45 unidades de fomento al 1 de enero de 2014.
El Honorable Senador señor Zaldívar planteó que, con motivo de la paralización de los funcionarios del Servicio el año 2013, le tocó intervenir como mediador a petición de los representantes de los funcionarios, y este proyecto de ley responde a uno de los compromisos asumidos por el Gobierno anterior como forma de llegar a un acuerdo que pusiera término a dicha paralización.
El Honorable Senador señor Montes reiteró que resulta relevante poder contar con información sobre el plan de modernización del Servicio.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que también resulta necesario contar con más información respecto de la encuesta sobre satisfacción de los usuarios que se realiza cada año.

El Honorable Senador señor Zaldívar concordó con lo planteado precedentemente, y estimó que puede ser muy útil contar con información sobre el funcionamiento del nuevo proveedor de la tecnología para la emisión de documentos y sobre la normalización de la atención del Servicio.

El señor Ministro indicó que el N° 6 del artículo 4° de la ley N° 20.342, dispone que la evaluación del índice de satisfacción neta de los usuarios se efectúa en el mes de septiembre de cada año, sujetándose a las reglas que allí se indican.

Agregó que entre las medidas que se han adoptado para mejorar la atención, se dispuso de una oficina especializada en la Región Metropolitana para la atención de extranjeros. Además, señaló que se está dando aviso a las personas que quedaron con su cédula vencida para que se acerquen al Servicio a pedir una cédula nueva.

Asimismo, se comprometió a enviar la información requerida por los señores senadores antes del 15 de junio del presente año.
Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 26 de marzo de 2014, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

Considerando las numerosas tareas que han debido enfrentar los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación durante los últimos años, las que han implicado un esfuerzo para poder cumplir y mantener un nivel de calidad de servicio de excelencia para los usuarios, el proyecto de ley propone un aumento del monto de la Bonificación por Calidad de Satisfacción al Usuario establecida en la Ley N° 20.342.

En efecto, el proyecto de ley sustituye el inciso primero del artículo segundo de la Ley N° 20.342, que crea la bonificación por calidad de satisfacción al usuario para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, reemplazando la cifra de $813.600, por la de $1.050.000.

II. Efectos del proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

La entrada en vigencia del proyecto de ley irroga el siguiente mayor costo respecto de la situación vigente:







Miles de $ 2014

	
	Año 2014

	Mayor costo al incrementar el monto de la asignación
	468.130


El mayor gasto que irrogue el proyecto de ley durante el año 2014 se financiará con cargo al presupuesto vigente del Servicio de Registro Civil e Identificación y en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público.”.

Se deja constancia del precedente Informe Financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto se transcribe a continuación:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Sustitúyense, en el artículo 2°, inciso primero, de la ley N° 20.342, la cifra “$813.600” por “$1.050.000”, y la expresión “31 de enero de 2009” por “1 de enero de 2014”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo primero.- 
El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2014 se financiará con cargo al presupuesto del Servicio de Registro Civil e Identificación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.
Artículo segundo.- El monto a que se refiere el artículo único de esta ley regirá a partir del 1 de enero de 2014.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 20 de mayo de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín.

Sala de la Comisión, a 20 de mayo de 2014.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario Accidental de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES HORVATH, BIANCHI Y DE URRESTI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY GENERAL SOBRE DERECHOS LINGÜÍSTICOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE CHILE
(9.363-04)

CONSIDERANDO:
Las lenguas indígenas de Chile se encuentran en riesgo de desaparecer como consecuencia de la falta de protección y reconocimiento de las misma por parte de las políticas del estado chileno; antes y en épocas de la Conquista y en el contexto mapuche primaba el uso del mapudungun para todo tipo de comunicación y acuerdos entre españoles y mapuches, para interlocutar con ellos había que saber su lengua, lo que demuestra que ésta no fue siempre una lengua débil como en la actualidad. Hoy de los nueve pueblos originarios reconocidos por la Ley Indígena, sólo cuatro son hablantes de sus respectivas lenguas maternas, por menos de un tercio de la población adulta. Se trata del Quechua, Aymara, Rapa nui y Mapudungun; las otras tienen muy pocos hablantes: El Yagan tiene una sola hablante anciana; el Kaweskar vive un proceso de reconstrucción lingüística sin hablantes nativos, sino como hablantes de segunda lengua, el Selknam ha perdido a sus hablantes en Chile, aunque en Argentina hay personas que lo hablan y el Likan Antay, no sólo ha perdido a sus hablantes, sino también su gramática, lo que hace casi imposible su reconstrucción. La lengua  del pueblo Diaguita vive situación similar al Likan Antay. 

En este duro y complejo panorama existe una responsabilidad objetiva del Estado al no adoptar políticas públicas integrales, de rescate y promoción de las lenguas indígenas y de violar los derechos lingüísticos de las personas y los pueblos indígenas. Los derechos lingüísticos forman parte de los Derechos Humanos Fundamentales, por ser parte de la dignidad de la personas. Las personas se diferencian de las otras especies animales, sólo por tener lenguaje, como un sistema de signos finitos, que permite la comunicación y el desarrollo de la creatividad. Gracias a la lengua las personas pueden hablar de su pasado, inventar mundos todavía no descubiertos, manifestar sus sentimientos, afectos, etc. Cuando a un pueblo se le impide el uso de su lengua, se le impide la capacidad de desarrollarse como persona, se le impide el futuro, se le condena a la muerte y al silencio. El aprendizaje en el niño, ocurre en la lengua materna, en la lengua primera lengua, aquella aprendida en la familia. La enseñanza en una lengua ajena dificulta profundamente el desarrollo de los niños, del aprendizaje, además que afecta su identidad, la visión de si mismo, perdiéndose así los objetivos de una educación de calidad. En nuestro país todavía pese a la castellanización de los pueblos indígenas, existen personas bilingües de lengua indígena y castellano, y niños monolingües en lenguas indígenas, a quienes se le impide el derecho a la educación en lengua materna; es el caso de niños mapuche pehuenche, en la comuna del Alto Bío-Bio; allí el 50% de los niños llegan a sexto básico todavía sin hablar castellano. En este territorio todos los profesores hablan solo castellano, y quien realiza labores de intérprete es una persona de la comunidad, que oficia como educador tradicional, y que pasa de vez en cuando por los cursos explicando las materias en Chedungun, variante pehuenche del Mapudungun. El educador tradicional no puede atender a todos los niños porque no da abasto, sólo hay uno por escuela.

El derecho lingüístico, es un derecho individual y colectivo a la vez, así lo reconoce la declaración de Derechos Lingüísticos de Barcelona, 1994, o el Convenio 169 de la OIT; pues se ejerce en forma individual, pero se cultiva en un colectivo, las personas se comunican en su lengua en su comunidad lingüística. Dada a la importancia del derecho lingüístico en las personas, para los pueblos y su cultura, los diversos países en Latinoamérica han creado ley de derechos lingüísticos entre ellos Argentina, Bolivia, Ecuador, Perú, Paraguay, México, Colombia, entre otros; entre los pocos que no lo han hecho se encuentra Chile.

La política chilena respecto a las lenguas indígenas es muy débil y limitada; solo garantiza el derecho de aprender la lengua indígena a niños en escuelas básicas, donde existe un grupo de alumnos indígenas superior al 20% (Decreto 280, 2009). Tampoco garantiza la educación en lengua indígenas para los niños que tienen por lengua materna una lengua originaria, (caso pehuenche y rapanui), quienes deben ser castellanizados para acceder a la educación pública. La política también es ruralista, no se garantiza en las comunidades urbanas que constituyen casi el 70% de la población indígena según la CASEN 2009. Tampoco se garantiza el uso de las lenguas indígenas en otros espacios públicos, oficinas administrativas por ejemplo y sobre todo en los medios de comunicación. No hay ningún medio que trasmita en lengua y cultura originaria, la televisión pública por ejemplo. No aplica, no mandata a la política pública de educación superior a formar profesores bilingües en lenguas indígenas, ni mandata la educación intercultural para todos los chilenos; el currículum escolar invisibiliza a los pueblos, las culturas originarias y sus aportes no forman parte de los contenidos mínimos obligatorios del sistema educativo.

Lo anterior ocurre debido a que en Chile el racismo y la discriminación hacia los pueblos indígenas es de carácter estructural; lo que es inconcebible si se trata de un sistema democrático, ajustado a los derechos humanos. El racismo del que son víctimas los Pueblos Indígenas también tiene su fundamento en el desconocimiento que existe en la sociedad mayoritaria acerca de las culturas, lenguas, historias y derechos colectivos, que junto con ser un problema social y cultural serio, atenta contra la dignidad humana y los principios de un sistema democrático de la libre expresión.

Desde el punto de vista jurídico, la situación de pérdida de las lenguas indígena es producto de la violación de normas internacionales de protección de los derechos humanos como el Artículo 1 y 2 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, que establece obligaciones para los Estados de respetar y garantizar los derechos humanos; y en específico, las normas del Convenio 169 de la OIT, de la obligación del Estado de promover las lenguas, cultura y la historia de los pueblos indígenas en la esfera de la enseñanza. 

Por cuanto,  la propuesta de Ley de Derechos Lingüísticos se fundamenta en el derecho que asiste a pueblos de usar sus lenguas conforme a normas del derecho internacional y nacional (Convenio 169 de la OIT, Pacto de los Derechos Civiles y Políticos, Pacto de los Derechos Económicos Sociales y Culturales, Constitución Política del Estado y Ley 19.254 o Ley Indígena).
Cabe señalar que la sola oficialización de las lenguas originarias no es suficiente, si se busca verdaderamente proteger las lenguas y desarrollarlas. Se necesita proteger las lenguas, garantizar su uso público, pero además proteger los derechos lingüísticos de los hablantes, garantizar la no discriminación por hablar una lengua originaria, y además crear la institucionalidad que de seguimiento a la aplicación de la ley de derechos lingüísticos y además defina políticas públicas de uso de las lenguas y de desarrollo de las lenguas en sus respectivos sistemas lingüísticos.  Por eso la ley de derechos lingüísticos debe ir acompañada de la creación del Instituto Nacional de las lenguas indígenas, órgano con participación de hablantes de lenguas indígenas y cuya función es desarrollo social, cultural, lingüístico de las lenguas indígenas en una sociedad plurilingüe.

El mayor aporte de los pueblos indígenas al país, lo son sus conocimientos, valores, culturas y sus lenguas. Un país multilingüe nos pone a la altura de los desafíos del siglo XXI, es decir reconoce y valorar nuestra biodiversidad y pluricultura, pues ser bilingüe o multilingüe es una condición que exige la sociedad globalizada, y que tiende negativamente a homogenizar las competencias bilingües, la habilidades de lenguaje y de comunicación, las habilidades sociales y culturales de los bilingües se desarrollan en cualquier lengua y cultura, no solo en las lenguas estándar o extranjeras como el inglés u otras, también en las lenguas indígenas.
Corresponde al Chile defender el patrimonio cultural del país, respetar los derechos de los pueblos indígenas y garantizarlas para las nuevas generaciones, como lo están realizando las organizaciones de pueblos originarios y las organizaciones por la biodiversidad y el pluriculturalismo.

Finalmente, este anhelo de protección de las lenguas originarias ha nacido desde el seno de los Pueblos Indígenas de Chile y de la Red de los Derechos Educativos, Culturales y Linguísticos de los Pueblos Indígenas, quieres por medio de dos Congresos de las Lenguas realizadas en los años 2009 y 2011 en la Ciudad de Santiago consensuaron entre los distintos pueblos originarios los contenidos de la presente Moción.

Por las razones anteriores venimos en presentar el siguiente Proyecto de ley:
PROYECTO DE LEY GENERAL DE DERECHOS LINGÜÍSTICOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE CHILE

CAPÍTULO I

PRINCIPIOS Y DEFINICIONES

Artículo 1°, Objeto. 

La presente Ley tiene por objeto reconocer, proteger y garantizar los derechos lingüísticos, individuales y colectivos de los pueblos Indígenas en Chile, así como la promoción del uso y desarrollo de sus lenguas y su armónica relación con el idioma castellano.

Artículo 2º. De la pluriculturalidad del país y su reconocimiento. 

El Estado de Chile reconoce que la sociedad chilena es pluricultural y plurilingüe, rasgos constitutivos  que se han mantenido desde sus orígenes. El cultivo de la diversidad lingüístico cultural pertenece a los lineamientos de las políticas educativas, culturales y lingüísticas recomendadas por las Naciones Unidas, e inserta en la política pública nacional, por medio de la Ley General de Educación (LGE)que incorpora la educación intercultural bilingüe, y se vincula al derecho internacional de los derechos humanos de los pueblos indígenas, por medio del Convenio 169 de la OIT, vigente en Chile, y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

Se reconoce el carácter bilingüe de los pueblos indígenas; por cuanto promueve el conocimiento de la lengua indígena de los pueblos respectivos, así como el acceso equitativo al castellano como lengua de comunicación intercultural entre los pueblos. 

La presente ley tiene entre otros objetivos,  operacionalizar las  obligaciones derivadas del convenio 169 de la OIT respecto a la protección y desarrollo de los derechos de los pueblos indígenas en materias de lenguas, conocimientos y valores, culturas y educación, proyectando el bilingüismo en lengua indígena y el castellano como base para el desarrollo de estos pueblos.

Artículo 3°. Son lenguas de los Pueblos Indígenas aquellas lenguas preexistentes al Estado chileno, presentes en el territorio y que se reconocen por poseer sus gramáticas específicas y un conjunto ordenado y sistemático de formas orales funcionales y simbólicas de comunicación. Las lenguas indígenas son dispositivos activos de las respectivas culturas, de las identidades específicas de los pueblos y de sus miembros,  de la memoria histórica, de los valores y conocimientos propios. Estás acompañan la creatividad de las personas y de sus comunidades, y con ellas los pueblos respectivos proyectan su futuro. 
Artículo 4°. El Estado de Chile reconoce como lenguas de los Pueblos Indígenas a la lengua de los pueblos Aymara, Quechua, Mapuche; Rapa nui, Likan Antay, Kaweskar, Selknam, Yagan, Diaguita y Colla, en la formas y fonéticas que estos pueblos determinen. En caso de que la lengua se encuentre en estado de  invisibilización, los descendientes del pueblo al que pertenece esa lengua tendrán el derecho de establecer los mecanismos para su revitalización. 

Artículo 5°. Las políticas públicas de revitalización y normalización lingüística otorgarán  especial protección y fomentará el desarrollo a las lenguas indígenas con hablantes activos,  como así mismo, a las lenguas vulneradas. Se entiende por lengua vulnerada, aquellas lenguas que ya han perdido su gramática sin dejar registros, como el caso de la lengua del pueblo Likan antay, y aquellas que pese a conservar algunos registros han perdido a sus hablantes, como es el caso de la lengua Kaweskar, el Selknam, y el Yagan. 

Artículo 6°. Los pueblos y comunidades que manifiesten interés por la recuperación de sus lenguas, cuyo uso perdieron en tiempo atrás, y que inicien procesos endógenos de recuperación, recibirán el apoyo del Estado, si se dan condiciones de viabilidad y de compromiso colectivo para dicha recuperación, las que deberán ser evaluadas por los propios pueblos interesados en conjunto con un equipo técnico pertinente que deberá constituirse para esos efectos. En todo caso, los pueblos interesados tendrán siempre el derecho de iniciar procesos endógenos de revitalización de sus lenguas como parte del derecho a la libre determinación que les asisten.

Artículo 7°. Todas las lenguas indígenas que se reconozcan en los términos de la presente Ley, junto con el castellano serán reconocidas como lenguas nacionales, por su origen histórico, y tendrán la misma validez jurídica, institucional, social, pública en sus territorios, comunidades y contexto en que se hablen.

Artículo 8º Las trasgresiones a las disposiciones de esta ley o los actos arbitrarios o ilegales referidos a lo mismo, estarán provistos de la acción de protección conforme a lo que establece el artículo 20 de la Constitución Política del Estado en lo que sea pertinente, sin perjuicio de las demás acciones que establece el ordenamiento jurídico. 

CAPITULO II
 DE LOS DERECHOS LINGÜÍSTICOS
Artículo 9°. Se reconocen como derechos lingüísticos los derechos colectivos e individuales de una comunidad lingüística, de los pueblos indígenas de Chile y de las personas tales como:

a. El derecho a  comunicarse en la lengua de la que se es hablante, sin restricciones en el ámbito público o privado, en forma oral y/o escrita, en todas sus actividades sociales, económicas, políticas, culturales, religiosas y en procedimientos judiciales y administrativos,  y cualesquiera otras.

b. El derecho de los descendientes de un pueblo indígena a aprender y adquirir la lengua de sus padres, abuelos o antepasados pertenecientes al pueblo indígena del país, cualquiera sea.

c. El derecho a conservar y a proteger los nombres de personas y lugares en lenguas indígenas, y, en general, los nombres propios en esas lenguas. Sobre la protección de las denominaciones, se hace imprescindible el derecho a conservar el nombre cultural y patrimonial y de significado de los espacios y territorios.
d. El derecho a la no discriminación por razones lingüísticas en áreas como el trabajo, la seguridad social, la salud, la vida familiar, la educación, la vida cultural y la libertad de expresión;
e. El derecho a ser consultados respecto a toda medida que se pretenda implementar en materia de lenguas, conocimientos y valores  y culturas originarias. La consulta será conforme a lo establecido en el Convenio 169 de la OIT.
ARTÍCULO 10°. Las autoridades educativas y sostenedores o administradores de escuela, conforme al reconocimiento de los derechos lingüísticos de los pueblos, garantizarán que las niñas y niños y jóvenes indígenas a que tengan acceso a la educación obligatoria, bilingüe e intercultural, y adoptarán las medidas necesarias para que en el sistema educativo se asegure el respeto a la dignidad e identidad de las personas, independientemente de su lengua. Asimismo, en los niveles medio y superior, se fomentará la interculturalidad, el multilingüismo y el respeto a la diversidad cultural.

ARTICULO 11º La protección de las lenguas incluye la debida protección de los conocimientos tradicionales y saberes de los pueblos indígenas, nombres de lugares y de personas y otros  derivados de las lenguas respectivas, los que no podrán ser patentados por entidades o personas privadas, sin consentimiento de las comunidades. En caso de que la organización indígena decida su patentación, los recursos que ingresen por tal derecho deberán ir en beneficio del Instituto de Lenguas Indígenas, creado por esta Ley, o de las academias de lenguas indígenas u otra entidad indígena que tenga por objeto la promoción de las lenguas, de los conocimientos y valores de los pueblos. 

CAPITULO III:

INSTITUTO DE DERECHOS LINGÜÍSTICOS
Artículo 12°.  Créase el Instituto de los Derechos Lingüísticos, al que concurrirán las organizaciones de pueblos originarios y las organizaciones no gubernamentales de Derechos Humanos, biodiversidad y pluriculturales, según se conformen en cada región o zona cultural del país.

Artículo 13°. Este Instituto creará sus propios Estatutos de acuerdo a la Ley 20.500 y los principios de esta Ley.

Artículo 14°. El Instituto funcionará en todas las regiones o zonas que las comunidades y su directorio decidan.

    Artículo 15° El Instituto tendrá por  objeto principal valorar, revitalizar y fomentar el uso de las lenguas originarias
CAPITULO IV
MEDIOS DE COMUNICACIÓN E INFORMACIÓN
Artículo 16°.  En cada comunidad, región o zona del país en que haya organizaciones y personas que manifiesten su derecho a ser informados en su lengua originaria, además del castellano, se tendrá que asociar el directa o mediante resumen o referencia el texto en idioma originario respectivo.

CAPITULO V

SANCIONES
Artículo 17°.  La Ley, sancionará por la apropiación indebida de propiedad intelectual de los conocimientos indígenas en su expresión verbal, escrita y gráfica. Así también se sancionará la indiscriminación a las personas por su condición indígena, como la manipulación de la imagen de las personas, comunidades y pueblos en los medios de comunicación.

Las observancias de la presente Ley, serán de competencia de los juzgados de policía local quien previa denuncia o se querella por particulares, sancionará a dicho establecimiento con multas de hasta 500 UF a beneficio de la Academia o Institutos de lenguas indígenas, las que en todo caso podrán duplicarse en caso de coincidencia. El ejercicio de la acción infraccional, no opta a que se ejercite otra acción legal conforme a la ley.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, CON EL QUE SOLICITA A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY QUE ELIMINE LAS CONDICIONES EXIGIDAS PARA EL AUMENTO DE FERIADO ANUAL EN LOS ARTÍCULOS 106, INCISO SEGUNDO, DEL ESTATUTO ADMINISTRATIVO Y 105, INCISO SEGUNDO, DEL ESTATUTO ADMINISTRATIVO DE LOS FUNCIONARIOS MUNICIPALES

(S 1.665-12)

El feriado anual, más conocido como vacaciones, es un derecho que pertenece a todos los trabajadores que han cumplido determinado tiempo de servicio. La duración, que se establece como un minino es, en general, de 15 días hábiles y con remuneración íntegra.
La Ley 20058 promulgada y publicada en el mes de septiembre del año 2005, modificó diversas normas del Código del Trabajo recogiendo una larga aspiración de miles de trabajadores y significó un reconocimiento a las especiales condiciones en que ellos se desempeñan. Dicha norma crea una distinción que favorece a los trabajadores del sector privado, que pertenecen a las regiones del extremo sur del, país, consistente en el aumento de 5 días en el feriado anual, sin establecer condición alguna referida al lugar donde se vayan a realizar las vacaciones.
Uno de los fundamentos de la reforma en comento fue la comparación de las condiciones entre los diversos tipos de trabajadores. A raíz de la operación anterior, se manifestó el rechazo y la inconveniencia de reconocer a los trabajadores sujetos al estatuto administrativo un periodo mayor de vacaciones, beneficio de carácter exclusivo basado únicamente en los distintos estatutos normativos aplicables, siendo que existen razones de justicia, razonabilidad y lógica para establecer un derecho de modo transversal. Es así como se logró igualar al feriado anual de 20 días para, quienes viven y trabajan en las. Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, en la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de la Provincia de Palena, de la Región de los Lagos.
Otro de los argumentos esgrimidos en la tramitación de dicha ley, son las especiales características aislamiento que fundamentan el trato diferenciado. Incluso existen razonamientos en dictámenes de la Contraloría en orden a que "es manifiesto que la finalidad que tuvo en vista el legislador al dictar esa norma (referida al estatuto administrativo) fue la de otorgar el referido aumento de feriado a los servidores de provincias situadas en los extremos del país, [...] teniendo presente la particular configuración geográfica del territorio nacional, así como la circunstancia de que comúnmente dichos funcionarios tienen vinculaciones familiares en provincias centrales" que finalmente justifican más días para lograr mantener vínculos familiares a pesar de las distancias.
Otro factor siempre presente es el clima, en las zonas referidas, independiente de la época del año de la cual se trate, el tiempo es un criterio a considerar al organizar actividades típicas de vacaciones como puede ser un paseo o reunión familiar.
La extensión territorial de dichos lugares es igualmente un parámetro a tener en cuenta pues, la distancia entre localidades de una misma región es considerable y muchas veces implica transportarse por rutas de difícil acceso lo que justifica que aun permaneciendo en una misma región se requiera recorrer distancias importantes para llegar al lugar de vacaciones, como sería por ejemplo el ir a Torres del Paine desde Punta Arenas. O a Puerto Montt desde Palena.
Un punto importante es atender a que el grupo humano y la creación y conservación de polos de desarrollo en determinados territorios, contribuyen de manera esencial a la organización y estructura de nuestro país. En este orden de cosas, no sólo es necesario impulsar medidas que contribuyan a igualar las condiciones de calidad de vida, las que comprenden el acceso a actividades de esparcimiento, descanso o distracción sino que debemos impulsar estrategias de fomento que promuevan el crecimiento poblacional en estas zonas.
Todo lo anterior llevó a la aprobación de la ley 20.058, pero son argumentos aún vigentes, los cuales al considerarse de manera integral y al observarlos ahora desde el punto de vista de los trabajadores públicos nos invitan a hacer una evaluación del panorama normativo general en esta materia. Concluimos que, a pesar del avance, se requieren otras mejoras, entre ellas, la supresión de las condiciones de ejercicio que se imponen para el uso del aumento de 5 días en el feriado anual para el sector público.
Actualmente se consagra que, para hacer uso del aumento de días en el feriado ya mencionado, los funcionarios que se rijan por el Estatuto Administrativo Ley 18.834 o por el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales Ley 18.883 deben cumplir con la condición de trasladarse a una región distinta de aquélla en la que se encuentren prestando servicios o hacia friera del país. En cambio, en el inciso segundo del artículo 67 del código del trabajo se establece como un derecho sin condición.
La diferenciación expuesta resulta arbitraria si se piensa que el criterio objetivo a considerar es el territorio donde se prestan los servicios y no la naturaleza de estos. Consecuentemente proponemos igualar el derecho a feriado anual que tienen los trabajadores del sector público y los del sector privado, eliminando la condición que prescribe el inciso 2° del artículo 106 sobre Estatuto Administrativo y el inciso segundo del artículo 105 de la ley 18.883 que establece el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.
Es lógico y de toda justicia que los trabajadores de dichos lugares, sean funcionarios o trabajadores del sector privado, deben disponer de un piso igualitario de veinte días de vacaciones y no sujetos a condición alguna.
Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:
Proyecto de Acuerdo

Solicitar a S. E., la Presidenta de la República doña Michelle Bachelet, el envío de un proyecto de ley que tenga por objeto la modificación del inciso 2° del artículo 106 del DFL N° 29 que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley n° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y el inciso 2° del artículo 105 del Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales; eliminándose la condición de trasladarse a una región distinta de donde se preste el servido para que se aumente en 5 los días hábiles del feriado anual establecido en tales normas.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI, CHAHUÁN, HORVATH, PROKURICA, QUINTEROS Y ROSSI, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UN PROYECTO, MODIFICATORIO DEL ARTÍCULO 55 TER DE LA LEY DE IMPUESTO A LA RENTA, CON EL OBJETO DE AMPLIAR EL BENEFICIO CONCEDIDO A LOS CONTRIBUYENTES PERSONAS NATURALES POR SUS HIJOS NO MAYORES DE 25 AÑOS DE EDAD MATRICULADOS EN INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN, A QUIENES REALICEN ESTUDIOS COMPLEMENTARIOS O DE PERFECCIONAMIENTO

(S 1.666-12)
La Reforma Tributaria de 2012 contempla un nuevo beneficio que viene a concretar una larga aspiración para muchas familias y que si bien está lejos de ser una solución, es al menos una ayuda. Nos referimos a la rebaja de impuestos por gastos en educación. Esta nueva figura viene a reconocer el esfuerzo y la carga que implica para una familia la educación de sus hijos. Esto a través de la creación de un aporte por cada hijo que esté estudiando, que consiste en una rebaja de impuestos en la respectiva Declaración de Renta, cumpliéndose ciertos requisitos. El monto del beneficio para el año tributario 2014 es 4,4 UF por cada hijo.
Junto con aplaudir esta reforma y esperando que a futuro se aumente la rebaja de impuesto que finalmente se transforma en aporte, nos parece momento de mencionar otra realidad que se relaciona con la efectividad de los estudios formales y obligatorios y la posibilidad de acceder a estudios superiores.
Con lo anterior nos referimos a que si bien es cierto el ideal en la educación de un país es cumplir con todas las etapas de Educación Pre escolar, Educación Básica, Educación Media, y Educación Técnico Profesional o Educación Universitaria; ello no siempre es posible. Son muchos los casos en que se produce un abandono de los estudios por desinterés o desmotivación; falta de apoyo familiar; enfermedades; paternidad o maternidad temprana; etc.
En Chile, la escolaridad obligatoria ha ido en aumento y entre sus objetivos estaba expandir las oportunidades educativas, sobre todo en los sectores menos privilegiados de la población. Sin embargo, la escolaridad promedio de los alumnos más pobres, al año 2006, alcanzaba a tan sólo 8,2 años en el 2006.
Desde otra arista la deserción en educación básica en Chile es mayor en séptimo básico, registrando un 2,2 por ciento. Mientras que en educación media, la tasa de deserción más alta se observa en primero medio, y luego en tercero medio alcanzando un 8,7 por ciento y 8,3 por ciento, respectivamente.
Evidentemente, un escaso nivel de escolaridad crea una fuerza de trabajo menos preparada y más difícil de calificar y progresar, tienen una productividad laboral más baja todo lo cual se traduce en un menor crecimiento económico, un mayor gasto para financiar programas sociales, la reproducción intergeneracional de las desigualdades sociales y de la pobreza, el menor ingreso futuro que obtienen las personas (CEPAL, 2002), entre otros.
A este abandono o deserción escolar hay que sumar todos aquellos casos de jóvenes que en su momento efectivamente terminan el colegio pero se ven imposibilitados a seguir estudios superiores por diversos motivos los cuales principalmente son de índole económica y familiar.
Finalmente podemos agregar a otro grupo que actualmente tienen un cierto grado de estudios técnicos o profesionales pero desean mejorar su cualificación accediendo a programas de perfeccionamiento con el fin de obtener un mejor nivel de vida.
Si consideramos entonces a todos aquellos que hicieron abandono temprano de sus estudios, aquellos que no pudieron acceder a la formación profesional en el iter etario normal, o quienes actualmente aspiran a perfeccionarse, tenemos que existe una importante población que está interesada en superarse, y acceder a nuevas herramientas.
Aunando lo dicho en los párrafos precedentes tenemos aquí una oportunidad de atender al mandato que hace la constitución en este tema y efectivamente "contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías... La forma de concretizar lo expuesto sería aprovechar la reforma tributaría actualmente en discusión y crear un espacio a todas aquellas personas que por una u otras razón no pudieron completar o continuar sus estudios, personas que hasta ahora no han contado con la ayuda necesaria para alcanzar sus metas. Proponemos crear un beneficio de rebaja de impuesto, similar a la que mencionábamos al comienzo de este documento pero, que tenga como beneficiarios a los propios contribuyentes que buscan salir adelante, perfeccionarse, crecer y ser una fuerza más potente en la misma sociedad pues, como se ha dicho otras veces, mientras más educación tenga una nación, mayor será su riqueza.
Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:
Solicitar a S. E., la Excelentísima Presidenta de la República, doña Michelle Bachelet, el envío de un proyecto de ley que tenga por objeto incorporar una rebaja equivalente a la prevista para padres con hijos escolares pero de aplicación directa para los contribuyentes que realicen estudios para completar su escolaridad, estudios profesionales o para perfeccionarse.
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE ESTABLECE CONDICIONES ESPECIALES TRANSITORIAS PARA LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 18 DE LA LEY N° 19.479 Y FACULTA PARA OTORGAR EL BONO COMPENSATORIO QUE INDICA

(9.113-05)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,
HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia.

- - -



En sesión celebrada el 24 de abril de 2014, la Cámara de Diputados, cámara de origen, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Honorables Diputados señores Pepe Auth Stewart, Javier Macaya Danús, José Miguel Ortiz Novoa, Alejandro Santana Tirachini y Marcelo Shilling Rodríguez.


El Senado, por su parte, en sesión celebrada el día 7 de mayo de 2014, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los integrantes de la Comisión de Hacienda, Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín. 


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 13 de mayo de 2014, con la asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín, y Honorables Diputados señores Pepe Auth Stewart,  José Miguel Ortiz Novoa, Alejandro Santana Tirachini y Marcelo Shilling Rodríguez. En dicha oportunidad, por unanimidad eligió como Presidente al Honorable Senador señor Lagos, y acordó que el reglamento por el que se regiría sería el del Senado. Enseguida, se abocó al cumplimiento de su cometido.



Del mismo modo concurrieron, en representación de la Dirección de Presupuestos, el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Jorge Rodríguez, y la Jefa del Subdepartamento Institucional Laboral, señorita Patricia Orellana. 

- - -

Previo al conocimiento de los asuntos de competencia de la Comisión Mixta, el Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Jorge Rodríguez, recordó que el proyecto de ley en estudio, iniciado bajo la administración del ex Presidente de la República señor Sebastián Piñera, fue discutido en su origen paralelamente a otro que establecía un incentivo al retiro para los funcionarios de la Asociación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF). Como la tramitación de este último se había dilatado, fueron los propios funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas quienes estuvieron porque fuera un proyecto específico el que se hiciera cargo de su situación particular.


Con el tiempo, sin embargo, mientras el proyecto de ley ANEF resultó aprobado en todas las instancias, no ocurrió lo mismo con el de los funcionarios de Aduanas, quienes han solicitado al nuevo Gobierno dar los pasos que sean necesarios para que así acontezca. De ahí que, tras el rechazo de la Cámara de Diputados a las enmiendas introducidas por el Senado en segundo trámite constitucional, el Ejecutivo haya retomado las negociaciones con los funcionarios de Aduanas.


El Honorable Senador señor García hizo ver que el proyecto de ley en su oportunidad despachado por el Senado contó con el acuerdo expreso de los representantes de los funcionarios de Aduanas.


El Honorable Diputado señor Ortiz explicó que lo que ha motivado a los citados representantes a buscar nuevas instancias de negociación, es que con posterioridad a la aprobación prestada por el Senado han advertido que catorce antiguos funcionarios quedaban excluidos de ciertos beneficios del proyecto. Como subsanar este aspecto requería desde luego de una indicación del Ejecutivo, la opinión de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, que hiciera suya la Sala de esa Corporación en tercer trámite constitucional, fue la de rechazar la iniciativa en su integridad.


Los Honorables Senadores señores Zaldívar y Coloma consultaron por las diferencias entre el proyecto de incentivo al retiro de los funcionarios ANEF y el de los funcionarios de Aduanas.


El señor Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos dio a conocer la  presentación, por parte del Ejecutivo, de una proposición -de la que se da cuenta más adelante en el presente informe- para resolver las dificultades suscitadas entre ambas Cámaras con motivo del presente proyecto de ley. En ella se contienen ciertos beneficios para un universo acotado de funcionarios, catorce, que habían abandonado el Servicio de Aduanas sin acceder a ellos. Esto último marca una diferencia con el incentivo al retiro para los funcionarios ANEF, donde sí hubo funcionarios que quedaron sin acceder a ciertos beneficios.

Los principales aspectos de la proposición del Ejecutivo, prosiguió, son los siguientes:

1.- Incentivos al Retiro para los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas.

a) Requisitos: haber cumplido o cumplir 60 años de edad en el caso de las mujeres y 65 años de edad en el caso de los hombres, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, siempre que hagan su dejación del cargo a más tardar el 1 de julio de 2015 (esto, atendido el retardo en la tramitación del proyecto de ley, pues en el caso de los funcionarios ANEF el retiro debe hacerse efectivo hasta el 31 de marzo de 2015).

b) Beneficios: 

i) Bonificación por Retiro, equivalente a un mes de remuneración imponible por cada dos años de servicios, con un máximo de once meses. La remuneración a considerar será hasta un límite máximo de 100 UF (artículos 1°, 2° y 3°). Esto último también constituye una diferencia con el incentivo al retiro ANEF, donde el tope  es de 90 UF.

ii) Bono de 395 UF para los funcionarios que recibieron la bonificación anterior, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 o más años de servicios y se encuentren afiliados a la AFP (artículo 4°).

iii) Plazo especial para postular al bono post laboral de la ley N° 20.305, para aquellos que perciban el bono de 395 UF (artículo 7°).

iv) Bono especial de permanencia, de 10 UF por cada año de servicio por sobre 40 años de labores, con un máximo de 100 UF para aquellos que perciban el bono de 395 UF (artículo 8°).

v) Bono especial de permanencia de 5 UF por cada año de servicio por sobre los 20 años, con un máximo de 100 UF para los cargos en las plantas de profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas; o aquellos asimilados a cualquiera de las plantas antes enumeradas; o que reciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974, siempre que perciban el bono de 395 UF (artículo 9°).

c) Incompatibilidad: artículo 18 de la ley N° 19.479 (incentivo especial de Aduanas), en el Título II la ley N° 19.882 (bonificación por retiro permanente) y en la ley N° 20.734 (incentivo ANEF).

2.- Facultad para Director del Servicio Nacional de Aduanas para solicitar la renuncia a los funcionarios.

a) Requisitos: puede solicitar la renuncia de los funcionarios de planta o a  contrata, que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos 60 años de edad en el caso de las mujeres y 65 años de edad, en el de los hombres (artículo 10).

b) Beneficios. Los funcionarios a los que se les solicite la renuncia tendrán los siguientes beneficios: 

i) Bonificación por retiro, equivalente a un mes de remuneración imponible por cada dos años de servicios, con un máximo de once meses. La remuneración a considerar será hasta un límite máximo de 100 UF (artículos 1°,2° y 3°).

ii) Bono de 395 UF para los funcionarios que recibieron la bonificación anterior, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 o más años de servicios y se encuentren afiliados a AFP (artículo 4°).

iii) Plazo especial para postular al bono post laboral de la ley N° 20.305, para aquellos que perciban el bono de 395 UF (artículo 7°).

c) Procedimiento: dentro de los 90 días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley, el Director del Servicio Nacional de Aduanas, mediante resolución exenta, identificará al personal al que pedirá la renuncia. En dicha resolución, que requerirá la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, se establecerá, en consulta con los funcionarios, la fecha en que estos deberán hacer dejación de sus cargos, la que no podrá exceder del 1 de abril de 2015. A la resolución se anexará la respuesta del funcionario.

3.- Bonos especiales para ex funcionarios.

a) Bono de 395 UF siempre que el ex funcionario hubiere cesado en sus labores entre el 1 de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de la ley, y cumpla los demás requisitos establecidos en el artículo 11 del proyecto de ley.

b) Bono equivalente a la diferencia entre los meses de la bonificación por retiro voluntario que percibieron conforme a las normas del Título II de la ley N° 19.882, y los once meses de remuneraciones imponibles que hubieren podido percibir si se hubiere aplicado el artículo 18 de la ley N° 19.479, incentivo especial de aduanas. Los ex funcionarios deben haber renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 1 de enero de 2011 y hasta el día previo a la publicación de la presente ley, (artículo 12).

4.- Bono compensatorio

Se otorga a los funcionarios de la planta del Servicio Nacional de Aduanas que hubiesen percibido un monto inferior al que les correspondía por asignación de antigüedad, durante el período comprendido entre el 1 de agosto de 2000 y el 31 de agosto de 2005 (artículo 14).

5.- Se aclara que el 31 de marzo de 2015 será el plazo máximo para que cesen en funciones los funcionarios afectos a la ley N° 20.734 (incentivo ANEF), a quienes el Jefe de Servicio respectivo hubiera solicitado la renuncia a sus cargos, según lo dispuesto en el artículo 12 de dicha ley (artículo 16).

Respecto de este último punto, el señor Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos expresó que se debe a una especial solicitud de los representantes de la ANEF por aclarar el alcance de una disposición de la ley que estableció el incentivo al retiro aplicable a esos funcionarios. En su artículo 12 se establece un doble criterio para la oportunidad en que deberán dejar el servicio aquellos a quienes se solicite la renuncia, que “no podrá exceder de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de la presente ley y, en todo caso, deberá hacerse efectiva antes del 31 de marzo de 2015.”. Con el fin de que la interpretación sea unívoca, se propone que sea esta última fecha el plazo fatal. 


El Honorable Senador señor Coloma manifestó, sin perjuicio de anunciar su voto favorable a la proposición formulada por el Ejecutivo, su aprensión respecto de que al emprender negociaciones particulares con los funcionarios de un Servicio, materializadas en este caso en un proyecto de ley específico, se pueda a la postre estar debilitando el rol que a la ANEF corresponde desempeñar. Desde la perspectiva de las políticas públicas, indicó, puede que no sea lo más adecuado.

- - -
A continuación se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación de la iniciativa, así como del acuerdo adoptado a su respecto.

En tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó todas las enmiendas propuestas por el Senado en segundo trámite constitucional. Así lo comunicó mediante oficio N° 11.251.

Lo obrado por el Senado había consistido en la sustitución de los artículos 1°, 2°, 3°, 4° y 5° aprobados por la Cámara de Diputados, por los siguientes artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9° y 10:

“Artículo 1°.- Establécese, por una sola vez, por el periodo que se indica, una bonificación por retiro para los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que hicieren dejación voluntaria de sus cargos y que cumplan con los demás requisitos establecidos en la presente ley.

Los beneficiarios tendrán derecho a percibir una bonificación equivalente a un mes de remuneración imponible por cada dos años de servicios en el Servicio Nacional de Aduanas, con un máximo de once meses.

La bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.

El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.

La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos 36 meses anteriores al retiro, actualizada según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de cien unidades de fomento.

El pago de la totalidad de la bonificación, será realizado directamente por el Servicio Nacional de Aduanas, a más tardar en el mes subsiguiente al del cese de funciones.

Los beneficios de la presente ley serán incompatibles con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, tales como los establecidos en el artículo 18 de la ley N° 19.479 y en el Título II la ley N° 19.882.

Artículo 2°.- Serán beneficiarios de la bonificación por retiro, los funcionarios de planta o a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que en el período comprendido entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio del año 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido 60 años de edad, si son mujeres, ó 65 años de edad, si son hombres, y que cesen en sus cargos a más tardar el día 31 de marzo de 2015, de acuerdo a las condiciones que se indican en el artículo siguiente.

Artículo 3°.- Los funcionarios que hayan cumplido o cumplan 60 ó 65 años de edad, según sean, respectivamente, mujeres u hombres, entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente al cargo que sirven dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley, indicando la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá ser posterior al 31 de marzo de 2015.

Artículo 4°.- Los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación por retiro de que tratan los artículos anteriores de esta ley, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 ó más años de servicios continuos o discontinuos en dicha institución y que se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado acorde a lo establecido en su artículo 17, tendrán derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional de cargo fiscal equivalente a 395 unidades de fomento.

El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.

Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que actualmente desempeñen cargos de planta o a contrata, podrán completar los años de servicios exigidos, considerando para ello hasta 10 años de labores en calidad de honorarios, sujetos a jornada completa, realizados con anterioridad al año 1998.

El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de la bonificación adicional será el vigente al día en que se produzca el cese de funciones.

La bonificación adicional de que trata este artículo se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación por retiro a que se refiere el artículo 1° de esta ley y corresponderá al Servicio Nacional de Aduanas la verificación del cumplimiento de los requisitos que para su percepción se establecen así como los que correspondan al resto de los beneficios.

La bonificación adicional no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.

Igualmente, podrán percibir la bonificación adicional, los funcionarios que, entre el 1º de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio y además cumplan con los demás requisitos necesarios para su percepción. La bonificación deberá solicitarse dentro de los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley o dentro de los 30 días siguientes al cumplimiento del requisito de edad si la declaración de invalidez es posterior a la publicación de la ley pero anterior al 30 de junio de 2014 y de corresponder, su pago se efectuará dentro de los 60 días siguientes al vencimiento del plazo para solicitarla.

El personal que preste servicios en jornadas parciales deberá renunciar al total de horas que sirva en el Servicio Nacional de Aduanas para acceder a la bonificación adicional. El monto de la bonificación adicional establecida corresponde a jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional si aquella fuera inferior.

Artículo 5°.- Si el funcionario no cesa en su cargo dentro del plazo señalado en el artículo 3°, se entenderá que renuncia irrevocablemente a los beneficios establecidos en la presente ley.

Artículo 6°.- Quienes perciban los beneficios establecidos en la presente ley, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en ninguna de las instituciones que conforman la Administración Central del Estado, durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.

Artículo 7°.- El personal que perciba la bonificación adicional establecida en el artículo 4° de esta ley tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono previsto en la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a aquella bonificación.

Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, se considerarán los plazos y edades que señala la presente ley, no siendo aplicable el plazo de 12 meses señalado en los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305, rigiendo en todo lo demás lo dispuesto en esa ley.

Artículo 8°.- Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación adicional del artículo 4°, tendrán además, derecho a un bono especial de permanencia de 10 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre 40 años de labores, con un máximo de 100 unidades de fomento.

Para la aplicación del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada tanto en el Servicio Nacional de Aduanas como en otras instituciones que conforman la Administración del Estado. En tanto, el reconocimiento de períodos discontinuos procederá sólo cuando el funcionario tenga, a lo menos, 5 años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de postulación, en alguna de las referidas entidades.

El bono especial que concede este artículo se pagará conjuntamente con la bonificación adicional de que trata el artículo 4° de esta ley.

Artículo 9°.- Los ex funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que hubieren cesado en sus labores entre el 1° de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de la presente ley, podrán acceder a la bonificación adicional establecida en el artículo 4°, siempre que hubieren percibido la bonificación por retiro establecida en la ley N° 19.882.

Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, deberán presentar su solicitud ante el Director del Servicio Nacional de Aduanas, en un plazo máximo de 90 días contados desde la fecha de publicación de esta ley. Quienes no presenten la solicitud, se entenderá que renuncian irrevocablemente a la bonificación adicional.

En estos casos, la bonificación adicional se devengará y pagará por el Servicio Nacional de Aduanas a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la conceda.

Artículo 10.- Facúltase al Director del Servicio Nacional de Aduanas para solicitar la renuncia a los funcionarios, tanto de planta como a  contrata, que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos 60 años de edad en el caso de las mujeres y 65 años de edad, en el caso de los hombres.

Dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley, el Director del Servicio Nacional de Aduanas, mediante Resolución Exenta, identificará al personal, al que pedirá la renuncia. Dicha Resolución requerirá la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.

En la Resolución a que se refiere el  inciso anterior se establecerá, en consulta con los funcionarios, la fecha en que estos deberán hacer dejación de sus cargos, la que no podrá exceder del 15 de julio de 2014. En dicha Resolución, se anexará la respuesta del funcionario.

Los funcionarios, a quienes el Director Nacional del Servicio Nacional de Aduanas, solicite la renuncia en ejercicio de la facultad establecida en el inciso primero, tendrán derecho, a percibir la bonificación por retiro y la bonificación adicional establecidas en los artículos 1° y 4° de esta ley, según los requisitos que cada uno de ellos cumpla en concordancia a los requerimientos que establecen los artículos antes citados. Asimismo, podrán presentar su postulación al bono establecido en la ley N° 20.305, de conformidad a su artículo 7°. Para el efecto del acceso a los beneficios enumerados en este artículo, se entenderá que los funcionarios cumplen con la causal de renuncia voluntaria.”.

Producto de la precedente enmienda, los artículos 6° y 7° despachados por la Cámara de Diputados habían pasado a ser artículos 11 y 12, respectivamente, sin modificaciones.


En la sesión celebrada por la Comisión Mixta, el señor Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos puso a disposición de sus integrantes la siguiente proposición formulada por el señor Vicepresidente de la República, señor Rodrigo Peñailillo, como forma y modo de superar las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras:

1) Para reemplazar el epígrafe del proyecto de ley, por el siguiente: 

“PROYECTO DE LEY QUE OTORGA CONDICIONES TRANSITORIAS ESPECIALES DE RETIRO AL PERSONAL DEL SERVICIO NACIONAL DE ADUANAS Y CONCEDE OTROS BENEFICIOS QUE INDICA”.
2) Para sustituir íntegramente el texto del proyecto de ley, por el siguiente:

“Título I

Incentivos al Retiro

Artículo 1°.- Establécese, por una sola vez, por el periodo que se indica, una bonificación por retiro para los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que hicieren dejación voluntaria de sus cargos y que cumplan con los demás requisitos establecidos en el  presente Título.

Los beneficiarios tendrán derecho a percibir una bonificación equivalente a un mes de remuneración imponible por cada dos años de servicios en las instituciones afectas al Título II de la ley N° 19.882, con un máximo de once meses.

La bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.

El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.

La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos 36 meses anteriores al retiro, actualizadas según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de cien unidades de fomento.

El pago de la totalidad de la bonificación, será realizado directamente por el Servicio Nacional de Aduanas, a más tardar en el mes subsiguiente al del cese de funciones.

Artículo 2°.- Serán beneficiarios de la bonificación por retiro, los funcionarios de planta o a contrata del Servicio Nacional de Aduanas que, en el período comprendido entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio del año 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido 60 años de edad, si son mujeres, ó 65 años de edad, si son hombres, y que cesen en sus cargos a más tardar el día 1 de julio de 2015, de acuerdo a las condiciones que se indican en el artículo siguiente.

Artículo 3°.- Los funcionarios, que hayan cumplido o cumplan 60 ó 65 años de edad, según sean, respectivamente, mujeres u hombres, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente al cargo que sirven dentro de los 90 días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley, indicando la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá ser posterior al 1 de julio de 2015.

Artículo 4°.- Los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación por retiro de que tratan los artículos anteriores de esta ley que, a la fecha de la renuncia, tuvieren 20 ó más años de servicios continuos o discontinuos  en las instituciones que conforman la Administración del Estado y que se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado acorde a lo establecido en su artículo 17, tendrán derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional de cargo fiscal equivalente a 395 Unidades de Fomento. 

El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.

Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que actualmente desempeñen cargos de planta o a contrata, podrán completar los años de servicio exigidos, considerando para ello hasta 10 años de labores en calidad de honorarios, sujetos a jornada completa, realizados con anterioridad al año 1998.

El valor de la Unidad de Fomento que se considerará para el cálculo de la bonificación adicional será el vigente al día en que se produzca el cese de funciones.

La bonificación adicional de que trata este artículo se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación por retiro a que se refiere el artículo 1° de esta ley y corresponderá al Servicio Nacional de Aduanas la verificación del cumplimiento de los requisitos que para su percepción se establecen así como los que correspondan al resto de los beneficios de este Título.

La bonificación adicional no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.

Igualmente, podrán percibir la bonificación adicional, los funcionarios que, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio y además cumplan con los demás requisitos necesarios para su percepción. La bonificación deberá solicitarse dentro de los 60 días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley o dentro de los 30 días hábiles siguientes al cumplimiento del requisito de edad si la declaración de invalidez es posterior a la publicación de la ley pero anterior al 30 de junio de 2014 y de corresponder, su pago se efectuará dentro de los 60 días hábiles siguientes al vencimiento del plazo para solicitarla.

El personal que preste servicios en jornadas parciales deberá renunciar al total de horas que sirva en el Servicio Nacional de Aduanas para acceder a la bonificación adicional. El monto de la bonificación adicional establecida corresponde a jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional si aquella fuera inferior.

Artículo 5°.- Si el funcionario no cesa en su cargo dentro del plazo señalado en el artículo 3°, se entenderá que renuncia irrevocablemente a los beneficios establecidos en el presente Título.

Artículo 6°.- Quienes perciban los beneficios establecidos en este Título, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en ninguna de las instituciones que conforman la Administración Central del Estado, durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en Unidades de Fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.

Los beneficios del presente Título serán incompatibles con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, tales como, los establecidos en el artículo 18 de la ley N° 19.479, en el Título II la ley N° 19.882 y en la ley N° 20.734.

Artículo 7°.- El personal que perciba la bonificación adicional establecida en el artículo 4° de este Titulo, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono previsto en la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a aquella bonificación.

Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, se considerarán los plazos y edades que señala en este Título, no siendo aplicable el plazo de 12 meses señalado en los artículos 2° N° 5 y 3° de la ley N° 20.305, rigiendo en todo lo demás lo dispuesto en esa ley.

Artículo 8°.- Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación adicional del artículo 4°, tendrán además, derecho a un bono especial de permanencia de 10 Unidades de Fomento por cada año de servicio por sobre 40 años de labores, con un máximo de 100 Unidades de Fomento.

Para la aplicación del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada tanto en el Servicio Nacional de Aduanas como en otras instituciones que conforman la Administración del Estado. En tanto, el reconocimiento de períodos discontinuos procederá sólo cuando el funcionario tenga, a lo menos, 5 años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de postulación, en alguna de las referidas entidades.

El bono especial que concede este artículo se pagará conjuntamente con la bonificación adicional de que trata el artículo 4° de esta ley. No será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.

Artículo 9°.- Los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación adicional del artículo 4°, que sirvan un cargo en las plantas de profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas; o aquellos asimilados a cualquiera de las plantas antes enumeradas; o que reciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974, tendrán, además, derecho a un bono especial de permanencia de 5 unidades de fomento  por cada año de servicio por sobre los 20 años, con un máximo de 100 unidades de fomento.

Para estos efectos, se entenderá por profesionales, además de todos los funcionarios que perciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974, los que se refieren en: a) el inciso primero del artículo 2° y el artículo 14, ambos de la Ley N° 19.699, con excepción del personal perteneciente a las Fuerzas Armadas; y, b)) el  artículo sexagésimo octavo de la Ley N° 19.882. Asimismo, se considerarán profesionales todos aquellos que estén en posesión de un título profesional otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.

Para efectos del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada en instituciones que conforman la Administración del Estado y el reconocimiento de periodos discontinuos, procederá sólo cuando el funcionario tenga a lo menos 5 años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de la postulación, en alguna de las entidades afectas. Se pagará en conjunto con la bonificación adicional y no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecto a descuento alguno.

Artículo 10.- Facúltase al Director del Servicio Nacional de Aduanas para solicitar la renuncia a los funcionarios, tanto de planta como a  contrata, que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos 60 años de edad en el caso de las mujeres y 65 años de edad, en el caso de los hombres.

Dentro de los 90 días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley, el Director del Servicio Nacional de Aduanas, mediante resolución exenta, identificará al personal al que pedirá la renuncia. Dicha Resolución requerirá la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.

En la Resolución a que se refiere el inciso anterior se establecerá, en consulta con los funcionarios, la fecha en que estos deberán hacer dejación de sus cargos, la que no podrá exceder del 1 de abril de 2015. En dicha resolución, se anexará la respuesta del funcionario.

Los funcionarios, a quienes el Director Nacional del Servicio Nacional de Aduanas, solicite la renuncia en ejercicio de la facultad establecida en el inciso primero, sólo tendrán derecho, a percibir la bonificación por retiro y la bonificación adicional establecidas en los artículos 1° y 4° de esta ley, según los requisitos que cada uno de ellos cumpla en concordancia a los requerimientos que establecen los artículos antes citados. Asimismo, podrán presentar su postulación al bono establecido en la ley N° 20.305, de conformidad a lo dispuesto en el  artículo 7° del presente Título. Para el efecto del acceso a los beneficios  enumerados en este artículo, se entenderá que los funcionarios cumplen con la causal de renuncia voluntaria.

Título II

Bonos Especiales

Artículo 11.- Los ex funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que hubieren cesado en sus labores entre el 1 de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de la presente ley, podrán acceder a la bonificación adicional establecida en el artículo 4°, siempre que hubieren percibido la bonificación por retiro establecida en la ley N° 19.882 y cumplan con los requisitos que en ese mismo artículo se establecen. Dicha bonificación adicional será incompatible con el bono establecido en el artículo  sexto transitorio y siguientes de la ley N° 20.212 y con el establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.734.

Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, deberán presentar su solicitud ante el Director del Servicio Nacional de Aduanas, en un plazo máximo de 90 días  hábiles, contados desde la fecha de publicación de esta ley. Quienes no presenten la solicitud, se entenderá que renuncian irrevocablemente a la bonificación adicional.

En estos casos, la bonificación adicional se devengará y pagará por el Servicio Nacional de Aduanas a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la conceda y no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno. 

En todo lo no previsto en este artículo, se aplicarán las normas establecidas en el artículo 4° de esta ley, en cuanto fueren aplicables.

Artículo 12.- A los funcionarios y funcionarias del Servicio Nacional de Aduanas que, cumpliendo con los requisitos que establecen los incisos primero y segundo del artículo 18 de la ley N° 19.479, hubieren renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del  1 de enero de  2011 y hasta el día previo a la publicación de la presente ley, se les otorgará un bono no imponible ni tributable. Este bono será equivalente a la diferencia entre los meses de la bonificación por retiro voluntario que percibieron  conforme a las normas del Título II de la ley N° 19.882 y los once meses de remuneraciones imponibles que hubieren podido percibir si el Director Nacional de Aduanas hubiese ejercido la facultad de declaración de vacancia respecto de los cargos que servían, conforme al inciso sexto del artículo 18 antes citado y siempre que hubieran cumplido los requisitos para que se les aplicara dicha disposición. Para lo anterior, el Director Nacional requerirá la información conforme lo dispone el inciso cuarto de dicho artículo.

Del mismo modo, se otorgará un bono no imponible ni tributable a los funcionarios que hubieren renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 1 de enero de  2011 y hasta el día previo a la publicación de la presente ley, respecto de los cuales el Director Nacional de Aduanas no aplicó la facultad que le otorga el inciso quinto del artículo 18, ya señalado en el inciso anterior. Este bono será equivalente a la diferencia entre los montos superiores de nueve o diez meses, según se trate de hombres o mujeres, de la bonificación por retiro voluntario que percibieron conforme a las normas del Título II de la ley N°19.882 y los once meses de remuneraciones imponibles que hubieren podido percibir de aplicarse el citado inciso quinto.

En ambos casos, los ex funcionarios deberán requerirlo ante el Servicio dentro de los  noventa días hábiles  siguientes a la publicación de la presente ley y, de corresponder, su pago se efectuará dentro de los sesenta días  hábiles siguientes.

Artículo 13.- En la verificación del cumplimiento del requisito del inciso segundo del artículo 18 de la ley N° 19.479, en relación con la aplicación de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 12 anterior,  se considerará  la bonificación por retiro voluntario que percibieron los ex funcionarios conforme a las normas del Título II de la ley N° 19.882 más el bono que podría corresponderles  según lo dispuesto en el señalado inciso primero del artículo anterior. El cálculo del valor mensual de éstos será el cuociente que resulte de dividir dicho monto total por 120.

Título III

Disposiciones Varias

Artículo 14.- Otórgase un bono compensatorio, por una sola vez, a los funcionarios de la planta del Servicio Nacional de Aduanas que hubiesen percibido un monto inferior al que les correspondía por asignación de antigüedad de acuerdo con la letra e) del decreto ley N° 3.551 de 1981 incorporada por el artículo 25 de la ley N° 19.269, durante todo o parte del período comprendido entre el 1° de agosto de 2000 y el 31 de agosto de 2005 y que, además, se encontraban en servicio al 8 de enero de 2010.

El monto del bono compensatorio será igual a la suma de las diferencias resultantes entre lo que le hubiera correspondido percibir a cada funcionario conforme la letra e) citada en el inciso anterior y lo que percibió efectivamente durante el periodo establecido, incrementado en un 15,6%. El total del bono resultante, conforme lo antes expresado, se reajustará en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre el mes de septiembre de 2005 y el mes anterior a la fecha de dictación de la resolución que concede el bono compensatorio. 

El Director Nacional de Aduanas dictará la resolución que concede el bono a los funcionarios que tuvieren derecho a él conforme el inciso primero de este  artículo, den​tro de los sesenta días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, el que será pagado dentro de los treinta días siguientes a la total tramitación de la resolución que lo concede.

El bono compensatorio no se considerará remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será tributable ni imponible. Asimismo, no será base de cálculo o recálculo de ninguna otra remuneración o beneficio económico a que tengan derecho los funcionarios o que hayan percibido durante el periodo que considera el bono.

Artículo 15.- El mayor gasto que represente la aplicación de los beneficios antes señalados en esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con los recursos del presupuesto vigente del Servicio Nacional de Aduanas.

Artículo 16.- Suprímese en el inciso segundo del artículo 12 de la ley N° 20.734, la frase siguiente: “de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de la presente ley y, en todo caso, deberá hacerse efectiva antes”.”.


La proposición formulada por el Ejecutivo dio lugar al siguiente Informe Financiero, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda con fecha 12 de mayo de 2014:

“I. Antecedentes. 

El proyecto de ley tiene por objeto establecer transitoriamente condiciones especiales para el retiro voluntario del personal del Servicio Nacional de Aduanas, faculta para la entrega de bonificaciones adicionales en las condiciones que a continuación se señalan y entrega facultades al Director Nacional de Aduanas para que pueda solicitar la renuncia de los funcionarios según indica la ley. 

- Bonificación por retiro voluntario

Se establece por una sola vez, una bonificación por retiro voluntario para los funcionarios de carrera y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que hicieren dejación voluntaria de sus cargos y que cumplan o hayan cumplido edad legal de jubilación entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, ambas fechas inclusive. Las personas que cumpliendo la condición anterior, dejen voluntariamente sus cargos, deberán hacer dejación de su cargo a más tardar el 1 de julio de 2015. 

Serán beneficiarios igualmente aquellos funcionarios que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos los 60 años, en el caso de las mujeres y los 65 años, en el caso de los hombres, en el marco de la facultad que se otorga al Director de ese servicio para solicitar la renuncia a dichos funcionarios y que hagan dejación de sus cargos a más tardar el 1 de abril de 2015.

Los beneficiarios de la bonificación por retiro voluntario tendrán derecho a percibir un pago equivalente a un mes de remuneración imponible por cada dos años de servicio, con un tope de 11 meses. Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. 

- Bonificación adicional de UF395
Los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación por retiro voluntario, tendrán derecho al pago de un bono equivalente a 395 Unidades de Fomento, siempre que a la fecha de la renuncia al cargo tuvieren 20 o más años de servicios (continuos o discontinuos) en las instituciones que conforman la Administración del Estado, y se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500.  Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.

Adicionalmente, serán beneficiarios aquellos ex funcionarios que hubieren cesado en sus labores entre el 1° de enero de 2011 y el día anterior a la publicación de esta ley, que cumplan los requisitos establecidos en ella.

- Bono especial de permanencia por sobre 40 años de servicio

Se concede un bono especial de permanencia para los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas equivalente a 10 Unidades de Fomento por cada año de servicio por sobre 40 años de labores, con un tope de 100 Unidades de Fomento, sólo para los funcionarios activos que perciban la bonificación adicional indicada en el punto anterior. Este bono especial se pagará conjuntamente con la bonificación adicional.

- Bono especial de permanencia por sobre 20 años de servicio

Por último, se concede un bono especial de permanencia para los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas equivalente a 5 Unidades de Fomento por cada año de servicio por sobre 20 años de labores, con un tope de 100 Unidades de Fomento, sólo para los funcionarios activos que perciban la bonificación adicional, que sirvan un cargo en las plantas profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas. Este bono especial se pagará conjuntamente con la bonificación adicional.

- Bono Compensatorio.

Se concede un bono compensatorio, por una sola vez, a los funcionarios de la planta del Servicio Nacional de Aduanas que hubiesen percibido un monto inferior al que les correspondía por asignación de antigüedad de acuerdo con la letra e) del decreto ley N° 3551 de 1981 incorporada por el artículo 25 de la ley N° 19.269 durante todo o parte del período comprendido entre el 1° de agosto de 2000 y el 31 de agosto de 2005 y que, además, se encontraban en servicio al 8 de enero de 2010. 

El monto del bono compensatorio será igual a la suma de las diferencias resultantes entre lo que le hubiera correspondido percibir a cada funcionario conforme a la norma recién citada y lo que percibió efectivamente durante el periodo establecido, incrementado en un 15,6% y reajustado de acuerdo a la variación del IPC según se establece. 
II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal. 

Si se da el caso de cobertura máxima de beneficiarios, el presente proyecto de ley, implica un mayor gasto fiscal de $3.900 millones de pesos, distribuidos entre los años 2014 y 2015. 

El mayor gasto que presente la aplicación de estos beneficios durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con los recursos del presupuesto vigente del Servicio Nacional de Aduanas.”. 

Se deja constancia del precedente Informe Financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la ley orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Puesta en votación la proposición del Ejecutivo, fue aprobada, con enmiendas meramente formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar, y Honorables Diputados señores Auth, Ortiz, Santana y Schilling. 

- - -

PROPOSICIÓN

De conformidad con los acuerdos adoptados,  la proposición que la Comisión Mixta efectúa es la que a continuación se señala: 

1) Reemplazar el epígrafe del proyecto de ley, por el siguiente: 

“Proyecto de ley que otorga condiciones transitorias especiales de retiro al personal del Servicio Nacional de Aduanas y concede otros beneficios que indica.”.

2) Sustituir íntegramente el texto del proyecto de ley, por el siguiente:

“Título I

Incentivos al Retiro

Artículo 1°.- Establécese, por una sola vez, por el periodo que se indica, una bonificación por retiro para los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que hicieren dejación voluntaria de sus cargos y que cumplan con los demás requisitos establecidos en el  presente Título.

Los beneficiarios tendrán derecho a percibir una bonificación equivalente a un mes de remuneración imponible por cada dos años de servicios en las instituciones afectas al Título II de la ley N° 19.882, con un máximo de once meses.

La bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. En consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.

El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.

La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos 36 meses anteriores al retiro, actualizadas según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de cien unidades de fomento.

El pago de la totalidad de la bonificación, será realizado directamente por el Servicio Nacional de Aduanas, a más tardar en el mes subsiguiente al del cese de funciones.

Artículo 2°.- Serán beneficiarios de la bonificación por retiro, los funcionarios de planta o a contrata del Servicio Nacional de Aduanas que, en el período comprendido entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio del año 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido 60 años de edad, si son mujeres, ó 65 años de edad, si son hombres, y que cesen en sus cargos a más tardar el día 1 de julio de 2015, de acuerdo a las condiciones que se indican en el artículo siguiente.

Artículo 3°.- Los funcionarios que hayan cumplido o cumplan 60 ó 65 años de edad según sean, respectivamente, mujeres u hombres, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente al cargo que sirven dentro de los 90 días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley, indicando la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá ser posterior al 1 de julio de 2015.

Artículo 4°.- Los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación por retiro de que tratan los artículos anteriores de esta ley, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 ó más años de servicios continuos o discontinuos en las instituciones que conforman la Administración del Estado y que se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado acorde a lo establecido en su artículo 17, tendrán derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional de cargo fiscal equivalente a 395 unidades de fomento. 

El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.

Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que actualmente desempeñen cargos de planta o a contrata, podrán completar los años de servicio exigidos, considerando para ello hasta 10 años de labores en calidad de honorarios, sujetos a jornada completa, realizados con anterioridad al año 1998.

El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de la bonificación adicional será el vigente al día en que se produzca el cese de funciones.

La bonificación adicional de que trata este artículo se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación por retiro a que se refiere el artículo 1° de esta ley, y corresponderá al Servicio Nacional de Aduanas la verificación del cumplimiento de los requisitos que para su percepción se establecen, así como los que correspondan al resto de los beneficios de este Título.

La bonificación adicional no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. En consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.

Igualmente, podrán percibir la bonificación adicional los funcionarios que entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio y además cumplan con los demás requisitos necesarios para su percepción. La bonificación deberá solicitarse dentro de los 60 días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley, o dentro de los 30 días hábiles siguientes al cumplimiento del requisito de edad si la declaración de invalidez es posterior a la publicación de la ley pero anterior al 30 de junio de 2014. De corresponder, su pago se efectuará dentro de los 60 días hábiles siguientes al vencimiento del plazo para solicitarla.

El personal que preste servicios en jornadas parciales deberá renunciar al total de horas que sirva en el Servicio Nacional de Aduanas para acceder a la bonificación adicional. El monto de la bonificación adicional establecida corresponde a jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional si aquella fuera inferior.

Artículo 5°.- Si el funcionario no cesa en su cargo dentro del plazo señalado en el artículo 3°, se entenderá que renuncia irrevocablemente a los beneficios establecidos en el presente Título.

Artículo 6°.- Quienes perciban los beneficios establecidos en este Título, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en ninguna de las instituciones que conforman la Administración Central del Estado, durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.

Los beneficios del presente Título serán incompatibles con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, tales como los establecidos en el artículo 18 de la ley N° 19.479, en el Título II de la ley N° 19.882 y en la ley N° 20.734.

Artículo 7°.- El personal que perciba la bonificación adicional establecida en el artículo 4° de este Título, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono previsto en la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a aquella bonificación.

Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, se considerarán los plazos y edades que señala en este Título, no siendo aplicable el plazo de 12 meses señalado en los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305, rigiendo en todo lo demás lo dispuesto en esa ley.

Artículo 8°.- Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación adicional del artículo 4° de este Título, tendrán además, derecho a un bono especial de permanencia de 10 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre 40 años de labores, con un máximo de 100 unidades de fomento.

Para la aplicación del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada tanto en el Servicio Nacional de Aduanas como en otras instituciones que conforman la Administración del Estado. En tanto, el reconocimiento de períodos discontinuos procederá sólo cuando el funcionario tenga, a lo menos, 5 años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de postulación, en alguna de las referidas entidades.

El bono especial que concede este artículo se pagará conjuntamente con la bonificación adicional de que trata el artículo 4° de esta ley. No será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. En consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.

Artículo 9°.- Los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación adicional del artículo 4°, que sirvan un cargo en las plantas de profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas; o aquellos asimilados a cualquiera de las plantas antes enumeradas; o que reciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974, tendrán, además, derecho a un bono especial de permanencia de 5 unidades de fomento  por cada año de servicio por sobre los 20 años, con un máximo de 100 unidades de fomento.

Para estos efectos, se entenderá por profesionales, además de todos los funcionarios que perciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974, los que se refieren en: a) el inciso primero del artículo 2° y el artículo 14, ambos de la ley N° 19.699, con excepción del personal perteneciente a las Fuerzas Armadas; y, b) el  artículo sexagésimo octavo de la ley N° 19.882. Asimismo, se considerarán profesionales todos aquellos que estén en posesión de un título profesional otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.

Para efectos del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada en instituciones que conforman la Administración del Estado y el reconocimiento de períodos discontinuos, procederá sólo cuando el funcionario tenga a lo menos 5 años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de la postulación, en alguna de las entidades afectas. Se pagará en conjunto con la bonificación adicional y no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. En consecuencia, no estará afecto a descuento alguno.

Artículo 10.- Facúltase al Director del Servicio Nacional de Aduanas para solicitar la renuncia a los funcionarios, tanto de planta como a  contrata, que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos 60 años de edad en el caso de las mujeres y 65 años de edad, en el caso de los hombres.

Dentro de los 90 días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley, el Director del Servicio Nacional de Aduanas, mediante resolución exenta, identificará al personal al que pedirá la renuncia. Dicha Resolución requerirá la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.

En la Resolución a que se refiere el inciso anterior se establecerá, en consulta con los funcionarios, la fecha en que estos deberán hacer dejación de sus cargos, la que no podrá exceder del 1 de abril de 2015. En dicha resolución se anexará la respuesta del funcionario.

Los funcionarios a quienes el Director Nacional del Servicio Nacional de Aduanas solicite la renuncia en ejercicio de la facultad establecida en el inciso primero del presente artículo, sólo tendrán derecho a percibir la bonificación por retiro y la bonificación adicional establecidas en los artículos 1° y 4° de esta ley, según los requisitos que cada uno de ellos cumpla en concordancia a los requerimientos que establecen los artículos antes citados. Asimismo, podrán presentar su postulación al bono establecido en la ley N° 20.305, de conformidad a lo dispuesto en el  artículo 7° del presente Título. Para el efecto del acceso a los beneficios  enumerados en este artículo, se entenderá que los funcionarios cumplen con la causal de renuncia voluntaria.

Título II

Bonos Especiales

Artículo 11.- Los ex funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que hubieren cesado en sus labores entre el 1 de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de la presente ley, podrán acceder a la bonificación adicional establecida en el artículo 4° del Título I, siempre que hubieren percibido la bonificación por retiro establecida en la ley N° 19.882 y cumplan con los requisitos que en ese mismo artículo se establecen. Dicha bonificación adicional será incompatible con el bono establecido en los artículos sexto transitorio y siguientes de la ley N° 20.212 y con el establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.734.

Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, los ex funcionarios deberán presentar su solicitud ante el Director del Servicio Nacional de Aduanas, en un plazo máximo de 90 días hábiles, contados desde la fecha de publicación de esta ley. Quienes no presenten la solicitud, se entenderá que renuncian irrevocablemente a la bonificación adicional.

En estos casos, la bonificación adicional se devengará y pagará por el Servicio Nacional de Aduanas a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la conceda y no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. En consecuencia, no estará afecta a descuento alguno. 

En todo lo no previsto en este artículo, se aplicarán las normas establecidas en el artículo 4° de esta ley, en cuanto fueren aplicables.

Artículo 12.- A los funcionarios y funcionarias del Servicio Nacional de Aduanas que, cumpliendo con los requisitos que establecen los incisos primero y segundo del artículo 18 de la ley N° 19.479, hubieren renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 1 de enero de  2011 y hasta el día previo a la publicación de la presente ley, se les otorgará un bono no imponible ni tributable. Este bono será equivalente a la diferencia entre los meses de la bonificación por retiro voluntario que percibieron  conforme a las normas del Título II de la ley N° 19.882, y los once meses de remuneraciones imponibles que hubieren podido percibir si el Director Nacional de Aduanas hubiese ejercido la facultad de declaración de vacancia respecto de los cargos que servían, conforme al inciso sexto del artículo 18 antes citado y siempre que hubieran cumplido los requisitos para que se les aplicara dicha disposición. Para lo anterior, el Director Nacional requerirá la información conforme lo dispone el inciso cuarto de dicho artículo.

Del mismo modo, se otorgará un bono no imponible ni tributable a los funcionarios que hubieren renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 1 de enero de  2011 y hasta el día previo a la publicación de la presente ley, respecto de los cuales el Director Nacional de Aduanas no aplicó la facultad que le otorga el inciso quinto del artículo 18 señalado en el inciso anterior. Este bono será equivalente a la diferencia entre los montos superiores de nueve o diez meses, según se trate de hombres o mujeres, de la bonificación por retiro voluntario que percibieron conforme a las normas del Título II de la ley N°19.882, y los once meses de remuneraciones imponibles que hubieren podido percibir de aplicarse el precitado inciso quinto.

En ambos casos, los ex funcionarios deberán requerirlo ante el Servicio dentro de los  noventa días hábiles  siguientes a la publicación de la presente ley y, de corresponder, su pago se efectuará dentro de los sesenta días  hábiles siguientes.

Artículo 13.- En la verificación del cumplimiento del requisito del inciso segundo del artículo 18 de la ley N° 19.479, en relación con la aplicación de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 12 precedente, se considerará la bonificación por retiro voluntario que percibieron los ex funcionarios conforme a las normas del Título II de la ley N° 19.882 más el bono que podría corresponderles según lo dispuesto en el señalado inciso primero del artículo anterior. El cálculo del valor mensual de éstos será el cuociente que resulte de dividir dicho monto total por 120.

Título III

Disposiciones Varias

Artículo 14.- Otórgase un bono compensatorio, por una sola vez, a los funcionarios de la planta del Servicio Nacional de Aduanas que hubiesen percibido un monto inferior al que les correspondía por asignación de antigüedad de acuerdo con la letra e) del decreto ley N° 3.551, de 1981, incorporada por el artículo 25 de la ley N° 19.269, durante todo o parte del período comprendido entre el 1 de agosto de 2000 y el 31 de agosto de 2005 y que, además, se encontraban en servicio al 8 de enero de 2010.

El monto del bono compensatorio será igual a la suma de las diferencias resultantes entre lo que le hubiera correspondido percibir a cada funcionario conforme a la letra e) citada en el inciso anterior y lo que percibió efectivamente durante el periodo establecido, incrementado en un 15,6%. El total del bono resultante, conforme a lo antes expresado, se reajustará en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre el mes de septiembre de 2005 y el mes anterior a la fecha de dictación de la resolución que concede el bono compensatorio. 

El Director Nacional de Aduanas dictará la resolución que concede el bono a los funcionarios que tuvieren derecho a él conforme el inciso primero de este  artículo, den​tro de los sesenta días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, el que será pagado dentro de los treinta días siguientes a la total tramitación de la resolución que lo concede.

El bono compensatorio no se considerará remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será tributable ni imponible. Asimismo, no será base de cálculo o recálculo de ninguna otra remuneración o beneficio económico a que tengan derecho los funcionarios o que hayan percibido durante el periodo que considera el bono.

Artículo 15.- El mayor gasto que represente la aplicación de los beneficios antes señalados en esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con los recursos del presupuesto vigente del Servicio Nacional de Aduanas.

Artículo 16.- Suprímese, en el inciso segundo del artículo 12 de la ley N° 20.734, la siguiente frase: “de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de la presente ley y, en todo caso, deberá hacerse efectiva antes.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 13 de mayo de 2014, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín, y Honorables Diputados señores Pepe Auth Stewart, José Miguel Ortiz Novoa, Alejandro Santana Tirachini y Marcelo Shilling Rodríguez.


Sala de la Comisión, a 14 de mayo de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión Mixta.
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